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Ministra Norma Lucía Piña Hernández, 
Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y del Consejo de la Judicatura Federal

Ministras y Ministros de este Alto Tribunal

Consejeras y Consejeros de la Judicatura Federal

Magistradas y Magistrados de la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

Estimados presentes que nos acompañan en este evento 

Es un honor dirigirme a ustedes para rendir cuentas de las labores desem­
peñadas por la Primera Sala durante este año 2023. 

Inicio expresando mi agradecimiento a la señora Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat y a los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, reconociendo que sus notables contribuciones, han 
enriquecido nuestras deliberaciones de manera significativa. 

Su compromiso con la justicia y la vasta experiencia jurídica ha sido 
esencial para el desarrollo y éxito de nuestra labor. 
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Es importante destacar que, a lo largo de este año, la Primera Sala 
experimentó cambios en su integración, no sólo por la elección de la Ministra 
Piña Hernández como Presidenta de este Alto Tribunal, lo que generó la incor­
poración del Ministro Arturo Zaldívar y, más recientemente, ante su renuncia, 
tuvimos el gusto de recibir a la Ministra Loretta Ortiz Ahlf, a quien le reitero 
mi beneplácito por su incorporación a la Primera Sala y por las valiosas apor­
taciones que ha hecho en las escasas sesiones en las que ha participado. 

No quiero dejar de expresar nuestra profunda gratitud hacia el inva­
luable trabajo que realiza el personal de las ponencias de las Ministras y 
Ministros. Su dedicación, profesionalismo y compromiso, son los cimientos 
sobre los cuales construimos cada decisión.

También, extiendo mis más sinceras felicitaciones y agradecimientos al 
valioso personal de la Primera Sala encargado de llevar a cabo los trámites 
de los asuntos. Su labor meticulosa, diligente y eficiente, es el motor que 
impulsa la maquinaria de nuestra Sala, asegurando así, que cada expediente 
sea gestionado con precisión y profesionalismo. 

A cada miembro de la Primera Sala, cuyas funciones a menudo son 
realizadas detrás de bastidores, les manifestamos nuestro más profundo re­
conocimiento. 

Habiendo expresado lo anterior, considero relevante subrayar que, 
durante el año que termina, nos hemos enfrentado a desafíos significativos 
al retomar nuestras labores cotidianas, lo que ha requerido de adaptación 
y de mejora. A lo largo de este periodo, se han aprovechado las herramientas 
tecnológicas para perfeccionar nuestras prácticas. Testimonio de esto, es 
la sistematización en el trámite de los engroses, pues ahora, se realiza total­
mente de manera electrónica, agilizando los plazos y mejorando la comuni­
cación entre las áreas encargadas.

También, no se puede negar que este año ha sido especialmente com­
plejo ante frecuentes cuestionamientos a la independencia y a la legitimidad 
con las que enfrentamos nuestras labores diarias. 
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Por tanto, considero que la mejor manera de poner a la consideración de 
la sociedad nuestra función, es la rendición de cuentas que no sólo consti­
tuye un acto solemne, sino una oportunidad para comunicar a la ciudadanía 
sobre la manera en que las personas juzgadoras federales en nuestro país, 
respondemos al gran compromiso que implican nuestras labores. 

Sin más preámbulos, quisiera destacar que en este año 2023, se expe­
rimentó un aumento significativo en la cantidad de asuntos recibidos. Este 
incremento, corresponde a un 30% respecto al año anterior; así, de 1,277 
asuntos reportados en 2022, en este periodo registramos 1,651.

Si tomamos en cuenta que iniciamos el año con 300 asuntos por resolver, 
entonces, la cantidad de ingresos totales durante el 2023 ascendió a 1,951 
asuntos; de los cuales egresaron 1,634.

La cantidad de egresos se integra de la siguiente manera: 1,185 asuntos 
fallados en 40 sesiones, 19 por dictamen o envío al Pleno o a la Segunda 
Sala, además de 100 returnos y 330 expedientes remitidos a la sección de 
trámite por cambios en los integrantes de la Primera Sala. 

No obstante lo anterior, el número de asuntos pendientes por resolver 
a la fecha de este cierre de informe, se mantuvo cercano al año anterior, 
resultando en la cantidad de 317, de los cuales, cabe aclarar, 312 ya cuentan 
con proyecto de resolución. 

Bajo el actual sistema de precedentes, para fines de divulgación, la 
Primera Sala emitió 252 tesis; 209 jurisprudenciales y 43 aisladas. 

Asimismo, para dar mayor difusión a los asuntos resueltos por la Sala, se 
emitieron 279 comunicados, a través de 82 notas de prensa y 197 tarjetas 
informativas, en los cuales, se presentaron los puntos torales de los asuntos 
de mayor trascendencia. 

En materia de transparencia, durante este año, se recibieron 130 soli­
citudes de información, las cuales fueron atendidas en su totalidad.
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Además de esta estadística, la labor de la Primera Sala resalta por el 
contenido de sus criterios y el énfasis en temas de importancia para la ciu­
dadanía.

Todas y cada una de nuestras resoluciones guardan relación con la 
defensa y protección de los derechos humanos de todas las personas. 

A continuación, me refiero a algunas de estas decisiones que consti­
tuyen pronunciamientos trascendentes sobre las diferentes materias. 

En materia de derechos sexuales y reproductivos, se emitió el pronun­
ciamiento sobre la inconstitucionalidad del delito de aborto voluntario y sus 
excluyentes. Su tipificación, fue considerada por la Sala como un acto de 
violencia y criminalización por razón de género.1 Igualmente, se le reconoció 
interés legítimo para impugnar estas normas a cualquier persona gestante y 
a las asociaciones civiles, sin que estén obligadas a demostrar un daño 
individualizado.2

Hablando de derechos de personas migrantes, se emitió un criterio 
recientemente galardonado con el primer lugar del Premio Sentencias Acceso 
a la Justicia de Personas Migrantes o Sujetas de Protección Internacional, 
2023. En ese caso, se reconoció el derecho de las personas migrantes en 
situación de detención, a contar con una defensa garantizada por el Estado. 
A su vez, se declaró la inconstitucionalidad de las detenciones que superen 
el periodo de treinta y seis horas. Tras dicho plazo, surge la obligación para la 
autoridad de otorgar la condición de estancia de visitante con permiso para 
recibir una remuneración en el país y de garantizar la conclusión del proce­
dimiento en libertad.3 

Para niñas, niños y adolescentes involucrados en cuestiones migrato­
rias, se establecieron condiciones de protección reforzada. Esto, contempla 

1 Amparo en revisión 267/2023. Fallado en sesión de 6 de septiembre de 2023. 
2 Amparo en revisión 79/2023. Fallado en sesión de 30 de agosto de 2023. 
3 Amparo en revisión 388/2022. Fallado en sesión de 15 de marzo de 2023. 
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el derecho a tener una representación jurídica especializada y efectiva, a ser 
entrevistado por personal capacitado en temas migratorios, infancia o ado­
lescencia, así como el otorgamiento de medidas especiales de protección. 
Además de esto, se reconoció el deber de seguimiento, apoyo y transi­
ción para los adolescentes que estén próximos a cumplir la mayoría de edad.4

En otro aspecto de derechos de niñas, niños y adolescentes, se con­
sideró necesario reforzar los derechos de los menores en materia penal, 
exigiendo que las personas asesoras jurídicas que los representan, sean 
proactivas, en especial, cuando adviertan que las pruebas ofrecidas por la 
fiscalía son insuficientes para sustentar la acusación.5

Otro tema trascendental, fue la emisión del primer estándar para juzgar 
a los adolescentes trans, a efecto de resolver los procedimientos bajo pers­
pectiva de género, con enfoque de interseccionalidad y en respeto a su 
identidad.6

Sobre violaciones graves a derechos humanos, se destaca la proscrip­
ción de la desaparición forzada. La Sala, advirtió en este importante tema 
la existencia de una omisión legislativa en una entidad federativa, por no 
haber emitido la normativa correspondiente, de manera específica, sobre la 
declaración especial de ausencia. Algo destacable de este criterio, es que 
el mandato al legislador derivó de los compromisos internacionales adqui­
ridos por el Estado Mexicano en materia de derechos humanos.7

Otra de las prácticas deleznables que aquejan a nuestra sociedad, se 
relaciona con las ejecuciones extrajudiciales. Al respecto, la Sala precisó que, 
para su análisis, es aplicable el Protocolo de Minnesota, un instrumento que, a 

4 Amparo en revisión 400/2020. Fallado en sesión de 29 de marzo de 2023. 
5 Amparo directo en revisión 2461/2023. Fallado en sesión de 15 de noviembre de 2023. 
6 Amparo directo en revisión 5769/2022. Fallado en sesión de 26 de abril de 2023. 
7 Amparo en revisión 439/2023. Fallado en sesión de 6 de septiembre de 2023. 
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pesar de su carácter no vinculante, cuenta con una relevancia destacable, 
pues desarrolla, maximiza y potencializa diversos derechos humanos.8

En otro ámbito, la Primera Sala reconoció –por primera vez– el derecho 
humano al cuidado, especialmente, de las personas con discapacidad, mayo­
res, o con enfermedades crónicas, así como el papel prioritario del Estado 
en su protección y garantía; todo esto, haciendo énfasis en que ese derecho no 
implica que quienes realizan estas labores deban mantenerlas por mandatos 
de género.9 

Dentro de los asuntos relevantes, también se encuentran los relacionados 
al derecho ambiental. Al reconocer que los daños causados suelen ser de 
difícil o de imposible reparación, se establecieron una serie de lineamientos 
para el otorgamiento de la suspensión en el juicio de amparo, con base en 
los principios de precaución, pro natura y acceso a la justicia ambiental.10

También, se reconoció que la elaboración de programas de desarrollo 
urbano, puede repercutir en el ecosistema del que se beneficia la ciudad o 
municipio en el que se pretende ejecutar, por lo cual, las autoridades deben 
garantizar el derecho a la participación ciudadana y al acceso a la información.11 

Asimismo, la Primera Sala al hacer una ponderación entre la libertad de 
comercio y el derecho a un medio ambiente sano, reconoció la constitucio­
nalidad de la prohibición de la distribución de las bolsas de plástico puro.12

En materia educativa, se tuvo la oportunidad de considerar que las 
instituciones privadas de instrucción básica, no pueden reservarse el derecho 
de admisión sin una justificación objetiva y razonable, a efecto de proteger 
el derecho a la educación y el interés superior de la niñez.13

8 Amparo directo en revisión 13/2021. Fallado en sesión de 7 de diciembre de 2022. 
9 Amparo directo 6/2023. Fallado en sesión de 18 de octubre de 2023.
10 Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2022. Fallado en sesión de 12 de abril de 2023.
11 Amparo en revisión 544/2022. Fallado en sesión de 25 de octubre de 2023.
12 Amparo en revisión 128/2022. Fallado en sesión de 25 de octubre de 2023.
13 Amparo en revisión 57/2022. Fallado en sesión de 25 de enero de 2023.
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Hablando del derecho de petición y considerando el constante avance 
de la tecnología, y su repercusión en los derechos fundamentales, se reco­
noció su ejercicio a través de plataformas de redes sociales, siempre que 
las autoridades utilicen dicha red y que lo hagan como parte de su actuar 
oficial.14

En otro orden de ideas, en materia de procedimiento penal, se emitieron 
diversos criterios sobre los derechos de las partes. En primer lugar, se esta­
bleció que desde el momento en que una persona es buscada en su domi­
cilio para comparecer a una carpeta de investigación, se detona su derecho 
para acceder a la referida indagatoria.15

Además, se interpretó que los medios periodísticos, como organización 
social, pueden ser considerados como víctimas indirectas de delito en el 
caso de que se vea afectado uno de sus corresponsales, lo cual está sujeto 
a que se acredite debidamente la afectación ante las instancias corres­
pondientes.16

También, se declaró la constitucionalidad del artículo que permite a 
las víctimas de delitos, solicitar medidas provisionales en los procesos 
penales para proteger su derecho al restablecimiento de las cosas que 
tenían antes del hecho delictivo, siempre con respeto a los principios de 
inmediación y contradicción.17 

Por otra parte, en materia familiar, se ampliaron los precedentes de la 
Primera Sala respecto a la pensión alimenticia, al considerarse que las apor­
taciones que un progenitor incorpora a su hogar, deben valorarse de oficio 
y de manera integral, tanto en lo monetario o material como en los trabajos 
de cuidado.18

14 Amparo en revisión 245/2022. Fallado en sesión de 1 de febrero de 2023.
15 Amparo en revisión 347/2022. Fallado en sesión de 29 de marzo de 2023.
16 Amparo en revisión 547/2022. Fallado en sesión de 11 de octubre de 2023. 
17 Amparo en revisión 217/2022. Fallado en sesión de 1 de febrero de 2023.
18 Contradicción de criterios 44/2023. Fallado en sesión de 7 de junio de 2023.
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En los casos de divorcio, se afirmó que existe una presunción a favor de 
las personas que soliciten compensación económica o pensión alimenticia 
compensatoria, y que también, se hayan dedicado preponderantemente a 
las labores domésticas y de cuidados.19 

Asimismo, se estableció que cuando una persona haya desempeñado 
doble jornada laboral al interior de su familia, puede reclamar una compen­
sación económica frente a la existencia de un coste de oportunidad y de un 
desequilibrio económico.20

En el tema de derechos de autor se analizó, en un caso, la indemniza­
ción por daños y perjuicios derivada de la violación a ese tipo de derechos 
y a la propia imagen. Ante ello, la Primera Sala reconoció el derecho a la 
propia imagen desde la perspectiva del "retrato"; puntualizando que el aprove­
chamiento económico que se obtenga con un "imitador", sin el consentimiento 
del personaje conocido, vulnera esta prerrogativa.21

En cuanto a la protección de derechos ante instituciones de seguros, 
se resolvió que es obligación de las aseguradoras entregar a las personas 
aseguradas las condiciones generales de la póliza contratada, la informa­
ción de las posibles enfermedades excluidas, así como realizar el registro 
del contrato conforme a la ley. De manera que, cuando se advierte el incum­
plimiento reiterado y de mala fe a estos deberes, es procedente el pago del 
daño moral, al presumirse una vulneración a la integridad psíquica, así como 
los daños punitivos.22

A su vez, se determinó que la afectación de la pensión jubilatoria de 
una persona mayor no es disponible a través de una relación contractual y 
constituye un acto prohibido en virtud de la protección del derecho al salario 
y al mínimo vital.23

19 Amparo directo en revisión 6433/2022. Fallado en sesión de 18 de octubre de 2023.
20 Amparo directo en revisión 613/2023. Fallado en sesión de 18 de octubre de 2023.
21 Amparos directos 5/2022, 6/2022 y 7/2022. Fallados en sesión de 8 de febrero de 2023.
22 Amparo directo en revisión 4306/2020. Fallado en sesión de 25 de enero de 2023.
23 Amparo directo en revisión 1875/2022. Fallado en sesión de 29 de marzo de 2023.
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Finalmente, en relación con la materia de amparo, la Primera Sala deter­
minó que cuando un juzgado de distrito conoce de un asunto donde se le 
señala como autoridad responsable, debe declinar la competencia a otro 
juzgado. En ese caso, éste otro juzgado tendrá la obligación de recabar los 
informes justificados para que, con base en ellos, pueda determinar si la 
persona juzgadora que originalmente conoció el caso, efectivamente emitió 
el acto impugnado.24

Aunque se presentan sólo algunos criterios, cada uno de ellos es repre­
sentativo de un proceso de análisis, debate y discernimiento exhaustivo. 
Detrás de cada palabra escrita, se encuentra la responsabilidad de garan­
tizar la prevalencia de la justicia y la protección de los derechos humanos.

La rendición de este informe considero que es ocasión propicia para 
refrendar la importancia de la independencia judicial, pues aunque ésta 
pueda resultar incómoda para quienes no se les da la razón, es un faro que 
guía a las personas juzgadoras hacia la protección irrestricta de nuestra 
Constitución, es un principio fundamental que vela por la equidad, la impar­
cialidad y el respeto a los derechos de todas y todos.

A nombre de las Ministras y los Ministros que integran la Primera Sala 
de este Alto Tribunal, ratifico nuestro compromiso inquebrantable de garanti­
zar la defensa de la Constitución, la protección de los derechos fundamen­
tales de todas las personas y la preservación de la independencia judicial. 

Muchas gracias.

24 Contradicción de criterios 313/2021. Fallado en sesión de 30 de agosto de 2023.
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR PRECEDENTES

IMPEDIMENTO PARA CONTRAER MATRIMONIO. EL PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 4.7, FRACCIÓN IX, DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 
MÉXICO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN LA 
GACETA DEL GOBIERNO EL 1 DE NOVIEMBRE DE 2022, CONSISTENTE 
EN PADECER "ENFERMEDADES CRÓNICAS E INCURABLES QUE SEAN 
CONTAGIOSAS O HEREDITARIAS", CONTRAVIENE LOS DERECHOS A 
LA SALUD Y AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. 

Hechos: Una persona demandó el reconocimiento del concubinato igualita­
rio que tenía con el autor de una sucesión y que, como consecuencia, se 
le reconociera su derecho a heredar. La sucesión demandada negó dicho 
reconocimiento argumentando, entre otras cosas, que de acuerdo con el 
artículo 4.403 del Código Civil del Estado de México, uno de los requisitos 
para reconocer la existencia del concubinato, es que no se tengan impedimen­
tos legales para contraer matrimonio; y de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 4.7, fracción IX, del propio ordenamiento, en su texto anterior a 
la reforma publicada en la Gaceta del Gobierno el 1 de noviembre de 2022, 
uno de los impedimentos para contraer matrimonio, son las enfermedades 
crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias; y que en el caso, 
el autor de la sucesión tenía una enfermedad de ese tipo. El Juez que cono­
ció del asunto negó la procedencia de la acción al considerar que la actora 
no acreditó que tuviera una vida en común, constante y permanente con 
el autor de la sucesión. En contra de esa decisión, la parte actora apeló 
obteniendo sentencia favorable. Al no estar conforme con esa decisión, la 
parte demandada promovió un primer juicio de amparo directo alegando, 
entre otras cosas, que no se atendió la excepción que opuso al contestar la 
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demanda. En cumplimiento a esa ejecutoria, la responsable dictó una nueva 
sentencia en la que reiteró que sí se acreditó la existencia del concubi­
nato, por lo que la inconforme promovió un segundo juicio de amparo directo 
reiterando que no se había analizado la excepción mencionada. El Tribunal 
Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque, al analizar 
ese argumento, consideró que atendiendo al nuevo paradigma de derechos 
humanos, la orientación sexual y afectiva de las personas no debe constituir 
una limitante para acceder en condiciones de igualdad a los derechos que 
otorga el sistema jurídico mexicano; y que como consecuencia, en el caso 
no debía aplicarse el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del Estado de 
México, porque en su connotación tiene categorías sospechosas basadas 
en la orientación sexual de las personas. Inconforme, la quejosa interpuso 
recurso de revisión alegando que el impedimento para contraer matrimo­
nio contenido en el aludido artículo 4.7, fracción IX, referente a no padecer 
enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias, 
no se encuentra redactado en términos discriminatorios, en razón de la prefe­
rencia sexual de las personas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el impedimento para contraer matrimonio, previsto 
en el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del Estado de México, consis­
tente en padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagio­
sas o hereditarias, contraviene los derechos a la salud y al libre desarrollo 
de la personalidad.

Justificación: El artículo 4.7 del Código Civil del Estado de México establece 
una serie de hipótesis que el legislador consideró como impedimentos para 
contraer matrimonio. Entre esas hipótesis, la fracción IX prevé las enferme­
dades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias; por tanto 
dicha fracción hace una distinción por cuestiones de salud, la cual puede dar 
lugar a una discriminación prohibida por el artículo 1o. constitucional; sin 
embargo, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio; por ende, 
para determinar si esa diferencia de trato es objetiva y razonable, deberá 
efectuarse un estudio cuya intensidad dependerá del criterio empleado al 
analizarla, pues existen dos niveles de escrutinio, el ordinario y el estricto; 
y en el caso es aplicable este último, en tanto que la distinción se basa en 
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una categoría sospechosa. Así, aplicando ese nivel de escrutinio, se puede 
concluir que la distinción que hace el legislador mexiquense cumple con 
una finalidad constitucionalmente imperiosa, pues el impedimento busca 
proteger el derecho a la salud de diversas personas, pues no sólo intenta 
que la o el posible cónyuge o concubina no se contagie, sino que además 
busca que los hijos que pudieran resultar de esa unión no la hereden; sin 
embargo, esa distinción no está totalmente vinculada con la finalidad consti­
tucional imperiosa, porque en realidad acaba por transgredir el derecho 
a la salud y el derecho al libre desarrollo de la personalidad, tanto de la 
persona que padece las enfermedades en que se sustenta el impedimento, 
como el de la persona que desea unirse a ella (en matrimonio o concubi­
nato). Lo anterior porque la salud es un derecho humano fundamental e 
indispensable para el ejercicio adecuado de los demás derechos, pues la 
salud debe ser entendida no sólo como la ausencia de afecciones o enfer­
medades, sino también como un estado completo de bienestar físico, mental 
o social, derivado de un estilo de vida que permita alcanzar a las personas 
un balance integral, de suerte que ese derecho se relaciona con otros dere­
chos como son: el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el derecho 
a fundar una familia y el derecho de acceso a la información. Así, la decisión 
de contraer o no matrimonio, o de unirse o no en concubinato, pertenece a 
la esfera de las decisiones autónomas de los individuos respecto a su vida 
privada y familiar y se toma en ejercicio del derecho al libre desarrollo de 
la personalidad. Este poder de decisión, sin duda, se vincula con el bienestar 
mental y emocional de las personas; por tanto, con el derecho a la salud. 
En consecuencia, impedir el matrimonio y el concubinato por padecer enfer­
medades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias, en 
realidad se contrapone con el derecho a la salud, en tanto que ese impe­
dimento limita el derecho al libre desarrollo de la personalidad; y al incidir 
en el aspecto mental y social de aquel a quien se le impide acceder a esas 
instituciones, necesariamente incide de manera negativa en su derecho a 
la salud; por ello, el requisito en cuestión no está totalmente vinculado 
con la finalidad constitucional imperiosa que pretende proteger, pues se 
deja de atender que el derecho a la salud incide en el bienestar emocional 
y mental de la persona, y que para lograr ese bienestar es importante reco­
nocer el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el cual implica la liber­
tad de contraer o no matrimonio o de unirse o no en concubinato y, si bien 
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el derecho al libre desarrollo de la personalidad de la persona que padece la 
enfermedad contagiosa e incurable, puede encontrar límite en el derecho 
de la persona con la que desea unirse en matrimonio o concubinato, lo cierto 
es que el derecho a la salud no sólo abarca el acceso a servicios para dis­
frutar del más alto nivel posible de salud, sino que además comprende la 
libertad de cada individuo de controlar su salud y su cuerpo y el derecho a 
no padecer injerencias; por tanto, al haber una incidencia entre la integri­
dad física y psicológica con la autonomía personal y la libertad de tomar 
decisiones sobre el propio cuerpo, este derecho exige que, por un lado, el 
Estado asegure y respete decisiones y elecciones hechas en forma libre y 
responsable; y por otro, que garantice el acceso a información relevante, 
para que las personas estén en condiciones de tomar decisiones informadas 
sobre el curso de acción respecto a su cuerpo y salud, de acuerdo a su 
propio plan de existencia; por tanto, en materia de salud, el suministro 
de información oportuna, completa, comprensible y fidedigna debe reali­
zarse de oficio debido a que ésta es imprescindible para la toma de decisio­
nes en dicho ámbito. Bajo esa lógica, la decisión de unirse en matrimonio o 
en concubinato con una persona que padece una enfermedad crónica o incu­
rable que sea contagiosa o hereditaria, únicamente corresponde al ámbito 
de aquel que puede sufrir ese riesgo, por eso cualquier impedimento que 
resulte absoluto para acceder a esas instituciones es ilegal, pues si bien las 
autoridades en el ámbito de sus respectivas competencias tienen la obliga­
ción de prevenir y garantizar la inmunización de enfermedades contagiosas, 
endémicas y de cualquier otra índole, dicha prevención debe resultar acorde 
con el derecho que se pretende proteger, de tal suerte que la mejor manera 
de proteger la salud de quien desea contraer matrimonio o unirse en concu­
binato, no es prohibir de manera absoluta el acceso a esas instituciones, 
sino el suministrar información oportuna, completa, comprensible y fidedigna 
que resulte imprescindible para la toma de una decisión informada a ese 
respecto.

1a./J. 5/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 670/2021. 27 de octubre de 2021. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez.

Tesis de jurisprudencia 5/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPEDIMENTO PARA CONTRAER MATRIMONIO. EL PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 4.7, FRACCIÓN IX, DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 
MÉXICO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN LA 
GACETA DEL GOBIERNO EL 1 DE NOVIEMBRE DE 2022, CONSISTENTE 
EN PADECER "ENFERMEDADES CRÓNICAS E INCURABLES QUE SEAN 
CONTAGIOSAS O HEREDITARIAS", ESTÁ REDACTADO EN TÉRMINOS 
NEUTROS Y, POR TANTO, NO CONLLEVA UNA DISCRIMINACIÓN SUSTEN­
TADA EN LA PREFERENCIA SEXUAL DE LAS PERSONAS. 

Hechos: Una persona demandó a la sucesión de quien afirmó fue su concu­
bino, el reconocimiento del concubinato igualitario que tenía con el autor 
de la sucesión y que, como consecuencia, se le reconociera su derecho a 
heredar. La parte demandada negó dicho reconocimiento argumentando, 
entre otras cosas, que de acuerdo con el artículo 4.403 del Código Civil del 
Estado de México, uno de los requisitos para reconocer la existencia del concu­
binato, es que no se tengan impedimentos legales para contraer matrimonio; 
y de acuerdo con el artículo 4.7, fracción IX, del propio ordenamiento, en su 
texto anterior a la reforma publicada en la Gaceta del Gobierno el 1 de noviem­
bre de 2022, uno de los impedimentos para contraer matrimonio, son las 
enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias; y 
que en el caso, el autor de la sucesión tenía una enfermedad de ese tipo. 
El Juez que conoció del asunto negó la procedencia de la acción al consi­
derar que la actora no acreditó que tuviera una vida en común, constante y 
permanente con el autor de la sucesión. En contra de esa decisión, la parte 
actora apeló obteniendo sentencia favorable. Al no estar conforme con esa 
decisión, la parte demandada promovió un primer juicio de amparo directo 
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alegando, entre otras cosas, que no se atendió la excepción que opuso al 
contestar la demanda. En cumplimiento a esa ejecutoria, la responsable 
dictó una nueva sentencia en la que reiteró que sí se acreditó la existencia 
del concubinato, por lo que la inconforme promovió un segundo juicio de 
amparo directo reiterando que no se había analizado la excepción mencio­
nada. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo 
porque, al analizar ese argumento, consideró que atendiendo al nuevo para­
digma de derechos humanos, la orientación sexual y afectiva de las personas 
no debe constituir una limitante para acceder en condiciones de igualdad 
a los derechos que otorga el sistema jurídico mexicano; y que como conse­
cuencia, en el caso no debía aplicarse el artículo 4.7, fracción IX, del Código 
Civil del Estado de México, porque en su connotación tiene categorías 
sospechosas basadas en la orientación sexual de las personas. Inconforme, 
la quejosa interpuso recurso de revisión alegando que el impedimento para 
contraer matrimonio contenido en el aludido artículo 4.7, fracción IX, referente 
a no padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o 
hereditarias, no conlleva una discriminación sustentada en la preferencia 
sexual de las personas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el impedimento para contraer matrimonio, previsto en 
el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del Estado de México, consis­
tente en padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas 
o hereditarias, se encuentra redactado en términos neutros y, por tanto, no 
conlleva una discriminación, pues dichas enfermedades no se hacen depen­
der de la preferencia o identidad sexual de las personas.

Justificación: El artículo 4.7 del Código Civil del Estado de México establece 
una serie de hipótesis que el legislador consideró como impedimentos para 
contraer matrimonio, mismos que en términos de lo dispuesto en el artículo 
4.403 del propio ordenamiento, también son aplicables al concubinato. Esas 
hipótesis se encuentran desplegadas a lo largo de once fracciones; sin 
embargo, en la fracción IX se prevén diversas casusas de impedimento, a 
saber: i) la impotencia incurable para la cópula; ii) la bisexualidad; y iii) las 
enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o heredita­
rias. Como se advierte, las dos primeras causas de impedimento aluden a 
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la impotencia incurable para la cópula y a la bisexualidad y, por tanto, tienen 
una vinculación directa con la sexualidad de las personas; no obstante, la 
fracción en comento contiene distintas causas de impedimentos que no 
deben entremezclarse, pues cada una de éstas puede actualizarse de manera 
autónoma. En consecuencia, aunque es verdad que la fracción IX del artículo 
4.7 hace referencia a dos causas de impedimento que encuentran vincu­
lación con la sexualidad de las personas –como son la impotencia incurable 
para la cópula y la bisexualidad–, lo cierto es que el impedimento referente 
a no padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o 
hereditarias, se encuentra redactado en términos neutros, es decir, puede 
tener aplicación para cualquier persona, sin importar cuál sea su identidad 
o preferencia sexual, de manera que no conlleva una discriminación susten­
tada en la preferencia sexual de las personas.

1a./J. 6/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 670/2021. 27 de octubre de 2021. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez.

Tesis de jurisprudencia 6/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPEDIMENTO PARA CONTRAER MATRIMONIO. EL PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 4.7, FRACCIÓN IX, DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 
MÉXICO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN LA 
GACETA DEL GOBIERNO EL 1 DE NOVIEMBRE DE 2022, CONSISTENTE 
EN PADECER "ENFERMEDADES CRÓNICAS E INCURABLES QUE SEAN 
CONTAGIOSAS O HEREDITARIAS", NO ES ABSOLUTO, EN TANTO QUE 
PUEDE DISPENSARSE POR ESCRITO, PERO ES EXCESIVO, AL NO 
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RECONOCER TODAS LAS MANERAS EN QUE PUEDE EXPRESARSE 
EL CONSENTIMIENTO. 

Hechos: Una persona demandó el reconocimiento del concubinato igualita­
rio que tenía con el autor de una sucesión y que, como consecuencia, se le 
reconociera su derecho a heredar. La sucesión demandada negó dicho reco­
nocimiento argumentando, entre otras cosas, que de acuerdo con el artículo 
4.403 del Código Civil del Estado de México, uno de los requisitos para 
reconocer la existencia del concubinato, es que no se tengan impedimen­
tos legales para contraer matrimonio; y de acuerdo con el artículo 4.7, frac­
ción IX, del propio ordenamiento, en su texto anterior a la reforma publicada 
en la Gaceta del Gobierno el 1 de noviembre de 2022, uno de los impedimen­
tos para contraer matrimonio, son las enfermedades crónicas e incurables 
que sean contagiosas o hereditarias; y que en el caso, el autor de la suce­
sión tenía una enfermedad de ese tipo. El Juez que conoció del asunto 
negó la procedencia de la acción al considerar que la actora no acre­
ditó que tuviera una vida en común, constante y permanente con el autor de 
la sucesión. En contra de esa decisión, la parte actora apeló obteniendo 
sentencia favorable. Al no estar conforme con esa decisión, la parte deman­
dada promovió un primer juicio de amparo directo alegando, entre otras 
cosas, que no se atendió la excepción que opuso al contestar la demanda. 
En cumplimiento a esa ejecutoria, la responsable dictó una nueva senten­
cia en la que reiteró que sí se acreditó la existencia del concubinato, por lo 
que la inconforme promovió un segundo juicio de amparo directo reite­
rando que no se había analizado la excepción mencionada. El Tribunal 
Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque, al analizar 
ese argumento, consideró que atendiendo al nuevo paradigma de derechos 
humanos, la orientación sexual y afectiva de las personas no debe constituir 
una limitante para acceder en condiciones de igualdad a los derechos que 
otorga el sistema jurídico mexicano; y que como consecuencia, en el caso, 
no debía aplicarse el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del Estado de 
México, porque en su connotación tiene categorías sospechosas basadas 
en la orientación sexual de las personas. Inconforme, la quejosa interpuso 
recurso de revisión alegando que el impedimento para contraer matrimo­
nio contenido en el artículo 4.7., fracción IX, del Código Civil, referente a 
no padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas 
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o hereditarias, no se encuentra redactado en términos discriminatorios, en 
razón de la preferencia sexual de las personas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el impedimento para contraer matrimonio, previsto 
en el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del Estado de México, consis­
tente en padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagio­
sas o hereditarias, no es absoluto, en tanto que puede dispensarse por 
escrito, pero es excesivo, al no reconocer todas las maneras en que puede 
expresarse el consentimiento.

Justificación: El artículo 4.7 del Código Civil del Estado de México establece 
una serie de hipótesis que el legislador consideró como impedimentos para 
contraer matrimonio. Entre esas hipótesis, la fracción IX prevé las enferme­
dades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias; no obs­
tante, esa disposición no conlleva una negativa absoluta para acceder al 
matrimonio o al concubinato, pues señala que esas enfermedades no serán 
impedimento cuando éstas sean aceptadas por escrito; sin embargo, esa 
exigencia es excesiva, pues se olvida que de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 7.43 del Código Civil del Estado de México, la voluntad de las per­
sonas y, por ende, su consentimiento, se puede dar de manera expresa o 
tácita; y que de acuerdo con ese propio artículo, el consentimiento tácito 
resultará de hechos o de actos que lo presupongan o que autoricen a presu­
mirlo, excepto en los casos en que por ley o por convenio la voluntad deba 
manifestarse expresamente; sin embargo, el consentimiento expreso, que 
es el que al caso interesa, se puede manifestar verbalmente, por escrito en 
documentos físicos, electrónicos o por signos inequívocos, de manera que 
el exigir que sea por escrito, hace que no resulte un requisito idóneo para 
cumplir con el propósito de proteger el derecho a la salud de las personas 
que desean contraer matrimonio o unirse en concubinato.

1a./J. 7/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 670/2021. 27 de octubre de 2021. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez.

Tesis de jurisprudencia 7/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS MIEMBROS DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO. LA SANCIÓN QUE SE 
IMPONE AL FUNCIONARIO JUDICIAL CUANDO SE DECLARA LA NULI­
DAD DE UNA ACTUACIÓN POR NO HABERSE REALIZADO CON LAS 
FORMALIDADES QUE MARCA LA LEY, OBEDECE A UNA RESPONSABI­
LIDAD DE CARÁCTER ADMINISTRATIVO.

Hechos: Una persona que ostenta el cargo de notificador adscrito a un Juz­
gado Civil en el Estado de Jalisco fue sancionada con una multa y condenada 
al pago de gastos y costas, con fundamento en el último párrafo del artículo 
66 del Código de Procedimientos Civiles de esa entidad; lo anterior obede­
ció a que se declaró la nulidad de una notificación efectuada por ella en un 
expediente. En contra de esa determinación, promovió un juicio de amparo 
indirecto en el que, entre otras cosas, reclamó la inconstitucionalidad del 
citado artículo 66, último párrafo, y su acto de aplicación. El Juez de Distrito 
dictó sentencia definitiva en la que, por una parte, sobreseyó en el juicio, 
negó en cuanto al tema de constitucionalidad mencionado y concedió por 
temas de legalidad relacionados con el acto de aplicación. La parte quejosa 
interpuso recurso de revisión y el Tribunal Colegiado de Circuito que previno 
en su conocimiento solicitó a la Suprema Corte que reasumiera su competen­
cia originaria.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la sanción que se impone a un funcionario judicial, cuando 
se decreta la nulidad de una actuación judicial por no haberla realizado con 
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las formalidades que marca la ley, obedece a una responsabilidad de carácter 
administrativo, pues los servidores públicos incurren en ese tipo de responsa­
bilidad cuando realizan actos u omisiones que afectan la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de 
sus cargos.

Justificación: Las bases para regular la responsabilidad de los servidores 
públicos se encuentran establecidas desde la Constitución General, concreta­
mente en el Título Cuarto, denominado "De las Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, Particulares Vinculados con Faltas Administrativas Gra­
ves o Hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado", el cual va del artículo 
108 al 114. Aunque ese título inicialmente alude a las faltas administrativas 
graves de los servidores públicos federales, lo cierto es que en él también se 
sientan las bases de la regulación de las responsabilidades en que pueden 
incurrir otro tipo de servidores públicos, pues en el artículo 108, párrafo ter­
cero, se habla de funcionarios locales; y aunque también de manera inicial, 
sólo alude a la responsabilidad por violaciones a la Constitución y a las leyes 
federales, lo cierto es que en el artículo 109 se establecen las bases para 
regular los distintos tipos de responsabilidades en que pueden incurrir los servi­
dores públicos (federales o locales), e incluso, en algunos casos los propios 
particulares. No obstante, de lo establecido en la fracción III de este precepto, 
deriva que los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que los servidores públicos deben observar en el 
desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, dará lugar a que se les 
aplique una sanción administrativa, incluso señala que esa sanción puede 
consistir en una amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, 
así como en sanciones económicas. Bajo esa lógica, si la sanción impuesta 
obedece a la nulidad de un emplazamiento por considerar que éste no se 
realizó con las formalidades que marca la ley, entonces es claro que dicha 
sanción se impone por considerar que se ha incurrido en una responsabili­
dad de carácter administrativo.

1a./J. 8/2023 (11a.)

Amparo en revisión 346/2021. Omar Guadalupe Brizuela Medina. 1 de diciem­
bre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
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Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez.

Tesis de jurisprudencia 8/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS MIEMBROS DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO. EL ARTÍCULO 66, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DE LA ENTI­
DAD, AL PREVER QUE EL JUEZ QUE DECLARE LA NULIDAD DE UNA 
ACTUACIÓN JUDICIAL PUEDE IMPONER UNA MULTA AL FUNCIONA­
RIO RESPONSABLE DE ELLA, VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA.

Hechos: Una persona que ostenta el cargo de notificador adscrito a un 
Juzgado Civil en el Estado de Jalisco fue sancionada con una multa y conde­
nada al pago de gastos y costas, con fundamento en el último párrafo del 
artículo 66 del Código de Procedimientos Civiles de esa entidad; lo anterior 
obedeció a que se declaró la nulidad de una notificación efectuada por ella 
en un expediente. En contra de esa determinación, promovió un juicio de 
amparo indirecto en el que, entre otras cosas, reclamó la inconstitucionali­
dad del citado artículo 66, último párrafo, y su acto de aplicación. El Juez 
de Distrito dictó sentencia definitiva en la que, por una parte, sobreseyó en el 
juicio, negó en cuanto al tema de constitucionalidad mencionado y conce­
dió por temas de legalidad relacionados con el acto de aplicación. La parte 
quejosa interpuso recurso de revisión y el Tribunal Colegiado de Circuito que 
previno en su conocimiento solicitó a la Suprema Corte que reasumiera 
su competencia originaria. En los agravios alegó que ese precepto es 
inconstitucional.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 66, último párrafo, del Código de Procedimientos 



15

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

Civiles del Estado de Jalisco, al prever que el Juez que declara la nulidad 
de una actuación judicial puede imponer una multa al funcionario respon­
sable, viola el principio de seguridad jurídica, al no haber certidumbre res­
pecto de la legislación aplicable y la autoridad encargada de sancionar, ya 
que en cuanto a la responsabilidad de los servidores públicos, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 116, fracción V, de la Constitución General, 
debe observarse lo previsto en la Constitución respectiva y el artículo 64 de 
la Constitución Política del Estado de Jalisco señala que la administración, 
vigilancia y disciplina del Poder Judicial, con excepción del Supremo Tribunal 
de Justicia, estará a cargo del Consejo de la Judicatura de esa entidad.

Justificación: La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado 
que el principio de seguridad jurídica busca, entre otras cosas, la estabili­
dad en las situaciones jurídicas, y es parte fundamental de la confianza de 
la ciudadanía en la institucionalidad democrática, misma que es uno de los 
pilares esenciales sobre los cuales descansa un Estado de derecho, siempre 
que se funde en una real y efectiva certeza de los derechos y libertades 
fundamentales. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya 
ha fijado los alcances de la garantía de seguridad jurídica, al señalar que 
debe permitir que la persona conozca los elementos mínimos para hacer 
valer su derecho y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en 
arbitrariedades. No obstante, para respetar el principio de seguridad y cer­
teza jurídicas, no basta que una autoridad funde su actuación en una ley 
que formalmente le dé competencia para actuar en tal o cual sentido; sino que 
además, es preciso que la ley en que sustenta su actuar, no invada ámbitos 
que por diversos criterios competenciales, como puede ser entre otros, la 
materia, correspondan a una diversa autoridad, máxime cuando ello se puede 
desprender de una norma jerárquicamente superior, como lo es la propia 
Constitución, pues considerar lo contrario implicaría convalidar una actua­
ción que es contraria al principio de seguridad y certeza jurídicas, pues las 
personas no sólo esperan que las autoridades ajusten su actuar a las leyes 
que rigen su actuación, sino que además esperan que las leyes no invadan 
ámbitos competenciales diversos. Partiendo de esa lógica, a fin de determi­
nar si el último párrafo del artículo 66 del Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de Jalisco transgrede o no el principio mencionado, es necesario 
recordar que ese párrafo permite que el juzgador que conoce de un proce­
dimiento del orden civil, imponga una multa a otro servidor público que le 
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está subordinado (notificador), cuando decreta la nulidad de una actuación 
judicial por considerar que ésta no cumplió con las formalidades que para 
dicha actuación impone el propio ordenamiento. Esto es importante, pues 
si se parte de la base de que esa multa obedece a un actuar infractor de las 
normas que el notificador debe atender en su actuación, es claro que la multa 
en cuestión, en realidad, se impone como una sanción disciplinaria por 
la responsabilidad en que incurre dicho servidor ante la falta de legalidad y 
eficiencia en el desempeño de sus funciones. En consecuencia, es evidente 
que la disposición en cuestión excede el ámbito competencial que debe 
regular el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, que es 
precisamente la regulación de los procedimientos del orden civil, mas no las 
sanciones que se deben imponer a los propios servidores del Poder Judicial 
ante una falta como la mencionada. En efecto, si bien es verdad que cuando 
los servidores públicos incurren en una falta, éstos pueden incurrir en diversos 
tipos de responsabilidad, como lo son la constitucional, civil, penal y admi­
nistrativa, lo cierto es que cada una tiene una vía específica a través de la 
cual se puede hacer efectiva. Así, cuando se incurre en una falta de carácter 
administrativo y es por la falta misma que como una medida disciplinaria, 
se pretende sancionar al servidor público, es claro que dicha sanción debe 
hacerse efectiva a través de la vía correspondiente; por tanto, no resulta 
válido que en el juicio civil en que se decretó la nulidad del emplazamiento 
se imponga una multa al servidor público que llevó a cabo dicho empla­
zamiento. Ello es así, pues aunque esa falta se dé en el marco de la trami­
tación de un procedimiento del orden civil, la sanción que en su caso se deba 
imponer por esa falta está desvinculada del procedimiento civil en cuestión; 
por tanto, no resulta válido que en el Código de Procedimientos Civiles del 
Estado de Jalisco exista una regulación de ese tipo, sobre todo cuando 
de la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se des­
prende que la imposición de la sanción que puede corresponder a esa 
falta, está encomendada a una diversa autoridad y es a través de un proce­
dimiento diverso que debe imponerse.

1a./J. 9/2023 (11a.)

Amparo en revisión 346/2021. Omar Guadalupe Brizuela Medina. 1 de diciem­
bre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández 
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y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez.

Tesis de jurisprudencia 9/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS MIEMBROS DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO. EL ARTÍCULO 66, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DE LA ENTI­
DAD, AL PREVER QUE EL JUEZ QUE DECLARE LA NULIDAD DE UNA 
ACTUACIÓN JUDICIAL PUEDE IMPONER UNA MULTA AL FUNCIONARIO 
RESPONSABLE DE ELLA, ES CONTRARIO AL ARTÍCULO 116, FRAC­
CIÓN V, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL.

Hechos: Una persona que ostenta el cargo de notificador adscrito a un 
Juzgado Civil en el Estado de Jalisco fue sancionada con una multa y conde­
nada al pago de gastos y costas, con fundamento en el último párrafo del 
artículo 66 del Código de Procedimientos Civiles de esa entidad; lo anterior 
obedeció a que se declaró la nulidad de una notificación efectuada por ella en 
un expediente. En contra de esa determinación, promovió un juicio de amparo 
indirecto en el que, entre otras cosas, reclamó la inconstitucionalidad del 
citado artículo 66, último párrafo, y su acto de aplicación. El Juez de Distrito 
dictó sentencia definitiva en la que, por una parte, sobreseyó en el juicio, 
negó en cuanto al tema de constitucionalidad mencionado y concedió por 
temas de legalidad relacionados con el acto de aplicación. La parte quejosa 
interpuso recurso de revisión y el Tribunal Colegiado de Circuito que previno 
en su conocimiento solicitó a la Suprema Corte que reasumiera su competen­
cia originaria. En los agravios alegó que ese precepto es inconstitucional.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 66, último párrafo, del Código de Procedimientos 
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Civiles del Estado de Jalisco, al prever que el Juez que declara la nulidad 
de una actuación judicial puede imponer una multa al funcionario respon­
sable de esa nulidad, transgrede lo dispuesto en el artículo 116, fracción V, 
de la Constitución General.

Justificación: Atendiendo a la distribución de competencias derivada de los 
artículos 73 y 124 de la Constitución General, los Congresos Locales son 
los encargados de legislar y emitir las leyes especiales encargadas de regu­
lar la responsabilidad de los servidores públicos locales. En concordancia 
con lo anterior, el artículo 116, fracción V, de la Constitución General establece 
que para la investigación, sustanciación y sanción de las responsabilidades 
administrativas de los miembros del Poder Judicial de los Estados, se obser­
vará lo previsto en las Constituciones respectivas, sin perjuicio de las atri­
buciones de las entidades de fiscalización sobre el manejo, la custodia y 
aplicación de recursos públicos. En consecuencia, tratándose específica­
mente de las responsabilidades administrativas en que pueden incurrir los 
miembros del Poder Judicial de los Estados, necesariamente se debe acu­
dir a la Constitución Política del Estado de Jalisco para ver lo que dispone 
respecto a la investigación, sustanciación y sanción de las responsabilida­
des administrativas de esos funcionarios. Así, de la Constitución Política de 
la entidad, en el Título Octavo, Capítulos I y IV, denominados, respectiva­
mente, "De las responsabilidades de los servidores públicos" y "De las san­
ciones administrativas", deriva que todos los servidores públicos del Estado y 
de los Municipios, entre ellos los miembros del Poder Judicial del Estado, 
serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desem­
peño de sus respectivas funciones pudiendo incurrir en responsabilidad 
política, penal, administrativa, civil y las establecidas en la legislación en 
materia de disciplina financiera, responsabilidades que en su caso serán 
determinadas a través de los procedimientos siguientes: i) juicio político; 
ii) procedimiento previsto en la legislación penal; iii) procedimiento adminis­
trativo; y, iv) procedimiento ordinario. También se indica que esos proce­
dimientos se desarrollarán autónomamente, pero no podrán imponerse dos 
veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza. Así, aunque 
en el artículo 106 de la Constitución Política del Estado de Jalisco se indica 
que los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad 
frente al Estado serán sancionados conforme a los lineamientos que en él 
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se indican, lo cierto es que para la investigación, sustanciación y sanción de 
las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial 
del Estado, expresamente señala que se observará lo previsto en el artículo 
64 de la propia Constitución, en el cual se indica que la administración, vigi­
lancia y disciplina del Poder Judicial, con excepción del Supremo Tribunal 
de Justicia, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura en los términos 
que establezcan las leyes, con base en la propia Constitución. En ese orden 
de ideas, si la sanción impuesta a un funcionario judicial obedece a la 
falta de legalidad y eficiencia en el ejercicio de sus atribuciones, es evidente 
que para fincar la responsabilidad correspondiente, la única autoridad auto­
rizada para hacerlo es el Consejo de la Judicatura Local, lo cual se corrobora 
con lo dispuesto en el artículo 148, fracción XXXII, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de Jalisco, pues de ahí se desprende que entre 
las atribuciones dadas al citado Consejo se encuentra, precisamente, la 
referente a investigar y determinar las responsabilidades de los servidores 
públicos del propio Consejo, de los juzgados de primera instancia, meno­
res y de paz; y en su caso, imponer las sanciones correspondientes en los 
términos y mediante los procedimientos establecidos en las leyes, en los re­
glamentos y los acuerdos que el Consejo dicte en materia disciplinaria. 
En consecuencia, si bien el Juez puede declarar la nulidad de una actuación 
judicial, ello no lo autoriza a determinar una responsabilidad administrativa 
a cargo del funcionario encargado de practicarla, ni mucho menos a impo­
ner una sanción por ese motivo; y si a pesar de ello, el último párrafo del 
artículo 66 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco da 
esa autorización, es claro que éste es inconstitucional, no sólo por generar 
falta de seguridad y certeza jurídicas en cuanto a la ley y procedimiento 
que debe seguirse para determinar la responsabilidad de un servidor público 
del Poder Judicial del Estado de Jalisco y su correspondiente sanción, 
cuando las actuaciones a su cargo se declaran nulas por no cumplir con las 
formalidades que para tal efecto se establecen en la ley; sino que además es 
inconstitucional por transgredir el artículo 116, fracción V, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues en éste se ordena que al 
respecto se atienda a la Constitución Local y esta última, en su artículo 106, 
señala que debe atenderse a lo dispuesto en el artículo 64 de la propia 
Constitución, en el cual se señala que la administración, vigilancia y disci­
plina del Poder Judicial del Estado (con excepción del Tribunal Superior 
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de Justicia) estarán a cargo del Consejo de la Judicatura Local; de ahí que 
si lo establecido en el artículo 66 del Código de Procedimientos Civiles en su 
último párrafo no es acorde con esta previsión, entonces también es contra­
rio a lo dispuesto en el artículo 116, fracción V, de la Constitución General.

1a./J. 10/2023 (11a.)

Amparo en revisión 346/2021. Omar Guadalupe Brizuela Medina. 1 de diciem­
bre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez.

Tesis de jurisprudencia 10/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS MIEMBROS DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO. LA SANCIÓN ESTABLE­
CIDA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 66 DEL CÓDIGO DE PRO­
CEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO, SE ENCUENTRA 
DIRIGIDA AL SERVIDOR PÚBLICO A QUIEN SE ATRIBUYE LA NULIDAD 
DE UNA ACTUACIÓN JUDICIAL.

Hechos: Una persona que ostenta el cargo de notificador adscrito a un 
Juzgado Civil en el Estado de Jalisco fue sancionada con una multa y conde­
nada al pago de gastos y costas, con fundamento en el último párrafo del 
artículo 66 del Código de Procedimientos Civiles de esa entidad; lo anterior 
obedeció a que se declaró la nulidad de una notificación efectuada por ella 
en un expediente. En contra de esa determinación, promovió un juicio de 
amparo indirecto en el que, entre otras cosas, reclamó la inconstitucionalidad 
del citado artículo 66, último párrafo, y su acto de aplicación. El Juez de 
Distrito dictó sentencia definitiva en la que, por una parte, sobreseyó en el 
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juicio, negó en cuanto al tema de constitucionalidad mencionado y concedió 
por temas de legalidad relacionados con el acto de aplicación. La parte 
quejosa interpuso recurso de revisión y el Tribunal Colegiado de Circuito que 
previno en su conocimiento solicitó a la Suprema Corte que reasumiera su 
competencia originaria. En los agravios alegó, entre otras cosas, que el pre­
cepto debe entenderse como una regla procesal dirigida a las partes del 
litigio correspondiente y que, por tanto, no le era aplicable como servidor 
público.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la sanción establecida en el artículo 66, último párrafo, del 
Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, se encuentra dirigida 
al servidor público a quien se atribuye la nulidad de una actuación judicial.

Justificación: La norma en cuestión se encuentra ubicada en el Título Se­
gundo, denominado "Reglas Generales" y pertenece al Capítulo Segundo 
intitulado "De las Formalidades y de las Actuaciones Judiciales", lo cual implica 
que dichas disposiciones sí tienen proyección sobre los servidores públicos 
vinculados a tales actuaciones, pues son ellos los encargados de llevarlas 
a cabo y, por ende, quienes en principio deben cuidar de que se cumplan 
dichas formalidades; y si bien el capítulo mencionado establece algunas 
formalidades que las propias partes deben satisfacer en sus escritos, lo cierto 
es que en términos generales alude a las formalidades que los servidores 
públicos vinculados a la administración e impartición de justicia deben cui­
dar a fin de que sean observadas debidamente en las actuaciones judiciales; 
por tanto, es evidente que las sanciones que se establecen en ese capítulo 
sí se encuentran dirigidas a dichos servidores; y aunque en el capítulo men­
cionado también se prevén sanciones que pueden ser aplicadas a las partes 
de un juicio, lo cierto es que la multa a que alude el último párrafo del artículo 
66 mencionado, tiene como presupuesto necesario la existencia de una 
determinación judicial en la que se declare la nulidad de una actuación judi­
cial, las cuales de acuerdo con lo dispuesto en el diverso artículo 63 serán 
nulas cuando les falte alguna de las formalidades esenciales que prescribe 
el propio Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco; y en esa 
misma lógica, señala que las notificaciones hechas en forma distinta a la 
prevenida en el Capítulo V del Título Segundo de ese Código, serán nulas y 
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es el servidor público el encargado de llevar a cabo las actuaciones judiciales, 
concretamente la notificación, el que debe cumplir con las formalidades que 
marca la ley, pues es lo que da certeza y seguridad jurídicas a la persona; 
en consecuencia, es claro que el servidor público encargado de llevar a 
cabo las notificaciones no está exento de esa obligación; por el contrario, 
el artículo 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco 
señala que los notificadores estarán obligados a practicar las notificaciones 
y citaciones con la debida oportunidad y con las formalidades prescritas 
por el procedimiento respectivo. En ese orden de ideas, si el encargado de 
llevar a cabo las notificaciones no cumple con las formalidades prescritas 
por la ley, la notificación o citación correspondiente será nula; por tanto, de 
darse el caso, es evidente que la sanción en cuestión, de acuerdo con lo esta­
blecido en el último párrafo del artículo 66 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de Jalisco, sí puede entenderse dirigida a la autoridad 
que deja de cumplir con el deber de verificar que las actuaciones se reali­
cen con las formalidades que marca la ley.

1a./J. 11/2023 (11a.)

Amparo en revisión 346/2021. Omar Guadalupe Brizuela Medina. 1 de diciem­
bre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez.

Tesis de jurisprudencia 11/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCIÓN DE NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO. LOS PLAZOS PARA 
PROMOVERLA ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 737 D DEL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO VUL­
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NERAN LOS DERECHOS DE ACCESO A LA JUSTICIA, SEGURIDAD 
JURÍDICA E IGUALDAD. 

Hechos: Una persona demandó la nulidad de diversos juicios concluidos, 
bajo el argumento de que su contraparte compareció a tales procedimien­
tos utilizando un acta de nacimiento apócrifa. En el juzgado se admitió la 
demanda, pero el tribunal de alzada revocó esta decisión y sobreseyó el jui­
cio de nulidad porque la demanda se presentó fuera de los plazos previstos 
en el artículo 737 D del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 
México. Inconforme con tal decisión, la parte actora promovió un juicio 
de amparo directo en donde reclamó la inconstitucionalidad de ese precepto, 
al considerar que vulnera los derechos de acceso a la justicia, seguridad 
jurídica e igualdad. El juicio de amparo le fue negado y esa resolución fue 
impugnada por la parte quejosa mediante el recurso de revisión.

Criterio jurídico: Los plazos señalados en el artículo 737 D del Código de 
Procedimientos Civiles para la Ciudad de México no vulneran los derechos 
de acceso a la justicia, seguridad jurídica e igualdad, pues persiguen un fin 
constitucionalmente válido consistente en la protección de la cosa juzgada 
a través del establecimiento de un límite temporal para que se ejercite la 
nulidad de un juicio concluido, con lo que se contribuye a dar certeza y segu­
ridad a los gobernados. Además, los referidos plazos son claros, razonables 
y proporcionales con este fin, de ahí que su diferencia con los plazos para 
otro tipo de juicios es compatible con la libertad de configuración legislativa 
en cumplimiento con lo establecido en el artículo 17 de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: El artículo 737 D del Código de Procedimientos Civiles para la 
Ciudad de México dispone el plazo de un año para promover la acción de 
nulidad de juicio concluido a partir de que causó estado la determinación 
que resolvió esa controversia, o bien, dentro de tres meses siguientes a que 
la parte relativa conoció o debió conocer los motivos en los que se funde la 
acción de nulidad.

La fijación de tales plazos es compatible con los derechos de acceso a la 
justicia y de seguridad jurídica porque constituyen requisitos legales claros 
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sobre la oportunidad que toda persona que acuda ante los tribunales debe 
cumplir para impedir que quede al arbitrio de quien promueve el retardar o 
postergar indefinidamente la posibilidad de ejecutar una resolución judicial 
que ha cumplido con las formalidades esenciales del procedimiento, a partir 
de lo cual el derecho a la justicia no sería efectivo, con la consecuente incer­
tidumbre e inseguridad jurídica que ello produce.

Dichos plazos tampoco afectan el derecho a la igualdad porque corres­
ponden con la particularidad de la acción de nulidad de juicio concluido de 
destruir los efectos de la cosa juzgada, lo que permite diferenciarla con otro 
tipo de juicios, de modo que no es susceptible de comparación y su estable­
cimiento forma parte de la libertad configurativa del legislador en cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

Aunado a lo anterior, los plazos señalados persiguen un fin constitucional­
mente válido, pues el establecimiento de un límite temporal, aunque breve, 
es suficiente para ejercitar la referida acción de nulidad para dar certeza y 
seguridad jurídica a los gobernados. Además, dichos plazos son razona­
bles y proporcionales con este fin, pues la cosa juzgada constituye uno de 
los pilares del Estado de Derecho, de modo que no puede permitirse que lo 
resuelto en un juicio sea cuestionado indefinidamente, por el contrario, esa 
posibilidad excepcional debe estar acotada con el fin de no generar insegu­
ridad jurídica a las partes y a terceros.

1a./J. 12/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 716/2020. Ariel Ortiz Reyes, por su propio derecho 
y como albacea de la sucesión de Francisco Ortiz Duarte. 12 de enero de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
votó con el sentido pero se separó de algunos párrafos y reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Minis­
tros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra presidenta Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretarios: María Elena Corral Goyeneche y Werther Busta­
mante Sánchez.
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Tesis de jurisprudencia 12/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EMBARGO EN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. LA REGLA CONTENIDA 
EN EL ARTÍCULO 1394, PRIMER PÁRRAFO, RELACIONADA CON EL 
DIVERSO 1395, FRACCIÓN II, AMBOS DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD, POR LO QUE ES UNA 
MEDIDA CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA. 

Hechos: Una empresa promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó 
la resolución que declaró infundado el recurso de revocación que interpuso en 
contra del auto que decretó el embargo sobre bienes de su propiedad dentro 
de un juicio ejecutivo mercantil; así como la inconstitucionalidad de los artícu­
los 1394, primer párrafo y 1395, fracción II, del Código de Comercio, al ase­
verar que limitan injustificadamente el derecho de acceso a la justicia, al 
debido proceso, de audiencia y a la propiedad privada, al restringir la dispo­
sición de sus bienes.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la hipótesis normativa contenida en los artículos 1394, primer 
párrafo y 1395, fracción II, del Código de Comercio, consistente en el derecho 
que se le otorga a la parte actora para que solicite el embargo desde la 
diligencia de emplazamiento a juicio, en caso de que la parte demandada 
no realice el pago que le haya sido requerido o no señale bienes suficientes 
para garantizarlo; supera el test de proporcionalidad, por lo que resulta una 
medida constitucionalmente válida.

Justificación: El primero de los artículos aludidos establece los requisitos 
mediante los cuales se llevará a cabo la diligencia de requerimiento de pago, 
embargo y emplazamiento en los juicios ejecutivos mercantiles, entre los que 
se contempla que, en caso de que el enjuiciado no haga el pago de las 
prestaciones reclamadas o no señale bienes suficientes para garantizarlo, ese 



26

Suprema Corte de Justicia de la Nación

derecho se trasladará a la parte actora; mientras que el segundo de dichos 
numerales determina la prelación de bienes que son sujetos de embargo, 
entre otros, los créditos de fácil y pronto cobro, a satisfacción del actor. Tales 
artículos tienen por objetivo privilegiar la igualdad procesal entre las par­
tes, puesto que pretenden equilibrar y evitar que se siguieran cometiendo 
excesos injustificados ante la poca claridad de la ley para llevar a cabo 
los emplazamientos en los juicios ejecutivos mercantiles; aunado a que se 
busca embargar los bienes de fácil realización a fin de garantizar eficaz­
mente los derechos de las partes, lo que dota de certeza jurídica y facilita los 
procesos ejecutivos. Por ende, dicha medida persigue una finalidad consti­
tucionalmente válida pues busca garantizar que la ejecución en los juicios 
ejecutivos mercantiles no pierdan la agilidad y sencillez con que fueron idea­
dos por el legislador, evitando que las pretensiones del actor se tornen difí­
ciles o irrealizables; incluyendo el derecho del actor para que valore en el 
acto mismo de la diligencia de embargo, la facilidad de realización y pronto 
cobro de los créditos señalados para embargo por la parte demandada y, 
una vez evaluados, los acepte con el riesgo que ello conlleva. Además, se trata 
de una medida idónea en tanto que con ella se logra asegurar de manera 
temporal, hasta que se resuelva la contienda, que existirán bienes suficien­
tes para cubrir el monto adeudado contemplado en un título que, por sus 
características, trae aparejada ejecución. Asimismo, la designación de 
embargo sobre los bienes de la demandada resulta una medida necesaria 
para garantizar la satisfacción de los créditos, pues constituye un mecanismo 
legal para asegurar el pago a la parte actora en caso de que resulte fun­
dada su pretensión, siempre y cuando la oportunidad del demandante para 
señalar bienes suficientes cuando el enjuiciado no haya hecho uso de ese 
derecho o, habiendo señalado éstos no resulten aptos a consideración de 
la parte actora, debe estar precedida por el apercibimiento que realice la 
actuaria o persona adscrita al juzgado encargado del proceso de embargo 
a la enjuiciada, para que sea esta última quien haga el señalamiento de 
bienes suficientes en los que recaerá la medida cautelar. Finalmente, dicha 
medida supera la grada de proporcionalidad en sentido estricto en tanto que 
permite garantizar la materia del juicio hasta finalizar el proceso, además 
de que resulta una disposición temporal de los bienes que pudieran ser adi­
cionados a petición del actor a fin de asegurar el pago del adeudo a su 
favor, lo que constituye un sacrificio admisible frente a la garantía eficaz 
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de una fácil realización del crédito del actor quien, al sustentar su acción en 
un título ejecutivo, goza de una vía privilegiada para ejecutar su crédito.

1a./J. 15/2023 (11a.)

Amparo en revisión 414/2021. Factor Óptimo, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 30 de 
marzo de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis de jurisprudencia 15/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05  horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil suguiente, 7 de febrero de 
2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN POR 
FALTA DE INTERÉS EXCEPCIONAL. SE ACTUALIZA CUANDO EL ANÁLI­
SIS DE LA INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL NO PUEDE TRASCEN­
DER AL RESULTADO DEL FALLO EN BENEFICIO DEL RECURRENTE.

Hechos: En un juicio ordinario civil sobre inoficiosidad de testamento, inter­
puesto en contra de la sucesión testamentaria recurrente, en primera instan­
cia se declaró procedente la vía pero inacreditada la acción, por lo que la 
demandada resultó absuelta; ello, bajo la consideración de que si bien es 
cierto que la actora estaba legitimada para solicitar alimentos al haber 
demostrado que mantuvo una relación de hecho con el autor de la suce­
sión, quien se encontraba casado y a la vez hacía vida marital con su esposa, 
también lo es que contaba con bienes e ingresos suficientes para solventar 
el pago de los alimentos pretendidos. Ambas partes apelaron y el tribunal de 
alzada confirmó la sentencia primigenia. En contra de esa determinación, 
la sucesión demandada promovió juicio de amparo directo, el cual le fue 
negado. Resolución que impugnó a través del recurso de revisión, en el 
que propuso analizar el alcance del derecho a la igualdad y no discrimi­
nación cuando de alimentos se trata, respecto de la persona que tiene una 
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relación de hecho y de la diversa que se encuentra casada y hace vida mari­
tal, ambas con el consorte de esta última, de forma paralela o simultánea; 
ello, frente al derecho de protección a la familia, como justificación para 
hacer una diferenciación entre los derechos derivados de la relación marital 
y la diversa extramarital, no con motivo del estado civil, sino de la justificada 
protección al núcleo familiar.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el amparo directo en revisión es improcedente por falta de 
interés excepcional, cuando el análisis de la interpretación constitucional 
no puede trascender al resultado del fallo en beneficio del recurrente.

Justificación: Lo anterior es así, porque si bien se cumple con el primero de 
los requisitos, cuando la recurrente se duele de que el Tribunal Colegiado 
de Circuito no dio respuesta a su concepto de violación en el sentido de 
que debía llevarse a cabo una interpretación directa de los artículos 1o. y 4o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de que 
en sus términos se determinara si una persona que tiene una relación de 
hecho con una diversa que se encuentra casada y que a la vez hace vida 
marital, tiene derecho o no a recibir alimentos, esto es, a ser tratada en 
igualdad de circunstancias que aquella que se encuentra unida en matri­
monio y cumple con los fines del mismo, tales como convivencia, afectividad, 
solidaridad y ayuda mutua; o bien, si se debe llevar a cabo una distinción 
que encuentre justificación en la protección al derecho de familia, lo cierto 
es que no se satisface el diverso requisito de procedencia, relativo a que al 
asunto le revista un interés excepcional, pues ante las circunstancias fácti­
cas del asunto, se concluye que ningún beneficio podría aportar a la parte 
recurrente la interpretación propuesta, ya que fue parte demandada en un 
juicio sobre inoficiosidad de testamento en el que resultó absuelta, pues 
se determinó que atento a lo previsto en el artículo 2626 del Código Civil 
para el Estado de Guanajuato, el autor de la sucesión no tenía la obliga­
ción de proporcionar alimentos a la actora, porque ésta cuenta con bienes 
e ingresos propios para solventar sus necesidades; determinación que con­
firmó la alzada y se encuentra firme en virtud de que la actora no la contro­
virtió a través de amparo directo; circunstancias por las que se estima que 
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a ningún efecto práctico conduciría resolver sobre la interpretación consti­
tucional propuesta, si la demandada recurrente se encuentra absuelta de las 
prestaciones que le fueron reclamadas. En ese sentido, el artículo 81, frac­
ción II, de la Ley de Amparo, establece que el recurso de revisión procede 
en amparo directo contra sentencias que resuelvan la constitucionalidad de 
normas generales, que establezcan la interpretación directa de un precepto 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan deci­
dir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a 
juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el asunto revista un 
interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. Esta 
Primera Sala considera que dicho interés se encuentra satisfecho cuando 
se cumplen sus dos funciones, tanto la tutelar del recurso, esto es, cuando la 
decisión trasciende al resultado del fallo en beneficio del recurrente, como 
la diversa relativa a ser fuente de estándares constitucionales, la cual se 
actualiza si la resolución del asunto da lugar a un pronunciamiento novedoso 
o de relevancia para el orden jurídico nacional, y también cuando lo decidido 
en la sentencia recurrida implique el desconocimiento de un criterio some­
tido por el Alto Tribunal, relacionado con alguna cuestión propiamente consti­
tucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido 
su aplicación. En ese sentido, serán procedentes únicamente aquellos recur­
sos que reúnan ambas características. En el caso particular se considera 
inacreditado el requisito de interés excepcional porque la parte demandada, 
ahora recurrente, fue absuelta, determinación que se encuentra firme, ya que 
fue avalada por la alzada y no controvertida por la actora en amparo directo; 
de ahí que el análisis de constitucionalidad propuesto únicamente se con­
vertiría en una reflexión académica o teórica que no impactaría en el resultado 
del fallo, pues la parte recurrente no podría obtener un mayor beneficio que la 
absolución ya otorgada; motivos por los que el asunto resulta improcedente.

1a./J. 16/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 3333/2022. Sucesión testamentaria a bienes de 
Octavio Tanda Perera. 26 de octubre de 2022. Cinco votos de los Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Minis­
tros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.
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Tesis de jurisprudencia 16/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero 
de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA. LA PORCIÓN NORMATIVA QUE 
REFIERE CONSIGNAR EN LAS DECLARACIONES QUE SE PRESENTEN 
PARA LOS EFECTOS FISCALES, INGRESOS ACUMULABLES MENORES 
A LOS REALMENTE OBTENIDOS, CONTENIDA EN LA FRACCIÓN I DEL 
ARTÍCULO 109 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN 
DOS MIL DIEZ, NO VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE EXACTA 
APLICACIÓN DE LA LEY PENAL, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 

Hechos: El administrador único de una empresa promovió juicio de amparo 
indirecto en el que señaló como actos reclamados la resolución que confirmó 
el auto de formal prisión que se dictó en su contra por el delito de defrau­
dación fiscal equiparada y el artículo 109, fracción I, del Código Fiscal de la 
Federación, vigente en dos mil diez, en el que se fundó, bajo el argumento 
de que transgredía el derecho fundamental de exacta aplicación de la ley 
penal, en su vertiente de taxatividad, porque no establecía diversos aspectos 
propios de la materia fiscal. El Tribunal Unitario del conocimiento sobreseyó 
en el juicio por el precepto reclamado y negó el amparo por la resolución. 
Inconforme con la sentencia de amparo la parte quejosa interpuso revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la porción normativa que refiere consignar en las declara­
ciones que se presenten para los efectos fiscales, ingresos acumulables 
menores a los realmente obtenidos, contenida en la fracción I del artículo 
109 del Código Fiscal de la Federación, vigente en dos mil diez, no vulnera 
el derecho fundamental de exacta aplicación de la ley penal, en su vertiente 
de taxatividad, por no definir los tiempos, los plazos y las condiciones en 
que iniciaba el cómputo del periodo perentorio para la presentación de la 
declaración anual de ingresos, ni por omitir señalar en qué tipo de declaración 



31

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

fiscal se debían consignar los ingresos menores a los que realmente se obtu­
vieron en el periodo correspondiente, o el momento, la persona y la forma 
en que se obtenían esos ingresos.

Justificación: La fracción I del artículo 109 del Código Fiscal de la Federación, 
vigente en dos mil diez, establece un tipo penal de defraudación fiscal equi­
parada, alternativamente conformado; así en su hipótesis de concreción: 
consignar en las declaraciones que se presenten para los efectos fiscales, 
ingresos acumulables menores a los realmente obtenidos, la conducta que 
se sanciona se refiere al acto material y doloso de consignar o poner por 
escrito en una declaración que se presenta para efectos fiscales, ingresos 
acumulables menores a los que realmente se obtuvieron; con lo que se lesiona 
la actividad recaudatoria del sistema tributario y el patrimonio de la Nación, 
como bien jurídico tutelado. Conducta típica que no resulta contraria al prin­
cipio de taxatividad que deriva del párrafo tercero del artículo 14 de la 
Constitución Federal, porque cumple con el grado de determinación nece­
sario para ser entendida con claridad por sus destinatarios, sean personas 
físicas o empresas obligadas a presentar declaraciones para efectos fiscales, 
quienes deben obedecer ese mandato legal de prohibición de consignar 
ingresos acumulables menores a los que realmente obtuvieron. En ese orden 
de ideas, el hecho de que la porción normativa en comento no señale los 
tiempos, los plazos y las condiciones en que inicia el cómputo del periodo 
perentorio para la presentación de la declaración anual de ingresos, ni señale 
en qué tipo de declaración fiscal se deben consignar los ingresos menores 
a los que realmente se obtuvieron en el periodo correspondiente, no la torna 
obscura o inconstitucional, ya que tales aspectos no constituyen elementos 
objetivos del delito de defraudación fiscal, sino aspectos propios de la 
materia fiscal, que sólo adquieren sentido en ciertos contextos y circuns­
tancias relacionadas con la generación de un determinado tributo; por tanto, 
no hay razón para que formen parte de la descripción típica. De igual 
manera, el momento, la persona y la forma en que se obtiene un ingreso 
acumulable, no pueden considerarse elementos típicos del delito de defrau­
dación fiscal equiparada porque además de ser de índole tributaria, son 
previos e independientes a la consumación del ilícito, ya que el contribu­
yente obligado a declarar ingresos acumulables para cumplir con ese man­
dato, debe acudir a la regulación y condiciones de operación, previamente 
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designadas en las leyes relativas a la materia y sólo derivado del inexacto 
cumplimiento a esos ordenamientos legales, es que puede incurrir en el 
delito fiscal; por tanto, el hecho de que los citados aspectos no formen 
parte de la descripción típica del delito, no implica una vulneración al dere­
cho fundamental de exacta aplicación de la ley penal, en su vertiente de 
taxatividad.

1a./J. 17/2023 (11a.)

Amparo en revisión 91/2022. Alejandro Sotelo Gámez. 19 de octubre de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está 
con el sentido, con salvedad en las consideraciones y reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Minis­
tros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis de jurisprudencia 17/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCESO PLENO A LA JURISDICCIÓN DEL ESTADO DE LAS PERSONAS 
INDÍGENAS SUJETAS A UN PROCEDIMIENTO PENAL. LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES DEBERÁN TOMAR EN CUENTA EL CONTEXTO 
SOCIOCULTURAL Y POLÍTICO EN QUE SE SUSCITAN LOS HECHOS, 
PARA ADVERTIR SU INTENCIÓN.

Hechos: En el marco de un conflicto suscitado entre un Ayuntamiento y un 
Consejo Ciudadano Indígena, tres de sus miembros fueron condenados por 
el delito de sabotaje; resolución que fue confirmada en apelación. Incon­
formes, los indígenas sentenciados promovieron juicio de amparo directo; el 
Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo, en contra 
de esta sentencia la parte quejosa interpuso recurso de revisión en el que 
adujeron la omisión de interpretar la fracción VIII del apartado A del artículo 
2o. constitucional.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resuelve que en los juicios y procedimientos en que personas indígenas 
sean sujetas a un procedimiento penal; las autoridades jurisdiccionales, para 
garantizar el derecho de acceso a la plena jurisdicción del Estado, deben 
ser especialmente cuidadosos en evitar que se utilice el derecho punitivo 
como una forma de criminalizar el ejercicio de sus pretendidos derechos, ana­
lizando el contexto sociocultural y político en que se suscitaron los hechos, 
para advertir la intención de los inculpados.

Justificación: La fracción VIII del artículo 2o. de la Constitución General esta­
blece que para garantizar el derecho de acceso a la plena jurisdicción del 
Estado de las personas indígenas, en todos los juicios y procedimientos en 
que, individual o colectivamente sean parte: 1) se deberán tomar en cuenta sus 
costumbres y especificidades culturales; y, 2) que en todo tiempo tienen dere­
cho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de 
su lengua y cultura. La identificación de lo anterior, es obligación de las auto­
ridades intervinientes en el proceso de origen, concretamente, del órgano 
jurisdiccional; quien además deberá tomar en cuenta el contexto sociocultu­
ral y político en que se suscitaron los hechos para advertir la intención de los 
inculpados; sobre todo al haberse apreciado a nivel internacional, que la pro­
tección de los derechos humanos de los pueblos indígenas, se da en el 
marco de una alta y persistente conflictividad social, acompañada frecuen­
temente de violencia; advirtiéndose una preocupante tendencia a la crimi­
nalización de la protesta y la disidencia social. En ese sentido las autoridades 
que imparten justicia en materia penal deben ser especialmente cuidadosas 
en evitar que se utilice el derecho punitivo como una forma de criminalizar el 
ejercicio de sus pretendidos derechos, analizando el contexto sociocultural 
y político en que se suscitaron los hechos.

1a./J. 18/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2359/2020. José Gerardo Talavera Pineda y otros. 9 de 
febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Secretarios: Alexandra Valois Salazar y Héctor Vargas Becerra.
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Tesis de jurisprudencia 18/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TRÁFICO DE PERSONAS INDOCUMENTADAS. EL ARTÍCULO 159, FRAC­
CIÓN III, DE LA LEY DE MIGRACIÓN, QUE PREVÉ LAS PENAS PARA 
ESTE DELITO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL. 

Hechos: Una persona fue declarada penalmente responsable de cometer 
el delito de transporte ilícito de personas extranjeras, previsto en el artículo 
159, fracción III, de la Ley de Migración; determinación que fue confirmada en 
apelación. Inconforme, el imputado promovió amparo directo en el que 
impugnó la inconstitucionalidad del precepto mencionado, al considerar 
que las penas que contempla, vulneran, entre otros, el principio de propor­
cionalidad de la pena; al respecto, el Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento calificó de inoperantes los argumentos de inconstitucionali­
dad. En contra de esa determinación, la parte quejosa interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resuelve que el artículo 159, fracción III, de la Ley de Migración, que prevé 
las penas para el delito de tráfico de personas indocumentadas, no vulnera 
el principio de proporcionalidad consagrado en el artículo 22 constitucional, 
porque se justifican en la política criminal instrumentada por el legislador y 
no resultan desproporcionadas frente a otros ilícitos que protegen similares 
bienes jurídicos tutelados.

Justificación: El incremento de las penas para el delito de tráfico de persona 
indocumentadas, consistentes en prisión de ocho a dieciséis años y multa 
de cinco mil a quince mil días de salario mínimo general vigente en el Dis­
trito Federal, ahora Ciudad de México, tiene como objeto combatir las cons­
tantes violaciones de los derechos humanos de los migrantes en manos de 
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traficantes, con sanciones más severas, atendiendo también al grado 
de afectación del bien jurídico tutelado, que no sólo es el control de flujos 
migratorios, sino que además son la salud pública, los derechos humanos de 
los inmigrantes, el respeto al orden jurídico y la seguridad nacional. Además 
no resultan desmedidas en comparación con las penas establecidas que 
atentan contra los mismos bienes jurídicos protegidos, con similar afectación.

1a./J. 19/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 418/2022. 1 de junio de 2022. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se 
aparta de algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con el 
sentido, pero se aparta de algunos párrafos, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quién formuló voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Tesis de jurisprudencia 19/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TRÁFICO DE PERSONAS INDOCUMENTADAS. EL ARTÍCULO 159, FRAC­
CIÓN III, DE LA LEY DE MIGRACIÓN, QUE PREVÉ DICHO DELITO, NO 
VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD, QUE CONSAGRA EL ARTÍCULO 
1o. DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL. 

Hechos: Una persona fue declarada penalmente responsable de cometer 
el delito de transporte ilícito de personas extranjeras, previsto en el artículo 
159, fracción III, de la Ley de Migración; determinación que fue confirmada 
en apelación. Inconforme, el imputado promovió amparo directo en el que im­
pugnó la inconstitucionalidad del precepto mencionado, al considerar que 
vulnera, entre otros, el derecho a la igualdad; al respecto, el Tribunal Cole­
giado de Circuito del conocimiento calificó de infundados los argumentos 
de inconstitucionalidad. En contra de esa determinación, la parte quejosa 
interpuso recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resuelve que el artículo 159, fracción III, de la Ley de Migración no vulnera 
el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 1o. constitucional, pues 
de su contenido no se desprende un trato discriminatorio de la persona que 
realice dicha conducta frente al migrante.

Justificación: El artículo 159, fracción III, de la Ley de Migración al estable­
cer que se sancionará con prisión y multa a quien albergue o transporte por 
el territorio nacional, con el objeto de obtener directa o indirectamente un 
lucro, a uno o varios extranjeros con el fin de evadir la revisión migratoria, 
no vulnera el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 1o. de la 
Constitución General. Lo anterior en virtud de que no otorga un trato desigual 
al connacional frente al migrante, porque con independencia de la naciona­
lidad del sujeto activo del delito, se sanciona a quienes cometen la conducta 
establecida en dicho precepto, atendiendo precisamente al propósito del 
legislador derivado de la necesidad de proteger a la clase desvalida migrante, 
impidiendo que se convierta en víctima de quienes realizan una actividad 
ilícita con el único ánimo de lucro. Así, la norma de trato, en ningún momento 
prohíbe que los extranjeros sean albergados o transportados, ni otorga un 
trato desigual al migrante, sino que, lo que inhibe es que dichas conductas 
se realicen con el objeto de obtener un lucro, coadyuvando a que los migran­
tes evadan la revisión migratoria.

1a./J. 20/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 418/2022. 1 de junio de 2022. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero 
se aparta de algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien está 
con el sentido, pero se aparta de algunos párrafos, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quién formuló voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Tesis de jurisprudencia 20/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS. NO EXISTE CUANDO UNO DE LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO CONTENDIENTES SÓLO SE 
LIMITA A CONFIRMAR LO DETERMINADO POR EL JUEZ DE DISTRITO 
ANTE LA INOPERANCIA DE AGRAVIOS, SIN EMITIR UN CRITERIO PROPIO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron cri­
terios discrepantes al analizar la temporalidad entre las firmas de documen­
tos dubitables e indubitables que se presentan para cotejo ante un perito, a 
efecto de que emita su dictamen en materia de grafoscopía; uno de los 
Tribunales estableció la necesidad de que los documentos base del cotejo 
sean contemporáneos al cuestionado para resultar idóneos, mientras que el 
otro Tribunal, ante la inoperancia de los agravios, sólo confirmó lo conside­
rado por el Juez de Distrito en el sentido de que era irrelevante la contempo­
raneidad de las firmas en los documentos.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que no existe la contradicción de criterios denunciada, 
pues si bien los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes al analizar 
la temporalidad entre las firmas de documentos dubitables e indubitables 
que se presentan para cotejo ante un perito, a efecto de que emita su dic­
tamen en materia de grafoscopía, lo cierto es que de sus resoluciones no 
se advierte un punto de toque o contacto, pues no se pronunciaron sobre el 
mismo problema jurídico, sino que sus resoluciones fueron disidentes porque 
uno de ellos, ante la inoperancia de los agravios expuestos, sólo confirmó 
lo considerado en la sentencia recurrida en la que se estimó irrelevante la 
contemporaneidad de las firmas; mientras que el otro avaló lo resuelto por 
el Juez de Distrito, al determinar que era ajustada a derecho la considera­
ción en el sentido de que la falta de contemporaneidad de las firmas para el 
cotejo en la pericial en materia de grafoscopía, cuando se promueve un inci­
dente de falsedad de firma en el juicio de amparo, es un motivo suficiente para 
concluir que carecen de idoneidad; luego es evidente que no existe discre­
pancia de criterios entre los Tribunales Colegiados de Circuito en torno a 
ese punto de derecho, sino en todo caso entre un Juez de Distrito y un Tribu­
nal Colegiado; y, por tanto, la contradicción de criterios resulta inexistente.

Justificación: Los artículos 107, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 226, fracción II, de la Ley de 



38

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Amparo, establecen que la contradicción de criterios entre Tribunales Cole­
giados de Circuito, sólo puede suscitarse entre lo que resuelvan al sustentar 
criterios contradictorios en los asuntos de su competencia; en ese tenor, no 
es dable actualizar esa oposición cuando uno de los Tribunales Colegiados 
contendientes declaró la firmeza de una sentencia pronunciada por un Juez 
de Distrito, ante la inoperancia de los agravios expuestos, pues en dicho 
supuesto es inconcuso que el órgano colegiado no emite un pronunciamiento 
en el que destaque su criterio. Por ello, las consideraciones que sustentan 
la sentencia que confirma, producirían más bien una contradicción entre la 
sentencia del Juez de Distrito y la del diverso Tribunal Colegiado de Circuito 
que contiende, hipótesis que no se encuentra prevista para la proceden­
cia del estudio de una contradicción de criterios, motivo por el que ésta 
debe declararse inexistente.

1a./J. 21/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 58/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito. 26 de octubre de 2022. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver 
el recurso de inconformidad 38/2021, en el que determinó que era infun­
dado el agravio relatado por la quejosa relativo a que el Juez de Distrito 
al valorar la prueba pericial en materia de grafoscopía, no tomó en cuenta 
que la firma indubitable no era la indicada para el estudio correspondiente 
porque no eran contemporáneas. Al respecto, el Tribunal Colegiado des­
tacó que el Juez de Distrito sí se pronunció en torno a que entre la firma 
indubitable y dubitable habían transcurrido trece años y un mes, y precisó 
los motivos por los que otorgaba valor probatorio a los peritajes en los que 
se concluyó que esa temporalidad era suficiente para poder evaluar las 
firmas; asimismo, declaró inoperantes los argumentos del inconforme, por 
estimar que no combatían los fundamentos de la valoración que llevó a 
cabo el juzgador federal. Ello, sin precisar su criterio en torno a lo acertado 
o no del análisis efectuado por el A quo; y
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El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 93/2020, el cual dio origen a la 
tesis aislada I.9o.P.21 K (10a.), de rubro: "INCIDENTE DE OBJECIÓN DE 
FALSEDAD DE FIRMA DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. PARA 
LA EMISIÓN DEL DICTAMEN EN MATERIA DE GRAFOSCOPIA, LOS 
DOCUMENTOS PRESENTADOS AL PERITO PARA EL COTEJO DE LAS RÚ­
BRICAS RESPECTIVAS DEBEN SER CONTEMPORÁNEOS DEL CUESTIO­
NADO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
9 de abril de 2021 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 85, Tomo III, abril de 2021, página 
2247, con número de registro digital: 2022935.

Tesis de jurisprudencia 21/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO ABREVIADO. EL CONSENTIMIENTO EN ESTA FORMA 
DE TERMINACIÓN ANTICIPADA ES REQUISITO FUNDAMENTAL PARA 
SU PROCEDENCIA, POR LO QUE PODRÁ SER MATERIA DE ANÁLI­
SIS EN AMPARO DIRECTO.

Hechos: La quejosa alegó en el amparo directo, en contra de la sentencia que 
derivó del procedimiento abreviado, que no había sido asistida de confor­
midad con el derecho a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina, que toda vez que se pueden hacer valer violaciones respecto de 
los requisitos de procedencia que rigen el procedimiento abreviado, se debe 
realizar un pronunciamiento en el amparo directo respecto a si el consen­
timiento otorgado para ese efecto fue de conformidad con el derecho a 
acceder plenamente a la jurisdicción del Estado.

Justificación: En un juicio de amparo directo que se promueva en contra de 
la sentencia que derivó de un procedimiento abreviado, sólo podrá ser objeto 
de cuestionamiento la violación al cumplimiento de los presupuestos jurídicos 
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fundamentales para la procedencia de esa forma de terminación anticipada 
del proceso penal acusatorio, entre los cuales se incluye el consentimiento 
que se otorga por el acusado para estos efectos. Por su parte, para garan­
tizar el derecho a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado por parte 
de los integrantes de los pueblos y las comunidades indígenas, en todos los 
juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se 
deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales, así 
como tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defen­
sores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. De tal manera, acorde 
con dicho derecho, el sentenciado puede alegar si el presupuesto jurídico 
fundamental del consentimiento, se otorgó asistido acorde con el derecho 
a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado.

1a./J. 22/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2990/2022. Elizabeth Trinidad Javier. 26 de octubre 
de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Tesis de jurisprudencia 22/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CIERRE DE ETAPAS. NO RESULTA APLICABLE EN EL SUPUESTO EN EL 
QUE SE PROMUEVA EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, EN CONTRA DE 
LA SENTENCIA QUE DERIVÓ DEL PROCEDIMIENTO ABREVIADO.

Hechos: La quejosa alegó en el amparo directo, en contra de la sentencia 
que derivó del procedimiento abreviado, que se había violentado su derecho 
a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado en la audiencia inicial. 
El Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del caso consideró que no era 
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posible estudiar ese alegato con base en la tesis 1a. CCCXVI/2018 (10a.), 
emitida por esta Primera Sala.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no resulta aplicable la doctrina del cierre de etapas, en caso de 
que se controvierta la sentencia emitida en el procedimiento abreviado.

Justificación: El procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral se encuen­
tra dividido en una serie de momentos o etapas, cada una de las cuales 
tiene una función específica, así como que estas etapas se van sucediendo 
irreversiblemente unas a otras; lo que significa que sólo superándose una 
etapa es que se puede comenzar con la siguiente, sin que exista posibilidad 
de renovarlas o reabrirlas, de conformidad con el principio de continuidad del 
proceso. Así, esta Primera Sala en la tesis 1a. CCCXVI/2018 (10a.), deter­
minó que, con el propósito de lograr que el juicio de amparo funcione acorde 
con la estructura del Sistema Procesal Acusatorio Penal, es necesario inter­
pretar el artículo 173, apartado B, de la Ley de Amparo, en armonía con el 
artículo 20 constitucional, en el sentido de que el estudio de violaciones 
procesales en amparo directo debe limitarse exclusivamente a las ocurridas 
en la audiencia de juicio. Sin embargo, lo antes expuesto no resulta aplica­
ble al procedimiento abreviado, toda vez que el mismo no es una etapa más 
del procedimiento ordinario, sino que resulta ser una forma de terminación 
anticipada que se rige por sus propias reglas. En efecto, en dicho proce­
dimiento abreviado es el acusado quien reconoce los hechos materia de la 
acusación, por lo que renuncia al derecho a tener un juicio oral en el que 
pueda ejercer el derecho de contradicción probatoria. En consecuencia, el 
sujeto acepta que sea juzgado bajo las reglas procesales especiales que 
rigen el procedimiento de terminación anticipada del proceso, que tiene como 
base su reconocimiento de culpabilidad respecto del delito materia de la 
acusación. De tal manera, que es precisamente dicho consentimiento lo que 
tendrá por efecto que sólo podrá ser objeto de cuestionamiento en sede 
judicial, la violación al cumplimiento de los presupuestos jurídicos fundamen­
tales para la procedencia de esa forma de terminación anticipada del pro­
ceso penal acusatorio.

1a./J. 23/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 2990/2022. Elizabeth Trinidad Javier. 26 de octubre 
de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Nota: La tesis aislada 1a. CCCXVI/2018 (10a.) citada, de título y subtítulo: 
"VIOLACIONES A DERECHOS FUNDAMENTALES RELATIVAS A LA 
DETENCIÓN Y DEFENSA ADECUADA DEL IMPUTADO. NO SON SUSCEP­
TIBLES DE ANALIZARSE EN AMPARO DIRECTO, CUANDO OCURREN 
EN ETAPAS PREVIAS AL JUICIO ORAL.", se publicó en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, diciembre 
de 2018, Tomo I, página 470, con número de registro digital: 2018869.

Tesis de jurisprudencia 23/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCEDER PLENAMENTE A LA JURISDICCIÓN DEL ESTADO. NO SE PUEDE 
ALEGAR SU VIOLACIÓN EN ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO ORDINA­
RIO, SI LA PARTE QUEJOSA PROMOVIÓ JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN 
CONTRA DE LA SENTENCIA QUE SE EMITIÓ EN EL PROCEDIMIENTO 
ABREVIADO. 

Hechos: La quejosa alegó en el amparo directo, en contra de la sentencia 
que derivó del procedimiento abreviado, que se había violentado su derecho 
a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado en la audiencia inicial.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no se pueden alegar violaciones en etapas del procedimiento 
penal ordinario, en caso de que la parte quejosa haya otorgado su consen­
timiento para que proceda el procedimiento abreviado y se haya controvertido 
la sentencia que derivó del mismo en el juicio de amparo directo.
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Justificación: En un juicio de amparo directo derivado de un procedimiento 
abreviado previsto en el precepto citado, sólo podrá ser objeto de cuestio­
namiento la violación al cumplimiento de los presupuestos jurídicos fundamen­
tales para la procedencia de esa forma de terminación anticipada del 
proceso penal acusatorio, lo cual comprende el análisis de la congruencia, 
idoneidad, pertinencia y suficiencia de los medios de convicción invocados 
por el Ministerio Público en la acusación. Así como, de ser el caso, la impo­
sición de penas que sean contrarias a la ley, por ser distintas o mayores a las 
solicitadas por el Representante Social y aceptadas por el acusado; ade­
más de la fijación del monto de la reparación del daño. En contraposición, 
no podrá ser materia de cuestionamiento constitucional, en el referido juicio 
de amparo directo, la acreditación del delito y la responsabilidad penal del 
acusado, ni la exigibilidad de valoración de pruebas, pues ello no tiene apli­
cación en dicha forma de terminación anticipada del proceso penal acusa­
torio. En ese sentido, como en el procedimiento abreviado no están a debate 
tanto la acreditación del delito como la responsabilidad del acusado en su 
comisión, derivado de su aceptación de ser juzgado con base en los medios 
de convicción que sustentan la acusación, dichos elementos no admiten 
contradicción en sede judicial precisamente porque son resultado del con­
venio asumido por las partes en un caso en que el acusado y su defensor 
concluyen que no tienen forma de revertir los elementos que sustentan la 
acusación. Es por ello que el acusado no puede alegar violaciones al derecho 
a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado que supuestamente se 
hayan actualizado en etapas del procedimiento ordinario, ya que dichas vio­
laciones no tienen un impacto procesal en el procedimiento abreviado.

1a./J. 24/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2990/2022. Elizabeth Trinidad Javier. 26 de octubre 
de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.
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Tesis de jurisprudencia 24/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DE OMISIONES LEGIS­
LATIVAS ATRIBUIDAS A LA LEY DEL SERVICIO POSTAL MEXICANO Y 
DISPOSICIONES RELACIONADAS, POR NO ESTABLECER EL REGISTRO 
DE CORRESPONDENCIA QUE SE RECOGE EN LOS BUZONES PENITEN­
CIARIOS Y BRINDAR OTROS SERVICIOS POSTALES A LAS PERSONAS 
PRIVADAS DE SU LIBERTAD. CORRESPONDE AL ÓRGANO ESPECIALI­
ZADO EN MATERIA PENAL. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Penal se declaró incom­
petente para conocer de un recurso de revisión interpuesto en contra del sobre­
seimiento de un Juez de Distrito de competencia mixta, que se promovió 
en contra de una omisión legislativa atribuida a la Ley del Servicio Postal 
Mexicano y al Estatuto Orgánico del Servicio Postal Mexicano, por no esta­
blecer el registro de correspondencia que se recoge en los buzones peni­
tenciarios y brindar otros servicios postales a quienes se encuentran privados 
de su libertad. El Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa al 
que fue enviado el asunto no aceptó la competencia declinada, pues consi­
deró que la omisión reclamada se vinculaba con la materia penal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que cuando se reclama una omisión legislativa en un determi­
nado ordenamiento legal, la competencia debe fijarse atendiendo a la mate­
ria que se encuentre relacionada y a los propios derechos y obligaciones 
que puedan estar vinculados en su cumplimiento; de ahí que, si en el caso, la 
omisión legislativa está estrechamente relacionada con el ordenamiento 
que regula el servicio público de correo (Ley del Servicio Postal Mexicano 
y disposiciones relacionadas), del que se benefician las personas privadas 
de su libertad en centros penitenciarios, es competente el órgano especia­
lizado en materia penal.
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Justificación: La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que 
para determinar si un acto reclamado puede o no considerarse de autoridad 
para efectos del juicio de amparo, la competencia por materia debe definirse 
atendiendo a la materia en la que incide el acto y, en su caso, a la naturaleza 
de las autoridades señaladas como responsables. Este criterio resulta aplica­
ble tratándose de omisiones legislativas, pues no obstante que son atribuidas 
a un órgano legislativo, no pueden disociarse de la materia de la norma omi­
tida y su vinculación con la afectación aducida. Por ello, no puede estimarse 
que cuando se reclame una omisión legislativa, el órgano jurisdiccional del 
conocimiento deba ser uno en materia administrativa, pues ello implicaría 
desconocer el criterio antes señalado. Por lo que, al atribuir la omisión a un 
ordenamiento que regula el servicio público de correo, del que se benefi­
cian las personas privadas de su libertad en centros penitenciarios y que 
ello se encuentra vinculado con el ejercicio de comunicación que la Ley de 
Ejecución Penal restringe para las personas en esas situaciones, la omi­
sión reclamada no puede disociarse de las condiciones de internamiento que 
repercuten en el derecho a comunicarse con el exterior por medio de la corres­
pondencia escrita. De ahí que, en congruencia con el criterio emitido por la 
Primera Sala de este Alto Tribunal en los conflictos competenciales 17/2022 y 
120/2022, la competencia legal se surte a favor de un Tribunal Colegiado de 
Circuito especializado en Materia Penal.

1a./J. 27/2023 (11a.)

Conflicto competencial 183/2022. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Séptimo Circuito. 5 de octubre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 27/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. CONTENIDO, ETAPAS Y ALCAN­
CE DE SU VERTIENTE DE EJECUCIÓN MATERIAL DE LAS SENTENCIAS. 

Hechos: Una entidad de la administración pública federal fue condenada en 
un juicio civil por el incumplimiento de un contrato. En la etapa de ejecución, 
la parte actora requirió que se diera cumplimiento voluntario a la sentencia 
y, ante la contumacia, solicitó el cumplimiento forzoso y el embargo de cuentas 
de dicha institución pública. El juzgador federal negó la solicitud de embargo 
con fundamento en el artículo 4o. del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, dicha decisión fue confirmada en apelación. En desacuerdo, se pro­
movió juicio de amparo indirecto, el cual fue negado al considerar que no exis­
tía una violación a los derechos de igualdad, al debido proceso y de acceso 
a la justicia. En contra de esta última resolución se interpuso revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el derecho de acceso a la justicia es de contenido complejo 
y abarca las etapas previas al juicio, durante y posterior al mismo; siendo 
que parte esencial de este derecho es la efectividad en la ejecución de sen­
tencias y resoluciones.

Justificación: El derecho de acceso a la justicia se encuentra reconocido en 
una gran diversidad de normas de rango constitucional y ha sido interpretado 
en varios precedentes de este Alto Tribunal y de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. En suma, atendiendo integralmente a todo este pará­
metro, se sostiene que la garantía a la tutela jurisdiccional se define como 
el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y 
términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales 
independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de 
ella; con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas 
formalidades, se decida sobre la pretensión planteada y en su caso, se eje­
cute esa decisión. Derecho que comprende tres etapas: i) una previa al juicio, 
a la que le corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción; ii) una judi­
cial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación, a la 
que le corresponden las garantías del debido proceso; y, iii) una posterior 
al juicio, identificada con la eficacia de las resoluciones emitidas. Así las 
cosas, se considera que este derecho no se limita a la facultad de someter 
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una controversia al conocimiento de los tribunales y que la misma se tramite 
conforme a las garantías procesales, pues también comprende la posibilidad 
de que la sentencia dictada tenga plena eficacia mediante su ejecución. Por 
lo tanto, para que el Estado garantice un efectivo derecho de acceso a la 
justicia, no basta con la existencia de sistemas legales mediante los cuales 
las autoridades competentes emitan resoluciones ni con la existencia formal 
de recursos, sino que éstos deben ser efectivos y parte de esa efectividad 
implica, precisamente, la ejecución de las sentencias y resoluciones y, res­
pecto al plazo de cumplimiento, que éste sea sin dilación en un tiempo razo­
nable; esto inclusive cuando el Estado, como parte, sea quien incumpla la 
ejecución de una sentencia o resolución. Lo anterior es así, pues detrás del 
reconocimiento del derecho de acceso a la justicia en su modalidad del dere­
cho a la ejecución de las sentencias, no sólo están el derecho subjetivo del 
vencedor en juicio y el derecho de acceso a la justicia, sino que, para la efec­
tividad del "Estado democrático de derecho", es indispensable que las auto­
ridades estatales cumplan con sus obligaciones contenidas en la Constitución 
y en los diversos tratados internacionales.

1a./J. 28/2023 (11a.)

Amparo en revisión 144/2021. Autobuses de la Baja California, S.A. de C.V. y 
otra. 17 de noviembre de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernán­
dez. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo.

Tesis de jurisprudencia 28/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. SUS ALCANCES Y FUNDAMENTOS. 

Hechos: Una entidad de la administración pública federal fue condena­
da en un juicio civil por el incumplimiento de un contrato. En la etapa de 
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ejecución, la parte actora requirió que se diera cumplimiento voluntario a la 
sentencia y, ante la contumacia, solicitó el cumplimiento forzoso y el embargo de 
cuentas de dicha institución pública. El juzgador federal negó la solicitud 
de embargo con fundamento en el artículo 4o. del Código Federal de Proce­
dimientos Civiles, dicha decisión fue confirmada en apelación. En desacuerdo, 
se promovió juicio de amparo indirecto, el cual fue negado al considerar 
que no existía una violación a los derechos de igualdad, al debido proceso y 
de acceso a la justicia. En contra de esta última resolución se interpuso 
revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la igualdad procesal es una vertiente de los derechos 
al debido proceso y a la igualdad jurídica, que demanda una razonable 
igualdad de posibilidades en el ejercicio de cada una de las pretensiones 
de las partes en un juicio y que se erige a su vez como una regla de actua­
ción de la persona juzgadora como director del proceso.

Justificación: El derecho al debido proceso encuentra reconocimiento en 
normas de rango constitucional (artículos 14 de la Constitución General y 8.1 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) y consiste en un 
conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales con 
la finalidad de que las personas estén en condiciones de defender adecua­
damente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. 
En síntesis, se ha afirmado que este derecho requiere el cumplimiento de 
"ciertas formalidades esenciales del procedimiento", que a su vez se mate­
rializa en: i) un acceso a la justicia no sólo formal sino que reconozca y 
resuelva los factores de desigualdad real de los justiciables; ii) el desarrollo 
de un juicio justo; y, iii) la resolución de las controversias de forma tal que 
la decisión adoptada se acerque al mayor nivel de corrección del derecho, 
es decir, se asegure su solución justa. Atendiendo a este contenido, la juris­
prudencia ha reconocido una modalidad específica de este derecho que se 
refiere a la igualdad procesal, el cual ha sido interpretado exhaustivamente 
en el amparo directo en revisión 308/2017. En ese sentido, se estima que el 
principio de igualdad procesal como modalidad del debido proceso y de 
la igualdad jurídica procura la equiparación de oportunidades para ambas 
partes en las normas procesales y, al mismo tiempo, se erige como una regla 
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de actuación del Juez, el cual, como director del proceso, debe mantener 
en lo posible esa igualdad al conducir las actuaciones, a fin de que la vic­
toria de una de las partes no esté determinada por su situación ventajosa, 
sino por la justicia de sus pretensiones. Sin que dicho principio signifique una 
igualdad aritmética o simétrica, por la cual sea exigible la exactitud numé­
rica de los derechos y las cargas para cada una de las partes, sino que lo 
que este principio demanda es una razonable igualdad de posibilidades 
en el ejercicio de cada una de las pretensiones de las partes. De modo 
que no se genere una posición sustancialmente desventajosa para una de 
ellas frente a la otra y de suerte que las pequeñas desigualdades que pueda 
haber, requeridas por necesidades técnicas del proceso, no quebranten el 
principio.

1a./J. 29/2023 (11a.)

Amparo en revisión 144/2021. Autobuses de la Baja California, S.A. de C.V. y 
otra. 17 de noviembre de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernán­
dez. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo.

Tesis de jurisprudencia 29/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR EN MATERIA DE TELE­
COMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. ES UN ÁMBITO DE PROYECCIÓN 
DE LOS DERECHOS A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE ACCESO A 
LA INFORMACIÓN. 

Hechos: Una persona fue sancionada por el Instituto Federal de Telecomu­
nicaciones (IFT) por la prestación de servicios de telecomunicaciones sin el 
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respectivo título de concesión, por lo cual se le impusieron diversas sancio­
nes, entre ellas, la establecida en el artículo 305 de la Ley Federal de Tele­
comunicaciones y Radiodifusión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los derechos humanos a la libertad de expresión y de acceso 
a la información integran un parámetro de control, que deben servir para 
evaluar la validez tanto de las leyes como de los actos incluidos en el 
ámbito del derecho administrativo sancionador.

Justificación: Los derechos a la libertad de pensamiento, de expresión y de 
acceso a la información se erigen como contenidos centrales del parámetro 
de control que no se limitan a proyectarse en una sola materia ni controlan 
únicamente un tipo de actos. Como derechos humanos, deben entenderse 
removidos del ámbito de configuración de las autoridades públicas de nues­
tro país. Por tanto, es incorrecto sostener que los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución General, 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos cesan 
de ser parámetro de control frente a las resoluciones que son producto de 
un procedimiento seguido en forma de juicio y que recobren esa función 
frente a los actos administrativos unilaterales, como también lo sería afirmar 
que ese contenido sólo aplica en una materia –por ejemplo, en la adminis­
trativa– pero no en otras –civil, penal o laboral– ya que los derechos huma­
nos, por imperativo del artículo 1o. constitucional son trasversales a todo el 
ordenamiento jurídico y controlan la validez de todos los actos y normas 
jurídicas; siendo uno de los principales espacios de aplicación de los dere­
chos que ahora nos ocupan el sector de las telecomunicaciones y radio­
difusión, al tratarse del ámbito que aloja las leyes, regulaciones y actos que 
determinan las condiciones de prestación de los servicios públicos de 
funcionamiento de los medios de comunicación.

1a./J. 30/2023 (11a.)

Amparo en revisión 136/2021. Ernestina Martínez López. 5 de octubre de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
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Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero por consideracio­
nes distintas y formuló voto concurrente en el que se separa de las conside­
raciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García 
Sarubbi.

Tesis de jurisprudencia 30/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESTRICCIONES INDIRECTAS A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN EN MATERIA DE TELECOMUNICACIO­
NES Y RADIODIFUSIÓN. SI LA MEDIDA LEGISLATIVA IMPUGNADA SE 
DIRIGE A LA REALIZACIÓN DE LOS FINES DEL ESTADO REGULADOR, 
RESULTA APLICABLE UN ESTÁNDAR DE ESCRUTINIO ORDINARIO, PERO 
SI SE TRATA DE UNA MEDIDA CUYA FUNCIÓN PRINCIPAL ES INHIBIR 
O DESINCENTIVAR EL EJERCICIO DE DICHOS DERECHOS CONSTITU­
CIONALES, ES APLICABLE UN ESTÁNDAR DE ESCRUTINIO ESTRICTO 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 7o. CONSTITUCIONAL). 

Hechos: Una persona fue sancionada por el Instituto Federal de Telecomuni­
caciones (IFT) por prestar servicios de telecomunicaciones sin el respectivo 
título de concesión, por lo cual se le impusieron diversas sanciones, entre 
ellas, las del artículo 305 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radio­
difusión, consistente en la pérdida en beneficio de la Nación de los bienes, 
instalaciones y equipos empleados en la comisión de dichas infraccio­
nes. En el juicio de amparo se cuestionó si dicho precepto podía evaluarse 
a la luz del derecho de libertad de expresión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 7o. de la Constitución General protege 
contra violaciones indirectas a los derechos a la libertad de expresión y de 
acceso a la información, lo cual requiere de una valoración funcional de las 
medidas legislativas impugnadas para determinar si se dirigen a la realiza­
ción de los fines del Estado Regulador, en cuyo caso resulta aplicable un 
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estándar de escrutinio ordinario o, por el contrario, si se trata de medidas 
cuya función principal es inhibir o desincentivar el ejercicio de los derechos 
constitucionales, es aplicable un estándar de escrutinio estricto.

Justificación: El Constituyente partió de la premisa de que no era factible 
anticipar y prever cuáles eran las restricciones indirectas que los legislado­
res podrían introducir en el futuro, pues era consciente de que cambiarían 
con los distintos avances tecnológicos y dependerían del dinamismo de las 
circunstancias sociales, por lo que no fue su intención extender a todas una 
sospecha de inconstitucionalidad. Así, cuando esta legislación y/o regula­
ción se limiten a establecer reglas claras, generales, dirigidas razonable­
mente a cumplir con los fines constitucionales de rectoría que se otorgan 
expresamente por la Constitución a favor del Estado, la autoridad judicial se 
limitará a constatar que las referidas reglas encuadran en estas categorías, 
así como a asegurarse de que no tienen un impacto desproporcionado en 
perjuicio de un punto de vista minoritario en la sociedad, comprobado lo cual 
debe aplicarse un estándar de escrutinio ordinario o de mera razonabili­
dad. Por el contrario, si la legislación y/o regulación impugnada no contiene 
reglas justificables en razones técnicas de aplicación general y no se diri­
gen a realizar los fines de rectoría del Estado, y se demuestra que su im­
plementación tiene el efecto de silenciar, inhibir o censurar un punto de vista 
minoritario en la sociedad, será aplicable un estándar de escrutinio estricto. 
Debe precisarse que la opción de aplicar uno u otro estándares se condi­
ciona a que el parámetro de control aplique como principio, pues existe un 
ámbito nuclear donde no es necesario correr el estándar, sino que aplica 
como regla: cuando la legislación sanciona con la privación de los bienes 
que se relacionan íntimamente con la posibilidad de que se expresen deter­
minados puntos de vista, como en su momento lo fue el secuestro de los 
instrumentos de imprenta de un periódico o el papel necesario para publicar 
revistas o libros.

1a./J. 31/2023 (11a.)

Amparo en revisión 136/2021. Ernestina Martínez López. 5 de octubre de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 



53

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero por consideracio­
nes distintas y formuló voto concurrente en el que se separa de las con­
sideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David 
García Sarubbi.

Tesis de jurisprudencia 31/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SANCIONES EN MATERIA DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFU­
SIÓN. EL ARTÍCULO 305 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE ESTA­
BLECE QUE QUIENES PRESTEN SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES 
O RADIODIFUSIÓN SIN CONTAR CON CONCESIÓN O AUTORIZACIÓN, 
PERDERÁN EN BENEFICIO DE LA NACIÓN LOS BIENES, INSTALACIONES 
Y EQUIPOS EMPLEADOS EN LA COMISIÓN DE DICHA INFRACCIÓN, NO 
ESTABLECE UNA RESTRICCIÓN INDIRECTA DE LAS PROHIBIDAS POR 
EL ARTÍCULO 7o. CONSTITUCIONAL. 

Hechos: Una persona fue sancionada por el Instituto Federal de Telecomuni­
caciones (IFT) por prestar servicios de telecomunicaciones sin el respectivo 
título de concesión y fue sancionada en términos de la legislación aplicable.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 305 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, que establece que quienes presten servicios de telecomunica­
ciones o de radiodifusión, sin contar con concesión o autorización, perderán 
en beneficio de la nación los bienes, instalaciones y equipos empleados en 
la comisión de dicha infracción, no establece una restricción indirecta de las 
prohibidas por el artículo 7o. de la Constitución General, por lo que debe 
reconocerse como válido.

Justificación: El artículo 305 citado no busca limitar ninguna de las actividades 
protegidas por los derechos reconocidos en el artículo 7o. constitucional, 
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sino combatir la diversa irregularidad de prestar servicios de telecomunica­
ciones o de radiodifusión, sin contar con concesión o autorización, actividad 
que no se encuentra cubierta por ningún derecho constitucional. Por tanto, 
debe determinarse si dicha disposición va más allá de la sanción razonable 
que podría asociarse a esa irregularidad para imponer una restricción indi­
recta a los derechos a la libertad de expresión y de acceso a la informa­
ción. En el caso, debe aplicarse un estándar de escrutinio ordinario, pues 
el precepto impugnado se ubica en el ámbito de libertad configurativa del 
modelo de Estado Regulador. Se trata de una sanción que forma parte de un 
mecanismo para hacer efectivo un diseño legislativo neutro y abierto de 
reglas de acceso a las concesiones, en cuyo caso existe menor sospecha 
de inconstitucionalidad. En otras palabras, a menores barreras de entrada 
para convertirse en un agente económico en la prestación de los servicios 
de telecomunicaciones, mayor libertad configurativa para diseñar sanciones 
para disuadir a quienes busquen prestar ese servicio explotando un bien 
público sin la concesión respectiva. Como se observa, este criterio es con­
dicional, pues si eventualmente las reglas sobre otorgamiento, conserva­
ción y terminación de concesiones dejaran de ser neutras, abiertas y dirigidas 
a propiciar el pluralismo en los medios de comunicación, en ese caso se 
justificará la reversión de la presunción de validez para generarse una sospe­
cha de que las sanciones administrativas en realidad esconden afectaciones 
indirectas a la libertad de expresión y de acceso a la información. De esta 
manera, al aplicarse al estándar de escrutinio ordinario, el precepto supera 
cada uno de sus pasos, consistente en: que tenga un fin constitucionalmente 
legítimo, ya que la norma busca reglamentar el sistema sancionatorio orde­
nado en el artículo 28 constitucional para darle eficacia a la regulación del 
sector; que sea instrumentalmente adecuado para lograr la realización del fin 
constitucionalmente legítimo, ya que con la privación de los bienes utilizados 
en la comisión de la infracción se inhabilitan los medios para la realización 
de la infracción, además de ser un desincentivo para la realización de esa 
conducta; y que sea proporcional en sentido estricto, porque el legislador 
limitó la sanción únicamente a los bienes utilizados en la comisión de la 
infracción sin incluir otros, con lo cual la afectación patrimonial que pudiera 
sufrir el sancionado se compensa con el beneficio social de hacer efectivo 
el modelo regulatorio en ese sector.

1a./J. 32/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 136/2021. Ernestina Martínez López. 5 de octubre de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero por consideracio­
nes distintas y formuló voto concurrente en el que se separa de las con­
sideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David 
García Sarubbi.

Tesis de jurisprudencia 32/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESTRICCIONES INDIRECTAS A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN. LA PORCIÓN DEL ARTÍCULO 7o. CONS­
TITUCIONAL, QUE ESTABLECE LA PROHIBICIÓN DE SECUESTRAR 
LOS BIENES UTILIZADOS PARA LA DIFUSIÓN DE INFORMACIÓN, OPI­
NIONES E IDEAS, COMO INSTRUMENTO DEL DELITO, ES APLICABLE 
AL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR EN EL SECTOR DE 
LAS TELECOMUNICACIONES Y LA RADIODIFUSIÓN. 

Hechos: Una persona fue sancionada por el Instituto Federal de Telecomu­
nicaciones (IFT) por prestar servicios de telecomunicaciones sin el respectivo 
título de concesión, por lo cual se le impusieron diversas sanciones, entre 
ellas, la establecida en el artículo 305 de la Ley Federal de Telecomunica­
ciones y Radiodifusión, que establece la pérdida en beneficio de la Nación 
de los bienes, instalaciones y equipos empleados en la comisión de dichas 
infracciones. La materia de la revisión interpuesta por la quejosa se delimitó 
a evaluar la validez del referido precepto legal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la porción del artículo 7o. constitucional, que establece la 
prohibición de secuestrar los bienes utilizados para la difusión de informa­
ción, opiniones e ideas, como instrumento del delito, es aplicable al derecho 
administrativo sancionador con condiciones de aplicación diferenciadas: 
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en un ámbito nuclear donde aplica como regla de prohibición y, en otro, 
como principio.

Justificación: La porción normativa del artículo 7o. constitucional que protege 
a las personas con la prohibición de que, en ningún caso podrán secues­
trarse los bienes utilizados para la difusión de información, opiniones e ideas, 
como instrumento del delito, debe entenderse con un ámbito de aplicación 
abierto no sólo en la materia penal, sino también en el derecho administra­
tivo sancionador en el sector de las telecomunicaciones y la radiodifusión. 
No obstante su aplicabilidad, sus condiciones de aplicación varían de acuerdo 
a la naturaleza, finalidad y objeto de la medida legislativa de que se trate, 
pues no todo secuestro de bienes en el ámbito de las telecomunicacio­
nes y radiodifusión actualiza la prohibición constitucional. Para que dicha 
prohibición aplique a la manera de una "regla dura", es necesario constatar 
que los bienes susceptibles del referido secuestro se encuentran ligados 
sustancialmente con las condiciones materiales que posibilitan la difusión 
de determinada información, opiniones e ideas, pues de otra manera la 
prohibición aplicaría en un regreso al infinito a cualquier instrumento o bien 
material relacionado con la prestación de los servicios de telecomunicacio­
nes, sin importar lo remoto de su relación con los derechos a la libertad de 
expresión y de acceso a la información. Debe recordarse que la prohibición 
constitucional no protege el derecho de propiedad, sino la libertad de expre­
sión y el derecho de acceso a la información; por ello, sólo cuando la auto­
ridad judicial observe que la privación de los bienes se relaciona íntimamente 
con la posibilidad de que se expresen determinados puntos de vista, como 
en su momento lo fue el secuestro de los instrumentos de imprenta de un 
periódico o el papel necesario para publicar revistas o libros, debe aplicar 
dicha prohibición como regla en cuyo caso es innecesario correr algún 
estándar de escrutinio. Para delimitar este ámbito nuclear donde la norma 
constitucional aplica como regla, se requiere de una evaluación pormenori­
zada y cuidadosa para determinar, en la época de las nuevas tecnologías, 
cuáles de los instrumentos generan esta afectación indirecta evidente en 
los derechos humanos a la libertad de expresión y de acceso a la informa­
ción. Sin embargo, fuera de estos casos claros, la prohibición no opera como 
una regla dura, sino como un principio, cuya aplicación requiere de un están­
dar de escrutinio, que pasa por la necesidad de evaluar la finalidad del legis­
lador, su instrumentalidad y su proporcionalidad. Por tanto, la autoridad 
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judicial debe determinar primeramente si el parámetro de control invocado 
aplica en su modalidad como regla, limitada a un ámbito de núcleo duro, o 
bien, como un principio, donde se proyecta como mandato de optimización.

1a./J. 33/2023 (11a.)

Amparo en revisión 136/2021. Ernestina Martínez López. 5 de octubre de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero por consideracio­
nes distintas y formuló voto concurrente en el que se separa de las con­
sideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David 
García Sarubbi.

Tesis de jurisprudencia 33/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA ORIGINARIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN. DEBE CONOCER DE UN AMPARO EN REVISIÓN CUANDO 
EXISTE UN PRECEDENTE VINCULANTE QUE SÓLO OTORGA UNA RES­
PUESTA PARCIAL A LA MATERIA DEL RECURSO. 

Hechos: Una persona moral presentó ante la Comisión Federal para la Pro­
tección contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS) diversas solicitudes de eva­
luación sanitaria para la importación de distintos productos, entre ellos, de 
aceite de cáñamo con concentración de 55 % (cincuenta y cinco por ciento) 
de cannabidiol (CBD) libre de tetrahidrocannabinol (THC) como insumo para 
procesos industriales, la cual fue rechazada, con fundamento en los artículos 
234, 235 y 235 Bis de la Ley General de Salud. El Juez de Distrito negó el 
amparo e inconforme la parte quejosa interpuso recurso de revisión que fue 
remitido por el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento a este Alto 
Tribunal al observar que los precedentes sobre el tema no resolvían la tota­
lidad de las cuestiones constitucionales subsistentes.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando no exista un precedente vinculante que, en 
términos del artículo 94, párrafo décimo segundo, de la Constitución General, 
resuelva la totalidad de las interrogantes constitucionales subsistentes res­
pecto de una ley federal, debe reservar competencia originaria para que 
sea la Suprema Corte de Justicia de la Nación la que decida, conforme a la 
lógica de un sistema de precedentes, si es necesario explorar los alcances 
de su criterio, si éste se aplica analógicamente, o bien, si debe distinguirse 
para otorgar una respuesta diferenciada.

Justificación: Debe recordarse que de conformidad con el artículo 94 consti­
tucional, las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sen­
tencias dictadas por las Salas de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
por mayoría de cuatro votos serán obligatorias para todas las autoridades 
jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas, en cuyo caso 
los casos futuros que versen sobre el mismo punto no actualizarán la compe­
tencia originaria de esta Corte para conocer del recurso de revisión respectivo 
en el juicio de amparo, sino del Tribunal Colegiado de Circuito correspon­
diente. Sin embargo, existen ocasiones en que la materia del recurso de 
revisión no logra resolverse exhaustivamente mediante la aplicación de un 
precedente, en cuyo caso el Tribunal Colegiado debe reservar competencia 
a este Alto Tribunal para que evalúe la litis constitucional con el fin de deter­
minar si subsisten cuestiones inéditas, o bien, si es necesario para avanzar 
en la construcción de su doctrina. Al realizarse esta evaluación, no sólo pueden 
suscitarse los dos escenarios claros, en los cuales o bien el problema de 
constitucionalidad planteado fue abordado con exhaustividad por un criterio 
previo o no lo fue, sino también casos en los cuales la litis subsistente en el 
recurso de revisión sea abordado parcialmente por ejecutorias pasadas. 
En esa tercera categoría de casos, esta Corte debe identificar las cuestio­
nes inéditas y, de considerarlo procedente, asumir su competencia origina­
ria. En su caso, si un criterio sirve para dirigir la solución de la revisión, ello 
sería posible por su aplicación analógica, lo que estaría sujeto a una argumen­
tación dirigida a justificar su extensión, lo que es muy propio del sistema de 
precedentes, que es la que correspondería al fondo del asunto.

1a./J. 34/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 461/2020. 25 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía 
Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi.

Tesis de jurisprudencia 34/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROTOCOLO DE MINNESOTA. CONTIENE DIRECTRICES PARA INVES­
TIGAR EFECTIVAMENTE EJECUCIONES EXTRAJUDICIALES.

Hechos: Elementos del Ejército Mexicano dispararon en contra de dos civiles 
privándolos de la vida, fue el quejoso quien dio la orden de accionar las armas 
de fuego en contra de una de las víctimas. Por tales hechos, fue sentenciado 
en primera y segunda instancias por el delito de homicidio calificado. Incon­
forme, promovió juicio de amparo directo en el que solicitó la aplicación de 
diversas reglas del Protocolo de Minnesota, al considerar que la investiga­
ción no se llevó a cabo con estándares internacionales. El Tribunal Colegiado 
de Circuito del conocimiento consideró que no era aplicable el Protocolo de 
Minnesota ya que pertenece al denominado soft law, en contra de esta 
sentencia se interpuso revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el Protocolo de Minnesota contiene diversas directrices para 
investigar efectivamente ejecuciones extrajudiciales, por lo que puede ser 
considerado para el cumplimiento efectivo del derecho humano a no ser pri­
vado arbitrariamente de la vida.

Justificación: El Manual de las Naciones Unidas sobre la prevención e inves­
tigación eficaces de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias 
(Protocolo de Minnesota), contiene directrices para realizar una investigación 
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eficaz de una ejecución extrajudicial. La expresión "ejecución extrajudicial" 
ha sido construida en el derecho internacional y contiene los siguientes 
elementos: 1) privación arbitraria de la vida de una o más personas; 2) come­
tida por agentes del Estado encargados de realizar tareas de seguridad; y 
3) dicha privación de la vida se puede realizar mediante acción u omisión 
por parte de los agentes del Estado, o bien, por particulares bajo su orden, 
complicidad, tolerancia o aquiescencia. Ahora, si bien no existe una conducta 
tipificada como ejecución extrajudicial en el derecho interno es conveniente 
seguir estándares internacionales cuando se cometa una privación arbitra­
ria de la vida por parte de agentes del Estado. En este sentido, el derecho 
humano a no ser privado de la vida arbitrariamente, reconocido en el pará­
metro de control de regularidad constitucional, implica que las autoridades 
competentes investiguen efectivamente ejecuciones extrajudiciales. Por lo 
tanto, el Protocolo de Minnesota, al regular diversas directrices para dar un 
tratamiento adecuado e investigar efectivamente una ejecución extrajudicial, 
es un documento jurídicamente relevante que puede ayudar al cumplimiento 
pleno del derecho humano a no ser privado de la vida arbitrariamente.

1a./J. 35/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 13/2021. José Omar Gutiérrez de Velasco Mora y/o 
José Omar Gutiérrez de Velazco Mora. 7 de diciembre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien está con el sentido pero por consideraciones 
distintas y formuló voto concurrente en el que se separa de las conside­
raciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 35/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de primero de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROTOCOLO DE MINNESOTA. CONSTITUYE UN DOCUMENTO JURÍDI­
CAMENTE RELEVANTE QUE LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES 
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PUEDEN CONSIDERAR PARA ANALIZAR CASOS DE EJECUCIONES 
EXTRAJUDICIALES.

Hechos: Elementos del Ejército Mexicano dispararon en contra de dos civiles 
privándolos de la vida, fue el quejoso quien dio la orden de accionar las armas 
de fuego en contra de una de las víctimas. Por tales hechos, fue sentenciado 
en primera y segunda instancias por el delito de homicidio calificado. Incon­
forme, promovió juicio de amparo directo en el que solicitó la aplicación de 
diversas reglas del Protocolo de Minnesota, al considerar que la investiga­
ción no se llevó a cabo con estándares internacionales. El Tribunal Colegiado 
de Circuito del conocimiento consideró que no era aplicable el Protocolo de 
Minnesota ya que pertenece al denominado soft law, en contra de esta 
sentencia se interpuso revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que si bien es cierto que el Protocolo de Minnesota pertenece al 
soft law, también lo es que constituye un documento jurídicamente relevante 
que contiene directrices para que las autoridades jurisdiccionales investiguen 
efectivamente una ejecución extrajudicial, por lo que de seguirse tales direc­
trices por las autoridades competentes, se podrían hacer efectivos diver­
sos derechos humanos contenidos en el parámetro de control de regularidad 
constitucional.

Justificación: El Manual de las Naciones Unidas sobre la prevención e inves­
tigación eficaces de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias 
(Protocolo de Minnesota), contiene directrices para realizar una investigación 
eficaz cuando se cometan privaciones de la vida por agentes del Estado. 
Aunque dicho protocolo pertenece a lo que se denomina soft law, lo cierto es 
que constituye un documento jurídicamente relevante porque su contenido 
impacta en la forma como se pueden interpretar las obligaciones derivadas 
de las fuentes formales del derecho. Asimismo, los documentos que perte­
necen al soft law han ido adquiriendo paulatinamente un valor tan significa­
tivo que han logrado posicionarse como un referente en las actividades 
cotidianas de las autoridades jurisdiccionales. De esta manera, se acude a 
estos documentos para garantizar derechos humanos o para mejorar sus 
contenidos. Así, el Protocolo de Minnesota puede ayudar al cumplimiento 
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que tienen las autoridades competentes de llevar a cabo una investigación 
seria y efectiva en casos de ejecuciones extrajudiciales. Ahora bien, no se 
desatiende que este Protocolo constituye solamente una vía, sin ser la única, 
por la que se puede cumplir con dicha obligación. Por lo tanto, ante la peti­
ción expresa de la parte quejosa para que se apliquen diversas reglas del 
Protocolo de Minnesota y con ello lograr una investigación eficaz, las auto­
ridades competentes deberán fundar y motivar el por qué procede o no su 
aplicación y, en su caso, determinar si se cumplieron con los estándares 
nacionales e internacionales para llevar a cabo una investigación.

1a./J. 36/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 13/2021. José Omar Gutiérrez de Velasco Mora y/o 
José Omar Gutiérrez de Velazco Mora. 7 de diciembre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien está con el sentido pero por consideraciones 
distintas y formuló voto concurrente en el que se separa de las conside­
raciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 36/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de primero de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. CESAN SUS EFECTOS CUANDO 
ES RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO Y CON POSTE­
RIORIDAD SE APLICA UN CRITERIO DE OPORTUNIDAD QUE PRODUCE 
EL SOBRESEIMIENTO EN LA CAUSA PENAL.

Hechos: Una persona promovió un juicio de amparo indirecto en el que 
reclamó el auto de vinculación a proceso que pesa en su contra por el delito 
de deserción y la inconstitucionalidad del artículo 269, fracción V, del 
Código de Justicia Militar. El Juez de Distrito negó el amparo, por lo que la 
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parte quejosa interpuso recurso de revisión, el cual fue remitido a este alto 
tribunal para conocer del reclamo de inconstitucionalidad. Durante la trami­
tación del recurso, el Ministerio Público aplicó un criterio de oportunidad 
en el procedimiento ordinario y, como consecuencia, el Juez de Control 
decretó el sobreseimiento en la causa penal instruida en su contra.

Criterio jurídico: Cuando una persona reclama en amparo indirecto el auto 
de vinculación a proceso que pesa en su contra y con posterioridad el 
Ministerio Público aplica un criterio de oportunidad en el proceso que pro­
duce el sobreseimiento en la causa penal, ello implica que desaparezcan 
de forma definitiva los efectos del acto reclamado, por lo que la persona 
regresa a la situación jurídica anterior a la violación del acto que reclamó, 
lo que genera que se actualice la causa de improcedencia de cesación de 
efectos.

Justificación: El criterio de oportunidad es instituido como una forma de 
terminación de la investigación en el proceso penal acusatorio que consiste 
en la abstención del Ministerio Público de ejercer acción penal en contra de la 
persona imputada, siempre que se hayan reparado o garantizado los daños 
causados a la víctima u ofendido. La aplicación del criterio de oportuni­
dad trae como consecuencia la determinación de sobreseimiento en la 
causa penal.

Con base en lo anterior, si se promueve un juicio de amparo indirecto en el 
que se reclama un auto de vinculación a proceso y posteriormente el Minis­
terio Público aplica un criterio de oportunidad a partir del cual se decreta el 
sobreseimiento en la causa penal, ello trae como consecuencia que se des­
truyan de manera definitiva los efectos del acto reclamado y que la parte 
quejosa regrese al estado en que se encontraba antes de la existencia de la 
violación que reclamó, lo anterior es así, porque la aplicación de un criterio 
de oportunidad tiene como consecuencia la extinción de la acción penal y, 
en consecuencia, efectos de una sentencia absolutoria, lo cual actualiza la 
causa de improcedencia del juicio de amparo por cesación de efectos pre­
vista en el artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo.

1a./J. 45/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 219/2022. Esteban Rodríguez Martínez. 9 de noviembre 
de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carran­
cá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretario: Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 45/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo de 
2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONCURSO APARENTE DE NORMAS. NO EXISTE ANTINOMIA ENTRE 
LOS ARTÍCULOS 82 Y 87 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, POR REGULAR MEDIOS DE COMUNICACIÓN DISTINTOS PARA 
EFECTUAR LAS NOTIFICACIONES. 

Hechos: Un Juez de Distrito desechó una demanda de amparo indirecto 
promovido en contra de actos ministeriales, al considerar actualizada la 
causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XIV, de la Ley 
de Amparo, toda vez que el medio de impugnación resultaba extemporá­
neo. Lo anterior, porque la notificación del acto reclamado había sido mediante 
correo electrónico y el artículo 87 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales establece que las notificaciones realizadas por medios electróni­
cos surten efectos el mismo día. Decisión que fue combatida a través del 
recurso de queja, donde se señaló que existía una antinomia entre el dispo­
sitivo aplicado y el artículo 82 del citado código adjetivo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que no existe antinomia entre los artículos 82 y 87 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, porque cada artículo regula 
un supuesto distinto.

Justificación: De la interpretación sistemática del artículo 51, así como del 
capítulo V denominado "Notificaciones y Citaciones" del Título IV intitulado 
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"Actos Procedimentales" del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
se advierte que fue intención del legislador establecer las previsiones nece­
sarias para que el justiciable tenga plena certeza de las reglas aplicables a 
los actos procesales. Así, más que una contradicción entre los artículos 82 
y 87 citados, el legislador estimó pertinente hacer una diferenciación entre 
dichas normas; pues si bien es cierto que en ambos preceptos se establece 
de manera distinta, el momento en que surten efectos las notificaciones 
llevadas a cabo por medios electrónicos, también lo es que el artículo 82, 
en su fracción I, inciso b), es de uso generalizado y se circunscribe a medios 
electrónicos señalados por el interesado o su representante legal, como 
lo es el correo electrónico (entre otros medios que permiten similar función), 
distintos de los sistemas autorizados, instrumentados por la propia autori­
dad a que se refiere el artículo 87, que se considera una forma especial de 
notificación.

1a./J. 46/2023 (11a.) 

Queja 6/2022. 13 de julio de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Minis­
tro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Tesis de jurisprudencia 46/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PLAZOS PROCESALES EN LOS JUICIOS MERCANTILES DURANTE EL 
PERIODO DE PANDEMIA DERIVADO DEL VIRUS SARS-COV-2. SON 
DÍAS INHÁBILES AQUELLOS EN LOS QUE LOS TRIBUNALES DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO LABOREN A PUERTA CERRADA. 

Hechos: En un juicio ordinario mercantil la Sala responsable desechó el 
recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra de 
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una sentencia definitiva, bajo la consideración de que conforme al Acuerdo 
V-31/2020 (relativo a la suspensión de términos procesales de diversos 
órganos jurisdiccionales de la Ciudad de México única y exclusivamente en 
los días que laboran a puerta cerrada), emitido por el Consejo de la Judica­
tura de la Ciudad de México, la notificación de dicha sentencia definitiva 
puede surtir efectos incluso en aquellos días en los que el juzgado de origen 
haya laborado a puerta cerrada. En el juicio de amparo directo promovido 
en contra de esa determinación, el Tribunal Colegiado de Circuito determinó 
que los días en los que los órganos jurisdiccionales trabajen a puerta cerrada 
no puede correr ningún plazo procesal. Inconforme con esa determinación, 
la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: Deben considerarse inhábiles los días en los que el Consejo 
de la Judicatura de la Ciudad de México determinó que los órganos juris­
diccionales trabajen a puerta cerrada para evitar la propagación del virus 
SARS-CoV-2, incluyendo aquellos en los que surten efectos las notificacio­
nes, porque esos días los justiciables no puede ingresar a los tribunales y 
consultar los autos, con lo cual se garantizan los principios de seguridad 
jurídica, debido proceso y de acceso efectivo a la justicia.

Justificación: En atención a la emergencia de salud generada por la pan­
demia del virus SARS-CoV-2, el Consejo de la Judicatura de la Ciudad de 
México implementó a través de Acuerdos Generales que un día los tribunales 
trabajarían a puerta cerrada y al otro día a puerta abierta, con la finalidad 
de no seguir retrasando la impartición de justicia, pero al mismo tiempo con 
el propósito de reducir la propagación del virus.

En ese sentido, de un análisis de los artículos 1064 y 1076 del Código de 
Comercio, se concluye que deben considerarse inhábiles los días en los que 
los tribunales no trabajen con normalidad, lo que ocurre cuando lo hacen a 
puerta cerrada, sin atención al público, ya que si bien de facto los empleados 
del juzgado se encuentran trabajando dentro del local del órgano jurisdic­
cional, también lo es que el servicio no es prestado en toda su amplitud, ya 
que los justiciables no tienen la posibilidad de acudir a consultar los autos.

Por ello, los días en que los tribunales trabajen a puerta cerrada como 
medida extraordinaria implementada por el Consejo de la Judicatura de la 
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Ciudad de México para evitar la propagación del virus SARS-CoV-2, deben 
considerarse inhábiles, incluyendo aquellos en los que las notificaciones 
surten sus efectos, con lo que se garantiza el respeto a los principios de segu­
ridad jurídica y de acceso efectivo a la justicia.

1a./J. 47/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 4870/2021. Aja Reciclados Plásticos, S.A. de C.V. 
6 de abril de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández, quien está con el sentido, pero se separa de algunos párrafos, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: 
Werther Bustamante Sánchez.

Tesis de jurisprudencia 47/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ETAPA CONCILIATORIA EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. LA PROHIBI­
CIÓN CONSISTENTE EN QUE LO EXPRESADO DENTRO DE ESA ETAPA 
NO PUEDE SER INVOCADO EN UNA DISTINTA FASE DEL PROCE­
DIMIENTO, NO VULNERA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL DE­
BIDO PROCESO Y DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

Hechos: En la etapa de conciliación dentro de la audiencia preliminar de un 
juicio oral mercantil la parte demandada realizó una oferta de pago, sin embar­
go, no se logró la conciliación ante la inasistencia de la actora a esa audien­
cia, por lo que se continuó con el procedimiento. En primera instancia se dictó 
sentencia absolutoria bajo el argumento de que la actora no acreditó su 
acción. Inconforme, la parte demandante promovió un juicio de amparo directo 
en el que alegó que no se tomó en cuenta el ofrecimiento de pago que hizo la 
parte demandada en la audiencia preliminar, pues ello constituía un recono­
cimiento del adeudo. El Tribunal Colegiado al resolver el juicio de amparo 
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consideró que, en términos del segundo párrafo, del artículo 1390 Bis 35, 
del Código de Comercio, la oferta externada por su contraparte en la etapa de 
conciliación no hace prueba de la existencia del adeudo y negó la protec­
ción constitucional. Dicha resolución fue impugnada por la quejosa mediante 
el recurso de revisión en el que cuestionó la constitucionalidad del referido 
precepto.

Criterio jurídico: La prohibición relativa a que lo ocurrido en la etapa de conci­
liación en un juicio oral mercantil no puede ser invocado por las partes en 
una etapa diversa, como lo dispone el artículo 1390 Bis 35, segundo párrafo, 
del Código de Comercio, constituye una restricción razonable que favorece 
la negociación de las partes para que, en aras de la conciliación, puedan 
realizarse concesiones mutuas con la garantía de que, de no alcanzarse un 
acuerdo, esas expresiones no les afectarán en etapas posteriores. Esta previ­
sión normativa persigue una impartición de justicia pronta y eficaz a través 
de la conciliación, lo que es acorde con el artículo 17, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que no vulnera los derechos 
fundamentales a contar con un debido proceso y de acceso a la justicia com­
pleta e imparcial.

Justificación: En la exposición de motivos que generó la reforma al Código 
de Comercio publicada en el Diario Oficial de la Federación de 27 de enero de 
2011, el legislador destacó que una de las particularidades del juicio oral 
mercantil para cumplir con el objetivo de que sea un procedimiento breve y 
eficaz es la conciliación, la cual constituye una forma de autocomposición 
que supone sacrificios o concesiones mutuas a través de la negociación en 
donde las partes pueden emitir declaraciones contrarias a sus intereses.

La etapa de conciliación no representa un momento para el reconocimiento 
del adeudo reclamado, sino para que las partes puedan desarrollar una 
estrategia que evite un litigio a través de un arreglo.

En vista de lo anterior, para proteger la libertad de las partes para acordar lo 
que más les convenga en la etapa conciliatoria, el legislador estableció 
en el párrafo segundo del artículo 1390 Bis 35, del Código de Comercio, que 
la proposición, discusión, aceptación o rechazo de lo propuesto en ese periodo 
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cuando la negociación haya sido infructuosa, no puede ser invocada por 
las partes en cualquier otra etapa del juicio.

Dicha prohibición opera como una forma para incentivar y no limitar la nego­
ciación, ni el ánimo de conciliar, lo cual tiene la finalidad constitucionalmente 
válida de contribuir a una impartición de justicia pronta y eficaz, en su ver­
tiente del derecho a la tutela judicial efectiva reconocida en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que no vulnera 
los principios de justicia completa e imparcial, ni el debido proceso.

1a./J. 51/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 7770/2019. Plastimundo, S.A. de C.V. 18 de agosto 
de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: María Elena 
Corral Goyeneche.

Tesis de jurisprudencia 51/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

APELACIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN LA AUDIEN­
CIA DE INDIVIDUALIZACIÓN DE SANCIONES. PROCEDE CUANDO ESA 
RESOLUCIÓN LA DICTA UN TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO ATEN­
DIENDO A LA DETERMINACIÓN DE UN TRIBUNAL DE ALZADA QUE 
REVOCA UNA SENTENCIA ABSOLUTORIA Y LE DEVUELVE EL ASUNTO 
PARA IMPONER LAS PENAS.

Hechos: En un procedimiento penal acusatorio, tres personas fueron denun­
ciadas porque se consideró que cometieron el delito de fraude procesal. 
Ante ello en primera instancia se dictó sentencia absolutoria en su favor. 
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La parte ofendida interpuso recurso de apelación y el tribunal de apelación 
revocó la sentencia absolutoria porque consideró acreditados los elementos 
del delito y la responsabilidad penal y ordenó devolver los autos al tribunal de 
enjuiciamiento para la celebración de las audiencias de individualización 
de sanciones y las restantes consecuencias jurídicas. Inconformes las per­
sonas sentenciadas promovieron un juicio de amparo directo que fue atraído 
por la Suprema Corte.

Criterio jurídico: Cuando previamente en segunda instancia se revocó una 
sentencia absolutoria y se emitió un fallo condenatorio que devolvió el asunto 
al tribunal de juicio oral para individualizar las penas, es procedente el recurso 
de apelación en contra de esta última resolución porque forma parte de la 
sentencia en el sistema penal acusatorio.

Justificación: Los preceptos 468, fracción II, y 479, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales establecen que será apelable la sentencia defini­
tiva y que la resolución de apelación confirmará, modificará o revocará el 
fallo impugnado, lo que revela que ese recurso es el mecanismo de control 
jurisdiccional sobre la sentencia definitiva de primer grado, y por ende, pro­
duce una nueva determinación en "sustitución" que generalmente aborda la 
totalidad de las cuestiones debatidas en la controversia.

Por otra parte, tenemos que para el dictado de la sentencia, el legislador 
determinó que pueden desarrollarse las siguientes audiencias: a) de juicio 
(relativa al fallo de condena o absolución); b) de individualización de las 
sanciones y reparación del daño (en caso de condenatoria); y c) de expli­
cación de la sentencia.

En ese sentido, si un tribunal de apelación revoca una sentencia absolutoria 
emitida por un tribunal de enjuiciamiento, al considerar acreditados los elemen­
tos del delito y la responsabilidad penal, por lo que dicta una sentencia de 
condena y además ordena devolver los registros de la causa penal para la 
celebración de las audiencias de individualización de sanciones y las res­
tantes consecuencias jurídicas, entonces, de conformidad con la referida 
porción del precepto 468, es procedente el recurso de apelación hecho valer 
en contra de la determinación del tribunal de enjuiciamiento en la audiencia 
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de individualización de sanciones, con independencia de que se hubiera 
sustanciado previamente la apelación respecto del fallo de condena, pues 
la imposición de las penas forma parte de la sentencia condenatoria, siem­
pre que se interponga de manera oportuna.

1a./J. 52/2023 (11a.)

Amparo directo 19/2020. Edith Romero Rodríguez y otras. 9 de febrero de 
2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernán­
dez y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ministra pre­
sidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara 
y Jonathan Santacruz Morales.

Tesis de jurisprudencia 52/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EXTRAVÍO O RETENCIÓN DE CORRESPONDENCIA AL INTERIOR DE UN 
CENTRO PENITENCIARIO. LA COMPETENCIA PARA CONOCER DE ESOS 
ACTOS SE SURTE A FAVOR DE LOS TRIBUNALES DE AMPARO EN MATE­
RIA PENAL PORQUE ESTÁN RELACIONADOS CON LAS CONDICIONES 
DE INTERNAMIENTO DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD.

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Penal determinó que 
carecía de competencia para conocer de un recurso de queja interpuesto 
en contra del desechamiento de demanda de amparo promovida en contra del 
extravío o retención de correspondencia física al interior de un centro peniten­
ciario, debido a que las autoridades señaladas como responsables tenían 
funciones materialmente administrativas, por lo cual declinó competencia 
en favor de un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa. El Tri­
bunal Colegiado administrativo que conoció del asunto no aceptó la compe­
tencia declinada pues consideró que los actos reclamados estaban vinculados 
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con las condiciones de internamiento de la persona privada de la libertad, 
cuyo conocimiento corresponde a la materia penal y por ello integró el con­
flicto competencial.

Criterio jurídico: Los actos reclamados en un juicio de amparo indirecto, 
consistentes en el extravío o retención de correspondencia que envió y debió 
recibir una persona privada de la libertad al interior de un centro peniten­
ciario, guardan una relación inherente con sus condiciones de internamiento, 
así como con sus derechos fundamentales a la reinserción social y de acceso 
a la justicia. Por tal motivo, es a los juzgados y a los tribunales de amparo en 
materia penal a quienes les corresponde conocer de esos actos por virtud 
de la especialización con que cuentan sobre ese cúmulo de derechos.

Justificación: Con independencia del carácter de las autoridades señala­
das como responsables, la naturaleza de los actos de extravío o retención de 
correspondencia escrita al interior de un centro penitenciario se relaciona 
de manera directa con las condiciones de internamiento de las personas 
privadas de la libertad, pues se vinculan con la garantía de respeto a los 
derechos y a la vida digna, en concreto, con su derecho a comunicarse con 
el exterior a través de la correspondencia, el cual está asociado con los 
derechos fundamentales a la reinserción social y de acceso a la justicia, 
por lo que corresponde conocer de esos actos a los juzgados y tribunales de 
amparo en materia penal para aprovechar la especialización que éstos tienen 
al respecto.

Esta determinación encuentra apoyo en los artículos 38, fracción III, y 39 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que dispone que corres­
ponde a un Tribunal Colegiado de Circuito especializado en la materia penal 
el conocimiento del recurso de queja interpuesto en contra del desechamiento 
de una demanda de amparo indirecto en que se reclaman los referidos actos.

1a./J. 53/2023 (11a.)

Conflicto competencial 17/2022. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Séptimo Circuito. 23 de marzo de 2022. Cinco 
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votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan Santacruz Morales.

Tesis de jurisprudencia 53/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PERSONA PRIVADA CON PROYECCIÓN PÚBLICA. ES INCONSTITUCIO­
NAL CONSIDERAR QUE SE TIENE ESE CARÁCTER POR LA SOLA CIR­
CUNSTANCIA DE QUE UNA PERSONA SEA IMPUTADA EN UN PROCESO 
PENAL. 

Hechos: En un juicio en la vía ordinaria civil se demandó a una empresa 
editorial la responsabilidad por daño moral, derivado de que ésta publicó una 
nota periodística en la que dio a conocer los motivos de la detención de 
una persona, en la cual insertó su fotografía y datos personales sin su con­
sentimiento. Al conocer del juicio de amparo promovido por la empresa edi­
torial demandada, el Tribunal Colegiado de Circuito consideró que debe 
ponderarse el posible interés público de la información y la naturaleza del 
acto, a efecto de determinar si una persona está obligada a tolerar un mayor 
grado de intromisión en sus derechos a la vida privada y al honor, en virtud 
de tener la calidad de indiciada en un proceso penal. A partir de ello deter­
minó que, dado que el tema analizado en la nota versaba sobre una cuestión 
penal y la persona tenía la calidad de indiciada, debía considerársele como 
una persona privada con proyección pública y que, como la información 
difundida en la publicación era veraz, por tener relación directa con una 
denuncia, no se vulneró su derecho al honor ni a la presunción de inocen­
cia. En desacuerdo, la parte actora del juicio de origen interpuso un recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: Es inconstitucional considerar a cualquier persona impu­
tada en un hecho delictivo como una persona privada con proyección pública 
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con el objeto de divulgar su nombre y su fotografía. De adoptar esta postura, 
se llegaría al extremo de considerar que toda nota periodística podría vincu­
larse con un hecho de relevancia pública, exponiendo la privacidad de las 
personas involucradas, mediante la publicación de su imagen y datos en 
los medios de comunicación, sin limitación legal alguna.

Justificación: Si bien existe interés público respecto de hechos delictivos, 
no es constitucional categorizar a alguien como una figura pública única­
mente porque se trata de una persona que tiene el carácter de indiciada en 
un proceso penal. Fijar una regla general en ese sentido generaría un crite­
rio sobreinclusivo que distorsionaría la categoría constitucional de figura 
pública y que además atentaría contra el principio de presunción de inocen­
cia, que a su vez protege otros derechos fundamentales, como son la digni­
dad humana, la libertad, la honra y el buen nombre.

El proporcionar información sobre eventos de interés nacional para un debido 
ejercicio del derecho a la información no puede justificar la violación de los 
derechos fundamentales de las personas detenidas o acusadas, como 
puede ser la exhibición de sus datos personales (nombre e imagen) en los 
medios de comunicación. Lo anterior no implica la prohibición de que se 
divulgue información que efectivamente sea de interés público, pero en esos 
casos, deben entrar en juego los parámetros de protección de la libertad 
de expresión y el derecho a la información; en particular, el estándar relativo 
a la "real malicia" o "malicia efectiva".

1a./J. 54/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2661/2021. Unión Editorialista S.A. de C.V. 25 de 
mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien está con el sentido, pero por consideraciones distintas y formuló 
voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez y Emma Magnolia Ayala Rivera.
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Tesis de jurisprudencia 54/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REGISTROS SANITARIOS. LA FALTA DE PORMENORIZACIÓN EN LA 
LEY GENERAL DE SALUD DE UN PROCEDIMIENTO PARA LA CANCE­
LACIÓN DE LOS OTORGADOS POR LA COMISIÓN FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS (COFEPRIS) POR LA CON­
CLUSIÓN DE SU VIGENCIA, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE SEGU­
RIDAD JURÍDICA. 

Hechos: Una empresa biofarmacéutica solicitó a la Comisión Federal para 
la Protección contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS) la prórroga de vigencia de 
un registro sanitario. La Comisión consideró insuficiente la información apor­
tada por la solicitante, por lo que desechó su trámite y, al haber concluido 
la vigencia del registro, lo canceló en la misma resolución. Inconforme, la 
empresa promovió juicio de amparo indirecto en contra de dicha decisión y 
del artículo 376 de la Ley General de Salud en la que se fundó, al considerar 
que la falta de previsión en este precepto de un procedimiento para cance­
lar los registros sanitarios que ya no se encuentren vigentes transgrede el 
principio de seguridad jurídica. El Juez de Distrito del conocimiento negó 
el amparo, por lo que la empresa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: El hecho de que la Ley General de Salud no regule en forma 
pormenorizada el procedimiento para cancelar los registros sanitarios otor­
gados por la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, 
derivado de la conclusión de su vigencia, no genera inseguridad jurídica, pues 
el trámite se encuentra desarrollado en el Reglamento de Insumos para la 
Salud, en concordancia con el principio de reserva de ley.

Justificación: El artículo 376 de la Ley General de Salud prevé, entre otras 
cosas, que los registros sanitarios que otorga la Secretaría de Salud tendrán 
una vigencia de cinco años prorrogable por un plazo igual, a instancia del 
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interesado, los cuales podrán ser cancelados al término de su duración si es 
que la solicitud de la prórroga se presenta fuera del plazo correspondiente. 
Los elementos enunciados en dicho precepto legal conforman las bases y los 
parámetros generales para cancelar los registros cuya vigencia haya conclui­
do, sin que prevea un procedimiento específico para ello. Por esta razón, en 
términos de lo autorizado por el artículo 89, fracción I, de la Constitución 
Política del país, los párrafos segundo y tercero del artículo 376 en cita remi­
ten a las disposiciones reglamentarias aplicables para pormenorizar el trámite 
que habrá de darse a las solicitudes de prórroga. En ese sentido, la falta de 
previsión en la Ley General de Salud de un procedimiento específico para 
cancelar los registros sanitarios que hayan expirado no genera inseguridad 
jurídica, pues los artículos 190 Bis 1 a 190 Bis 6, del Reglamento de Insumos 
para la Salud se encargan de desarrollar las condiciones bajo las cuales 
habrá de emitirse la declaratoria respectiva.

Este tratamiento es concordante con el principio de reserva de ley, el cual 
permite que ordenamientos de jerarquía inferior desarrollen las bases y los 
parámetros generales delineados por las normas de tipo legal, como en 
el presente caso es la disposición relativa a que la cancelación de los regis­
tros sanitarios procederá por su falta de prórroga en los términos de opor­
tunidad previstos en los reglamentos aplicables, lo que sucede cuando, por 
ejemplo, la solicitud respectiva se presenta fuera del plazo de ciento cin­
cuenta días naturales anteriores a la fecha de conclusión de su vigencia, 
como lo requiere el artículo 190 Bis 6 del citado Reglamento de Insumos 
para la Salud.

1a./J. 55/2023 (11a.)

Amparo en revisión 47/2021. Probiomed, S.A. de C.V. 23 de junio de 2021. Mayo­
ría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Mario Jiménez Jiménez.
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Tesis de jurisprudencia 55/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DELITO EQUIPARADO A LA RETENCIÓN AGRAVADO. EL ARTÍCULO 
379 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
OAXACA, QUE LO PREVÉ, ES INCONSTITUCIONAL AL INVADIR LA 
ESFERA DE COMPETENCIA DEL CONGRESO DE LA UNIÓN PARA REGU­
LAR SERVICIOS FINANCIEROS.

Hechos: Dos personas abrieron una cuenta en una sociedad cooperativa 
de ahorro y crédito. Cada una celebró un contrato de depósito por determi­
nada cantidad de dinero en pesos. Sin embargo, la dueña y presidenta de la 
sociedad cooperativa se negó a devolverla. Por tales hechos, la dueña 
de la cooperativa fue procesada y condenada penalmente por la comi­
sión del delito equiparado a la retención agravado, resolución que fue confir­
mada en apelación. En contra de esta sentencia, se promovió amparo directo 
en el que se planteó la inconstitucionalidad del artículo 379 del Código 
Penal para el Estado Libre y Soberano de Oaxaca. El Tribunal Colegiado de 
Circuito del conocimiento negó el amparo, inconforme la parte quejosa inter­
puso revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 379 del Código Penal para el Estado Libre y Sobe­
rano de Oaxaca, que prevé el delito equiparado a la retención agravado, es 
inconstitucional, en virtud de que el legislador de dicha entidad invadió la 
competencia del Congreso de la Unión para legislar en materia de interme­
diación y servicios financieros, regulada en el artículo 73, fracción X, de la 
Constitución General, ya que es evidente que el tipo penal contempla a enti­
dades financieras, como son las sociedades cooperativas de ahorro y prés­
tamo, y sanciones en su contra, que únicamente pueden estar reguladas 
por el Congreso de la Unión.

Justificación: En efecto, los Congresos de las entidades federativas no tienen 
competencia para regular delitos relacionados con las sociedades mencio­
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nadas porque se trata de una materia reservada, exclusivamente, al Congreso 
de la Unión al involucrarse los servicios financieros. El legislador federal tiene 
competencia para establecer quiénes habrán de prestar el servicio de ahorro 
y crédito y la forma en que tendrán que hacerlo. Por tanto, determina las 
facultades que tienen las autoridades correspondientes con la finalidad 
de que verifiquen que las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo 
otorguen tales servicios con estricto apego a la ley y no propiciar, con la 
falta de un ordenamiento, un estado de inseguridad jurídica que depare per­
juicio a las personas que tengan alguna actividad relacionada con las socie­
dades mencionadas. Para lograr lo anterior, el Congreso de la Unión tiene 
la facultad para legislar los tipos penales que tengan estrecha relación con 
actividades financieras y particularmente con las sociedades cooperativas 
de ahorro y préstamo. De esta manera, establece un marco legal adecuado 
y completo para poder proteger a las personas que realicen actividades con 
relación a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo. En ese enten­
dido, si las entidades federativas legislaran delitos relacionados con activida­
des financieras de ahorro o inversión, se provocaría una sobre regulación de 
conductas debido a la gran cantidad de tipos penales relacionados con 
esta materia y ya regulados en leyes federales.

1a./J. 62/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 3699/2022. Silvia Leticia Hernández Hernández. 1 de 
febrero de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaries: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 62/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO HUMANO A LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. SU RE­
CLAMO A TRAVÉS DE UNA ACCIÓN DE RESPONSABILIDAD CIVIL ES 
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DE NATURALEZA RESARCITORIA Y AUTÓNOMA A LA REPARACIÓN DEL 
DAÑO DERIVADA DE UN PROCEDIMIENTO PENAL [INTERRUPCIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 43/2014 (10a.)]. 

Hechos: Una persona reclamó la declaración de responsabilidad civil y la 
reparación integral del daño derivado de un accidente en el que un hombre 
ocasionó la muerte del padre de familia, así como el cumplimiento del con­
trato de seguro del demandado. El Juez de Primera Instancia determinó la 
responsabilidad civil y condenó al hombre y a la aseguradora solidariamente 
al pago de una indemnización, de la que debía deducirse el monto cubierto 
en el acuerdo reparatorio que le puso fin a la causa penal respectiva a fin de 
lograr la reparación integral, lo que fue confirmado en la apelación. La ase­
guradora promovió juicio de amparo directo en contra de esta determinación, 
el cual fue concedido porque el Tribunal Colegiado de Circuito del cono­
cimiento estimó que la actora no contaba con legitimación para acudir a la 
vía civil al no haberse reservado este derecho en el acuerdo reparatorio. 
Inconforme, la parte tercera interesada interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el derecho a la reparación integral es un derecho humano 
irrenunciable que puede exigirse a través de la responsabilidad civil extra­
contractual, pues consiste en una figura esencial de naturaleza resarcitoria 
para todo aquel que ha resentido un hecho ilícito y constituye una acción 
autónoma de la reparación del daño derivada de un delito. Luego, la san­
ción penal de reparar el daño causado por la comisión de un delito y la respon­
sabilidad civil derivada de la obligación de no dañar a otros son acciones 
diversas e independientes que, aunque pudieran contar con el mismo hecho 
ilícito generador, constituyen reclamos autónomos con distintas disposicio­
nes aplicables y estándares de prueba. Por lo tanto, estas acciones pueden 
operar en conjunto hasta lograr la integralidad de la reparación posible para 
la parte agraviada, en el que el ejercicio de la acción y una eventual condena 
deben valorarse por sus propios méritos, lo que conlleva abandonar el crite­
rio establecido en la jurisprudencia 1a./J. 43/2014 (10a.), de rubro: "RESPON­
SABILIDAD CIVIL OBJETIVA. POR REGLA GENERAL ES IMPROCEDENTE 
SI YA SE CUBRIÓ LA INDEMNIZACIÓN DETERMINADA EN UN PROCESO 
PENAL PARA REPARAR EL DAÑO."
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Justificación: El derecho a la reparación integral o a la justa indemnización, 
contenido en el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos, ha trascendido de un carácter sancionatorio a centrarse en 
el derecho humano de las víctimas al resarcimiento de las violaciones sufri­
das. Este derecho debe ser garantizado por el Estado, lo que implica su 
satisfacción incluso con medidas de diversa naturaleza de manera simultá­
nea, pues un solo hecho ilícito puede tener un impacto multidimensional 
en diversos derechos humanos y por ende requerir de acciones complemen­
tarias para lograr una reparación integral. De esta forma, los efectos de la 
comisión de un hecho ilícito pueden persistir después de la culminación de 
un procedimiento penal, lo que justificaría la adjudicación de la responsabi­
lidad civil extracontractual derivada de la generación de un daño y evidencia 
la autonomía de esta acción.

1a./J. 63/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1329/2020. 19 de enero de 2022. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero 
con salvedad en las consideraciones y reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana 
y Néstor Rafael Salas Castillo.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación, y en virtud de que interrumpe el cri­
terio sostenido por la propia Sala en la diversa 1a./J. 43/2014 (10a.), de 
rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. POR REGLA GENERAL 
ES IMPROCEDENTE SI YA SE CUBRIÓ LA INDEMNIZACIÓN DETERMI­
NADA EN UN PROCESO PENAL PARA REPARAR EL DAÑO.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de agosto de 2014 
a las 8:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 9, Tomo I, agosto de 2014, página 478, con número de 
registro digital: 2007292, este último dejó de considerarse de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023.
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Tesis de jurisprudencia 63/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO HUMANO A LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. CONSTI­
TUYE UNA GARANTÍA ESTATAL Y UN ASUNTO DE INTERÉS PÚBLICO, 
AUN TRATÁNDOSE DE ACUERDOS REPARATORIOS QUE PONEN FIN A 
LA ACCIÓN PENAL. 

Hechos: Una persona reclamó la declaración de responsabilidad civil y la 
reparación integral del daño derivado de un accidente en el que un hombre 
ocasionó la muerte del padre de familia, así como el cumplimiento del con­
trato de seguro del demandado. El Juez de Primera Instancia determinó la 
responsabilidad civil y condenó al hombre y a la aseguradora solidariamente 
al pago de una indemnización, de la que debía deducirse el monto cubierto 
en el acuerdo reparatorio que le puso fin a la causa penal respectiva a fin de 
lograr la reparación integral, lo que fue confirmado en la apelación. La asegu­
radora promovió juicio de amparo directo en contra de esta determinación, 
el cual fue concedido porque el Tribunal Colegiado de Circuito del cono­
cimiento estimó que la actora no contaba con legitimación para acudir a la 
vía civil al no haberse reservado este derecho en el acuerdo reparatorio. 
Inconforme, la parte tercera interesada interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que en la celebración de los acuerdos reparatorios existe una 
obligación reforzada de la Fiscalía y de las y los Jueces de Control involu­
crados en el procedimiento penal de asegurarse que las partes encuentren 
una solución adecuada y proporcional del conflicto, de acuerdo con las condi­
ciones personales, del hecho y con la reparación del daño; y que suscriban 
con la información completa de sus efectos y sin violencia o intimidación 
alguna, pues sólo así puede estimarse válidamente que fue su voluntad la 
extinción de la acción penal, especialmente, tratándose de grupos en situa­
ción de vulnerabilidad. De esta forma, aun tratándose de medios autocompo­
sitivos, el derecho a la reparación integral del daño implica una garantía 
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estatal que se traduce en el deber de las autoridades de verificar diligente­
mente la proporcionalidad y el efecto reparador de las obligaciones pactadas 
y de su cumplimiento, en el que debe prevalecer el mayor resarcimiento posi­
ble de la dignidad humana de la parte agraviada.

Justificación: En este esquema autocompositivo de solución de controver­
sias, las partes renuncian a someterse a un juicio penal tradicional a través de 
la aceptación del imputado de su responsabilidad y su obligación a satisfa­
cer el derecho humano de las víctimas u ofendidos a la reparación integral. 
Debido a la importancia de los bienes jurídicos en juego y a que las partes 
usualmente no son peritos en la materia, las autoridades involucradas en el 
procedimiento penal son las encargadas de vigilar que las negociaciones 
sean justas, proporcionales, en igualdad de condiciones y con un efecto 
resarcitorio para los afectados, pues los acuerdos reparatorios no pueden 
llegar al extremo de considerarse un asunto privado aun tratándose de medios 
autocompositivos. En este sentido, las personas juzgadoras tienen la obli­
gación de identificar situaciones de poder y desigualdad que resulten en 
obligaciones desproporcionadas como una cuestión de interés público para 
la celebración de un acuerdo reparatorio y salvaguardar el derecho humano 
a la reparación integral.

1a./J. 64/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1329/2020. 19 de enero de 2022. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero 
con salvedad en las consideraciones y reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana 
y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 64/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN RECURSO DE REVISIÓN 
CUANDO SE RECLAMA LA OMISIÓN DE ENTREGAR COPIAS CERTIFICA­
DAS DE UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN A UNA PERSONA IMPUTADA. 
SE SURTE EN FAVOR DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN 
MATERIA PENAL, PORQUE LA OMISIÓN RECLAMADA SE RELACIO­
NA CON EL DERECHO A LA DEFENSA ADECUADA CUYA ESPECIALIDAD 
CORRESPONDE CON ESA MATERIA. 

Hechos: Una persona promovió un juicio de amparo indirecto en contra de la 
omisión del ministerio público de contestar su solicitud de expedición de copias 
respecto de una carpeta de investigación seguida en su contra. El Juez de 
Distrito sobreseyó el juicio y, en contra de esa determinación la parte que­
josa interpuso un recurso de revisión. Un Tribunal Colegiado de Circuito 
en materia penal recibió el recurso de revisión, pero determinó carecer de 
competencia legal para conocer del recurso porque el escrito de solicitud 
se presentó con apoyo en el artículo 8o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que prevé el derecho de petición, razón por la 
cual declinó competencia a un Tribunal Colegiado de Circuito en materia admi­
nistrativa. Este último tribunal no aceptó la competencia bajo el argumento de 
que se reclamó la omisión en la que incurrió un agente del ministerio público 
de entregar las copias certificadas de una carpeta de investigación, lo que se 
relaciona con el derecho de defensa adecuada, por ello, la competencia recae 
en un Tribunal Colegiado de Circuito en materia penal.

Criterio jurídico: Los tribunales colegiados de circuito en materia penal son 
legalmente competentes para conocer de un recurso de revisión si se inter­
puso en contra de la sentencia dictada en un juicio de amparo indirecto en 
el que se reclamó la omisión del ministerio público de contestar una solicitud 
de copias de una carpeta de investigación seguida en contra de la persona 
peticionaria.

Justificación: El artículo 38, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, en relación con el precepto 81, fracción I, inciso e), de la 
Ley de Amparo precisan que los tribunales colegiados de circuito en materia 
penal son competentes para conocer de recursos de revisión interpuestos 
en contra de sentencias dictadas en los juicios de amparo indirectos de su 
especialidad.



84

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Este supuesto se cumple cuando el acto reclamado consiste en la omisión 
del ministerio público de contestar la solicitud de una persona imputada 
para obtener copias de la carpeta de investigación que se sigue en su contra. 
Lo anterior porque la naturaleza de dicha omisión se relaciona con el derecho 
a una defensa adecuada que tienen las personas imputadas y sus defen­
sores en la fase inicial de la etapa de investigación del procedimiento penal.

Además, esta Primera Sala ya ha determinado que la obtención de copias 
de una carpeta de investigación es un derecho con el que cuentan la per­
sona imputada y su defensor, siempre y cuando se actualice alguno de los 
supuestos establecidos en el artículo 218 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales.

1a./J. 65/2023 (11a.)

Conflicto competencial 300/2022. Suscitado entre el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Segundo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito. 1 de febrero de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Ramón Eduardo López Saldaña.

Tesis de jurisprudencia 65/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CAPITALIZACIÓN DE INTERESES POR EL INCUMPLIMIENTO EN EL 
PAGO DE LA SUMA ASEGURADA. EL ARTÍCULO 276, FRACCIÓN II, 
DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS QUE LA 
PREVÉ, ES CONSTITUCIONAL. 

Hechos: Dos personas promovieron juicio ordinario mercantil en contra de 
una compañía de seguros. En segunda instancia se condenó a la asegura­
dora al pago de lo solicitado y, en caso de incumplimiento, debería cubrir 
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los intereses moratorios, en términos del artículo 276, fracción II, de la Ley 
de Instituciones de Seguros y de Fianzas. El Juez resolvió un incidente en el 
que estableció los montos por intereses moratorios y por suerte principal, 
la cual fue modificada en apelación en cuanto al monto de las cantidades. 
En contra de esa última resolución de apelación, la aseguradora promovió un 
juicio de amparo indirecto en el que alegó la inconstitucionalidad del referido 
precepto, bajo el argumento de que prevé la capitalización de intereses. 
El Juez de Distrito del conocimiento consideró constitucional el referido pre­
cepto y concedió el amparo por el acto de aplicación. En contra de esta 
resolución, la parte quejosa interpuso revisión y el Tribunal Colegiado del 
conocimiento envió el recurso a esta Suprema Corte para conocer sobre 
dicho planteamiento de constitucionalidad.

Criterio jurídico: La capitalización de intereses regulada por el artículo 276, 
fracción II, de la Ley de Instituciones de Seguros, como parte de la indemniza­
ción que corresponde a los beneficiarios por la falta de cumplimiento oportuno 
de las obligaciones a cargo de la aseguradora, es constitucional.

Justificación: Se ha determinado que la capitalización de intereses en el 
caso de las convenciones mercantiles, con sustento en la libertad contrac­
tual, es una figura con validez constitucional, la cual tiene como límite que 
una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la pro­
piedad de otro, y que no se genere un interés excesivo derivado de la citada 
capitalización.

En el artículo 276, fracción II, de la Ley de Instituciones de Seguros y de 
Fianzas, el legislador impuso la figura de la capitalización de intereses con 
la finalidad de evitar que el incumplimiento de la aseguradora se constituya 
en un abuso en contra de los beneficiarios al retardar el cumplimiento de 
sus obligaciones; por lo que no puede considerarse que a través de la capi­
talización se dé un enriquecimiento sin causa justa a favor de los consu­
midores, sino como una protección para garantizar la entrega oportuna de 
la suma asegurada y sus accesorios, con lo que se genera seguridad para 
los contratantes en la realización efectiva de sus obligaciones.

Lo anterior permite que las personas afectadas por el incumplimiento de la 
aseguradora, vean resarcidos en forma íntegra los daños y perjuicios que 
les causa el pago tardío.
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Además, la capitalización de intereses funge como un elemento encami­
nado a desincentivar las conductas contumaces de las compañías de segu­
ros y así evitar mayores perjuicios a los usuarios de este tipo de servicios, 
aunado a que con ello se procura que el seguro cumpla con la función de 
resarcir los daños ocasionados cuando ya hay certidumbre sobre el derecho 
que asiste a los beneficiarios.

De ahí que el fin perseguido con la imposición de pago de la capitalización de 
intereses, prevista en el artículo 276, fracción II, de la Ley de Instituciones 
de Seguros, sea constitucional.

1a./J. 66/2023 (11a.)

Amparo en revisión 118/2021. Seguros Monterrey, New York Life, S.A. de C.V. 
27 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien manifestó que estaba con el sentido pero se separó de 
algunos párrafos, además tuvo consideraciones adicionales y reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: María Elena Corral Goyeneche y 
Norma Leonor Morales González.

Tesis de jurisprudencia 66/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUTORÍA INDETERMINADA EN LA COMISIÓN DE UN DELITO. EL ARTÍCU­
LO 26 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE LA PREVÉ, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD.

Hechos: Una persona fue considerada penalmente responsable del delito 
de homicidio agravado porque con cuatro personas más, y sin acuerdo entre 
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ellas, agredieron a la víctima causándole la muerte. Según las constancias 
respectivas, el fallecimiento se debió a un traumatismo craneoencefálico 
que le produjeron al golpearla con varios objetos contundentes (tubo, tabiques 
y piedras). Al no poderse determinar el daño que cada uno de ellos produjo, 
el peticionario del amparo fue sentenciado como "autor indeterminado" en 
términos del artículo 26 del Código Penal para el Distrito Federal, ahora 
Ciudad de México. Inconforme con esa decisión, promovió un juicio de am­
paro directo donde señaló que ese precepto legal viola el principio de pro­
porcionalidad, al permitirle a la autoridad judicial la imposición de sanciones 
excesivas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 26 del Código Penal para el Distrito Federal, apli­
cable para la Ciudad de México, no viola el principio de proporcionalidad, ya 
que no autoriza a los Jueces penales a imponer sanciones excesivas, toda 
vez que ante la imposibilidad material de determinar el daño específico que 
produjo el imputado al converger acciones simultáneas eficaces para la pro­
ducción material del resultado típico, sin mediar acuerdo, resulta válida la 
imposición de una punibilidad diferenciada menor, con relación al delito efecti­
vamente producido, con sus respectivas modalidades.

Justificación: La determinación de la responsabilidad penal es una cuestión 
complicada. Esa complejidad se incrementa cuando en la comisión de un 
injusto doloso intervienen varios sujetos, tornándose extremadamente difícil 
determinar si ese grupo de personas, sin mediar acuerdo alguno, desplie­
gan individualmente acciones potencialmente eficaces para afectar el bien 
jurídico. En ocasiones, y por la propia mecánica delictiva, resulta material­
mente imposible saber el daño que cada agresor produce, como sucedió 
en el caso concreto, al ser imposible conocer cuál de los sujetos activos 
causó el indicado traumatismo craneoencefálico, el cual fue considerado 
como la lesión mortal. Para hacer frente a esa clase de situaciones, el legis­
lador incorporó la figura de la autoría indeterminada, también llamada respon­
sabilidad correspectiva, de tal suerte que, ante la convergencia simultánea 
de otras acciones igualmente potenciales para conseguirlo, sin poderse deter­
minar el daño que cada una de ellas causó, resulta válida la imposición de 
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una punibilidad diferenciada menor, con relación al delito efectivamente 
producido, con sus respectivas modalidades.

1a./J. 68/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 3595/2021. Víctor Hugo Alaguna Castañeda. 16 de 
febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernán­
dez y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 68/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecinueve de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUTORÍA INDETERMINADA EN LA COMISIÓN DE UN DELITO. EL ARTÍCU­
LO 26 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE LA PREVÉ, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 

Hechos: Una persona fue considerada penalmente responsable del delito de 
homicidio agravado porque con cuatro personas más, y sin acuerdo entre 
ellas, agredieron a la víctima causándole la muerte. Según las constancias 
respectivas, el fallecimiento se debió a un traumatismo craneoencefálico 
que le produjeron al golpearla con varios objetos contundentes (tubo, tabiques 
y piedras). Al no poderse determinar el daño que cada uno de ellos produjo, 
el peticionario del amparo fue sentenciado como "autor indeterminado" en 
términos del artículo 26 del Código Penal para el Distrito Federal, ahora 
Ciudad de México. Inconforme con esa decisión, promovió un juicio de am­
paro directo donde señaló que ese precepto legal viola la presunción de 
inocencia, al permitirle a la autoridad judicial emitir una sentencia condena­
toria "sin pruebas".
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 26 del Código Penal para el Distrito Federal, apli­
cable para la Ciudad de México, no viola el principio de presunción de 
inocencia, pues no autoriza a los Jueces penales a emitir condenas sin prue­
bas, ya que su aplicación está condicionada a la plena demostración de la 
intervención del justiciable en el hecho imputado, para lo cual el Ministerio 
Público debe acreditar, más allá de toda duda razonable, que desplegó 
una conducta eficaz para la producción del resultado típico, aunque no se 
sepa con certeza el daño que produjo.

Justificación: La determinación de la responsabilidad penal es una cues­
tión complicada. Esa complejidad se incrementa cuando en la comisión de 
un injusto doloso intervienen varios sujetos, tornándose extremadamente 
difícil determinar si ese grupo de personas, sin mediar acuerdo alguno, des­
pliegan individualmente acciones potencialmente eficaces para afectar el 
bien jurídico. En ocasiones, y por la propia mecánica delictiva, resulta mate­
rialmente imposible saber el daño que cada agresor produce, como sucedió 
en el caso concreto, al ser imposible conocer cuál de los sujetos activos 
causó el indicado traumatismo craneoencefálico, el cual fue considerado 
como la lesión mortal. Para hacer frente a esa clase de situaciones, el legis­
lador incorporó la figura de la autoría indeterminada, también llamada res­
ponsabilidad correspectiva, a la cual se asocia una pena menor. Esta forma 
de intervención es distinta a la coautoría y de ningún modo autoriza a 
los Jueces penales a emitir condenas sin pruebas, pues en estos supuestos 
no hay duda sobre la intervención del imputado, al tenerse que demostrar, 
de manera plena, que desplegó una conducta eficaz para la producción del 
resultado típico, aunque no sea posible determinar el daño o lesión que indi­
vidualmente causó. Es relevante aclarar que ese desconocimiento deriva 
de las propias circunstancias del hecho y no del quehacer probatorio defec­
tuoso de la parte acusadora.

1a./J. 69/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 3595/2021. Víctor Hugo Alaguna Castañeda. 16 de 
febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernán­
dez y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 



90

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 69/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecinueve de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUTORÍA INDETERMINADA Y COAUTORÍA EN LA COMISIÓN DE UN 
DELITO. ELEMENTOS PARA SU DIFERENCIACIÓN.

Hechos: Una persona fue considerada penalmente responsable del delito 
de homicidio agravado porque con cuatro personas más, y sin acuerdo 
entre ellas, agredieron a la víctima causándole la muerte. Según las constan­
cias respectivas, el fallecimiento se debió al traumatismo craneoencefálico 
que le produjeron al golpearla con varios objetos contundentes (tubo, tabiques 
y piedras). Al no poderse determinar el daño que cada uno de ellos produjo, 
el peticionario del amparo fue sentenciado como "autor indeterminado" en 
términos del artículo 26 del Código Penal para el Distrito Federal, ahora 
Ciudad de México. Inconforme con esa decisión, promovió un juicio de 
amparo directo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que los elementos diferenciadores de la autoría indeterminada y 
la coautoría en la comisión de un delito son, a saber, que en la autoría inde­
terminada o responsabilidad correspectiva los intervinientes despliegan 
conductas potencialmente eficaces para la consecución del resultado típico, 
sin que medie acuerdo entre ellos; mientras que en la coautoría sí se requiere 
de un plan común, siendo éste el elemento que permite su diferenciación.

Justificación: La determinación de la responsabilidad penal es una cues­
tión complicada. Esa complejidad se incrementa cuando en la comisión de 
un injusto doloso intervienen varios sujetos, tornándose extremadamente 
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difícil determinar si ese grupo de personas, sin mediar acuerdo alguno, des­
pliegan individualmente acciones potencialmente eficaces para afectar el 
bien jurídico. En ocasiones, y por la propia mecánica delictiva, resulta mate­
rialmente imposible saber el daño que cada agresor produce, como sucedió 
en el caso concreto, al ser imposible conocer cuál de los sujetos activos 
causó el indicado traumatismo craneoencefálico, el cual fue considerado 
como la lesión mortal. Para hacer frente a esa clase de situaciones, el legis­
lador incorporó la figura de la autoría indeterminada, también llamada res­
ponsabilidad correspectiva, a la cual se asocia una pena menor. Esta forma 
de intervención es distinta de la coautoría, pues en esta última se requiere de 
un plan común, el cual permite afirmar que todos los involucrados en la ejecu­
ción actúan con dominio funcional del hecho y deben responder del resultado 
producido en la medida de su propia culpabilidad, sin que sea irrelevante 
para el fincamiento de la responsabilidad penal correspondiente determinar 
con exactitud el daño que cada coautor produce.

1a./J. 70/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 3595/2021. Víctor Hugo Alaguna Castañeda. 16 de 
febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernán­
dez y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 70/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecinueve de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

MULTA COMO MEDIDA DE APREMIO. EL ARTÍCULO 44, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABROGADO, 
QUE LA PREVÉ, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU 
VERTIENTE DE TAXATIVIDAD.

Hechos: Un Tribunal Unitario de Circuito requirió a la persona titular de la 
Delegación del Estado de México del Instituto Federal de la Defensoría 
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Pública para que informara sobre cualquier cambio o comisión temporal 
de diversas personas defensoras públicas durante la sustanciación de un 
recurso de apelación. Ante la falta de respuesta de la autoridad requerida, 
el Tribunal Unitario hizo efectivo el apercibimiento y aplicó una multa con­
forme al artículo 44, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Pena­
les abrogado. La autoridad multada impugnó en amparo indirecto la norma 
referida al considerar que era contraria al principio de legalidad en su ver­
tiente de taxatividad; el Tribunal Unitario del conocimiento por un lado sobre­
seyó y, por el otro, negó la protección constitucional solicitada, por lo que la 
quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que el artículo 44, fracción II, del Código Federal de Procedimientos 
Penales abrogado, que prevé que el Ministerio Público en la averiguación 
previa y los tribunales podrán emplear la multa como medida de apremio, 
no es contrario al principio de legalidad en su vertiente de taxatividad.

Justificación: Esta Primera Sala ha mencionado que el principio de legali­
dad implica que las infracciones y sanciones deben estar previstas dentro 
de una ley conforme al sentido formal y material; asimismo, ha señalado que 
dicho principio en su vertiente de taxatividad implica que las disposiciones 
normativas deben ser claras y precisas para evitar incertidumbre jurídica y 
arbitrariedades en la aplicación. El artículo 44, fracción II, del Código Federal 
de Procedimientos Penales abrogado, que prevé la posibilidad de aplicar 
multas como medida de apremio, no es contrario al principio de legalidad 
en su vertiente de taxatividad debido a que utiliza términos claros que per­
miten a los destinatarios conocer las consecuencias jurídicas de desobe­
decer un requerimiento judicial. Así, el concepto de "medida de apremio" se 
entiende como aquel instrumento jurídico que la ley pone al alcance de las 
autoridades para que puedan hacer cumplir sus determinaciones en caso de 
contumacia del sujeto requerido, ello con la finalidad de que el proceso 
penal no se retrase o entorpezca. Por su parte, el concepto de "multa" se con­
cibe como aquella sanción pecuniaria que debe pagar una persona que no 
cumplió el requerimiento de una autoridad judicial, y que se calcula conforme 
a los parámetros y reglas que establece la ley. Finalmente, no es necesario que 
la norma enuncie todos los sujetos susceptibles a ser sancionados, pues la 
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constitucionalidad de la disposición no depende de los sujetos a quienes 
se les aplica, sino de las características propias y atributos que contiene 
la norma.

1a./J. 74/2023 (11a.)

Amparo en revisión 243/2022. Antonio Enríquez Ortiz. 22 de febrero de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.

Tesis de jurisprudencia 74/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

MULTA COMO MEDIDA DE APREMIO. EL ARTÍCULO 44, FRACCIÓN II, DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABROGADO, QUE 
LA PREVÉ, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS AL DEBIDO PROCESO 
Y DE AUDIENCIA.

Hechos: Un Tribunal Unitario de Circuito requirió a la persona titular de la 
Delegación del Estado de México del Instituto Federal de la Defensoría Pública 
para que informara sobre cualquier cambio o comisión temporal de diver­
sas personas defensoras públicas durante la sustanciación de un recurso 
de apelación. Ante la falta de respuesta de la autoridad requerida, el Tribu­
nal Unitario hizo efectivo el apercibimiento y aplicó una multa conforme al 
artículo 44, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Penales abro­
gado. La autoridad multada impugnó en amparo indirecto la norma referida 
al considerar que era contraria a los derechos al debido proceso y de audien­
cia; el Tribunal Unitario del conocimiento por un lado sobreseyó y, por el otro, 
negó la protección constitucional solicitada, por lo que la quejosa interpuso 
recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que el artículo 44, fracción II, del Código Federal de Procedimientos 
Penales abrogado, que prevé que el Ministerio Público en la averiguación 
previa y los tribunales podrán emplear la multa como medida de apremio, 
no es contrario a los derechos al debido proceso y de audiencia.

Justificación: Esta Primera Sala ha desarrollado el contenido del derecho al 
debido proceso que implica una serie de garantías que aplican a cualquier 
procedimiento de naturaleza jurisdiccional identificadas como formalidades 
esenciales del procedimiento; asimismo, ha señalado que el derecho de 
audiencia consiste en la oportunidad de ser oído y poder defenderse previo 
a un acto privativo de un derecho. Por otro lado, una medida de apremio 
constituye un instrumento jurídico establecido en la ley para que las autori­
dades puedan hacer cumplir sus determinaciones. Bajo ese contexto, el 
artículo 44, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Penales abro­
gado establece la posibilidad de multar a un sujeto o autoridad cuando no 
cumpla un requerimiento que le haga una autoridad jurisdiccional. Al res­
pecto, la medida de apremio no implica una violación a los derechos al debido 
proceso y de audiencia, pues para su emisión será necesario que se cumpla 
con una serie de requisitos tales como: ser emitida por una autoridad com­
petente; estar debidamente fundada y motivada; establecer claramente el 
acto que se requiere y el sujeto obligado; fijar un término prudente para 
el cumplimento; y contener un apercibimiento de que, en caso de desobe­
diencia, se aplicará una multa conforme a los parámetros establecidos por 
la ley. Bajo esas circunstancias, el sujeto obligado no está en incertidumbre 
jurídica ya que, previo a la multa, podrá cumplimentar el requerimiento o 
exponer las razones jurídicas que le impiden realizarlo. Adicionalmente, se 
observa que no se coarta la libertad de defensa porque los sujetos que resul­
ten sancionados podrán impugnar la multa conforme a los medios de defensa 
que establecen las leyes.

1a./J. 75/2023 (11a.)

Amparo en revisión 243/2022. Antonio Enríquez Ortiz. 22 de febrero de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
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Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.

Tesis de jurisprudencia 75/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIONES ADMINISTRATIVAS EN DETRIMENTO DE LOS DERECHOS 
HUMANOS AL MEDIO AMBIENTE Y AL AGUA. SON INCONVENCIONALES. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de am­
paro indirecto en contra de tres autoridades encargadas de la protección 
del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes reclamaron la 
omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos 
del Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de 
Coahuila de Zaragoza, Región Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales 
del Norte. Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Dis­
trito del conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de 
la parte quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las autoridades del Estado Mexicano pueden incurrir en omi­
siones administrativas cuando incumplen con sus deberes adoptados en 
sede internacional en materia de promoción, protección, defensa y garantía 
del derecho humano al agua contenidas en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 
78/2023 (11a.), las cuales resultan inconvencionales.

Justificación: Las omisiones administrativas se configuran como auténticas 
violaciones a los derechos humanos reconocidos por el parámetro de con­
trol de regularidad constitucional que es un cuerpo normativo que goza de 
eficacia directa. Así, las autoridades del Estado Mexicano, dentro de sus 
competencias respectivas, incurren también en una inconvencionalidad por 
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omisión administrativa cuando incumplen con alguna de sus obligaciones 
generales en materia del derecho humano al agua, las cuales pueden sinte­
tizarse en: a) Abstenerse de restringir el acceso al agua en condiciones de 
disponibilidad, calidad y accesibilidad (física, económica, sin discriminación 
y de manera informada); b) Adoptar todas las medidas positivas necesarias 
para proteger a la ciudadanía de actuaciones de terceros, estatales y no 
estatales, que menoscaben ilegítimamente el ejercicio del derecho humano al 
agua; y c) Adoptar todas las medidas positivas necesarias para garantizar 
la preservación, el suministro y el saneamiento de agua potable, salubre y 
suficiente, sin ocasionar daño al medio ambiente, de tal manera que lo 
puedan ejercer tanto las generaciones presentes como las futuras.

1a./J. 77/2023 (11a.)

Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de 
marzo de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando 
Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 77/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 78/2023 (11a.) citada, aparece publicada 
con el rubro: "DERECHO HUMANO AL AGUA. CONTENIDO Y ALCANCE 
DE LAS OBLIGACIONES GENERALES DEL ESTADO MEXICANO EN MATE­
RIA DE ESTE DERECHO.", en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 2 de junio de 2023, a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo IV, junio de 
2023, página 3562, con número de registro digital: 2026556.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHO HUMANO AL AGUA. CONTENIDO Y ALCANCE DE LAS OBLI­
GACIONES GENERALES DEL ESTADO MEXICANO EN MATERIA DE 
ESTE DERECHO. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de am­
paro indirecto en contra de tres autoridades encargadas de la protección 
del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes reclamaron la 
omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila 
de Zaragoza, Región Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del 
Norte. Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito 
del conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la parte 
quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las obligaciones del Estado Mexicano en materia de pro­
tección del derecho humano al agua son: 1) Obligaciones de respetar: 
a) Abstenerse de toda práctica o actividad que reduzca, deniegue y/o 
restrinja el acceso al agua potable en condiciones de igualdad; y b) Abste­
nerse de inmiscuirse arbitrariamente en los sistemas consuetudinarios o tra­
dicionales de distribución de agua; 2) Obligaciones de proteger: a) Impedir 
que terceros menoscaben en modo alguno el disfrute del derecho al agua, 
es decir, por particulares, grupos, empresas u otras entidades, así como 
quienes obren en su nombre; b) Adoptar las medidas legislativas o de otra 
índole que sean necesarias y efectivas para impedir que terceros denieguen 
el acceso al agua en condiciones de igualdad; c) Adoptar medidas legisla­
tivas o de otra índole para impedir que terceros contaminen el agua; d) Adop­
tar medidas legislativas o de otra índole para impedir que terceros exploten 
de forma inequitativa los recursos de agua, con inclusión de las fuentes natu­
rales, los pozos y otros sistemas de distribución de agua, esto es, cuando 
los servicios de suministro de agua (como las redes de canalización, las cis­
ternas y los accesos a ríos o pozos) sean explotados o estén controlados 
por terceros, el Estado debe impedirles que menoscaben el acceso físico en 
condiciones de igualdad y a un costo razonable a recursos de agua sufi­
cientes, salubres y aceptables; y e) Para dar cumplimiento a la obligación 
previa, el Estado debe establecer un sistema normativo eficaz que prevea 
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la supervisión independiente de esos terceros, una auténtica participación 
pública en esas cuestiones y la imposición de multas por incumplimiento; 
3) Obligaciones de cumplir: a) Preservar el agua; b) Reconocer el derecho al 
agua en el ordenamiento político y jurídico nacional, preferentemente me­
diante la aplicación de leyes; c) Reconocer al agua como un bien económico; 
d) Adoptar estrategias y programas amplios e integrados para velar que las 
generaciones presentes y futuras dispongan de agua suficiente y salubre, 
mediante estrategias como: la reducción de recursos hídricos por extrac­
ción, desvío o contención; la eliminación de la contaminación, la vigilancia de 
las reservas, la seguridad de que cualquier mejora propuesta no obstaculice 
su acceso, el examen de las repercusiones de las medidas en la disponibi­
lidad del agua y sus cuentas, el aumento del uso eficiente por los consumido­
res; la reducción del desperdicio durante su distribución, y la creación de 
instituciones apropiadas para la aplicación de esas estrategias y progra­
mas; e) Adoptar medidas positivas, así como una estrategia y un plan de 
acción nacionales en materia de recursos hídricos para el ejercicio de este 
derecho; f) Suministrar agua salubre, teniendo en cuenta los peligros y ries­
gos de la contaminación al medio ambiente; g) Difundir información adecuada 
sobre el uso higiénico del agua, la protección de sus fuentes y los métodos 
para reducir sus desperdicios; h) Garantizar y facilitar el acceso al agua pura 
y a su saneamiento por un precio asequible y sin discriminación, particular­
mente en zonas rurales y zonas urbanas desfavorecidas; i) para garantizar que 
el agua sea asequible, adoptar medidas como: la utilización de un conjunto 
de técnicas y tecnologías económicas; políticas adecuadas en materia de 
precios –como el suministro de agua a título gratuito o de bajo costo–; y, 
suplementos de ingresos; j) Gestionar eficazmente los recursos hídricos 
a través de un enfoque integrado que concilie el desarrollo económico y 
social con la protección de los ecosistemas naturales; k) Evitar la descarga 
de sustancias tóxicas en cantidades o concentraciones letales en el agua; 
l) Tomar todas las medidas posibles para impedir la contaminación del 
agua; m) Aplicar políticas ambientales que aseguren que las actividades 
que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perju­
diquen al medio ambiente; n) Controlar, evitar, reducir y eliminar eficazmente 
los efectos perjudiciales que puedan tener, para el medio ambiente y para el 
agua, las actividades que se realicen en cualquiera de sus esferas; ñ) Lograr 
una mejora sustancial en las normas y los niveles de los servicios de sumi­
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nistro de agua potable y saneamiento ambiental; y o) Para el año 2030, lograr 
el acceso universal y equitativo de agua potable a un precio asequible para 
todos, es decir, sin discriminación.

Justificación: El fundamento en sede nacional del derecho humano al agua 
son los artículos 4o., párrafo quinto; 27; 115, fracción III, inciso a); y 122, 
apartado C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin 
embargo, debe destacarse que estas disposiciones no otorgan elemen­
tos que garanticen su eficacia y ejercicio como un derecho fundamental. 
No obstante, su naturaleza como "derecho humano" auténtico está recono­
cida en fuentes internacionales, principalmente en la Observación General 
No. 15: El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales) del Comité de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, 
en la que se establece que el agua es un recurso natural limitado y un bien 
público fundamental para la vida y la salud; y, como derecho humano es 
indispensable para vivir dignamente y una condicionante previa para la reali­
zación de otros derechos. Ahora bien, el derecho al agua entraña tanto liber­
tades como derechos. Las "libertades" consisten en el derecho a mantener el 
acceso a un suministro de agua necesario para ejercerlo y a no ser objeto 
de injerencias arbitrarias, como no sufrir cortes arbitrarios en su suministro o 
a no contaminar los recursos hídricos. En cambio, los "derechos" comprenden 
el acceso a un sistema de abastecimiento y gestión del agua que ofrezca a 
la población iguales oportunidades para disfrutarla. Además, –como se anti­
cipó– el agua debe recibir trato como bien social y cultural, y nunca funda­
mentalmente como un bien económico. Así, las obligaciones a las que ya 
se hizo mención tienden a garantizar el efectivo ejercicio y goce de este 
derecho humano.

1a./J. 78/2023 (11a.)

Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien re­
servó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la 
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Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa 
Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 78/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
EN MATERIA AMBIENTAL. LO TIENEN LAS PERSONAS BENEFICIA­
RIAS DE LOS SERVICIOS AMBIENTALES QUE PRESTA EL ECOSISTE­
MA AFECTADO. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de 
amparo indirecto en contra de tres autoridades encargadas de la protección 
del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes reclamaron la 
omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila 
de Zaragoza, Región Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del Norte. 
Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito del cono­
cimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la parte quejosa. 
En contra de esa determinación, se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el interés legítimo en el juicio de amparo indirecto en materia 
ambiental se acredita con la sola existencia de un vínculo entre quien alega ser 
titular del derecho y los servicios ambientales que presta el ecosistema 
presuntamente vulnerado, vínculo que surge cuando la parte quejosa demues­
tra habitar o utilizar su "entorno adyacente", esto es, zonas o espacios geo­
gráficos en los que impactan los servicios ambientales que prestan los 
ecosistemas y que benefician a los seres humanos y al propio medio am­
biente; sin que para ello sea necesario demostrar que el daño al medio ambiente 
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existe efectivamente pues, atendiendo al principio de precaución referido, 
tal circunstancia debe constituir la materia de fondo del juicio.

Justificación: El análisis sobre la actualización del interés legítimo en juicios 
ambientales se rige por los principios que norman esta materia, esto es, a la 
luz del principio de participación ciudadana y el correlativo de iniciativa 
pública, por virtud de los cuales el Estado tiene la obligación de fomentar 
la participación de la ciudadanía en la defensa del medio ambiente y crear 
entornos propicios para este efecto. Por ese motivo, esta Primera Sala tiene 
la obligación de hacer una interpretación amplia en relación con la legitima­
ción activa en el juicio de amparo en materia ambiental, aunque siempre 
identificando que quien acuda al juicio de amparo acredite ser beneficiario 
de los servicios ambientales que presta el ecosistema que estime afectado. 
Así, el análisis de los servicios ambientales debe ser conforme al principio de 
precaución, lo que significa que la ausencia de pruebas científicas que 
reflejen puntualmente los "beneficios de la naturaleza" no puede ser motivo 
para considerar que determinado ecosistema no presta un servicio ambien­
tal, o bien, que el beneficio del ecosistema no repercute a una determinada 
persona o comunidad, máxime porque en cualquier juicio que tenga por 
objeto la garantía del derecho humano al medio ambiente debe valorarse 
que el paradigma de éste se basa en una idea de interacción compleja e, 
incluso, imperceptible entre los seres humanos y la naturaleza, y que toma en 
cuenta los efectos individuales y colectivos, presentes y futuros de la acción 
humana. Esto es, el derecho a un medio ambiente sano se fundamenta 
en una idea de solidaridad que entraña un análisis de interés legítimo y no 
de derechos subjetivos y de libertades.

1a./J. 79/2023 (11a.)

Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa 
Pastrana.
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Tesis de jurisprudencia 79/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIONES ADMINISTRATIVAS CON FUENTE EN SEDE INTERNACIO­
NAL. PUEDEN RECLAMARSE MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de am­
paro indirecto en contra de tres autoridades encargadas de la protección 
del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes reclamaron la 
omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila 
de Zaragoza, Región Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del 
Norte. Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito 
del conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la 
parte quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso de 
revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las autoridades administrativas incurren en una omisión para 
efectos del juicio de amparo cuando hay incumplimiento de una obliga­
ción establecida en una disposición internacional en materia de derechos 
humanos adoptada por el Estado Mexicano.

Justificación: Lo anterior porque: (1) cualquier omisión que viole derechos 
humanos es susceptible de hacerse justiciable por la vía de amparo, con 
fundamento en el artículo 1o., fracción I, de la ley de la materia; (2) toda 
afección silenciosa u omisión sobre el desarrollo programático y principia­
lista de los Estados Constitucionales contemporáneos puede atribuirse a las 
autoridades del Estado; (3) los derechos humanos, con independencia de 
su sede –nacional o internacional–, integran el bloque de constitucionalidad 
mexicano, de conformidad con el artículo 1o. de la Constitución Política de 
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los Estados Unidos Mexicanos; (4) los derechos humanos son susceptibles 
de aplicarse directamente por cualquier órgano jurisdiccional; (5) los trata­
dos internacionales deben ser aplicados directamente, no sólo por integrar el 
bloque de constitucionalidad en materia de derechos humanos, sino porque 
forman parte de la Ley Suprema de la Unión a la luz del artículo 133 consti­
tucional; (6) de acuerdo con el artículo 26 de la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados, todo tratado vigente obliga a las partes que los 
suscriben y debe ser cumplido de buena fe, razón por la cual no pueden 
invocarse normas de derecho interno para justificar su violación o incum­
plimiento; (7) cuando se combate la falta de ejercicio de las facultades de una 
autoridad se genera una presunción de inconstitucionalidad que se encuen­
tra obligada a desvirtuar; y, (8) porque la simple inactividad de las autorida­
des del Estado puede fomentar la creación o mantenimiento de efectos 
jurídicos adversos al bloque de constitucionalidad.

1a./J. 80/2023 (11a.)

Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa 
Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 80/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO HUMANO AL AGUA. LA DISPONIBILIDAD, CALIDAD Y ACCESI­
BILIDAD SON GARANTÍAS PARA SU PROTECCIÓN. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de 
amparo indirecto en contra de tres autoridades encargadas de la protección 
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del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes reclamaron la 
omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila 
de Zaragoza, Región Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del Norte. 
Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito del cono­
cimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la parte que­
josa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que son garantías del derecho humano al agua las siguien­
tes: 1) disponibilidad, de tal forma que su abastecimiento sea continuo y 
suficiente para usos personales y domésticos; 2) calidad, pues su uso perso­
nal y doméstico debe ser salubre y, por tanto, no contener microorganismos 
o sustancias químicas o radioactivas que puedan representar una amenaza 
para la salud de las personas, así como tener un color, olor y sabor acepta­
bles para ese mismo fin; y, 3) accesibilidad, consistente en que sus instalaciones 
y servicios deben ser asequibles para todas las personas sin discriminación.

Justificación: Tales garantías fueron reconocidas en la "Observación General 
No. 15: el derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Dere­
chos Económicos, Sociales y Culturales) del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas; que, a su 
vez, dispuso que el derecho al agua es de carácter prestacional (económico, 
social, cultural y ambiental) y es indispensable para que las personas vivan digna­
mente, así como condicionante previa para la realización de otros derechos.

1a./J. 81/2023 (11a.)

Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando 
Sosa Pastrana.
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Tesis de jurisprudencia 81/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO HUMANO AL AGUA. ESTÁNDAR DE PROTECCIÓN DEL. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de 
amparo indirecto en contra de tres autoridades encargadas de la protección 
del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes reclamaron la 
omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila 
de Zaragoza, Región Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del 
Norte. Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito 
del conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la 
parte quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso de 
revisión.

Criterio jurídico: El estándar de protección del derecho humano al agua 
reconoce el derecho de las personas a que las autoridades se abstengan 
de restringir su acceso en condiciones de disponibilidad, calidad y accesi­
bilidad; a que adopten medidas positivas que protejan a las personas de 
actuaciones de otras que menoscaben ilegítimamente este derecho; y a adop­
tar las medidas necesarias para garantizar su preservación, suministro y 
saneamiento de forma potable, salubre y suficiente, sin ocasionar daño al 
medio ambiente, de tal manera que lo puedan ejercer tanto las generacio­
nes presentes como futuras.

Justificación: Lo anterior, toda vez que se trata de un derecho prestacional 
(económico, social, cultural y ambiental) que es indispensable para que las 
personas vivan dignamente y es una condicionante previa para la realización 
de otros derechos. El agua es necesaria para diversas finalidades, incluidos 
el uso personal y doméstico.

1a./J. 82/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando 
Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 82/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO HUMANO AL AGUA. LAS GARANTÍAS DE LA ACCESIBILI­
DAD SON: FÍSICA, ECONÓMICA, NO DISCRIMINACIÓN Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN. 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de 
amparo indirecto en contra de tres autoridades encargadas de la protección 
del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes reclamaron la 
omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila 
de Zaragoza, Región Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del Norte. 
Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito del 
conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la parte 
quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resuelve que son garantías de la accesibilidad del derecho humano al agua 
las siguientes: 1) física, que implica que debe poder accederse a un sumi­
nistro de agua suficiente, salubre y aceptable, en cada hogar, institución edu­
cativa o lugar de trabajo o cercanías inmediatas; 2) económica, que implica 
que los costos, directos e indirectos, asociados con el abastecimiento de agua 
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deben ser asequibles y nunca comprometer el ejercicio de otros derechos; 3) no 
discriminación, que quiere decir que el agua y sus instalaciones no pueden 
ser negados a persona alguna, mucho menos a sectores vulnerables y margi­
nados de la población; y 4) acceso a la información, que implica que toda 
persona tiene derecho a solicitar, recibir y difundir información sobre cues­
tiones de agua.

Justificación: Tales garantías fueron reconocidas en la Observación Gene­
ral No. 15 (2002): el derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas; 
que, a su vez, dispuso que el derecho al agua es de carácter prestacional 
(económico, social, cultural y ambiental) y es indispensable para que las 
personas vivan dignamente, así como condicionante previa para la realiza­
ción de otros derechos.

1a./J. 83/2023 (11a.)

Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando 
Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 83/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TORTURA SEXUAL. LA DESNUDEZ FORZADA IMPUESTA POR AGENTES 
ESTATALES ES UNA FORMA DE VIOLENCIA SEXUAL QUE CONSTITUYE  
TORTURA.
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Hechos: Con motivo de una denuncia anónima, se inició una averiguación 
previa en la que policías de investigación acudieron a un inmueble que, se 
informó, funcionaba como casa de citas. Los policías se introdujeron al domi­
cilio donde las personas que ahí se encontraban señalaron a una mujer 
como la encargada del lugar. La condujeron a una de las habitaciones, la 
obligaron a desnudarse y, posteriormente, la detuvieron y pusieron a dispo­
sición del Ministerio Público. Se ejerció acción penal en su contra por el delito 
de trata de personas calificado. Fue condenada por ese delito en primera y 
segunda instancia, por lo que promovió juicio de amparo directo. El Tribu­
nal Colegiado negó el amparo; la mujer interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la desnudez forzada en contextos de detención, custodia o 
en cualquier ámbito donde la acción de agentes estatales recaiga en per­
sonas civiles impuesta por agentes del Estado y cometida con la finalidad de 
humillar, castigar, intimidar o reforzar estereotipos discriminatorios de género 
respecto a las funciones y roles de las personas de acuerdo con su identi­
dad sexo-genérica, cumple con los elementos para ser caracterizada como 
tortura.

Justificación: Es criterio contundente que existe un mandato para la inter­
pretación de los derechos y las instituciones jurídicas: recurrir a la perspec­
tiva de género para dotar de un contenido específico a los derechos para 
que éstos reflejen las experiencias, dolencias y visiones de los colectivos 
segregados. Con respecto a la actualización de la tortura, es importante 
aclarar que la consideración de las circunstancias de vulnerabilidad de una 
víctima de tortura no implica exigir la comprobación de cierta intensidad de 
sufrimiento. Dicha consideración exige una valoración que reúna ciertos 
elementos objetivos –del ambiente y situación– y subjetivos –quién es la víc­
tima y cuáles son las particularidades que la hacen vulnerable– para calificar 
el acto intencional de alguna autoridad como apto para provocar sufrimien­
tos o angustia, aunque las instrumentaciones personales de la víctima hayan 
impedido que ese sufrimiento o angustia hayan sido efectivamente experi­
mentados. Esta revisión mostraría cómo ciertos actos pueden ser válidamente 
interpretados como actos que incrementan el sufrimiento y el sentido de 
humillación. La especial posición de las mujeres y otros cuerpos feminizados 
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frente a la violencia y la discriminación por género permite deducir que las 
agresiones de carácter sexual cometidas durante la detención pueden pro­
ducir en ellas un elevado nivel de angustia y humillación. La desnudez for­
zada tiene ese resultado. Según el caso Mujeres de Atenco vs. México, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos señala que, para ser conside­
rada tortura, la violencia sexual debe ser intencional, causar un sufrimiento 
severo a la víctima y perseguir fines de intimidación, degradación, humilla­
ción, castigo o control, lo cual debe evaluarse en cada caso específico. Así, 
debe entenderse por tortura sexual, la violencia sexual infligida sobre una 
persona que degrada y/o daña físicamente el cuerpo y la sexualidad de 
la víctima, atenta contra su libertad, dignidad e integridad física y psicoló­
gica, causa sufrimiento físico y/o psicológico con el fin de obtener una confe­
sión, información, castigar o intimidar a la víctima o a un tercero o con 
cualquier otro fin. Los estándares constitucionales de fuente interna y externa, 
así como internacionales de protección de derechos humanos, demuestran 
que la desnudez forzada constituye una específica forma de violencia 
sexual que humilla a la víctima, pues la expone en toda su vulnerabilidad e 
indefensión y pretende eliminar su calidad de sujeto para exhibirle como un 
objeto; circunstancias que evidentemente le ocasionarían sufrimiento emo­
cional y psicológico. Además, la desnudez forzada es capaz de provocar 
un estado de terror psicológico ante la expectativa de que las agresiones 
sexuales aumenten su intensidad. Esto es particularmente intimidante, ame­
nazante, humillante y doloroso cuando estos actos son cometidos por agen­
tes estatales en un ámbito de dominación o control, como ocurre con la 
detención. Son precisamente esta humillación, amenaza y deshumaniza­
ción las finalidades de estos actos violentos.

1a./J. 84/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 6498/2018. 23 de noviembre de 2022. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
a formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que 
se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Adriana Ortega Ortiz.
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Tesis de jurisprudencia 84/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEFINICIÓN DE TORTURA SEXUAL. 

Hechos: Con motivo de una denuncia anónima, se inició una averiguación 
previa en la que policías de investigación acudieron a un inmueble que, se 
informó, funcionaba como casa de citas. Los policías se introdujeron al domi­
cilio donde las personas que ahí se encontraban señalaron a una mujer como 
la encargada del lugar. La condujeron a una de las habitaciones, la obligaron 
a desnudarse y, posteriormente, la detuvieron y pusieron a disposición del 
Ministerio Público. Se ejerció acción penal en su contra por el delito de trata 
de personas calificado. Fue condenada por ese delito en primera y segunda 
instancia, por lo que promovió juicio de amparo directo. El Tribunal Colegiado 
negó el amparo; la mujer interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación entiende por tortura sexual la violencia sexual infligida sobre una 
persona que degrada y/o daña físicamente el cuerpo y la sexualidad de 
la víctima, que atenta contra su libertad, dignidad e integridad física y 
psicológica, causa sufrimiento físico y/o psicológico con el fin de obtener 
una confesión, información, castigar o intimidar a la víctima o a un tercero o 
con cualquier otro fin.

Justificación: La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha conside­
rado que la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual 
que se cometen contra una persona sin su consentimiento, que además de 
comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos 
que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno. Por ejemplo, 
la desnudez forzada y las amenazas, burlas o insultos sexuales. La violen­
cia sexual, en sus diversas manifestaciones, constituye una grave afectación 
a los derechos a la integridad, la salud y a vivir una vida libre de violencia 
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reconocidos en los tratados de derechos humanos y, en el caso de las 
mujeres, en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erra­
dicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém do Pará). Además, tiene 
consecuencias físicas, emocionales y psicológicas devastadoras que se ven 
agravadas en los casos en los que se encuentren detenidas. Estos actos 
serían, entre otros, la violación o la amenaza de ésta; tocamientos o actos vio­
lentos en zonas sexualizadas del cuerpo; la desnudez forzada o cualquier 
otro acto que impacte en la libertad o la seguridad sexuales, en contextos 
de detención, custodia o cualquier ámbito donde la acción de agentes esta­
tales recaiga en personas civiles.

1a./J. 85/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 6498/2018. 23 de noviembre de 2022. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
a formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que 
se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Adriana Ortega Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 85/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COSTAS. EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DE ARANCELES PARA EL ESTADO 
DE BAJA CALIFORNIA, QUE ESTABLECE LOS MONTOS QUE COBRARÁN 
LOS ABOGADOS EN LOS NEGOCIOS DE CUANTÍA INDETERMINADA, 
ES INCONSTITUCIONAL, PUES CONSTITUYE UNA NORMA OBSOLETA 
QUE VIOLENTA EL DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. 

Hechos: Una persona promovió incidente de liquidación para obtener el 
pago de las costas declaradas en sentencia ejecutoriada dictada en un jui­
cio. En la sentencia interlocutoria se determinó que los honorarios de los 



112

Suprema Corte de Justicia de la Nación

abogados reclamados debían calcularse con base en el artículo 10 de la Ley 
de Aranceles para el Estado de Baja California, cuyo texto estaba vigente desde 
mil novecientos setenta y siete, de forma que los montos iban de un centavo 
a cinco pesos, luego de la conversión de los viejos pesos; decisión que se 
confirmó en la apelación. En contra, se promovió juicio de amparo indirecto 
en el que se alegó vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, ya 
que el precepto establecía montos incompatibles con la realidad y priva­
ban a la parte quejosa de obtener el derecho que se le reconoció en una 
sentencia firme. El Juez de Distrito negó el amparo solicitado; seguido el 
cauce procesal correspondiente, se interpuso recurso de revisión en el que 
se reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resolvió que es inconstitucional el artículo 10 de la Ley de Aranceles 
para el Estado de Baja California, que establece los montos que cobrarán 
los abogados en los negocios de cuantía indeterminada, ya que es una 
norma obsoleta y es admisible su desuso porque su aplicación vulneraría 
el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en la etapa de ejecución de 
sentencia que impide obtener las prestaciones declaradas en una senten­
cia firme.

Justificación: El derecho a una tutela jurisdiccional efectiva reconocido en 
los artículos 17 constitucional y 8 de la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos consta de tres etapas, correspondiendo la última a los actos 
posteriores del juicio que se identifica con la eficacia de las resoluciones 
emitidas. En ese sentido, la parte que resulta vencedora en un juicio tiene 
derecho a lograr la efectividad de la sentencia en la que se determinó 
un derecho a su favor, de forma que una condena a recibir gastos y costas 
se traduce en obtener la cantidad líquida por dicho concepto. No obstante, 
ese derecho se ve frustrado cuando para el cálculo de los honorarios de 
abogados –uno de los diversos elementos que constituyen las costas pro­
cesales– se aplican normas cuyos montos se establecieron en una realidad 
distinta a la actual. Así, el artículo 10 de la Ley de Aranceles para el Estado 
de Baja California, que se publicó en mil novecientos setenta y siete, atiende 
a una realidad económica y social distinta a la actual. En primer lugar, las 
referencias son en una moneda anterior, por lo que deben convertirse a 



113

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

nuevos pesos de conformidad con el Decreto por el que se crea una nueva 
unidad del Sistema Monetario de los Estados Unidos Mexicanos, en vigor 
desde enero de mil novecientos noventa y tres. Asimismo, existía un contexto 
de crisis económica en el cual el valor de los bienes y servicios era acorde a 
ese momento, pero no al presente. De esta forma, se justifica el desuso de 
la norma obsoleta, al tratarse de cantidades irrisorias e injustas en la actua­
lidad que no permiten la materialización real de las prestaciones que fue­
ron determinadas mediante una sentencia que causó ejecutoria, lo que incide 
directamente en el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva.

1a./J. 87/2023 (11a.)

Amparo en revisión 318/2022. Abel Estrada Tapia. 23 de noviembre de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 87/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESUSO DE UNA NORMA. SE JUSTIFICA ESA FIGURA RESPECTO DE 
NORMAS OBSOLETAS O ANACRÓNICAS CUANDO SU APLICACIÓN 
CONLLEVA LA VIOLACIÓN DIRECTA DE UN DERECHO HUMANO. 

Hechos: Una persona promovió incidente de liquidación para obtener el 
pago de las costas declaradas en sentencia ejecutoriada dictada en un jui­
cio. En la sentencia interlocutoria se determinó que los honorarios de los 
abogados reclamados debían calcularse con base en el artículo 10 de la 
Ley de Aranceles para el Estado de Baja California, cuyo texto estaba vigente 
desde mil novecientos setenta y siete, de forma que los montos iban de un 
centavo a cinco pesos, luego de la conversión de los viejos pesos; decisión 
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que se confirmó en la apelación. En contra, se promovió juicio de amparo 
indirecto en el que se alegó vulneración del derecho a la tutela judicial efec­
tiva, ya que el precepto establecía montos incompatibles con la realidad y 
privaban a la parte quejosa de obtener el derecho que se le reconoció en 
una sentencia firme. El Juez de Distrito negó el amparo solicitado; seguido 
el cauce procesal correspondiente, se interpuso recurso de revisión en el 
que se reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que cuando una norma ha superado el contexto en el que se creó 
y su aplicación conlleva la violación directa de un derecho humano, siempre 
que no pueda acudirse a un método de interpretación por las circunstan­
cias particulares del caso, debe determinarse que ha caído en desuso y 
declararse inconstitucional.

Justificación: El desuso es una figura con diferentes acepciones jurídicas. 
Por una parte, se ha entendido como desobediencia o incumplimiento de la 
ley por la prevalencia de la costumbre negativa de la voluntad de las per­
sonas; por otra, como una consecuencia de una norma obsoleta o anacrónica 
que no tiene sustento en la realidad social ya sea económica, social o res­
pecto de valores o principios que imperan en el presente, con lo que tiende 
a perder su eficacia. Esta última acepción es admisible y necesaria desde 
una perspectiva constitucional, aclarando que el simple desfase no es un 
elemento suficiente para dejar de cumplir una norma, sino que sólo adquiere 
relevancia constitucional cuando de aplicar la norma obsoleta, conllevaría 
la violación directa de un derecho humano reconocido en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos o en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano es Parte, siempre que no sea posible acudir 
a un método de interpretación para evitar esa consecuencia. De esta forma 
se evidencia que no se trata de un simple caso de desuso –como sería la 
primera acepción– prohibido por la ley y que usualmente se establece en 
las disposiciones preliminares de los códigos civiles, que obedece al prin­
cipio consistente en que las leyes no pueden dejar de cumplirse. Se estima 
de esa forma, ya que la prohibición legal no tiene el alcance de volverse 
constitucional, pues en este nivel la figura del desuso se vuelve necesaria 
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para evitar la violación de derechos humanos y así cumplir con el mandato 
establecido en el artículo 1o. constitucional.

1a./J. 88/2023 (11a.)

Amparo en revisión 318/2022. Abel Estrada Tapia. 23 de noviembre de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 88/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ORDEN DE PRELACIÓN DE HEREDEROS EN JUICIOS SUCESORIOS 
INTESTAMENTARIOS. EL ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 2921 DEL 
CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE JALISCO NO VULNERA EL DERECHO 
DE PROTECCIÓN A LA FAMILIA. 

Hechos: Dos personas promovieron juicio sucesorio intestamentario a bienes 
de su difunto padre; la Juez llamó a la madre del de cujus y, seguido el 
trámite legal correspondiente, se reconoció el carácter de herederas a las 
hijas, sin hacerse pronunciamiento respecto de la madre, quien interpuso 
recurso de apelación; la alzada determinó que no le reconocía carácter de 
heredera porque a juicio comparecieron las hijas del de cujus, por lo que la 
madre apelante quedaba excluida en términos del artículo 2921 del Código 
Civil del Estado de Jalisco. En desacuerdo, la apelante promovió juicio de 
amparo indirecto en el que alegó la inconstitucionalidad de dicho precepto 
por considerarlo violatorio de los derechos de igualdad y protección de la 
familia, al establecer un orden que otorga preferencia para heredar a descen­
dientes en línea recta en primer grado frente a ascendientes en la misma 
línea y grado. El amparo fue negado y, en consecuencia, la quejosa inter­
puso el recurso de revisión en el que formuló solicitud de reasunción de 
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competencia para que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación cono­
ciera del recurso planteado, lo que fue aceptado por este Máximo Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el derecho de protección a la familia no se ve mermado por 
el orden de prelación en la herencia establecido en el artículo 2921 del 
Código Civil del Estado de Jalisco, conforme al cual, a falta de descendien­
tes y cónyuge, sucederán el padre y la madre por partes iguales.

Justificación: El precepto normativo de referencia tiene un fin constitucional­
mente válido, siendo éste la existencia de una posible relación de dependen­
cia del de cujus para con sus descendientes, quienes podrían ser incluso 
menores de edad; de ahí que se encuentre justificado constitucionalmente 
el actuar del legislador, quien ante la ausencia de voluntad plasmada en un 
testamento, procura salvaguardar, por regla general, los intereses de los 
descendientes al colocarlos en primer término en el orden de prelación para 
heredar; máxime que con independencia de ese orden, el propio Código 
Civil del Estado de Jalisco prevé lo relativo a las cargas alimentarias y, en 
su artículo 2984, fracción IV, específicamente establece que la masa heredi­
taria está afectada en forma preferente al pago de los alimentos de, entre 
otros, los ascendientes cuando ello sea procedente; de ahí que no pueda 
estimarse que éstos quedan fuera de protección ante el orden de prelación 
multirreferido.

1a./J. 89/2023 (11a.)

Amparo en revisión 425/2022. Belia María Plascencia Dueñas. 18 de enero 
de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y 
de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 89/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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NEGATIVA FICTA O TÁCITA DEL BENEFICIO DE AMNISTÍA. ANTE LA 
FALTA DE REGULACIÓN EN LA LEY DE AMNISTÍA SOBRE EL RECURSO 
EFECTIVO EN SU CONTRA, RESULTA PROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. 

Hechos: Una persona solicitó a la Comisión de Amnistía el beneficio con­
templado por la Ley de Amnistía. Después de cuatro meses la Comisión no 
emitió determinación por lo que, en términos del artículo 3 de dicha ley, 
se debía entender resuelta en sentido negativo. Por esa razón, la persona 
promovió juicio de amparo en contra de la negativa de otorgar el beneficio 
y alegó la inconstitucionalidad del artículo 3, párrafos quinto y sexto, de la 
Ley de Amnistía. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que 
la parte quejosa no cumplió con el principio de definitividad, pues la falta 
de respuesta de la autoridad administrativa constituyó una negativa ficta, por lo 
que debió acudir primero al juicio contencioso administrativo. La parte que­
josa interpuso recurso de revisión en el cual el Tribunal Colegiado del cono­
cimiento levantó el sobreseimiento y remitió los autos a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para el análisis del tema constitucional.

Criterio jurídico: En virtud de que los párrafos quinto y sexto del artículo 3 
de la Ley de Amnistía no contemplan con claridad el medio de defensa apli­
cable en contra de la negativa ficta o tácita de la Comisión de Amnistía, 
resulta procedente el juicio de amparo indirecto que promueva la persona 
solicitante a fin de garantizar su derecho de acceso a la justicia.

Justificación: Los párrafos quinto y sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía 
no prevén el medio de defensa para impugnar la negativa tácita de la Comi­
sión de Amnistía, una vez transcurridos los cuatro meses a partir de la pre­
sentación de la solicitud, lo que vulnera los derechos de seguridad jurídica 
y acceso a un recurso efectivo.

Por lo tanto, en atención al derecho de acceso a la justicia, es jurídicamente 
viable que la persona interesada pueda acudir directamente al juicio de 
amparo indirecto, de conformidad con los artículos 103, fracción I y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 
107 de la Ley de Amparo. Por lo que, en ese supuesto, la autoridad jurisdic­
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cional que conocerá de dicho juicio será el Juzgado de Distrito de Amparo 
en Materia Penal.

1a./J. 90/2023 (11a.)

Amparo en revisión 317/2022. Roberto Jesús Martínez Sánchez. 30 de noviem­
bre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Sofía Regalado Espinosa.

Tesis de jurisprudencia 90/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de junio de dos mil veintitrés. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

NEGATIVA FICTA O TÁCITA DEL BENEFICIO DE AMNISTÍA. EL ARTÍCULO 
3 DE LA LEY DE AMNISTÍA VULNERA LOS DERECHOS DE SEGURIDAD 
JURÍDICA Y ACCESO A UN RECURSO EFECTIVO AL NO ESPECIFICAR 
EL MEDIO DE IMPUGNACIÓN APLICABLE. 

Hechos: Una persona solicitó a la Comisión de Amnistía el beneficio con­
templado por la Ley de Amnistía. Después de cuatro meses la Comisión no 
emitió determinación por lo que, en términos del artículo 3 de dicha ley, se 
debía entender resuelta en sentido negativo. Por esa razón, la persona pro­
movió juicio de amparo en contra de la negativa de otorgar el beneficio y 
alegó la inconstitucionalidad del artículo 3, párrafos quinto y sexto, de la Ley 
de Amnistía. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que la 
parte quejosa no cumplió con el principio de definitividad, pues la falta de 
respuesta de la autoridad administrativa constituyó una negativa ficta, por 
lo que debió acudir primero al juicio contencioso administrativo. La parte 
quejosa interpuso recurso de revisión en el cual el Tribunal Colegiado del 
conocimiento levantó el sobreseimiento y remitió los autos a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para el análisis del tema constitucional.
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Criterio jurídico: El párrafo quinto, en su porción normativa "y los interesados 
podrán interponer los medios de defensa que resulten aplicables", y el 
párrafo sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía son inconstitucionales 
toda vez que no señalan de manera clara y precisa cuál es el recurso o 
medio de impugnación aplicable en contra de la negativa ficta o tácita de 
la Comisión de Amnistía, o bien, la ley en la que se encuentra establecido. 
Por lo tanto, dichas normas dejan a la persona interesada en estado de inde­
fensión al no saber a qué atenerse ni las consecuencias jurídicas que 
pudieran derivar, lo que, además, redunda en un obstáculo para acceder a 
un recurso efectivo.

Justificación: Esta Primera Sala estableció que el derecho de seguridad jurí­
dica respecto del contenido de la ley tiene como finalidad que el legislador 
no coloque a las personas en una situación de incertidumbre e indefensión 
por no saber a qué atenerse en cuanto a la determinación de los contenidos 
normativos y de sus consecuencias jurídicas. Asimismo, se ha determinado 
que para garantizar una debida protección del derecho de tutela judicial 
efectiva, no sólo hay que eliminar requisitos excesivos o carentes de razona­
bilidad, sino que también se requiere que exista un recurso sencillo, rápido 
y efectivo.

En ese sentido, el párrafo quinto, en su porción normativa "y los interesados 
podrán interponer los medios de defensa que resulten aplicables", y el párrafo 
sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía son inconstitucionales, pues no 
precisan con claridad cuál es el medio de defensa aplicable para impugnar 
la negativa del beneficio de amnistía, derivado de la falta de pronunciamiento 
expreso por parte de la Comisión de Amnistía ni tampoco refieren la ley 
que lo establece. Es decir, el legislador no reguló de manera clara y sencilla 
la forma en la que la persona interesada puede hacer valer el derecho de 
impugnación que prevé la norma.

Si bien el párrafo sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía establece la legis­
lación de aplicación supletoria, lo cierto es que esto no colma la deficiencia 
legislativa, pues remite tanto a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
como al Código Nacional de Procedimientos Penales. Por lo tanto, se genera 
una carga injustificada a la persona solicitante de la amnistía consistente en 
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descifrar qué medio de defensa resulta aplicable a partir de la lectura de 
ambas legislaciones.

Por lo tanto, esta Primera Sala concluye que no basta la simple previsión 
formal de los "medios de defensa que resulten aplicables" para que la ley 
resulte acorde a los principios de legalidad y seguridad jurídica ni para 
garantizar el pleno ejercicio de la tutela judicial efectiva, en particular, el 
acceso a un recurso efectivo, mediante el cual la persona solicitante de 
amnistía se encuentre en aptitud cierta y real de controvertir la negativa 
tácita de la amnistía.

1a./J. 91/2023 (11a.)

Amparo en revisión 317/2022. Roberto Jesús Martínez Sánchez. 30 de noviem­
bre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Sofía Regalado Espinosa.

Tesis de jurisprudencia 91/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de junio de dos mil veintitrés. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SISTEMA DE AHORRO PARA EL RETIRO. EL PROCEDIMIENTO SOBRE 
LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES REGULADO EN LA LEY ESPECIAL 
RESPETA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

Hechos: Con motivo de la conclusión de un procedimiento de supervisión 
llevado a cabo por la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el 
Retiro, se inició un proceso sancionatorio en el que impuso una multa a una 
sociedad de inversión especializada de fondos para el retiro, tal empresa 
controvirtió la regularidad constitucional del artículo 99 de la Ley de los 
Sistemas de Ahorro para el Retiro por considerar que afecta los principios de 
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legalidad y de seguridad jurídica por el hecho de no prever el plazo para la 
imposición de la multa. Después de un juicio de nulidad, conoció de la contro­
versia un Tribunal Colegiado de Circuito que consideró constitucional el 
precepto cuestionado e inconforme con el fallo, la empresa interpuso un 
recurso de revisión en contra de la sentencia dictada en el amparo directo.

Criterio jurídico: El artículo 99 de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el 
Retiro, que prevé el procedimiento para la imposición de multa ante el incum­
plimiento de las normas que rigen a los Sistemas de Ahorro para el Retiro, 
respeta los principios de legalidad y de seguridad jurídica pese a que no 
disponga el plazo para la imposición de la multa que prevé ese precepto, 
pues en el artículo 119 de la misma ley se establece el plazo de cuatro meses 
aplicable de manera general cuando en la ley no disponga otro.

Justificación: Los supuestos y las consecuencias de la norma pueden indi­
carse en diversos artículos del mismo ordenamiento legal. El artículo 99 de 
la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro que prevé el procedimiento 
para la imposición de multa ante el incumplimiento de las normas que rigen 
a los sistemas de ahorro para el retiro, no establece el plazo para la emisión 
de la multa, sin embargo, en el artículo 119, contenido en el capítulo de 
disposiciones generales de la misma ley, señala el plazo de cuatro meses 
al que debe sujetarse la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el 
Retiro en caso de que la norma no disponga otro. Por tanto, del análisis 
conjunto de los artículos 99 y 119 de la ley, se concluye el respeto a los 
principios de legalidad y de seguridad jurídica porque la indefinición del 
plazo del artículo 99 es resuelta con el plazo de cuatro meses contenido en 
el artículo 119 del mismo ordenamiento.

1a./J. 92/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5482/2022. Ahorro Individual XXI Banorte Siefore, 
S.A. de C.V. 15 de febrero de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez.
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Tesis de jurisprudencia 92/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMUNICACIÓN SOCIAL. LA LEY GENERAL DE LA MATERIA, PUBLI­
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL ONCE DE MAYO 
DE DOS MIL DIECIOCHO, ENTRAÑA UNA OMISIÓN LEGISLATIVA DE 
CARÁCTER RELATIVO QUE VULNERA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 

Hechos: Una asociación civil, cuyo objeto social está relacionado con la 
protección del derecho a la libertad de expresión, promovió juicio de amparo 
indirecto contra la Ley General de Comunicación Social, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el once de mayo de dos mil dieciocho, bajo 
la premisa esencial de que entraña una omisión legislativa de carácter rela­
tivo por carecer de reglas claras y transparentes para asignar el gasto de 
comunicación social en las distintas ramas del gobierno mexicano, en contra­
vención de los principios previstos en la materia por el artículo 134 de la 
Constitución General. El Juez de Distrito determinó sobreseer en el juicio de 
amparo por falta de interés legítimo. La quejosa interpuso recurso de revisión, 
cuya competencia para resolverlo fue reasumida por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la Ley General de Comunicación Social, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el once de mayo de dos mil dieciocho, entraña 
una omisión legislativa de carácter relativo que resulta contraria a la libertad 
de expresión, particularmente, porque no esclarece ni detalla los criterios 
a que debe estar sujeto el gasto en comunicación social, ni dispone proce­
dimientos concretos y reglas específicas encaminadas a garantizar que el 
ejercicio de dicho gasto cumpla con los criterios previstos en el párrafo 
octavo del artículo 134 de la Constitución General, lo cual se traduce en la 
existencia de una amplia discrecionalidad de los agentes gubernamentales 
involucrados en esa materia, que pueden ejercer una especie de censura 
sutil al asignar el gasto por concepto de propaganda oficial.
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Justificación: De conformidad con el artículo Tercero Transitorio del decreto 
de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación de 
10 de febrero de 2014, se sigue que el Congreso de la Unión quedó obligado 
a expedir una legislación que, además de reglamentar el párrafo octavo del 
artículo 134 de la Constitución General, dispusiera las normas en materia 
de comunicación social a que deben sujetarse los distintos órganos guberna­
mentales y que garantice que el gasto en esa materia cumpla con los criterios 
de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, así como que se 
respeten los topes presupuestales, límites y condiciones de ejercicio que 
establezcan los presupuestos de egresos respectivos. Pese a ello, la Ley 
General de Comunicación Social, publicada en el Diario Oficial de la Fede­
ración el 11 de mayo de 2018, no cumple a cabalidad con la tarea que el 
Texto Fundamental le encomendó, particularmente, porque no esclarece ni 
detalla los criterios a que debe estar sujeto el gasto en comunicación social, 
ni dispone procedimientos concretos y reglas específicas encaminadas a 
garantizar que el ejercicio de dicho gasto cumpla con los criterios indicados, 
disminuyendo así la discrecionalidad de los agentes gubernamentales invo­
lucrados. Muestra de ello se encuentra en el artículo 5 de la Ley General de 
Comunicación Social, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2022, mismo que si bien 
enuncia los principios que deben observar los entes públicos al ejercer el 
gasto público en materia de comunicación social, no dispone los elemen­
tos que permitan conocer con precisión qué alcance deben atribuírseles, 
a pesar de que por imperativo constitucional se debía emitir una legislación 
que garantizara su cumplimiento. El despliegue deficiente de las facultades 
legislativas indicadas es más evidente, al constatar que en el último párrafo 
del artículo 5 referido, se dejó a cargo de la "Secretaría Administradora" la 
atribución para emitir "Lineamientos" en los cuales contemplara los criterios 
de selección del medio de comunicación correspondiente, a fin de garanti­
zar el cumplimiento de los principios rectores indicados. Esto es, la legislación 
indebidamente dejó en manos de autoridades administrativas la delimita­
ción del entramado normativo necesario para garantizar el cumplimiento de 
los principios aplicables al ejercicio del gasto en comunicación social. Por lo 
demás, el órgano legislativo era consciente de la existencia de un problema 
sistemático en la asignación de contratos de publicidad oficial a particulares, 
que hasta en las exposiciones de motivos de las distintas iniciativas que 
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dieron origen a la ley de referencia se apuntaron casos en los cuales, supues­
tamente, se ejerció una presión sutil de autocensura por parte de la autori­
dad. De este modo, la Ley General de Comunicación Social entraña una 
omisión legislativa de carácter relativo que repercute en la libertad de expre­
sión y que debe ser subsanada por el Congreso de la Unión.

1a./J. 98/2023 (11a.)

Amparo en revisión 308/2020. Campaña Global por la Libertad de Expresión 
A19, A.C. 8 de septiembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana, Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Víctor Manuel Rocha Mercado.

Tesis de jurisprudencia 98/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. LAS REGLAS ESTABLECI­
DAS EN EL ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO DE COMERCIO NO SON 
VIOLATORIAS DEL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD, NI 
DE LA LIBERTAD CONTRACTUAL DE LAS PARTES.

Hechos: Dos sociedades mercantiles celebraron un contrato de prestación 
de servicios en el que se sometieron expresamente a la jurisdicción exclu­
siva de los Tribunales Federales de la Ciudad de México para solucionar 
cualquier controversia relacionada con dicho contrato. Ninguna de las partes 
tenía su domicilio en esa demarcación y la prestación del servicio contratado 
también habría de realizarse en un lugar diferente. Ante el incumplimiento 
del contrato, una de las partes demandó a la otra en la vía ordinaria mercantil 
y ante los Juzgados de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 
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La parte demandada opuso la excepción de incompetencia por declinato­
ria, al considerar que la cláusula de sumisión expresa pactada por las partes 
para someterse a los Tribunales Federales de la Ciudad de México no era 
válida, ya que no encuadraba en los supuestos previstos en el artículo 1093 
del Código de Comercio, que limita la elección del foro a que se haga entre los 
tribunales del domicilio de alguna de las partes, del lugar del cumplimiento 
de las obligaciones contractuales o del lugar en donde se encuentra la cosa 
materia del contrato. El Tribunal Unitario, al que correspondió conocer de la 
excepción de incompetencia, la declaró fundada y esta determinación fue 
reclamada por la sociedad actora en un juicio de amparo indirecto, junto con 
el artículo 1093 del Código de Comercio. El órgano de amparo negó la pro­
tección constitucional y la parte quejosa interpuso recurso de revisión. Entre 
otros agravios, la parte quejosa y recurrente adujo que la medida legislativa 
reclamada debía declararse inconstitucional por vulnerar injustificada­
mente el principio de autonomía de la voluntad y la libertad contractual de las 
partes, además de no ser idónea para asegurar a las personas el acceso 
a la justicia en igualdad de condiciones.

Criterio jurídico: Las reglas de competencia por sumisión expresa estableci­
das en el artículo 1093 del Código de Comercio no son violatorias del prin­
cipio de autonomía de la voluntad, ni de la libertad contractual de las partes.

Justificación: De la exposición de motivos que dio origen al artículo 1093 
del Código de Comercio, reformado mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el cuatro de enero de mil novecientos ochenta y 
nueve, se desprende la preocupación de la autoridad legislativa por salva­
guardar los derechos constitucionales de igualdad ante la ley, de debido 
proceso, de equidad procesal y de acceso a la justicia, habida cuenta de 
que respetó la tradición comercial y el derecho de las partes de acordar 
el tribunal al que deseen someterse en caso de que exista controversia. 
Asimismo, limitó dicha prerrogativa a los supuestos que prevé el precepto 
modificado con la expresa intención de que el acuerdo no resultara perjudi­
cial para una de las partes, presumiblemente la de más escasos recur­
sos es la que tendría que litigar en un lugar distinto a donde vive, o de donde 
se celebró el contrato, o bien, de aquel en donde se encuentra la cosa, 
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de manera que pudiera redundar en el impedimento o denegación de 
acceso a la justicia.

Dicha finalidad es constitucionalmente válida, dado que se trata de la conse­
cución de un derecho fundamental contenido en los artículos 17 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.

Además, la medida legislativa es idónea para lograr esa finalidad, pues 
incentiva que se designen tribunales que estén vinculados con la controversia 
y con las partes, y evita que alguna de ellas tenga que trasladarse a litigar a 
un lugar distinto, en detrimento de su patrimonio y acceso a la justicia.

La medida es necesaria, puesto que no se aprecian otros medios alternativos 
igualmente idóneos para lograr el fin constitucional que persigue la norma 
y que a su vez intervengan con menor intensidad en el derecho de autonomía 
de la voluntad de las partes y la libertad contractual.

Por último, la medida es proporcional en sentido estricto, en tanto que es 
mayor el nivel de satisfacción del fin constitucional de acceso a la justicia 
que la afectación que produce a la autonomía de la voluntad de las partes 
y a la libertad contractual.

De ahí que el artículo 1093 del Código de Comercio no resulte violatorio del 
principio de autonomía de la voluntad, ni de la libertad contractual de las 
partes.

1a./J. 100/2023 (11a.)

Amparo en revisión 489/2022. Naviera Bourbon Tamaulipas, S.A. de C.V. 1 de 
febrero de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretaria: Mariana Aguilar Aguilar.
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Tesis de jurisprudencia 100/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de julio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2023 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COSA JUZGADA Y SUS EFECTOS DIRECTO Y REFLEJO. DIFERENCIAS 
Y REQUISITOS PARA SU ACTUALIZACIÓN. 

Hechos: En una sentencia de primera instancia se condenó al Estado a pagar 
una indemnización a una persona por haber incurrido en una actividad admi­
nistrativa irregular. En contra de esa determinación, la autoridad interpuso un 
recurso de revisión fiscal y el Tribunal Colegiado revocó la sentencia al consi­
derar que no había elementos para acreditar la responsabilidad patrimonial del 
Estado. La persona consideró que los Magistrados de ese Tribunal Cole­
giado estaban equivocados al negarle la protección constitucional, pues incu­
rrieron en un error judicial al desconocer diversos criterios de esta Suprema 
Corte. Por ello, a través de distintas vías demandó el pago de una indemniza­
ción a los integrantes de ese órgano jurisdiccional. En una de las vías empren­
didas reclamó la responsabilidad patrimonial del Estado, pero fue declarada 
improcedente por el Consejo de la Judicatura Federal. En contra de esa reso­
lución, la misma persona promovió un juicio contencioso administrativo ante 
este Alto Tribunal, el cual fue desechado por su Presidente con el argumento 
de que la indemnización por responsabilidad patrimonial no procede ante 
ejercicios materialmente jurisdiccionales. En el recurso de reclamación inter­
puesto en contra de esta última determinación, la Segunda Sala de esta 
Suprema Corte declaró infundado el recurso porque la indemnización por 
error judicial sólo opera en asuntos de naturaleza penal, siendo que este 
asunto corresponde a la materia administrativa. En otra de las vías intentadas, 
la citada persona promovió un juicio ordinario civil federal en el que se absolvió 
a los referidos Magistrados del pago de daños y perjuicios por error judicial. 
Inconforme con esta última resolución, la misma persona promovió un juicio 
de amparo directo que fue atraído por la Primera Sala. Al resolverse el juicio se 
negó el amparo al actualizarse la figura de la cosa juzgada refleja por virtud 
de lo decidido en el citado recurso de reclamación de la Segunda Sala, en el 
sentido de que la indemnización por error judicial sólo procede en asuntos 
de naturaleza penal.
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Criterio jurídico: Para determinar si se actualiza la excepción de cosa juz­
gada en un juicio es necesario que haya existido uno anterior, ya resuelto, 
y que ambos casos coincidan en tres aspectos: a) en la cosa u objeto del 
litigio, b) en las causas, y c) en las personas, con la misma calidad con la 
que participaron o intervinieron en los juicios. Cuando estos tres supuestos 
se surten estamos frente al "efecto directo" de la cosa juzgada, que implica 
que la cuestión que se presenta en el nuevo juicio, en realidad ya fue juzgada. 
Por otra parte, existe un "efecto reflejo", y no directo, cuando no coinciden 
los tres aspectos, pero lo resuelto en un proceso impacta en otro posterior a 
tal grado que, de no tener en cuenta la decisión del primer asunto, se com­
prometería la seguridad jurídica.

Justificación: La cosa juzgada es una institución jurídica procesal que impide 
a los órganos jurisdiccionales la tramitación de un nuevo juicio cuando se 
reclamen las mismas pretensiones ya deducidas en un proceso anterior, a fin 
de evitar que se condene dos veces a alguien por la misma razón, o bien, 
impedir que se dicten sentencias contradictorias, pues ello generaría un 
estado de inseguridad jurídica.

El efecto directo de la cosa juzgada implica la inmutabilidad de lo resuelto en 
las sentencias firmes en donde existe identidad de sujetos (partes), objeto 
del litigio (cosa) y causa de pedir (reclamo), sin que pueda admitirse su 
modificación por circunstancias posteriores, pues en ello descansan los prin­
cipios constitucionales de certeza y seguridad jurídica.

Por su parte, la cosa juzgada refleja opera en casos en donde no se actualiza 
la totalidad de los elementos que la integran en su efecto directo (mismas 
partes, mismo objeto de litigio y misma causa de pedir). Es decir, que puede 
ocurrir cuando el acto reclamado en una controversia no haya sido materia 
de resolución definitiva en otro juicio. Sin embargo, guarda una vinculación 
muy estrecha con actuaciones derivadas de una misma cuestión jurídica, lo 
que exige que el órgano jurisdiccional que conozca del proceso posterior 
se atenga a lo resuelto previamente para salvaguardar la certeza jurídica.

1a./J. 101/2023 (11a.)
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Amparo directo 5/2021. 17 de noviembre de 2021. Cinco votos de las Minis­
tras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 101/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de julio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2023 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DAÑO MORAL. PARA SU CUANTIFICACIÓN EL ELEMENTO RELATIVO 
AL GRADO DE RESPONSABILIDAD TIENE UN ALCANCE DISTINTO EN LA 
RESPONSABILIDAD SUBJETIVA Y EN LA OBJETIVA. 

Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil obje­
tiva por la muerte de su hijo con motivo de una descarga eléctrica. En primera 
instancia se absolvió a la demandada principal y a la aseguradora. En apela­
ción, el Tribunal Unitario de Circuito declaró la improcedencia de la indem­
nización por daño patrimonial; sin embargo, condenó a las demandadas por 
daño moral, fijando su cuantificación en correlación con el monto que hubiere 
correspondido al daño material. El actor promovió un juicio de amparo, el cual 
fue negado. Para el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento fue 
correcta la forma en que se cuantificó el daño moral. En desacuerdo con esta 
decisión, se interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la valoración del parámetro de cuantificación del daño moral 
relativo al "grado de responsabilidad " tiene un alcance distinto en la respon­
sabilidad subjetiva y en la objetiva.

Justificación: Existen ciertas particularidades por lo que hace al grado de 
responsabilidad como factor para cuantificar el daño moral dependiendo 
del tipo de régimen de responsabilidad extracontractual. Por lo que hace al 
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régimen de responsabilidad subjetiva, la influencia del grado de responsa­
bilidad es determinante para la cuantificación de la indemnización y su opera­
tividad, la cual ya fue analizada en el amparo directo 30/2013. No obstante, 
en torno a la responsabilidad extracontractual objetiva, para efectos de 
respetar el derecho a la legalidad y a la reparación integral, el grado de res­
ponsabilidad no opera de la misma forma que en la responsabilidad extra­
contractual subjetiva. En la generalidad de los casos, lógicamente el "grado 
de responsabilidad " no influye o no debería influir en el monto indemniza­
torio derivado de esa responsabilidad objetiva. La condena se da por el mero 
riesgo creado (y la relación causal) y la identificación/valoración del tipo de 
derecho afectado, la intensidad, duración y consecuencias del daño, así 
como la situación económica de la víctima/responsable, entre otros posibles 
elementos, darán lugar a una compensación integral del respectivo daño 
moral sufrido por la víctima. Esto es así, ya que en el modelo de responsabi­
lidad objetiva se parte de la idea de que, con independencia del elemento 
subjetivo, la reparación y su monto deben abarcar la satisfacción de todo 
perjuicio causado (la reparación se presupone integral). Si no se aceptara 
esta distinción entre los regímenes de responsabilidad civil, prácticamente 
en cualquier escenario de responsabilidad objetiva cabría aumentar el 
monto indemnizatorio cuando se identifique algún grado de responsabilidad 
(que incluye supuestos leves, medios y altos) y eso podría llevar a una sobre 
indemnización de la víctima en detrimento de los derechos del agente daña­
dor. Incluso, se invertiría la lógica que impera aun en un régimen de respon­
sabilidad civil objetiva, ya que se volvería a la responsabilidad civil objetiva 
más sancionatoria que compensatoria, al poderse aplicar ese régimen de 
disuasión en todos los casos de responsabilidad civil objetiva; incluyendo en 
los que la actividad es lícita. Por consiguiente, la valoración del grado de res­
ponsabilidad debe tener un efecto limitado en la responsabilidad objetiva.

1a./J. 103/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2558/2021. Antonino Salinas Mejía. 19 de enero de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez.
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Tesis de jurisprudencia 103/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DAÑO MORAL. SUPUESTOS DONDE ES APLICABLE EL FACTOR DE 
CUANTIFICACIÓN RELATIVO AL GRADO DE RESPONSABILIDAD EN LA 
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL OBJETIVA. 

Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil obje­
tiva por la muerte de su hijo con motivo de una descarga eléctrica. En primera 
instancia se absolvió a la demandada principal y a la aseguradora. En apela­
ción, el Tribunal Unitario de Circuito declaró la improcedencia de la indemni­
zación por daño patrimonial; sin embargo, condenó a las demandadas por 
daño moral, fijando su cuantificación en correlación con el monto que hubiere 
correspondido al daño material. El actor promovió un juicio de amparo, el 
cual fue negado. Para el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
fue correcta la forma en que se cuantificó el daño moral. En desacuerdo con 
esta decisión, se interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, tratándose de un caso de responsabilidad extracontractual 
objetiva, el parámetro relativo al "grado de responsabilidad " es útil para 
efectos de la cuantificación del daño moral únicamente en ciertos tipos de 
supuestos. Entre éstos se encuentran, al menos: i) ciertos casos de valoración 
de causas de exoneración parcial o conductas concurrentes del causante 
y/o de la víctima, y ii) ciertos casos de determinación o no de efectos disua­
sivos adicionales.

Justificación: En el modelo de responsabilidad objetiva se parte de la idea de 
que, con independencia del elemento subjetivo, la reparación y su monto 
deben abarcar la satisfacción de todo perjuicio causado (la reparación 
se presupone integral). Por ello, el monto indemnizatorio no tiene que verse 
afectado necesariamente por el grado de responsabilidad del causante del 
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daño. No obstante lo anterior, se considera que podrán existir algunos casos 
en donde el elemento de "grado de responsabilidad " sí pueda llegar a inci­
dir en el monto indemnizatorio en un escenario de responsabilidad objetiva. 
Entre estos supuestos se encuentran, al menos: i) ciertos casos de valoración 
de causas de exoneración parcial o conductas concurrentes del causante 
y/o de la víctima, y ii) ciertos casos de determinación o no de efectos disuasi­
vos adicionales. En torno al primero, se estima que el grado de responsa­
bilidad es un elemento relevante cuando se tiene que verificar si debe excluirse 
una causa de exoneración de la responsabilidad o disminuirse la indemniza­
ción con motivo de una causa de exoneración parcial (por ejemplo, la par­
ticipación de un tercero) o de la culpa concurrente por parte de la víctima. 
En la doctrina, se han estudiado con especial detalle estos supuestos. Por 
ejemplo, aun en un régimen de responsabilidad objetiva, cuando se puede 
advertir un dolo por parte del causante del daño (que se le repudia como 
responsable al margen de ese elemento subjetivo), se ha señalado que ante 
la presencia de ese dolo no es posible hacer ninguna disminución a la 
indemnización a pesar de que haya existido culpa concurrente por parte 
de la víctima. Por su parte, cuando la conducta del agente causante que da 
lugar a la responsabilidad objetiva se pudiera catalogar como "negligente", 
y en dicho escenario se identifica también culpa concurrente por parte de 
la persona que sufrió el daño (dependiendo del tipo de caso, para que sea 
relevante esa culpa de la víctima se exige en algunas ocasiones que 
sea inexcusable), guarda relevancia el elemento de grado de responsabili­
dad del causante para efectos de valorar la posible disminución del monto 
indemnizatorio o la eliminación de la exclusión a la que de otro modo habría 
dado lugar la conducta concurrente de la víctima o de un tercero. Ahora bien, 
por lo que hace al segundo supuesto, cabe recordar que la finalidad de la 
responsabilidad civil es la justicia correctiva y distributiva; lo que implica que 
para nuestro sistema jurídico la compensación a la víctima busca evidente­
mente satisfacer el daño sufrido, pero también, en algunas ocasiones, disua­
dir la futura conducta de los agentes a partir de una visión "punitiva" (que 
más que, estrictamente punitiva, puede catalogarse como "disuasoria") del 
derecho de daños. Por ello, más bien, en la etapa de cuantificación de la 
indemnización, el elemento relativo al "grado de responsabilidad " puede 
repercutir en el monto indemnizatorio en la responsabilidad objetiva cuando, 
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excepcionalmente, lo que se pretende es incluir adicionalmente en la com­
pensación por daño moral un efecto disuasorio que tienda a evitar ciertas 
conductas que contribuyan significativamente en el daño en relación con 
supuestos regulados por la responsabilidad objetiva.

1a./J. 104/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2558/2021. Antonino Salinas Mejía. 19 de enero de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
tario: Miguel Antonio Núñez Valadez.

Tesis de jurisprudencia 104/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DAÑO MORAL. PARA SU CUANTIFICACIÓN, EL FACTOR RELATIVO A 
LAS DEMÁS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO ENGLOBA PARTICULARI­
DADES QUE PUEDEN GUARDAR RELACIÓN CON ALGUNO DE LOS 
OTROS PARÁMETROS. 

Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil obje­
tiva por la muerte de su hijo con motivo de una descarga eléctrica. En primera 
instancia se absolvió a la demandada principal y a la aseguradora. En ape­
lación, el Tribunal Unitario de Circuito declaró la improcedencia de la indem­
nización por daño patrimonial; sin embargo, condenó a las demandadas por 
daño moral, fijando su cuantificación en correlación con el monto que hubiere 
correspondido al daño material. El actor promovió un juicio de amparo, el 
cual fue negado. Para el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
fue correcta la forma en que se cuantificó el daño moral. En desacuerdo con 
esta decisión, se interpuso un recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el factor relativo a las "demás circunstancias del caso", 
como elemento relevante para la cuantificación de los daños morales, engloba 
particularidades que pueden guardar relación con alguno de los otros pará­
metros de cuantificación reconocidos jurisprudencialmente.

Justificación: Existen elementos de valoración para la cuantificación del daño 
moral que no pueden ser previstos de manera genérica y que, en muchas 
ocasiones, guardan relación con alguno de los otros parámetros de cuantifi­
cación del daño moral. Por ejemplo, en relación con la importancia del valor 
o interés afectado y la gravedad del daño, la experiencia jurisprudencial 
comparada ha mostrado que hay diferentes circunstancias que pueden 
valorarse dependiendo de si se trata del daño moral derivado de la muerte 
de un familiar o el daño moral que se exige a partir de meros daños estéticos, 
daños al honor o daños por lesiones corporales. En el caso de muerte, se 
valoran como otras circunstancias relevantes aspectos como cuál era la edad 
de la persona fallecida; qué familiar es la persona que exige la reparación del 
daño; si la persona perjudicada moralmente es único en su categoría (por 
ejemplificar, que sea un hijo único) o si se trata del único familiar; si a partir 
del mismo hecho fallecieron ambos progenitores o si el que fallece es un hijo 
único o una persona embarazada; si la persona que resiente el daño moral 
se trata de una persona con discapacidad o un niño, niña o adolescente; 
así como cuáles son las personas que son sujetas del daño moral con motivo 
del fallecimiento y que se encuentran legitimadas para exigirlo, entre otra 
gran variedad de circunstancias. Dependiendo si se actualiza o no cada una 
de estas circunstancias, se aprecia la gravedad e intensidad del daño y, con 
ello, el respectivo monto de cuantificación de la indemnización. Por ejemplo, 
no es la misma aflicción cuando fallecen ambos progenitores en un mismo 
accidente que cuando fallece uno de ellos. Tampoco es la misma valora­
ción cuando existen varios familiares que sufren el daño moral con motivo 
del fallecimiento de una persona que cuando el afectado es único o cuando 
la persona que exige la reparación se trata de un hijo o hija o es más bien 
un pariente en cuarto grado cuya convivencia con la persona fallecida 
era casual.

1a./J. 105/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 2558/2021. Antonino Salinas Mejía. 19 de enero de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez.

Tesis de jurisprudencia 105/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REPARACIÓN DEL DAÑO PATRIMONIAL. INTERPRETACIÓN CONFORME 
DEL ARTÍCULO 1915, SEGUNDO PÁRRAFO, ÚLTIMA PORCIÓN NORMA­
TIVA, DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL. 

Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil obje­
tiva por la muerte de su hijo con motivo de una descarga eléctrica. En primera 
instancia se absolvió a la demandada principal y a la aseguradora. En ape­
lación, con fundamento en el párrafo segundo del artículo 1915 del Código 
Civil Federal, el Tribunal Unitario de Circuito declaró la improcedencia de la 
indemnización por daño patrimonial porque de dicha norma se despren­
día que el padre carecía de legitimación activa al no habérsele reconocido 
previamente el carácter de heredero; sin embargo, por otro lado, condenó a 
las demandadas por daño moral. El actor promovió un juicio de amparo, el 
cual fue negado. Para el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento fue 
correcta la forma en que se cuantificó el daño moral y resultaba inoperante 
la petición de interpretación constitucional del artículo 1915 del Código 
Civil Federal. En desacuerdo con esta decisión, se interpuso un recurso de 
revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 1915, segundo párrafo, última porción normativa, del 
Código Civil Federal, el cual establece que en caso de muerte la indemni­
zación corresponderá a las personas herederas de la víctima, sólo supera un 
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examen de constitucionalidad en atención al derecho de acceso a la justicia 
si se interpreta de conformidad con la Constitución General. Esto, a fin de 
que el concepto de "heredero" abarque a los familiares de la persona falle­
cida, acotándose a las personas que por ley estarían llamadas a la sucesión 
legítima, y no se valore como heredero únicamente a los así declarados judi­
cial o extrajudicialmente en la sucesión.

Justificación: El referido artículo, en la parte conducente, admite al menos 
dos interpretaciones posibles. La primera radica en que son herederos los que 
así sean declarados en términos de ley –judicial o extrajudicialmente en la 
sucesión testamentaria o intestamentaria–, los cuales además deberían actuar 
a través del albacea designado en la sucesión. Esta opción interpretativa 
es inconstitucional, toda vez que es una medida que adolece de proporcio­
nalidad en sentido estricto. El derecho de acción se supedita por completo al 
trámite y desahogo –al menos parcial– de un diverso procedimiento como 
lo es el sucesorio, con todas las cargas que esto implica y teniendo en cuenta, 
además, que los plazos de prescripción de la acción de responsabilidad 
civil no son tan amplios. Por lo tanto, el sacrificio al cual se somete el derecho 
de acción es demasiado fuerte frente a la tutela del principio de seguridad 
jurídica. Asimismo, la acción por responsabilidad civil extracontractual obje­
tiva por la muerte de un familiar no es un derecho que nazca en favor de la 
persona finada para luego transmitirse mortis causa en favor de sus herede­
ros. El derecho a la reparación en este supuesto nace directamente en 
favor de quienes sufren un daño material derivado de la muerte de un ter­
cero; es decir, son éstos los titulares del derecho desde el primer momento 
y no por vía de una transmisión mortis causa. Diferente supuesto es cuando 
el fallecido intentó la acción todavía en vida. Ahora bien, la segunda opción 
interpretativa radica en que el concepto de heredero abarque a los familiares 
de la persona fallecida, acotándose a las personas que por ley estarían 
llamadas a la sucesión legítima. Esta modalidad interpretativa sí cumple 
con las exigencias del test de proporcionalidad para respetar el contenido y 
alcance del derecho de acceso a la justicia. Es una medida que tiene como 
finalidad otorgar seguridad jurídica a quienes pretendan obtener una repa­
ración del daño patrimonial por la muerte de un tercero. Además, conforme 
a lo fallado por esta Primera Sala en la contradicción de tesis 196/2019, es una 
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medida legislativa idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto, ya 
que tiende directamente a la consecución de dicho fin y no concurren medi­
das alternativas igualmente idóneas; adicionalmente, los beneficios superan 
los costos, ya que aunque se acotan las personas que de manera primigenia 
puedan acudir a exigir una reparación patrimonial por la muerte de un ter­
cero, esa limitación es funcional a lo que se busca con una indemnización 
de este tipo: que las personas que se consideran son las primeras afectadas 
por la muerte de una persona, puedan acudir ante los tribunales para exigir 
una reparación por el daño provocado por otra persona que no tienen el deber 
de soportar. Siendo importante mencionar que esta decisión no implica un 
pronunciamiento anticipado de constitucionalidad sobre si el criterio de legi­
timación relativo a ser heredero es exclusivo o también cabe la posibilidad 
de aceptar el criterio de dependencia económica para efectos de exigir la 
reparación patrimonial en caso de muerte; si es posible o no que ambos 
criterios confluyan, o cómo pueden o no coincidir. Tampoco es un pronun­
ciamiento anticipado sobre a quién ni cómo se distribuye la indemnización 
por responsabilidad patrimonial en caso de muerte cuando se trate de una 
sola persona perjudicada o de varios perjudicados en razón de dicha muerte 
(ya sea por la sucesión y/o relación de dependencia económica o familiar) 
o sobre otros aspectos relativos a qué ocurre en el caso en que una o varias 
personas hayan obtenido la reparación por daño patrimonial en caso de 
muerte de su familiar y existen otras personas igualmente legitimadas con 
el mismo o mejor derecho y que no formaron parte del respectivo juicio.

1a./J. 106/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2558/2021. Antonino Salinas Mejía. 19 de enero de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez.

Tesis de jurisprudencia 106/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.
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Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 
196/2019 citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 76, Tomo I, marzo de 2020, página 
320, con número de registro digital: 29359.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DAÑO MORAL. SU CUANTIFICACIÓN NO PUEDE LIMITARSE O CONDI­
CIONARSE A LA QUE CORRESPONDE AL DAÑO PATRIMONIAL. 

Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil obje­
tiva por la muerte de su hijo con motivo de una descarga eléctrica. En primera 
instancia se absolvió a la demandada principal y a la aseguradora. En apela­
ción, el Tribunal Unitario de Circuito declaró la improcedencia de la indemni­
zación por daño patrimonial; sin embargo, condenó a las demandadas por 
daño moral, fijando su cuantificación en correlación con el monto que hubiere 
correspondido al daño material. El actor promovió un juicio de amparo, el 
cual fue negado. Para el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento, 
el hecho de que se señalara que el monto del daño moral debía corresponder 
a una cantidad similar a la percibida por concepto de responsabilidad patri­
monial, no radicaba en un tope, sino únicamente se utilizó como referencia 
o parámetro orientador. En desacuerdo con esta decisión, se interpuso un 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, en atención al derecho a la reparación integral del daño, la 
cuantificación del daño moral no puede limitarse o condicionarse a la que 
corresponde al daño patrimonial.

Justificación: Tomando en cuenta las características del daño moral y lo 
previsto en el artículo 1916 del Código Civil Federal para su cuantificación, 
se estima que relacionar el daño material con el daño moral y utilizar el monto 
del primero como un parámetro para cuantificar el segundo, es no atender 
ni entender las particularidades de cada uno de esos daños ni el alcance 
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del derecho a la reparación integral. Aunque pueden provenir de un mismo 
hecho, el daño moral es autónomo del daño material. Así, ni siquiera el legis­
lador puede condicionar la indemnización del daño moral a cierto porcen­
taje de la del daño material, ya que eso implicaría una violación al derecho 
a la reparación integral. Además, son distintos los intereses protegidos en 
torno al daño material y al inmaterial. Bajo esa lógica, no guarda ninguna 
relación para efectos del respectivo monto indemnizatorio el que corresponde 
a las emociones y sentimientos con la disminución del patrimonio ocasio­
nado por el hecho ilícito. Por lo tanto, de acuerdo a las circunstancias de 
cada asunto, es la persona juzgadora la que debe determinar la cuantifica­
ción del correspondiente daño moral siguiendo las pautas establecidas por 
el legislador, precisamente para satisfacer el derecho a una reparación inte­
gral y las innumerables particularidades que pueden surgir en cada caso 
concreto.

1a./J. 107/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2558/2021. Antonino Salinas Mejía. 19 de enero de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
tario: Miguel Antonio Núñez Valadez.

Tesis de jurisprudencia 107/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DAÑO MORAL. PARA SU CUANTIFICACIÓN NO ES VIABLE OTORGAR 
UN VALOR PORCENTUAL PREDETERMINADO A CADA UNO DE LOS 
PARÁMETROS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 1916, CUARTO PÁ­
RRAFO, DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL. 

Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil obje­
tiva por la muerte de su hijo con motivo de una descarga eléctrica. En primera 
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instancia se absolvió a la demandada principal y a la aseguradora. En apela­
ción, el Tribunal Unitario de Circuito declaró la improcedencia de la indemni­
zación por daño patrimonial; sin embargo, condenó a las demandadas por 
daño moral, fijando su cuantificación en correlación con el monto que hubiere 
correspondido al daño material. Para ello determinó una indemnización 
base; posteriormente, asignó a cada parámetro previsto en el cuarto párrafo 
del artículo 1916 del Código Civil Federal un veinte por ciento de ese total, 
para después señalar que en ciertos factores no se cumplía con ese porcen­
taje y que entonces en el caso se actualizaba únicamente un ochenta y cinco 
por ciento de la indemnización total. El actor promovió un juicio de amparo, el 
cual fue negado. Para el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
fue correcta la forma en que se había cuantificado el daño moral. Esto, pues 
en nada afectaba que el monto indemnizatorio se hubiera determinado a 
partir de porcentajes. En desacuerdo con esta decisión, se interpuso un 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, en atención al derecho a la reparación integral del daño, no es 
posible otorgar un valor porcentual predeterminado a los parámetros esta­
blecidos en el artículo 1916, cuarto párrafo, del Código Civil Federal para 
efectos de la cuantificación del daño moral.

Justificación: El referido precepto del Código Civil Federal detalla cinco 
parámetros para efectos de cuantificar el daño moral. En ese sentido, el hecho 
de que en una sentencia se fijen porcentajes para cada uno de esos factores 
(veinte por ciento por cada uno), si bien es una forma de explicar cómo se 
llegó a determinada cuantificación monetaria de la respectiva indemniza­
ción, lo cierto es que no se trata de una metodología correcta. Lo anterior es 
así, pues los elementos de grado de responsabilidad, derechos lesionados, 
situación económica del responsable, situación económica de la víctima y 
demás circunstancias del caso, son factores indicativos y no exhaustivos. 
Su enunciación simplemente pretende guiar el actuar de las personas juzga­
doras, partiendo de la función y finalidad del derecho a la reparación del 
daño moral, sin que eso signifique que estos parámetros constituyen una 
base objetiva o exhaustiva en la determinación del quantum compensato­
rio. Además, son elementos que no pueden ser valorados acríticamente ni, 
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mucho menos, pueden ser aplicados como si, a cada uno de éstos, le corres­
pondiera un determinado porcentaje del monto de indemnización en todos los 
casos. Por el contrario, dada su propia conceptualización, cada elemento 
puede tener implicaciones diferenciadas en la forma de cuantificación del 
daño en cada caso concreto. No es lo mismo valorar cómo impacta a la com­
pensación el tipo de derecho o interés lesionado y la gravedad del daño (la 
calidad o intensidad del sufrimiento o aflicción), que valorar cómo impacta 
o se integra a esa cuantificación el grado de responsabilidad del agente 
dañador o la situación económica de ese agente o de la víctima. Incluso, al 
ser factores indicativos, en cada caso se debe analizar si es aplicable o 
no el respectivo elemento de cuantificación y cómo influye o no cada uno 
de ellos en el monto indemnizatorio, dependiendo también del régimen de 
responsabilidad civil de que se trate. Por ejemplo, el grado de responsabi­
lidad no tiene las mismas implicaciones para un supuesto de responsabilidad 
subjetiva que para uno de responsabilidad objetiva. A su vez, en cada caso 
concreto es diferente el examen e impacto en el monto indemnizatorio que 
puede tener la situación económica del agente dañador. Además, como se 
ha resuelto en anteriores precedentes, la situación económica de la víctima 
sólo puede ser atendida en los perjuicios patrimoniales del daño moral. Las 
angustias, las aflicciones, las humillaciones, el padecimiento o el dolor 
son las mismas para cualquier persona (siempre y cuando se trate del mismo 
derecho o interés extrapatrimonial afectado y la misma gravedad), con inde­
pendencia de su nivel socioeconómico. Por ende, dependerá de lo que se 
acredite en juicio en relación con esos perjuicios patrimoniales del daño 
moral, que la persona juzgadora integrará o no el monto que pretenda cubrir 
dichos perjuicios al quantum de la indemnización.

1a./J. 108/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2558/2021. Antonino Salinas Mejía. 19 de enero de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez.
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Tesis de jurisprudencia 108/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DAÑO MORAL. LINEAMIENTOS GENERALES PARA SU CUANTIFICACIÓN. 

Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil obje­
tiva por la muerte de su hijo con motivo de una descarga eléctrica. En primera 
instancia se absolvió a la demandada principal y a la aseguradora. En apela­
ción, el Tribunal Unitario de Circuito declaró la improcedencia de la indemni­
zación por daño patrimonial; sin embargo, condenó a las demandadas por 
daño moral, fijando su cuantificación en correlación con el monto que hubiere 
correspondido al daño material. El actor promovió un juicio de amparo, el 
cual fue negado. Para el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
fue correcta la forma en que se cuantificó el daño moral. En desacuerdo 
con esta decisión, se interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que existen ciertos lineamientos generales para la cuantifica­
ción del daño moral; esto, en atención a lo fallado en una gran diversidad de 
precedentes, como los amparos directos 30/2013, 31/2013 y 50/2015 y los 
amparos directos en revisión 4555/2013, 4646/2014, 593/2015, 5826/2015, 
4332/2018, 5490/2016, 538/2021 y 539/2021, entre otros.

Justificación: Por lo que hace a la cuantificación del daño moral, los prece­
dentes de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación han delineado las 
siguientes pautas generales: 1) Debe buscarse en todo momento la repa­
ración integral del daño moral. No se aceptan límites o topes legales previa­
mente establecidos o parámetros base sin posibilidad de modificación o 
valoración casuística por parte del juzgador. 2) En caso de condenarse a una 
indemnización, ésta debe ser integral, equitativa y justa, así como cubrirse 
de forma expedita una vez que sea exigible. 3) No se puede condicionar, 
sujetar, asimilar o limitar el daño moral a la indemnización por daño material, 
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pues cada uno responde a sus propias particularidades. Consecuente­
mente, la persona juzgadora debe ser especialmente meticulosa para 
no sobredimensionar el monto indemnizatorio que corresponde a este tipo 
de daño. El daño moral no es un cajón de sastre para que, ante la dificul­
tad de cuantificar otro tipo de daño como el patrimonial (en específico, lo que 
corresponde a la partida de lucro cesante), se fijen condenas más eleva­
das bajo una pretendida satisfacción de este derecho o interés extrapatri­
monial, pero que en realidad buscan corregir los problemas de cuantificación 
del daño patrimonial. Además, toda vez que el daño inmaterial puede tener 
consecuencias de índole patrimonial, la persona juzgadora debe tener cui­
dado en no traslapar o duplicar la indemnización que corresponda al daño 
patrimonial de aquella que corresponda a la partida patrimonial del daño moral. 
4) No se debe confundir la valoración de la existencia de los daños morales 
con la cuantificación de la compensación que le corresponde. Son operacio­
nes conceptualmente distintas. 5) Los elementos de cuantificación de una 
indemnización previstos legalmente (como los establecidos en el artículo 
1916, párrafo cuarto, del Código Civil Federal y en normas estatales análogas) 
son factores meramente indicativos. Es una guía para el actuar de las perso­
nas juzgadoras, partiendo de la función y la finalidad del derecho a la repa­
ración del daño moral. 6) Debe distinguirse la aplicabilidad de los elementos 
de cuantificación de una indemnización tratándose de un caso de responsa­
bilidad civil subjetiva de uno de responsabilidad civil objetiva. Dependiendo 
del tipo de caso, pueden existir variaciones o acotaciones a los elementos de 
cuantificación de la indemnización del daño moral; por ejemplo, lo relativo 
al grado de responsabilidad. 7) La persona juzgadora al momento de con­
denar a daños morales debe respetar y proteger el derecho a la igualdad 
jurídica; lo que implica que ante casos iguales debe imponer condenas iguales. 
8) Debe salvaguardarse, a su vez, el principio imperante en el derecho de 
daños de no sobre indemnización de la víctima o enriquecimiento injustifi­
cado. 9) Finalmente, pueden existir casos en los que sea posible reducir la 
respectiva indemnización del daño moral que tendría que aplicarse en aten­
ción al derecho a la reparación integral. Esta situación es de carácter estric­
tamente excepcional y se activará cuando en el juicio se demuestre que la 
indemnización que proceda generará una carga opresiva para el responsa­
ble a la luz de la situación económica de las partes; en particular, a fin 
de proteger el derecho al mínimo vital. Una condena por daño moral no puede 
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implicar que se le niegue a la persona responsable la posibilidad de satis­
facer sus necesidades más básicas y las de su familia. Siendo importante 
diferenciar la aplicación de esta disposición por lo que hace a los seres 
humanos y a las personas morales; en específico, si el responsable directo 
o solidario es un agente de seguros. Las aseguradoras no pueden exigir 
esta reducción por lo que a su ámbito se refiere ya que, contractualmente, 
deben responder por el total de la suma asegurada.

1a./J. 109/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2558/2021. Antonino Salinas Mejía. 19 de enero de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
tario: Miguel Antonio Núñez Valadez.

Tesis de jurisprudencia 109/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Nota: La parte conducente de las sentencias relativas a los amparos directos 
en revisión 5826/2015 y 538/2021 citadas, aparecen publicadas en el Sema­
nario Judicial de la Federación de los viernes 21 de abril de 2017 a las 
10:25 horas y 26 de agosto de 2022 a las 10:34 horas, así como en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo I, 
abril de 2017, página 731 y Undécima Época, Libro 16, Tomo III, agosto 
de 2022, página 2534, con números de registro digital: 27068 y 30855, 
respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 193 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO 
DE TABASCO, AL DETERMINAR DE MANERA ABSOLUTA QUE LAS 
REGLAS RELATIVAS A LA SOCIEDAD CONYUGAL SON APLICABLES AL 
CONCUBINATO, VULNERA EL DERECHO DE LIBRE DESARROLLO 
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DE LA PERSONALIDAD Y A LA LIBRE AUTODETERMINACIÓN DE LOS 
CONCUBINOS. 

Hechos: Una mujer demandó en la vía ordinaria civil la terminación de la 
relación de concubinato; la declaración de la división de la sociedad que 
formó, solicitando a su favor el 50 % (cincuenta por ciento) de los muebles 
e inmuebles que se adquirieron durante el concubinato; así como el pago 
de una pensión alimenticia provisional y en su momento definitiva. En pri­
mera instancia se consideró que existía una causa de improcedencia de la 
acción. Inconforme, la actora interpuso recurso de apelación, en el cual 
se revocó la sentencia y condenó al demandado al pago de las presta­
ciones reclamadas. En contra de esa resolución, la parte demandada pro­
movió juicio de amparo directo en el que alegó la inconstitucionalidad del 
artículo 193 del Código Civil para el Estado de Tabasco, en su porción nor­
mativa: "Lo anterior es aplicable a las relaciones de contenido patrimonial 
existentes entre el concubinario y la concubina". El Tribunal Colegiado de 
Circuito del conocimiento negó el amparo; en contra de esta determinación, 
el quejoso interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 193 del Código Civil para el Estado de Tabasco en 
su porción normativa: "Lo anterior es aplicable a las relaciones de contenido 
patrimonial existentes entre el concubinario y la concubina", al imponer de 
manera absoluta el régimen de sociedad conyugal al concubinato, vulnera 
los derechos de libre desarrollo de la personalidad y a la libre autodetermi­
nación de los concubinos, así como atenta contra la naturaleza del concu­
binato.

Justificación: El artículo 193 del Código Civil para el Estado de Tabasco prevé 
que las reglas relativas a la sociedad conyugal son aplicables al concu­
binato; equiparó la falta de expresión de voluntad para decidir el régimen 
patrimonial aplicable al matrimonio o la falta de formalidades debidas que 
requiere la ley para la celebración de éste, como una situación análoga al 
concubinato. Esto es, para el legislador, la falta de expresión por parte de 
los cónyuges sobre si el matrimonio se regirá por la sociedad conyugal o por 
la separación de bienes, así como la falta de formalidades exigidas para su 
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conformación, es un supuesto equiparable a la falta de formalidades que 
caracteriza a una unión de hecho como el concubinato y, por ello, ambas 
situaciones deben producir las mismas consecuencias patrimoniales. Sin 
embargo, dicha equiparación es una falsa equivalencia porque, por un lado, 
para el matrimonio la aplicación del régimen patrimonial de la sociedad 
conyugal es una consecuencia que deviene de manera supletoria ante el 
silencio de los cónyuges o la falta de formalidades para el per-feccionamiento 
de dicho acto jurídico; en cambio, de la lectura del artículo impugnado se 
advierte que la aplicación del régimen de sociedad conyugal ante la falta 
de un convenio entre los concubinos, se trata de una consecuencia inme­
diata. Por ello, dicha medida no resulta razonable ni proporcional con el fin 
constitucional que persigue, pues si la intención del legislador era implemen­
tar un régimen patrimonial en el concubinato a fin de proteger económica­
mente a las personas que a través de esa institución forman uniones de hecho 
que dan origen a una familia, en todo caso, debió darles la opción de ele­
gir qué tipo de régimen patrimonial querían, ajustándose a su proyecto de 
vida, pues al no darles esa posibilidad, dicha medida limita de manera 
innecesaria el derecho a la libre autodeterminación dentro del libre desa­
rrollo de la personalidad; pues el concubinato, al ser una unión de hecho, 
se ha caracterizado por no tener un régimen patrimonial, lo que no impide 
que el legislador, en aras de proteger a la familia, introduzca al concubinato 
consecuencias patrimoniales, sin embargo, debe dar a los concubinos la 
posibilidad de elegir el tipo de régimen patrimonial que desean tener, inclu­
yendo necesariamente la separación de bienes por ser la que más se ajusta 
a la naturaleza del concubinato. Por ello, si el artículo impugnado establece 
que las relaciones de contenido patrimonial existentes entre el concubino y 
la concubina se regirán por las disposiciones relativas a la sociedad conyu­
gal, es evidente que dicha determinación es contraria al derecho a la libre 
autodeterminación y libre desarrollo de la personalidad. Además, de que 
trastoca la naturaleza jurídica del concubinato, pues una de las razones por 
las cuales dos personas deciden conformar un concubinato es para evitar, 
conforme a un plan de vida propio, la carga de obligaciones que suponen 
otros tipos de unión como el matrimonio, siendo que la manera en la que se 
pueden evitar dichas cargas es mediante una unión de hecho que no requiera 
de una expresión de voluntad formal y expresa que produzca determinadas 
consecuencias jurídicas.

1a./J. 110/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 6255/2022. 24 de mayo de 2023. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disi­
dente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 110/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DETENCIONES ADMINISTRATIVAS MIGRATORIAS. EL ARTÍCULO 111 DE 
LA LEY DE MIGRACIÓN, EN LAS PORCIONES NORMATIVAS "QUINCE 
DÍAS HÁBILES" Y "SESENTA DÍAS HÁBILES", ES INCONSTITUCIONAL. 

Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación 
migratoria por autoridades adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un 
periodo superior a treinta y seis horas, para averiguar su situación de regula­
ridad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, entre otros 
actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo 
indirecto. El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, 
sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, concederlo. Contra esa determi­
nación, las partes interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 111 de la Ley de Migración, en las porciones norma­
tivas "quince días hábiles" y "sesenta días hábiles", es inconstitucional, toda 
vez que las detenciones administrativas migratorias no pueden exceder el 
límite temporal marcado por el artículo 21 constitucional de treinta y seis 
horas a partir de la presentación de la persona migrante.

Justificación: La temporalidad máxima que autoriza la Constitución para la 
privación de la libertad de una persona por conductas ajenas a la materia 
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penal es de treinta y seis horas, en términos del artículo 21 constitucional. 
En esta medida, sería irrazonable que se permitiera una privación de la liber­
tad mayor a este plazo por el incumplimiento a normas migratorias. Por ello, 
el artículo 111 de la Ley de Migración resulta inconstitucional en las porciones 
normativas "quince días hábiles" y "sesenta días hábiles", pues justamente 
habilitan una detención por estos periodos de tiempo que sobrepasan el 
plazo de treinta y seis horas. Además, estas porciones normativas obstacu­
lizan en perjuicio de las personas migrantes el ejercicio de su derecho 
humano a una tutela jurisdiccional efectiva, reconocido por el artículo 17 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con 
los diversos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
pues la persona migrante al estar privada de su libertad se encuentra formal 
y materialmente imposibilitada para acceder a un tribunal, independiente e 
imparcial, con el propósito de defender sus derechos.

1a./J. 111/2023 (11a.)

Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente y 
particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 111/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DETENCIÓN ADMINISTRATIVA MIGRATORIA. PARA EVITAR QUE SEA 
ARBITRARIA, SU DURACIÓN DEBE SER MENOR A TREINTA Y SEIS HORAS 
Y LA IMPOSICIÓN DE LA MEDIDA DEBE CUMPLIR CON LOS REQUISI­
TOS DE RAZONABILIDAD, NECESIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 
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Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación 
migratoria por autoridades adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un 
periodo superior a treinta y seis horas, para averiguar su situación de regu­
laridad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, entre otros 
actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo 
indirecto. El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, 
sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, concederlo. Contra esa deter­
minación, las partes interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que para evitar que una detención administrativa migratoria sea 
arbitraria debe I) ser menor al plazo de treinta y seis horas y II) debe cumplir 
con los requisitos de: 1) razonabilidad, que es un criterio de evaluación obje­
tivo; 2) necesidad; y 3) proporcionalidad, que son criterios de evaluación 
subjetivos. La razonabilidad exige que la detención sea impuesta en cum­
plimiento de un fin legítimo en cada caso individual, que tiene que estar 
estipulado expresamente en la legislación, y definir y enlistar exhaustiva­
mente las razones consideradas como fines justificadores. La necesidad 
exige que la detención sea indispensable para cumplir el fin legítimo y que, 
en las circunstancias individuales del caso, no exista otra menos restrictiva 
de los derechos de la persona afectada. Y, la proporcionalidad reclama que 
el Estado alcance un balance entre la gravedad de la medida y la situa­
ción de la persona migrante en cuestión.

Justificación: Lo anterior, toda vez que el derecho a la libertad personal no 
es absoluto, pues puede haber escenarios en los que se encuentre justifi­
cada su restricción, como sucede con la facultad del Estado mexicano para 
establecer medidas tendentes a regular la entrada, admisión y expulsión 
de personas migrantes en territorio nacional. De ahí que, para una deten­
ción en este contexto, en aras de evitar su arbitrariedad, debe ser aplicada 
como medida excepcional, por el periodo más breve y sólo si se justifica por 
una finalidad legítima. Siempre que ésta sea acorde al artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual mandata que 
ningún acto privativo de la libertad de las personas por razones administra­
tivas puede exceder del periodo máximo de treinta y seis horas.

1a./J. 112/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gonzá­
lez Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente y 
particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
tario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 112/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO MIGRATORIO. LAS PERSONAS 
MIGRANTES TIENEN DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA IRRENUN­
CIABLE COMO GARANTÍA DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO. 

Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación 
migratoria por autoridades adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un 
periodo superior a treinta y seis horas, para averiguar su situación de regula­
ridad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, entre otros 
actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo 
indirecto. El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, 
sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, concederlo. Contra esa deter­
minación, las partes interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que en todo procedimiento migratorio, ya sea frente a la imposi­
bilidad o la negativa de una persona migrante de designar a una persona 
para su defensa adecuada, el Estado se encuentra obligado a asignársela 
de oficio, de forma irrenunciable, como medida necesaria y reforzada para su 
protección.

Justificación: Lo anterior, toda vez que sobre las personas migrantes opera 
una presunción de desconocimiento de las normas que les asisten para su 
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protección y defensa en el ordenamiento jurídico mexicano, razón por la cual 
el Estado tiene la obligación de aplicar medidas reforzadas de protección 
que nivelen su situación de desventaja, particularmente para el ejercicio del 
derecho humano al debido proceso.

1a./J. 113/2023 (11a.)

Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gonzá­
lez Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente y 
particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 113/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. ES APLICABLE EN LOS JUICIOS 
DE AMPARO PROMOVIDOS POR PERSONAS MIGRANTES. 

Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación 
migratoria por autoridades adscritas al Instituto Nacional de Migración, por 
un periodo superior a treinta y seis horas, para averiguar su situación de 
regularidad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, entre 
otros actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda 
de amparo indirecto. El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por 
una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, concederlo. Contra 
esa determinación, las partes interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la figura de la suplencia de la queja deficiente, prevista en el 
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artículo 79, fracción VII, de la Ley de Amparo, debe aplicarse a los juicios 
de amparo promovidos por personas migrantes.

Justificación: Lo anterior, toda vez que la Ley de Amparo garantiza una regu­
lación procesal especial para las personas que se encuentran en clara des­
ventaja social. Así, la desventaja de las personas migrantes se funda en la 
vulnerabilidad que sobre ellas ha reconocido tanto el derecho internacional 
como el interno, en tanto que han partido de su país de origen dejando su 
vida, sus posesiones y familia, frente alguna situación amenazante, la pérdida 
de su libertad y/o su integridad. Algunos de los factores de vulnerabilidad 
específicos que enfrentan estas personas consisten en su situación de margi­
nación; el desconocimiento de las leyes nacionales; el miedo a ser descubier­
tas por las autoridades migratorias; el verse orilladas a huir de sus países de 
origen; así como por las condiciones en que viajan; situaciones que se agra­
van si se presenta una discriminación interseccional, pues a la condición 
migratoria puede adherirse la edad, el sexo, el género, la identidad étnica, 
etcétera; aunado a que las personas migrantes viajan sin documentación, 
lo que hace que sean fácilmente víctimas de delitos y de violaciones a sus 
derechos humanos.

1a./J. 114/2023 (11a.)

Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gonzá­
lez Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente y 
particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 114/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO. EL ARTÍCULO 224, PÁRRAFO PRIMERO, DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL QUE PREVÉ ESE DELITO, NO VULNERA 
EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 

Hechos: Con motivo de la declaración patrimonial presentada por una per­
sona servidora pública, la institución pública en la que laboraba se percató 
que, durante el periodo de su encargo, ésta incrementó su patrimonio de 
manera considerable sin que acreditara su legítima procedencia. Por tales 
hechos, fue vinculada a proceso por el delito de enriquecimiento ilícito, deter­
minación que fue confirmada en apelación. Inconforme, presentó demanda 
de amparo indirecto en la que reclamó la inconstitucionalidad de los artículos 
224 del Código Penal Federal y 70, fracción III, de la Ley General de Protec­
ción de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. El Tribunal 
Unitario del conocimiento negó la protección constitucional; en contra de 
esta resolución, se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 224, párrafo primero, del Código Penal Federal, 
que prevé el delito de enriquecimiento ilícito, no vulnera el principio de lega­
lidad, en su vertiente de taxatividad establecido en el artículo 14 de la 
Constitución General, ya que la descripción típica del delito es precisa en 
señalar la conducta prohibida consistente en incurrir en enriquecimiento ilícito. 
Esta expresión es comprensible con alto grado de certeza desde una pers­
pectiva ex ante, por cualquier persona con instrucción media, puesto que, 
con claridad, permite concluir que se sanciona el uso indebido del servicio 
público para incrementar el patrimonio propio con recursos cuya proceden­
cia no se pueda justificar.

Justificación: El vocablo "enriquecerse", por hacer referencia a "riqueza", 
engloba de manera amplia a todos los bienes susceptibles de valoración o 
apreciación que mejoran la situación patrimonial de la persona servidora 
pública, por lo que semánticamente es apto para designar el objeto de la 
prohibición. Además, es un término de conocimiento sumamente común o 
general, pues cualquier persona sería capaz de identificar con puntualidad 
a lo que se está refiriendo el legislador cuando menciona enriquecerse. 
La conclusión anterior se apoya en la explicación del propio párrafo primero 
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del artículo reclamado, al disponer que se entiende por enriquecimiento ilí­
cito cuando la persona servidora pública no pudiere acreditar el legítimo 
aumento de su patrimonio o la legítima procedencia de los bienes a su nom­
bre o de aquellos respecto de los cuales se conduzca como dueña. Lo que 
la norma penal sanciona es que la persona servidora pública incremente su 
patrimonio con bienes cuya procedencia legítima no se pueda demostrar. 
El enunciado provee claridad sobre lo que no puede hacer la persona 
servidora pública, esto es, generar riquezas al margen de la ley. Por lo tanto, 
teniendo en cuenta que está claro el objeto de la prohibición, incluso para 
una persona de instrucción promedio, la determinación final sobre si existió 
o no un enriquecimiento indebido, pasa al terreno de las pruebas y su valo­
ración por la persona juzgadora.

1a./J. 116/2023 (11a.)

Amparo en revisión 306/2022. 10 de mayo de 2023. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. 
Impedida: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretaries: Fernando Sosa Pastrana y 
Rosalba Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 116/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

FACULTAD DE REVISIÓN MIGRATORIA DENTRO DEL TERRITORIO NACIO­
NAL. ES INCONSTITUCIONAL CUANDO LA AMPLITUD Y GENERALIDAD 
CON LA QUE SE REGULA HACE NUGATORIO EL DERECHO A LA LIBER­
TAD DE TRÁNSITO. 

Hechos: Tres personas indígenas mexicanas fueron detenidas por agentes 
adscritos al Instituto Nacional de Migración en el marco de una revisión 
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migratoria realizada en el Estado de Querétaro. A pesar de que las personas 
mostraron sus documentos de identificación, las autoridades consideraron 
que eran falsos, pues asumieron que en realidad eran personas de nacio­
nalidad guatemalteca. Por esta razón, las personas fueron detenidas, presen­
tadas y alojadas en una estación migratoria, lo que dio inicio al procedimiento 
administrativo correspondiente. Las personas promovieron un juicio de 
amparo indirecto en el que, entre otras cuestiones, reclamaron la inconstitu­
cionalidad de distintos preceptos de la Ley de Migración, vigente al momento 
de los hechos, por considerar que vulneraban el derecho a la igualdad y no 
discriminación, el derecho al libre tránsito y el derecho a la libertad personal. 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, lo cual fue impugnado 
mediante recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento levantó 
el sobreseimiento y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte para conocer 
de los temas constitucionales.

Criterio jurídico: Los artículos 97 y 98 de la Ley de Migración, que facultan 
al Instituto Nacional de Migración para llevar a cabo revisiones de carácter 
migratorio dentro del territorio nacional a efecto de comprobar la situa­
ción migratoria de las personas extranjeras, resultan inconstitucionales por 
vulnerar el derecho al libre tránsito toda vez que, dada su generalidad y 
amplitud, se traducen en una norma sobreinclusiva que afecta tanto a per­
sonas mexicanas como a extranjeras.

Justificación: El artículo 11 constitucional reconoce el derecho a la libertad 
de tránsito, el cual implica que toda persona puede entrar o salir del país 
y viajar por su territorio, sin necesidad de carta de seguridad, permiso o 
autorización. De acuerdo con el citado precepto constitucional, este derecho 
únicamente podrá limitarse, entre otras razones, por la autoridad adminis­
trativa de acuerdo con lo previsto en las leyes en materia de migración.

Sin embargo, estas limitaciones no pueden ser absolutas o arbitrarias, sino 
que deben ser acordes con el marco constitucional y convencional en mate­
ria de derechos humanos.

En ese sentido, el hecho de que la Ley de Migración prevea una revisión 
migratoria que puede ser aplicada a cualquier persona, en cualquier parte del 
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territorio nacional y en cualquier momento, hace prácticamente nugatorio 
el ejercicio del derecho a la libertad personal deambulatoria y de tránsito.

Esto es así, debido a que la Ley de Migración fija las condiciones para que 
toda persona, en el interior del territorio nacional, pueda ser sujeta a una 
restricción provisional a su libertad de circulación y tránsito para efectos de 
llevar a cabo una revisión, sin que exista una razón suficiente y objetiva que 
justifique tal actuar. En este sentido, el único acto que lleva a cabo la per­
sona que resiente la revisión es transitar por el territorio en el momento y 
lugar exactos en donde la autoridad administrativa decidió realizar el pro­
ceso de revisión migratoria.

Lo anterior evidencia que la medida legislativa analizada es sobreinclusiva, ya 
que la única manera de solventar una revisión migratoria es que las perso­
nas que sean sujetas a la misma acrediten ante la autoridad migratoria 
su nacionalidad mexicana o su legal estancia dentro del territorio; lo que 
prácticamente las obliga a portar una identificación o documentación migra­
toria en todo momento, así como a acceder a las peticiones de identificarse 
ante la autoridad sin mayores elementos que su simple tránsito por un deter­
minado territorio.

Esta obligación de identificación debe cumplirse no sólo por las personas 
extranjeras, sino también por las nacionales, lo cual resulta claramente con­
trario a lo dispuesto por el propio artículo 11 constitucional, del que no se 
desprende en ningún momento el deber de portar documentos de identifi­
cación dentro del territorio nacional.

1a./J. 117/2023 (11a.)

Amparo en revisión 275/2019. 18 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos en 
relación con la inconstitucionalidad de los artículos 97 y 98 de la Ley de 
Migración, vigente al momento de los hechos, de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien formuló voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Mar­
garita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.
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Tesis de jurisprudencia 117/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de seis de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

FACULTAD DE REVISIÓN MIGRATORIA DENTRO DEL TERRITORIO 
NACIONAL. ES INCONSTITUCIONAL CUANDO LA AMPLITUD Y GENE­
RALIDAD CON LA QUE SE REGULA TENGA POTENCIAL DE GENERAR 
UNA DISCRIMINACIÓN INDIRECTA EN PERJUICIO DE LAS PERSONAS 
INDÍGENAS Y AFROMEXICANAS. 

Hechos: Tres personas indígenas mexicanas fueron detenidas por agentes 
adscritos al Instituto Nacional de Migración en el marco de una revisión 
migratoria realizada en el Estado de Querétaro. A pesar de que las personas 
mostraron sus documentos de identificación, las autoridades consideraron 
que eran falsos, pues asumieron que en realidad eran personas de naciona­
lidad guatemalteca. Por esta razón, las personas fueron detenidas, presen­
tadas y alojadas en una estación migratoria, lo que dio inicio al procedimiento 
administrativo correspondiente. Las personas promovieron un juicio de 
amparo indirecto en el que, entre otras cuestiones, reclamaron la inconstitu­
cionalidad de distintos preceptos de la Ley de Migración, vigente al momento 
de los hechos, por considerar que vulneraban el derecho a la igualdad y no 
discriminación, el derecho al libre tránsito y el derecho a la libertad personal. 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, lo cual fue impugnado 
mediante recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento levantó 
el sobreseimiento y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte para conocer 
de los temas constitucionales.

Criterio jurídico: Los artículos 97 y 98 de la Ley de Migración que facultan a 
la autoridad migratoria para realizar revisiones en cualquier momento y en 
zonas diferentes a las de ingreso y salida del país, es decir, que otorgan 
atribuciones para limitar dentro del territorio nacional el derecho a la libre 
circulación y tránsito, resultan inconstitucionales pues, dada su amplitud y 
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generalidad, posibilitan que se genere una discriminación indirecta en per­
juicio de las personas indígenas y afromexicanas, ya que se ven afectadas 
de forma desproporcional.

Justificación: Para tener por actualizada una discriminación normativa indi­
recta se debe acreditar: la existencia de una norma o criterio aparentemente 
neutral; que esa norma afecte negativamente o de forma desproporcionada 
a un grupo social en comparación con otros que se ubiquen en una situación 
análoga o notablemente similar; y, que no exista una justificación objetiva y 
razonable de ese impacto desproporcional de acuerdo con la Constitución.

En el caso de los artículos 97 y 98 de la Ley de Migración, que regulan la 
revisión migratoria, es posible observar que se trata de una norma aparen­
temente neutra, ya que cumple con las características de ser abstracta e 
impersonal, toda vez que va dirigida a todas las personas que se encuen­
tren dentro del territorio nacional. Además, establece los requisitos necesa­
rios para llevarse a cabo, a saber: que la orden esté fundada y motivada; 
que sea expedida por el Instituto Nacional de Migración; y que se precise 
a la persona responsable de la diligencia, el personal asignado para su reali­
zación, la duración de la revisión y la zona geográfica o el lugar en el que 
se efectuará.

Sin embargo, conforme a lo dispuesto por el artículo 11 de la Constitución 
Política del País, no existe una obligación de portar documentos de identi­
ficación dentro del territorio nacional. Por lo tanto, para aplicar el contenido 
normativo referido, se abre la posibilidad de que las autoridades migratorias 
recurran a elementos relacionados con las características físicas o étnicas de 
las personas.

Esto denota que las normas impugnadas tienen un impacto diferenciado y 
particularmente pernicioso en las personas indígenas y afromexicanas, ya 
que no puede desconocerse la composición pluricultural del país, la cual 
se sustenta en sus pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, 
quienes conforme al artículo 2o. constitucional, tienen derecho a conservar 
sus lenguas y tradiciones, lo que da lugar a que en muchas ocasiones las 
personas mexicanas no hablen español o lo hablen limitadamente.
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Por lo tanto, dada la falta de parámetros objetivos que permitan a las auto­
ridades migratorias dar cumplimiento a la ley sin necesidad de atender a 
perfiles raciales, los artículos impugnados generan una discriminación nor­
mativa indirecta en perjuicio de las personas indígenas o afromexicanas, ya 
que posibilitan que se generen revisiones migratorias con base en aspec­
tos tales como el origen étnico, color de piel o el idioma, lo cual no resulta 
legítimo aun bajo el argumento de continuar con un control migratorio dentro 
del territorio nacional.

1a./J. 118/2023 (11a.)

Amparo en revisión 275/2019. 18 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos en 
relación con la inconstitucionalidad de los artículos 97 y 98 de la Ley de 
Migración, vigente al momento de los hechos, de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Mar­
garita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien 
formuló voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 118/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de seis de septiembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES EN UN JUICIO MERCAN­
TIL. DEBE PROMOVERSE EN LA SUBSECUENTE ACTUACIÓN EN QUE 
COMPAREZCA LA PARTE AFECTADA, A PARTIR DE QUE SE EVIDEN­
CIE O DESPRENDA QUE TUVO CONOCIMIENTO DE LA NOTIFICACIÓN 
IRREGULAR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA).

Hechos: El tercero extraño en un juicio ejecutivo mercantil promovió incidente 
de nulidad de actuaciones que se desechó por extemporáneo, al presentarse 
fuera del plazo de tres días que establecen los artículos 1079, fracción VI, 
del Código de Comercio y 297, fracción II, del Código Federal de Proce­
dimientos Civiles. Esta determinación fue reclamada en amparo indirecto, 
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el que se concedió para el efecto de que se considerara que el incidente 
debía tramitarse en la actuación subsecuente, conforme al artículo 74 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Oaxaca. En contra 
de la sentencia se interpuso recurso de revisión en el que se adujo la dupli­
cidad de criterios en torno al plazo para promover el incidente de nulidad 
de actuaciones en un juicio mercantil.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el incidente de nulidad de actuaciones en el juicio mercantil 
debe promoverse en la subsecuente actuación en que comparezca la parte 
afectada, a partir de que se evidencie o desprenda que tuvo conocimiento 
de la notificación irregular, en términos de lo previsto en el artículo 74 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Oaxaca.

Justificación: La notificación es un acto procesal cuya importancia radica 
en que las partes conozcan de las actuaciones realizadas en el juicio, a 
efecto de que tengan preciso su contenido y las consecuencias inherentes 
y, en su caso, estén en aptitud de impugnarlas si las consideran lesivas a 
sus intereses a través del incidente de nulidad. Sin embargo, tratándose de 
juicios ejecutivos mercantiles, el Código de Comercio es omiso en regular 
ese incidente, por lo que en aras de otorgar seguridad jurídica y de garan­
tizar que no se consuman actos de manera irremediable en perjuicio de la 
parte que no tuvo conocimiento de las actuaciones correspondientes por 
no existir un recurso mediante el cual pueda hacer valer sus pretensiones, 
debe observarse lo que establece el artículo 1054 del Código de Comercio, 
que señala que los juicios mercantiles se regirán por las disposiciones del 
propio código o, en su defecto, se aplicará supletoriamente el Código Federal 
de Procedimientos Civiles y, en caso de que éste no regule suficientemente 
la institución cuya supletoriedad se requiera, se podrá aplicar la ley de proce­
dimientos local respectiva. Por tanto, si el Código Federal de Procedimien­
tos Civiles tampoco contempla expresamente el plazo para promover el 
incidente de nulidad de actuaciones, se debe atender al Código de Proce­
dimientos Civiles para el Estado de Oaxaca, que en su artículo 74 esta­
blece que la nulidad de una actuación debe reclamarse en la actuación 
subsecuente en que comparezca la parte afectada, a partir de que se evi­
dencie o desprenda que tuvo conocimiento de la notificación irregular; de ahí 
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que sean inaplicables los artículos 1079, fracción VI, del Código de Comer­
cio y 297, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Civiles para la 
fijación del plazo de que se trata.

1a./J. 120/2023 (11a.)

Amparo en revisión 97/2022. 21 de junio de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez.

Tesis de jurisprudencia 120/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE AHORRO PARA EL RETIRO. SUS 
OBLIGACIONES COMO PARTE DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegra­
ción de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro 
para el retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara 
una disposición con base en una deuda derivada de un contrato de aper­
tura de crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al consi­
derar que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. 
El actor promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución 
reclamada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital 
para una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
negó el amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario 
en términos del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
reitera el papel del sistema de ahorro para el retiro como un régimen de 
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orden público y de interés social aplicable a todas las entidades participan­
tes en los sistemas de ahorro de seguridad social, tales como: instituciones 
de crédito, administradoras de fondos para el retiro, sociedades de inver­
sión especializadas de fondos para el retiro, empresas operadoras, empresas 
que presten servicios complementarios o auxiliares y las entidades recep­
toras de los recursos individuales de cada trabajador. En este sentido, los 
beneficiarios tienen derecho a contratar con estas instituciones para el 
manejo de sus fondos de retiro, pero forman parte de un sector privado que 
presta servicios de seguridad social –en las que el Estado mantiene su 
responsabilidad de supervisión– y deben atender a la naturaleza de sus 
fondos como de previsión social. Por lo tanto, estas entidades están obligadas 
a procurar que los trabajadores puedan ejercer plenamente los derechos 
relacionados con su cuenta individual, así como promover la administra­
ción transparente de los recursos que tengan a su favor, otorgar los derechos 
consagrados en el contrato respectivo y a entregar los recursos acumu­
lados de conformidad con lo previsto en las leyes de seguridad social y en 
los términos establecidos.

Justificación: El derecho a la seguridad social contenido en los artículos 9 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 
26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 22 y 25.1 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos; 17 y 18 de la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Perso­
nas Mayores, es garantizado por el Estado a través del sistema público para 
el retiro y de la supervisión de los servicios brindados por terceros. En el 
retiro por edad avanzada existe una obligación específica de adoptar medi­
das que faciliten la jubilación con la participación de empleadores, trabaja­
dores y otros interesados, lo que reitera la responsabilidad del Estado de 
brindar los servicios de seguridad social de conformidad con la ley y el 
parámetro de derechos humanos, así como de evitar que una tercera parte 
lleve a cabo cualquier medida que interfiera en el derecho de una persona 
a la seguridad social.

1a./J. 121/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 
29 de marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas 
Castillo.

Tesis de jurisprudencia 121/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. COMPRENDE TAMBIÉN AL DERE­
CHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración 
de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro para el 
retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara una dis­
posición con base en una deuda derivada de un contrato de apertura de 
crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar 
que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución recla­
mada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital para 
una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el derecho de acceso a la justicia también forma parte del 
derecho a la seguridad social, por lo que las personas o grupos que hayan 
sido víctimas de una violación a ese derecho deben tener acceso a recur­
sos judiciales o de otro tipo eficaces tanto en el plano nacional como en el 
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internacional. Así, la obligación del Estado de asegurar la eficacia del dere­
cho de acceso a la justicia es especialmente importante tratándose de los 
derechos de grupos potencialmente vulnerables como las personas mayo­
res, pues una afectación arbitraria podría privar a la persona del goce de 
un nivel de vida adecuado y el subsecuente ejercicio de otros derechos 
fundamentales, además de imponer cargas injustificadas para las familias 
u otras personas cercanas a las personas de edad avanzada; lo que se tra­
duce en que el derecho a la seguridad social debe ser justiciable, autó­
nomo y garantizado por las autoridades jurisdiccionales en el ámbito de 
sus competencias.

Justificación: El derecho a la seguridad social está reconocido por los artícu­
los 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 
26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 22 y 25.1 de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos; así como por el 17 de la 
Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos 
de las Personas Mayores. Este derecho debe ser asegurado jurisdiccional­
mente en conjunción con el parámetro constitucional del derecho de acceso 
a la justicia, pues dotar de efectividad al contenido sustantivo es parte esen­
cial de las obligaciones adquiridas por el Estado Mexicano.

1a./J. 122/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 122/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHO A RECIBIR UNA PENSIÓN POR JUBILACIÓN. FORMA 
PARTE DEL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegra­
ción de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro 
para el retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara 
una disposición con base en una deuda derivada de un contrato de aper­
tura de crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al consi­
derar que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. 
El actor promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución 
reclamada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital 
para una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
negó el amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en 
términos del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el derecho a contar con una pensión es una dimensión del 
derecho a la seguridad social en tanto responde a la necesidad de una red 
colectiva para sostener a aquel miembro de la sociedad que esté en una 
situación en la que no le es posible procurarse los medios necesarios para 
asegurarse una vida, salud y niveles económicos decorosos en su vejez o 
ante eventos que lo priven de su posibilidad de trabajar. Dentro de esta 
perspectiva, la pensión jubilatoria es una medida de seguridad social y 
un derecho para el trabajador que se constituye durante su vida activa, bajo el 
presupuesto de que las personas mayores podrían no tener acceso a los 
medios para procurar su subsistencia digna en igualdad de condiciones 
que el resto de la población, por lo que existe una razón de peso para la 
protección de la pensión jubilatoria en contra de afectaciones injustificadas 
y la obligación del Estado de promover y supervisar todo sistema de seguri­
dad social y otros mecanismos públicos y privados de protección a la dignidad 
humana.

Justificación: De manera específica, el derecho a la seguridad social, como 
parte del derecho a la vida digna, está previsto en el artículo 17 de la Con­
vención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de 
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las Personas Mayores y, de manera general en los artículos 9 del Pacto Inter­
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; XVI de la Declara­
ción Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 26 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; y 22 y 25.1 de la Declaración Univer­
sal de los Derechos Humanos. Así, se evidencia el compromiso internacio­
nal del Estado Mexicano de implementar una política de seguridad social 
eficiente y otorgar los recursos necesarios para la consecución de este 
derecho; así como de los órganos encargados de la impartición de justicia, 
en el ámbito de sus competencias, de hacerlo valer.

1a./J. 123/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 123/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL Y A UNA VIDA DIGNA. IMPLICA EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES ESTATALES DE PROMOVERLO, 
RESPETARLO, PROTEGERLO Y GARANTIZARLO, INCLUSO CUANDO 
SE TRATA DE SERVICIOS BRINDADOS POR ACTORES PRIVADOS.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración 
de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro para 
el retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara una 
disposición con base en una deuda derivada de un contrato de apertura de 
crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar 
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que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución recla­
mada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital para 
una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el alcance del derecho a la seguridad social y a una vida 
digna, como cualquier otro derecho humano, implica el cumplimiento de las 
obligaciones estatales de promoverlo, respetarlo, protegerlo y garantizarlo, 
incluso cuando se trata de servicios brindados por actores privados. Asi­
mismo, el Estado mantiene su deber de satisfacer el derecho a la seguridad 
social previniendo cualquier medida que interfiera con este derecho de 
manera arbitraria o poco razonable, ya sea por agentes públicos o priva­
dos, pues conserva la responsabilidad de supervisión y fiscalización de los 
servicios destinados a la seguridad social. Ahora bien, la eficacia del derecho 
a la seguridad social implica actos positivos y negativos, pues el Estado 
puede violar este derecho a través de actos de omisión cuando las autorida­
des no adoptan las medidas suficientes y apropiadas para su ejercicio, tales 
como la no regulación de las actividades de los particulares, grupos, empre­
sas u otras entidades para impedirles la violación de derechos y el no suprimir 
con prontitud los obstáculos que restrinjan el ejercicio inmediato del derecho 
a la seguridad social.

Justificación: El derecho a la seguridad social está reconocido en los artícu­
los 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 
26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 22 y 25.1 de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Específicamente sobre el 
retiro, como parte de la seguridad social en la edad avanzada, los artículos 
17 y 18 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Dere­
chos Humanos de las Personas Mayores establecen la obligación del Estado 
de adoptar medidas que faciliten la jubilación con la participación de emplea­
dores, trabajadores y otros interesados. De esta manera, se establece el 
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compromiso internacional del Estado Mexicano de adoptar una política de 
seguridad social eficiente en la que se verifique la responsabilidad de que 
los agentes del sector privado no pongan en peligro el sistema de seguri­
dad social y se garanticen sus prestaciones en condiciones de igualdad, 
accesibilidad y suficiencia.

1a./J. 124/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 124/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO DE LAS PERSONAS DE EDAD AVANZADA A CONTAR CON 
UN MÍNIMO VITAL. AMERITA UNA PROTECCIÓN ESTATAL ESPECIAL 
PARA IDENTIFICAR Y SUBSANAR POSIBLES CONDICIONES DE VULNE­
RABILIDAD.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegra­
ción de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro 
para el retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara una 
disposición con base en una deuda derivada de un contrato de apertura de 
crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar 
que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución recla­
mada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital para 
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una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que los mecanismos destinados al retiro constituyen una materia­
lización del derecho a contar con un mínimo vital y del respeto a la dignidad 
humana que fundamenta nuestro ordenamiento. Ahora bien, en la medida que 
estos mecanismos de retiro conforman una garantía del mínimo vital desti­
nados a la supervivencia en la edad avanzada, de acuerdo con una perspec­
tiva de persona mayor, ameritan una protección estatal especial para identificar 
y subsanar posibles condiciones de vulnerabilidad.

Justificación: El derecho a contar con un mínimo vital durante la edad avan­
zada se deriva del derecho general a contar con una vida digna contenido 
en el artículo 1o. constitucional y de los derechos al goce efectivo del derecho 
a la vida y a vivir con dignidad en la vejez previstos en el artículo 6 de la 
Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos 
de las Personas Mayores. El derecho a contar con un mínimo vital resulta 
esencial porque busca salvaguardar los medios básicos para la subsistencia, 
tiene un impacto en la consecución de otros derechos como a la alimen­
tación, salud y vivienda, y, además, garantiza una igualdad sustantiva entre 
los individuos, pues sólo aquellos con sus necesidades mínimas satisfechas 
cuentan con la libertad para desarrollar su plan de vida y para participar en 
una sociedad democrática.

1a./J. 125/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.
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Tesis de jurisprudencia 125/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN JUBILATORIA O DE CESANTÍA POR EDAD AVANZADA. AME­
RITA LA MISMA PROTECCIÓN JURÍDICA QUE EL SALARIO.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegra­
ción de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro 
para el retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara una 
disposición con base en una deuda derivada de un contrato de apertura de 
crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar 
que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución recla­
mada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital para 
una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la pensión jubilatoria o de cesantía por edad avanzada consti­
tuye una dimensión del derecho al salario y merece las mismas protecciones 
constitucionales en lo que resulten aplicables, por lo que las jubilaciones, pen­
siones y haberes de retiro deben exceptuarse de embargo, compensación 
o descuento y no pueden ser objeto de afectaciones no previstas en la ley o 
mediante declaración judicial. Ahora bien, derivado de las dificultades para 
generar ingresos en una edad avanzada, se crea una condición de vulnera­
bilidad que requiere de un estudio para juzgar la admisibilidad del detrimento 
de los recursos y acordar condiciones justas de pago, por lo que cual­
quier descuento o embargo debe ser ponderado de forma cuidadosa a fin de 
preservar el mínimo vital de los trabajadores jubilados, pues cualquier 
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restricción podría afectar arbitrariamente la satisfacción de sus necesida­
des básicas y las de su familia.

Justificación: La inadmisibilidad de la afectación del salario y de la pensión 
jubilatoria o de cesantía por edad avanzada está contenida en el artículo 
123, apartado A, fracción VIII y, apartado B, fracción VI, constitucional, que 
protege a los trabajadores de conceptos como deducciones, retenciones, 
descuentos, embargos y cesiones más que las excepciones previstas de 
manera previa, de lo que se deriva la necesidad de cumplir con un compo­
nente de legalidad y seguridad jurídica; en conjunción con su derecho a 
contar con una vida digna durante la edad avanzada, contenido en los 
artículos 1o. constitucional y 6 de la Convención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.

1a./J. 126/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 126/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PERSPECTIVA DE DERECHOS HUMANOS APLICABLE A LAS PERSO­
NAS MAYORES.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegra­
ción de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro 
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para el retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara 
una disposición con base en una deuda derivada de un contrato de apertu­
ra de crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al consi­
derar que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. 
El actor promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución 
reclamada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital 
para una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
negó el amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en 
términos del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
reconoce la necesidad de adoptar una perspectiva de derechos humanos 
aplicada a las personas mayores consistente en un sistema de reglas y prin­
cipios que reconozca a la edad avanzada como una condición que puede 
generar discapacidad y dependencia, en la que las personas mayores 
podrían no tener acceso al goce y ejercicio de sus derechos fundamen­
tales en igualdad de condiciones que el resto de la población. Al respecto, 
si bien el ser una persona mayor no es sinónimo de ser vulnerable, resulta 
innegable que dentro de este grupo existen personas con una multiplicidad 
de circunstancias de vida que podrían ameritar una protección jurídica espe­
cial. Esta perspectiva de derechos humanos de la persona mayor implica 
un deber jurisdiccional de conciliar los principios de autonomía personal y de 
protección al prestar un cuidado específico a los actos que pongan en riesgo 
su dignidad humana, especialmente a la vulneración de aquellos derechos 
más susceptibles durante la edad avanzada, como el derecho al mínimo 
vital, a la seguridad social y a un recurso judicial efectivo, y según las caracte­
rísticas que determinan esta etapa como las condiciones de salud y la exis­
tencia de redes de apoyo; así como de la intersección con otros factores 
como la condición socioeconómica, el género, la religión o el grupo étnico 
de pertenencia.

Justificación: Esta perspectiva de persona mayor deriva de la interpretación 
de las obligaciones adoptadas por el Estado Mexicano acerca de la tutela 
especial que podrían requerir las personas de edad avanzada en situación 
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de vulnerabilidad, conforme a los artículos 1o. constitucional, 6 de la Conven­
ción Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores y 26 de la Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos, pues existe una demanda enfatizada de inclusión a fin de que las per­
sonas mayores puedan tener acceso a los servicios sociales y jurídicos que 
les aseguren mayores niveles de autonomía y dignidad.

1a./J. 127/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 127/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SISTEMA DE AHORRO PARA EL RETIRO. LAS ADMINISTRADORAS 
TIENEN LA OBLIGACIÓN DE EVITAR CONFLICTOS DE INTERÉS.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración 
de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro para el 
retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara una dispo­
sición con base en una deuda derivada de un contrato de apertura de cré­
dito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar que 
había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución recla­
mada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital para una 
vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo 
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porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos del 
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las entidades que conforman el sistema de ahorro para el 
retiro del sector privado, por ley, cuentan con una limitación en su objeto 
social a las actividades estrechamente relacionadas con la administración 
e inversión de los recursos para el retiro y que deben operar de manera 
independiente de las actividades ordinarias de otras entidades financieras 
como las instituciones de crédito. Entonces, si bien se trata de sociedades en 
el ámbito financiero, sus relaciones con otras entidades –específicamente si 
tienen nexos patrimoniales, de control administrativo o pertenecen al mismo 
grupo financiero– deben evitar el uso indebido de información privilegiada 
y posibles conflictos de interés, pues su libertad para celebrar negocios jurí­
dicos está restringida normativamente. En este sentido, los contratos que 
celebren las entidades administradoras con cualquier empresa con la 
que tengan nexos deberán ser sometidos a la aprobación para verificar que 
se ajustan a las condiciones existentes en el mercado para actos similares 
y que no existe un beneficio extraordinario a favor de la empresa con la que 
se pretende contratar, como adquirir valores y otorgar contraprestaciones 
superiores a las que hubieran pagado partes independientes.

Justificación: El derecho a la seguridad social contenido en los artículos 9 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; XVI 
de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 26 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 22 y 25.1 de la Decla­
ración Universal de los Derechos Humanos; 17 y 18 de la Convención Inter­
americana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores, es garantizado por el Estado a través del sistema público para el 
retiro y de la supervisión de los servicios brindados por terceros. De ahí que 
debe reiterarse que el sistema de ahorro para el retiro es un régimen de 
orden público y de interés social, aplicable a todas las entidades participan­
tes, lo que justifica las restricciones anteriores contenidas en los artículos 
64, 65, 70 y 100 de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro.

1a./J. 128/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 128/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO DE LAS PERSONAS DE EDAD AVANZADA A ACCEDER A LA 
SEGURIDAD SOCIAL. CONLLEVA EL DERECHO A TOMAR DECISIONES 
SOBRE SU PENSIÓN JUBILATORIA.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración 
de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro para el 
retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara una dis­
posición con base en una deuda derivada de un contrato de apertura de 
crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar 
que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución recla­
mada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital para una 
vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el derecho de las personas a acceder a la seguridad social 
durante la edad avanzada conlleva un derecho a tomar decisiones sobre su 
pensión jubilatoria, de acuerdo con una perspectiva de derechos humanos 
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de las personas mayores como extensión de su libertad individual. Lo ante­
rior es así, en primer lugar, porque este derecho se refleja como un recono­
cimiento de la autonomía para elegir planes, servicios o cualquier medida 
disponible para asegurar sus ingresos durante la edad avanzada, ya sea de 
la iniciativa pública, privada e incluso ambas, según lo consideren conve­
niente a sus planes de vida y sin perder el carácter de seguridad social; y, en 
segundo, la naturaleza patrimonial del haber de retiro implica necesariamente 
un derecho de propiedad adquirido, por lo que existe una expectativa legí­
tima de uso, goce y disposición de este dinero, un derecho que amerita una 
protección especial por su carácter sustitutivo del salario; y, tercero, implica 
una obligación de las administradoras de fondos de inversión de procurar que 
los beneficiarios puedan ejercer plenamente los derechos relacionados con 
su cuenta –pues los recursos permanecen como propiedad individual– de 
otorgar una gestión transparente y de entregar los recursos acumulados 
de conformidad con lo previsto en las leyes de seguridad social y en los tér­
minos correspondientes. Es por ello por lo que cualquier injerencia debe 
ser sopesada con la protección al mínimo vital de las personas mayores y 
al derecho de decidir sobre su patrimonio y realizarse conforme a las forma­
lidades esenciales del procedimiento.

Justificación: El derecho a la seguridad social contenido en los artículos 9 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; XVI 
de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 26 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 22 y 25.1 de la Decla­
ración Universal de los Derechos Humanos; 17 y 18 de la Convención Inter­
americana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores; y el derecho a la propiedad, que establecen los artículos 14 y 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21 de la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos, configuran el derecho a tomar 
decisiones sobre el patrimonio que conforma la jubilación, sin sufrir de restric­
ciones arbitrarias y a contar con recursos judiciales eficaces para remediar 
su afectación injustificada.

1a./J. 129/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 129/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CLÁUSULAS ABUSIVAS EN CONTRATOS DE ADHESIÓN CELEBRADOS 
CON INSTITUCIONES BANCARIAS QUE ESTIPULEN UN DERECHO 
DE COBRO DE LOS CRÉDITOS A CARGO DE CUALQUIER CUENTA DIS­
TINTA A LA QUE SE CONTRATA ORIGINALMENTE. DEBE DECLARARSE 
SU NULIDAD PUES CONFIGURA UN PACTO COMISORIO EN CONTRA­
TOS DE CRÉDITO.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegra­
ción de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro 
para el retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara 
una disposición con base en una deuda derivada de un contrato de aper­
tura de crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al consi­
derar que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. 
El actor promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución 
reclamada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital 
para una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
negó el amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en 
términos del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que debe declararse la nulidad de las cláusulas en los contratos 
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de adhesión en las que las instituciones bancarias estipulen un derecho de 
cobro de los créditos a cargo de cualquier cuenta distinta a la que se con­
trata originalmente, pues configura un pacto comisorio inadmisible en el que 
las partes no están en igualdad de condiciones para negociar debido a la 
naturaleza asimétrica de las relaciones de consumo y no puede hablarse de 
una libertad para decidir sobre la liberación de las obligaciones. De tal forma, 
este tipo de cláusulas pretenden que la institución obvie los procesos legales 
de cobro como medidas de mediación con los organismos estatales de 
supervisión financiera o un procedimiento mercantil ordinario en el que la 
autoridad judicial determine la procedencia de sus pretensiones y el subse­
cuente proceso de ejecución. Asimismo, la inadmisibilidad de este tipo de 
cláusulas radica en que pactan una prerrogativa para disponer automática­
mente de derechos futuros e inciertos; o de recursos que podrían no ser 
disponibles para el usuario o de naturaleza inembargable; establecen obliga­
ciones de pago sin los elementos mínimos de exigibilidad como el tiempo y 
modo; limitan la posibilidad de negociación de un plan de pagos proporcional 
a la capacidad de pago y al mínimo vital del usuario; evita la libre disposición 
de la propiedad privada y coarta libertades económicas; todo sin respetar 
las garantías mínimas para la afectación de los derechos individuales y al 
debido proceso.

Justificación: Los contratos de apertura de crédito son contratos de adhesión 
sujetos al régimen de orden público y protección de los intereses colectivos 
establecido en los artículos 1o. de la Ley de Instituciones de Crédito y 3o. 
de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. Esto 
significa que, si bien los contratos de adhesión son elaborados unilateral­
mente por las instituciones bancarias y aceptados por los usuarios como 
condición para acceder a un servicio, deben sujetarse a los requisitos de 
las leyes aplicables y no contener cláusulas abusivas o estipulaciones con­
fusas que no permitan conocer el alcance de las obligaciones presentes 
o futuras de los contratantes. En este sentido, estas cláusulas resultan con­
trarias al contenido de los párrafos IV y V de las Disposiciones de Carácter 
General en Materia de Cláusulas Abusivas Contenidas en los Contratos de 
Adhesión emitidas por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa 
de los Usuarios de Servicios Financieros y resultan equivalentes a una ejecu­
ción forzosa, contraria a los derechos humanos a la propiedad, al debido 
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proceso y a la protección de los intereses del consumidor en términos del 
artículo 28 constitucional.

1a./J. 130/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 130/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CLÁUSULAS ABUSIVAS EN CONTRATOS DE ADHESIÓN. SON ESTIPU­
LACIONES QUE CAUSAN UN DESEQUILIBRIO DE DERECHOS U OBLIGA­
CIONES EN PERJUICIO DEL USUARIO O CONSUMIDOR.

Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración 
de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro para el 
retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara una dis­
posición con base en una deuda derivada de un contrato de apertura de 
crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar 
que había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución recla­
mada vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital para 
una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó 
el amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en tér­
minos del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las cláusulas abusivas en un contrato de adhesión son aque­
llas estipulaciones que causen un desequilibrio de derechos u obligaciones 
en perjuicio del usuario o consumidor y en las que éstos no han podido 
influir en su contenido ni negociar individualmente, dado que se determinan 
unilateralmente por las entidades proveedoras de bienes y servicios. Este 
tipo de contratación refleja la naturaleza asimétrica que existe entre las 
partes, pues el usuario o consumidor se encuentra en una situación de 
desventaja tanto en la capacidad de negociación como en el nivel de infor­
mación o derivada de la necesidad de contratar algún servicio esencial o 
que represente un interés económico importante, pero cuyo régimen esté 
regulado por una normativa compleja y poco conocida por los particulares, 
como los servicios de ahorro para el retiro. De ahí, la importancia de compen­
sar la situación de desequilibrio mediante la intervención del ordenamiento 
jurídico a través de controles administrativos o judiciales en favor de los 
consumidores afectados, especialmente cuando el objeto de la contratación 
afecte desproporcionadamente los derechos humanos de los usuarios.

Justificación: La celebración de contratos de adhesión debe ceñirse a las 
mejores prácticas mercantiles y estar sujeta al régimen de orden público y 
protección de los intereses colectivos, lo que implica la obligación de abste­
nerse de incluir cláusulas abusivas, conforme a lo establecido en los artículos 
1o. de la Ley de Instituciones de Crédito y 3, 56, 56 Bis y 57 de la Ley de 
Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, así como de abste­
nerse de limitar injustificadamente los derechos de los usuarios o establecer 
obligaciones indeterminables. En esta línea, las cláusulas abusivas resultan 
contrarias a los derechos humanos a la propiedad y a la protección de los 
intereses del consumidor en términos del artículo 28 constitucional, por lo que 
deben tenerse como no puestas.

1a./J. 131/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 
29 de marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para 
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formular voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael 
Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 131/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS LEGÍTIMO DE LAS ASOCIACIONES CIVILES DEFENSORAS 
DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MIGRANTES PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO. SE ACREDITA BAJO LA CONSIDE­
RACIÓN DE QUE ESTOS DERECHOS TIENEN UNA DIMENSIÓN COLEC­
TIVA, QUE SE PROYECTA SOBRE SU OBJETO SOCIAL. 

Hechos: Una asociación civil, cuyo objeto social es la protección y defensa 
de los derechos humanos de las personas migrantes, promovió juicio de 
amparo indirecto contra los comunicados que emitió el gobierno de México 
como respuesta a la política migratoria implementada por el gobierno de 
los Estados Unidos de América. A través de esos actos se aceptó recibir 
en la República Mexicana, de forma temporal, a las personas migrantes soli­
citantes de asilo en aquel país, mientras esperan la resolución de su pro­
cedimiento. Asimismo, la asociación civil señaló como actos reclamados 
diversas omisiones administrativas en torno a la falta de expedición y publi­
cación de parámetros y lineamientos respecto a la recepción de esas perso­
nas migrantes. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar, por 
una parte, que la asociación civil carecía de interés legítimo para promo­
ver el juicio de amparo y, por la otra, que los actos reclamados correspon­
dían a la facultad exclusiva del Presidente de la República de dirigir la 
política exterior y, por lo tanto, no eran susceptibles de control constitucio­
nal. En desacuerdo con esa sentencia, la asociación civil interpuso recurso 
de revisión, el cual fue atraído por la Primera Sala de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.
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Criterio jurídico: El derecho de las personas migrantes, en especial de los 
niños, de las niñas y de las mujeres, no sólo tiene una dimensión individual, 
sino también una colectiva que se proyecta sobre una red de relaciones 
jurídicas que involucran a la sociedad civil y que se reflejan en el deber 
correlativo que tienen todas las personas para tomar en consideración el 
interés superior de la niñez y el ejercicio efectivo de los derechos de las 
mujeres. Por lo tanto, las asociaciones civiles cuyo objeto social sea la protec­
ción de los derechos humanos de las personas migrantes, cuentan con interés 
legítimo para reclamar a través del juicio de amparo los actos o las omisio­
nes que afecten los derechos de estas colectividades, pues existe una espe­
cial situación frente al orden jurídico que les permitiría beneficiarse ante la 
probable concesión del amparo.

Justificación: En los asuntos en los que esta Primera Sala ha considerado 
actualizado el interés legítimo para las asociaciones civiles es posible obser­
var, como elemento común, que todos versan sobre la dimensión difusa 
o colectiva de los derechos implicados y, por ende, de una estructura jurí­
dica compleja de los derechos invocados.

Los derechos suelen tener dos dimensiones: una individual, que consiste 
en la libertad o prestación aprovechable en lo individual sólo por su titular, y 
otra colectiva o pública, que consiste en todas aquellas actividades, deberes 
y prerrogativas involucradas alrededor de la primera dimensión.

Así, para evaluar el interés legítimo de una asociación civil en el juicio de 
amparo, debe partirse de la naturaleza del derecho implicado y de su rela­
ción particular con el objeto social de la misma (su estructura compleja, su 
plano social, su carácter de bien público o alguna característica análoga).

En ese sentido, el derecho de las personas migrantes, en especial de los 
niños, de las niñas y de las mujeres, no sólo tiene una dimensión individual, 
sino también una colectiva, que se proyecta sobre una red de relaciones 
jurídicas que involucran a la sociedad civil y que se reflejan en el deber 
correlativo que tienen todas las personas para tomar en consideración el 
interés superior de la niñez y el ejercicio efectivo de los derechos de las 
mujeres, así como en participar en los procesos de transformación social 
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para revertir las estructuras políticas, sociales y políticas que históricamente 
han excluido a las personas migrantes como un grupo vulnerable.

Por ende, las asociaciones civiles que se constituyan con la finalidad de 
proteger los derechos humanos de los grupos en situación de vulnerabili­
dad (como lo es la población migrante), particularmente el derecho a que 
reciban asesoría y acompañamiento jurídico, cuentan con la posibilidad de 
que, ante la probable concesión del amparo, se actualice un beneficio tan­
gible tanto para la asociación como para la colectividad que defiende, tradu­
cido en la observancia de esos derechos de la población migrante.

Impedir a las asociaciones el acceso al juicio de amparo implicaría que incum­
plieran uno de los fines para los que fueron creadas, o bien, incidiría en las 
condiciones en las que las asociaciones dan cumplimiento a dichos fines.

1a./J. 132/2023 (11a.)

Amparo en revisión 302/2020. Instituto para las Mujeres en la Migración A.C. 
26 de octubre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez y Karina Castillo Flores.

Tesis de jurisprudencia 132/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

POLÍTICA MIGRATORIA. DIFERENCIAS ENTRE LA POLÍTICA EXTERIOR 
Y LA INTERNA PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO. 
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Hechos: Una asociación civil, cuyo objeto social es la protección y defensa 
de los derechos humanos de las personas migrantes, promovió juicio de 
amparo indirecto en contra de los comunicados que emitió México como 
respuesta a la política migratoria implementada por el gobierno de los 
Estados Unidos de América. A través de esos actos se aceptó recibir en la 
República Mexicana, de forma temporal, a las personas migrantes solici­
tantes de asilo en aquel país, mientras esperan la resolución de su proce­
dimiento. Asimismo, la asociación civil señaló como actos reclamados diversas 
omisiones administrativas en torno a la falta de expedición y publicación de 
parámetros y lineamientos respecto a la recepción de esas personas migran­
tes. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar, por una parte, 
que la asociación civil carecía de interés legítimo para promover el juicio de 
amparo y, por la otra, que los actos reclamados correspondían a la facultad 
exclusiva del Presidente de la República de dirigir la política exterior y, por 
lo tanto, no eran susceptibles de control constitucional. En desacuerdo con 
esa sentencia, la asociación civil interpuso recurso de revisión, el cual fue 
atraído por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La política migratoria tiene una faceta externa y otra interna 
que, aunque están íntimamente relacionadas, generan efectos jurídicos a 
distintos destinatarios, pues mientras la primera se dirige principalmente 
a la relación con otros Estados, la segunda está dirigida a las personas y a los 
grupos de una misma sociedad estatal. Por lo anterior, el juicio de amparo 
indirecto procede únicamente en contra de actos que deriven de la política 
migratoria interior. En cambio, es improcedente en contra de actos derivados 
de la política migratoria exterior, pues ésta alude a la posición oficial que un 
Estado adopta en el ámbito global y permite la vinculación entre la comuni­
dad internacional la cual, en términos de lo dispuesto por el artículo 89, 
fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es 
facultad exclusiva del Presidente de la República.

Justificación: La política interna y la política exterior de un Estado están 
estrechamente vinculadas, pues ambas se interfieren mutuamente, en tanto 
constituyen facetas de una misma realidad política de un país.
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La política interna se refiere a las medidas que toma un gobierno para enfren­
tar alguna situación en su país, así como el establecimiento de normas e 
instituciones encargadas de llevar a cabo las acciones respectivas. La exte­
rior, por su parte, alude a la posición que adopta un Estado en el ámbito 
global, así como a las medidas que ejercen los organismos internacionales.

La diferencia entre ambas responde, entonces, a la diversidad de formas 
y órganos que participan en la elaboración de una y otra, así como a sus 
diferentes destinatarios. Mientras la política interior se dirige a las personas y 
a los grupos de una misma sociedad estatal, la política exterior está orien­
tada principalmente a permitir la vinculación entre Estados.

En ese sentido, la política exterior en materia de migración atiende a la 
adopción de posicionamientos de un Estado que trascienden sus fronteras, 
pues está encaminada a regular, desde un ámbito de soberanía, la rela­
ción con otros Estados para atender y resolver cuestiones de movilidad 
humana. Por ende, en términos de los artículos 89, fracción X, y 76, fracción I, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, corresponde de 
manera exclusiva al Ejecutivo Federal dirigir la política exterior, a través 
de las Secretarías de Estado correspondientes, y al Senado de la Repú­
blica analizar el desarrollo de dicha política. En ese sentido, no puede ser 
analizada en abstracto en vía jurisdiccional, pues le corresponde al Senado 
ejercer la revisión de la política exterior adoptada por el Estado Mexicano 
en materia de migración.

En cambio, la política interior en materia migratoria está relacionada con las 
acciones respectivas que toma el Estado dentro de su país, como concre­
ción de las decisiones adoptadas en el ámbito externo. Así, la formulación 
y dirección de la política migratoria interior corresponde a la Secretaría de 
Gobernación, mediante la elaboración de estrategias, programas, proyec­
tos y acciones específicas emitidas mediante disposiciones administra­
tivas de carácter general publicadas en el Diario Oficial de la Federación, 
la cual, al no ser facultad exclusiva del Ejecutivo, puede ser analizada en 
abstracto en la vía jurisdiccional.

1a./J. 133/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 302/2020. Instituto para las Mujeres en la Migración A.C. 
26 de octubre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez y Karina Castillo Flores.

Tesis de jurisprudencia 133/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROGRAMA DE COOPERACIÓN BILATERAL EN MATERIA DE MIGRA­
CIÓN DENOMINADO "QUÉDATE EN MÉXICO". PRECISIÓN DE LOS ACTOS 
QUE SON SUSCEPTIBLES DE CONTROL CONSTITUCIONAL MEDIANTE 
EL JUICIO DE AMPARO. 

Hechos: Una asociación civil, cuyo objeto social es la protección y defensa 
de los derechos humanos de las personas migrantes, promovió juicio de 
amparo indirecto contra los comunicados que emitió el gobierno de México 
como respuesta a la política migratoria implementada por el gobierno de 
los Estados Unidos de América. A través de esos actos se aceptó recibir en la 
República Mexicana, de forma temporal, a las personas migrantes solicitan­
tes de asilo en aquel país, mientras esperan la resolución de su procedimiento. 
Asimismo, la asociación civil señaló como actos reclamados diversas omi­
siones administrativas en torno a la falta de expedición y publicación de 
parámetros y lineamientos respecto a la recepción de esas personas migran­
tes. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar, por una parte, 
que la asociación civil carecía de interés legítimo para promover el juicio de 
amparo y, por la otra, que los actos reclamados correspondían a la facultad 
exclusiva del Presidente de la República de dirigir la política exterior y, por 
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lo tanto, no eran susceptibles de control constitucional. En desacuerdo con 
esa sentencia, la asociación civil interpuso recurso de revisión, el cual fue 
atraído por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: Los comunicados y las declaraciones en las que el gobierno 
mexicano informa su postura oficial en cuanto a la recepción de personas 
extranjeras en el país, mientras esperan la resolución de sus procesos de 
asilo en otro país constituyen actos de política exterior, por lo que no pueden 
reclamarse en el juicio de amparo indirecto. Sin embargo, esto no ocurre 
con la instrumentación y ejecución del programa, pues ésta sí es susceptible 
de control constitucional en el juicio de amparo, al traducirse en una política 
migratoria que repercute en el ámbito interno del país.

Justificación: En términos de los artículos 89, fracción X, y 76, fracción I, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, corresponde de 
manera exclusiva al Ejecutivo Federal dirigir la política exterior, a través de las 
Secretarías de Estado correspondientes, y al Senado de la República anali­
zar el desarrollo de dicha política.

En ese sentido, los comunicados y las declaraciones emitidas por el gobierno 
mexicano en el marco del Programa "Quédate en México" tienen como fina­
lidad, por una parte, expresar la postura oficial de México de recibir, desde 
un ámbito de soberanía, a personas extranjeras y, por la otra, establecer 
acuerdos bilaterales para tal efecto. De ahí que sea claro que se trata 
de actos que se inscriben en facultades de política exterior que son de 
competencia exclusiva del Presidente de la República, por lo que no pueden 
ser analizados jurisdiccionalmente, pues su revisión únicamente recae 
en el Senado.

Sin embargo, no toda política migratoria que adopte el Estado Mexicano 
constituye, en estricto sentido, política exterior. Lo anterior en virtud de que 
una vez que el titular del Ejecutivo Federal realiza las acciones relacionadas 
con la política exterior en temas migratorios, ello, a su vez, genera efec­
tos diferenciados en el ámbito interno, en cuanto a la formulación, al pro­
ceso de toma de decisiones y a una acción de control de la ejecución de 
esas decisiones.
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Así, tomando en cuenta que la formulación e implementación de la política 
migratoria interior no es facultad exclusiva del Presidente de la República ya 
que, en términos de lo dispuesto por la Ley de Migración y su Reglamento, 
ésta corresponde a la Secretaría de Gobernación, con la participación de 
otras autoridades, sí puede ser revisada jurisdiccionalmente.

1a./J. 134/2023 (11a.)

Amparo en revisión 302/2020. Instituto para las Mujeres en la Migración A.C. 
26 de octubre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez y Karina Castillo Flores.

Tesis de jurisprudencia 134/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA. EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN 
II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE PREVÉ DICHO DELITO, 
NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE MÍNIMA INTERVENCIÓN EN MATE­
RIA PENAL, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL.

Hechos: El apoderado legal de una persona moral omitió informar a las 
autoridades fiscales dentro de los plazos que la ley establece, el impuesto 
sobre la renta que retuvo por concepto de ingresos por salarios y, en general, 
por la prestación de un servicio subordinado. Por tales hechos, fue vinculado 
a proceso por el delito de defraudación fiscal equiparable, previsto en el 
artículo 109, fracción II, del Código Fiscal de la Federación. Inconforme, pro­
movió juicio de amparo indirecto en el que reclamó el auto de vinculación a 
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proceso, así como la inconstitucionalidad de dicho precepto. El Juzgado 
de Distrito del conocimiento negó el amparo respecto de la inconstituciona­
lidad de la ley. En contra de la sentencia se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 109, fracción II, del Código Fiscal de la Fede­
ración, en cuanto prevé que será sancionado con las mismas penas del 
delito de defraudación fiscal a quien omita enterar a las autoridades fisca­
les dentro del plazo que la ley establezca las cantidades que por concepto 
de contribuciones hubiere retenido o recaudado, no transgrede el principio de 
mínima intervención en materia penal o ultima ratio, previsto en el artículo 
22 constitucional, pues su contenido no es desproporcional respecto al bien 
jurídico que tutela.

Justificación: El bien jurídico tutelado que protege el delito de defraudación 
fiscal, ya sea genérico o equiparado, es el sistema de recaudación tributa­
ria, el cual es complejo, ya que abarca tanto al daño como al peligro que 
pueda sufrir la Hacienda Pública en su finalidad de recaudar la materia tribu­
taria y, con ello, perjudicar la obligación del Estado de cumplir con la distri­
bución de la riqueza a través del gasto y los servicios públicos. Ahora bien, 
la recaudación pública y el adecuado funcionamiento del sistema de control 
establecido por la autoridad hacendaria son bienes jurídicos que no pueden 
entenderse si se analizan en forma aislada. Sin presupuesto y sin recur­
sos, el Estado no puede cumplir con sus fines y obligaciones constitucio­
nales, incluyendo la satisfacción progresiva de los derechos humanos y el 
adecuado funcionamiento de las facultades de comprobación que tienen 
un rol central en la prevención de diversos delitos que afectan los derechos 
y los bienes más importantes de los mexicanos. Es precisamente por esa 
circunstancia, que la investigación y sanción de estos delitos puede adqui­
rir, en ciertos casos, un alto riesgo y complejidad, atento a la gravedad de 
estas conductas. Por tanto, el artículo 109, fracción II, del Código Fiscal de la 
Federación cumple con el subprincipio de fragmentariedad, que deriva del 
principio de mínima intervención, ya que busca proteger la recaudación y 
el erario afectados cuando quien retenga o recaude contribuciones omita ente­
rarlas a las autoridades fiscales dentro del plazo que la ley establece. Esto 
es, tiene por objetivo proteger tanto la afectación real como la afectación 



190

Suprema Corte de Justicia de la Nación

potencial que pudo haber sufrido el Estado en su finalidad de recauda­
ción. Asimismo, cumple con el requisito de subsidiariedad, que también 
deriva del principio de ultima ratio, pues en el último párrafo de dicho pre­
cepto se establece que no se formulará querella si quien, encontrándose en 
los supuestos que enumera, entera espontáneamente, con sus recargos, 
el monto de la contribución omitida o del beneficio indebido, antes de que la 
autoridad fiscal descubra la omisión o el perjuicio, o medie requerimiento, 
orden de visita o cualquier otra gestión notificada por la misma, tendiente a 
la comprobación del cumplimiento de las obligaciones fiscales. Como puede 
advertirse, el Estado no hará uso del ius puniendi de manera automática en 
el momento en que el particular incurra en dicha omisión, pues tiene la opor­
tunidad de no ser perseguido por la vía penal si antes de que la autoridad 
fiscal lo descubra, enmienda su situación. En ese sentido, es claro que en 
la hipótesis reclamada sí se recurre primero a otros controles menos gravo­
sos existentes dentro del sistema estatal antes de utilizar –en definitiva– el 
derecho penal.

1a./J. 135/2023 (11a.)

Amparo en revisión 653/2022. Carlos Hernández López. 5 de julio de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 135/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REAPERTURA DE LA INVESTIGACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO PENAL 
ACUSATORIO. EL ARTÍCULO 333 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES QUE LA CONDICIONA A QUE NO SE HAYA INICIADO 
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LA ETAPA INTERMEDIA DEL PROCEDIMIENTO ES CONSTITUCIONAL, YA 
QUE NO TRANSGREDE EL DERECHO A OFRECER PRUEBAS DE LAS 
VÍCTIMAS U OFENDIDOS DEL DELITO.

Hechos: En el año dos mil veintiuno se dictó auto de vinculación a proceso 
a una persona y se fijó el plazo de dos meses para el cierre de la investiga­
ción complementaria. Después, el Ministerio Público formuló acusación y 
la víctima se constituyó como coadyuvante en el proceso. Durante la etapa 
intermedia, uno de los asesores solicitó la ampliación de la investigación 
complementaria, ya que consideró que no existían medios de prueba 
para complementar la acusación ni para cuantificar la reparación del daño. 
Sin embargo, el Juez de Control resolvió negar la petición de reapertura de 
la investigación debido a que ya se había iniciado la etapa intermedia y, por lo 
tanto, no se cumplían los requisitos establecidos en el artículo 333 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. La víctima promovió juicio de am­
paro indirecto en contra de dicho artículo por considerar que niega la posibi­
lidad de ofrecer pruebas. El Juzgado de Distrito del conocimiento determinó, 
por un lado, sobreseer en el juicio y, por otro, negar el amparo; por lo que la 
víctima interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito que 
conoció del asunto reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación para dilucidar el problema de inconstitucionalidad del citado 
artículo 333.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 333 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
en el que se establece una condicionante para que se pueda reabrir la inves­
tigación complementaria, a saber, que no se haya iniciado la etapa intermedia 
del procedimiento penal, no es violatorio del derecho de las víctimas a ofre­
cer pruebas en el procedimiento penal, regulado en el artículo 20, apartado C, 
fracción II, de la Constitución General, pues este derecho se encuentra 
plenamente garantizado por el Código Nacional de Procedimientos Penales, 
en las etapas determinadas, bajo las formas y los plazos regulados en el 
propio código.

Justificación: El derecho de las víctimas en el procedimiento penal acusa­
torio a que se les reciban todos los datos o elementos de prueba con los 
que cuenten, se reconoce en el artículo 20, apartado C, fracción II, de la 
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Constitución General. Por su parte, el Código Nacional de Procedimientos 
Penales prevé la posibilidad de que durante la etapa de investigación el 
imputado, así como la víctima u ofendido, puedan solicitar al Ministerio Público 
todos aquellos actos de investigación que consideren pertinentes y útiles para 
el esclarecimiento de los hechos. En la fase de investigación complemen­
taria, las partes podrán recabar sus fuentes de prueba y profundizar el estudio 
de los datos que obran en la carpeta de investigación, con la finalidad de 
preparar el proceso penal en materia probatoria. Además, la audiencia inter­
media tiene por objeto el ofrecimiento y admisión de medios de prueba. 
En este sentido, durante el desarrollo de la audiencia, el Juez de Control 
concederá el uso de la palabra a las partes para que realicen las solicitudes, 
observaciones y planteamientos que estimen relevantes respecto de la admi­
sión o inadmisión de los medios probatorios ofrecidos. Incluso, el artículo 
338 del Código Nacional de Procedimientos Penales da la posibilidad de 
que la víctima u ofendido se constituyan como coadyuvantes en la acusación 
dentro de los tres días siguientes de la notificación de la acusación formu­
lada por el Ministerio Público. Así, la víctima u ofendido del delito podrán, 
mediante escrito, ofrecer los medios de prueba que estimen necesarios 
para complementar la acusación del Ministerio Público. Por lo tanto, la posi­
bilidad de que la víctima ofrezca datos y medios de prueba tanto en la etapa 
de investigación como en la intermedia está plenamente garantizada en el 
procedimiento penal, bajo las formas y los plazos que establece el Código 
Nacional de Procedimientos Penales.

1a./J. 136/2023 (11a.)

Amparo en revisión 575/2022. Litzi Aguilar Zamudio. 24 de mayo de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 136/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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REAPERTURA DE LA INVESTIGACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO PENAL 
ACUSATORIO. EL ARTÍCULO 333 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES QUE LA LIMITA HASTA ANTES DE QUE INICIE LA 
ETAPA INTERMEDIA ES CONSTITUCIONAL, TODA VEZ QUE SE SUSTENTA 
EN LA LÓGICA DE CIERRE DE ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO Y EN LOS 
PRINCIPIOS DE CONTINUIDAD Y JUSTICIA PRONTA.

Hechos: En el año dos mil veintiuno se dictó auto de vinculación a proceso 
a una persona y se fijó el plazo de dos meses para el cierre de la investiga­
ción complementaria. Después, el Ministerio Público formuló acusación y la 
víctima se constituyó como coadyuvante en el proceso. Durante la etapa 
intermedia, uno de los asesores solicitó la ampliación de la investigación 
complementaria, ya que consideró que no existían medios de prueba 
para complementar la acusación ni para cuantificar la reparación del daño. 
Sin embargo, el Juez de Control resolvió negar la petición de reapertura de 
la investigación debido a que ya se había iniciado la etapa intermedia y, por lo 
tanto, no se cumplían los requisitos establecidos en el artículo 333 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. La víctima promovió juicio 
de amparo indirecto en contra de dicho artículo por considerar que niega la 
posibilidad de ofrecer pruebas. El Juzgado de Distrito del conocimiento 
determinó, por un lado, sobreseer en el juicio y, por otro, negar el amparo; 
por lo que la víctima interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de 
Circuito que conoció del asunto reservó jurisdicción a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para dilucidar el problema de constitucionalidad del 
citado artículo 333.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 333 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les es constitucional, toda vez que se sustenta en la lógica de cierre de 
etapas del procedimiento, así como en el principio de continuidad y justicia 
pronta, ya que sería inviable reabrir la etapa de investigación una vez que 
ha iniciado la etapa intermedia.

Justificación: El artículo 333 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les regula un supuesto para reabrir la investigación complementaria, sin 
embargo, se parte de la premisa fundamental de que no se haya iniciado la 
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etapa intermedia, lo que resulta razonable, pues uno de los principios base del 
sistema procesal acusatorio es el de continuidad. De acuerdo con este prin­
cipio, las partes deben hacer valer sus inconformidades en el momento pro­
cesal oportuno, de lo contrario precluyen sus facultades procesales sin que 
haya la posibilidad de reabrir etapas ya superadas, lo cual tiene una rela­
ción directa con el derecho a una justicia pronta. En efecto, este principio se 
traduce en la obligación de los órganos y las autoridades encargadas de 
su impartición de resolver las controversias ante ellas planteadas dentro de los 
términos y plazos que para tal efecto se establezcan en las leyes. Por lo que 
respecta a los actos materialmente legislativos, la justicia pronta se garantiza 
cuando el legislador establece en las leyes plazos generales, razonables y 
objetivos a los que se deben sujetar tanto la autoridad como las partes en un 
procedimiento. Los plazos previstos para la investigación complementaria 
atienden, entre otras cosas, a la finalidad de que el procedimiento penal en 
su etapa de investigación se lleve a cabo con celeridad, pero respetando los 
principios regulados en el artículo 20 de la Constitución General. Por lo ante­
rior, debe entenderse que el hecho de que el artículo 333 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales establezca la posibilidad de abrir la etapa com­
plementaria "hasta antes de presentada la acusación" es razonable en la 
medida de que cumple con los principios de continuidad del sistema acusa­
torio y con el de justicia pronta. La imposibilidad de reabrir etapas que se 
agotaron tiene como finalidad que los procedimientos penales sean conti­
nuos y no eternos.

1a./J. 137/2023 (11a.)

Amparo en revisión 575/2022. Litzi Aguilar Zamudio. 24 de mayo de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 137/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
EN MATERIA PENAL. SE SURTE CUANDO EN UN AMPARO DIRECTO SE 
RECLAMA LA SENTENCIA DICTADA POR UNA SALA PENAL EN UN 
JUICIO DE RESPONSABILIDAD CIVIL, EN ATENCIÓN A LA NATURALEZA 
DEL ACTO COMBATIDO Y A LA ESPECIALIDAD DE LA AUTORIDAD QUE 
LO RESOLVIÓ. 

Hechos: En términos del artículo 52, fracción VI, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Ciudad de México, una Sala Penal conoció de un juicio 
de responsabilidad civil en contra de una juzgadora en materia penal y la 
absolvió porque no se encontraban probados los elementos de la respon­
sabilidad. Inconforme con esa sentencia, la parte actora promovió juicio de 
amparo directo. Un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Civil recibió la 
demanda, pero declinó su competencia en favor de su homólogo en materia 
penal, pues es quien tiene jurisdicción para conocer de las sentencias defi­
nitivas dictadas por autoridades judiciales en caso de responsabilidad civil. 
El Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Penal no aceptó el conocimiento del 
asunto, pues consideró que únicamente es competente para conocer de jui­
cios de responsabilidad civil siempre que los procesos en los que se funde 
la acción sean derivados de la comisión de un delito y, en el caso, la litis 
se fundó en un juicio ordinario civil.

Criterio jurídico: Los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Penal 
son competentes para conocer del amparo directo promovido en contra de 
una sentencia dictada por una Sala Penal en un juicio de responsabilidad 
civil instruido en contra de una persona juzgadora porque se atiende a la natu­
raleza del acto reclamado y a la especialidad de la autoridad que lo emitió.

Justificación: El artículo 38, fracción I, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación establece que los Tribunales Colegiados de Cir­
cuito en Materia Penal son competentes para conocer de los juicios de 
amparo directo que se promuevan en contra de las sentencias dictadas en 
los juicios de responsabilidad civil pronunciadas por los mismos tribunales 
que conozcan o hayan conocido de los procesos respectivos o por tribuna­
les diversos.



196

Suprema Corte de Justicia de la Nación

De lo anterior, se desprende que en este tipo de casos la competencia se 
fija en atención a la naturaleza intrínseca del acto que se combate y a la espe­
cialidad de la autoridad que lo resolvió.

Este supuesto se cumple cuando el acto reclamado consiste en una sen­
tencia dictada por una Sala Penal, a través de la que se resolvió un juicio 
de responsabilidad civil relacionado con el actuar de una persona juzgadora, 
porque la naturaleza del actuar combatido y la especialidad de la autoridad 
que lo emitió son de la materia penal.

1a./J. 138/2023 (11a.)

Conflicto competencial 279/2022. Suscitado entre el Sexto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito. 18 de enero de 2023. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Ramón Eduardo 
López Saldaña.

Tesis de jurisprudencia 138/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO AL DEPORTE DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
SU PRÁCTICA DEBE GARANTIZARSE EN IGUALDAD DE CONDICIO­
NES CON LAS DEMÁS PERSONAS, POR LO QUE LAS INSTITUCIONES 
DEPORTIVAS PÚBLICAS Y PRIVADAS ESTÁN OBLIGADAS A REALIZAR 
LOS AJUSTES RAZONABLES PARA SU INCLUSIÓN EN LAS CLASES 
ORDINARIAS. 

Hechos: Los padres de un niño diagnosticado con trisomía 21 (síndrome de 
Down) solicitaron a una institución deportiva que su hijo fuera inscrito en las 
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clases ordinarias de natación porque el niño así lo deseaba. Sin embargo, 
la institución negó dicha solicitud al considerar que el niño debía permane­
cer en el grupo de clases adaptadas, en donde tendría como opción la 
participación en las "olimpiadas especiales". Ante esta respuesta, sus proge­
nitores promovieron un juicio de amparo indirecto. El Juez de Distrito negó 
el amparo al considerar que la institución no estaba negando el acceso a las 
actividades deportivas, por el contrario, al ofrecer las clases adaptadas, estaba 
atendiendo a los ajustes razonables para que el niño ejerciera su derecho 
al deporte. Ante esa negativa, la parte quejosa interpuso un recurso de revi­
sión que fue atraído por este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: Las personas con discapacidad pueden ejercer su derecho 
al deporte en igualdad de condiciones con las demás personas, con o sin 
discapacidad, según sea su elección. En ese sentido, es deber de las insti­
tuciones deportivas públicas o privadas la realización de los ajustes razo­
nables para ese propósito y la implementación de las medidas de apoyo 
que se requieran, a fin de garantizar la inclusión efectiva de las personas 
con discapacidad en cualquier actividad deportiva.

Justificación: En México toda persona tiene derecho a la cultura física y a la 
práctica del deporte, por lo que el Estado debe garantizar su promoción, 
fomento y estímulo, particularmente tratándose de personas con discapaci­
dad. Lo anterior, conforme a lo dispuesto por los artículos 4o. de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 30, párrafo 5, de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

A partir de este marco normativo, cuando en un caso sean necesarias medi­
das diferenciadas para asegurar el ejercicio de los derechos de las personas 
con discapacidad, incluido el derecho al deporte, las instituciones deben 
aplicar ajustes razonables, los cuales, en términos de los artículos 2, párrafo 
penúltimo, de la Convención mencionada y 2, fracción II, de la Ley General 
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, consisten en aquellas 
modificaciones que sean necesarias y adecuadas, y que no impongan una 
carga desproporcionada o indebida, a fin de garantizar a las personas con 
discapacidad el ejercicio de sus derechos en igualdad de condiciones que 
las demás personas.
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Por lo tanto, en el ámbito deportivo no se debe obligar o limitar a las perso­
nas con discapacidad a participar en actividades adaptadas o diseñadas 
tomando como eje su discapacidad, ya que esto violaría el principio de inclu­
sión, pues se estaría contribuyendo a segregarles y aislarles de la práctica 
ordinaria de un deporte de su elección en la que participan personas sin dis­
capacidad, lo que es contrario al principio de igualdad y no discriminación.

Para que las instituciones cumplan con la obligación de realizar esos ajustes, 
resulta trascendental la capacitación, formación y profesionalización de las 
personas entrenadoras para fomentar un ambiente de inclusión.

Lo anterior es acorde con el modelo social de la discapacidad, conforme al 
cual, la problemática no recae en las condiciones particulares de la persona 
con discapacidad, sino en las barreras sociales y prejuicios subsistentes 
tanto en las personas entrenadoras como en las instituciones deportivas.

1a./J. 139/2023 (11a.)

Amparo en revisión 162/2021. 17 de noviembre de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 139/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. METODOLOGÍA QUE DEBEN SEGUIR 
LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA ESTABLECER AJUS­
TES RAZONABLES Y MEDIDAS DE APOYO PARA SU PLENA INCLUSIÓN 
EFECTIVA EN CUALQUIER ÁMBITO. 
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Hechos: Los padres de un niño diagnosticado con trisomía 21 (síndrome de 
Down) solicitaron a una institución deportiva que su hijo fuera inscrito en las 
clases ordinarias de natación porque el niño así lo deseaba. Sin embargo, 
la institución negó dicha solicitud al considerar que el niño debía permanecer 
en el grupo de clases adaptadas, en donde tendría como opción la partici­
pación en las "olimpiadas especiales". Ante esta respuesta, sus progenito­
res promovieron un juicio de amparo indirecto. El Juez de Distrito negó el 
amparo al considerar que la institución no estaba negando el acceso a 
las actividades deportivas, por el contrario, al ofrecer las clases adaptadas, 
estaba atendiendo a los ajustes razonables para que el niño ejerciera su 
derecho al deporte. Ante esa negativa, la parte quejosa interpuso un recurso de 
revisión que fue atraído por este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: Para garantizar la inclusión efectiva de las personas con 
discapacidad en cualquier ámbito, las instituciones públicas y privadas deben 
realizar los ajustes razonables necesarios e implementar las medidas de 
apoyo que se requieran. Para tal efecto, deben seguir una metodología en 
la que, en principio, deberán detectar y eliminar los obstáculos que repercu­
tan en el goce de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de 
las personas con discapacidad, mediante el diálogo con ellas. Además, 
deberán evaluar si es posible realizar el ajuste desde el punto de vista jurí­
dico o material y examinar si el ajuste es pertinente (necesario y adecuado) 
o eficaz para garantizar el ejercicio del derecho de que se trate. Por otro 
lado, deberán analizar si la modificación impone una carga desproporcio­
nada o indebida, para lo cual deberá estudiarse la proporcionalidad que 
exista entre los medios empleados y la finalidad, es decir, el disfrute del 
derecho en cuestión. Asimismo, deberán vigilar que el ajuste razonable sea 
adecuado para lograr el objetivo esencial de promover la igualdad y elimi­
nar la discriminación en contra de las personas con discapacidad y que los 
costos no sean sufragados por las personas con discapacidad. Y, finalmente, 
deberán cuidar que la carga de la prueba recaiga sobre el sujeto obligado 
cuando aduzca que el ajuste es desproporcionado o indebido.

Justificación: El derecho humano a vivir de forma independiente, contem­
plado en el inciso c), del artículo 19 de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, implica que deben garantizarse aquellas 
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medidas dirigidas a facilitar el acceso de las personas al entorno físico en 
el que se desenvuelven.

Es por esa razón que en los artículos 2, párrafo penúltimo, de la Conven­
ción mencionada y 2, fracción II, de la Ley General para la Inclusión de las 
Personas con Discapacidad, se prevén los ajustes razonables como aque­
llas modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan 
una carga desproporcionada o indebida y que se requieran para garantizar 
a las personas con discapacidad el ejercicio, en igualdad de condiciones con 
las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. 
Es decir, por su alcance individual, esta medida es posterior a la constatación 
de la situación especial de una persona con discapacidad y complementaria 
a la obligación en materia de accesibilidad.

Por lo tanto, a fin de garantizar la plena inclusión de las personas con dis­
capacidad en cualquier ámbito, debe seguirse una metodología para estable­
cer ajustes razonables y medidas de apoyo que parta de distintos principios 
derivados del modelo social y de derechos humanos de la discapacidad. 
El primer principio es la dignidad, consistente en el pleno respeto a las per­
sonas por el solo hecho de serlo, sin que una diversidad funcional pueda 
mermar o disminuir tal reconocimiento. El segundo es la accesibilidad uni­
versal, que se refiere a la posibilidad de que las personas con discapacidad 
puedan participar en igualdad de condiciones que las personas sin disca­
pacidad en todos los ámbitos y servicios de su entorno social. El tercero es 
la transversalidad, entendida en el sentido de que el entendimiento de la 
discapacidad debe permear en todos los ámbitos de una sociedad, por 
lo que la discapacidad no debe ser vista como un aspecto aislado dentro 
de un contexto, sino que debe ser concebido en íntima relación con todas las 
facetas de su entorno. El cuarto es el diseño para todas las personas, que 
implica que las políticas se conciban de una manera incluyente para 
que puedan ser utilizadas por el mayor número posible de personas usua­
rias. El quinto es el respeto a la diversidad, consistente en que las medidas 
en materia de discapacidad no pretenden negar las diferencias funcionales 
de las personas, sino precisamente reconocerlas como fundamento de una 
sociedad plural. Finalmente, el sexto consiste en la eficacia horizontal, en el 
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sentido de que las cuestiones atinentes al respeto de las personas con dis­
capacidad se encuentran dirigidas tanto a las autoridades como al resto de 
la población.

Lo anterior resulta fundamental ya que la meta, cuya consecución se busca 
con el establecimiento de los ajustes razonables, es lograr la igualdad y la 
no discriminación, a fin de permitir la plena inclusión de las personas con dis­
capacidad en el entorno social.

1a./J. 140/2023 (11a.)

Amparo en revisión 162/2021. 17 de noviembre de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 140/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A RECIBIR ALIMENTOS RETROACTIVAMENTE. EL HECHO DE 
QUE EL CÓDIGO FAMILIAR DEL ESTADO DE MORELOS PREVEA QUE 
ES IMPRESCRIPTIBLE EL DERECHO A RECIBIR ALIMENTOS ACTUA­
LES Y FUTUROS, NO IMPIDE QUE SE PUEDAN RECLAMAR, RETRO­
ACTIVAMENTE, LOS ALIMENTOS QUE UNA PERSONA NECESITÓ EN 
EL PASADO.

Hechos: Un hombre demandó a su padre el pago retroactivo de alimentos. 
La demanda se presentó once años después de que el hijo fue recono­
cido por su padre y luego de trece años de que cumplió la mayoría de edad. 
El padre señaló que, conforme a lo dispuesto en el artículo 57 del Código 
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Familiar del Estado de Morelos, sólo son imprescriptibles los alimentos pre­
sentes y futuros, mas no aquellos que no se suministraron en el pasado y 
que se demandan de forma retroactiva una vez que la persona acreedora 
alimentaria es mayor de edad. En el juicio se condenó al padre al pago retro­
activo de los alimentos desde la fecha de nacimiento de su hijo hasta el día 
en que cumplió la mayoría de edad. Esta resolución fue confirmada en segunda 
instancia, por lo que se promovió un juicio de amparo directo que fue atraído 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: El derecho a recibir alimentos de manera retroactiva es 
imprescriptible. Por lo tanto, la referencia que hace el artículo 57 del Código 
Familiar para el Estado de Morelos respecto a que la imprescriptibilidad de 
los alimentos únicamente es sobre los presentes y futuros no puede enten­
derse en el sentido de que extinga el derecho a reclamar los alimentos que 
no fueron suministrados en el pasado; de tal forma que la persona que los 
necesitó durante su minoría de edad, sin que le hayan sido proporciona­
dos, puede solicitar su pago en cualquier momento.

Justificación: Esta Primera Sala ha considerado que el derecho de las per­
sonas menores de edad a recibir alimentos por parte de sus progenitores 
surge desde su nacimiento, momento a partir del cual también se origina la 
deuda alimenticia, lo que justifica la posibilidad de exigir el pago retroactivo de 
los alimentos que no se suministraron durante la minoría de edad, pues en 
este tipo de casos no opera la figura de prescripción.

Es decir, el derecho para solicitar los alimentos retroactivos no se extingue 
con el transcurso del tiempo y menos puede precluir por ser de orden público 
y porque no queda sujeto a la voluntad de las partes, ni se extingue en per­
juicio de las personas por no haberse reclamado mientras exista la causa 
que lo originó, y en este caso, la existencia del lazo o vínculo entre padres, 
madres e hijos o hijas derivado de la procreación (vínculo filial), así como la 
presunción de necesidad en favor de las personas cuando fueron menores 
de edad.

Por lo tanto, esta Primera Sala concluye que la referencia que hace el artículo 
57 del Código Familiar para el Estado de Morelos relativa a que sólo son 
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imprescriptibles los alimentos actuales y futuros no puede entenderse como 
un impedimento para que la persona mayor de edad reclame aquellas nece­
sidades alimentarias que necesitó en su minoría de edad y que no le fueron 
suministradas.

1a./J. 141/2023 (11a.)

Amparo directo 2/2022. 11 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto par­
ticular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Karina Castillo Flores.

Tesis de jurisprudencia 141/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEMANDAS DE AMPARO PRESENTADAS A TRAVÉS DE LOS SISTE­
MAS ELECTRÓNICOS DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES. SATIS­
FACEN EL PRINCIPIO DE INSTANCIA DE PARTE AGRAVIADA SI CUENTAN 
CON EL CERTIFICADO DIGITAL RESPECTIVO. 

Hechos: El representante de una persona moral presentó una demanda de 
amparo directo a través del sistema electrónico del Poder Judicial de Nuevo 
León. La demanda contenía la certificación exigida por el sistema elec­
trónico de dicho Poder que identificaba al promovente, pero no tenía la 
FIREL (Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación) o 
la FIEL (Firma Electrónica Certificada del Servicio de Administración Tribu­
taria) porque dicho sistema no está habilitado para admitir el empleo de 
dichas firmas. El presidente del Tribunal Colegiado de Circuito del cono­
cimiento desechó la demanda al considerar que la ausencia de la firma 
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electrónica impide tener por satisfecho el principio de instancia de parte 
agraviada. Inconforme con esta decisión, el representante de la persona moral 
interpuso recurso de reclamación respecto del cual la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerció su facultad de atracción.

Criterio jurídico: Las demandas de amparo directo presentadas a través de 
los sistemas electrónicos de los Poderes Judiciales locales satisfacen el prin­
cipio de instancia de parte agraviada siempre que contengan un certificado 
digital generado por el sistema electrónico respectivo, aun cuando no estén 
signadas con la FIREL o la FIEL.

Justificación: El artículo 176 de la Ley de Amparo; el Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios de inter­
conexión tecnológica entre los órganos jurisdiccionales con diversas institu­
ciones públicas; y el Acuerdo General 12/2020 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que regula la integración y trámite de expediente elec­
trónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los 
órganos jurisdiccionales a cargo del propio Consejo, establecen tres pun­
tos principales: 1) las demandas de amparo directo pueden presentarse a 
través de los sistemas electrónicos de los Poderes Judiciales locales; 2) las 
demandas pueden contener el certificado digital que éstos emitan, por tanto, 
los Poderes Judiciales locales no están vinculados a emplear en ellos la 
FIREL o la FIEL; y, 3) las promociones electrónicas con estos certificados 
tienen los mismos efectos que las presentadas con firma autógrafa.

Conforme a la normativa citada, las demandas de amparo que se presenten 
a través de los sistemas electrónicos de los Poderes Judiciales locales y 
que contengan el certificado digital que éstos generen, satisfacen el princi­
pio de instancia de parte agraviada porque tienen el mismo efecto que las 
que contienen firma autógrafa.

1a./J. 142/2023 (11a.)

Recurso de reclamación 804/2022. Rocam Proacero, S.A. de C.V. 9 de noviem­
bre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
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Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón 
Eduardo López Saldaña y Miriam Yazmin Ramos Hernández.

Tesis de jurisprudencia 142/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés. 

Nota: El Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
regula los servicios de interconexión tecnológica entre los órganos jurisdic­
cionales con diversas instituciones públicas citado, aparece publicado en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
42, Tomo III, página 2230, con número de registro digital: 3010.

El Acuerdo General 12/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso de 
videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos juris­
diccionales a cargo del propio Consejo citado, aparece publicado en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de agosto de 2020 a las 
10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Dé­
cima Época, Libro 77, Tomo VII, agosto de 2020, página 6558, con número 
de registro digital: 5473.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEMANDAS DE AMPARO PRESENTADAS A TRAVÉS DEL SISTEMA 
ELECTRÓNICO DEL PODER JUDICIAL DE NUEVO LEÓN. SATISFACEN 
EL PRINCIPIO DE INSTANCIA DE PARTE AGRAVIADA AUN CUANDO NO 
CUENTEN CON FIRMA ELECTRÓNICA AVANZADA. 

Hechos: El representante de una persona moral presentó una demanda de 
amparo directo a través del sistema electrónico del Poder Judicial de Nuevo 
León. La demanda contenía la certificación exigida por el sistema electró­
nico de dicho Poder que identificaba al promovente, pero no tenía la FIREL 
(Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación) o la 
FIEL (Firma Electrónica Certificada del Servicio de Administración Tributaria) 
porque dicho sistema no está habilitado para admitir el empleo de dichas 
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firmas. El presidente del Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
desechó la demanda al considerar que la ausencia de la firma electrónica 
impide tener por satisfecho el principio de instancia de parte agraviada. 
Inconforme con esta decisión, el representante de la persona moral interpuso 
recurso de reclamación respecto del cual la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ejerció su facultad de atracción.

Criterio jurídico: Las demandas de amparo directo presentadas a través del 
sistema electrónico del Poder Judicial de Nuevo León satisfacen el princi­
pio de instancia de parte agraviada cuando tengan la certificación que este 
sistema genera, aun cuando no estén signadas con la FIREL o la FIEL.

Justificación: El Convenio de Interconexión Tecnológica celebrado entre el 
Consejo de la Judicatura Federal y el Poder Judicial de Nuevo León el veinti­
nueve de junio de dos mil dieciséis establece que las demandas de amparo 
que se presenten electrónicamente en los órganos de este último pueden 
emplear certificados digitales distintos a la FIREL o la FIEL.

En el marco de ese convenio, el Poder Judicial de Nuevo León habilitó un 
sistema electrónico que permite el envío de promociones electrónicas ante 
los órganos jurisdiccionales locales, entre ellas, las demandas de amparo 
directo. Para su uso, las personas crean un usuario, una contraseña y 
proporcionan sus datos personales, los que son verificados por el adminis­
trador del sistema. Posteriormente, el usuario genera en el sistema otra 
contraseña específica para enviar promociones. Realizado lo anterior, pre­
senta un escrito con firma autógrafa ante el órgano jurisdiccional en el que 
le solicita autorización para presentar promociones electrónicas a través del 
sistema electrónico referido. Cuando el órgano jurisdiccional autoriza la soli­
citud, el usuario puede remitir una promoción electrónica que será firmada 
electrónicamente por el secretario que la recibe, acto con el cual el sis­
tema electrónico genera una certificación.

Esta certificación satisface el principio de instancia de parte agraviada 
porque garantiza la identidad de quien presenta la promoción. Sin que sea 
impedimento que no estén signadas con la FIREL o la FIEL porque normati­
vamente el Poder Judicial de Nuevo León no está obligado a su uso.

1a./J. 143/2023 (11a.)
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Recurso de reclamación 804/2022. Rocam Proacero, S.A. de C.V. 9 de noviem­
bre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: 
Ramón Eduardo López Saldaña y Miriam Yazmin Ramos Hernández.

Tesis de jurisprudencia 143/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCESO A LOS REGISTROS DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. LOS 
SUPUESTOS PREVISTOS EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN­
TOS PENALES NO VULNERAN EL DERECHO A LA DEFENSA ADECUADA 
NI LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD ENTRE LAS PARTES Y DE PRESUN­
CIÓN DE INOCENCIA. 

Hechos: Unos agentes de la policía acudieron al domicilio de una persona 
para que compareciera ante el Ministerio Público en relación con una carpeta 
de investigación. En ese momento, la persona buscada no se encontraba en 
el inmueble, por lo que le comentaron a su vecina el motivo de su visita. 
Posteriormente, la persona acudió a la fiscalía a solicitar acceso a los regis­
tros de la carpeta de investigación, pero el fiscal le negó dicha petición 
debido a que no se encontraba detenido, tampoco fue citado para una 
entrevista o para declarar, ni fue sujeto de un acto de molestia, con fun­
damento en los artículos 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. En contra de dicha determinación, la persona inves­
tigada promovió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó la inconsti­
tucionalidad de los artículos referidos. El Juez de Distrito sobreseyó por 
falta de interés jurídico. No obstante, en el recurso de revisión interpuesto 
contra dicha resolución, el Tribunal Colegiado de Circuito revocó el sobre­
seimiento y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para su resolución.
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Criterio jurídico: Los supuestos para acceder a los registros de la carpeta de 
investigación consistentes en que la persona investigada se encuentre dete­
nida; sea citada para ser entrevistada o para recibirle su declaración; o sea 
sujeta de un acto de molestia, prevén un amplio margen para que la persona 
imputada y su defensa puedan elaborar su estrategia defensiva en igual­
dad de condiciones que la parte acusadora y permiten reconocerle el carác­
ter de imputada, por lo que no vulneran el derecho a la defensa adecuada 
ni los principios de igualdad entre las partes y de presunción de inocencia, 
como regla de trato.

Justificación: Los supuestos anteriores encuentran sustento en lo dispuesto 
en el artículo 20, apartado B, fracción VI, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Para el Poder Reformador de la Constitución, el 
acceso a los registros de la carpeta de investigación depende medularmente 
de que los derechos fundamentales de la persona investigada se vean in­
tervenidos por parte de las autoridades competentes.

Las hipótesis previstas en los artículos 113, fracción VIII, y 218 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales establecen un amplio margen para que 
la persona imputada y su defensa puedan acceder a los registros de la 
carpeta de investigación para estar en condiciones de elaborar su estrategia 
defensiva en igualdad de circunstancias que la parte acusadora, incluso 
con anterioridad a rendir su primera declaración ante la autoridad ministe­
rial o judicial.

Al actualizarse cualquiera de dichos supuestos surge la obligación de ga­
rantizar el derecho a la presunción de inocencia, pues desde ese momento 
el Ministerio Público o el Juez de Control deberán resolver en el término más 
breve posible sobre la calidad con la que cuenta la persona sujeta de cual­
quiera de dichos actos, esto es, que al ser señalada como autora o partícipe 
de la comisión de un hecho delictivo se detona su derecho a ser reconocida 
como imputada y a ser tratada como inocente hasta en tanto se demuestre, 
más allá de toda duda razonable, su responsabilidad penal en la comisión 
del delito que se le atribuye.

1a./J. 144/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 347/2022. Miguel Ángel Durán Sánchez. 29 de marzo de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tario: Jonathan Santacruz Morales.

Tesis de jurisprudencia 144/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTOS DE MOLESTIA EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN PENAL. 
EL DERECHO DE UNA PERSONA PARTICULAR PARA ACCEDER A LOS 
REGISTROS DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN SE DETONA CUANDO 
UNA AUTORIDAD REALIZA ACTOS QUE AFECTEN SUS DERECHOS 
HUMANOS. 

Hechos: Unos agentes de la policía acudieron al domicilio de una persona 
para que compareciera ante el Ministerio Público en relación con una carpeta 
de investigación. En ese momento, la persona buscada no se encontraba en 
el inmueble, por lo que le comentaron a su vecina el motivo de su visita. 
Posteriormente, la persona acudió a la fiscalía a solicitar acceso a los regis­
tros de la carpeta de investigación, pero el fiscal le negó dicha petición 
debido a que no se encontraba detenido, tampoco fue citado para una entre­
vista o para declarar, ni fue sujeto de un acto de molestia, con fundamento 
en los artículos 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales. En contra de dicha determinación, la persona investigada pro­
movió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó la inconstitucionalidad 
de los artículos referidos. El Juez de Distrito sobreseyó por falta de interés 
jurídico. No obstante, en el recurso de revisión interpuesto contra dicha reso­
lución, el Tribunal Colegiado de Circuito revocó el sobreseimiento y remitió 
el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para su resolución.
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Criterio jurídico: La realización de cualquier acto de molestia que resienta 
una persona con motivo de la investigación de la autoridad ministerial que 
afecte sus derechos fundamentales implica que la carpeta de investigación 
no podrá mantenerse en reserva, por ello la persona investigada tendrá el 
derecho para acceder a sus registros sin restricción alguna, aun cuando no 
hubiera sido formalmente imputada.

Justificación: El artículo 20, apartado B, fracción VI, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos establece el derecho para acceder 
a los registros de la carpeta de investigación, el cual se detona medular­
mente a partir de que los derechos fundamentales de la persona investigada 
se vean intervenidos por parte de las autoridades competentes.

Los artículos 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales prevén que para permitir a una persona imputada y a su defensa 
el acceso a los registros de la carpeta de investigación, ésta se debe encon­
trar detenida, ser llamada a declarar o a recibir su entrevista, o ser sujeta 
de un acto de molestia; por lo que a partir de ese momento ya no podrán 
mantenerse en reserva esos registros.

Respecto a los actos de molestia, el propio artículo 218 remite al diverso 
266, ambos del Código Nacional de Procedimientos Penales, para establecer 
que deberán llevarse a cabo con respeto a la dignidad de la persona. Por 
tanto, la realización de un acto de molestia, como la búsqueda de una 
persona en su domicilio o en su lugar de trabajo para que comparezca en 
una carpeta de investigación, podría impactar no sólo en sus ámbitos labo­
ral y social, sino también en su salud física y mental debido a la incertidumbre 
e inseguridad jurídica que genera no conocer los hechos que se le atribu­
yen. En virtud de ello, el Ministerio Público debe permitir el acceso irrestricto 
al contenido de la carpeta de investigación, aun cuando la persona no 
hubiera sido formalmente imputada, con el objeto de garantizar el derecho a 
la defensa adecuada y los principios de igualdad entre las partes y de pre­
sunción de inocencia.

1a./J. 145/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 347/2022. Miguel Ángel Durán Sánchez. 29 de marzo de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Jonathan Santacruz Morales.

Tesis de jurisprudencia 145/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTOS DE MOLESTIA EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN PENAL. 
LA AUTORIDAD MINISTERIAL O JUDICIAL DEBE PERMITIR A LA PER­
SONA AFECTADA CON DICHOS ACTOS EL ACCESO A LOS REGISTROS 
DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN Y RESOLVER EN UN BREVE TÉR­
MINO SOBRE SU SITUACIÓN JURÍDICA. 

Hechos: Unos agentes de la policía acudieron al domicilio de una persona 
para que compareciera ante el Ministerio Público en relación con una carpeta 
de investigación. En ese momento, la persona buscada no se encontraba en 
el inmueble, por lo que le comentaron a su vecina el motivo de su visita. 
Posteriormente, la persona acudió a la fiscalía para solicitar acceso a los 
registros de la carpeta de investigación, pero el fiscal le negó dicha petición 
debido a que no se encontraba detenido, tampoco fue citado para una entre­
vista o para declarar, ni fue sujeto de un acto de molestia, con fundamento 
en los artículos 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales. En contra de dicha determinación, la persona investigada pro­
movió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó la inconstitucionalidad 
de los artículos referidos. El Juez de Distrito sobreseyó por falta de interés 
jurídico. No obstante, en el recurso de revisión interpuesto contra dicha reso­
lución, el Tribunal Colegiado de Circuito revocó el sobreseimiento y remitió 
el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para su resolución.
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Criterio jurídico: Cuando una autoridad realiza un acto de molestia que 
afecte la esfera jurídica de una persona, se activa de inmediato la obligación 
de la autoridad ministerial o judicial de garantizar sus derechos humanos, 
para lo cual deberá permitir el acceso a los registros de la carpeta de investi­
gación y resolver en un breve término sobre su situación jurídica.

Justificación: Esta Primera Sala ha establecido que los actos de molestia, 
como la búsqueda de una persona para comparecer en una carpeta de 
investigación, podrían impactar no sólo en sus ámbitos laboral o social, 
sino en su salud física y mental debido a la incertidumbre, la zozobra y la 
intranquilidad que produce no conocer los hechos que se le atribuyen.

Por lo que, la afectación que dichos actos generan en los derechos del 
particular origina la obligación de la autoridad ministerial o judicial de permi­
tirle el acceso a los registros de la carpeta de investigación y de resolver en 
el término más breve posible sobre la calidad con la que cuenta la persona 
que ha sido sujeta a un acto de molestia.

Lo anterior tiene por objeto que las personas investigadas no se encuen­
tren en estado de incertidumbre jurídica durante el plazo que tengan para 
que prescriba el delito o se judicialice la investigación, así como evitar la 
indeseable práctica por parte de las policías ministeriales o de las fiscalías 
de actos de molestia injustificados en contra de las personas a las que se 
les instruye una investigación.

1a./J. 146/2023 (11a.)

Amparo en revisión 347/2022. Miguel Ángel Durán Sánchez. 29 de marzo de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Jonathan Santacruz Morales.

Tesis de jurisprudencia 146/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COPIAS DE EXPEDIENTES JUDICIALES CERTIFICADAS DIGITALMENTE. 
SU EXPEDICIÓN ES PROCEDENTE MEDIANTE EL USO DE LA FIRMA 
ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN (FIREL) DE LA PERSONA QUE LAS COTEJE.

Hechos: En el contexto de la pandemia ocasionada por el virus SARS-CoV-2, 
una persona, en su carácter de parte quejosa en un juicio de amparo, solicitó 
que se expidieran de manera electrónica copias certificadas de la totalidad 
de las constancias del expediente para que le fueran enviadas mediante 
archivo digital a un correo electrónico. El Juez de Distrito negó la expedición 
de las copias al considerar que la certificación carecería de la firma autó­
grafa de la persona encargada de su cotejo, lo que impediría constatar su 
autenticidad. Inconforme con esa determinación, la persona interpuso 
un recurso de queja.

Criterio jurídico: La expedición de copias certificadas mediante la firma 
electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) por 
parte de la persona encargada de su cotejo, cuenta con la misma validez 
que la firma autógrafa.

Justificación: La irrupción del virus SARS-CoV-2 produjo una pandemia que 
exigió un aislamiento generalizado de las personas y de la implementación 
de medidas sanitarias para contener su propagación, lo que también pro­
pició que los órganos jurisdiccionales trabajaran distinto, adaptándose a 
esa contingencia sanitaria. Ante ello, el Poder Judicial de la Federación se 
vio obligado a realizar interpretaciones al ordenamiento jurídico y aprovechó 
los avances tecnológicos a su alcance para diseñar medidas que garantiza­
ran un efectivo acceso a la justicia. Uno de esos mecanismos es la expedición 
de copias certificadas mediante el uso de la firma electrónica certificada 
(FIREL).

Lo anterior, pues en términos del artículo 279 del Código Federal de Proce­
dimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, las partes 
en un juicio cuentan con el derecho para solicitar copias certificadas de las 
constancias o documentos que obren en el expediente.
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Por su parte, el artículo 22 del Acuerdo General 12/2020 del Pleno del Con­
sejo de la Judicatura Federal que regula la integración y trámite del expe­
diente electrónico, dispone la regla permanente de que las constancias 
firmadas electrónicamente cuentan con validez legal y no requieren firma 
autógrafa o certificación.

En consecuencia, es procedente la expedición de copias certificadas digital­
mente mediante el uso de la FIREL de la persona servidora pública encargada 
de su cotejo, las cuales cuentan con la misma validez que aquellas firma­
das de manera autógrafa, pues de por medio opera la fe pública del funcio­
nario en el sentido de que los documentos electrónicos o digitalizados 
constituyen una reproducción fiel y exacta de las constancias que integran 
el expediente electrónico o físico.

1a./J. 147/2023 (11a.)

Queja 3/2022. Jorge Octavio Monreal Gallardo. 1 de junio de 2022. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concu­
rrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secreta­
rios: Juan Jaime González Varas y Jesús Iram Aguirre Sandoval.

Nota: El Acuerdo General 12/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso 
de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales a cargo del propio Consejo citado, aparece publicado en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de agosto de 2020 
a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 77, Tomo VII, agosto de 2020, página 6558, 
con número de registro digital: 5473.

Tesis de jurisprudencia 147/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COPIAS DE EXPEDIENTES JUDICIALES CERTIFICADAS DIGITALMENTE. 
FORMALIDADES QUE DEBEN OBSERVARSE PARA SU TRANSMISIÓN 
EN ARCHIVO DIGITAL POR MEDIO DE CORREO ELECTRÓNICO.

Hechos: En el contexto de la pandemia ocasionada por el virus SARS-CoV-2, 
una persona, en su carácter de parte quejosa en un juicio de amparo, solicitó 
que se expidieran de manera electrónica copias certificadas de la totalidad 
de las constancias del expediente para que le fueran enviadas mediante 
archivo digital a un correo electrónico. El Juez de Distrito negó la expedición 
de las copias al considerar que la certificación carecería de la firma autó­
grafa de la persona encargada de su cotejo, lo que impediría constatar 
su autenticidad. Inconforme con esa determinación, la persona interpuso un 
recurso de queja.

Criterio jurídico: La transmisión de constancias digitales mediante correo 
electrónico requiere la adopción de medidas por parte del órgano jurisdic­
cional para propiciar certeza tanto en su expedición, en la entrega por parte 
de la persona servidora pública, como en la adecuada recepción de la per­
sona solicitante en el correo que designó.

Por lo que, para la validez de la expedición, entrega y recepción de copias 
certificadas digitalmente deben observarse las siguientes formalidades que 
garanticen la certeza de tal actuación: (i) una vez autorizada su expedición 
por la persona juzgadora, se digitalizan las constancias físicas solicitadas 
para que, previo cotejo respectivo, se certifique su coincidencia mediante 
el uso de la FIREL en el archivo electrónico correspondiente; (ii) el archivo 
digital resultante deberá enviarse desde el correo institucional del órgano 
jurisdiccional y/o del funcionario certificador a la dirección de correo elec­
trónico que, bajo su más estricta responsabilidad, proporcione la persona 
solicitante; (iii) de ser necesario, en atención al tamaño del archivo electró­
nico y la capacidad de la cuenta de correo electrónico para la transferencia 
de información, podrán certificarse de manera seccionada las constancias 
respectivas y remitirlas en dos o más archivos, cada uno con la firma y certi­
ficación correspondiente; (iv) la persona funcionaria deberá asentar una 
razón pormenorizada del envío del o los correos electrónicos respectivos 
en los que solicitará el acuse de recibo; y, (v) a la razón asentada se deberá 
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anexar la evidencia gráfica del o los correos electrónicos enviados. En el 
entendido de que todas estas constancias deberán agregarse al expediente 
electrónico y, en su caso, su representación gráfica al expediente físico del 
asunto de que se trate.

Justificación: El uso del correo electrónico institucional del órgano jurisdic­
cional y/o de la persona servidora pública correspondiente como medio para 
la transmisión de copias certificadas digitalmente, es un paso más en el 
aprovechamiento de las tecnologías de la información en beneficio de una 
administración de justicia más pronta, completa y expedita, siempre que exista 
certidumbre del envío y recepción del archivo que contenga los documen­
tos certificados digitalmente.

1a./J. 148/2023 (11a.)

Queja 3/2022. Jorge Octavio Monreal Gallardo. 1 de junio de 2022. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concu­
rrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: 
Juan Jaime González Varas y Jesús Iram Aguirre Sandoval.

Tesis de jurisprudencia 148/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COPIAS DE EXPEDIENTES JUDICIALES CERTIFICADAS DIGITALMENTE. 
SU ENTREGA PUEDE REALIZARSE MEDIANTE LA TRANSMISIÓN DE 
UN ARCHIVO DIGITAL POR CORREO ELECTRÓNICO.

Hechos: En el contexto de la pandemia ocasionada por el virus SARS-CoV-2, 
una persona, en su carácter de parte quejosa en un juicio de amparo, solicitó 
que se expidieran de manera electrónica copias certificadas de la totalidad 
de las constancias del expediente para que le fueran enviadas mediante 
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archivo digital a un correo electrónico. El Juez de Distrito negó la expedi­
ción de las copias al considerar que la certificación carecería de la firma 
autógrafa de la persona encargada de su cotejo, lo que impediría constatar 
su autenticidad. Inconforme con esa determinación, la persona interpuso un 
recurso de queja.

Criterio jurídico: Las copias certificadas digitalmente de expedientes judi­
ciales, autorizadas mediante el uso de la firma electrónica certificada del 
Poder Judicial de la Federación (FIREL) de la persona servidora pública que 
las cotejó, pueden ser entregadas válidamente en archivo digital enviado 
mediante correo electrónico al que designe la persona solicitante.

Justificación: En el marco normativo del trámite del juicio de amparo en 
línea, el uso del correo electrónico como medio para la realización de actos 
procesales es sumamente restringido y está previsto para las primeras noti­
ficaciones a autoridades señaladas como responsables o como terceras 
interesadas que carezcan de interconexión, y en situaciones de urgencia o 
emergencia a juicio de las personas juzgadoras.

Ahora, conforme al Acuerdo General 12/2020 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que regula la integración y trámite del expediente elec­
trónico, el correo electrónico no es aceptado como un medio idóneo para la 
realización de actos procesales, pero sí cuando se trata de actos que no 
tienen ese carácter, dada su sencillez, rapidez y eficacia para la transmi­
sión de información. Esto pone de manifiesto que la reserva en su uso como 
medio de comunicación para efectuar actos procesales con los justiciables 
es, principalmente, una medida de cautela y respeto de las formalidades del 
juicio que opera como garantía a los derechos de certeza y seguridad jurí­
dica de las propias partes.

Sobre esa base, la expedición de copias electrónicas certificadas de expe­
dientes judiciales (mediante el uso de la FIREL) y su transmisión desde el 
correo electrónico institucional del órgano jurisdiccional y/o del funciona­
rio correspondiente a un correo particular proporcionado por la parte solici­
tante, no representa una actuación de relevancia tal que su realización por 
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ese medio pudiera considerarse perniciosa para la correcta administración 
de justicia, la certeza o seguridad jurídica de las partes.

Lo anterior, porque su autorización está sujeta a que las partes legitimadas lo 
soliciten y proporcionen, bajo su más estricta responsabilidad, un correo 
electrónico al cual deban enviarse las constancias requeridas. Esto, sin per­
juicio de que las copias certificadas digitalmente también pueden entregarse 
mediante algún otro medio de almacenamiento digital ante la comparecen­
cia de la persona solicitante.

1a./J. 149/2023 (11a.)

Queja 3/2022. Jorge Octavio Monreal Gallardo. 1 de junio de 2022. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concu­
rrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secreta­
rios: Juan Jaime González Varas y Jesús Iram Aguirre Sandoval.

Nota: El Acuerdo General 12/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso 
de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales a cargo del propio Consejo citado, aparece publicado en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de agosto de 2020 a 
las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 77, Tomo VII, agosto de 2020, página 6558, con 
número de registro digital: 5473.

Tesis de jurisprudencia 149/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SECRETO BANCARIO. EL ARTÍCULO 142, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO VULNERA EL DERECHO A LA VIDA 
PRIVADA.
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Hechos: La Procuraduría General de la República (actual Fiscalía General 
de la República) solicitó a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores infor­
mación sobre las cuentas bancarias de una persona. Ello lo efectuó sin 
autorización judicial, pues así lo permite el artículo 142, fracción I, de la Ley 
de Instituciones de Crédito. Esa información fue utilizada por el Ministerio 
Público para pedir la vinculación a proceso de la persona por un delito fiscal, 
pero el Juez de Control la negó. No obstante, la persona imputada promo­
vió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó la inconstitucionalidad 
de esa norma por permitir que se brinde información sobre su vida privada 
sin control judicial previo. El amparo se sobreseyó y en desacuerdo la parte 
quejosa interpuso un recurso de revisión que fue remitido a este Alto Tribunal 
para resolver sobre la constitucionalidad del artículo.

Criterio jurídico: El artículo 142, fracción I, de la Ley de Instituciones de Cré­
dito, que permite al Procurador General de la República o a la persona 
servidora pública en quien delegue facultades requerir información bancaria 
a las instituciones financieras para fines penales, sin autorización judicial, es 
inconstitucional porque vulnera el derecho a la privacidad.

Justificación: El artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos protege el derecho a la vida privada de las 
personas. Para salvaguardar ese derecho, en el marco de las operaciones y 
servicios bancarios, el legislador estableció en el artículo 142, primer párrafo, 
de la Ley de Instituciones de Crédito el "secreto bancario", el cual impide a 
las autoridades bancarias brindar información, datos o documentación de 
sus clientes o usuarios.

En contraste, la fracción I de ese mismo artículo 142 establece que las insti­
tuciones bancarias podrán brindar esa información cuando el Procurador 
General de la República o el servidor público en quien delegue facultades 
la solicite para la comprobación de un delito, sin que para ello sea necesario 
que de manera previa un Juez autorice dicha petición.

El control judicial en materia penal es obligatorio cuando un acto de autori­
dad (como la solicitud de información bancaria) puede significar una afec­
tación a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y en 
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los tratados internacionales, porque asegura que dicho actuar esté justifi­
cado y no sea arbitrario.

Por esa razón, la disposición señalada es inconstitucional, en virtud de que 
permite que el Ministerio Público acceda a información bancaria de las per­
sonas, sin un control previo que permita a la autoridad judicial verificar si 
hay elementos que justifiquen esa intromisión a la vida privada en respeto 
de la Constitución y de los tratos internacionales.

1a./J. 150/2023 (11a.)

Amparo en revisión 58/2021. Peter Bauer Mengelberg López. 25 de enero 
de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto con­
currente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: 
Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 150/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO HUMANO A LA SALUD. ANTE ENFERMEDADES QUE IMPLI­
CAN EL SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS DE FORMA PERIÓDICA, EL 
ESTADO TIENE UN DEBER DE DILIGENCIA QUE DEBERÁ POTENCIALI­
ZARSE CON UN CARÁCTER REFORZADO.

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la omisión 
de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social de entre­
garle oportunamente el medicamento que se le prescribió para el control 
de la enfermedad que padece. Ante la urgencia por la falta de suministro del 
medicamento prescrito y para no poner en riesgo su salud, el paciente lo 
adquirió por cuenta propia. Por ello, solicitó el reembolso de los gastos 
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generados por la compra del medicamento, lo cual hizo del conocimiento de 
las autoridades responsables y del Juez de Distrito, quien sobreseyó en el 
juicio por estimar actualizada la causa de improcedencia prevista en la frac­
ción XXI del artículo 61 de la Ley de Amparo, relativa a la cesación de efec­
tos del acto reclamado. Contra esta determinación, el quejoso interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, ante enfermedades que implican el suministro de medi­
camentos de forma periódica, existe un deber de diligencia por parte del 
Estado que deberá potencializarse con un carácter reforzado, pues de ello 
dependen la vida, la integridad y la seguridad de las personas.

Justificación: El tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos establece, entre otras cuestiones, que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. Este 
tipo de deberes comprometen a las autoridades del Estado a ajustar el apa­
rato institucional, legal, administrativo y financiero para evitar vulneraciones 
a los derechos de las personas. Así, para salvaguardar el derecho humano a 
la salud previsto en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, es de importancia garantizar el más alto nivel en las pre­
tensiones relacionadas con el disfrute de ese derecho a partir de una serie 
de estándares jurídicos, así como de la realización progresiva de ese derecho, 
entre los que destaca el deber concreto y constante de avanzar hacia su 
plena realización. En consecuencia, la vulneración al derecho a la salud se 
actualiza desde el momento en que el medicamento no es suministrado 
al paciente de forma oportuna por el Estado –a través de las instituciones de 
salud–, ya que tenía conocimiento de que lo requería de manera continua y 
permanente; por tanto, incumplió con su deber reforzado de debida dili­
gencia, pues las autoridades debieron planear y adoptar todas las medidas 
necesarias para asegurar que no se diera una situación de desabasto.

1a./J. 151/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 82/2022. 12 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente en el que 
se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda 
Diez de Sollano.

Tesis de jurisprudencia 151/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO HUMANO A LA SALUD. LAS AUTORIDADES DE SALUD DEL 
ESTADO INCUMPLEN CON SU OBLIGACIÓN DE IMPLANTAR ACCIONES 
PARA MEDIR Y FAVORECER ESE DERECHO, CUANDO NO ENTREGAN 
OPORTUNAMENTE EL MEDICAMENTO REQUERIDO POR EL PACIENTE.

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la omisión 
de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social de entre­
garle oportunamente el medicamento que se le prescribió para el control de 
la enfermedad que padece. Ante la urgencia por la falta de suministro 
del medicamento prescrito y para no poner en riesgo su salud, el paciente 
lo adquirió por cuenta propia. Por ello, solicitó el reembolso de los gastos 
generados por la compra del medicamento, lo cual hizo del conocimiento 
de las autoridades responsables y del Juez de Distrito, quien sobreseyó en 
el juicio por estimar actualizada la causa de improcedencia prevista en la 
fracción XXI del artículo 61 de la Ley de Amparo, relativa a la cesación de 
efectos del acto reclamado. Contra esta determinación, el quejoso interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, con la omisión por parte de las autoridades de salud del 
Estado de entregar oportunamente el medicamento requerido por el paciente, 
se incumple con la obligación de implantar acciones encaminadas a medir 
y favorecer, con apego al tratamiento respectivo, el derecho a la salud.
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Justificación: En términos del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales se impone a los Estados, por una parte, la 
obligación inmediata de asegurar a las personas, al menos, un nivel esen­
cial del derecho a la salud y, por otra, una obligación de cumplimiento pro­
gresivo para lograr su pleno ejercicio por todos los medios apropiados. De no 
concretarse con el nivel mínimo de procuración y atención a los pacientes en 
un sentido reforzado, se actualiza la omisión del actuar diligente por parte del 
Estado. Así, tratándose de situaciones en las que los pacientes requieren de la 
toma periódica de medicamentos, sobre todo, derivadas de enfermedades 
crónicas, y ante el desabasto, la falta del suministro diario potencializa y 
agrava su condición de salud, lo cual no sólo atiende a una entrega tardía 
de la dosis, sino que, ante la imperiosa necesidad por no contar con el medi­
camento, se menoscaba su salud.

1a./J. 152/2023 (11a.)

Amparo en revisión 82/2022. 12 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente en el que 
se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda 
Diez de Sollano.

Tesis de jurisprudencia 152/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO HUMANO A LA SALUD. PROCEDE REEMBOLSAR EL PAGO DE 
MEDICAMENTOS ADQUIRIDOS POR EL PACIENTE, DERIVADO DE LA 
OMISIÓN Y SUMINISTRO TARDÍO POR PARTE DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL (IMSS), ANTE LA URGENCIA DE NO PONER EN 
RIESGO SU SALUD.

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la omisión 
de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) de 
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entregarle oportunamente el medicamento que se le prescribió para el con­
trol de la enfermedad que padece. Ante la urgencia por la falta de suministro 
del medicamento prescrito y para no poner en riesgo su salud, el paciente lo 
adquirió por cuenta propia. Por ello, solicitó el reembolso de los gastos gene­
rados por la compra del medicamento, lo cual hizo del conocimiento de las 
autoridades responsables y del Juez de Distrito, quien sobreseyó en el juicio 
por estimar actualizada la causa de improcedencia prevista en la fracción 
XXI del artículo 61 de la Ley de Amparo, relativa a la cesación de efectos del 
acto reclamado. Contra esta determinación, el quejoso interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que en atención al derecho humano a la salud, al no satisfacerse lo 
previsto en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, deben reembolsarse al quejoso los gastos erogados con 
motivo de la adquisición del medicamento requerido para tratar su enfer­
medad, pues al actualizarse la interrupción del suministro del fármaco, así 
como su entrega tardía, se vulneró el derecho al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental, dentro de los cuales –tratándose de servi­
cios de salud– se encuentran las acciones dirigidas a proteger, promover y 
restaurar la salud de la persona y la colectividad.

Justificación: De conformidad con el artículo 4o., párrafo cuarto, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el derecho a la protección 
de la salud comprende como servicio básico la atención médica, que supone 
un tratamiento oportuno al enfermo, que incluye la aplicación de los estu­
dios médicos necesarios y de los medicamentos correspondientes. El Ins­
tituto Mexicano del Seguro Social, como organismo descentralizado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios, constituye una institución pública 
de seguridad social que forma parte del Sistema Nacional de Salud y, por 
tanto, se encuentra obligado, en términos de los artículos 4o. de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6o., fracción I, 23, 24, 27, 
32, 33 y 37 de la Ley General de Salud, a garantizar el derecho a la salud 
mediante atención médica preventiva, curativa, de rehabilitación o palia­
tiva, como un servicio básico de salud a las personas que tengan el carác­
ter de derechohabientes, en términos de su ley. Ahora bien, en relación con 
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su derecho a la salud, el quejoso vio afectada su esfera jurídica ante la sus­
pensión del suministro del medicamento, lo cual no desaparece con su entrega 
a destiempo por el hospital del Instituto Mexicano del Seguro Social, pues 
la entrega impuntual o inoportuna del medicamento que debía realizarse en 
forma ininterrumpida puso en peligro su salud. Ante ese escenario, el Juez 
de Distrito tenía la obligación de evaluar en su integridad los autos del 
juicio de amparo para advertir que, al no haberle sido suministrado el medi­
camento por el Instituto Mexicano del Seguro Social, el quejoso se vio en la 
imperiosa necesidad de adquirirlo por sus propios medios.

1a./J. 153/2023 (11a.)

Amparo en revisión 82/2022. 12 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente en el que 
se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda 
Diez de Sollano.

Tesis de jurisprudencia 153/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA DEMANDA PRESENTADA VÍA TRIBU­
NAL VIRTUAL, QUE CUENTA CON LA CERTIFICACIÓN DE LOS ÓRGA­
NOS JURISDICCIONALES, CUMPLE CON EL PRINCIPIO DE INSTANCIA DE 
PARTE AGRAVIADA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN). 

Hechos: El Presidente de un Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito desechó la demanda de amparo presentada a través del Tribunal 
Virtual del Poder Judicial del Estado de Nuevo León, al considerar que 
no contaba con firma autógrafa ni aparecía firma electrónica asociada al 
documento, de quien estaba legitimado para presentarla. Inconforme, la parte 
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quejosa interpuso recurso de reclamación y solicitó a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ejerciera su facultad de atracción; seguido el proce­
dimiento, la Primera Sala del Alto Tribunal determinó ejercer dicha facultad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que los Tribunales Colegiados de Circuito pueden tener por satis­
fecho el principio de instancia de parte agraviada de las demandas de amparo 
enviadas a través del Tribunal Virtual del Poder Judicial de Nuevo León, en 
términos de los artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 6o. de la Ley de Amparo, en tanto los certifi­
cados digitales de firma electrónica emitidos por órganos jurisdiccionales 
estatales permiten comprobar la identidad de quien envía la promoción 
electrónica, constituyendo, en consecuencia, un medio válido para evidenciar 
la manifestación de la voluntad para promover el amparo directo.

Justificación: Con motivo de la implementación de mecanismos tecnológicos 
de interconexión entre los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la 
Federación y las autoridades jurisdiccionales responsables locales, se han 
celebrado diversos acuerdos generales que regulan el funcionamiento de 
los servicios tecnológicos de interconexión, por virtud de los cuales, para 
el trámite electrónico de las demandas de amparo directo, se reconoce el 
empleo de certificados digitales de firma electrónica emitidos por otros órga­
nos del Estado, los que tendrán los mismos efectos que los presentados con 
firma autógrafa. En este sentido, el Consejo de la Judicatura Federal y el 
Poder Judicial del Estado de Nuevo León celebraron un convenio para la inter­
conexión tecnológica entre ambas instituciones, por medio del cual se regula 
el trámite electrónico del juicio de amparo directo entre los órganos jurisdic­
cionales del Poder Judicial estatal y los Tribunales Colegiados de Circuito 
del Poder Judicial de la Federación, reconociendo que para dicho trámite 
podrá emplearse la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación (FIREL), la Firma Electrónica Avanzada (FIEL) "u otros certificados 
digitales que sean reconocidos por ambas instituciones declarantes", sin 
especificar qué tipo de certificados reconocen ambas instituciones. Dichas 
disposiciones evidencian que la implementación de sistemas que permitan 
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el envío y recepción de las demandas de amparo directo electrónicamente 
no implicó vincular a los Poderes Judiciales Locales al empleo de la FIREL 
o la FIEL. Por el contrario, se reconoció la posibilidad de que en la presen­
tación de la demanda de amparo las partes utilicen el certificado que la 
institución jurisdiccional local hubiere diseñado. En consecuencia, el Tribunal 
Virtual del Poder Judicial del Estado de Nuevo León, para el envío de una 
promoción electrónica, requiere del cumplimiento de una serie de pasos 
que la persona interesada debe realizar de manera personal –en tanto debe 
proporcionar datos personales como nombre, edad, profesión, correo elec­
trónico y domicilio–, los cuales son verificados por el administrador del sis­
tema, brindando certeza sobre la identidad de la persona que se asocia al 
usuario del Tribunal Virtual. Además, para el envío de promociones electróni­
cas se requiere del empleo de dos claves que únicamente conoce el usua­
rio, mismas que de ser ingresadas correctamente dan lugar a que el Tribunal 
Virtual remita la promoción electrónica al órgano jurisdiccional. Una vez 
que las personas secretarias pueden visualizarla, la descargan y la firman 
electrónicamente. La firma del documento genera una certificación que con­
tiene, entre otros elementos, el número de expediente en el que se presentó, 
el usuario que lo hizo, su nombre completo y su Clave Única de Registro de 
Población.

1a./J. 156/2023 (11a.)

Recurso de reclamación 716/2022. Tiendas Soriana, S.A. de C.V. 16 de noviem­
bre de 2022. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Gregorio Delfino Castillo Porras.

Tesis de jurisprudencia 156/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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CONCURSOS MERCANTILES. EL PLAZO PARA LA CELEBRACIÓN 
DE CONVENIO EN LA ETAPA DE CONCILIACIÓN, PREVISTO EN EL AR­
TÍCULO 145 DE LA LEY RELATIVA, ES RAZONABLE EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL.

Hechos: Una persona moral demandó el concurso mercantil de otra (comer­
ciante). La demandada dio contestación a la demanda y exhibió la lista de 
acreedores. El Juez de Distrito del conocimiento dictó sentencia en la que 
estimó procedente la declaración de concurso mercantil con apertura en la 
etapa de conciliación. Seguidas las etapas procesales, se determinó pro­
cedente la declaración de quiebra de la concursada, determinación que 
fue confirmada en apelación. Inconformes, las partes promovieron, respecti­
vamente, juicios de amparo indirecto. La comerciante-concursada hizo valer 
en el juicio de amparo indirecto la inconstitucionalidad, entre otros, del artículo 
145 de la Ley de Concursos Mercantiles. El Tribunal Unitario de Circuito del 
conocimiento ordenó la acumulación de expedientes y dictó sentencia. Incon­
formes con lo resuelto en los juicios de amparo indirectos, las quejosas inter­
pusieron recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación a efecto de 
que se pronunciara respecto de la inconstitucionalidad de los artículos impug­
nados, entre ellos, el artículo 145 antes referido. El problema de constituciona­
lidad planteado radicó en la razonabilidad del plazo para la celebración de 
un convenio durante la etapa de conciliación de los concursos mercantiles 
ante el alegado desconocimiento de los acreedores y el monto de los cré­
ditos adeudados.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el plazo máximo de trescientos sesenta y cinco días natura­
les para la celebración de convenio en la etapa de conciliación previsto en 
el artículo 145 de la Ley de Concursos Mercantiles es acorde con el derecho 
de acceso a la justicia, en tanto permite la celebración del convenio que 
impide la declaración en quiebra de la comerciante.

Justificación: La etapa conciliatoria tiene una duración total máxima de 
hasta trescientos sesenta y cinco días naturales contados a partir de la fecha 
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en que se realizó la última publicación de la sentencia de concurso mer­
cantil en el Diario Oficial de la Federación. Lo anterior, toda vez que el plazo 
de ciento ochenta y cinco días naturales a que se refiere el primer párrafo del 
artículo 145 de la ley relativa, puede prorrogarse en dos ocasiones por noventa 
días naturales, cada una. De ahí que, al permitir llegar a un convenio que les 
beneficie y evite la declaración de quiebra, el plazo referido salvaguarda 
los derechos de las partes intervinientes. Ello, tomando en consideración que, 
desde el inicio del procedimiento concursal, la comerciante cuenta con 
elementos que le permiten la identificación presuntiva de acreedores y 
montos de los créditos para la negociación de un convenio. Sin que obste 
a lo anterior que la comerciante no esté expresamente obligada a conocer 
la graduación de los créditos a partir de su contabilidad interna, pues lo 
cierto es que conoce de primera mano la situación en la que se encuentra 
respecto de los acreedores y deudas existentes.

1a./J. 157/2023 (11a.)

Amparo en revisión 515/2021. Promotora Ocabor, S.A. de C.V. y otras. 6 de julio 
de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien formuló voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Gregorio Delfino Castillo Porras.

Tesis de jurisprudencia 157/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COPIAS DE TRASLADO. EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 103 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDE­
RAL (APLICABLE EN LA CIUDAD DE MÉXICO), AL PREVER QUE LA 
FALTA DE ÉSTAS DEBE SANCIONARSE CON EL DESECHAMIENTO DE 
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PLANO DE LA DEMANDA, VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA.

Hechos: Una institución bancaria promovió juicio de amparo indirecto en el 
que señaló como acto reclamado, entre otros, el artículo 103 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. El Juez de Distrito del cono­
cimiento sobreseyó en el juicio por algunos actos y concedió la protección 
constitucional por la inconstitucionalidad reclamada. Inconformes con esta 
determinación, las partes interpusieron recursos de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el párrafo segundo del artículo 103 del Código de Proce­
dimientos Civiles para el Distrito Federal (aplicable en la Ciudad de México), 
al prever que la omisión de exhibir las copias de traslado debe sancionarse 
con el desechamiento de plano de la demanda, vulnera el derecho de acceso 
a la justicia por ser excesivo y desproporcional el desechamiento de cual­
quier acción (entre las cuales se encuentran las que se ejercen por medio de 
demanda principal, a la reconvención, a los incidentes y a las liquidaciones), 
con motivo de la no exhibición de las copias de traslado, el cual es un requi­
sito de procedibilidad netamente formal y, por ende, de carácter subsanable. 
Ello, ya que el legislador estableció a priori la sanción de dejar de admitir el 
escrito en caso de que no se acompañen las copias correspondientes, sin 
dejar a la persona juzgadora la posibilidad de graduar dicha medida, en el 
caso, prevenir al promovente para que en un plazo prudente cumpla con 
ese requisito.

Justificación: Lo anterior es así, ya que si bien es cierto que el párrafo se­
gundo del artículo 103 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal (aplicable en la Ciudad de México) tiene como finalidad garan­
tizar el derecho humano de acceso a la justicia de la parte demandada, 
a través del otorgamiento de una copia de la demanda que se instaura en 
su contra, lo cual es un elemento primordial para que sea factible la defensa 
en juicio, también lo es que el legislador favoreció el derecho de acceso a 
la justicia de la parte demandada sobre el derecho humano de acceso a la 
justicia de la parte actora, con lo que se quiebra el principio constitucional 
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de igualdad procesal, que es una vertiente de los derechos al debido pro­
ceso y a la igualdad jurídica, que demanda una razonable igualdad de posi­
bilidades en el ejercicio de cada una de las pretensiones de las partes en 
un juicio y que se erige a su vez como una regla de actuación de la persona 
juzgadora como directora del proceso. Así, un requisito formal subsanable 
por parte de la actora la priva del ejercicio de una acción, con motivo de 
garantizar la defensa de la parte demandada; siendo que no existe una 
razón suficiente para que, en el caso de algunas acciones, se considere que 
sí es subsanable la propia acción y en otras no.

1a./J. 158/2023 (11a.)

Amparo en revisión 134/2023. Banco Azteca, S.A., I.B.M. 14 de junio de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló 
voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 158/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHOS DE AUTOR. CARACTERÍSTICAS Y PRERROGATIVAS EN SU 
VERTIENTE MORAL. 

Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil 
de una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales 
diversas prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia 
imagen y a su derecho moral de persona autora por la utilización de un 
"doble" en una campaña publicitaria en la que también se alteró una de sus 
obras musicales. En primera instancia se absolvió a las demandadas. En el 
recurso de apelación y, en cumplimiento a una resolución dictada en un juicio 
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de amparo directo previo, el Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento 
revocó la sentencia de primer grado, declarando improcedente el reclamo al 
derecho a la propia imagen; sin embargo, condenó a las demandadas 
al pago de una indemnización por el derecho moral de autor. En contra de 
esta resolución, las partes promovieron sendos juicios de amparo directo, 
los cuales fueron atraídos por este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el derecho de autor en su vertiente moral constituye 
una condición esencial para los autores, que les permite realizar ciertas 
acciones para conservar el vínculo personal con su obra. Se trata de una 
facultad con la que cuentan los titulares o creadores de las obras, mediante 
la cual pueden hacer oponibles sus derechos frente a cualquier individuo.

Justificación: El derecho de autor en su vertiente moral goza de ciertas 
características entre las que se encuentran: a) la perpetuidad, dado que, sin 
importar el tiempo que haya transcurrido, un autor seguirá siéndolo siempre 
de las obras de su autoría; b) la inalienabilidad por lo que no puede ser 
sujeto de transmisión; c) la imprescriptibilidad porque nadie puede con­
vertirse en autor de una obra cuya autoría falsamente se atribuya por el 
simple transcurso del tiempo; d) la irrenunciabilidad, en el sentido de que, 
aun cuando un autor en particular fuese obligado a renunciar a tal derecho 
o lo hiciere de manera voluntaria, estará en todo momento facultado para 
ser restituido en el goce absoluto de este derecho esencial cuando así lo 
reclame; y, e) la inembargabilidad, ya que corresponde a la esfera de los 
derechos personalísimos del autor, por lo que no se encuentra disponible 
en el comercio. Asimismo, este derecho moral otorga al autor diversas prerro­
gativas, consistentes en: 1. El derecho de divulgación a través del cual el 
autor decide si quiere dar a conocer la obra de su autoría y en qué forma; 
2. El derecho de paternidad que se traduce en el reconocimiento de su 
calidad de autor, así como en la posibilidad de determinar si en la divulga­
ción de la obra respectiva se emplea su nombre real, un seudónimo o se 
divulga en forma anónima; 3. El derecho de integridad a través del cual el 
autor puede oponerse a cualquier deformación, mutilación u otra modifica­
ción a su obra, así como a toda acción o atentado a la misma que cause 
demérito, perjuicio o menoscabo a la reputación del autor; 4. El derecho de 
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modificar su obra o facultar a otros para que lo hagan; y, 5. El derecho 
de retracto a través del cual un autor puede pedir el retiro de la obra o de 
sus ejemplares del comercio.

1a./J. 160/2023 (11a.)

Amparo directo 5/2022. Toyota Motor Sales de México, S. de R.L. de C.V. 8 de 
febrero de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis de jurisprudencia 160/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHOS DE AUTOR. CARACTERÍSTICAS Y PRERROGATIVAS EN SU 
VERTIENTE PATRIMONIAL. 

Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil 
de una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales 
diversas prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia 
imagen y a su derecho moral de persona autora por la utilización de un 
"doble" en una campaña publicitaria en la que también se alteró una de sus 
obras musicales. En primera instancia se absolvió a las demandadas. En el 
recurso de apelación y, en cumplimiento a una resolución dictada en un juicio 
de amparo directo previo, el Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento 
revocó la sentencia de primer grado, declarando improcedente el reclamo al 
derecho a la propia imagen; sin embargo, condenó a las demandadas 
al pago de una indemnización por el derecho moral de autor. En contra de 
esta resolución, las partes promovieron sendos juicios de amparo directo, 
los cuales fueron atraídos por este Alto Tribunal.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el derecho de autor en su vertiente patrimonial de 
autor está indisolublemente vinculado con la explotación económica de la 
obra. Se trata de facultades de las que goza el autor o el titular derivado 
para permitir o prohibir la utilización de sus obras por parte de terceros, así 
como para cobrar ciertas cantidades de dinero cuando se realicen determi­
nados usos de sus creaciones.

Justificación: El derecho de autor en su vertiente patrimonial goza de ciertas 
características como son: a) la temporalidad consistente en el lapso durante 
el cual el autor ejerce en exclusiva las facultades de uso y explotación 
sobre la obra de que se trate; b) la irrenunciabilidad pues corresponde al 
autor decidir de manera libre y voluntaria lo que mejor le convenga sobre 
el ejercicio de los mismos o, bien, sobre su transferencia o transmisión a 
favor de terceros; y, c) la transmisibilidad por cualquier medio legal, desta­
cándose la figura de los contratos, la presunción legal de cesión y la trans­
misión mortis causa. Estos derechos de explotación se manifiestan en una 
serie de prerrogativas fundamentales para los autores, entre las que se 
encuentran: 1. El derecho de reproducción consistente en la multiplicación 
de ejemplares de una obra, que puede llevarse a cabo de varias maneras y en 
toda clase de soportes materiales que permita la comunicación de la obra, 
así como la posibilidad de obtener copias o ejemplares de ésta; 2. El derecho 
de comunicación pública mediante el cual una obra se pone al alcance del 
público en general por cualquier medio o forma que la difunda; 3. El derecho 
de representación que se materializa a través de las obras aptas para ser 
representadas públicamente (por ejemplo, las dramáticas, las musicales o 
las representaciones coreográficas); 4. El derecho de ejecución pública el 
cual se actualiza interpretando en vivo o mediante grabaciones sonoras, 
obras de naturaleza musical; 5. El derecho de exhibición pública, cuyo objeto 
consiste en hacer accesibles las obras a través de su proyección; 6. El dere­
cho de radiodifusión consistente en hacer posible la accesibilidad de las 
obras a través de señales portadoras por diversos medios (televisión sate­
lital); 7. El derecho de transformación que consiste en la facultad que tiene 
el autor para autorizar a terceros la realización de toda clase de arreglos, 
transcripciones, adaptaciones, traducciones, colecciones, antologías y compi­
laciones, a partir de la obra primigenia cuya autoría o derechos le correspon­
den en exclusiva; 8. El derecho de distribución, que consiste en el derecho 
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exclusivo del autor o su causahabiente para autorizar la puesta a disposi­
ción del público del original de sus obras, mediante venta u otra transferencia 
de la propiedad; 9. El derecho de alquiler que confiere al autor el derecho 
exclusivo de autorizar la cesión comercial al público del original o de los 
ejemplares de sus obras; y, 10. El derecho de préstamo consistente en la 
puesta a disposición de originales y copias de una obra para su uso por 
tiempo limitado sin beneficio económico o comercial directo ni indirecto, 
siempre que dicho préstamo se lleve a cabo a través de establecimientos 
accesibles al público.

1a./J. 161/2023 (11a.)

Amparo directo 5/2022. Toyota Motor Sales de México, S. de R.L. de C.V. 8 de 
febrero de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis de jurisprudencia 161/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHOS DE AUTOR. LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑO MATERIAL Y/O 
MORAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL DEL 
DERECHO DE AUTOR, NO PUEDE EQUIPARARSE CON LA FIGURA DE 
DAÑOS Y PERJUICIOS DERIVADOS DE LA LEGISLACIÓN CIVIL. 

Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil 
de una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales 
diversas prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia ima­
gen y a su derecho moral de persona autora por la utilización de un "doble" 
en una campaña publicitaria en la que también se alteró una de sus obras 
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musicales. En primera instancia se absolvió a las demandadas. En el recurso 
de apelación y, en cumplimiento a una resolución dictada en un juicio de 
amparo directo previo, el Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento revocó 
la sentencia de primer grado, declarando improcedente el reclamo al derecho 
a la propia imagen; sin embargo, condenó a las demandadas al pago de 
una indemnización por el derecho moral de autor. En contra de esta resolu­
ción, las partes promovieron sendos juicios de amparo directo, los cuales 
fueron atraídos por este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que no puede equipararse la indemnización por daño moral o 
material del derecho de autor, prevista en el artículo 216 bis de la Ley Fede­
ral del Derecho de Autor, con la de daños y perjuicios derivados de la legis­
lación civil, en tanto que no guardan una correlación entre sí, por lo que no 
pueden coexistir ambas figuras, sino que ambos conceptos se encontra­
rían inmersos en la conducta atribuida.

Justificación: De una interpretación teleológica del primer párrafo del artículo 
216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, se evidencia que la finali­
dad de dicho precepto fue la de precisar que cualquier daño o perjuicio 
que sufra alguno de los titulares de los derechos reconocidos por dicha ley, 
con independencia de su denominación y de su carácter principal o acce­
sorio, deberá ser reparado o indemnizado conforme a las reglas de derecho 
que se contienen en ese precepto. Por tanto, si bien es cierto que dicho artícu­
lo hace referencia a la reparación del daño material y/o moral, así como a la 
indemnización por daños y perjuicios, ello no puede interpretarse en el sen­
tido de que la autoridad jurisdiccional respectiva podrá condenar dos veces 
al pago de la misma prestación, esto es, que exista una indemnización por 
reparación del daño moral de autor, y otra, para satisfacer los daños y per­
juicios ocasionados, puesto que la finalidad del legislador no fue la de 
incorporar un precepto a partir del cual la parte afectada pudiera realizar 
un doble cobro por un mismo concepto (reparación por vulneración al daño 
moral de autor, así como daños y perjuicios), sino la de privilegiar el derecho 
a una justa indemnización.

1a./J. 162/2023 (11a.)
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Amparo directo 5/2022. Toyota Motor Sales de México, S. de R.L. de C.V. 8 de 
febrero de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis de jurisprudencia 162/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHOS DE AUTOR. REQUISITOS PARA LA PROCEDENCIA DE LA 
INDEMNIZACIÓN POR VULNERACIÓN AL DAÑO MORAL A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO 
DE AUTOR. 

Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil 
de una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales 
diversas prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia 
imagen y a su derecho moral de persona autora por la utilización de un 
"doble" en una campaña publicitaria en la que también se alteró una de sus 
obras musicales. En primera instancia se absolvió a las demandadas. En el 
recurso de apelación y, en cumplimiento a una resolución dictada en un juicio 
de amparo directo previo, el Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento 
revocó la sentencia de primer grado, declarando improcedente el reclamo al 
derecho a la propia imagen; sin embargo, condenó a las demandadas 
al pago de una indemnización por el derecho moral de autor. En contra de 
esta resolución, las partes promovieron sendos juicios de amparo directo, 
los cuales fueron atraídos por este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que para acceder a la indemnización por vulneración al derecho 
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moral de autor a que se refiere el artículo 216 bis de la Ley Federal del Dere­
cho de Autor, el titular o creador está obligado a demostrar la existencia de 
una obra de su autoría, así como la actualización de alguna de las conductas 
establecidas en el artículo 21, fracción III, del mismo ordenamiento legal.

Justificación: Entre las diferentes facultades morales conferidas al autor, se 
encuentran: a) el poder de determinar si la obra artística puede ser divulgada; 
b) el reconocimiento de la calidad de autor; c) la facultad de vinculación 
autor-obra mediante la preservación de la integridad de la misma; y, d) el 
impedir que la obra sea modificada. En cuanto a la facultad de integridad, 
existen dos concepciones: una objetiva que exige que las alteraciones de 
las obras sean objetivamente comprobables o que causen perjuicio a la 
reputación del autor y una subjetiva donde no hay condicionamientos, simple­
mente se prohíbe toda alteración no autorizada por el autor. Al respecto, el 
artículo 21 de la Ley Federal del Derecho de Autor retoma las dos concep­
ciones pues hace referencia a dos facetas distintas: 1) a la oposición a 
"cualquier deformación, mutilación u otra modificación de ella" –la obra ori­
ginal–; y, 2) a la oposición a "Toda acción o atentado a la misma que cause 
demérito de ella o perjuicio a la reputación del autor". Por tanto, el hecho de 
que el legislador se haya referido a las dos posturas no significa que los 
autores forzosamente deban reclamar la reparación a partir de la concu­
rrencia obligatoria de esas hipótesis, sino que basta la actualización de alguna 
para que pueda ser analizada su pretensión.

1a./J. 163/2023 (11a.)

Amparo directo 5/2022. Toyota Motor Sales de México, S. de R.L. de C.V. 8 de 
febrero de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis de jurisprudencia 163/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHOS DE AUTOR. CONCEPTO DE "OBRA" PARA EFECTOS DE 
SU TUTELA JURISDICCIONAL.

Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil 
de una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales 
diversas prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia 
imagen y a su derecho moral de persona autora por la utilización de un 
"doble" en una campaña publicitaria en la que también se alteró una de sus 
obras musicales. En primera instancia se absolvió a las demandadas. En el 
recurso de apelación y, en cumplimiento a una resolución dictada en un juicio 
de amparo directo previo, el Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento 
revocó la sentencia de primer grado, declarando improcedente el reclamo al 
derecho a la propia imagen; sin embargo, condenó a las demandadas 
al pago de una indemnización por el derecho moral de autor. En contra de 
esta resolución, las partes promovieron sendos juicios de amparo directo, 
los cuales fueron atraídos por este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la obra es un objeto inmaterial o intangible, suscep­
tible de fijarse en un soporte material como puede ser, de manera ejemplifi­
cativa más no limitativa, un libro, un disco, una fotografía o cualquier otro, 
que permita que la misma sea reproducida y comunicada; la cual resulta de 
gran importancia ya que, a partir de la configuración de la obra, se adquiere 
la calidad de autor y se posibilita la reclamación de los derechos corres­
pondientes.

Justificación: La protección a los derechos de autor no está subordinada al 
cumplimiento de requisitos formales, pues la creación de la obra es el título 
originario de ese derecho, sin que sea necesario, incluso, registrarla para 
obtener la protección de los derechos de autor, ya que dicha tutela surge 
en el momento mismo en que la obra haya sido fijada en un soporte material. 
Es por ello que, dentro del espectro de protección del derecho de autor, 
se encuentra toda clase de "obras" intelectuales, ya sean originales (primi­
genias) o derivadas (adaptaciones, traducciones, arreglos musicales), aun­
que para estar protegidas estas últimas, cualquiera que sea su modo y 
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forma de expresión, deben presentar las características de originalidad 
o individualidad.

1a./J. 164/2023 (11a.)

Amparo directo 6/2022. Distribuidores Toyota México, A.C. 8 de febrero de 
2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ausente: 
Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis de jurisprudencia 164/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHOS DE AUTOR. PARA OBTENER SU TUTELA, SÓLO SE NECE­
SITA QUE LA OBRA SEA ORIGINAL Y QUE SE FIJE EN UN SOPORTE 
MATERIAL, POR LO QUE ES INNECESARIO, PARA SU PROTECCIÓN, 
ESTAR INSCRITA EN EL REGISTRO PÚBLICO DEL DERECHO DE AUTOR.

Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil 
de una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales 
diversas prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia 
imagen y a su derecho moral de persona autora por la utilización de un "doble" 
en una campaña publicitaria en la que también se alteró una de sus obras 
musicales. En primera instancia se absolvió a las demandadas. En el recurso 
de apelación y, en cumplimiento a una resolución dictada en un juicio de 
amparo directo previo, el Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento revocó 
la sentencia de primer grado, declarando improcedente el reclamo al derecho 
a la propia imagen; sin embargo, condenó a las demandadas al pago de 
una indemnización por el derecho moral de autor. En contra de esta resolu­
ción, las partes promovieron sendos juicios de amparo directo, los cuales 
fueron atraídos por este Alto Tribunal.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la protección al derecho moral de autor surge en el momento 
mismo en que la obra ha sido fijada en un soporte material; de manera que, 
para obtener la tutela de los derechos de autor, sólo se necesita que la 
misma sea original y que se fije en un soporte material, por lo que cualquier 
otro requisito, como lo es la inscripción en el Registro Público del Derecho 
de Autor del Instituto Nacional del Derecho de Autor, es irrelevante para 
que nazcan los derechos de autor de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 5o. y 162 de la Ley Federal del Derecho de Autor.

Justificación: El artículo 162 anteriormente citado prevé la posibilidad de 
inscribir las obras en el Registro Público del Derecho de Autor del Instituto 
Nacional del Derecho de Autor, cuyo efecto es generar una presunción de 
que el autor de la obra es aquel que figura en el registro, no obstante, exis­
ten otras formas de lograr ese objetivo, como por ejemplo, a través de un 
instrumento público expedido por un fedatario en el que se asiente la vincu­
lación entre la obra y su autor, lo que produce el mismo efecto jurídico que 
el registro, ya que en ambos casos se trata de documentos públicos; sin 
embargo, este registro es opcional y meramente declarativo, mas no consti­
tutivo de derechos, a diferencia de lo que ocurre en materia de propiedad 
industrial. Por tanto, para la demostración de la autoría y la consecuente 
posibilidad de proteger los derechos de autor, no se requiere registrar la obra 
previamente, pues la protección al derecho moral de autor surge en el 
momento mismo en que la obra ha sido fijada en un soporte material, en tér­
minos de lo dispuesto por el artículo 5o. mencionado.

1a./J. 165/2023 (11a.)

Amparo directo 6/2022. Distribuidores Toyota México, A.C. 8 de febrero de 
2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.
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Tesis de jurisprudencia 165/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA PROPIA IMAGEN. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 
87 DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR EN RELACIÓN CON 
LA ACEPCIÓN "RETRATO".

Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil 
de una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales 
diversas prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia 
imagen y a su derecho moral de persona autora por la utilización de un 
"doble" en una campaña publicitaria en la que también se alteró una de sus 
obras musicales. En primera instancia se absolvió a las demandadas. En el 
recurso de apelación y, en cumplimiento a una resolución dictada en un juicio 
de amparo directo previo, el Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento 
revocó la sentencia de primer grado, declarando improcedente el reclamo al 
derecho a la propia imagen; sin embargo, condenó a las demandadas 
al pago de una indemnización por el derecho moral de autor. En contra de 
esta resolución, las partes promovieron sendos juicios de amparo directo, 
los cuales fueron atraídos por este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la interpretación que debe otorgarse al artículo 87 de 
la Ley Federal del Derecho de Autor es aquella mediante la cual se va 
ampliando el ámbito de protección del derecho a la imagen; de manera que 
no debe considerarse el término "retrato", simplemente como un mero sinó­
nimo de "fotografía", en tanto que esa acepción fue otorgada por el legisla­
dor en un contexto que actualmente ha quedado rebasado; por lo que este 
derecho a la propia imagen debe contemplar cualquier elemento representa­
tivo de la persona, sin limitarse estrictamente a sus rasgos físicos inmediatos.
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Justificación: Del precepto legal indicado se advierte que el "retrato" de una 
persona sólo puede ser usado o publicado con autorización de aquélla, de 
sus representantes o de los titulares de los derechos. Al respecto, debe 
indicarse que, si bien es cierto que dicho artículo no hace referencia propia­
mente a "la imagen" (pues la reforma que le dio origen data de mil novecien­
tos cuarenta y siete), también lo es que no resulta factible considerar una 
interpretación literal restrictiva para estimar que solamente la "fotografía" 
del individuo es la que debe prevalecer para efecto de determinar la pro­
cedencia de la indemnización por vulneración al derecho a la propia 
imagen. En efecto, la locución que se utilizó en aquel momento partió del 
entendimiento de los medios de comunicación de esa época; sin embargo, 
a partir de su evolución y de la fácil manipulación de la fotografía, la televi­
sión y las herramientas de la "era digital" –hasta la introducción de las redes 
sociales–, la interpretación para la protección del derecho a la imagen no 
puede erigirse como una herramienta que sólo permita a los titulares de esa 
prerrogativa hacer frente a los usos indebidos derivados de la captación y 
difusión de alguna "fotografía o dibujo" en donde se representen exacta­
mente sus características físicas; sino que debe entenderse como el ins­
trumento mediante el cual se salvaguardarán todos los elementos a través 
de los cuales la singularidad de cada persona se expresa, los cuales abar­
can desde la voz, el rostro, el cuerpo, hasta ciertos bienes protegidos por 
el derecho a la identidad, como ocurre con el nombre, de forma que com­
prende cada uno de los elementos y las características que son propias de 
alguien como persona. Consecuentemente, no puede considerarse que el 
derecho a la propia imagen concierne solamente a los "retratos" del indi­
viduo, sino que corresponden a manifestaciones de lo más esencial de la 
persona, siendo de este modo una proyección externa de ella misma, se 
trate bien de una natural o de una construida; esto es, no es una abstrac­
ción, sino una entidad concreta que tiene la cualidad de ser captada por los 
sentidos, de manera que el ámbito de lo protegido es la proyección exterior 
de la persona desde su aspecto físico, hasta todos aquellos elementos que 
considerados en forma conjunta forman su identidad.

1a./J. 166/2023 (11a.)
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Amparo directo 7/2022. Edgar Ricardo Arjona Morales y otra. 8 de febrero de 
2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis de jurisprudencia 166/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS LEGÍTIMO DE LAS ASOCIACIONES CIVILES. REQUISITOS QUE 
DEBEN CUMPLIR PARA ACREDITARLO CUANDO RECLAMAN EN JUI­
CIO DE AMPARO INDIRECTO LA INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS 
GENERALES.

Hechos: Varias asociaciones civiles promovieron juicio de amparo indirecto 
en el que reclamaron la inconstitucionalidad de los artículos 101, 102 y 103 del 
Código Penal para el Estado de Aguascalientes. La Jueza de Distrito 
del conocimiento sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas no 
contaban con interés legítimo para impugnar tales normas generales. Incon­
formes, las quejosas interpusieron recurso de revisión, el cual fue atraído 
por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que los requisitos que deben satisfacer las personas morales 
para acreditar un interés legítimo para reclamar en juicio de amparo indirecto 
la inconstitucionalidad de normas generales son los siguientes: a) la exis­
tencia de una norma constitucional en la que se reconozca la protección de 
algún interés difuso en beneficio de una colectividad, determinada o deter­
minable; b) que el acto reclamado transgrede o transgredió ese interés difuso, 
ya sea de forma individual o colectiva; c) que demuestre, a través de los 
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medios de prueba idóneos, su pertenencia a esa colectividad; d) que dentro 
de su objeto social se encuentre la promoción, protección y/o defensa de 
un derecho humano de naturaleza colectiva; y, e) que el acto reclamado 
sea violatorio de ese derecho humano de naturaleza colectiva, cuya promo­
ción, protección y/o defensa le corresponde en virtud de su objeto social, 
esto es, debe acreditar que la afectación de la que se duele, efectivamente, 
trascendió o trasciende a su esfera jurídica, impidiéndole así el ejercicio o 
la práctica de su objeto social.

Justificación: El interés legítimo establecido en el artículo 107, fracción I, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con motivo de las 
reformas de seis de junio de dos mil once, abre la gama de posibilidades 
para acudir al juicio de amparo, pues éste no exige la acreditación, a cargo 
de la parte quejosa, de la existencia de un derecho subjetivo conferido por 
las normas del ordenamiento jurídico o la necesidad de probar un daño 
individualizado susceptible de ser remediado mediante la concesión del 
amparo, sino que aquél se traduce en el interés personal –individual o colec­
tivo–, cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, que pueda tradu­
cirse, si llegara a concederse el amparo, en un beneficio jurídico en favor 
de la parte quejosa, siempre que esté garantizado por un derecho objetivo 
(sin que necesariamente dé lugar a un derecho subjetivo) y debe haber una 
afectación a la esfera jurídica del quejoso en sentido amplio que puede ser 
de índole económica, profesional, de salud pública o de cualquier otra. Situa­
ción la cual se traduce en que las asociaciones civiles cuyo objeto social 
esté encaminado a proteger un derecho humano de naturaleza colectiva 
cuentan, siempre que satisfagan los requisitos ya precisados, con interés 
legítimo para reclamar la inconstitucionalidad de normas generales que esti­
men son contarios a este derecho. Máxime que esta Primera Sala, al resolver 
el recurso de queja 35/2020 y el amparo en revisión 635/2019, reconoció 
que era ineludible la relación existente entre la teleología del interés legítimo 
–como figura técnico-procesal propia del juicio de amparo– y la garantía de 
los intereses difusos o colectivos, y la posibilidad de reclamar el incum­
plimiento de una obligación de actuar de cualquier autoridad en aras de 
hacer efectivos derechos humanos cuya titularidad corresponda a algún 
grupo de personas, determinado o determinable.

1a./J. 167/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 79/2023. Grupo de Información en Reproducción Elegida, 
A.C. y otras. 30 de agosto de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente relacionado con 
los efectos del amparo. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz 
Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 167/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LAS 
ASOCIACIONES CIVILES CUENTAN CON ÉSTE, PARA RECLAMAR 
LA INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES CON 
MOTIVO DE LA PROTECCIÓN DE UN DERECHO HUMANO DE NATU­
RALEZA COLECTIVA SIN QUE ESTÉN OBLIGADAS A DEMOSTRAR 
UN DAÑO INDIVIDUALIZADO.

Hechos: Varias asociaciones civiles promovieron juicio de amparo 
indirecto en el que reclamaron la inconstitucionalidad de los artículos 
101, 102 y 103 del Código Penal para el Estado de Aguascalientes. 
La Jueza de Distrito del conocimiento sobreseyó en el juicio al consi­
derar que las quejosas no contaban con interés legítimo para impugnar 
tales normas generales. Inconformes, las quejosas interpusieron recurso 
de revisión, el cual fue atraído por esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que en el juicio de amparo indirecto, las asociaciones 
civiles cuentan con interés legítimo para reclamar la inconstitucionali­
dad de actos de autoridad, omisiones o normas generales, siempre que 
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acrediten: a) que dentro de su objeto social se encuentra la promo­
ción, protección y/o defensa de un derecho humano de naturaleza 
colectiva; y, b) que el acto reclamado sea violatorio de ese derecho 
humano de naturaleza colectiva, cuya promoción, protección y/o defensa 
le corresponde en virtud de su objeto social, es decir, deben acreditar 
que la afectación de la que se duele, efectivamente, trascendió o tras­
ciende a su esfera jurídica, impidiéndoles así el ejercicio o la práctica 
de su objeto social. Lo cual implica que las personas juzgadoras de 
amparo realicen un estudio integral de la naturaleza del derecho (nece­
sariamente colectivo), el objeto social de la asociación y la afectación 
que se alega, por lo que, es necesario que la autoridad jurisdiccional 
analice de manera pormenorizada la pretensión aducida por la persona 
moral a la luz del derecho cuestionado para determinar la forma en 
la que dicho reclamo trasciende a su esfera jurídica, toda vez que una 
eventual concesión del amparo tendrá por objeto reparar la violación 
a esta esfera.

Justificación: El interés legítimo abre la gama de posibilidades para 
acudir al juicio de amparo, pues no se exige la acreditación, a cargo de 
la parte quejosa, de la existencia de un derecho subjetivo conferido 
por las normas del ordenamiento jurídico o la necesidad de probar un 
daño individualizado susceptible de ser remediado mediante la con­
cesión del amparo; sino que el interés legítimo es aquel interés perso­
nal –individual o colectivo–, cualificado, actual, real y jurídicamente 
relevante, que pueda traducirse, si llegara a concederse el amparo, 
en un beneficio jurídico en favor del quejoso; siempre que esté garan­
tizado por un derecho objetivo (sin que necesariamente dé lugar a un 
derecho subjetivo) y debe haber una afectación a la esfera jurídica del 
quejoso en sentido amplio que puede ser de índole económica, profe­
sional, de salud pública o de cualquier otra. Así, el interés legítimo 
permite a las personas combatir actos que estimen lesivos de sus 
derechos humanos, sin la necesidad de ser titulares de un derecho 
subjetivo; por lo que éste se actualizará cuando existan actos de auto­
ridad, cuyo contenido normativo no esté dirigido directamente a afec­
tar los derechos de los quejosos, sino que, por sus efectos jurídicos 
irradiados colateralmente, ocasiona un perjuicio o priva de un beneficio 
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en la esfera jurídica de la persona, justamente por la especial situa­
ción que tiene en el ordenamiento jurídico.

1a./J. 168/2023 (11a.)

Amparo en revisión 79/2023. Grupo de Información en Reproducción Elegida, 
A.C. y otras. 30 de agosto de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente relacionado con 
los efectos del amparo. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Minis­
tro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco 
Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 168/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS LEGÍTIMO DE LAS ASOCIACIONES CIVILES PARA RECLA­
MAR EN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO LA INCONSTITUCIONALIDAD 
DE NORMAS GENERALES. PARA ACREDITARLO BASTA PROBAR QUE 
SU OBJETO SOCIAL SE RELACIONA CON LA PROTECCIÓN Y/O LA 
DEFENSA DE UN DERECHO HUMANO DE NATURALEZA COLECTIVA.

Hechos: Varias asociaciones civiles promovieron juicio de amparo indirecto 
en el que reclamaron la inconstitucionalidad de los artículos 101, 102 y 103 
del Código Penal para el Estado de Aguascalientes. La Jueza de Distrito del 
conocimiento sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas no conta­
ban con interés legítimo para impugnar tales normas generales. Inconformes, 
las quejosas interpusieron recurso de revisión, el cual fue atraído por esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que para acreditar el interés legítimo de las asociaciones 
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civiles para reclamar en juicio de amparo indirecto la inconstitucionalidad 
de normas generales basta con que prueben que dentro de su objeto social 
se encuentra la promoción, la protección y/o la defensa de un derecho 
humano de naturaleza colectiva, situación la cual necesariamente deriva en 
que pertenezcan al grupo que protege el derecho de naturaleza colectiva, 
lo cual no sólo surge de pruebas documentales como el objeto social, sino 
de hechos notorios, los cuales pueden ser extraídos de su página de Internet 
y de los litigios que han protagonizado relacionados con la defensa de 
ciertos derechos.

Justificación: Esta Primera Sala, al resolver los amparos en revisión 1359/2015 
y 265/2020, ha admitido un estudio más amplio para determinar la especial 
relación que puede tener una asociación civil con un problema social con­
creto y ha determinado que este compromiso –el cual es indispensable 
para acreditar el interés legítimo–. Así, este análisis permite a las personas 
juzgadoras observar si, en la práctica, la asociación civil tiene un vínculo 
especial de garantía sobre los derechos que estima vulnerados. Situación 
la cual es indispensable tratándose de personas morales, ya que deben 
acreditar que dentro de su objeto social se encuentra la promoción, la pro­
tección y/o la defensa de un derecho humano de naturaleza colectiva.

1a./J. 169/2023 (11a.)

Amparo en revisión 79/2023. Grupo de Información en Reproducción Elegida, 
A.C. y otras. 30 de agosto de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente relacionado con 
los efectos del amparo. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz 
Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 169/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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ARRENDAMIENTO DE BIENES INMUEBLES. PARA DETERMINAR SI PRO­
CEDE LA VÍA MERCANTIL PARA RESOLVER LAS CONTROVERSIAS 
DERIVADAS DE DICHO ACTO, EL JUZGADOR DEBE DEFINIR SI CONSTI­
TUYE O NO UN ACTO DE COMERCIO AL REALIZARSE CON EL PRO­
PÓSITO DE ESPECULACIÓN COMERCIAL, PUES EL CATÁLOGO DEL 
ARTÍCULO 75 DEL CÓDIGO DE COMERCIO DEBE INTERPRETARSE 
DE MANERA ENUNCIATIVA Y NO LIMITATIVA (ABANDONO DE LA JURIS­
PRUDENCIA 1a./J. 63/98). 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito conoció de un juicio de amparo 
directo en el cual la parte quejosa argumentó que la autoridad responsable 
omitió el análisis de la vía (propuesto desde la contestación de la demanda 
de origen) y que el contrato de arrendamiento del bien inmueble objeto del 
juicio era de naturaleza mercantil (al destinarse al funcionamiento de un hotel), 
por lo que debía dilucidarse en la vía de la misma naturaleza. El órgano cole­
giado negó el amparo porque –a su juicio– el arrendamiento de inmuebles 
no es un acto de comercio, en tanto no se encuentra previsto en el artículo 
75 del Código de Comercio. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso 
de revisión en el que hizo valer la inconstitucionalidad del artículo 75 del 
Código de Comercio –aplicado por primera vez en su perjuicio– y el posible 
desconocimiento de los criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en torno al precepto impugnado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que para determinar si es procedente o no la vía mercantil en la 
resolución de controversias derivadas de un contrato de arrendamiento de 
bienes inmuebles, es preciso que el juzgador defina –en primer lugar– si dicho 
contrato constituye o no un acto de comercio, esto es, que se realiza con 
el propósito de especulación comercial, sin que obste a lo anterior que en la 
jurisprudencia 1a./J. 63/98, esta Primera Sala haya sustentado que el arren­
damiento de inmuebles no es un acto de comercio en términos del artículo 
75 del Código de Comercio, pues de una nueva reflexión sobre el tema se 
advierte que ha sido criterio reiterado de la propia Sala reconocer que el 
catálogo previsto en el citado artículo 75 debe interpretarse de manera 
enunciativa y no limitativa.
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Justificación: Tomando en consideración lo dispuesto en la fracción XXV del 
artículo 75 del Código de Comercio, la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación entiende por actos de comercio aquellos que –con 
independencia de la calidad de los contratantes– se encuentran previstos 
expresamente en el Código de Comercio o que, sin estarlo, se celebraron con 
el propósito de especulación mercantil. De ahí que, si bien el arrendamiento 
de inmuebles no se encuentra expresamente previsto como acto de comer­
cio en el citado artículo 75, tendrá el carácter de acto de comercio cuando se 
realice con el propósito de especulación comercial. Por consiguiente, los 
conflictos que deriven de este tipo de contratos deben dirimirse en la vía 
mercantil.

1a./J. 170/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 172/2023. Ancora Construcciones, S.A. de C.V. 30 de 
agosto de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Gregorio Delfino Castillo Porras.

Nota: La jurisprudencia 1a./J. 63/98 citada, de rubro: "VÍA MERCANTIL, IMPRO­
CEDENCIA DE LA, TRATÁNDOSE DE ARRENDAMIENTO DE INMUEBLES.", 
se publicó en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo VIII, diciembre de 1998, página 310, con número de registro 
digital: 194955.

Tesis de jurisprudencia 170/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona el cri­
terio sostenido por la propia Sala en la diversa 1a./J. 63/98, de rubro: 
"VÍA MERCANTIL, IMPROCEDENCIA DE LA, TRATÁNDOSE DE ARREN­
DAMIENTO DE INMUEBLES.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, diciembre de 1998, 
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página 310, con número de registro digital: 194955, esta última dejó de 
considerarse de aplicación obligatoria a partir del 13 de noviembre de 2023.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIÓN LEGISLATIVA DE CUMPLIR CON OBLIGACIONES ESTABLE­
CIDAS EN UNA DISPOSICIÓN CONVENCIONAL O INTERNACIONAL EN 
MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. ES RECLAMABLE EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. 

Hechos: Varias personas físicas, en su calidad de víctimas indirectas y repre­
sentantes de una víctima directa del delito de desaparición cometida por 
particular, promovieron juicio de amparo indirecto en contra del Congreso 
del Estado de Michoacán de Ocampo, de quien reclamaron la omisión legis­
lativa absoluta de armonizar y expedir la ley en materia de Declaración 
Especial de Ausencia para dicha entidad. El Juez de Distrito del conocimiento 
sobreseyó en el juicio, al considerar que no había un mandato constitucional 
expreso al Congreso de Michoacán, por lo que no existía la omisión legisla­
tiva absoluta que se le reclamaba. Inconforme, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la omisión legislativa de cumplir con obligaciones estable­
cidas en una disposición convencional o internacional en materia de derechos 
humanos es reclamable en el juicio de amparo indirecto.

Justificación: Ello, en virtud de que, tal como lo establece el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda actuación esta­
tal –ya sea administrativa, legislativa y/o judicial– debe ser acorde al bloque 
de constitucionalidad y, además, enfocarse en promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos; por lo que, la omisión de una autoridad 
legislativa de actuar conforme a los estándares internacionales en materia 
de derechos humanos configura también una violación a éstos y ello puede 
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ser reclamado a través del juicio de amparo indirecto, en atención a lo pre­
visto en los artículos 103 constitucional y 1o. de la Ley de Amparo.

1a./J. 171/2023 (11a.)

Amparo en revisión 439/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 171/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIÓN LEGISLATIVA DE CUMPLIR CON OBLIGACIONES ESTABLE­
CIDAS EN UNA DISPOSICIÓN CONVENCIONAL O INTERNACIONAL. 
SE CONFIGURA CUANDO EXISTA UN MANDATO CONSTITUCIONAL DE­
RIVADO DE LOS COMPROMISOS INTERNACIONALES ADQUIRIDOS POR 
EL ESTADO MEXICANO QUE OBLIGUEN A LOS PODERES DEL ESTADO 
MEXICANO A ADECUAR SU NORMATIVA INTERNA. 

Hechos: Varias personas físicas, en su calidad de víctimas indirectas y repre­
sentantes de una víctima directa del delito de desaparición cometida por 
particular, promovieron juicio de amparo indirecto en contra del Congreso 
del Estado de Michoacán de Ocampo, de quien reclamaron la omisión legis­
lativa absoluta de armonizar y expedir la ley en materia de Declaración 
Especial de Ausencia para dicha entidad. El Juez de Distrito del conocimiento 
sobreseyó en el juicio, al considerar que no había un mandato constitucio­
nal expreso al Congreso de Michoacán, por lo que no existía la omisión legis­
lativa absoluta que se le reclamaba. Inconforme, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que una omisión legislativa propiamente dicha también se actua­
liza cuando exista un mandato constitucional –derivado de los compromisos 
internacionales adquiridos por el Estado Mexicano al suscribir tratados inter­
nacionales en materia de derechos humanos– que obligue a los Poderes del 
Estado a adecuar su régimen normativo de conformidad con esos estándares 
internacionales y dicha obligación haya sido total o parcialmente incumplida.

Justificación: La obligación derivada del artículo 1o. constitucional y de los 
tratados internacionales implica la promoción de los derechos humanos pro­
tegidos a nivel internacional a través de la emisión de leyes. Así, la falta de 
una ley implica la violación a la obligación de adoptar medidas cuando la 
legislación es indispensable, esto es, una ausencia normativa se convierte 
en omisión ante la existencia de la obligación de legislar.

1a./J. 172/2023 (11a.)

Amparo en revisión 439/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 172/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PERSONAS DESAPARECIDAS Y DECLARACIÓN ESPECIAL DE AUSEN­
CIA. CONTENIDO Y ALCANCE DE LAS OBLIGACIONES INTERNACIONA­
LES DEL ESTADO MEXICANO EN ESA MATERIA. 

Hechos: Varias personas físicas, en su calidad de víctimas indirectas y repre­
sentantes de una víctima directa del delito de desaparición cometida por 
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particular, promovieron juicio de amparo indirecto en contra del Congreso 
del Estado de Michoacán de Ocampo, de quien reclamaron la omisión legis­
lativa absoluta de armonizar y expedir la ley en materia de Declaración 
Especial de Ausencia para dicha entidad. El Juez de Distrito del conocimiento 
sobreseyó en el juicio, al considerar que no había un mandato constitucional 
expreso al Congreso de Michoacán, por lo que no existía la omisión legisla­
tiva absoluta que se le reclamaba. Inconforme, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las obligaciones generales del Estado Mexicano en materia de 
personas desaparecidas y Declaración Especial de Ausencia, derivadas 
de sede internacional son las siguientes: 1) adoptar todas las medidas nece­
sarias para hacer efectivos los derechos de las víctimas directas e indirectas 
de desaparición, en particular, el reconocimiento y la protección de la per­
sonalidad jurídica, la vida digna, la integridad y la libertad personal y el 
acceso a la justicia; 2) adoptar las medidas legislativas que garanticen el 
goce de los derechos económicos, sociales y culturales de las víctimas de 
desaparición; 3) establecer las disposiciones legales que resulten apropia­
das para regular la situación jurídica de las personas desaparecidas y sus 
allegados en los ámbitos de derecho de familia, derecho de propiedad y 
cuestiones patrimoniales, derecho del trabajo y de seguridad social; 4) procu­
rar los medios y condiciones jurídicas necesarias para que el derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica pueda ser ejercido de manera 
libre y plena por sus titulares; 5) garantizar el acceso sin restricción alguna 
a toda clase de procedimientos que permitan salvaguardar los derechos de 
las víctimas de desaparición; y 6) facilitar el desarrollo de una vida digna 
(tanto de la víctima directa como de las víctimas indirectas), lo cual incluye 
un proyecto de vida que exprese las aspiraciones y potencialidades de la 
persona.

Justificación: Los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 
Tratados Internacionales firmados y ratificados por el Estado Mexicano inte­
gran el parámetro de regularidad constitucional, el cual constituye el están­
dar de validez del resto de las normas jurídicas del país. Al respecto, cabe 
destacar que el parámetro se complementa con la jurisprudencia emitida 
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por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el contenido y alcance 
de los derechos debe definirse e interpretarse en el sentido que otorgue 
mayor protección a las personas. Así, el parámetro de regularidad constitu­
cional lo integran la Declaración Especial de Ausencia por Desaparición, la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, la Con­
vención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, la Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

1a./J. 173/2023 (11a.)

Amparo en revisión 439/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 173/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIÓN LEGISLATIVA EN MATERIA DE PERSONAS DESAPARECIDAS 
Y DECLARACIÓN ESPECIAL DE AUSENCIA. SE ACTUALIZA CUANDO EL 
ESTADO MEXICANO INCUMPLE CON SUS DEBERES ADOPTADOS EN 
SEDE INTERNACIONAL, AL NO EMITIR LAS LEYES QUE REGULEN ESTA 
MATERIA. 

Hechos: Varias personas físicas, en su calidad de víctimas indirectas y repre­
sentantes de una víctima directa del delito de desaparición cometida por 
particular, promovieron juicio de amparo indirecto en contra del Congreso 
del Estado de Michoacán de Ocampo, de quien reclamaron la omisión legis­
lativa absoluta de armonizar y expedir la ley en materia de Declaración 
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Especial de Ausencia para dicha entidad. El Juez de Distrito del conocimiento 
sobreseyó en el juicio, al considerar que no había un mandato constitucio­
nal expreso al Congreso de Michoacán, por lo que no existía la omisión legis­
lativa absoluta que se le reclamaba. Inconforme, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las autoridades del Estado Mexicano incurren en omisiones 
legislativas cuando incumplen con sus deberes adoptados en sede inter­
nacional en materia de promoción, protección, defensa y garantía del pará­
metro de regularidad en materia de personas desaparecidas y Declaración 
Especial de Ausencia, al no emitir las leyes que regulen esta materia.

Justificación: La inconvencionalidad por omisión legislativa se configura 
como violación auténtica a derechos humanos reconocidos por el parámetro 
de control de regularidad constitucional, cuerpo normativo que goza de efi­
cacia directa. Así, las autoridades del Estado Mexicano, dentro de sus compe­
tencias respectivas, incurren en una inconvencionalidad por omisión legislativa 
cuando incumplen con sus obligaciones generales en materia de personas 
desaparecidas y Declaración Especial de Ausencia; lo cual puede sinteti­
zarse en no adoptar las medidas legislativas –tales como emitir o armonizar 
los cuerpos normativos– que resulten necesarias para garantizar a las vícti­
mas (directas e indirectas) de desaparición de los derechos al reconocimiento 
y la protección de la personalidad jurídica, vida digna, integridad y libertad 
personal y acceso a la justicia.

1a./J. 174/2023 (11a.)

Amparo en revisión 439/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.
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Tesis de jurisprudencia 174/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIÓN LEGISLATIVA DE CUMPLIR CON OBLIGACIONES ESTABLE­
CIDAS EN UNA DISPOSICIÓN CONVENCIONAL O INTERNACIONAL. 
ES POSIBLE QUE SE CONFIGURE DESDE UN MANDATO INDIRECTO DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
A LAS LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS. 

Hechos: Varias personas físicas, en su calidad de víctimas indirectas y repre­
sentantes de una víctima directa del delito de desaparición cometida por 
particular, promovieron juicio de amparo indirecto en contra del Congreso 
del Estado de Michoacán de Ocampo, de quien reclamaron la omisión legis­
lativa absoluta de armonizar y expedir la ley en materia de Declaración 
Especial de Ausencia para dicha entidad. El Juez de Distrito del conocimiento 
sobreseyó en el juicio, al considerar que no había un mandato constitucional 
expreso al Congreso de Michoacán, por lo que no existía la omisión legisla­
tiva absoluta que se le reclamaba. Inconforme, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que si bien es posible que en el texto de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos no se enuncie de forma literal un mandato 
que ordene la adecuación de determinados ordenamientos jurídicos, como 
pudieran ser los correspondientes al ámbito estatal, también lo es que ésta 
debe leerse e interpretarse de forma armónica y desde un correcto enten­
dimiento de la naturaleza de las leyes generales en nuestro sistema jurídico, 
a fin de desprender la existencia de un mandato constitucional preciso y 
claro a efecto de que las legislaturas de los Estados emitan y armonicen su 
legislación.
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Justificación: Acorde a lo dispuesto por los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 7, 8, 11 y 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2 del Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos; I, inciso d), de la Convención Interame­
ricana sobre Desaparición Forzada de Personas; y 24, numeral 6, de la 
Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas, las obligaciones convencionales del Estado 
Mexicano en esta materia radican en adoptar las medidas legislativas que 
resulten necesarias para garantizar el reconocimiento, protección y ejercicio 
pleno de la personalidad jurídica de las víctimas de desaparición; estable­
cer las disposiciones legales que resulten apropiadas para regular la situa­
ción jurídica de las personas desaparecidas y sus allegados en los ámbitos 
de derecho de familia, derecho de propiedad y cuestiones patrimoniales, 
así como derecho del trabajo y seguridad social; y garantizar a las víctimas de 
desaparición el acceso sin restricción a los procedimientos que permitan 
salvaguardar sus derechos. Situación la cual va dirigida tanto a las autori­
dades mexicanas federales como a las locales.

1a./J. 175/2023 (11a.)

Amparo en revisión 439/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 175/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO DE ARMONIZAR 
LA LEGISLACIÓN QUE CORRESPONDA A SU ÁMBITO DE COMPETEN­
CIA QUE PERMITA OBTENER LA DECLARACIÓN ESPECIAL DE AUSENCIA. 
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PARA REMEDIARLA DEBE APLICARSE LA LEY GENERAL DE LA 
MATERIA. 

Hechos: Varias personas físicas, en su calidad de víctimas indirectas y repre­
sentantes de una víctima directa del delito de desaparición cometida por 
particular, promovieron juicio de amparo indirecto en contra del Congreso 
del Estado de Michoacán de Ocampo, de quien reclamaron la omisión legis­
lativa absoluta de armonizar y expedir la ley en materia de Declaración Especial 
de Ausencia para dicha entidad. El Juez de Distrito del conocimiento sobre­
seyó en el juicio, al considerar que no había un mandato constitucional 
expreso al Congreso de Michoacán, por lo que no existía la omisión legisla­
tiva absoluta que se le reclamaba. Inconforme, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que, al acreditarse la omisión legislativa absoluta por parte 
del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo de desplegar sus atribu­
ciones para cumplir con los estándares internacionales en materia de pro­
tección a las víctimas de desaparición que les permita obtener la declaración 
especial de ausencia, debe aplicarse de forma directa la Ley General en 
Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por 
Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas.

Justificación: Lo anterior, toda vez que existe: a) un mandato constitucional 
preciso y claro que obliga al Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo 
a armonizar y legislar sobre la materia en estudio y, b) un mandato impuesto 
por el parámetro de regularidad en materia de personas desaparecidas y 
Declaración Especial de Ausencia, que la responsable ha incumplido –incon­
vencionalidad por omisión legislativa–. Así, de conformidad con el artículo 
noveno transitorio de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de 
Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional 
de Búsqueda de Personas, en aquellas Entidades Federativas en las que 
no se haya llevado a cabo la armonización prevista en el Capítulo Tercero del 
Título Cuarto de esta ley, dentro del plazo de ciento ochenta días, resultarán 
aplicables las disposiciones del referido Capítulo no obstante lo previsto en 
la legislación local aplicable.

1a./J. 176/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 439/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Tesis de jurisprudencia 176/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTRATOS MERCANTILES. SON NULAS LAS CLÁUSULAS TANTO 
LAS CONTRARIAS AL PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE LAS PARTES, 
COMO AQUELLAS EN LAS QUE SU CUMPLIMIENTO QUEDA AL ARBI­
TRIO DE UNO DE LOS CONTRATANTES.

Hechos: Una persona moral y otra física demandaron, en la vía ordinaria 
mercantil, de una sociedad de responsabilidad limitada de capital variable, 
diversas prestaciones, entre las que destacan la rescisión por incumplimiento 
general de un contrato de suministro, así como el pago de una indemni­
zación por daños y perjuicios. La demandada reconvino la declaración 
judicial de validez de algunas cláusulas del contrato. La persona juzgadora 
del conocimiento acogió la acción principal. Inconformes, ambas partes 
interpusieron recurso de apelación, el cual fue resuelto por la Sala Responsa­
ble en el sentido de desestimar tanto la acción principal como la reconven­
ción. En desacuerdo, la parte actora promovió juicio de amparo directo en el 
que se cuestionó la constitucionalidad y legalidad de algunas cláusulas 
del contrato de suministro que dio origen a la controversia.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, si bien el artículo 78 del Código de Comercio reconoce el 
principio de libertad contractual, también lo es que está limitado a que la vali­
dez y el cumplimiento de los contratos no quede al arbitrio de uno de los 
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contratantes, a fin de procurar que los contratos sean cumplidos a cabalidad 
por todas las partes involucradas y exista la seguridad de que se cumplirán 
los acuerdos. Por tanto, son inconstitucionales las cláusulas que atenten 
contra el principio de igualdad entre las partes que rige la materia mercantil, 
por ejemplo, aquellas cláusulas en las que se establezca que una sola de 
las partes de forma unilateral podrá rescindir el contrato, esto es, sin la inter­
vención del otro contratante; o en las que se obligue a uno de los contratan­
tes a igualar o mejorar tarifas en plazos demasiados breves y/o sin conocer las 
condiciones de las ofertas, so pena de rescindir el contrato.

Justificación: El principio de libertad contractual previsto en el artículo 78 
del Código de Comercio implica que en materia mercantil las partes –las per­
sonas comerciantes– son libres de pactar y establecer relaciones jurídicas 
específicas con otras personas, para la consecución de determinados fines 
que quieren para sí mismas, conforme a su proyecto de vida, lo cual es el 
fundamento de la realización de toda clase de actos o negocios jurídicos 
en los que la persona, por libre decisión, se atribuye derechos y/o se impone 
obligaciones, conforme a sus propios intereses, frente a otros sujetos; siempre 
y cuando observen un mínimo de reglas previstas en el orden jurídico para 
su constitución, existencia y validez jurídica, así como para su terminación; 
es decir, las partes son libres de convenir lo que mejor convenga a sus 
derechos siempre que respeten las leyes y sean acordes al orden público 
y la igualdad entre ellas. De ahí que el artículo 1797 del Código Civil Federal 
es una restricción al principio de libertad contractual, específicamente res­
pecto a la terminación de los contratos, la cual busca garantizar el debido 
y cabal cumplimiento de los contratos y los principios de equidad de las 
partes en un contrato del orden civil o mercantil –según el cual las partes 
son libres de pactar en los términos que más les convengan en igualdad 
de condiciones– y el de pacta sunt servanda previsto en el artículo 1796 del 
mismo ordenamiento legal, según el cual los pactos deben cumplirse en los 
términos en los que fueron acordados, esto es, que los convenios sean satis­
fechos a cabalidad y alcancen los fines para los que fueron convenidos. 
Por ello, partiendo de la premisa de que la materia mercantil se rige por el 
principio de igualdad entre las partes, tanto en las cuestiones sustantivas 
como en los aspectos procesales, y que éstas son libres para contratar procu­
rando que los pactos sean cumplidos en los términos acordados, el legislador 
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estableció como límite a la libertad contractual del comercio, el hecho de que 
la validez y el cumplimiento de los contratos no quedara al arbitrio de sólo uno 
de los contratantes.

1a./J. 178/2023 (11a.)

Amparo directo 10/2023. Manufacturera Plástica Tulti, S.A. de C.V. y otro. 6 de 
septiembre de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 178/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LIBERTAD CONTRACTUAL EN MATERIA MERCANTIL. SU CONTENIDO 
Y ALCANCE (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO).

Hechos: Una persona moral y otra física demandaron, en la vía ordinaria 
mercantil, de una sociedad de responsabilidad limitada de capital variable, 
diversas prestaciones, entre las que destacan la rescisión por incumplimiento 
general de un contrato de suministro, así como el pago de una indemniza­
ción por daños y perjuicios. La demandada reconvino la declaración judicial 
de validez de algunas cláusulas del contrato. La persona juzgadora del cono­
cimiento acogió la acción principal. Inconformes, ambas partes interpu­
sieron recurso de apelación, el cual fue resuelto por la Sala Responsable 
en el sentido de desestimar tanto la acción principal como la reconven­
ción. En desacuerdo, la parte actora promovió juicio de amparo directo en el 
que se cuestionó la constitucionalidad y legalidad de algunas cláusulas 
del contrato de suministro que dio origen a la controversia.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el principio de libertad contractual en materia mercantil, pre­
visto en el artículo 78 del Código de Comercio, atañe a todos los derechos 
y bienes del individuo de los que puede disponer; en particular, a su dere­
cho de propiedad, pues tratándose de sus bienes materiales, las personas 
gozan de la mayor libertad de decisión para disponer de ellos celebrando 
los actos jurídicos contractuales que mejor convengan a sus intereses, en la 
forma y términos que considere conveniente, sin más restricción, que el res­
peto a los derechos de terceros y al orden público.

Justificación: El principio de libertad contractual, previsto en el artículo 78 
del Código de Comercio, implica que en esta materia mercantil las partes –las 
personas comerciantes– son libres de pactar y establecer relaciones jurídi­
cas específicas con otras personas, para la consecución de determinados 
fines que quieren para sí mismas, conforme a su proyecto de vida, la cual es 
el fundamento de la realización de toda clase de actos o negocios jurídi­
cos en los que la persona, por libre decisión, se atribuye derechos y/o se 
impone obligaciones, conforme a sus propios intereses, frente a otros suje­
tos; siempre y cuando observen un mínimo de reglas previstas en el orden 
jurídico para su constitución, existencia y validez jurídica, así como para su 
terminación; es decir, las partes son libres de convenir lo que mejor con­
venga a sus derechos siempre que respeten las leyes y sean acordes al 
orden público y a la igualdad entre ellas. Ello, en el entendido de que el orden 
público y el interés social son nociones íntimamente vinculadas en la medida 
en que el primero tiende al arreglo o composición de la comunidad con la 
finalidad de satisfacer necesidades colectivas, de procurar un bienestar o 
impedir un mal a la población, mientras que el segundo se traduce en la nece­
sidad de beneficiar a la sociedad, o bien, evitarle a aquélla algún mal, des­
ventaja o trastorno; y entendiendo por "disposiciones de orden público" a 
aquellas plasmadas en los ordenamientos legales que tengan como fin inme­
diato y directo tutelar derechos de la colectividad para evitarle algún tras­
torno o desventaja o para procurarle la satisfacción de necesidades o algún 
provecho o beneficio, y por interés social debe considerarse el hecho, acto 
o situación que reporte a la sociedad una ventaja o provecho, o la satisfacción 
de una necesidad colectiva, o bien, le evite un trastorno o un mal público.

1a./J. 179/2023 (11a.)



265

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

Amparo directo 10/2023. Manufacturera Plástica Tulti, S.A. de C.V. y otro. 6 de 
septiembre de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 179/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRECLUSIÓN PARA IMPUGNAR UNA NORMA GENERAL EN EL JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO. NO SE ACTUALIZA SI SE OMITIÓ RECLAMARLA 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PREVIAMENTE PROMOVIDO.

Hechos: En un juicio de amparo directo se planteó la inconstitucionalidad 
de una norma general. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
consideró que se actualizaba la figura de preclusión para plantear la incons­
titucionalidad porque la parte quejosa había consentido la norma que le fue 
aplicada dentro de la misma secuela procesal en la fase de averiguación 
previa, al no haberla reclamado en un juicio de amparo indirecto previo, pro­
movido en contra de la confirmación del auto de formal prisión. Inconforme, 
la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
concluye que no se actualiza el consentimiento de una norma general para 
efectos de su impugnación en un juicio de amparo directo, cuando la parte 
quejosa omite plantear su invalidez al acudir previamente al juicio de amparo 
indirecto, con el objeto de combatir una resolución intraprocesal en la que 
dicha norma fue aplicada.

Justificación: El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver la contradicción de tesis 58/2011, de la que derivó la tesis de 
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jurisprudencia P./J. 2/2013 (10a.), concluyó que la causa de improcedencia 
prevista por el artículo 73, fracción XII, de la Ley de Amparo abrogada –que 
se refiere al consentimiento del acto reclamado– resulta incompatible con 
la vía directa del juicio de amparo; pues estableció, con toda claridad, que la 
preclusión para impugnar la inconstitucionalidad de una norma general sólo 
se actualiza cuando la parte quejosa pretende introducir un planteamiento 
de constitucionalidad de una norma general hasta la segunda demanda de 
amparo directo. Es decir, esto ocurre cuando dicha invalidez se plantea, por 
primera vez, hasta la demanda de amparo directo que se promueve contra 
una resolución dictada en cumplimiento de una primera sentencia de am­
paro directo; ello, pese a que la norma en cuestión ha sido aplicada desde 
el acto reclamado en el primer juicio de amparo directo. Al respecto, esta 
Primera Sala advierte que nada en la Ley de Amparo vigente justifica modi­
ficar la interpretación alcanzada en ese precedente. Así, esta forma de pre­
clusión para combatir normas generales no se actualiza cuando en un mismo 
proceso se promueve un juicio de amparo indirecto y, posteriormente, otro 
por la vía directa. La razón, en el fondo, es que sólo cuando se dicta sen­
tencia definitiva es posible ver en qué sentido esa norma reclamada ha 
perjudicado a la parte quejosa. Es decir, tal perjuicio se materializa de un 
modo distinto en una resolución definitiva y eso es precisamente lo que 
resulta materia de impugnación en el juicio de amparo directo.

1a./J. 180/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1221/2022. 12 de julio de 2023. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta.

Nota: La tesis de jurisprudencia citada P./J. 2/2013 (10a.), de título y subtítulo: 
"AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIO­
LACIÓN QUE PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY 
QUE PUDO IMPUGNARSE EN UN JUICIO DE AMPARO ANTERIOR PRO­
MOVIDO POR EL MISMO QUEJOSO, Y QUE DERIVAN DE LA MISMA 
SECUELA PROCESAL.”, se publicó en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 1, 
página 6, con número de registro digital: 2002704.
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Tesis de jurisprudencia 180/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de noviembre de dos mil 
veintitrés.

La sentencia dictada en la contradicción de tesis 58/2011 citada, aparece publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, página 5, con número de registro 
digital: 24373.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día habil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REQUISITOS PARA LAS DEDUCCIONES EN MATERIA DE IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA. NO CONSTITUYEN SANCIONES ADMINISTRATIVAS, 
POR LO CUAL NO LES RESULTA APLICABLE EL PRINCIPIO DE PROPOR­
CIONALIDAD DE LAS PENAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

Hechos: A una sociedad mercantil le fue determinado un crédito fiscal en su 
calidad de sujeto directo y retenedor de los impuestos sobre la renta y al 
valor agregado. En consecuencia, promovió juicio de nulidad, el cual fue 
resuelto en el sentido de declarar la nulidad para efectos de la resolución 
impugnada. A fin de obtener un mayor beneficio, la contribuyente promovió 
juicio de amparo directo en el cual impugnó la constitucionalidad del requi­
sito para que operen las deducciones previsto en el primer párrafo de la frac­
ción V del artículo 27 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por estimarlo 
contrario al principio de proporcionalidad de las penas consagrado en el 
artículo 22 de la Constitución Federal. El Tribunal Colegiado desestimó ese 
planteamiento bajo la premisa de que el precepto impugnado no regula una 
sanción administrativa y, por ende, no le resulta aplicable el principio consti­
tucional aludido. La quejosa interpuso recurso de revisión a fin de cuestionar 
ese pronunciamiento.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 27, fracción V, primer párrafo, de la Ley del Im­
puesto sobre la Renta, al establecer como requisito para que operen las 
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deducciones el cumplir con las obligaciones establecidas en ese mismo 
ordenamiento en materia de retención y entero de impuestos a cargo de 
terceros o que, en su caso, se recabe de éstos copia de los documentos 
en que conste el pago de dichos impuestos, no regula una sanción a la cual le 
resulte aplicable el principio de proporcionalidad de las penas previsto en 
el artículo 22 de la Constitución Federal, en su versión extensible al derecho 
administrativo sancionador.

Justificación: Los requisitos para acceder a las deducciones autorizadas por 
la ley fiscal se distinguen de una sanción administrativa porque aquéllos no 
se tratan de la imposición de una acción coactiva con motivo de la comisión de 
una conducta infractora o que se repute como ilícita, sino que tienen como 
propósito condicionar la posibilidad de reducir la base gravable sobre la 
que se determina el impuesto sobre la renta. En otras palabras, condicionar 
la procedencia de las deducciones al cumplimiento de ciertos requisitos de 
ninguna forma entraña la previsión de tipos administrativos, que es la pre­
condición necesaria para hablar de sanciones administrativas. En este sen­
tido, el requisito de las deducciones previsto en el artículo 27, fracción V, 
primer párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta no se encuentra inmerso 
en un procedimiento ejercido como una manifestación de la potestad puni­
tiva del Estado y que pudiera derivar en la imposición de una pena o sanción 
a la cual le resultara aplicable el principio constitucional de proporcionali­
dad de las penas. Cierto es que el incumplimiento de los requisitos legales 
para acceder a una deducción puede desencadenar su rechazo por parte 
de la autoridad hacendaria. Sin embargo, ello no será con motivo del des­
pliegue de un procedimiento sancionador de la ley fiscal, en el que la auto­
ridad pretenda verificar la actualización de algún tipo administrativo que 
detone el reproche o sanción administrativa por la comisión de un acto ilícito, 
en aras de salvaguardar el orden público y el interés general. Luego, si bien 
el acceso a la deducción puede verse impedido cuando no se cumplen las 
condiciones o requisitos exigidos por la ley fiscal, ello no se traduce en 
la regulación de sanciones administrativas, sino en la consecuencia lógica 
y natural de que el contribuyente no haya cumplimentado los requisitos que el 
legislador dispuso para que válidamente estuviera en condiciones de dis­
minuir su carga fiscal.

1a./J. 181/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 2310/2023. Materiales, Ingeniería y Construcción, 
S.A. de C.V. 27 de septiembre de 2023. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha 
Mercado.

Tesis de jurisprudencia 181/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día habil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO. LA COMPETENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN PARA RESOLVERLA SE LIMITA A AQUELLOS CASOS EN 
QUE LOS CRITERIOS CONTENDIENTES HUBIESEN SIDO EMITIDOS POR 
TRIBUNALES COLEGIADOS QUE PERTENECEN A REGIONES DISTINTAS. 

Hechos: Se denunció la posible contradicción entre el criterio emitido por un 
Tribunal Colegiado de Circuito que pertenece a la región Centro-Sur y los 
adoptados por otros cinco Tribunales Colegiados de Circuito, dos de ellos per­
tenecientes a la misma región y los otros tres a la región Centro-Norte.

Criterio jurídico: Cuando se denuncia una posible contradicción de criterios 
entre Tribunales Colegiados de Circuito, algunos de los cuales pertenecen 
a la misma región y otros a una región distinta, la competencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación se limita a resolver la contradicción que 
pudiera existir entre los criterios emitidos por los tribunales que pertenecen 
a regiones distintas.

Justificación: De conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción 
XIII, de la Constitución Política del País; 226, fracción II, de la Ley de Amparo 
y 21, fracción VII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y 
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el punto tercero, en relación con el punto segundo, fracción V, del Acuerdo 
General Número 1/2023, de veintiséis de enero de dos mil veintitrés, del Tri­
bunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la deter­
minación de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución y el 
envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales 
Colegiados de Circuito, la competencia de la Suprema Corte para resol­
ver contradicciones de criterios entre Tribunales Colegiados de Circuito se 
encuentra limitada a aquellos casos en los que los tribunales pertenezcan 
a distintas regiones.

Por lo tanto, cuando en una misma denuncia se plantea la posible contradic­
ción de criterios entre Tribunales Colegiados de Circuito que pertenecen a la 
misma región, así como entre Tribunales Colegiados que pertenecen a distin­
tas regiones, la competencia de la Suprema Corte se limita a resolver estas 
últimas.

Ello, pues la resolución de las contradicciones de criterios entre Tribunales 
Colegiados de Circuito que pertenecen a la misma región corresponde al 
respectivo Pleno Regional, como lo disponen los artículos 107, fracción XIII, 
primer párrafo, de la Constitución Política del País; 226, fracción III, de la 
Ley de Amparo y 42, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación.

1a./J. 184/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 69/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, el 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, el 
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Civil del Séptimo Circuito. 23 de agosto de 2023. Unanimidad de cuatro 
votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Arturo Zal­
dívar Lelo de Larrea. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Eduardo Román 
González.
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Tesis y/o criterios contendientes:

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 217/2022.

Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
941/2021.

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 648/2021.

Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el amparo 
directo 208/2021.

Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo en revi­
sión 190/2019.

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 534/2021.

Tesis de jurisprudencia 184/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Nota: El Acuerdo General Número 1/2023, de veintiséis de enero de dos mil 
veintitrés, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para 
su resolución y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y 
a los Tribunales Colegiados de Circuito citado, aparece publicado en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de febrero de 2023 a 
las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 22, Tomo IV, febrero de 2023, página 3837, con 
número de registro digital: 5842.

De la sentencia que recayó al amparo en revisión 217/2022, resuelto por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sép­
timo Circuito, derivó la tesis XVII.2o.C.T.1 C (11a.), de rubro: "PRINCIPIO 
DISPOSITIVO EN MATERIA MERCANTIL. RESULTA DE APLICACIÓN 
ATENUADA CUANDO ESTÁN INVOLUCRADAS ACTUACIONES QUE AFEC­
TAN DERECHOS HUMANOS –EMBARGO DEL SALARIO DE UN TRABA­
JADOR AL SERVICIO DEL ESTADO–.", publicada en el Semanario Judicial 
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de la Federación del viernes 1 de septiembre de 2023 a las 10:10 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 29, Tomo V, septiembre de 2023, página 5664, con número de regis­
tro digital: 2027124.

De la sentencia que recayó al amparo directo 534/2021, resuelto por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, derivó la tesis 
VII.2o.C.5 K (11a.), de rubro: "PRECEDENTES JUDICIALES OBLIGA­
TORIOS. PARA DETERMINAR SU APLICABILIDAD EN EL CASO CON­
CRETO, ES NECESARIO QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL ANALICE 
SU RATIO DECIDENDI.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 18 de febrero de 2022 a las 10:20 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 10, 
Tomo III, febrero de 2022, página 2606, con número de registro digital: 
2024187.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL. LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO TIENE CINCO AÑOS PARA EMITIR EL DICTAMEN 
TÉCNICO CONTABLE, QUE ES UN REQUISITO PARA FORMULAR LA 
QUERELLA.

Hechos: El Ministerio Público de la Federación ejerció acción penal contra los 
socios administradores de una persona moral por su probable responsabi­
lidad en el delito de defraudación fiscal previsto en el artículo 108, párrafo 
primero, del Código Fiscal de la Federación. La parte quejosa promovió inci­
dente no especificado de sobreseimiento por prescripción de la acción penal, 
mismo que fue declarado infundado por el Juez de Distrito del conocimiento. 
Contra tal determinación interpuso juicio de amparo indirecto, mismo que 
fue resuelto en el sentido de negar el amparo. Inconforme, interpuso recurso 
de revisión en el que adujo que el artículo séptimo transitorio del Decreto por 
el que se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones del 
Código Fiscal de la Federación, publicado el 12 de diciembre de 2011 en 
el Diario Oficial de la Federación, era inconstitucional.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo séptimo transitorio del Decreto por el que se refor­
maron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones del Código Fiscal 
de la Federación, publicado el 12 de diciembre de 2011 en el Diario Oficial de 
la Federación, debe complementarse con lo previsto en el artículo 100 del Có­
digo Fiscal de la Federación, para que de una interpretación sistemática del 
referido sistema normativo a la luz del principio de seguridad jurídica se des­
prenda que si la autoridad fiscal pretende formular querella por el delito de 
defraudación fiscal, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, si bien no 
tiene un tiempo indefinido para formular el dictamen técnico contable, que 
es el documento idóneo que sirve de base para su formulación, debe emitirlo 
antes de que culmine el plazo de cinco años desde la comisión del delito; 
de lo contrario operará la prescripción prevista en el artículo 100 del Código 
Fiscal de la Federación.

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver la contradicción de tesis 361/2013, desarrolló doctrina jurispruden­
cial con relación a la fecha que se debe considerar para iniciar el cómputo 
de la prescripción para delitos fiscales previos a la reforma de 2011. Así, se 
explicó que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público cuenta con el Ser­
vicio de Administración Tributaria, como órgano técnico especializado para 
la verificación de los datos relacionados con delitos fiscales. Ahora bien, las 
facultades de esta institución son fungir como órgano de consulta en las ma­
terias fiscal y aduanera, además de que es el órgano encargado de las facul­
tades de comprobación de la visita domiciliaria para determinar si existen 
o no infracciones contra el Fisco Federal que en el caso pudieran constituir 
delitos fiscales; en dicho criterio se concluyó que la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público tiene conocimiento del delito y del delincuente con la emi­
sión del dictamen técnico contable elaborado por el Servicio de Administra­
ción Tributaria. Otro precedente relevante es el amparo en revisión 459/2017, 
en el que la Primera Sala determinó que el dictamen técnico contable es un 
elemento objetivo que sirve de base para formular la querella. Por tanto, en tér­
minos de lo que preveía el artículo 100 del Código Fiscal de la Federación, 
si antes de que se cumpla el plazo de cinco años desde la comisión del 
delito, la citada Secretaría tiene conocimiento del delito y de su presunto 
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autor, nacerá su derecho para instar el ejercicio de la acción penal. No obs­
tante, si la autoridad fiscal tiene conocimiento del delito y de su autor fuera del 
referente temporal de cinco años desde la comisión del delito, habrá ope­
rado la segunda hipótesis de prescripción prevista en el artículo 100. Esta 
aclaración demuestra que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público no 
tiene un tiempo indefinido para presentar su dictamen técnico contable con 
miras a iniciar el cómputo de la prescripción. Si la autoridad fiscal pretende 
formular querella, el dictamen técnico contable deberá emitirse antes de que 
culmine el plazo de cinco años desde la comisión del delito; pues de lo con­
trario, operará la prescripción prevista en el mencionado artículo 100.

1a./J. 187/2023 (11a.)

Amparo en revisión 1125/2019. José Luis Díaz Flores. 27 de octubre de 2021. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Tesis de jurisprudencia 187/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 
361/2013 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 29 de agosto de 2014 a las 8:13 horas, y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9, Tomo I, 
agosto de 2014, página 212, con número de registro digital: 25180.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 11 de diciembre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESCRIPCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE FINCAMIENTO DE RESPON­
SABILIDADES RESARCITORIAS. EL PLAZO DE CINCO AÑOS PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 73, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE FISCALIZA­
CIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN ABROGADA ES EL 
LÍMITE TEMPORAL PARA QUE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDE­
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RACIÓN NOTIFIQUE AL GOBERNADO TANTO EL INICIO DEL PROCE­
DIMIENTO COMO LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2009).

Hechos: A una persona moral se le instauró un procedimiento de fincamiento 
de responsabilidades resarcitorias por parte de la Auditoría Superior de la 
Federación. En contra de la resolución emitida, presentó demanda de amparo 
directo en la que impugnó la inconstitucionalidad del artículo 56 de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación abrogada, vigente 
en 2009, argumentando que vulneraba el principio de seguridad jurídica al no 
prever un plazo para que la citada autoridad ejerciera sus facultades. El Tri­
bunal Colegiado de Circuito del conocimiento determinó que era infundado 
el argumento de inconstitucionalidad porque, si bien era cierto que el refe­
rido artículo 56 no establecía un plazo para iniciar el procedimiento de res­
ponsabilidades resarcitorias, en el diverso 73, párrafo primero, de la referida 
Ley, sí se previó como límite temporal el plazo de cinco años. Inconforme 
con dicha determinación interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 73, párrafo primero, de la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas de la Federación, abrogada, no vulnera el principio 
de seguridad jurídica cuando se interpreta que la Auditoría Superior de la 
Federación dentro del plazo de cinco años debe notificar al presunto infrac­
tor tanto el inicio del procedimiento de fincamiento de responsabilidades 
resarcitorias como la resolución definitiva y, en caso de incumplir con dicha 
obligación, opera la prescripción de la facultad sancionadora de la autori­
dad administrativa.

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha determinado que la figura de la prescripción es un límite a la facultad 
sancionadora de la autoridad, pues representa una autolimitación a la atri­
bución del Estado para sancionar las conductas irregulares. Mediante esta 
figura se asegura que la persona no sea infraccionada una vez que trans­
currió el plazo previsto en la ley para ese efecto. Respecto al principio de 
seguridad jurídica, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado 
que busca, entre otras cosas, que las personas jamás se encuentren en una 
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situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado de indefensión; la 
interpretación del principio en cuestión ha sido individualizada en los casos 
en que se ha analizado la regularidad constitucional de los plazos de los proce­
dimientos susceptibles de culminar en la privación de derechos a los particu­
lares, de modo que está prohibido que la autoridad actúe con arbitrariedad; 
por lo tanto, las etapas y los plazos que dividan y ordenen un procedimiento 
deben acotarse a un tiempo prudente para lograr el objetivo pretendido con 
ellos. Luego, teniendo en cuenta que el artículo 73, párrafo primero, de la Ley 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación abrogado, dis­
ponía expresamente que "Las facultades de la Auditoría Superior de la Fede­
ración para fincar responsabilidades e imponer sanciones a los particulares 
prescribirán en cinco años…", se concluye que la norma legal analizada 
es congruente con el principio de seguridad jurídica cuando el plazo de cinco 
años se interpreta en el sentido de que dentro de éste deben ejercerse las 
facultades sancionatorias, tanto para notificarse al presunto infractor el inicio 
del procedimiento como para el dictado de la resolución correspondiente, 
esto es, dicho principio se garantiza cuando la Auditoría Superior de la Fede­
ración, en un plazo máximo de cinco años, inicia (ejerce la acción) y termina 
(emite y notifica la resolución definitiva) el procedimiento de responsabili­
dades resarcitorias.

1a./J. 188/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2170/2022. SC Constructores de Sistemas, S.A. de 
C.V. 12 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
aclaratorio, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, 
y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Tesis de jurisprudencia 188/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PRESCRIPCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE FINCAMIENTO DE RESPON­
SABILIDADES RESARCITORIAS. LA INTERRUPCIÓN DEL PLAZO DE 
CINCO AÑOS PARA QUE OPERE PREVISTO EN EL PÁRRAFO TERCERO 
DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE 
CUENTAS DE LA FEDERACIÓN ABROGADA, INTERPRETADO A LA LUZ 
DEL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA, NO IMPLICA QUE UNA VEZ 
QUE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA NOTIFIQUE EL INICIO DEL PRO­
CEDIMIENTO PARA FINCAR RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS 
COMIENCE A CORRER UN NUEVO PLAZO.

Hechos: A una persona moral se le instauró un procedimiento de fincamiento 
de responsabilidades resarcitorias por parte de la Auditoría Superior de la 
Federación. Contra la resolución correspondiente promovió juicio de amparo 
directo en el que impugnó la constitucionalidad del artículo 56 de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación abrogada, argumen­
tando que vulneraba el principio de seguridad jurídica al no prever un plazo 
para que la citada autoridad ejerciera sus facultades. El Tribunal Colegiado 
de Circuito del conocimiento determinó que era infundado el argumento de 
inconstitucionalidad porque, si bien en el referido artículo 56 no se estable­
cía un plazo para iniciar el procedimiento de responsabilidades resarcitorias, 
en el diverso 73 de la referida ley sí se previó como límite temporal un plazo 
de cinco años. Inconforme con dicha determinación interpuso recurso de 
revisión en el que argumentó que la interpretación efectuada por el tribunal 
es violatoria del principio de seguridad jurídica.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la voluntad legislativa que se desprende del artículo 73, párrafo 
primero, de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa­
ción abrogada, consiste en que el plazo máximo con que cuenta la autoridad 
administrativa para emitir y notificar la resolución que finque responsabili­
dades administrativas es de cinco años. De acuerdo con ello, la interrupción 
del plazo prevista en el párrafo tercero de la disposición referida no debe 
interpretarse en el sentido de que, una vez que la autoridad administrativa 
notifique el inicio del procedimiento, tenga que iniciarse el cómputo del 
plazo, pues ello impactaría negativamente en el principio de seguridad jurí­
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dica al dejar indefinida la fecha para que las autoridades dicten la resolución 
definitiva.

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha determinado que el principio de seguridad jurídica es la base sobre la cual 
descansa el sistema jurídico mexicano, tutelando que la persona jamás se 
encuentre en una situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado 
de indefensión. Este principio implica el conocimiento ex ante de las conse­
cuencias de las conductas reguladas por las leyes, a fin de generar certeza 
de ellas antes de su actualización y garantizar que los particulares conoz­
can las facultades y los límites de la autoridad; ello, con la finalidad de 
evitar la actualización de conductas arbitrarias o desproporcionadas y exce­
sivas. La interpretación del principio en cuestión ha sido individualizada en los 
casos en que se ha analizado la regularidad constitucional de los plazos de 
los procedimientos susceptibles de culminar en la privación de derechos a 
los particulares, de modo que está prohibido que la autoridad actúe con 
arbitrariedad; de ahí que las etapas y los plazos que dividan y ordenen un 
procedimiento deben acotarse a un tiempo determinado para lograr el obje­
tivo pretendido con ellos. Ahora bien, el hecho de que los párrafos primero 
y tercero del artículo 73 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas 
de la Federación abrogada, establezcan que las facultades de la Auditoría 
Superior de la Federación para fincar responsabilidades resarcitorias e impo­
ner sanciones prescriben en cinco años y que la prescripción a que alude 
dicho precepto se interrumpe al notificarse el inicio del procedimiento esta­
blecido en el artículo 57 de la referida ley, implica que ése es el plazo límite 
para que la citada dependencia inicie (ejerza la acción) y termine (emita y 
notifique la resolución definitiva) el procedimiento de responsabilidades resar­
citorias. Así, la interpretación de estos supuestos normativos a la luz del 
principio de seguridad jurídica hace inviable la aplicación supletoria del ar­
tículo 1175 del Código Civil Federal que indica que el efecto de la interrup­
ción es inutilizar, para la prescripción, todo el tiempo corrido antes de ella, 
en virtud de que la integración de este supuesto jurídico al procedimiento 
administrativo sancionatorio implicaría que la interrupción del plazo de pres­
cripción tenga por efecto que comience a correr un nuevo plazo, lo que 
impacta negativamente en el principio de seguridad jurídica al no tener cer­
teza las personas del momento en que la Auditoría Superior de la Federación 
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ha perdido sus facultades para fincar la responsabilidad resarcitoria, dejando 
indefinida la fecha para que las autoridades dicten la resolución respectiva.

1a./J. 189/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2170/2022. SC Constructores de Sistemas, S.A. de 
C.V. 12 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
aclaratorio, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, 
y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Tesis de jurisprudencia 189/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. LA LIMITANTE PARA 
CONCEDERLA, RELATIVA A QUE EL AUTO DE VINCULACIÓN A PRO­
CESO SE HAYA DICTADO POR UN DELITO CUYA MEDIA ARITMÉTICA 
NO EXCEDA LOS CINCO AÑOS DE PRISIÓN, NO VULNERA EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA.

Hechos: Una persona sujeta a un procedimiento adversarial y oral por la 
comisión de un delito de robo calificado solicitó la suspensión condicional 
del proceso antes de que se dictara el auto de apertura a juicio oral. El Juez de 
Control negó esa salida alterna de solución a la controversia penal porque 
la pena de prisión aplicable al delito fijado en el auto de vinculación a pro­
ceso, incluyendo la circunstancia agravante, sobrepasaba el término medio 
aritmético de cinco años de prisión exigido para su concesión por el artículo 
192, fracción I, del Código Nacional del Procedimientos Penales. Inconforme 
con esa resolución, la persona imputada promovió un juicio de amparo in­
directo en el que reclamó la inconstitucionalidad de ese precepto, pero le fue 
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negada la protección constitucional. La parte quejosa interpuso recurso de 
revisión que fue remitido a esta Suprema Corte para conocer del problema 
de constitucionalidad planteado.

Criterio jurídico: La limitante para conceder la suspensión condicional del 
proceso, relativa a que la media aritmética de la pena del delito fijado en 
el auto de vinculación a proceso no exceda los cinco años de prisión, no vul­
nera el derecho de acceso a la justicia. Ello debido a que se trata de un 
requisito que es razonable para la procedencia de esa forma de solución 
alterna de la controversia penal que está diseñada para resolver asuntos de 
una gravedad menor a través de una efectiva restitución, de tal forma que 
la respuesta penal pueda considerarse prescindible.

Justificación: Del contenido del artículo 17, párrafo quinto, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos deriva una forma de adminis­
tración de justicia más ágil a través de la utilización de mecanismos alternos 
de solución de controversias, el cual no se previó como un derecho generalizado, 
sino que delegó en el legislador secundario la instrumentación de su aplica­
ción en atención a la naturaleza de los derechos tutelados en la norma penal. 
Ese tipo de mecanismos busca conseguir una restauración efectiva a los 
efectos producidos por el delito, la cual debe permitir a las partes en con­
flicto el conciliar sus intereses y que, mediante su aplicación que requiere 
de autorización judicial previa, se tenga por concluida la controversia penal.

Ahora bien, el artículo 192 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece los requisitos para conceder la suspensión condicional del pro­
ceso como mecanismo para concluir alternativamente la controversia penal. 
Al respecto, la fracción I de ese precepto dispone su procedencia cuando el 
auto de vinculación a proceso se haya dictado por un delito cuya media 
aritmética no exceda de cinco años de prisión.

Esa limitante es razonable y compatible con el referido precepto constitu­
cional, pues garantiza que la implementación de los mecanismos alternos de 
solución de controversias sea procedente exclusivamente en aquellos 
casos en los que no se afecten de manera importante los bienes jurídicos tute­
lados por las normas penales y que de esta manera pueda lograrse una 
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efectiva restitución, de tal forma que la respuesta penal pueda considerarse 
prescindible. Fuera de esos supuestos debe continuarse el trámite ordinario 
del procedimiento penal.

Por lo tanto, la limitante establecida en el artículo 192 en mención obedece 
a un principio de razonabilidad jurídica que forma parte de la libertad con­
figurativa delegada al legislador secundario con el propósito de establecer 
los requisitos legales para la procedencia de la suspensión condicional del 
proceso y que está reservado a los casos en los que se afecta en menor 
medida a los bienes jurídicos tutelados en la norma penal, lo cual no vulnera 
el derecho humano de acceso a la justicia.

1a./J. 190/2023 (11a.)

Amparo en revisión 244/2022. Jerónimo Hernández Reyes. 16 de noviembre de 
2022. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presi­
denta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Tesis de jurisprudencia 190/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN MATERIA AMBIENTAL. DEBE­
RES DE LAS PERSONAS JUZGADORAS AL RESOLVER SOBRE SU 
CONCESIÓN. 

Hechos: Un grupo de personas vecinas de la ciudad de Durango promovió 
juicio de amparo indirecto en el que reclamó la construcción de un puente 
elevado debido a afectaciones ambientales relativas a la remoción o tala de 
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árboles en un tramo de un parque lineal, solicitando la suspensión de los 
actos reclamados. La persona Juzgadora de Distrito negó la suspensión 
definitiva solicitada, al considerar que la parte quejosa no cuenta con interés 
legítimo puesto que sólo se ostentaron como ciudadanos de la ciudad de 
Durango, sin hacer valer una calidad específica que los sitúe frente a los 
actos reclamados de manera especial o diferente, como sería pertenecer a 
un grupo determinado, tener cercanía al evento o suceso, o ser titular de 
algún derecho. Tampoco exhibió constancia alguna que acreditara un daño 
inminente e irreparable que pueda causarle la ejecución de la obra. Incon­
forme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las personas juzgadoras de amparo tienen un mínimo de 
deberes que observar al resolver sobre la concesión de la suspensión de los 
actos reclamados en materia medioambiental, por lo que deben estudiar 
los requisitos para su concesión aplicando los principios de precaución, in 
dubio pro natura y de acceso a la justicia ambiental; valorar las pruebas 
que alleguen las partes; privilegiar la toma oportuna de decisiones; y resol­
ver atendiendo a la función ecológica de la propiedad.

Justificación: Este Alto Tribunal considera que la suspensión, como una me­
dida de naturaleza cautelar, debe ser un mecanismo que pueda prevenir y 
–de ser factible– mitigar y recomponer los daños al medio ambiente, por lo 
que los órganos jurisdiccionales de amparo, al resolver sobre ésta, deben: 
a) Estudiar los requisitos para su concesión aplicando los principios mencio­
nados –en particular precaución, pro natura y acceso a la justicia ambien­
tal–, de tal suerte que no basen su decisión en el entendimiento tradicional 
de la suspensión que aplica en otras materias, particularmente al analizar el 
interés suspensional; b) Valorar las pruebas que alleguen las partes, enten­
diendo que la demostración del daño inminente e irreparable no es necesa­
riamente fehaciente; c) Privilegiar la toma oportuna de decisiones, aun ante 
la incertidumbre científica de la existencia del daño. Ello, con la finalidad de 
permitir la conservación del medio ambiente mientras se resuelve el fondo 
del juicio; y, d) Resolver atendiendo a la función ecológica de la propiedad. 
Es decir, entendiendo que una eventual afectación al crecimiento económico 
no implica por sí misma la vulneración a disposiciones de orden público o al 
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interés social, pues dicha postura ha quedado superada por una idea integral 
de desarrollo que no sólo responda al aspecto económico, sino que considere 
la dimensión humana de la economía y la medioambiental. De cumplirse con 
los requisitos para el otorgamiento de la suspensión y en el caso de que el 
juzgador advierta que ya se ha generado el perjuicio o que existen altas 
probabilidades de que se genere, deberá conceder la suspensión para 
hacer cesar, mitigar o reparar los daños al medio ambiente, siempre que 
sea factible y de conformidad con las circunstancias del caso concreto y 
de acuerdo con los principios de prevención y de precaución.

1a./J. 191/2023 (11a.)

Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2022. Analí Rodríguez Pérez 
y otros. 12 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Jaqueline Sáenz Andujo y David García 
Sarubbi.

Tesis de jurisprudencia 191/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN MATERIA MEDIOAMBIEN­
TAL. EL ARTÍCULO 131 DE LA LEY DE AMPARO, QUE ESTABLECE UN 
REQUISITO MÁS AGRAVADO PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUS­
PENSIÓN CUANDO LA PARTE QUEJOSA ADUZCA INTERÉS LEGÍTIMO, 
DEBE INTERPRETARSE A LA LUZ DEL CONVENIO DE ESCAZÚ Y DE LOS 
PRINCIPIOS IN DUBIO PRO NATURA, DE PREVENCIÓN Y PRECAUTORIO. 

Hechos: Un grupo de personas vecinas de la ciudad de Durango promovió 
juicio de amparo indirecto en el que reclamó la construcción de un puente 
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elevado debido a afectaciones ambientales relativas a la remoción o tala de 
árboles en un tramo de un parque lineal, solicitando la suspensión de los 
actos reclamados. La persona Juzgadora de Distrito negó la suspensión 
definitiva solicitada, al considerar que la parte quejosa no cuenta con inte­
rés legítimo puesto que sólo se ostentaron como ciudadanos de la ciudad 
de Durango, sin hacer valer una calidad específica que los sitúe frente a los 
actos reclamados de manera especial o diferente, como sería pertenecer a 
un grupo determinado, tener cercanía al evento o suceso, o ser titular de 
algún derecho. Tampoco exhibió constancia alguna que acreditara un daño 
inminente e irreparable que pueda causarle la ejecución de la obra. Incon­
forme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 131 de la Ley de Amparo, que establece un requi­
sito más agravado para el otorgamiento de la suspensión cuando el quejoso 
aduzca interés legítimo, debe interpretarse en materia medioambiental a 
la luz del artículo 8 del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 
América Latina y el Caribe (Convenio de Escazú), y de los principios in dubio 
pro natura, de prevención y precautorio.

Justificación: El referido artículo 131 de la Ley de Amparo establece que 
cuando la parte quejosa solicita que la suspensión aduzca un interés legí­
timo, el órgano jurisdiccional la concederá cuando se acredite el daño inmi­
nente e irreparable a su pretensión en caso de que se niegue y el interés 
social que justifique su otorgamiento, requisito que debe interpretarse a la luz 
de los principios in dubio pro natura, precautorio y de prevención. Esta con­
clusión permite dar un efecto útil al artículo 8 de la Convención de Escazú, 
el cual establece la obligación de adoptar fórmulas de legitimación activa 
amplia tratándose de solicitud de medidas cautelares (o suspensión defini­
tiva) y de adoptar medidas para facilitar la producción de la prueba de daño 
ambiental. Por ello, en el caso del juicio de amparo, las personas que acuden 
en defensa del medio ambiente deben probar: a) Un agravio diferenciado, el 
cual se define con la situación que guarda la persona o comunidad con 
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el ecosistema que estima vulnerado, particularmente con sus servicios am­
bientales; b) Que son beneficiarias de un servicio ambiental, lo cual implica 
que habitan o utilizan un determinado ecosistema o área de influencia y, 
aunque es un criterio geográfico, no puede ser entendido como uno de 
vecindad inmediata ("al lado de"), sino que también deben tomarse en 
cuenta las zonas donde impactan; c) No necesariamente se debe demostrar 
el daño al medio ambiente pues ello podría constituir la materia de fondo. 
Para otorgar la suspensión no puede exigírsele a la parte quejosa cumplir 
con un estándar de certeza total o indubitable respecto al daño ambiental 
que torne ilusorio el derecho de participación ciudadana y de acceso a la 
justicia ambiental, en el sentido de que evite la efectividad del juicio de 
amparo. Así, cuando se reclame un acto cuya realización indiciariamente 
pueda traducirse en la consumación del daño ambiental, debe evitarse opor­
tunamente en la medida de lo posible, pues lógicamente una vez realizado 
el acto reclamado no sería factible lograr –o lo sería difícilmente– que las 
cosas vuelvan al estado que guardaban. Además, de manera similar a lo 
que ocurre tratándose del interés legítimo en el juicio de amparo –aunque 
con un entendimiento más flexible–, en la suspensión, la apariencia del buen 
derecho en estos casos implica acreditar en forma indiciaria ser beneficia­
rio de los servicios ambientales que presta el ecosistema presuntamente 
vulnerado. Ese vínculo puede demostrarse cuando la accionante prueba 
utilizar el entorno adyacente del ecosistema, entendiéndolo como su área 
de influencia a partir de los servicios ambientales que presta. Por ende, los 
órganos jurisdiccionales de amparo deben valorar las pruebas que alleguen 
las partes entendiendo que la demostración del daño inminente e irrepara­
ble no es necesariamente fehaciente en la suspensión. Por el contrario, 
de conformidad con los principios de precaución e in dubio pro natura, 
puede afirmarse que se configura el peligro en la demora al advertirse la 
existencia de un acto que indiciariamente pueda ocasionar daño al medio 
ambiente. Por ende, los Jueces deben privilegiar la toma oportuna de deci­
siones que, aun ante la incertidumbre científica de la existencia del daño, 
permitan la conservación del medio ambiente mientras se resuelve el fondo 
del juicio. Debe recordarse que un concepto toral del principio de precau­
ción es el riesgo ambiental.

1a./J. 192/2023 (11a.)
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Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2022. Analí Rodríguez Pérez 
y otros. 12 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Jaqueline Sáenz Andujo y David 
García Sarubbi.

Tesis de jurisprudencia 192/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. 
EL PARÁMETRO DE CONTROL CONSTITUCIONAL SE INTEGRA CON EL 
TEXTO CONSTITUCIONAL, LA LEY DE AMPARO, EL ACUERDO REGIO­
NAL SOBRE EL ACCESO A LA INFORMACIÓN, LA PARTICIPACIÓN 
PÚBLICA Y EL ACCESO A LA JUSTICIA EN ASUNTOS AMBIENTALES EN 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (CONVENIO DE ESCAZÚ) Y LAS NORMAS 
CONVENCIONALES APLICABLES EN MATERIA MEDIOAMBIENTAL. 

Hechos: Un grupo de personas vecinas de la ciudad de Durango promovió 
juicio de amparo indirecto en el que reclamó la construcción de un puente 
elevado debido a afectaciones ambientales relativas a la remoción o tala de 
árboles en un tramo de un parque lineal, solicitando la suspensión de los 
actos reclamados. La persona Juzgadora de Distrito negó la suspensión 
definitiva solicitada, al considerar que la parte quejosa no cuenta con interés 
legítimo puesto que sólo se ostentaron como ciudadanos de la ciudad de 
Durango, sin hacer valer una calidad específica que los sitúe frente a los 
actos reclamados de manera especial o diferente, como sería pertenecer a 
un grupo determinado, tener cercanía al evento o suceso, o ser titular de 
algún derecho. Tampoco exhibió constancia alguna que acreditara un daño 
inminente e irreparable que pueda causarle la ejecución de la obra. Incon­
forme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el otorgamiento de la suspensión del acto reclamado en mate­
ria ambiental está sujeto a la actualización de los requisitos y presupuestos 
señalados en los artículos 107, fracción X, de la Constitución General, 128, 
131, 136 y 138 de la Ley de Amparo; sin embargo, también debe integrarse 
al parámetro que regula dicha institución a las normas convencionales que 
consagran los principios del derecho medioambiental, como son in dubio 
pro natura, precautorio (o de precaución) y de acceso a la justicia ambiental, 
contenidos en distintos instrumentos internacionales, destacadamente en 
el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública 
y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el 
Caribe (Convenio de Escazú). Así, la suspensión debe servir como un autén­
tico mecanismo que permita prevenir, mitigar y reparar los daños al medio 
ambiente.

Justificación: La suspensión del acto reclamado en materia medioambien­
tal dentro del juicio de amparo se alza como una institución que trasciende 
su antigua posición de medida cautelar paralizante de los actos reclamados 
para convertirse, en ciertas condiciones, en una medida de tutela anticipada 
central para nuestro modelo de justicia medioambiental. La justicia medio­
ambiental es un componente necesario del modelo de democracia constitu­
cional, ya que el derecho a la protección del medio ambiente se ha convertido 
en una norma jurídica suprema, que ha servido como cimiento para la cons­
trucción del denominado Modelo de Estado Medio Ambiental de Derecho, 
adoptado por nuestro parámetro de control constitucional; por ello, los Jueces 
y las Juezas constitucionales deben utilizar este derecho humano como 
parámetro de control para determinar la regularidad de cualquier acto de 
autoridad, pero también como pauta interpretativa para ajustar las catego­
rías procesales del juicio de amparo para la protección del medio ambiente 
como bien jurídico objetivo. Por ello, debe concluirse que el juicio de amparo 
debe reinterpretarse para ajustarse a las exigencias de los estándares inter­
nacionales en materia de justicia medioambiental. Así, del Convenio de Escazú 
destaca el artículo 8, numeral 3, incisos c) y d), que establece la exigencia de 
reconocer legitimación activa amplia en defensa del medio ambiente, de con­
formidad con la legislación nacional, así como la posibilidad de disponer de 
medidas cautelares y provisionales para, entre otros fines, prevenir, hacer 
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cesar, mitigar o recomponer daños al medio ambiente. Por su parte, el 
mismo artículo 8, numeral 4, inciso a), establece la obligación de facilitar 
el acceso a la justicia del público en asuntos ambientales, por lo que debe­
rán establecerse medidas para reducir o eliminar barreras al ejercicio del 
derecho de acceso a la justicia. Por tanto, la suspensión en el amparo indirecto 
en materia medioambiental debe regirse por estos postulados y de ahí que 
se concluya que pueda tener una función de tutela anticipada. En conse­
cuencia, para determinar en cada caso concreto si debe otorgarse la sus­
pensión, los Jueces y Juezas de amparo deben aplicar el principio in dubio 
pro natura, consistente en la obligación de considerar que, en caso de duda, 
se debe favorecer la protección y conservación del medio ambiente, dando 
preferencia a las alternativas menos perjudiciales; el principio de prevención 
obliga a la autoridad judicial a dar prioridad a la atención de las causas y 
fuentes de los posibles daños medioambientales, para evitar la consuma­
ción del daño y no relegar la resolución del problema a la reparación de los 
efectos perjudiciales; así como el principio de precaución obliga a la autori­
dad de amparo para que al momento de resolver sobre la suspensión, observe 
que en caso de peligro medioambiental, la ausencia de información o certeza 
científica no es sustento para evadir una decisión para impedir ese posible 
daño medioambiental. En suma, en la revisión de la determinación que otorga 
o niega la suspensión, se debe evaluar la motivación dedicada a justificar 
la aplicación de esos principios a cada caso concreto.

1a./J. 193/2023 (11a.)

Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2022. Analí Rodríguez Pérez 
y otros. 12 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Jaqueline Sáenz Andujo y David García 
Sarubbi.

Tesis de jurisprudencia 193/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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IDENTIDAD DE GÉNERO AUTOPERCIBIDA. ESTÁNDARES PARA SALVA­
GUARDAR LOS DERECHOS DE PERSONAS TRANS QUE PARTICIPAN 
EN PROCEDIMIENTOS JUDICIALES. 

Hechos: Una adolescente trans condujo a una niña a sostener relaciones 
sexuales con un adulto en un motel en León, Guanajuato. La autoridad minis­
terial formuló imputación en contra de la adolescente por el delito de corrup­
ción de menores en la modalidad de inducir a la realización de una conducta 
sexual, en términos del artículo 237 del Código Penal del Estado de Guana­
juato. En diversas ocasiones durante el desarrollo del proceso instaurado 
en contra de la adolescente se hizo referencia al nombre masculino que 
consta en sus documentos oficiales y las autoridades se dirigieron a ella utili­
zando pronombres masculinos. Lo anterior, a pesar de que desde la audien­
cia de formulación de la imputación, la adolescente manifestó a la Jueza de 
Control que se sentía más cómoda si se referían a ella utilizando pronom­
bres femeninos y utilizando su nombre elegido o nombre social.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, atendiendo a la obligación de juzgar con perspectiva de gé­
nero y enfoque de interseccionalidad, cuando intervengan personas trans 
en procesos judiciales, las autoridades judiciales deberán garantizar que su 
identidad de género sea respetada a lo largo del procedimiento, lo que 
implica, entre otras cuestiones, que se les llame y utilice el nombre y pronom­
bre que hayan elegido. Para ello, en los casos donde los documentos de 
identidad de una persona trans no reflejen la identidad con la que se han 
autodeterminado, las autoridades judiciales podrán aclarar por única oca­
sión esa cuestión en la primera actuación dentro del expediente, haciendo 
referencia al nombre registral e indicando el nombre y pronombres con los 
que se identifica actualmente la persona, sin hacer referencia al nombre re­
gistral en las posteriores actuaciones, incluidas las sentencias que se emitan, 
y evitar el uso de barras (/), "y/o", "alias" o alguna otra alternativa para incluir 
tanto el nombre social como el nombre registral de las personas trans.

Justificación: El derecho de cada persona a definir de manera autónoma 
su identidad sexual y de género encuentra relación con los derechos al libre 
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desarrollo de la personalidad, a la vida privada, al reconocimiento de la per­
sonalidad jurídica y al nombre. Por tanto, para garantizar el adecuado respeto 
a estos derechos, es imprescindible que el Estado y la sociedad respeten y 
garanticen la individualidad de cada una de las personas, así como su dere­
cho a ser tratadas de conformidad con los aspectos esenciales de su per­
sonalidad y la facultad legítima de establecer la exteriorización de su modo 
de ser, de acuerdo con sus más íntimas convicciones. Las personas que se 
identifiquen con identidades de género diversas deben ser reconocidas 
como tal y el Estado debe garantizarles que puedan ejercer sus derechos 
y contraer obligaciones en función de esa misma identidad sin verse obliga­
das a detentar otra identidad que no representa su individualidad. Lo ante­
rior considerando que una de las formas más comunes de ejercer violencia 
verbal, simbólica y psicológica contra personas trans es el uso malinten­
cionado o deliberado de pronombres, sustantivos y adjetivos de un género 
distinto a aquel con el cual se identifican para referirse a ellas.

1a./J. 196/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5769/2022. 26 de abril de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretaria: Rebeca Saucedo López.

Tesis de jurisprudencia 196/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES. 
EL ARTÍCULO 109, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY NACIONAL RELA­
TIVA, AL ESTABLECER QUE TRATÁNDOSE DE DELITOS SEXUALES 
O DE TRATA DE PERSONAS COMETIDOS POR ADOLESCENTES EN 
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CONTRA DE NIÑAS, NIÑOS O ADOLESCENTES EL PLAZO DE LA PRES­
CRIPCIÓN COMENZARÁ A CORRER CUANDO LA VÍCTIMA CUMPLA 
DIECIOCHO AÑOS, NO VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD Y A 
LA NO DISCRIMINACIÓN. 

Hechos: Una adolescente condujo a una niña a sostener relaciones sexuales 
con un adulto en un motel en León, Guanajuato. La autoridad ministerial 
formuló imputación en contra de la adolescente por el delito de corrupción 
de menores en la modalidad de inducir a la realización de una conducta 
sexual, en términos del artículo 237 del Código Penal del Estado de Guana­
juato. La Jueza de Control resolvió no vincular a proceso a la adolescente 
por dicho ilícito al considerar que se había extinguido la acción penal por 
prescripción; resolución que fue confirmada en apelación. Inconforme, la 
madre de la niña víctima del delito promovió un juicio de amparo directo 
en el que se resolvió en el sentido de determinar que el delito imputado a la 
adolescente debería considerarse de naturaleza sexual, por lo que en el caso 
debió aplicarse la regla contemplada en el último párrafo del artículo 109 de 
la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes 
que señala que tratándose de delitos sexuales cometidos en contra de niños, 
niñas y adolescentes, el plazo de prescripción comenzará a correr hasta que 
la víctima cumpla dieciocho años. En contra de esta resolución, la adoles­
cente imputada, en su calidad de tercera interesada, interpuso recurso de 
revisión en el que adujo que el último párrafo del artículo 109 de la Ley 
Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes era vio­
latorio del derecho a la igualdad jurídica y a la no discriminación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 109, párrafo último, de la Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes no vulnera el derecho a la igual­
dad y a la no discriminación, pues realiza una distinción razonable entre las 
adolescencias en conflicto con la ley penal por delitos sexuales o de trata 
de personas cometidos contra niñas, niños y adolescentes, y las adolescen­
cias en conflicto con la ley penal por otros delitos cuando las víctimas no son 
menores de dieciocho años, al proteger el derecho de acceso a la justicia 
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de niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual a la luz del prin­
cipio de interés superior de la infancia.

Justificación: El artículo 109 de la Ley Nacional del Sistema Integral de Jus­
ticia Penal para Adolescentes establece dos regímenes jurídicos expresa­
mente diferenciados: el primero, para las adolescencias en conflicto con la 
ley penal por delitos sexuales o de trata de personas cometidos contra niñas, 
niños y adolescentes (derivado del último párrafo de dicho precepto); y el 
segundo, para las adolescencias en conflicto con la ley penal por otros 
delitos y cuando las víctimas no son menores de dieciocho años (que se des­
prende de los párrafos anteriores del mismo artículo 109). Esta distinción 
no está basada en un criterio de edad atribuido al grupo etario al que per­
tenece la persona adolescente en conflicto con la ley penal, sino en relación 
con una condición de extrema vulnerabilidad que tienen niños, niñas y adoles­
centes víctimas de delitos sexuales, que les permite acceder a un beneficio 
consistente en que el plazo de prescripción de la acción penal se empiece 
a contar a partir de que cumplan dieciocho años. Lo que encuentra justifi­
cación en la especial intensidad que adquiere el deber de garantía cuando 
las niñas, los niños y los adolescentes son víctimas de violencia sexual y 
participan en las investigaciones y procesos penales, lo que implica la adop­
ción de medidas especiales y el desarrollo de un proceso adaptado a ellos, 
que tome en cuenta su interés superior y sus capacidades en constante 
evolución. Además de que existe un amplio consenso en la literatura espe­
cializada en el sentido de reconocer que es frecuente la revelación tardía 
de un incidente de violencia sexual por parte de niñas, niños y adolescentes. 
Así, el último párrafo del artículo 109 de la Ley Nacional del Sistema Integral 
de Justicia Penal para Adolescentes es razonable, pues implica una medida 
especial adaptada a las niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia 
sexual que salvaguarda su derecho de acceso a la justicia en igualdad de 
condiciones porque asegura que, con base en sus capacidades en cons­
tante evolución, puedan acceder al sistema de justicia y, en su caso, ejercer 
su derecho a participar en los procedimientos respectivos, considerando 
las barreras que implican para las infancias y adolescencias denunciar un 
hecho de violencia sexual.

1a./J. 197/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 5769/2022. 26 de abril de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretaria: Rebeca Saucedo López.

Tesis de jurisprudencia 197/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

VIOLENCIA SEXUAL. EL TÉRMINO "DELITOS SEXUALES" PREVISTO 
EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 109 DE LA LEY NACIONAL 
DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCEN­
TES DEBE ENTENDERSE DESDE UNA CONCEPCIÓN AMPLIA. 

Hechos: Una adolescente condujo a una niña a sostener relaciones sexuales 
con un adulto en un motel en León, Guanajuato. La autoridad ministerial 
formuló imputación en contra de la adolescente por el delito de corrupción 
de menores en la modalidad de inducir a la realización de una conducta 
sexual, en términos del artículo 237 del Código Penal del Estado de Guana­
juato. La Jueza de Control resolvió no vincular a proceso a la adolescente 
por dicho ilícito al considerar que se había extinguido la acción penal por 
prescripción, conforme a lo establecido en los artículos 319 y 485, fracción 
VII, del Código Nacional de Procedimientos Penales de aplicación supletoria 
de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescen­
tes, en relación con el penúltimo párrafo de su artículo 109 que dispone que, 
en los demás casos que no estén contemplados en el catálogo de conduc­
tas del artículo 164 de dicho ordenamiento, el plazo de prescripción será 
de un año. Igualmente, consideró que en el caso no era aplicable el último 
párrafo del artículo 109 mencionado porque, a su parecer, el delito de corrup­
ción de menores atribuido a la adolescente no era un delito sexual por no 
estar contemplado en el Libro Segundo, Título Tercero, del Código Penal 
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del Estado de Guanajuato en el que se establecen los "delitos contra la liber­
tad sexual", sino en el diverso Título Quinto "De los delitos contra el desarrollo 
de personas menores e incapaces"; resolución que fue confirmada en la 
apelación. Inconforme, la madre de la niña víctima del delito promovió juicio 
de amparo directo que se resolvió en el sentido de determinar que el delito 
imputado a la adolescente sí debería considerarse de naturaleza sexual, por 
lo que debió aplicarse la regla contemplada en el último párrafo del artículo 
109 de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adoles­
centes que señala que, tratándose de delitos sexuales cometidos en contra 
de niños, niñas y adolescentes, el plazo de prescripción comenzará a correr 
hasta que la víctima cumpla dieciocho años. En contra de esta resolución, 
la adolescente imputada, en su calidad de tercera interesada, interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el término "delitos sexuales" previsto en el artículo 109, pá­
rrafo último, de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes debe entenderse desde una concepción amplia de la violen­
cia sexual, de manera que abarque todas aquellas conductas que por su 
naturaleza sexual afecten la libertad y la autonomía de las niñas, los niños 
y los adolescentes.

Justificación: Tanto a nivel universal como regional, organismos internacio­
nales de derechos humanos han considerado que la violencia sexual abarca 
una gran dimensión de conductas, que dependen incluso del contexto y de 
las circunstancias particulares de las personas contra quienes se dirigen. 
Así, se ha sostenido que la violencia sexual se configura como las acciones 
de naturaleza sexual que se cometen contra una persona sin su consen­
timiento, las cuales pueden comprender la invasión física del cuerpo o 
actos que no involucren penetración o contacto físico. En el contexto de 
violencia sexual contra mujeres o niñas también se ha precisado que los 
actos de naturaleza sexual pueden abarcar aquellos que se ejerzan con 
violencia física, pero también otros que se cometan por otros medios y que 
resulten igualmente lesivos a los derechos de las mujeres y niñas o les cau­
sen un daño o sufrimiento equiparable. La violencia sexual, por tanto, es la 
categorización amplia de la que emergen distintas expresiones que dan pie 
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a la regulación de delitos específicos: violación, abuso, acoso sexual, etcé­
tera. El punto coincidente en todos ellos es la afectación a la sexualidad 
de la persona como bien jurídico tutelado. Aunque la regulación sobre deli­
tos de violencia sexual es abundante y se ha diversificado aún más en las 
últimas décadas, no obra en aquélla un concepto unívoco sobre violencia 
sexual. Por ello, no basta con remitirse al capítulo correspondiente a los 
"delitos contra la libertad sexual" o similares en los Códigos Penales de 
las entidades federativas, sino que se tiene que atender a la naturaleza y el 
contexto de la conducta atribuida para determinar si es de índole sexual y 
por tanto encuadra dentro del término "delitos sexuales" previsto en el último 
párrafo del artículo 109 de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes.

1a./J. 198/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5769/2022. 26 de abril de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretaria: Rebeca Saucedo López.

Tesis de jurisprudencia 198/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

HIPOTECA CONSTITUIDA POR PROPIETARIO APARENTE. ES INCONS­
TITUCIONAL QUE SUBSISTA SI SE DECLARA LA NULIDAD DEL TÍTULO 
DE PROPIEDAD QUE SIRVIÓ DE BASE PARA CONSTITUIRLA (INTER­
PRETACIÓN DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE PUEBLA).

Hechos: Dos personas propietarias de un inmueble demandaron por la vía 
civil, entre otras prestaciones, la nulidad de los instrumentos notariales en los 
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que constaban un supuesto poder que otorgaron a otra persona, la compra­
venta del inmueble de su propiedad celebrada por esa persona en su repre­
sentación, así como los contratos de crédito e hipoteca suscritos por los 
compradores con una institución bancaria. El Juez de primera instancia 
declaró la nulidad absoluta de los instrumentos notariales referidos y ordenó 
la cancelación de las respectivas inscripciones en el Registro Público de la 
Propiedad. En apelación, el tribunal de segunda instancia, si bien confirmó 
la nulidad del poder y del contrato de compraventa, consideró que debían 
prevalecer los contratos de crédito e hipoteca celebrados entre los compra­
dores y la institución bancaria, con fundamento en el artículo 2947 del Código 
Civil para el Estado de Puebla. En contra de esa resolución, los propietarios 
promovieron un juicio de amparo directo en el que, entre otras cosas, alega­
ron la inconstitucionalidad del referido precepto. Sin embargo, el Tribunal 
Colegiado les negó el amparo, contra lo cual interpusieron un recurso de 
revisión.

Criterio jurídico: El artículo 2947 del Código Civil para el Estado de Puebla, 
que establece que, bajo ciertos requisitos, la hipoteca constituida por propie­
tario aparente es válida, a pesar de que se declare la nulidad o inexistencia 
del título de propiedad que sirvió de base para constituirla, es inconstitucional, 
al ser una medida restrictiva que afecta desproporcionadamente el derecho 
a la propiedad privada de los auténticos propietarios.

Justificación: El artículo 2947 del Código Civil para el Estado de Puebla 
establece la validez de una hipoteca constituida por un propietario aparente, 
cuyo título de propiedad posteriormente es declarado nulo o inexistente. Al ser 
sometido dicho precepto a un test de proporcionalidad, se concluye que 
persigue una finalidad constitucionalmente válida consistente en brindar 
seguridad jurídica a los acreedores de buena fe sobre el adeudo garantizado 
a través de una hipoteca constituida por un propietario aparente, cuyo título 
de propiedad posteriormente es declarado nulo o inexistente. Asimismo, es 
una medida idónea debido a que sí contribuye, en alguna medida, a lograr 
la finalidad que persigue.

Sin embargo, no se trata de una medida necesaria debido a que el legisla­
dor pudo haber implementado medidas alternativas que, sin dejar de brindar 
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seguridad jurídica al acreedor de buena fe, no generaran una afectación al 
derecho a la propiedad privada de las personas propietarias auténticas.

Por ejemplo, el legislador pudo haber equiparado este supuesto al de la 
extinción del derecho real hipotecado, previsto en el artículo 2895 del mismo 
Código Civil, de manera que, ante la nulidad o inexistencia del título de 
propiedad del bien sobre el cual se constituyó la hipoteca, pudo haber im­
puesto al deudor la obligación de constituir una nueva hipoteca a favor y 
a satisfacción del acreedor. Con lo cual, se mantendría la seguridad jurídica 
respecto de los derechos del acreedor, pero sin afectar los derechos de 
propiedad de los propietarios auténticos del inmueble.

Ello pone en evidencia que la Legislatura del Estado de Puebla no optó por 
la medida menos gravosa para el derecho de propiedad privada de las 
personas auténticas propietarias del bien hipotecado.

Por el contrario, la medida examinada somete el derecho a la propiedad de los 
propietarios auténticos a un gravamen injusto y desproporcionado que limita 
sus derechos a usar, gozar y disponer de dicho bien. Por un lado, porque no 
otorgaron su consentimiento para la constitución de ese gravamen y, por otro 
lado, porque la liberación del gravamen depende de que el deudor cumpla 
con la obligación garantizada con la hipoteca, pudiendo, incluso, ser pri­
vados completamente de su propiedad en caso de incumplimiento.

1a./J. 199/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 6289/2022. Marco Gerardo González Anaya y otra. 
30 de agosto de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Eduardo 
Román González.

Tesis de jurisprudencia 199/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 11 de diciembre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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RECURSO DE INCONFORMIDAD. LA COMPETENCIA PARA RESOL­
VERLO CUANDO SE INTERPONE EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN 
DE UNA DENUNCIA DE REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO ES DEL 
PLENO DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO.

Hechos: Dos personas unidas en matrimonio se sometieron a un juicio de 
divorcio y liquidación de la sociedad conyugal. La división de los bienes 
generó una controversia que resolvió el Juez en primera instancia y luego 
la Sala de apelación en segunda instancia. La señora promovió un juicio de 
amparo directo en contra de la sentencia dictada en el recurso de ape­
lación y un Tribunal Colegiado de Circuito encontró como vicio formal que la 
sentencia reclamada la emitió un Magistrado de manera unitaria cuando 
debió hacerlo la Sala de manera colegiada, por lo que otorgó el amparo para 
que se dictara una sentencia de manera colegiada. La Sala de apelación, 
de manera colegiada, reiteró las razones dadas en la sentencia anterior­
mente emitida de forma unitaria y la señora consideró que eso era una repe­
tición del acto reclamado, por lo que lo denunció ante el Tribunal Colegiado 
de Circuito que otorgó el amparo. El Tribunal Colegiado integrado en 
Pleno declaró infundada la denuncia de repetición del acto reclamado y la 
señora interpuso recurso de inconformidad que se remitió a esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Suprema Corte de Justicia de la Nación carece de com­
petencia para resolver el recurso de inconformidad interpuesto en contra 
de la determinación por la que se resuelve la denuncia de repetición del 
acto reclamado en amparo directo, la cual debe emitir el presidente del Tri­
bunal Colegiado de Circuito correspondiente, por lo que corresponde resol­
ver ese recurso al Pleno de dicho tribunal.

Justificación: Como producto de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el siete de junio de dos mil veintiuno, el artículo 38, fracción IV, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación dispone, de manera 
general, que corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito la com­
petencia para conocer y resolver los recursos de inconformidad regulados 
en la Ley de Amparo, lo que incluye al previsto en el artículo 201, fracción 
III, de ese ordenamiento. Asimismo, conforme a lo dispuesto en el diverso 203 
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de esa última ley, el órgano jurisdiccional ante quien se presenta el recurso de 
inconformidad debe remitirlo al Tribunal Colegiado de Circuito para que lo 
resuelva.

Además, el punto segundo, fracción XIX, del Acuerdo General 1/2023 emi­
tido por el Tribunal Pleno establece que corresponde a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación conocer de los recursos de inconformidad derivados 
de las resoluciones emitidas por los Tribunales Colegiados de Circuito, en 
los casos en que declaren fundado un recurso de inconformidad de los pre­
vistos en el artículo 201, fracción III, de la Ley de Amparo, cuando la Sala 
respectiva determine que debe separarse del cargo a la autoridad que 
hubiere incurrido en la repetición del acto reclamado y el Pleno lo considere 
justificado; con lo cual se robustece la conclusión de que corresponde a los 
Tribunales Colegiados de Circuito resolver el recurso de inconformidad pre­
visto en el citado artículo 201, fracción III, de la Ley de Amparo.

Ahora bien, para dotar de efectividad a ese recurso, la denuncia de repeti­
ción del acto reclamado siempre debe resolverla de manera unitaria el Magis­
trado presidente del Tribunal Colegiado, quien no puede fungir como ponente 
del proyecto que resuelva el Pleno de dicho tribunal respecto del recurso de 
inconformidad interpuesto en contra de esa determinación, con lo que se pre­
serva el principio de imparcialidad judicial.

Por lo anterior, es de concluirse que en ningún caso el Tribunal Colegiado 
de Circuito en Pleno puede resolver sobre la denuncia de repetición del acto 
reclamado, pues ello contraviene el sistema normativo antes expresado.

1a./J. 200/2023 (11a.)

Recurso de inconformidad 7/2023. 6 de septiembre de 2023. Mayoría de cua­
tro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carranca, 
quien formuló voto particular. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez.
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Nota: El Acuerdo General Número 1/2023, de veintiséis de enero de dos mil 
veintitrés, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para 
su resolución, y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y 
a los Tribunales Colegiados de Circuito citado, se publicó en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 22, Tomo IV, febrero de 2023, página 3837, con número de 
registro digital: 5842.

Tesis de jurisprudencia 200/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA CIRCUNSTANCIAL O INDICIARIA. CONSTITUYE UN MÉTODO 
DE VALORACIÓN QUE PUEDE SER VÁLIDAMENTE APLICADO EN EL 
PROCESO PENAL ACUSATORIO ATENDIENDO A SU SISTEMA LIBRE Y 
LÓGICO DE VALORACIÓN PROBATORIA.

Hechos: Una persona fue absuelta de la comisión de un delito en primera y 
segunda instancias. Inconforme con esa resolución, la parte ofendida pro­
movió un juicio de amparo directo, en cuya sentencia un Tribunal Colegiado de 
Circuito concedió la protección constitucional. En cumplimiento a esa deter­
minación, el tribunal de alzada emitió una nueva resolución en la que, a través 
de la aplicación del método de la denominada "prueba circunstancial o indi­
ciaria", consideró acreditado el delito y la responsabilidad, por lo que dictó 
una sentencia condenatoria. En contra de esa determinación, la persona 
sentenciada promovió un juicio de amparo directo en donde reclamó la 
inconstitucionalidad, entre otros, de los artículos 261 y 356 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales que regulan el sistema de valoración 
de las pruebas, pero el amparo le fue negado. En desacuerdo con ello, la 
parte sentenciada interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La "prueba circunstancial o indiciaria" aplicada regular­
mente en el sistema penal tradicional, no constituye una prueba introducida 
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de manera fortuita en la sentencia sin cumplir las condiciones legales para 
instituirse como tal, sino que en realidad se trata de un "método de valoración 
circunstancial o indiciario" que puede ser válidamente aplicado en los proce­
sos penales acusatorios y orales para justificar el sentido del fallo, aten­
diendo a su sistema constitucional de valoración libre y lógico.

Justificación: El artículo 20, apartado A, fracción II, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos dispone que el sistema de justicia penal 
acusatorio se desarrolla a partir de una valoración libre y lógica de las prue­
bas aportadas ante la persona juzgadora, quien deberá realizar una justifi­
cación objetiva en la sentencia sobre el alcance y valor probatorio que 
confiera a cada elemento de convicción adquirido para motivar su decisión.

Al respecto, la conocida "prueba circunstancial o indiciaria" es un método de 
valoración. Su concepción como "prueba" deriva de entender este método 
como la comprobación, demostración o prueba de un hecho a través del 
análisis de las circunstancias o indicios acreditados y que sirve para sus­
tentar una sentencia.

Dicho concepto aplicado en el sistema de valoración libre y lógico en el 
procedimiento penal acusatorio, no debe comprenderse como una "prueba" 
en sí misma que pueda surgir de manera eventual durante el dictado de la 
sentencia, sin cumplir con las exigencias constitucionales y legales que rigen 
la incorporación de los elementos de convicción a la audiencia de juicio.

Su entendimiento debe desplegarse como un método argumentativo que 
puede ser o no aplicado por la persona juzgadora, el cual exige de una moti­
vación suficiente que sustente el razonamiento utilizado para alcanzar las 
conclusiones contenidas en la resolución, atendiendo a la apreciación con­
junta, integral y armónica de las pruebas legalmente incorporadas.

Se trata de un ejercicio racional que debe ser suficiente para justificar la 
valoración emprendida del caudal probatorio atendiendo a la lógica, los 
conocimientos científicos y las máximas de la experiencia, pero no debe 
traducirse en una libertad absoluta que implique arbitrariedad, sino que tal 
facultad debe estar limitada por la sana crítica y la lógica al valorar indivi­
dual y conjuntamente los elementos de convicción válidamente recabados.
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Por ello, corresponde a los operadores judiciales, en un primer escenario, 
justificar la adecuada aplicación de ese método para sustentar un fallo defi­
nitivo y, en un segundo plano, dentro de los medios de impugnación relativos, 
verificar la legalidad de los resultados obtenidos a través de la implementación 
de ese mecanismo de valoración en las resoluciones sujetas a su escrutinio.

1a./J. 201/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5425/2022. 8 de marzo de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando 
Patiño Lara.

Tesis de jurisprudencia 201/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCORPORACIÓN Y VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS EN EL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO. LAS REGLAS CONTENIDAS AL RESPECTO EN EL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NO VULNERAN 
LOS PRINCIPIOS DE INMEDIACIÓN Y CONTRADICCIÓN, NI LA IGUAL­
DAD PROCESAL.

Hechos: Una persona fue absuelta de la comisión de un delito en primera y 
segunda instancias. Inconforme con esa resolución, la parte ofendida pro­
movió un juicio de amparo directo, en cuya sentencia un Tribunal Colegiado de 
Circuito concedió la protección constitucional. En cumplimiento a esa deter­
minación, el tribunal de alzada emitió una nueva resolución en la que, a través 
de la aplicación del método de la denominada "prueba circunstancial o indi­
ciaria", consideró acreditado el delito y la responsabilidad, por lo que dictó 
una sentencia condenatoria. En contra de esa determinación, la persona 
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sentenciada promovió un juicio de amparo directo en donde reclamó la incons­
titucionalidad, entre otros, de los artículos 261 y 356 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales que regulan el sistema de valoración de las 
pruebas, pero el amparo le fue negado. En desacuerdo con ello, la parte 
sentenciada interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La integración de prueba para efectos del juicio y la com­
probación de cualquier hecho o circunstancia incorporadas a la audiencia 
para ser sujetas de valoración, cuyas reglas están previstas respectiva­
mente en los artículos 261 y 356 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, no limitan la exigencia de que los medios ofrecidos como prueba 
deban ser constituidos ante la persona juzgadora relativa, ni impiden que 
las pruebas relativas puedan ser refutadas por las partes, lo cual se desa­
rrolla en una auténtica equivalencia de circunstancias; por lo que tales pre­
ceptos no transgreden la igualdad procesal, ni contravienen los principios 
de inmediación y contradicción.

Justificación: El significado de la integración de prueba para efectos del 
juicio oral contenido en el artículo 261 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales y la comprobación de cualquier hecho o circunstancia incorpo­
radas a la audiencia para ser sujetas de valoración, regulada en el precepto 
356 del mismo ordenamiento, no colisionan con la exigencia de que los 
medios ofrecidos como prueba deben ser constituidos ante la persona juz­
gadora relativa como lo dispone el numeral 20, apartado A, fracción II, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Esas normas procesales tampoco imposibilitan que las pruebas encamina­
das a comprobar hechos o circunstancias dentro de la audiencia del juicio 
sean sujetas a la refutación de la contraparte de la oferente, lo que consolida 
el principio de contradicción regulado principalmente en el artículo 20, apar­
tado A, fracciones IV y VI, de la Constitución, así como en el diverso numeral 
6 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Además, dichas disposiciones son emitidas sin distinciones de ninguna 
clase, por lo que corresponden con circunstancias normativas simétricas 
que aseguran una "igualdad de armas" y un "piso parejo" para desplegar la 
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acusación y la defensa, cuya garantía tiene un respaldo operativo en los 
artículos 10 y 11 del referido ordenamiento legal.

Por lo tanto, los artículos 261 y 356 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales no vulneran los principios de inmediación, contradicción e igual­
dad procesal, aplicables al sistema penal acusatorio.

1a./J. 202/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5425/2022. 8 de marzo de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando 
Patiño Lara.

Tesis de jurisprudencia 202/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCORPORACIÓN Y VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS EN EL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO. LAS REGLAS CONTENIDAS AL RESPECTO EN EL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NO VULNERAN 
EL DEBIDO PROCESO EN RELACIÓN CON LA DEFENSA ADECUADA, 
LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, NI LA SEGURIDAD JURÍDICA DE LAS 
PARTES EN EL PROCESO PENAL.

Hechos: Una persona fue absuelta de la comisión de un delito en primera y 
segunda instancias. Inconforme con esa resolución, la parte ofendida pro­
movió un juicio de amparo directo, en cuya sentencia un Tribunal Colegiado de 
Circuito concedió la protección constitucional. En cumplimiento a esa deter­
minación, el tribunal de alzada emitió una nueva resolución en la que, a través 
de la aplicación del método de la denominada "prueba circunstancial o indi­
ciaria", consideró acreditado el delito y la responsabilidad, por lo que dictó 



305

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

una sentencia condenatoria. En contra de esa determinación, la persona 
sentenciada promovió un juicio de amparo directo en donde reclamó la in­
constitucionalidad, entre otros, de los artículos 261 y 356 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales que regulan el sistema de valoración de las 
pruebas, pero el amparo le fue negado. En desacuerdo con ello, la parte 
sentenciada interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: Del contenido de los artículos 261 y 356 del Código Nacio­
nal de Procedimientos Penales se desprende la obligación de las personas 
juzgadoras de emitir sus sentencias a partir de la valoración de las prue­
bas legalmente aportadas al juicio, respetando las formalidades y los prin­
cipios del sistema penal acusatorio, de las cuales no se desprende que 
eximan al Ministerio Público de la carga de acreditar plenamente el hecho 
delictivo y la responsabilidad penal de la persona a quien se atribuye su 
comisión, tampoco limitan el ejercicio de defensa, ni generan condiciones 
de incertidumbre legal, por lo que no permiten una valoración arbitraria de 
pruebas. Es por ello que dichas normas no vulneran el debido proceso y la 
defensa adecuada, no transgreden la presunción de inocencia, ni la segu­
ridad jurídica de las partes.

Justificación: El artículo 261 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
dispone que el significado de la integración de prueba para efectos del juicio 
oral de ninguna forma afecta la distribución de las cargas probatorias, por 
el contrario, condiciona que se respeten las formalidades procedimentales 
y los principios aplicables, lo que no disculpa al Ministerio Público de la 
obligación de probar contenida en los artículos 20, apartado A, fracción V, 
primera parte, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 130 de la norma procesal de referencia.

Estos lineamientos contribuyen de manera eficiente al desarrollo de una inter­
vención activa y técnica de la defensa al representar los intereses de una 
persona imputada. Además, ofrecen una garantía sobre las exigencias lega­
les que deben ser cumplidas dentro de la dinámica probatoria del juicio 
para que puedan ser materia de valoración en la sentencia.

Por otra parte, el artículo 356 del citado código regula que los hechos y 
circunstancias aportados al juicio puedan ser probados conforme a las reglas 
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de ese código, lo que desde luego incluye la intervención de la defensa, y 
no permite siquiera inferir que la parte acusadora está eximida de su obli­
gación de probar, como tampoco invierte la carga a la parte imputada de 
acreditar su inocencia.

Del contenido de los referidos preceptos se desprende la obligación de las 
personas juzgadoras de emitir las sentencias relativas a partir de las prue­
bas legalmente aportadas al juicio, respetando las formalidades y los prin­
cipios relativos, lo cual incluye la carga probatoria del Estado de acreditar 
plenamente el hecho delictivo y la responsabilidad penal de la persona a 
quien se atribuye su comisión; constituye una garantía de protección al derecho 
humano a la presunción de inocencia que deriva del precepto 20, apartado A, 
fracción IX, y apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

Además, no establecen la posibilidad de valorar de manera improvisada en la 
sentencia alguna prueba que no haya sido problematizada en el debate de 
la audiencia de juicio, por lo que no producen indefensión a la parte acusada, 
tampoco generan incertidumbre sobre la actividad que la persona juz­
gadora deba realizar en su ejercicio de ponderación probatoria, ni admiten 
un esquema arbitrario de valoración de pruebas.

Por el contrario, de su contenido se desprende la exigencia de que el ejer­
cicio de valoración esté sujeto a una justificación objetiva y suficiente en 
torno al alcance y valor que confiera a cada prueba ofrecida para motivar 
la decisión que asuma respecto de todas ellas.

En ese sentido, los artículos 261 y 356 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales no vulneran el derecho fundamental de toda persona a contar 
con un debido proceso en relación con la defensa adecuada, no transgreden 
el principio de presunción de inocencia, ni la seguridad jurídica de las par­
tes en el proceso.

1a./J. 203/2023 (11a.)
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Amparo directo en revisión 5425/2022. 8 de marzo de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando 
Patiño Lara.

Tesis de jurisprudencia 203/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEDUCCIÓN DE CRÉDITOS ANTE SU IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE 
COBRO. SU REGULACIÓN SUPERA EL EXAMEN DE RAZONABILIDAD.

Hechos: A partir del 1o. de enero de 2022, el artículo 27, fracción XV, inciso 
b), de la Ley del Impuesto sobre la Renta dispone como requisito para dedu­
cir créditos incobrables superiores a treinta mil unidades de inversión con una 
notoria imposibilidad práctica de cobro, el obtener una resolución definitiva 
emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber agotado 
las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la 
resolución favorable. Con motivo de esa reforma, una empresa promovió un 
juicio de amparo indirecto que un Juzgado de Distrito resolvió como impro­
cedente por falta de afectación a la empresa. Un Tribunal Colegiado superó el 
aspecto de procedencia y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justi­
cia de la Nación.

Criterio jurídico: La condicionante para la deducción de créditos superiores 
a treinta mil unidades de inversión con una notoria imposibilidad práctica de 
cobro, relativa a que la persona contribuyente obtenga una resolución defi­
nitiva emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber 
agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecu­
ción de la resolución favorable, supera el examen de razonabilidad.
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Justificación: Lo anterior es así, ya que la medida persigue una finalidad 
legítima, apegada a los principios de justicia fiscal contenidos en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que consiste en desincentivar el uso de la deducción de créditos incobra­
bles a partir de apreciaciones subjetivas de las personas contribuyentes y 
requerir una demostración razonable de que no sólo iniciaron el proce­
dimiento judicial o arbitral, sino que a pesar de su esfuerzo no lograron recuperar 
la deuda que se tornó entonces en un crédito incobrable. La norma es racio­
nal y adecuada porque existe relación entre el medio utilizado, que es requerir 
la demostración razonable, y el fin pretendido que es mantener una base 
gravable que atienda a la verdadera capacidad contributiva para que el 
pago de los impuestos resulte acorde con los principios de justicia fiscal. 
Asimismo, la medida es proporcional en sentido estricto porque la restric­
ción no es absoluta, sino que se encuentra modulada y evidentemente lo 
que busca es desincentivar que la deducción se realice a partir de la apre­
ciación subjetiva de la persona contribuyente en torno a que el crédito es 
incobrable, y propiciar que no sólo se presente la demanda o inicie el proce­
dimiento arbitral, sino que continúe con la secuela procesal y a pesar de los 
esfuerzos no se logre el cobro, lo que torne hasta entonces al crédito con la 
calidad de incobrable.

1a./J. 204/2023 (11a.)

Amparo en revisión 684/2022. 19 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro 
González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 204/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DEDUCCIONES FISCALES. METODOLOGÍA PARA EL EXAMEN DE LA 
RAZONABILIDAD DE SUS REGULACIONES ESTABLECIDAS EN LA LEY.

Hechos: La Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de diciembre 
de 2021 disponía la procedencia de la deducción de los créditos incobra­
bles ante su prescripción o, bien, ante su imposibilidad práctica de cobro, que 
en créditos superiores a treinta mil unidades de inversión, se acreditaba con 
la sola presentación de la demanda ante la autoridad judicial o el inicio del 
procedimiento arbitral. A partir del 1o. de enero de 2022, el artículo 27, frac­
ción XV, inciso b), de la Ley del Impuesto sobre la Renta dispone como requi­
sito para deducir créditos incobrables superiores a treinta mil unidades de 
inversión con una notoria imposibilidad práctica de cobro, el obtener una reso­
lución definitiva emitida por la autoridad competente, con la que se demues­
tre haber agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible 
la ejecución de la resolución favorable. Con motivo de esa reforma, una em­
presa promovió un juicio de amparo indirecto que un Juzgado de Distrito 
resolvió como improcedente por falta de afectación a la empresa. Un Tribu­
nal Colegiado superó el aspecto de procedencia y remitió el asunto a esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: El estudio de las regulaciones a las deducciones implica el 
análisis entre las finalidades que persigue el sistema tributario a través de las 
normas que lo delimitan y los derechos de las personas contribuyentes, por lo 
que es factible el uso del examen de razonabilidad a partir de tres pasos: I. Deter­
minar si la finalidad es legítima, objetiva y constitucionalmente correcta; 
II. Examinar la razonabilidad de la medida, esto es, que exista una relación de 
índole instrumental entre los medios utilizados y el fin pretendido; III. Valorar 
que se cumpla con una relación proporcional entre los medios y los fines 
con el objeto de determinar si en aras de un propósito válido no se afectan 
de manera innecesaria o excesiva otros bienes o derechos.

Justificación: Con motivo del principio de separación de poderes, el legis­
lador cuenta con libertad configurativa del sistema tributario sustantivo y 
adjetivo, por lo que la intensidad del escrutinio constitucional es flexible o laxo 
cuando se examina la modulación impuesta para la procedencia de deduc­
ciones fiscales. La intensidad de su control se limita a verificar que la intervención 
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legislativa persiga una finalidad objetiva y constitucionalmente válida, así 
como corroborar que el medio elegido tenga correspondencia con el fin 
perseguido sin que afecte desproporcionadamente el derecho a contribuir acorde 
con los principios de justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1a./J. 205/2023 (11a.)

Amparo en revisión 684/2022. 19 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Re­
bolledo, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier 
Alexandro González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 205/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEDUCCIÓN DE CRÉDITOS ANTE SU IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE 
COBRO. SU REGULACIÓN RESPETA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA.

Hechos: A partir del 1o. de enero de 2022, el artículo 27, fracción XV, inciso 
b), de la Ley del Impuesto sobre la Renta dispone como requisito para 
deducir créditos incobrables superiores a treinta mil unidades de inversión 
con una notoria imposibilidad práctica de cobro, el obtener una resolución defi­
nitiva emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber 
agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecu­
ción de la resolución favorable. Con motivo de esa reforma, una empresa 
promovió un juicio de amparo indirecto en el que planteó que la nueva 
norma afecta el principio de seguridad jurídica al no definirse con claridad 
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cuál es la resolución definitiva emitida por autoridad competente para 
poder deducir el crédito incobrable. Un Juzgado de Distrito resolvió el juicio 
como improcedente por falta de afectación a la empresa. Un Tribunal Cole­
giado superó el aspecto de procedencia y remitió el asunto a esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: El concepto contenido en la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, relativo a la obtención de una resolución definitiva emitida por la auto­
ridad competente con la que se demuestre haber agotado las gestiones de 
cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la resolución favora­
ble, está íntimamente vinculado con los principios de veracidad y demostrabi­
lidad razonables que rigen a las deducciones, pues permite a las personas 
contribuyentes saber a qué atenerse, por lo que respeta el principio de 
seguridad jurídica.

Justificación: El artículo 27, fracción XV, inciso b), de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, vigente a partir de 2022, permite la deducción de crédi­
tos superiores a treinta mil unidades de inversión al consumarse el plazo 
de su prescripción y la alternativa para una deducción anterior a ese hecho 
se encuentra en que se clasifique con una notoria imposibilidad práctica de 
cobro, en la que se requiere que la persona contribuyente obtenga una 
"resolución definitiva emitida por la autoridad competente, con la que demues­
tre haber agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible 
la ejecución de la resolución favorable". Tal concepto está íntimamente vinculado 
con el principio de veracidad y demostrabilidad razonable, sin que se deje 
en manos de la autoridad fiscal determinar la base del impuesto, pues para 
la procedencia de la deducción, tanto el contribuyente como la autoridad, 
cada uno en su momento, deberán atender de manera conjunta, razonable 
y congruente a las operaciones, razones y circunstancias de la incobrabilidad 
del crédito por haberse agotado prácticamente todos los medios ordinarios 
y legales para su cobro, sin haberse obtenido.

1a./J. 206/2023 (11a.)

Amparo en revisión 684/2022. 19 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
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voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier 
Alexandro González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 206/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEDUCCIÓN DE CRÉDITOS ANTE SU IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE 
COBRO. SU REGULACIÓN RESPETA LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIO­
NALIDAD TRIBUTARIA, PROGRESIVIDAD E IRRETROACTIVIDAD.

Hechos: A partir del 1o. de enero de 2022, el artículo 27, fracción XV, inciso 
b), de la Ley del Impuesto sobre la Renta dispone como requisito para dedu­
cir créditos incobrables superiores a treinta mil unidades de inversión con 
una notoria imposibilidad práctica de cobro, el obtener una resolución defi­
nitiva emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber 
agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución 
de la resolución favorable. Con motivo de esa reforma, una empresa pro­
movió un juicio de amparo indirecto en el que planteó que la nueva norma 
afecta el principio de proporcionalidad tributaria porque le impide realizar 
la deducción de las pérdidas por créditos incobrables. Asimismo, la empresa 
planteó que la nueva norma afecta el principio de irretroactividad de las leyes 
porque afecta la deducibilidad de los créditos que ya tenían la calidad de 
notoriamente incobrables, además de afectar el principio de progresividad 
porque la ley introdujo mayores requisitos para una deducción. Un Juzgado 
de Distrito resolvió el juicio como improcedente por falta de afectación a la 
empresa. Un Tribunal Colegiado superó el aspecto de procedencia y remi­
tió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La condicionante para la deducción de créditos superiores 
a treinta mil unidades de inversión con una notoria imposibilidad práctica 
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de cobro, relativa a que la persona contribuyente obtenga una resolución defi­
nitiva emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber 
agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecu­
ción de la resolución favorable, respeta los principios de proporcionalidad 
tributaria, progresividad e irretroactividad de la ley.

Justificación: El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos obliga a contribuir al gasto público de manera 
proporcional y equitativa. El establecimiento de medidas de control y, en su 
caso, la prohibición de deducciones constituyen condiciones necesarias 
para lograr la buscada proporcionalidad de la obligación tributaria. Si se 
permitiera deducir los créditos superiores a treinta mil unidades de inversión 
con una alegada imposibilidad práctica de cobro sin sujetarse a la veraci­
dad y demostración razonable de la operación, daría lugar a que el contribu­
yente pagara un impuesto sobre la renta de forma irreal y lejos de su 
verdadera capacidad contributiva, al deducir conceptos que no corresponden 
exactamente a su capacidad de aportación. Además, la regulación conte­
nida en el artículo 27, fracción XV, inciso b), de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta no desconoce el derecho de las contribuyentes personas morales a 
deducir créditos ubicados en una imposibilidad práctica de cobro antes del 
1o. de enero de 2022 y, por ende, no es regresiva ni viola el principio de 
irretroactividad de la ley reconocido en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Las nuevas disposiciones tribu­
tarias sólo inciden un elemento variable de la deducción que no es un derecho 
adquirido del contribuyente, de forma que su modificación no irrumpe con 
el principio de progresividad porque el legislador cuenta con libertad 
configurativa para modificar los requisitos de procedencia de la deducción 
de acuerdo con los principios de veracidad y demostrabilidad razonables. 
El precepto reclamado, en su redacción anterior, ya requería un mínimo de 
demostración, que es el aspecto modificado para requerir mayores pruebas.

1a./J. 207/2023 (11a.)

Amparo en revisión 684/2022. 19 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
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voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de algunas 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y de la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tario: Javier Alexandro González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 207/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEDUCCIÓN DE INTERESES. LA LIMITACIÓN PREVISTA EN LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA RESPECTO A LOS QUE EXCEDAN DE 
VEINTE MILLONES DE PESOS Y DEL TREINTA POR CIENTO DE LA UTILI­
DAD FISCAL AJUSTADA, RESPETA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTI­
VIDAD DE LEYES. 

Hechos: Una empresa contrató financiamiento por el que paga intereses. 
A partir del primero de enero de dos mil veinte, el artículo 28, fracción XXXII, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece que no son deducibles los 
intereses netos del ejercicio que excedan del monto que resulte de multiplicar 
la utilidad fiscal ajustada por el 30%. Con motivo de ello, la empresa promo­
vió un juicio de amparo indirecto en el que argumentó que esa restricción 
de deducción de intereses es inconstitucional por transgredir el principio de 
irretroactividad de leyes al considerar que le afectaría la deducibilidad 
de intereses devengados antes de la reforma. La persona Juzgadora de Dis­
trito negó el amparo y la empresa interpuso un recurso de revisión que un 
Tribunal Colegiado de Circuito remitió a esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.

Criterio jurídico: La disposición contenida en el artículo 28, fracción XXXII, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del primero de enero de 
dos mil veinte, relativa a limitar la deducción de intereses que excedan 
de veinte millones de pesos y del monto que resulte de multiplicar la utili­
dad fiscal ajustada por el treinta por ciento, no transgrede el principio de 
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irretroactividad de leyes, porque no afectó el derecho a deducir intereses 
devengados con anterioridad a su entrada en vigor, sino que el marco nor­
mativo novedoso proyecta sus efectos hacia el futuro sin afectar los intere­
ses devengados antes de su vigencia.

Justificación: El precepto reclamado no viola el principio de irretroactividad 
de la ley reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política del país, ya 
que no se afectó el derecho de los contribuyentes a deducir los intereses 
devengados antes de la entrada en vigor de la norma reclamada, ni tampo­
co se prohibió de manera absoluta la deducción de intereses. Las nuevas 
disposiciones tributarias sólo inciden en elementos variables de la deduc­
ción, como son los montos máximos a deducir. El Poder Legislativo cuenta con 
atribuciones para modificar en cualquier momento el aspecto formal consis­
tente en el conjunto de condiciones sobre el monto deducible.

Adicionalmente, debe considerarse que no existen derechos adquiridos por 
parte del contribuyente en relación con los aspectos formales de la deduc­
ción, pues no hay disposición constitucional o legal que limite la facultad 
del legislador ordinario de modificar los requisitos y límites de procedencia de 
la deducción, sin que la posibilidad de deducir los intereses con anteriori­
dad a la vigencia de la norma reclamada implique un beneficio o privilegio 
ilimitado y permanente.

1a./J. 208/2023 (11a.)

Amparo en revisión 450/2021. Vallarta Internacional, S.A. de C.V. 7 de septiem­
bre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Javier Alexandro 
González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 208/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PRUEBAS PARA VISIBILIZAR EL CONTEXTO DE VIOLENCIA DE GÉNERO. 
LAS PERSONAS JUZGADORAS DEBEN ORDENAR SU DESAHOGO 
PARA DETERMINAR SI LA CONDUCTA ATRIBUIDA A LA PERSONA 
ACUSADA SE VERIFICÓ EN UN CONTEXTO DE VIOLENCIA POR RAZÓN 
DE GÉNERO. 

Hechos: Una mujer tenía una relación de concubinato con un hombre; entre 
ambos existía una diferencia de cuarenta y dos años. Ella desempeñaba 
labores de cuidado de los dos hijos que tuvieron en común y laboraba en 
los negocios que eran propiedad de su concubino, quien le proporcionaba 
una remuneración económica a cambio. En este contexto, la Fiscalía acusó 
a la mujer de formar parte de una organización liderada por su concubino, que 
se dedicaba al tráfico de personas en situación migratoria irregular prove­
nientes de países asiáticos y del Medio Oriente para llegar a los Estados 
Unidos de América. A ella se le atribuyó el hecho de obtener información de 
esas personas, coordinar su recepción en el aeropuerto y entregar dinero a 
una diversa persona que les proporcionaba documentación migratoria apó­
crifa. Por estos hechos, la pareja de concubinos fue sentenciada en primera 
y segunda instancias por delincuencia organizada y por operaciones con 
recursos de procedencia ilícita. La mujer promovió juicio de amparo directo 
y argumentó que sufrió violencia psicológica y económica por parte de su 
concubino y ello condicionó su actuar en los hechos por los que fue senten­
ciada. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo, 
sin aplicar la perspectiva de género; inconforme con lo anterior, la quejosa 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: Las personas juzgadoras deben aplicar la metodología 
para juzgar con perspectiva de género cuando la conducta de una persona 
acusada penalmente se cometió en un contexto de violencia de género. 
Entre los elementos que dan cuenta de dicho contexto se encuentran: la 
pertenencia de la persona acusada a una categoría sospechosa; la coinci­
dencia de múltiples factores de vulnerabilidad en forma interseccional 
como ser joven, ser madre soltera y tener una condición económica preca­
ria; la existencia de una relación sentimental y una diferencia de edad entre 
ella y su coacusado; la dependencia económica de una de las partes res­
pecto de la otra, o la existencia de un alegato sobre la presencia de algún 
tipo de violencia.
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Justificación: La perspectiva de género es un método que permite a las 
autoridades judiciales identificar si en un caso determinado existe alguna 
situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, im­
pida impartir justicia de manera completa e igualitaria.

Al respecto, la Primera Sala afirmó en el amparo directo en revisión 6181/2016 
que este método se aplica en materia penal cuando se acredita que la per­
sona imputada vive en un contexto de violencia de género.

En ese sentido, existen elementos que invariablemente dan cuenta de la 
necesidad de ordenar la práctica de pruebas para visibilizar si la conducta 
de la persona acusada se desarrolló en un contexto de violencia de género, 
entre ellos se encuentran: la edad en que la persona coacusada conoció a 
su coacusado, la existencia de una relación sentimental entre ambos, la 
dependencia económica de la persona acusada respecto a su coacusado, 
las características de interseccionalidad que concurran en la persona acu­
sada y la denuncia de violencia de algún tipo en la relación.

Cuando las personas juzgadoras analizan un asunto en el que se presentan 
estos elementos se activa su obligación de verificar si los hechos materia de 
la acusación se verificaron en un contexto de violencia de género. En caso 
de que no cuenten con las pruebas suficientes, deben ordenar su práctica 
para esclarecer esta circunstancia.

De ser el caso, corresponde aplicar el método de juzgar con perspectiva de 
género, para lo cual se debe buscar una resolución justa e igualitaria de acuer­
do con el contexto de desigualdad por condiciones de género y la violencia 
advertida, lo cual puede impactar en los elementos para acreditar el delito, 
la posible existencia de una causa de justificación o una causa absolutoria, las 
formas de atribución de autoría o participación, o bien, en la individualiza­
ción de la pena.

1a./J. 209/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1667/2021. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros 
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Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurren­
te, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo 
López Saldaña, Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Nalleli Nava Miranda.

Tesis de jurisprudencia 209/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS
(ANTES CONTRADICCIÓN DE TESIS)

2021

MEDIO DE DEFENSA INNOMINADO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 258 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. EL INCUL­
PADO O QUIEN SE OSTENTE COMO TAL, NO ESTÁ OBLIGADO A INTER­
PONERLO, PREVIAMENTE A PROMOVER JUICIO DE AMPARO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al determinar si era necesario que el imputado o quien se 
ostentara como tal, agotara el medio de defensa ordinario previsto en el 
artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, previamente 
a promover el juicio de amparo, ello con el objeto de cumplir con el principio 
de definitividad, o bien, si sólo resulta exigible su interposición para el ofen­
dido o víctima de algún delito.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, atendiendo al espíritu del legislador federal en la creación del 
recurso innominado a que se refiere el artículo 258 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, y ante la redacción restrictiva del mismo, en el 
que sólo se señala a la víctima u ofendido del delito; debe prevalecer como 
criterio que el inculpado o quien se ostente como tal no está obligado a inter­
ponerlo, previamente a promover el juicio de amparo.

Justificación: Ello, porque el artículo 258 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales se conceptualiza como una forma de garantizar el derecho 
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de acceso a la justicia de la víctima u ofendido; por dos razones: primero, 
porque dicho artículo emerge dentro del nuevo paradigma del sistema acu­
satorio penal, cuya reforma debe asociarse a la diversa en materia de 
derechos humanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
diez de junio de dos mil once, con el fin de armonizar un sistema en el cual, 
entre otras cuestiones, se priorice la protección de los derechos de la víctima 
u ofendido, asignándole un papel preponderante dentro del proceso penal; y, 
segundo, porque de una interpretación teleológica del artículo en estudio, se 
advierte que las determinaciones impugnables en términos del referido 
artículo 258, son aquellas que afectan principalmente a la víctima u ofen­
dido, atendiéndose a su papel activo dentro del proceso. Además, porque 
conforme al principio de definitividad, se exige a la parte quejosa que previo 
a la interposición del juicio, agote los recursos contemplados en la ley, 
mediante los cuales se pueda modificar, revocar o nulificar el acto impug­
nado, porque de no hacerlo así, se podría declarar su improcedencia, con 
base en las causales previstas en el artículo 61 de la Ley de Amparo; sin 
embargo, esa improcedencia debe ser manifiesta e indudable, esto es, el 
juzgador no debe acudir a mayor interpretación, sino que se debe advertir 
claramente de la ley o del análisis de las constancias que se estimen con­
ducentes. En ese contexto, si en el artículo multicitado se precisa en forma 
clara que la interposición del recurso innominado a que se refiere, única­
mente corresponde interponerlo a la víctima u ofendido, no ha lugar a hacer 
mayor interpretación, porque ése fue el espíritu del legislador y de otra forma 
no se estaría dando cumplimiento a lo señalado en el artículo 113 de la Ley 
de Amparo, porque la causa de improcedencia no sería notoria ni manifiesta.

1a./J. 9/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 177/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Pleno en Materia 
Penal del Primer Circuito. 23 de junio de 2021. Mayoría de tres votos de 
la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía Piña 
Hernández y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, 
al resolver la queja 3/2020 en la que sostuvo que no se advierte una razona­
bilidad lógico-jurídica que lleve a establecer que resulta innecesario agotar 
el medio de defensa previsto en el artículo 258 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales por parte del imputado, previo a acudir al juicio 
de amparo a reclamar una actuación del agente del Ministerio Público, 
pues de aceptarse dicha excepción se originaría un desequilibrio proce­
sal, ya que las partes no se encontrarían en igualdad de condiciones 
procesales, en cuanto a la exigencia de agotar dicho recurso innominado, 
respecto del cual conoce el Juez de Control, ya que de no entenderlo 
así, desconocería el espíritu de la reforma constitucional de dieciocho de 
junio de dos mil ocho, respecto del nuevo Sistema de Justicia Penal, con 
el surgimiento de los Jueces de Control, lo que implicaría que cada vez 
que el Ministerio Público incurra en una omisión o retraso en determinada 
carpeta de investigación o emita alguna determinación, el ofendido o víc­
tima o imputado acudiría al juicio de amparo a hacer valer aspectos de 
mera legalidad; y, por consiguiente, el juicio de amparo sustituiría el con­
trol estatuido por dicha reforma, colocando al Juez de Distrito en la reali­
zación de funciones originarias constitucional y legalmente reservadas 
al Juez de Control, y

El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 6/2019, la cual dio origen a la tesis de jurispruden­
cia PC.I.P. J/61 P (10a.), de título y subtítulo: "MEDIO DE IMPUGNACIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES. CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTA EN 
LAS DETERMINACIONES MINISTERIALES QUE SEÑALA O EN OMISIO­
NES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN EN 
EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL, EL IMPUTADO 
O QUIEN SE OSTENTE CON TAL CARÁCTER NO ESTÁ OBLIGADO A 
AGOTAR TAL RECURSO PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 72, Tomo II, 
noviembre de 2019, página 1430, con número de registro digital: 2021064.

Tesis de jurisprudencia 9/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno.
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Esta tesis se publicó el viernes 10 de septiembre de 2021 a las 10:19 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de apli­
cación obligatoria a partir del lunes 13 de septiembre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

Nota: Por instrucciones de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, la tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 10 de septiembre de 2021 a las 10:19 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 5, Tomo II, septiembre de 2021, página 1841, con número de registro 
digital: 2023531, se publica nuevamente con la corrección en el texto que 
la propia Sala ordena.

Esta tesis se republicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

2023

USURA. CUANDO EN AMPARO DIRECTO, EL TRIBUNAL COLEGIADO 
ADVIERTA QUE EL QUEJOSO NO COMBATIÓ EL PRONUNCIAMIENTO 
DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE SOBRE EL ANÁLISIS DE USURA, 
CORRESPONDE DECLARAR INOPERANTES SUS CONCEPTOS DE VIO­
LACIÓN, SALVO EL CASO EN QUE SE PRESENTE UN SUPUESTO DE 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE DIVERSO AL PREVISTO EN LA 
FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 79 DE LA LEY DE AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios diversos al determinar en amparo directo si, acorde a lo estable­
cido en la contradicción de tesis 386/2014, emitida por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, procedía o no suplir la deficiencia 
de la queja, cuando la autoridad responsable redujo, por usurarios, los inte­
reses (ordinarios y/o moratorios) pactados con motivo de la suscripción de 
pagarés.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, por regla general, el pronunciamiento realizado por la auto­
ridad responsable al observar las jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 
1a./J. 47/2014 (10a.), sobre si en un caso se presenta o no un fenómeno usu­
rario en la estipulación de los intereses (ordinarios y/o moratorios) pactados 
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en un pagaré, debe ser controvertido por el quejoso en amparo directo, so pena 
de que el Tribunal Colegiado de Circuito declare inoperantes los conceptos de 
violación, de no cumplirse con esa carga argumentativa. Salvo que se trate 
de un supuesto de suplencia de la queja diverso al previsto en la fracción 
I del artículo 79 de la Ley de Amparo. Este último supuesto actualizado por 
la aplicación de las referidas jurisprudencias en que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación realizó una interpretación conforme del artículo 174 de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.

Justificación: La Primera Sala del Alto Tribunal, al resolver la contradicción 
de tesis 386/2014 expuso, reiteradamente, que operaba la suplencia de 
la queja cuando el Tribunal Colegiado de Circuito apreciara, al resolver un 
amparo directo, indicios de la estipulación de un interés desproporcionado 
y excesivo y, por ende, que la autoridad responsable fuera omisa en acatar lo 
establecido en las jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), 
en el sentido de realizar la interpretación conforme del artículo 174 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, que en ellas se propone, cuyo 
entendimiento, apegado al derecho fundamental de proscripción de la usura 
previsto en el artículo 21.3 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, precisamente, radica en que, si bien está permitido el pacto de inte­
reses (ordinarios y/o moratorios) en un pagaré, también lo es que su estipu­
lación no puede ser desproporcional. En esa tesitura, cobra relevancia que 
el supuesto de suplencia de la queja al que la Primera Sala hizo alusión 
como sustento para justificar su aplicación por parte del Tribunal Colegiado 
de Circuito ante la referida omisión de la autoridad responsable fue, precisa­
mente, el previsto en la fracción I del artículo 79 de la Ley de Amparo, que 
establece tal suplencia en el caso en que el acto reclamado se funde en 
normas generales que han sido declaradas inconstitucionales por la juris­
prudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Es decir, la aplica­
bilidad de ese supuesto de suplencia de la queja estuvo en función del 
acatamiento de las autoridades responsables a las citadas jurisprudencias, 
en que se realizó la aludida interpretación conforme. Luego, para el caso en 
que la autoridad responsable no fuera omisa, esto es, que sí se hubiera pro­
nunciado sobre el tema de usura por haber observado las jurispruden­
cias de mérito; entonces, la salvedad precisada en la contradicción de tesis 
en comento, en el sentido de que no existiría la carga de combatir ese pro­
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nunciamiento y, por ende, no podría generarse la inoperancia de los concep­
tos de violación, sino que el Tribunal Colegiado podría proceder a suplir la 
queja; se refiere a supuestos de suplencia de la queja distintos al previsto 
en la fracción I del artículo 79 de la Ley de Amparo.

1a./J. 1/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 261/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Sexto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Mate­
rias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito. 30 de noviembre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo civil 705/2019, el cual dio origen a la tesis aislada 
XVII.2o.7 C (10a.), de título y subtítulo: "USURA. SI LA AUTORIDAD RES­
PONSABLE REDUJO PRUDENCIALMENTE LA TASA DE INTERÉS PAC­
TADA POR LAS PARTES, EN ACATAMIENTO A LOS PARÁMETROS GUÍA 
ESTABLECIDOS POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
Y LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN NO ATACAN LAS CONSIDERA­
CIONES RELATIVAS, DEBEN CALIFICARSE COMO INOPERANTES, AUN 
CUANDO SE ALEGUE VULNERACIÓN AL DERECHO HUMANO DE PRO­
PIEDAD EN FORMA GENÉRICA.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 13 de noviembre de 2020 a las 10:24 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 80, noviembre de 2020, Tomo III, página 2232, con número de regis­
tro digital: 2022423;

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 394/2021, en el que determinó que se debe 
suplir la deficiencia de la queja en asuntos en que, no obstante haber 
advertido que la autoridad responsable ya había realizado la reducción 
de los intereses (en esos casos los moratorios) por haberlos considerado 
usurarios; los Tribunales Colegiados también apreciaron que dichos inte­
reses continuaban siendo usurarios. Y explicaron que esa determinación 
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de suplir, no se oponía a la contradicción de tesis 386/2014 en la que se 
dijo que, si la autoridad se pronunciaba sobre el tema y el quejoso no com­
batía las consideraciones, el concepto de violación debía declararse ino­
perante, porque en dicha contradicción también se había destacado que 
tal calificativa se daría siempre y cuando no se actualizara algún supuesto 
de suplencia de la queja deficiente, lo cual sucedería cuando un órgano 
colegiado advirtiera –como lo consideraron los Tribunales Colegiados– la 
vulneración de derechos fundamentales (interés usurario) y, por ende, se 
estimara aplicable dicha institución; y,

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Quinto Circuito, al resolver el amparo directo civil 507/2019, el cual dio 
origen a la tesis aislada V.3o.C.T.19 C (10a.), de título y subtítulo: "USURA. 
A FIN DE GARANTIZAR Y PROTEGER LOS DERECHOS HUMANOS, 
PROCEDE SUPLIR LA QUEJA DEFICIENTE EN LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN, CUANDO SE ADVIERTA QUE, PESE A LA REDUCCIÓN EFEC­
TUADA POR LA RESPONSABLE, LOS INTERESES AÚN SON USURA­
RIOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 75, febrero de 2020, Tomo III, 
página 2482, con número de registro digital: 2021717.

Tesis de jurisprudencia 1/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.) 
citadas, aparecen publicadas con los rubros: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 
174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERA­
CIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVEN­
CIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO 
SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITU­
CIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y 
DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]." y "PAGARÉ. SI EL JUZ­
GADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE 
EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE 
TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURA­
RIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, páginas 400 y 402, con números de 
registro digital: 2006794 y 2006795, respectivamente.
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La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 386/2014 
citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo I, febrero de 2017, página 
310, con número de registro digital: 26982.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

USURA. EN CASO DE QUE EL JUZGADOR, DE MANERA JUSTIFICADA, 
OPTE POR TOMAR COMO REFERENTE LA TASA DE INTERÉS EFECTIVA 
PROMEDIO PONDERADA (TEPP) PARA CLIENTES NO TOTALEROS, A 
FIN DE VERIFICAR SI SON USURARIOS LOS INTERESES MORATORIOS 
PACTADOS POR PERSONAS FÍSICAS EN UN PAGARÉ, DEBE TOMAR EL 
VALOR MÁS ALTO DE LOS PUBLICADOS POR EL BANCO DE MÉXICO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar en 
amparo directo, si eran o no usurarios los intereses moratorios reclamados 
en diversos juicios ejecutivos mercantiles, derivados de la suscripción de 
pagarés entre personas físicas, arribaron a decisiones contrarias para deter­
minar cuál de los valores reportados (el más alto o el mínimo) debían con­
siderar para la tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para 
clientes no totaleros, que tomaron como referente para dicho análisis.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que como parte del análisis del fenómeno usurario en el pacto de 
intereses moratorios derivados de un pagaré suscrito entre personas físicas, 
el juzgador al optar, de manera justificada, por emplear un referente distinto al 
costo anual total (CAT), como lo es la tasa de interés efectiva promedio 
ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, debe tomar el valor más alto de 
los reportados por el Banco de México.

Justificación: En la contradicción de tesis 208/2015, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó, respecto al costo anual 
total (CAT), que debía tomarse como referente su valor más alto. Las mismas 
razones precisadas en la aludida contradicción resultan aplicables para la 
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tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no tota­
leros, en virtud de que al igual que el CAT, al tratarse de un indicador relativo 
al mercado crediticio, en específico, del mercado de tarjetas de crédito expe­
didas por los bancos, el valor más alto que sea reportado respecto de aquel 
índice, generará mayor convicción en el juzgador sobre si la tasa de interés 
moratoria pactada tiene o no visos de excesiva. Ello, si se tiene en cuenta que 
el análisis que realice el juzgador tendrá un punto de comparación que goza 
de la presunción legal de ser el límite de lo que no podría considerarse 
usurario, conforme a las reglas que rigen para las instituciones bancarias en 
el aludido mercado crediticio. Entonces, el máximo de los valores publicados 
por el Banco de México, no sólo para la tasa de interés efectiva promedio pon­
derada (TEPP), para clientes no totaleros, sino para cualquier otro referente de 
ese tipo, al gozar de la mencionada presunción de no usuraria, puede ser consi­
derado como un límite que, de no rebasarse, podría descartar la sospecha de 
que, en el pacto de intereses, se hubiese presentado un fenómeno usurario. 
Ahora que, si se toma en cuenta que ese valor máximo es el determinado 
únicamente para los intereses ordinarios, entonces, para el supuesto de los 
intereses moratorios, menor sería la probabilidad de que los convenidos, al acer­
carse a ese límite o, incluso, rebasarlo cercanamente, puedan dar la aparien­
cia de ser usurarios, en atención a que, la fijación de estos últimos, suele ser 
de mayor cuantía a la de los ordinarios, al tratarse de una penalización por el 
pago inoportuno o falta de pago del importe pactado. Ahora que, en el supuesto 
de que tales intereses moratorios superen cercanamente el aludido valor 
máximo, el juzgador habría que tener en cuenta otros parámetros para deter­
minar en qué proporción ese margen de exceso podría disipar o no la sospe­
cha sobre lo usurario de esos réditos.

1a./J. 2/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 215/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito. 16 de noviembre de 2022. Unanimidad 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está 
con el sentido, pero por diversas consideraciones, y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
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Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel 
Argüelles.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo civil 334/2021, en el que consideró que resul­
taba más adecuado acudir como referente a la tasa de interés efectiva 
promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, pues ésta refleja 
los réditos o compensación que, en promedio, se cobran en los préstamos 
del mercado de las tarjetas de crédito de aceptación generalizada y se 
asemeja al adeudo documentado en un título quirografario, como lo es el 
pagaré, en cuanto al riesgo de impago asumido por el acreedor. Y se señaló 
que la tasa-referente debía ser la que correspondiera a la fecha más 
próxima a la suscripción del documento, la que reportara el valor más alto 
para operaciones similares y, cuyo límite, se aproximara más al monto del 
crédito litigioso, sólo como un referente para identificar la usura (no como 
un indicador objetivo único), conjuntamente con el resto de los paráme­
tros guía establecidos en jurisprudencia de esta Primera Sala;

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver los amparos directos 315/2017, 843/2017 y 50/2018, 
los cuales son algunos de los asuntos que dieron origen a la tesis juris­
prudencial VII.1o.C. J/15 (10a.), de título y subtítulo: "USURA. TRATÁNDOSE 
DE TÍTULOS DE CRÉDITO SUSCRITOS EN FAVOR DE UN PARTICULAR, 
CUYAS ACTIVIDADES NO SE EQUIPAREN A LAS DE LAS INSTITUCIO­
NES FINANCIERAS, PARA EL ANÁLISIS DE LO NOTORIAMENTE EXCE­
SIVO DE LOS INTERESES PACTADOS EN AQUÉLLOS, EL JUZGADOR 
PUEDE TOMAR EN CUENTA COMO PARÁMETRO LA TASA DE INTERÉS 
EFECTIVA PROMEDIO PONDERADA (TEPP) REGULADA POR EL BANCO 
DE MÉXICO, CONJUNTAMENTE CON LOS PARÁMETROS GUÍA ESTA­
BLECIDOS EN LA JURISPRUDENCIA DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, RELATIVA AL EXAMEN 
DE AQUÉLLA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, diciembre de 
2018, Tomo II, página 953, con número de registro digital: 2018865; y,

El sostenido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 101/2020, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.8o.C.88 C (10a.), de rubro: "USURA. AL ANALIZARLA RESPECTO DE UN 
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PAGARÉ CELEBRADO ENTRE PERSONAS FÍSICAS, DEBE APLICARSE 
LA TASA DE INTERÉS EFECTIVA PROMEDIO PONDERADA (TEPP), PARA 
CLIENTES NO TOTALEROS Y CALCULARSE LA MÁS BAJA."; publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de junio de 2021 
a las 10:10 horas y en la  Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 2, junio de 2021, Tomo V, página 5189, con número 
de registro digital: 2023213.

Tesis de jurisprudencia 2/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés. 

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 
208/2015 citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo I, febrero de 2017, página 
229, con número de registro digital: 26979.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN ALIMENTICIA DE LA PERSONA MENOR DE EDAD. NO ES 
UNA OBLIGACIÓN PARA EL PROGENITOR QUE EJERCE LA GUARDA Y 
CUSTODIA RENDIR CUENTAS DE SU ADMINISTRACIÓN AL DEUDOR 
ALIMENTARIO, PERO SÍ DEBE BRINDARLE A ÉSTE PARTICIPACIÓN 
ACTIVA, EQUITATIVA Y TRANSPARENTE EN LA CRIANZA DEL MENOR 
DE EDAD. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios en relación con la obligación del progenitor que ejerce 
la guarda y custodia de una persona menor de edad que recibe una pen­
sión alimenticia, de rendir cuentas en cualquier momento respecto de los 
recursos destinados a ésta, pues mientras unos Tribunales determinaron que 
el progenitor que ejerce la guarda y custodia que recibe una pensión alimen­
ticia en favor de una persona menor de edad, está obligado a rendir cuentas 
en cualquier momento al deudor alimentario, los otros órganos colegiados indi­
caron que no existe esta obligación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, como regla general, no es una obligación para el progenitor 
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que ejerce la guarda y custodia rendir cuentas de la administración de la 
pensión alimentaria de la persona menor de edad al deudor alimentario, por 
resultar irrazonable y desproporcionado en términos de la naturaleza de 
esta institución familiar, así como de sus responsabilidades parentales, las 
cuales se ejercen bajo la presunción de buena fe y diligencia. Sin embargo, 
sí corresponde a quien custodia a la persona menor de edad brindar partici­
pación activa, equitativa y transparente en la crianza al progenitor que otorga 
la pensión para ésta, de acuerdo con los estándares de corresponsabilidad 
parental y siempre en función del interés superior del niño o la niña. Además, 
en caso de presentarse elementos reales y objetivos sobre el manejo indebido 
o negligente en la administración de dicha pensión alimenticia, de manera 
excepcional, el demandante podrá plantearlo ante el Juez competente a fin 
de que, con las facultades de tutela judicial efectiva del juzgador, pueda veri­
ficar los elementos de prueba brindados por la parte demandante y, en su 
caso, adoptar las medidas necesarias a fin de corregir tal situación, aten­
diendo siempre como principio rector, el interés superior de la niñez.

Justificación: De conformidad con el parámetro de regularidad relacionado 
con el interés superior del menor de edad, el orden público de los alimentos 
a las personas menores de edad y de corresponsabilidad parental en la 
crianza, se desprende que cada uno de los progenitores que se encuentran 
separados tiene obligaciones particulares respecto de la persona menor 
de edad. Por una parte, el deudor alimentario (no custodio) tiene el deber de 
brindar en tiempo y forma la pensión alimenticia que le corresponde, con 
consecuencias legales derivadas de su incumplimiento. Mientras que el 
progenitor que ejerce la guarda y custodia tiene la obligación de administrar 
la pensión en favor del niño o la niña atendiendo a los criterios de diligen­
cia, oportunidad e integralidad. Pero adicionalmente, ambos progenitores 
también comparten responsabilidades en la crianza y desarrollo de la per­
sona menor de edad. Por lo que, quien otorga la pensión alimenticia también 
debe poder participar en la toma de decisiones relevantes de la crianza de 
la persona menor de edad en aras de garantizar su interés superior, en 
atención también del artículo 426 del Código Civil para el Distrito Federal 
(hoy Ciudad de México) y análogos. Sin embargo, lo anterior no genera una 
obligación a quien ejerce la guarda y custodia de rendir cuentas en cual­
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quier momento al deudor alimentario respecto de la pensión alimenticia de 
la persona menor de edad, ya que ello resultaría desproporcionado e irrazo­
nable, pues implicaría una labor y carga adicional a sus labores de cuidado 
y crianza, que además resultaría de difícil realización por las características 
de interrelación de los aspectos materiales e inmateriales del ejercicio de la 
misma. Reiterando que el objetivo de la obligación alimentaria comprende, 
por un lado, la cantidad económica correspondiente a través del monto de la 
pensión y, por el otro lado, los medios necesarios para garantizar las necesi­
dades del acreedor alimentario, su disociación, particularmente contable, no 
resulta del todo factible ni razonable en el supuesto concreto. Consecuente­
mente, en función de las características de la institución alimentaria, propias 
del derecho de familia, en términos de la igualdad y no subordinación de 
los progenitores, aquélla no puede ser asimilable o equiparable a otras figuras 
en las que es exigible la rendición de cuentas de los bienes administrados, 
como el mandato, albacea, gestor, etcétera. Además, no se desprende esta 
obligación expresa en la legislación aplicable sobre la rendición de cuentas 
para este particular supuesto familiar. Por lo que, disposiciones tales como 
los artículos 425, 439 y 441 del Código Civil para el Distrito Federal (hoy 
Ciudad de México) y análogos, se deben interpretar en el sentido que, de 
manera excepcional, en el caso en que se aleguen irregularidades en la 
administración de esta pensión, corresponde al demandante brindar elemen­
tos razonables y objetivos sobre la situación que pretende ventilar en sede 
judicial en aras de garantizar el interés superior del menor de edad, para lo 
cual el Juez competente cuenta con facultades para adoptar los medios 
más adecuados para este objetivo.

1a./J. 3/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 170/2022. Entre los sustentados por el Pleno en Mate­
ria Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Cuarto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 26 de octu­
bre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
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Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Fran­
cisco Calderón Gamboa.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 22/2021, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.C. 
J/14 C (11a.), de rubro: "PENSIÓN ALIMENTICIA. EL PROGENITOR QUE 
EJERCE LA GUARDA Y CUSTODIA NO SE ENCUENTRA OBLIGADO A 
RENDIR CUENTAS DE LA PENSIÓN QUE RECIBA DEL DEUDOR ALIMEN­
TARIO PARA SATISFACER LAS NECESIDADES DEL MENOR DE EDAD 
QUE TIENE A SU CARGO.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 1 de abril a las 10:05 horas de 2022 y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 12, Tomo III, 
abril de 2022, página 2102, con número de registro digital: 2024389;

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 334/2019 y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
196/2013, en los que concluyeron que no es dable exigir o imponer a la 
parte acreedora alimentista, una rendición de cuentas frente al deudor, 
con respecto a la administración de la pensión alimenticia, pues ello es 
excesivo, ya que el principal objetivo es atender la subsistencia del menor 
de edad y no la gestión sobre el numerario por concepto de pensión. 
Además, el objeto de la obligación alimentaria no se reduce sólo a la canti­
dad de dinero que se asigna mediante una pensión, pues también se 
conforma por otros actos para satisfacer los requerimientos del menor; 
es decir, la función del progenitor que ejerce la guarda y custodia no se 
limita a la de un administrador de bienes, ya que debe realizar actos enca­
minados a salvaguardar su educación, vestido, habitación, atención 
médica y demás necesidades básicas. Adicionalmente, no existe dispo­
sición legal que establezca tal obligación; y,

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 29/2020 y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver los amparos en revisión 
320/2019 y 173/2021, en los que consideraron, en esencia, que cuando 
la madre o el padre de los menores llevan a cabo la administración de las 
cantidades asignadas a sus hijos a título de pensión alimenticia, se encuen­
tran obligados a rendir cuentas acerca del dinero otorgado por el deudor 
por concepto de pensión alimenticia, ya que se actúa asimilando a un 
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mandatario de los bienes. Así, la finalidad del incidente de rendición de 
cuentas debe entenderse como un derecho del menor con el fin de que se 
informe al deudor alimentario, la forma en que el monto erogado se aplica 
a su favor, pues los intereses del menor deben ser protegidos.

Tesis de jurisprudencia 3/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. NO CUENTA CON EL CARÁCTER DE 
EXTRAÑA AL PROCEDIMIENTO LA PERSONA QUE HUBIERA COMPARE­
CIDO COMO PARTE AL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL Y SEÑALE COMO 
ACTO RECLAMADO LA DEFICIENTE NOTIFICACIÓN DEL INICIO DEL 
INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron cri­
terios opuestos al analizar casos en los que una persona que tuvo el carácter 
de parte demandada en el juicio ejecutivo mercantil presentó demanda de 
amparo indirecto en contra de la notificación del auto que abrió a trámite el 
incidente de liquidación de sentencia. Un tribunal concluyó que toda vez que 
la quejosa no tuvo conocimiento del trámite del incidente, se equipara a una 
persona tercera extraña al procedimiento en tanto alega la violación a su 
derecho de audiencia, y, por tanto, resultaba aplicable el artículo 61, fracción 
XVIII, inciso c), de la Ley de Amparo. Por su parte, el otro tribunal sostuvo 
que se desvirtúa la calidad de tercero extraño por equiparación cuando 
el quejoso conozca de la existencia del juicio, por lo que debió agotarse el 
incidente de nulidad de notificaciones que tiene como materia verificar la lega­
lidad de la notificación del auto que abre el incidente de liquidación.

Criterio jurídico: La persona que hubiera comparecido como parte al juicio 
ejecutivo mercantil y señale como acto reclamado la ausencia o deficiente 
notificación del auto que da inicio al incidente de liquidación de sentencia no 
cuenta con el carácter de extraña a procedimiento. Por tanto, para la pro­
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cedencia del juicio de amparo indirecto, debe agotarse el incidente de nulidad 
de actuaciones previsto en el artículo 319 del Código Federal de Proce­
dimientos Civiles.

Justificación: Es razonable presumir que la persona que es condenada en 
un juicio ejecutivo mercantil por una suma líquida conoce que será requerida 
para la determinación específica del monto y su pago, incluyendo la deter­
minación de intereses. Esto es, en contraste con una persona que no es 
llamada a juicio y, por tanto, no tiene la posibilidad de defenderse, cuando 
una persona ya formó parte del juicio ejecutivo mercantil –fue correctamente 
emplazada, compareció al procedimiento y fue vencida por su contraparte– la 
persona sabe que deberá dar cumplimiento a la sentencia en su contra. Por 
tanto, el demandado cuenta tanto con la posibilidad fáctica (al conocer de la 
condena) como jurídica (por ser parte en el juicio principal) de acudir al inci­
dente de nulidad de actuaciones. Este medio ordinario de defensa permite 
que, de estimarse que efectivamente no se llevó a cabo la notificación per­
sonal respectiva, se anulen todas las actuaciones posteriores al auto que 
dio inicio al incidente de liquidación en respeto de su derecho de audien­
cia. Por tanto, negar el carácter de persona extraña a juicio en este supuesto 
en particular no deja en estado de indefensión a la persona que lo promueve. 
Esta conclusión se corresponde con la dinámica de los juicios ejecuti­
vos mercantiles que tienen como característica particular la celeridad del 
procedimiento. Es el juzgado natural el que cuenta con toda la información 
necesaria para determinar primeramente si se llevó a cabo la notificación o 
existieron deficiencias en la diligencia para dar a conocer el inicio del inci­
dente de liquidación y continuar con su trámite. Ahora bien, lo aquí resuelto 
no impide que se surtan otras excepciones al principio de definitividad 
que hagan procedente el juicio de amparo indirecto en los procedimientos 
de liquidación y ejecución de sentencia, como podría ser cuando se com­
bate la sentencia interlocutoria que da fin al incidente de liquidación deri­
vado de un juicio ejecutivo mercantil.

1a./J. 4/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 153/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer Circuito. 
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23 de noviembre de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Sofía del Carmen Treviño Fernández.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 256/2019, en el que concluyó que era 
correcto el sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito en aplicación 
del principio de definitividad. Al respecto, sostuvo que existe criterio de 
esta Suprema Corte que desvirtúa la calidad de tercero extraño por equi­
paración cuando el quejoso conozca de la existencia del juicio, por lo que 
en todo caso debió agotarse el incidente de nulidad de notificaciones 
que tiene como materia verificar la legalidad de la notificación del auto que 
abre el incidente de liquidación; y,

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administra­
tiva del Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 363/2021, 
en el que determinó que toda vez que la quejosa no tuvo conocimiento 
del trámite del incidente de liquidación de sentencia (de intereses), aun­
que tiene la calidad de parte en el juicio de origen y en el incidente refe­
rido, se equipara a una persona tercera extraña al procedimiento en tanto 
alega la violación a su derecho de audiencia, aun cuando hubiera contes­
tado la demanda del juicio principal y señalado domicilio para recibir noti­
ficaciones. Por tanto, sostuvo que la quejosa no debió agotar el incidente 
de nulidad de actuaciones al resultar aplicable el artículo 61, fracción 
XVIII, inciso c), de la Ley de Amparo referido.

Tesis de jurisprudencia 4/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. EL DELITO POR EL QUE 
SE DICTÓ EL AUTO DE VINCULACIÓN, INCLUYENDO SUS AGRAVAN­
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TES, ES LA REFERENCIA PARA DETERMINAR EL LÍMITE DE LA MEDIA 
ARITMÉTICA DE CINCO AÑOS PARA QUE PROCEDA LA SUSPENSIÓN 
EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 192 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios respecto a si se tenían que incluir las agravantes o 
únicamente las penas del tipo básico por el que se dictó el auto de vincu­
lación a proceso, al momento de computarse el límite de la pena que se esta­
blece como requisito para la procedencia de la suspensión condicional del 
proceso en el artículo 192, fracción I, del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el delito por el que se dictó el auto de vinculación a proceso, 
incluyendo sus agravantes, es la referencia que se debe contemplar para 
determinar el límite de la media aritmética de cinco años para que proceda 
la suspensión condicional del proceso, en términos del artículo 192, frac­
ción I, del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Justificación: Procede la suspensión condicional del proceso en los casos en 
que el auto de vinculación a proceso se haya dictado por un delito, incluyendo 
sus agravantes, cuya media aritmética de la pena de prisión no exceda 
de cinco años, dado que es una sola conducta la que se tipifica y no varias, 
es decir, el delito es indivisible y al ser calificado se sanciona con una pena 
acumulada que corresponde en proporción al delito por el que se seguirá 
el proceso, tan es así que la agravante forma parte de los componentes del 
hecho delictivo; es justo la diferencia que hizo el Constituyente al considerar 
delitos en los que es viable conceder las soluciones alternas, atendiendo 
a su magnitud, lo cual se mide de acuerdo con la consecuencia jurídica que 
se provoca en relación con la pena.

Por ende, para conceder la suspensión condicional del proceso se debe estar 
a la literalidad del artículo 192, fracción I, del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales, que no reconoce una excepción para tener una referencia dis­
tinta a la de la vinculación decretada. Así, el parámetro de procedencia de la 
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solución alterna debe ser completo por el delito que se vincula, si el delito 
es calificado, entonces se debe considerar como unidad y no tomar como 
referencia el delito básico.

1a./J. 13/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 310/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región con resi­
dencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 23 de noviembre de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
se aparta de algunos párrafos y reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto aclaratorio, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Barái­
bar Tovar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, 
en apoyo del Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resol­
ver el amparo revisión 35/2021 (cuaderno auxiliar 211/2021), el cual dio 
origen a la tesis aislada (IV Región)1o.7 P (11a.), de rubro: "SUSPENSIÓN 
CONDICIONAL DEL PROCESO. LA VERIFICACIÓN DEL REQUISITO PARA 
SU PROCEDENCIA, RELATIVO A QUE LA MEDIA ARITMÉTICA DE LA 
PENA DE PRISIÓN DEL DELITO POR EL QUE SE DICTÓ EL AUTO DE 
VINCULACIÓN A PROCESO NO EXCEDA DE CINCO AÑOS, DEBE ATEN­
DER AL TIPO BÁSICO SIN AGRAVANTES.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 17 de septiembre de 2021 a las 
10:26 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undé­
cima Época, Libro 5, septiembre de 2021, Tomo IV, página 3187, con 
número de registro digital: 2023580; y

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 60/2022, en el que consi­
deró que para determinar la media aritmética de cinco años requerido para 
la procedencia de la suspensión condicional del proceso únicamente 
debe tomarse el delito por el que se vinculó a proceso al imputado, lo que 
incluye agravantes.
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Tesis de jurisprudencia 13/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EMPLAZAMIENTO EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. LA RESO­
LUCIÓN QUE DECIDE SOBRE SU VALIDEZ, CUANDO TODAVÍA NO SE 
DICTA SENTENCIA DEFINITIVA, CONSTITUYE UN ACTO SUSCEPTIBLE 
DE AFECTAR DERECHOS SUSTANTIVOS Y ES IMPUGNABLE EN AMPARO 
INDIRECTO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios discrepantes sobre cuál era la vía idónea para impugnar en amparo 
la resolución que decidió sobre la validez de la diligencia de requerimiento de 
pago, embargo y emplazamiento de un juicio ejecutivo mercantil cuando 
se combate lo relativo al emplazamiento y todavía no se emite sentencia defi­
nitiva, pues mientras uno de los órganos jurisdiccionales consideró que la 
resolución que decide sobre la validez del emplazamiento efectuado en 
la diligencia citada no afecta derechos sustantivos, toda vez que su conse­
cuencia será continuar el juicio y, en todo caso, tal determinación podrá ser 
impugnada a través del juicio de amparo directo, previa preparación, como 
violación procesal; el otro Tribunal Colegiado precisó que las actuaciones 
contenidas en esa diligencia relativas al requerimiento de pago o embargo 
tienen una estrecha vinculación con el emplazamiento –tan es así que la nuli­
dad de éste por falta de cumplimiento de sus formalidades acarrea la inva­
lidez de las demás–, por lo que puede afectar derechos sustantivos y, en 
consecuencia, es impugnable a través del juicio de amparo indirecto.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la resolución que dirime sobre la validez del emplazamiento 
en un juicio ejecutivo mercantil, cuando todavía no se dicta sentencia defi­
nitiva, constituye un acto que es susceptible de afectar derechos sustantivos, 
por lo que puede ser reclamado en juicio de amparo indirecto.
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Justificación: Aun cuando la diligencia de requerimiento de pago, embargo 
y emplazamiento en un juicio ejecutivo mercantil se integra por tres actos 
distintos, lo cierto es que éstos se encuentran estrechamente vinculados, de 
manera que la nulidad en el emplazamiento genera la misma consecuencia 
en los otros dos actos, pues implica la inobservancia del requisito al que se 
encuentran sujetos el requerimiento y el embargo. Pues bien, esta Primera 
Sala, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2019 (10a.), estableció que el 
embargo practicado en un juicio ejecutivo constituye un acto que tiene eje­
cución o efectos de imposible reparación por afectar materialmente derechos 
sustantivos de la persona embargante desde que se establece, pues limita 
las facultades de disposición y goce de los bienes embargados. En este 
sentido, la resolución que dirime sobre la validez del emplazamiento en un 
juicio ejecutivo mercantil es un acto susceptible de afectar derechos sus­
tantivos, ya que tendrá consecuencias directas en los demás actos proce­
sales vinculados, entre los cuales se encuentra el embargo. Así, en caso de 
validarse el emplazamiento, se mantendrá la limitación sobre los bienes 
embargados y, por el contrario, si se estima su invalidez, el demandado podrá, 
en vía de consecuencia, liberar los bienes para disponer de ellos.

1a./J. 14/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 239/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito. 23 de noviembre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien se separa 
de algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfre­
do Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2019 (10a.), de rubro: "EMBARGO 
PRACTICADO EN UN JUICIO EJECUTIVO. LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 
QUE LO DEJA INSUBSISTENTE CONSTITUYE UN ACTO DE EJECU­
CIÓN IRREPARABLE QUE AFECTA MATERIALMENTE LOS DERECHOS 
SUSTANTIVOS DEL EJECUTANTE Y, POR ENDE, EN SU CONTRA PRO­
CEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", se publicó en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 
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horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 73, diciembre de 2019, Tomo I, página 251, con número de 
registro digital: 2021227.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 316/2019, en el que determinó que el 
Juez de Distrito había actuado de manera incorrecta al analizar en el inci­
dente de nulidad de actuaciones, de oficio, la invalidez del embargo, 
pues estimó que si bien el emplazamiento, por su trascendencia, debe 
analizarse empleando la figura de la suplencia de la queja y su nulidad 
se extiende al requerimiento de pago, no podría concebirse a la inversa, 
esto es, cuando existan vicios propios en el requerimiento de pago o en el 
embargo, su anulación no trascenderá al emplazamiento. Por ello, estimó 
que el Juez había cometido una incongruencia al examinar el embargo, 
al tratarse de actuaciones diferentes, pues para poderse estudiar se 
debieron agotar los medios de defensa ordinarios que la ley concede, como 
era el incidente de cancelación de embargo o, en su caso, el de reduc­
ción del mismo, en términos del artículo 1414 del Código de Comercio. 
De ahí que si el acto reclamado en juicio de amparo indirecto se hizo 
consistir en la interlocutoria que se pronunció en el incidente de nulidad 
de actuaciones contra el emplazamiento realizado al quejoso, ésta no 
afecta derechos sustantivos del peticionario, toda vez que su consecuen­
cia será continuar el juicio al haberse declarado improcedente la nulidad 
solicitada y, en todo caso, tal determinación podrá ser impugnada a través 
del juicio de amparo directo que, en su momento y previa preparación, se 
haga valer como violación procesal. Lo anterior, en términos de lo dis­
puesto por el artículo 172, fracción V, de la Ley de Amparo; y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 185/2021, en el que refirió que si 
bien la resolución que dirime un incidente de nulidad no es un acto en 
el juicio que, por regla general, tenga una ejecución de imposible repara­
ción, sino que tiene efectos meramente procesales, dado que la violación 
que llegare a cometerse en el dictado de dicha resolución puede quedar 
subsanada con posterioridad, lo cierto es que dicha cuestión queda 
supeditada a que, con motivo de las mencionadas resoluciones inciden­
tales, no se afecten en forma cierta e inmediata los derechos sustantivos 
de las personas porque, de lo contrario, la vía correcta para reclamarlas 
será la indirecta. De ahí que esta última cuestión es la que tiene lugar 
cuando, como en el asunto que analizó, se reclama la resolución que 
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dirimió el incidente en el que se cuestionó la validez de la diligencia de 
requerimiento de pago, embargo y emplazamiento practicada en el juicio 
ejecutivo mercantil de origen; toda vez que las actuaciones contenidas 
en esa diligencia relativas al requerimiento de pago o embargo, jurispru­
dencialmente se han considerado de imposible reparación, por lo que si 
tales actuaciones tienen una estrecha vinculación entre ellas y también 
con el emplazamiento –tan es así que la nulidad por falta de cumplimiento 
de sus formalidades acarrea la invalidez de las demás–, entonces resulta 
viable considerar que la resolución que dirime la validez del citado empla­
zamiento practicado en la diligencia en comento, puede considerarse 
como un acto de imposible reparación y, por ende, es impugnable a través 
del juicio de amparo indirecto.

Tesis de jurisprudencia 14/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DEL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO EN EL JUI­
CIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE SU CONCESIÓN EN RESPETO 
AL DERECHO FUNDAMENTAL A UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado y un Pleno de Circuito se pronunciaron res­
pecto a la procedencia de la suspensión; provisional en el caso del primer 
órgano jurisdiccional y definitiva respecto del segundo, cuando el acto recla­
mado en el amparo indirecto consistía en el auto de vinculación a proceso. 
Y en sus respectivas resoluciones, sobre la base de las consideraciones 
que emitió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver la contradicción de tesis 414/2011, que dio origen a la jurisprudencia 
1a./J. 101/2012 (10a.), el primero de ellos sostuvo que no era procedente 
conceder la suspensión provisional porque se trataba de un acto que no 
generaba en automático la privación total de la libertad personal del impu­
tado; mientras que el segundo consideró que el auto de vinculación a proceso 
generaba una perturbación que, aunque indirecta, incidía en la libertad per­
sonal del imputado y, por ello, era susceptible de otorgarse la suspensión 
definitiva.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el auto de vinculación a proceso no genera efecto alguno 
sobre la libertad de la persona imputada. Sin embargo, en respeto al derecho 
fundamental a un recurso judicial efectivo, una vez reunidos los requisitos 
establecidos en los artículos 128 y 138 de la Ley de Amparo, procede su 
suspensión, ya sea provisional y/o definitiva, en términos y para los efectos 
del segundo párrafo de la fracción XVII del artículo 61 de la propia ley, cuando 
la parte quejosa solicita esa medida cautelar en el juicio de amparo indirecto 
que promueve contra esa determinación procesal que define su situación 
jurídica.

Justificación: El criterio reflejado en la jurisprudencia 1a./J. 101/2012 (10a.), 
de rubro: "AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. AL AFECTAR TEMPORAL­
MENTE LA LIBERTAD DEL INCULPADO SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD Y, POR TANTO, EN SU CONTRA PRO­
CEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", con relación a los alcances 
y efectos del auto de vinculación a proceso sobre el derecho fundamental a 
la libertad personal de los imputados, no resulta acorde con las disposiciones 
de la Ley de Amparo en vigor, a partir del tres de abril de dos mil trece; y en 
consecuencia, no es aplicable a supuestos regidos por ésta. Ello, porque tanto 
del Código Nacional de Procedimientos Penales como de la Ley Reglamen­
taria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, se desprende que 
el auto de vinculación a proceso no tiene incidencia alguna sobre el derecho 
fundamental a la libertad de la persona imputada; pues del código men­
cionado se colige que sus efectos se limitan a establecer el hecho o los 
hechos delictivos sobre los que se continuará el proceso, o bien, respecto 
de los que se determinarán las formas anticipadas de su terminación, la aper­
tura al juicio o el sobreseimiento, lo que pone en evidencia que su objetivo 
se constriñe a definir la situación jurídica de la persona imputada y no pri­
varla de su libertad para asegurar su presencia en el procedimiento, ya que 
para tales efectos se prevén otras medidas legales; y en la Ley de Amparo, a 
pesar de que el auto de vinculación a proceso constituye una resolución 
que para los efectos de la procedencia del juicio constitucional, excepciona 
el principio de definitividad, se le desvincula por completo de aquellos actos 
que afectan la libertad personal. Y precisamente porque el auto de vincu­
lación a proceso no afecta ese derecho fundamental de los imputados de un 
delito, es por lo que no figura en la parte especial dedicada a la proceden­
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cia y efectos de la suspensión de actos en materia penal, que se regula en los 
artículos 159 a 169 de la Ley de Amparo. Sin embargo, ello no implica que 
dicha medida cautelar no proceda respecto de esa resolución procesal 
porque la Primera Sala, en la contradicción de tesis 397/2016, estableció que 
el hecho de que un acto de la materia penal no se encuentre contemplado 
dentro de los supuestos de procedencia de la suspensión del acto recla­
mado que precisó el legislador en la parte especial de la Ley de Amparo, no es 
suficiente para determinar que la medida cautelar sea improcedente porque, 
en principio, todo acto reclamable es susceptible de ser suspendido, como 
consecuencia directa del derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efec­
tiva. En ese orden de ideas, tratándose de la suspensión del auto de vincu­
lación a proceso, se debe atender a las reglas generales que regulan los tipos 
de suspensión de oficio y a petición de parte, aplicables a todas las materias, 
previstas en la Ley de Amparo; y una vez constatado que se reúnen los re­
quisitos establecidos en los artículos 128 y 138 de ese ordenamiento legal, 
procederá la medida cautelar, ya sea provisional y/o definitiva, en términos y 
para los efectos del segundo párrafo de la fracción XVII del artículo 61 de 
la misma ley, es decir, para que la autoridad jurisdiccional de control sus­
penda el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez concluida 
la etapa intermedia y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga 
en el juicio de amparo pendiente.

1a./J. 25/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 302/2021. Entre las sustentadas por el Pleno en Mate­
ria Penal del Segundo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Sexto Circuito. 16 de noviembre de 2022. Unanimidad de cuatro 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien está con el sentido por consideraciones adiciona­
les, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 2/2019, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial 
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PC.II.P. J/10 P (10a.), de rubro: "AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. 
AL AFECTAR TEMPORALMENTE LA LIBERTAD DEL INCULPADO, PUEDE 
SER MATERIA DE SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."; 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de junio 
de 2021 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 2, junio de 2021, Tomo IV, página 
3865, con número de registro digital: 2023193; y

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, 
al resolver la queja 78/2021, en la que consideró que el criterio de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que derivó 
de la contradicción de tesis 414/2011, definió la procedencia del juicio de 
amparo contra el auto de vinculación a proceso, porque consideró que ese 
acto procesal afectaba la libertad del imputado de manera indirecta y 
temporal. Sin embargo, no había razón para conceder la suspensión pro­
visional en el juicio de amparo indirecto, dado que el auto de vinculación 
a proceso, por sí mismo, no afectaba directamente la libertad personal del 
quejoso, sino sólo temporalmente, ya que constituía una condición para 
someterlo formal y materialmente a proceso.

Nota: La jurisprudencia 1a./J. 101/2012 (10a.) citada, se publicó en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, marzo 
de 2013, Tomo 1, página 534, con número de registro digital: 2002977.

Tesis de jurisprudencia 25/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de febrero de dos mil veintitrés.

La parte conducente de las sentencias relativas a las contradicciones de tesis 
414/2011 y 397/2016 citadas, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 
2013, página 478 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo I, octubre de 
2017, página 455, con números de registro digital: 24265 y 27389, respecti­
vamente.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

BENEFICIOS PRELIBERACIONALES. LA LEGISLACIÓN EN MATERIA DE 
EJECUCIÓN DE SANCIONES, APLICABLE PARA SU ESTUDIO, ES LA 
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VIGENTE AL MOMENTO EN QUE SE DICTA SENTENCIA EJECUTORIADA 
DE CONDENA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes sostuvieron posturas diver­
gentes al determinar cuál era la legislación aplicable para el estudio de la 
solicitud de beneficios penitenciarios; uno de ellos, sustancialmente, consi­
deró que la legislación sobre beneficios preliberacionales aplicable era la 
vigente al momento de los hechos que motivaron la condena penal; mientras 
que el otro estimó que lo era la legislación vigente al momento del dictado 
de la sentencia de condena.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la legislación en materia de ejecución de sanciones penales, 
aplicable para el estudio de los beneficios preliberacionales, es la vigente 
al momento en que se dicta sentencia ejecutoriada de condena en contra 
del solicitante.

Justificación: De acuerdo con la teoría de los derechos adquiridos y las 
expectativas de derecho, que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha asumido para la interpretación del primer párrafo del artículo 14 constitu­
cional, se concluye que la sentencia condenatoria en el proceso penal cons­
tituye el presupuesto necesario para la imposición de sanciones penales; y 
esto último es, a su vez, condición necesaria para transitar hacia la etapa 
de ejecución de penas. En ese sentido, no es sino hasta que se pronuncia 
fallo de condena, que válidamente se puede afirmar que surge el derecho 
subjetivo en favor de la persona sentenciada para lograr su reinserción social, 
el cual se puede materializar a través de las herramientas legalmente estable­
cidas por el legislador para tal efecto, como son precisamente los beneficios 
preliberacionales. Así, en cualquier momento previo a la sentencia condena­
toria, el eventual acceso a tales beneficios será sólo una expectativa de 
derecho que se encuentra supeditada al nacimiento, en la esfera jurídica de la 
persona sentenciada, del derecho fundamental de reinserción social que, a 
su vez depende de que la conclusión del proceso penal sea en sentido 
condenatorio. Por tanto, la legislación en materia de ejecución de sanciones 
penales, aplicable para el estudio de los beneficios preliberacionales, es la 
vigente al momento en que se dicta sentencia ejecutoriada de condena en 
contra del solicitante, pues en ese momento emerge en su haber jurídico, 
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el derecho subjetivo a la reinserción social con sus particularidades, como 
son los aludidos beneficios preliberacionales.

1a./J. 26/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 18/2022. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito. 7 de diciembre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 737/2017, el cual dio origen a la 
tesis aislada III.2o.P.159 P (10a.), de título y subtítulo: "BENEFICIO PRE­
LIBERACIONAL. PARA DETERMINAR SOBRE SU OTORGAMIENTO, DEBE 
APLICARSE LA LEGISLACIÓN EN MATERIA DE EJECUCIÓN DE PENAS 
QUE OTORGA MAYOR BENEFICIO AL SENTENCIADO."; publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
68, julio de 2019, Tomo III, página 2105, con número de registro digital: 
2020295; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 317/2019, en el que con apoyo 
en la teoría de los derechos adquiridos, señaló que al momento de la deten­
ción del quejoso, únicamente nacía la expectativa de que fuera sancio­
nado penalmente, conforme al catálogo de tipos y penas previstos en la 
ley vigente al momento del hecho. Consecuentemente, en ese momento 
no surgía la expectativa de acceder a los beneficios de ejecución de 
sanciones, previstos en la legislación de la materia. Se precisó que el 
objeto del proceso penal era esclarecer la existencia de un hecho que la ley 
señalaba como delito, así como la intervención del imputado en su comi­
sión. Finalidad cuyo entendimiento armónico con el principio de presunción 
de inocencia exigía que la imposición de sanciones se erigiera como una 
expectativa supeditada a la previa demostración del delito y la responsa­
bilidad penal. Por tanto, no era jurídicamente viable afirmar que el derecho 
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de acceso a los beneficios penitenciarios, se adquiría desde el momento 
en que se concretaban los hechos en que posteriormente se apoyaba la 
condena; pues de considerarlo así, implicaba la presunción de culpabili­
dad del sujeto. En ese orden de ideas, la certeza sobre las condiciones 
en que habrían de ejecutarse las sanciones penales, se adquiría hasta el 
momento en que se colmaba la existencia de un hecho que la ley seña­
laba como delito y se justificaba la responsabilidad del inculpado en su 
comisión. Consecuentemente, una ley en materia de ejecución de sancio­
nes penales, vigente al momento de los hechos, pero abrogada al tiempo 
de dictar sentencia, no formaba parte del dominio o haber jurídico del 
procesado; sino únicamente constituía una expectativa de derecho que 
dependía de la efectiva existencia de condena e imposición de sancio­
nes. De esta manera, la legislación aplicable en materia de beneficios 
penitenciarios, era la vigente cuando se dictaba sentencia de condena y 
no la que era aplicable al momento de los hechos.

Tesis de jurisprudencia 26/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de quince de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO PENAL ADVERSARIAL Y ORAL. 
CUANDO EN AMPARO INDIRECTO SE RECLAME EL AUTO DE VINCU­
LACIÓN A PROCESO, POR REGLA GENERAL, EL PRONUNCIAMIENTO 
SOBRE LA SUSPENSIÓN DEBE HACERSE EN EL CUADERNO PRINCI­
PAL DEL JUICIO Y EXCEPCIONALMENTE EN EL INCIDENTE DE SUS­
PENSIÓN. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado determinó que cuando se reclama el auto de 
vinculación a proceso en el juicio de amparo indirecto, el pronunciamiento 
sobre la suspensión del procedimiento penal a que se refiere el artículo 61, 
fracción XVII, segundo párrafo, de la Ley de Amparo no puede realizarse 
en el cuaderno principal del juicio, sino en el incidente de suspensión que 
se tramita por separado. Adverso a ello, otro Tribunal Colegiado de una diversa 
región concluyó que la suspensión regulada en el referido precepto consti­
tuye una obligación dirigida expresamente a la autoridad responsable, por 
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lo que debe ser acordada en el expediente principal del juicio y no en el 
incidente de suspensión.

Criterio jurídico: La paralización del procedimiento penal a que se refiere 
el artículo 61, fracción XVII, párrafo segundo, de la Ley de Amparo no guarda 
relación con el capítulo previsto en ese ordenamiento sobre la suspensión del 
acto reclamado, por lo que no requiere de una tramitación incidental. Así, 
cuando se reclama el auto de vinculación a proceso, por regla general, los 
Juzgados de Distrito deben pronunciarse sobre esa suspensión en el cua­
derno principal del juicio de amparo, salvo que expresamente se soliciten 
esos efectos para el incidente de suspensión, supuesto en el cual excepcio­
nalmente será en el cuaderno incidental en donde se provea lo relativo. 
En cualquier caso, se debe verificar que la suspensión sea decretada en 
uno de esos expedientes y no en ambos.

Justificación: El segundo párrafo de la fracción XVII del artículo 61 de la 
Ley de Amparo establece expresamente la obligación a los juzgados penales, 
como autoridades responsables, de que cuando a través de un juicio de 
amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Consti­
tución Política del país, como ocurre con el auto de vinculación a proceso, 
deben suspender el procedimiento penal en lo que corresponda a la persona 
quejosa, una vez concluida la etapa intermedia y hasta que sea notificada 
de la resolución que recaiga al juicio de amparo pendiente.

Dicha paralización del procedimiento penal no guarda relación con alguno 
de los tipos de suspensión previstos en los artículos 126, 127, 128 y demás 
relativos de la Ley de Amparo, porque no actualiza de suyo las hipótesis 
previstas para la suspensión de plano o de oficio por vía incidental, no se 
encuentra sujeta a que la persona juzgadora del amparo conceda la medida 
cautelar, tampoco es necesario que el quejoso la solicite, ni que se sustancie 
un incidente en donde se abra un debate para determinar la procedencia de 
su aplicación.

Por ello, se trata de una directriz que, por regla general, debe ser decretada 
oficiosamente por el Juzgado de Distrito de forma aparejada a la admisión 
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de la demanda de amparo, es decir, como parte de la estructura de ese 
acuerdo inicial.

No obstante, podría darse el caso de que en la demanda la parte quejosa 
solicite que los efectos del citado artículo 61, fracción XVII, párrafo segundo, 
de la Ley de Amparo sean decretados en el incidente de suspensión, es decir, 
que se abra el incidente a petición de parte. En ese supuesto, no existe 
impedimento para que ese tipo de suspensión pueda decretarse excepcio­
nalmente en el cuaderno incidental del juicio de amparo. En cualquier caso, 
ya sea que la suspensión del procedimiento penal se decrete oficiosamente 
en el cuaderno principal o a petición de parte en el incidente de suspen­
sión, el órgano jurisdiccional debe verificar que esa determinación sea esta­
blecida sólo en uno de esos expedientes.

1a./J. 37/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 118/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado 
de México y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito. 16 de noviembre de 2022. Unanimidad de cuatro votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Alberto 
Ramírez Jiménez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residen­
cia en Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver la revisión incidental 
41/2022, en la que determinó que cuando se reclama un auto de vincu­
lación a proceso en un juicio de amparo indirecto, el pronunciamiento 
sobre la suspensión del procedimiento que prevé el mencionado artículo 
61, fracción XVII, segundo párrafo, de la Ley de Amparo constituye un 
aspecto propio del cuaderno principal que por tratarse de una obligación 
expresa prevista en la Ley de Amparo y encontrarse dirigida hacia la auto­
ridad responsable, debe realizarse en el juicio principal y no mediante un 
incidente de suspensión; y
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 148/2017, la cual dio origen a la tesis aislada 
III.2o.P.124 P (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN 
EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL AUTO DE VINCULACIÓN A PRO­
CESO. SI EL QUEJOSO EXPRESAMENTE LA SOLICITÓ EN SU DEMANDA, 
EL JUEZ DE DISTRITO DEBE PRONUNCIAR SU DETERMINACIÓN POR 
CUERDA SEPARADA, AUN CUANDO AL ADMITIRLA, HUBIERE INDICADO 
A LA AUTORIDAD RESPONSABLE QUE SUSPENDIERA EL PROCE­
DIMIENTO EN LA CAUSA RESPECTIVA UNA VEZ CERRADA LA ETAPA 
INTERMEDIA, SIN APERTURAR LA DE JUICIO ORAL.", publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, 
enero de 2018, Tomo IV, página 2338, con número de registro digital: 
2015989.

Tesis de jurisprudencia 37/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de abril de 2023 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 2 de mayo de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SOBRESEIMIENTO EN EL AMPARO DIRECTO. NO PROCEDE EN LOS 
CASOS EN QUE LA PARTE QUEJOSA FALLECE DURANTE SU SUBS­
TANCIACIÓN Y EL ACTO RECLAMADO ES UNA SENTENCIA PENAL 
QUE LA CONDENÓ A LA REPARACIÓN DEL DAÑO EN FAVOR DE LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron de 
juicios de amparo directo promovidos en contra de una sentencia en mate­
ria penal que condenó a la persona quejosa al pago de la reparación del 
daño y durante la tramitación del juicio dicha persona falleció. Al respecto, 
uno de los tribunales contendientes consideró que sí es procedente el sobre­
seimiento del amparo porque sólo se afectan derechos personales de quien 
fue sentenciado. Por su parte, dos tribunales consideraron que no es proce­
dente sobreseer en el juicio de amparo, debido a que se afectan derechos 
patrimoniales que trascienden a los herederos de la persona quejosa.

Criterio jurídico: Cuando en el juicio de amparo directo se reclama una sen­
tencia en materia penal en la que se condenó a la persona quejosa al pago 



351

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

de la reparación del daño y ésta fallece durante el trámite del juicio de 
amparo, su deceso no conlleva que se decrete el sobreseimiento del juicio 
constitucional.

Justificación: Los artículos 16 y 63, fracción III, de la Ley de Amparo esta­
blecen que el fallecimiento de la parte quejosa durante la substanciación de 
un juicio de amparo genera su sobreseimiento, siempre y cuando no se deba­
tan sus derechos patrimoniales.

Este supuesto no se cumple cuando el acto reclamado consiste en una 
sentencia en materia penal en la que se condenó a la persona quejosa al 
pago de la reparación del daño, pues la obligación que entraña tal sanción 
no se extingue luego de su fallecimiento.

Lo anterior, porque la reparación del daño en la vía penal crea una verda­
dera obligación de pago de la persona sentenciada a la víctima u ofendido 
que trasciende a la muerte de quien es responsable del delito. Por ello, 
constituye una obligación por la cual debe responder la sucesión relativa y, 
por ende, los herederos.

Así, decretar el sobreseimiento en el juicio de amparo directo por el solo 
hecho de que durante su substanciación fallezca la persona quejosa dejaría 
en estado de indefensión a sus herederos, pues ante la firmeza de la senten­
cia penal se perfeccionaría en su contra la obligación de pago a la víctima 
u ofendido, la cual puede reclamarse incluso por la vía ejecutiva civil.

1a./J. 38/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 234/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito. 11 de enero de 2023. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y 
Alberto Ramírez Jiménez.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, al resolver 
el amparo directo 148/1987, el cual dio origen a la tesis aislada de rubro: 
"AMPARO PENAL, SOBRESEIMIENTO IMPROCEDENTE DEL, POR MUERTE 
DEL AGRAVIADO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, Tomo X, noviembre de 1992, página 225, con número de 
registro digital: 217878;

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigé­
simo Circuito, anteriormente Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 58/2005, el cual dio origen a la tesis 
aislada XX.2o.28 K, de rubro: "FALLECIMIENTO DEL QUEJOSO. NO GENERA 
EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE GARANTÍAS, EN TÉRMINOS 
DE LO DISPUESTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 74 DE LA LEY DE 
AMPARO, SI EN LA SENTENCIA RECLAMADA SE LE CONDENÓ AL PAGO 
DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIA­
PAS).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXV, marzo de 2007, página 1683, con número de 
registro digital: 173021, criterio que fue reiterado al resolver el amparo directo 
519/2019; y,

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo directo 40/2021, el cual dio origen a la tesis aislada 
XV.1o.1 P (11a.), de rubro: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO EN MATERIA PENAL. PROCEDE DECRETARLO POR FALLE­
CIMIENTO DEL QUEJOSO CONFORME AL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN 
III, DE LA LEY DE AMPARO, AUN CUANDO EN LA SENTENCIA RECLA­
MADA SE LE HUBIERA CONDENADO, ENTRE OTRAS PENAS, A LA REPA­
RACIÓN DEL DAÑO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 26 de agosto de 2022 a las 10:34 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 16, agosto 
de 2022, Tomo V, página 4534, con número de registro digital: 2025167.

Tesis de jurisprudencia 38/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRINCIPIO DE ABSORCIÓN O CONSUNCIÓN EN MATERIA PENAL. 
ES INAPLICABLE ANTE LA COMISIÓN SIMULTÁNEA DE LOS DELITOS DE 
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POSESIÓN DE CARTUCHOS Y POSESIÓN DE CARGADORES, AMBOS 
PARA ARMAS DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA 
AÉREA, PREVISTOS EN LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y 
EXPLOSIVOS. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a con­
clusiones opuestas al analizar si ante la concurrencia de los delitos de pose­
sión de cartuchos y posesión de cargadores de cartuchos, ambos respecto 
de armas de uso exclusivo militar, previstos, respectivamente, en los artículos 
83 Quat (sic) y 83 Quintus de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosi­
vos, se debe o no aplicar el principio de absorción para sancionar exclusiva­
mente el primero y dejar sin punición el segundo, por ser aquella figura 
delictiva la que entraña una mayor protección del bien jurídico tutelado por 
ambas figuras.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que para el fincamiento del reproche penal en casos donde se 
acredite la comisión simultánea de los delitos de posesión de cartuchos y 
posesión de cargadores, ambos para armas de uso exclusivo del Ejército, 
Armada y Fuerza Aérea, previstos en los artículos 83 Quat (sic) y 83 Quintus, 
respectivamente, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, no 
procede acudir al empleo del principio de absorción o consunción.

Justificación: Conforme a la doctrina desarrollada por esta Primera Sala en 
diversos precedentes, el principio citado es uno de los tres criterios exis­
tentes para solucionar una antinomia penal o concurso aparente de normas 
penales, lo cual implica que para determinar las penas aplicables en casos 
donde concurran diversos delitos, deba dilucidarse si se configura un con­
flicto de normas penales, como precondición para emprender un análisis 
sobre la aplicabilidad del principio de absorción. Ahora, si los requisitos de 
existencia de una antinomia penal son la existencia de: 1) idéntico ámbito 
temporal de aplicación; 2) idéntico ámbito espacial de validez; y, 3) regula­
ción de una misma conducta, es patente que la coexistencia de los delitos de 
posesión de cartuchos y posesión de cargadores de cartuchos, ambos para 
armas de uso exclusivo de las fuerzas armadas, previstos en la Ley Federal 
de Armas de Fuego y Explosivos, no configura una antinomia penal, dado que 
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si bien ambas descripciones típicas se encuentran vigentes al momento de 
emitirse el presente criterio y son aplicables dentro del mismo ámbito espa­
cial por tratarse de normas federales, no puede considerarse que regulen 
una misma conducta, precisamente por la diferencia del objeto material sobre 
el cual recae el verbo rector de cada tipo penal, ya que en un caso el objeto 
de reproche es la tenencia de cargadores y en el otro la posesión de cartu­
chos. En esa medida, si la concurrencia de ambas conductas delictivas no 
es susceptible de generar una antinomia penal, es inviable proceder a ana­
lizar si opera el principio de absorción o consunción para sancionar tales 
delitos.

1a./J. 39/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 248/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Décimo Primer Circuito. 25 de enero de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Guillermo Kohn Espinosa.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resol­
ver el amparo en revisión 315/2021, en el que estimó que ante la concu­
rrencia de los delitos de posesión de cartuchos y posesión de cargadores 
de cartuchos, ambos respecto de armas de fuego de uso exclusivo de 
las fuerzas armadas, habría de sancionarse cada una de ellas por no ser 
posible dejar alguna sin punición, estimando inaplicable el criterio de 
absorción, bajo el cual un delito de mayor entidad absorbe a otro menor 
en lo relativo a la aplicación de las sanciones; y

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 415/2016, el cual dio origen a la tesis 
aislada XI. P.21 P (10a.), de título y subtítulo: "POSESIÓN DE CARTUCHOS 
Y CARGADORES DE CARTUCHOS PARA ARMAS DE USO EXCLUSIVO 
DEL EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA AÉREA. CUANDO SE COMETAN 
SIMULTÁNEAMENTE AMBOS DELITOS, SUBSISTE EL PRIMERO SOBRE 
EL SEGUNDO, CONFORME AL PRINCIPIO DE CONSUNCIÓN O ABSOR­
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CIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 49, diciembre de 2017, 
Tomo IV, página 2232, con número de registro digital: 2015863.

Tesis de jurisprudencia 39/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INFORMACIÓN BANCARIA DE LA PERSONA IMPUTADA. SU ADMISIÓN 
EN UN PROCESO PENAL ACUSATORIO ES IMPUGNABLE A TRAVÉS 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron posturas contra­
rias al problematizar si la admisión de la prueba sobre información bancaria de 
la persona imputada dictada en la etapa intermedia del proceso penal acusa­
torio constituye o no un acto de imposible reparación para efectos de la pro­
cedencia del juicio de amparo indirecto. Uno de los tribunales estableció 
que se trata de un acto de imposible reparación porque genera una irrupción 
en la vida privada, por lo que en su contra es procedente el juicio de amparo 
indirecto. El otro órgano judicial determinó que la admisión de esa prueba 
se limita a una violación procesal que desaparece si la persona obtiene una 
sentencia favorable y por ello no es un acto irreparable, en consecuencia, es 
improcedente el juicio de amparo indirecto en su contra.

Criterio jurídico: La admisión de la prueba de información bancaria de una 
persona imputada que es dictada dentro de la etapa intermedia del proceso 
penal acusatorio es un acto que afecta el derecho sustantivo a la priva­
cidad, consecuentemente, su incorporación al auto de apertura a juicio 
produce efectos de imposible reparación, por lo que en su contra es proce­
dente el juicio de amparo indirecto.

Justificación: La procedencia del juicio de amparo indirecto en contra de 
actos de imposible reparación está prevista en el artículo 107, fracción III, 
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inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
relación con el diverso 107, fracción V, de la Ley de Amparo. Las conse­
cuencias de un acto irreparable deben ser de tal gravedad que impidan el 
ejercicio de un derecho sustantivo y la lesión no sea de naturaleza formal o 
adjetiva.

Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver la contradicción de tesis 167/2020, determinó que no es posible acu­
dir al juicio de amparo indirecto en contra de la admisión de pruebas acordada 
en el auto de apertura a juicio, salvo cuando excepcionalmente se afecten 
derechos sustantivos.

En esa lógica, cuando se señala como acto reclamado la admisión al Minis­
terio Público de la información bancaria de la persona imputada en la audien­
cia intermedia del proceso penal acusatorio, afecta un derecho sustantivo 
relacionado con su privacidad, de manera que si dichos datos financieros 
son aportados al juicio quedarán al descubierto de manera irreparable. Por lo 
tanto, la lesión que produce la presentación de esa información no es especu­
lativa o contingente, ya que podría generar una vulneración a ese derecho 
fundamental que resulta independiente al desenlace del juicio.

En consecuencia, a través del juicio de amparo indirecto es revisable dicha 
actuación, con lo que se garantiza el derecho de acceso a la justicia con­
forme al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, pues la autoridad judicial podrá verificar si la intromisión a la 
privacidad encuentra o no justificación legal.

1a./J. 40/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 146/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con resi­
dencia en Xalapa de Enríquez, Veracruz de Ignacio de la Llave y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito. 16 de noviembre de 2022. Mayoría de tres votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Ministro 
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Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Ramsés Samael 
Montoya Camarena.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Cuarta Región, con residencia en Xalapa de Enríquez, Estado de Vera­
cruz de Ignacio de la Llave, en apoyo al Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Décimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 273/2019 
(cuaderno auxiliar 1002/2019), en el que consideró que el juicio de amparo 
indirecto es procedente en contra de la admisión de la prueba de infor­
mación bancaria efectuada en la etapa intermedia del proceso penal 
acusatorio, en razón de que es un acto de imposible reparación pues cons­
tituye una irrupción en un derecho sustantivo, como lo es la vida privada 
de la persona imputada que no es posible restituirle posteriormente; y,

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 192/2020, 
en el que estableció que es improcedente el juicio de amparo indirecto en 
contra de la admisión de la prueba consistente en la información bancaria 
de la persona imputada, dado que no impide ni restringe en forma actual el 
ejercicio de un derecho sustantivo, puesto que se trata de una violación 
procesal que puede desaparecer si la persona obtiene sentencia favorable.

Tesis de jurisprudencia 40/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de marzo de dos mil veintitrés.

Nota: La parte conducente de la sentencia dictada en la contradicción de tesis 
167/2020 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 5, 
Tomo II, septiembre de 2021, página 1706, con número de registro digital: 
30110.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO DIRECTO EN CONTRA DE SENTENCIAS DEFINITIVAS CONDE­
NATORIAS QUE IMPONEN UNA PENA DE PRISIÓN. LA DEMANDA DEBE 
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PRESENTARSE EN EL PLAZO DE OCHO AÑOS ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 17, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, SIN QUE SE EXCLU­
YAN LOS DÍAS INHÁBILES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 19 DEL MISMO 
ORDENAMIENTO LEGAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones discrepantes al decidir si en el cómputo del plazo de ocho 
años para presentar la demanda de amparo directo en contra de una sen­
tencia condenatoria privativa de la libertad personal, previsto por el artículo 
17, fracción II, de la Ley de Amparo, procede o no descontar los días inhábi­
les señalados en el artículo 19 de la misma ley. Un Tribunal consideró que 
no procedía hacer tal descuento, porque se ampliaría exponencialmente el 
plazo y propiciaría inseguridad jurídica a la persona promovente al no tener 
certeza sobre su vencimiento. Otros Tribunales sostuvieron que sí debían 
descontarse del cómputo los días inhábiles, conforme a una interpretación 
armónica de los citados preceptos legales.

Criterio jurídico: El plazo de ocho años para promover el juicio de amparo 
directo en materia penal en contra de una sentencia condenatoria que esta­
blece una sanción privativa de la libertad, establecido en la fracción II del 
artículo 17 de la Ley de Amparo, debe computarse en años calendario; esto 
es incluyendo todos los días naturales que lo conforman, de manera que 
no deben descontarse los días inhábiles previstos en el artículo 19 del mismo 
ordenamiento legal, pues esto resulta razonable a partir de la funcionali­
dad, efectividad y certidumbre que puede lograrse en relación con el derecho 
de acceso a la justicia de la persona sentenciada y con los derechos de la 
víctima.

Justificación: El artículo 17, fracción II, de la Ley de Amparo prevé que podrá 
presentarse la demanda de amparo directo en un plazo de hasta ocho años 
cuando se reclame la sentencia definitiva condenatoria en un proceso penal 
que imponga pena de prisión. Dicho precepto, por una parte, fija un amplio 
margen temporal para ejercer la acción constitucional en virtud del alto valor 
que protege (la libertad personal) y, por otra, fija un límite máximo al dispo­
ner que el plazo será de "hasta" ocho años. Asimismo, la determinación del 
plazo de mérito tuvo como finalidad proteger los derechos de las víctimas 
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del delito, particularmente, el derecho a la certeza jurídica en cuanto a la 
reparación del daño, el derecho a la verdad y el derecho a la justicia.

Por ende, de la ponderación de las particularidades y finalidad jurídica de 
la fijación del plazo de ocho años, así como la forma en que procesalmente 
debe entenderse un plazo fijado en "años", esto es, como unidad de tiempo 
conformada por los días naturales que comprende un año calendario (tres­
cientos sesenta y cinco días, y excepcionalmente trescientos sesenta y 
seis cuando es año bisiesto), es posible concluir que en el cómputo de dicho 
plazo, no deben descontarse los días inhábiles.

Dicha conclusión resulta razonable a partir de la funcionalidad, efectividad 
y certidumbre que puede lograrse en relación con el derecho de acceso a 
la justicia de la persona sentenciada y con los derechos de la víctima.

Sin perjuicio de lo anterior, debe destacarse que respecto de esta regla 
pueden llegar a existir algunas excepciones, tal como lo resolvió la Primera 
Sala en la contradicción de criterios 96/2022, en la que se determinó que 
en el cómputo del plazo de ocho años previsto en la fracción II del artículo 
17 de la Ley de Amparo, para promover un juicio de amparo directo contra 
una sentencia condenatoria a pena de prisión, debe excluirse, de manera 
excepcional, el tiempo en que la autoridad responsable suspendió sus labo­
res exclusivamente con motivo de la pandemia causada por el virus SARS-
CoV-2. Lo anterior, dado que se trató de un fenómeno atípico a nivel mundial 
que provocó una extensa interrupción de las labores en los órganos jurisdic­
cionales que afectó el ejercicio de los derechos de defensa de las personas 
privadas de la libertad.

1a./J. 41/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 183/2022. Entre los sustentados por el Décimo Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 5 de octubre de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien se separa 
de algunos párrafos y reservó su derecho para formular voto concurrente 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
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Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Minis­
tra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez y Sofía Regalado Espinosa.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
al resolver el recurso de reclamación 8/2021, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.10o.P.2 P (11a.), de rubro: "AMPARO DIRECTO CONTRA SEN­
TENCIAS DEFINITIVAS CONDENATORIAS QUE IMPONEN PENA DE PRI­
SIÓN. EL PLAZO DE HASTA OCHO AÑOS PARA PROMOVERLO A PARTIR 
DEL 3 DE ABRIL DE 2013, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN 
II, DE LA LEY DE AMPARO, DEBE COMPUTARSE EN DÍAS HÁBILES.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
agosto de 2021 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, Libro 4, agosto de 2021, Tomo V, página 
4809, con número de registro digital: 2023392;

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 215/2013, el cual dio origen a la 
tesis aislada I.7o.P.16 P (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO 
PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA CONDENATORIA EN 
UN PROCESO PENAL QUE IMPONE PENA DE PRISIÓN. FORMA EN QUE 
DEBE COMPUTARSE EL PLAZO DE HASTA OCHO AÑOS PARA PRESEN­
TAR LA DEMANDA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL 
DE 2013).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, septiembre de 2013, Tomo 3, página 
2443, con número de registro digital: 2004385; y,

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 132/2021, en el que sostuvo 
que la demanda de amparo se presentó de manera extemporánea, porque 
el término de ocho años que contempla la Ley de Amparo para promo­
verlo contra sentencias condenatorias ya había transcurrido a la fecha 
de la presentación de su demanda. Al respecto, señaló que conforme a los 
artículos 17 y 18 de la Ley de Amparo, el cómputo de dicho plazo debe 
realizarse en años naturales, sin descontar los días inhábiles que hayan 
existido en ese periodo, pues, de lo contrario, se generaría incertidum­
bre y falta de claridad para las partes. Por tanto, indicó que no era pro­
cedente descontar los días inhábiles que mediaron por la suspensión de 
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las labores con motivo de la pandemia ocasionada por el virus SARS-
CoV-2 (COVID-19).

Tesis de jurisprudencia 41/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. ES PROCEDENTE AUNQUE 
LA PERSONA IMPUTADA QUE LA SOLICITA SE ENCUENTRE PREVIA­
MENTE PRIVADA DE LA LIBERTAD EN OTRA CAUSA PENAL.

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito determinó que no es procedente 
la suspensión condicional del proceso cuando la persona imputada que la 
solicita, previamente se encuentra privada de la libertad por otra causa penal, 
pues ello le impide cumplir con las condiciones que se impongan. En sen­
tido contrario, otro Tribunal Colegiado sostuvo que estar privado de la liber­
tad de manera previa no conlleva a determinar que la persona imputada se 
encuentra impedida para cumplir con las condiciones establecidas en la 
suspensión del proceso, por lo que resulta procedente la suspensión condi­
cional del proceso.

Criterio jurídico: Es procedente la suspensión condicional del proceso, aun 
cuando la persona imputada que la solicite se encuentre privada de la liber­
tad previamente en otra causa penal, pues dicha circunstancia no es un 
requisito para su procedencia. En ese supuesto, el Juez de Control deter­
minará si autoriza el plan de reparación del daño, así como las condiciones 
correspondientes y fijará el plazo para su cumplimiento, con independencia 
de que pueda ordenar la interrupción de la suspensión condicional del pro­
ceso hasta que la persona recupere su libertad para cumplir con las medi­
das fijadas en ese mecanismo, siempre que no se haya dictado el auto de 
apertura a juicio oral.

Justificación: La suspensión condicional del proceso es un mecanismo 
de justicia restaurativa que permite la solución alterna del procedimiento a 
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través de la paralización del procedimiento penal para concluir el conflicto 
mediante el pago de la reparación del daño y el cumplimiento de las condi­
ciones indicadas por el órgano jurisdiccional, cuya observancia genera la 
extinción de la acción penal.

En ese sentido, si una persona imputada que se encuentra previamente 
privada de la libertad en otra causa penal solicita la aplicación de ese meca­
nismo, el Juez de Control no debe declarar improcedente su concesión por 
ese motivo, pues más allá de que el artículo 192 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales no regula esa circunstancia como impedimento 
para otorgarla, lo procedente es que en la misma audiencia o con posteriori­
dad se decrete la interrupción de la suspensión hasta que la persona recu­
pere su libertad, supuesto en el que se reanudará la obligación de cumplir 
con las condiciones impuestas, así como el plazo otorgado para tal efecto, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 198 de ese ordenamiento, siem­
pre que no se haya dictado el auto de apertura a juicio, el cual constituye 
una causa que limita la concesión de ese mecanismo.

Lo anterior es acorde con lo establecido en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos que reconoce, por una parte, los 
mecanismos alternativos de solución de controversias y, por otra, que siem­
pre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros 
derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las 
autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los forma­
lismos procedimentales.

1a./J. 42/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 205/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito 
y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 26 de 
octubre de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se separa 
de algunos párrafos y reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular relacionado con la inexistencia de la contra­
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dicción de criterios. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan Santacruz Morales.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 844/2018, el cual dio 
origen a la tesis aislada XIII.1o.P.T.2 P (10a.), de título y subtítulo: "SUS­
PENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. ES IMPROCEDENTE AUTORIZAR 
ESTA FORMA DE SOLUCIÓN ALTERNA DEL PROCEDIMIENTO AUNQUE 
SE CUMPLAN LOS REQUISITOS DEL ARTÍCULO 192 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, SI EL IMPUTADO SOLICI­
TANTE SE ENCUENTRA PRIVADO DE SU LIBERTAD POR UNA SENTEN­
CIA EJECUTORIADA DICTADA CON ANTERIORIDAD EN UNA DIVERSA 
CAUSA PENAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, agosto 
de 2019, Tomo IV, página 4667, con número de registro digital: 2020494; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 78/2022, en el que determinó que 
el hecho de estar privado de la libertad con motivo de la imposición de la 
medida cautelar de prisión preventiva en diversa causa penal, no conlleva 
a determinar que el imputado se encuentra impedido para cumplir con 
las condiciones establecidas en la suspensión condicional del proceso, 
máxime que la obligación de cumplirlas puede interrumpirse con motivo 
de la restricción de libertad.

Tesis de jurisprudencia 42/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN INTERPUESTOS VÍA ELECTRÓNICA EN EL 
JUICIO DE AMPARO. EN EL CÓMPUTO DE LOS PLAZOS PARA SU PRE­
SENTACIÓN, DEBE TOMARSE EN CUENTA EL HUSO HORARIO DEL 
LUGAR EN EL QUE SE INTERPUSIERON, CUANDO LA HORA GENERADA 
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EN LA EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA IMPIDA AL RECURRENTE GOZAR 
DE LAS VEINTICUATRO HORAS DEL DÍA DE SU VENCIMIENTO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar la 
oportunidad de diversos recursos previstos en la Ley de Amparo y que 
fueron presentados a través del Portal de Servicios en Línea del Poder Judi­
cial de la Federación, arribaron a decisiones contrarias para determinar si 
acorde con el artículo 52 del Acuerdo General 12/2020 del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, que regula la integración y trámite de expediente 
electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia 
de los órganos jurisdiccionales a cargo del propio Consejo, para efectos del 
cómputo de los plazos respectivos, se debía tomar el huso horario que se 
apreciaba del acuse de envío de la evidencia criptográfica respectiva o 
el diverso huso horario del lugar desde el que fue enviado el medio de 
impugnación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que cuando exista evidencia de que un medio de impugna­
ción de los que prevé la Ley de Amparo fue presentado vía electrónica, 
desde un lugar que se rija por un huso horario diverso al que obre en el 
acuse de envío plasmado en la evidencia criptográfica que arroje el Sistema 
Electrónico del Poder Judicial de la Federación y ello le represente a su 
promovente la imposibilidad de gozar de las veinticuatro horas del día del 
vencimiento del plazo para su interposición, excepcionalmente correspon­
derá al órgano jurisdiccional al que se encuentra dirigido, al momento de 
efectuar el cómputo respectivo, realizar la conversión de descontar el tiempo 
de diferencia que corresponda, con respecto al aludido huso horario que se 
aprecie de la evidencia criptográfica de envío.

Justificación: Para efectos de los plazos de interposición de los recursos en 
materia de amparo a través de la vía electrónica, el artículo 21, segundo 
párrafo, de la Ley de Amparo garantiza que su envío pueda llevarse a cabo 
hasta las veinticuatro horas del día de su vencimiento, esto es, durante 
todo ese día completo. Por su parte, el artículo 52 del Acuerdo General 
12/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal establece que, para 
efectos del cómputo respectivo, debe considerarse el día y la hora de envío 
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que se encuentren plasmados en la aludida evidencia criptográfica. Sin 
embargo, nada se prevé sobre el huso horario que deba tomarse en cuenta 
cuando el medio de impugnación sea presentado por la mencionada vía 
electrónica, desde un lugar que se rija por un huso horario diverso al que 
obre en el acuse de envío señalado en la evidencia criptográfica y, a su vez, 
exista la posibilidad de que, en atención a ese huso horario diverso, el pro­
movente no pueda gozar de la plenitud de las veinticuatro horas en comento. 
Por ello, para evitar que eso acontezca y garantizar a quienes se encuen­
tren ante la señalada situación de desventaja el ejercicio de su derecho a 
una tutela judicial efectiva y, por ende, la completitud del día de vencimien­
to para la interposición oportuna de los medios de impugnación, es nece­
sario integrar a la normatividad en mención la obligación del órgano 
jurisdiccional de realizar la conversión precisada al realizar el cómputo co­
rrespondiente cuando exista evidencia, acorde con el prudente arbitrio ju­
dicial, de que la interposición se realizó en un lugar regido por un huso 
horario distinto.

1a./J. 43/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 232/2022. Entre los sustentados por el Pleno del 
Décimo Séptimo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Quinto Circuito y Sexto Tribunal Colegiado del 
Décimo Quinto Circuito. 18 de enero de 2023. Cinco votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho a formular voto con­
currente al considerar que debían incluirse lineamientos para que la 
autoridad judicial corrobore el lugar de presentación del recurso, pero 
comparte las consideraciones de la tesis. Ponente: Ministro Arturo Zaldí­
var Lelo de Larrea. Secretario: Marat Paredes Montiel.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 1/2019, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial PC.XVII. J/23 K 
(10a.), de título y subtítulo: "RECURSOS PRESENTADOS POR MEDIOS 
ELECTRÓNICOS EN EL JUICIO DE AMPARO. PARA RESPETAR LOS 
PLAZOS PREVISTOS EN LA LEY DE LA MATERIA, LA HORA QUE DEBE 
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TOMARSE EN CUENTA PARA REALIZAR EL CÓMPUTO, CORRESPONDE 
AL HUSO HORARIO DEL LUGAR EN QUE SE PRESENTÓ, DE MANERA 
QUE SI SE REGISTRÓ CON UNO DISTINTO, DEBE EFECTUARSE LA 
CONVERSIÓN PROCEDENTE.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 73, diciembre de 2019, Tomo I, página 826, con número de registro 
digital: 2021253;

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administra­
tiva del Quinto Circuito, al resolver el recurso de reclamación 10/2020, el 
cual dio origen a la tesis aislada V.1o.P.A.5 K (10a.), de título y subtítulo: 
"RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO. PARA EL CÓMPUTO DEL PLAZO 
DE LOS INTERPUESTOS A TRAVÉS DEL PORTAL DE SERVICIOS EN 
LÍNEA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, DEBE TOMARSE 
EN CUENTA EL HUSO HORARIO DEL LUGAR EN DONDE SE PRESEN­
TARON.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
25 de junio de 2021 a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Undécima Época, Libro 2, junio de 2021, Tomo V, 
página 5127, con número de registro digital: 2023310; y,

El sostenido por el Sexto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver la queja 86/2022, en la que determinó la extemporaneidad de un 
recurso de queja interpuesto a través del Sistema Electrónico del Poder 
Judicial de la Federación, partiendo de que advirtió que la hora que apare­
cía en el acuse con evidencia criptográfica que se generó por su presen­
tación correspondía a la de Ciudad de México (zona horaria del centro 
del país), cuyo huso horario era diferente al de la entidad de residencia de 
ese órgano jurisdiccional, por un margen de adelanto de dos horas. Pero 
que, ninguna de las disposiciones de la Ley de Amparo, ni los acuerdos 
generales del Consejo de la Judicatura Federal, que regulaban lo inhe­
rente a la tramitación electrónica, facultaba a los órganos jurisdiccionales 
para modificar, de manera discrecional y oficiosa, la fecha y hora de tal 
constancia. Agregó que, no sólo resultaría contrario a la finalidad de brin­
dar mayor certeza jurídica a los justiciables al momento de acceder a la 
Justicia Federal mediante el uso de tecnología, el considerar una variabili­
dad en la hora de presentación de los recursos, es decir, que se permitiera 
computar los plazos legales conforme a la fecha y hora del lugar del país 
donde se ubique el justiciable o, incluso, al órgano jurisdiccional ante el 
cual se presente la demanda, promoción o recurso vía electrónica pues, 
con ello, se generaría incertidumbre jurídica ante el desfase nacional 
derivado de la multiplicidad de husos horarios.



367

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

Tesis de jurisprudencia 43/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de marzo de dos mil veintitrés.

Nota: El Acuerdo General 12/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso 
de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales a cargo del propio Consejo  citado, aparece publicado 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de agosto de 2020 
a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 77, Tomo VII, agosto de 2020, página 6558, 
con número de registro digital: 5473.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD JUDICIAL EN EL SISTEMA PENAL ACU­
SATORIO. NO SE VULNERA CUANDO UN MISMO JUEZ DE CONTROL 
EMITE UNA ORDEN DE CATEO Y POSTERIORMENTE DICTA UN AUTO 
DE VINCULACIÓN A PROCESO DERIVADO DE LOS HECHOS DE LA 
MISMA INVESTIGACIÓN. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito determinó que el principio de 
imparcialidad que deriva del artículo 20, apartado A, fracción IV, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no tiene el alcance de 
considerar que si un Juez de Control emite una orden de cateo esté impe­
dido para dictar posteriormente un auto de vinculación a proceso porque en 
ambos casos actúa dentro del mismo periodo de investigación y no en la 
etapa de juicio. Mientras que otro órgano jurisdiccional estableció que 
en ese supuesto sí se vulnera el principio de imparcialidad porque el Juez 
de Control conoce los datos de prueba de la carpeta cuando emite el cateo 
y por eso está contaminado por conocimiento previo, de manera que no 
puede resolver sobre la vinculación a proceso.

Criterio jurídico: No se afecta la imparcialidad de un Juez de Control si auto­
riza una orden de cateo y después emite un auto de vinculación a proceso 
derivado de los hechos que dieron origen a la misma investigación, pues se 
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trata de actos que se emiten a partir de la comprobación de distintos requi­
sitos constitucionales y legales, por lo que la decisión que asuma en una y 
en otra determinación no implica que realice una valoración de los mismos 
datos de prueba, ya que parten de objetivos procesales distintos.

Justificación: De acuerdo con el modelo de justicia penal acusatorio, deben 
respetarse distintos principios constitucionales, entre ellos, la prohibición 
prevista en el artículo 20, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, relativa a que el juicio no se celebre ante 
una persona juzgadora que haya conocido del caso previamente, la cual 
garantiza la imparcialidad judicial de las y los Jueces quienes intervienen 
en el procedimiento penal.

En ese sentido, si un Juez de Control autoriza la realización de un cateo 
como acto de investigación solicitado por el Ministerio Público en la etapa 
de investigación inicial, no vulnera el principio de imparcialidad judicial si es 
que derivado de los mismos hechos dicta un auto de vinculación a proceso.

Lo anterior, porque la orden de cateo y el auto de vinculación a proceso 
constituyen actos distintos que cumplen con diversos requisitos exigidos res­
pectivamente en los artículos 16, párrafo onceavo y 19, párrafo primero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 282, 283, 316 y 
317 del Código Nacional de Procedimientos Penales, por lo que la decisión 
que asuma en una y en otra determinación, no implica valorar los mismos 
datos de prueba con el mismo objetivo procesal, pues en el primer caso veri­
ficará que existan elementos suficientes para autorizar que la autoridad 
ministerial ingrese válidamente a un inmueble, mientras que en la resolución 
de término constitucional establecerá si los datos aportados acreditan la 
probable intervención de una persona en la comisión de un hecho delictuoso 
para someterla a un proceso penal.

Así, la emisión de la orden de cateo no genera una idea preconcebida de 
responsabilidad o sobre la existencia de un delito que impida a la misma 
persona juzgadora resolver sobre la vinculación a proceso, de manera que 
en ese supuesto su imparcialidad judicial no se ve comprometida, por lo 
que no se actualiza la prohibición establecida en la fracción IV del apar­
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tado A del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

1a./J. 44/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 403/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, 
con residencia en Mérida, Yucatán, el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Sexto Circuito y el Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Segundo Circuito. 15 de febrero de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto aclaratorio, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando 
Patiño Lara.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del 
Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 62/2020, en el que 
estableció que el principio de imparcialidad que deriva del artículo 20, 
apartado A, fracción IV, de la Constitución General, no significa que si un 
Juez de Control emite una orden de cateo, esté impedido para dictar 
posteriormente un auto de vinculación a proceso, porque en ambos 
casos actúa dentro del mismo periodo de investigación y no en la etapa 
de juicio; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, en auxilio del 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 126/2022 (cuaderno auxiliar 445/2022), en el que al hacer refe­
rencia a las fracciones IV y X del artículo 20 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos consideró que, al emitir un cateo, el Juez 
de Control conoce los datos de prueba y por eso está contaminado por 
conocimiento previo, en consecuencia, no debe resolver sobre la vincu­
lación a proceso, de lo contrario se vulnera el principio de imparcialidad.
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Tesis de jurisprudencia 44/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2023 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RETENCIÓN DE BIENES. ES UNA PROVIDENCIA PRECAUTORIA APLICA­
BLE AL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL, LA CUAL OPERA DE MANERA 
INDEPENDIENTE A LA FIGURA DEL EMBARGO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron 
asuntos en los que se pronunciaron sobre la posibilidad de implementar la 
medida de retención de bienes prevista en el artículo 1168, fracción II, inciso 
b), del Código de Comercio en el juicio ejecutivo mercantil. Uno de los tribu­
nales consideró que la retención de bienes es procedente porque está pre­
vista dentro de las reglas generales de los juicios mercantiles, dentro de los 
cuales se ubica el juicio ejecutivo. En cambio, el otro órgano jurisdiccional 
determinó que es improcedente la medida de retención de bienes ante la 
existencia del embargo que es una medida especial aplicable para ese tipo 
de juicios, por lo que se trata de figuras que no pueden coexistir.

Criterio jurídico: En el juicio ejecutivo mercantil es procedente la medida 
precautoria consistente en la retención de bienes prevista en el artículo 
1168, fracción II, inciso b), del Código de Comercio, siempre que se cum­
plan los requisitos para su otorgamiento, debido a que está regulada para 
ese tipo de juicios, sin que exista alguna norma que limite o module la posi­
bilidad de su implementación, de tal modo que con su aplicación no se trans­
grede el principio de especialidad de la ley, por lo que dicha medida aplica 
con independencia de la existencia del embargo aplicable a ese tipo de 
juicios, ya que esas medidas persiguen fines distintos.

Justificación: Del análisis sistemático de los artículos 1168 a 1189 y del 1391 
al 1414 del Código de Comercio, que regulan respectivamente las providen­
cias precautorias y el juicio ejecutivo mercantil, se arriba a la conclusión de 
que las primeras se previeron en el capítulo de disposiciones generales para 
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que pudieran implementarse en cualquiera de los juicios contemplados en 
ese Código, entre los cuales, se encuentra el juicio ejecutivo mercantil.

Situación que se ve reforzada en el artículo 1410 de la norma citada porque 
establece que con motivo de la sentencia de remate que se dicte en el juicio 
ejecutivo mercantil, se procederá a la venta de los bienes retenidos o embar­
gados, lo cual no deja duda de que el legislador contempló la posibilidad 
de que dentro de un juicio de esta naturaleza pueda ordenarse la medida de 
retención de bienes.

En ese sentido, el empleo de la retención de bienes dentro del juicio ejecu­
tivo mercantil no impide que también se haga uso del embargo, pues más 
allá de que la norma no lo prohíbe y por ello no se vulnera el principio de 
especialidad de la ley, se trata de figuras distintas que tienen propósitos 
diferenciados.

En efecto, el embargo es una medida aparejada a los títulos ejecutivos que 
requieren del emplazamiento previo de la parte demandada para proceder 
a su ejecución, en muchos casos, previo citatorio, lo que puede dar lugar a 
que la parte demandada pueda ocultar sus bienes. Mientras que la retención 
de bienes constituye un acto prejudicial que permite asegurar o inmovilizar 
los bienes retenidos para evitar que el futuro demandado tenga la posibili­
dad de ocultar, dilapidar, disponer o enajenar sus bienes, con lo cual se 
garantiza el eficaz cumplimiento de una eventual sentencia condenatoria.

En el entendido de que el demandado tiene a su alcance los respectivos 
medios de defensa para remediar una caución desproporcionada respecto 
del crédito reclamado.

1a./J. 48/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 3/2022. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Décimo Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 4 de mayo de 2022. 
Mayoría de tres votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disi­
dentes: Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
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Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan 
Jaime González Varas y Werther Bustamante Sánchez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 336/2019, el cual dio origen a la tesis 
aislada III.2o.C.120 C (10a.), de rubro: "MEDIDAS CAUTELARES COMO 
ESPECIE ‘DE GARANTÍA’. ATENTO AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD, 
ANTE LA EXISTENCIA EN EL CÓDIGO DE COMERCIO DE DOS PROVI­
DENCIAS CUYA NATURALEZA Y TRASFONDO CONSISTE EN INMOVI­
LIZAR BIENES PARA GARANTIZAR LAS RESULTAS DEL JUICIO EN LAS 
CONTROVERSIAS EJECUTIVAS MERCANTILES, ES VIABLE DECRETAR 
EL EMBARGO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1392 Y NO LA RETEN­
CIÓN DE BIENES CONFORME AL DIVERSO 1168 DEL PROPIO ORDE­
NAMIENTO."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 8, Tomo III, diciem­
bre de 2021, página 2255, con número de registro digital: 2023908; y,

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 389/2018, el cual dio 
origen a la tesis aislada I.12o.C.145 C (10a.), de título y subtítulo: "MEDIDAS 
CAUTELARES O PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS EN MATERIA MERCAN­
TIL. PUEDEN PROMOVERSE COMO ACTO PREJUDICIAL AUN CUANDO 
EL JUICIO QUE SE PRETENDA ENTABLAR SEA DE NATURALEZA EJECU­
TIVA."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 66, Tomo III, mayo de 2019, 
página 2651, con número de registro digital: 2019872.

Tesis de jurisprudencia 48/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DELITO DE DESPOJO. SU CONSUMACIÓN ES DE CARÁCTER INSTAN­
TÁNEO Y NO PERMANENTE, POR LO QUE PARA EFECTOS DE LA APLI­



373

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

CACIÓN DE LAS REGLAS SOBRE LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
PENAL DEBE ATENDERSE A LA FECHA EN QUE MATERIALMENTE SE 
REALIZÓ LA OCUPACIÓN DEL INMUEBLE RELATIVO (LEGISLACIONES 
DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO DE SONORA).

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito analizaron normas de dis­
tintas entidades que tienen un contenido jurídico equivalente y sostuvieron 
posturas contrarias al determinar la forma de consumación del delito de 
despojo para establecer cuándo inicia el cómputo del plazo para la pres­
cripción de la acción penal. Uno de los tribunales sostuvo que el despojo 
es un delito de carácter permanente, en consecuencia, el término de pres­
cripción inicia hasta que cesa la conducta, lo cual ocurre hasta el momento 
en que el sujeto activo restituye el predio a la parte ofendida. En contraste, el 
otro órgano colegiado, con base en criterios aislados emitidos por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, determinó que el despojo es un ilícito de con­
sumación instantánea, por lo que el cómputo para la prescripción comienza 
desde que el activo ocupa el bien inmueble.

Criterio jurídico: El delito de despojo se consuma instantáneamente desde 
el momento en que el sujeto activo ocupa un inmueble de manera indebida, 
por lo que las reglas de la prescripción que extinguen la acción penal en 
este ilícito deben ser aplicadas a partir de la realización de esa conducta y 
no desde que ese bien es restituido al sujeto pasivo.

Justificación: Del contenido de los artículos 105, 108, fracción I y 237 del 
Código Penal para el Distrito Federal (aplicable para la Ciudad de México) 
y 98, 99, 105, fracción I y 323 del Código Penal para el Estado de Sonora, 
que mantienen un contenido equiparable, se desprende que el delito de 
despojo se consuma de manera instantánea porque la conducta de ocupar 
ilícitamente un inmueble ajeno se agota en su totalidad desde ese momento, 
aunque se produzcan repercusiones durante todo el tiempo en que el 
sujeto pasivo resiente la afectación en la posesión y/o propiedad que ejerce 
sobre el inmueble relativo. Para comprender esta distinción, no deben con­
fundirse las afectaciones que produce la materialización de un delito ejecu­
tado de manera instantánea con la comisión de un ilícito de consumación 
permanente.
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Ahora bien, la prescripción de la acción penal es el lapso que prevé la ley 
para que sea extinguida la pretensión punitiva, la cual transcurre de manera 
continua y su cómputo inicia, tratándose de delitos de consumación instan­
tánea, desde que el delito fue cometido, mientras que en el caso de delitos 
permanentes, el plazo comienza cuando cesa esa conducta antijurídica.

En ese sentido, el cómputo para que opere la prescripción tratándose del 
delito de despojo no debe considerarse a partir de que la conducta cesa 
en sus efectos a través de la restitución del inmueble, en primer lugar, porque 
considerarlo así haría imprescriptible el delito si es que nunca ocurre una 
restitución material, en segundo lugar, porque ese ilícito no produce una con­
sumación permanente, sino instantánea, en virtud de que la conducta típica 
de ocupar un inmueble exige de medios comisivos específicos que son los 
relativos a que se realice furtivamente, con violencia o a partir de enga­
ños, los cuales son empleados estrictamente para ejecutar el delito, pero 
que carecen de una materialización permanente. Considerar lo contrario 
implicaría desnaturalizar el delito de despojo y desatender los componen­
tes típicos que actualizan su configuración.

1a./J. 49/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 251/2022. Entre los sustentados por el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en Los Mochis, Sinaloa. 23 de noviembre de 2022. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular, y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien votó por 
la inexistencia de la contradicción. Ponente: Ministra Presidenta Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 153/2018, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.6o.P.137 P (10a.), de título y subtítulo: "DESPOJO. MIENTRAS 
SUBSISTA LA DETENTACIÓN MATERIAL DEL INMUEBLE MATERIA DE 
ESTE DELITO POR EL ACTIVO, TIENE LA NATURALEZA DE PERMA­
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NENTE O CONTINUO, POR LO QUE EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA 
QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL INICIA CUANDO 
SE RESTITUYA AL PASIVO DICHO BIEN (LEGISLACIÓN APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
61, diciembre de 2018, Tomo II, página 1084, con número de registro 
digital: 2018648; y,

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en los Mochis, Sinaloa, en apoyo del 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver al amparo en revisión 737/2021 (cuaderno auxiliar 
394/2022), en el que determinó que el delito de despojo es de consuma­
ción instantánea con efectos permanentes, pues el delito se materializa 
desde que el activo ocupa el inmueble, pero esa ocupación perdura en 
el tiempo, por lo que el plazo de prescripción inicia desde que el inculpado 
posee el predio.

Tesis de jurisprudencia 49/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESECHAMIENTO DEL RECURSO DE RECLAMACIÓN. LAS PRESIDEN­
CIAS DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PUEDEN DECRE­
TARLO CUANDO ADVIERTAN UN MOTIVO NOTORIO E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA.

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito sustentaron criterios contradic­
torios en torno a si sus presidencias pueden desechar el recurso de reclama­
ción cuando lo consideren improcedente, o si en todo caso deben admitirlo 
a trámite a efecto de que sea su Pleno quien decida lo conducente.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las presidencias de los Tribunales Colegiados de Cir­
cuito pueden desechar el recurso de reclamación cuando adviertan en forma 
notoria e indudable su improcedencia, bien sea porque dicho medio de 
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impugnación se hace valer contra acuerdos que jurisprudencialmente han 
sido considerados inimpugnables vía reclamación, o contra resoluciones 
que por mandato constitucional o legal son definitivas e inatacables.

Justificación: Atendiendo a los artículos 104 a 106 de la Ley de Amparo, el 
Magistrado presidente de un Tribunal Colegiado de Circuito, al proveer sobre 
la admisión de un recurso de reclamación, por regla general, debe admitirlo, 
con reserva de los posibles motivos de improcedencia que pudieran existir, a 
efecto de que sea el Pleno del tribunal del cual forma parte el que deter­
mine, en definitiva, lo conducente. Sin embargo, dicha regla general admite 
como excepción aquellos casos en los cuales la improcedencia de ese medio 
de defensa se advierte de forma notoria e indudable, bien sea porque se 
hace valer contra acuerdos que jurisprudencialmente han sido considerados 
inimpugnables vía reclamación (por ejemplo, acuerdos en que la presiden­
cia requiere el cumplimiento de una ejecutoria de amparo directo, o aquellos 
en los cuales sólo se ejecuta una determinación adoptada por el Pleno del 
órgano colegiado) o contra resoluciones definitivas e inatacables (entre ellas, 
las sentencias pronunciadas por los Tribunales Colegiados de Circuito al 
conocer un amparo en revisión o al resolver un diverso recurso de reclama­
ción). De este modo, cuando la improcedencia del recurso de reclamación 
se observe en forma notoria e indudable, por encuadrar en alguno de los 
casos descritos, la presidencia del Tribunal Colegiado de Circuito válida­
mente puede desecharlo en el acuerdo de trámite respectivo, a efecto de 
no dar curso a un medio de impugnación que no podría tener eficacia jurídica 
alguna por no cumplir, de manera evidente e indubitable, con los requisitos 
normativos para su procedencia. Sin que ello implique dejar indefenso al justi­
ciable, pues si la presidencia desecha un recurso de reclamación en esos 
términos, el acuerdo de trámite respectivo puede ser impugnado a través de 
un diverso recurso de reclamación que, naturalmente, tendría que ser llevado 
al conocimiento del Pleno del órgano correspondiente, dando lugar a la 
emisión de una resolución que dilucide en definitiva el caso de que se trate.

1a./J. 50/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 426/2022. Entre los sustentados por el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Séptimo Circuito. 8 de marzo de 2023. Cinco votos de 
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los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y 
la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis Gonzá­
lez Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito,  
al resolver el recurso de reclamación 43/2022, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.8o.C.4 K (11a.), de rubro: "RECLAMACIÓN EN EL AMPARO.  
EL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ESTÁ FACUL­
TADO PARA DESECHAR ESE RECURSO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 18 de noviembre de 2022 a las 
10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undé­
cima Época, Libro 19, noviembre de 2022, Tomo IV, página 3759, con 
número de registro digital: 2025522; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Cir­
cuito, al resolver los recursos de reclamación 11/2014, 33/2014, 17/2016, 
20/2016 y 39/2016, los cuales dieron origen a la tesis jurisprudencial 
VII.1o.C. J/3 (10a.), de rubro: "RECURSO DE RECLAMACIÓN. EL PRE­
SIDENTE DEL ÓRGANO COLEGIADO NO DEBE DESECHARLO, POR 
CONSIDERARLO NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE, SINO QUE DEBE 
ADMITIRLO Y TRAMITARLO, PUES EL PLENO ES EL FACULTADO PARA RE­
SOLVER SOBRE SU PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA DE MANERA 
DEFINITIVA, ELLO CON EL FIN DE PRESERVAR LA IMPARCIALIDAD Y 
LA COLEGIACIÓN DE ESA TAREA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
38, enero de 2017, Tomo IV, página 2380, con número de registro digital: 
2013548.

Tesis de jurisprudencia 50/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCIONES PERSONALES. NO PROCEDE SU EJERCICIO EN CONTRA 
DE LOS HEREDEROS EN UN JUICIO SUCESORIO CUANDO ÉSTE SE 
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TIENE POR CONCLUIDO Y SE ADJUDICARON LOS BIENES A LAS PER­
SONAS HEREDERAS (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE CAMPECHE 
Y GUANAJUATO).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
diversos criterios en cuanto a considerar si procede o no que se ejerzan 
acciones personales en contra de los herederos no obstante que ya tuvie­
ran adjudicados los bienes que formaron parte de la masa hereditaria y el 
juicio sucesorio estuviera concluido. Uno de los Tribunales consideró que 
ya no es posible ejercer una acción personal en esas circunstancias debido 
a que no existe causahabiencia del heredero con el de cujus, mientras que otro 
Colegiado consideró que sí es posible ejercer la acción personal, ya que 
no precluye el derecho de hacerlo, aunado a que existe una causahabiencia 
que obliga al heredero a responder.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que una vez que concluyó el juicio sucesorio y se adjudicaron los 
bienes a las personas herederas, no pueden ejercerse acciones persona­
les por terceros en contra de éstas, en virtud de que la relación jurídica 
que les unía con el de cujus ha terminado.

Justificación: Toda vez que la causahabiencia sólo puede tener lugar mien­
tras continúa vigente la relación jurídica en la cual el causahabiente se susti­
tuye, una vez que ha dejado de surtir efectos y se ha dado por terminada la 
relación jurídica basada en una obligación personal que el de cujus adquirió 
en vida, ya no hay obligaciones que cumplir ni derechos correlativos para 
exigir su cumplimiento una vez que se ha repartido y adjudicado el patrimonio 
del de cujus. Esto porque, por una ficción jurídica, todas las obligaciones 
personales terminan precisamente ante la declaración judicial del reparto 
del patrimonio a los herederos quienes integran dichos bienes a su patrimo­
nio sin más carga que las obligaciones reales y directas que de ellos deriven. 
Entonces, una vez que concluyó el juicio sucesorio y se adjudicaron los bienes 
de la herencia, no es posible considerar al heredero como causahabiente de 
las obligaciones personales del de cujus, dado que los bienes ya fueron 
incorporados a su patrimonio (libres de las cargas adquiridas a título perso­
nal durante la vida del de cujus) y por ende no pueden ejercitarse acciones 
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personales en contra de los herederos porque la relación jurídica que unía 
al tercero con el de cujus ya es inexistente.

1a./J. 56/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 57/2020. Entre las sustentadas por el entonces Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Cir­
cuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la 
Llave. 1 de febrero de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el entonces Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 
890/2007, el cual dio origen a la tesis aislada XVI.2o.C.T.47 C, de rubro: 
"SUCESIÓN LEGÍTIMA. UNA VEZ CONCLUIDO EL JUICIO RELATIVO, LOS 
ADJUDICATARIOS CARECEN DE LEGITIMACIÓN PASIVA, SI SE INTENTA 
UNA ACCIÓN PERSONAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANA­
JUATO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, página 2437, con 
número de registro digital: 169782; y

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, 
en apoyo del Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 1006/2019 (cuaderno auxiliar 1037/2019), en el que deter­
minó que la preclusión no puede operar respecto de derechos procesa­
les, especialmente al tratarse de personas ajenas al juicio, ya que a pesar 
de que en el juicio testamentario se haya dado cumplimiento al artículo 
119 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche 
con la publicación de los edictos respectivos para convocar a quienes 
se consideren con derecho a la herencia, y el acreedor del deudor no 
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haya concurrido a exigir el otorgamiento de escritura pública del contrato 
privado de compraventa celebrado por el autor de la herencia; tal situa­
ción no puede tornar improcedente la acción pro forma, personal o de 
otorgamiento de escritura que regulan los artículos 4 y 16 del Código 
Procesal Civil del Estado de Campeche.

Tesis de jurisprudencia 56/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA ADHESIÓN AL RECURSO DE APELACIÓN EN EL SIS­
TEMA PENAL ACUSATORIO Y ORAL. TIENEN LEGITIMACIÓN PARA 
EJERCERLO LAS PARTES QUE TENGAN DERECHO A RECURRIR LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios respecto a quiénes son los sujetos legitimados para 
ejercer el derecho de adhesión a que se refiere el artículo 473 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. Uno de los Tribunales consideró que 
el artículo 473 del Código Nacional de Procedimientos Penales legitima a 
cualquiera de las partes del proceso penal (el Ministerio Público, la víctima 
u ofendido y su asesor jurídico, así como el imputado y su defensor), mientras 
que el otro Colegiado sostuvo que sólo tienen legitimación para acudir a la 
adhesión las partes que tengan intereses contrarios al apelante principal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina, a partir de una interpretación sistemática de los artículos 105, 456, 
458 y 473 del Código Nacional de Procedimientos Penales, que la legitima­
ción para adherirse a un recurso corresponde a todas las partes del proceso 
penal que, a su vez, tengan derecho a interponer un recurso de apelación.

Justificación: La tutela judicial efectiva comprende el deber de los juzgado­
res de buscar en cada caso la interpretación más favorable al ejercicio de la 
acción. Ante la duda, los requisitos y presupuestos procesales deben inter­
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pretarse privilegiando la tramitación del proceso respectivo. En el caso de 
la adhesión, esta aproximación interpretativa debe operar con mayor razón, 
pues la legislación estudiada no contempla mayores restricciones en térmi­
nos de las partes habilitadas para adherirse a un recurso. El artículo 473 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales establece que el derecho a la 
adhesión le corresponde a "quien tenga derecho a recurrir". El artículo refe­
rido no restringe el campo de sujetos legitimados para acudir a la adhesión, 
en función de la parte que oponga la apelación principal. Ante la ausencia 
de una delimitación mayor, si los artículos 105, 456 y 458 establecen quiénes 
tienen derecho a recurrir (el imputado y su defensor, el Ministerio Público, la 
víctima u ofendido, y su asesor jurídico), las partes mencionadas en dichos 
artículos son quienes están legitimadas para adherirse a un recurso.

1a./J. 57/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 164/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 25 de enero de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 117/2020, en el que sostuvo que la 
adhesión al recurso de apelación establecida en el artículo 473 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, no es accesoria al principal, 
por lo que cualquiera de las partes legitimadas para interponer el recurso 
de apelación principal se encuentra en aptitud para plantearlo, así como 
que los agravios que formulen en la misma pueden relacionarse con los 
aspectos de la determinación que les perjudique y no únicamente deben 
dirigirse a fortalecer las consideraciones que les beneficiaron; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 544/2018, el cual dio origen a 



382

Suprema Corte de Justicia de la Nación

la tesis aislada III.1o.P.7 P (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE 
APELACIÓN ADHESIVA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 473 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. EL INTERPUESTO CONTRA 
LAS CONSIDERACIONES DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA QUE CAU­
SEN PERJUICIO AL ADHERENTE ES IMPROCEDENTE.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de mayo de 2019 a las 
10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 66, mayo de 2019, Tomo III, página 2724, con número de 
registro digital: 2019921.

Tesis de jurisprudencia 57/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2023 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA ADHESIÓN AL RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO Y ORAL. PUEDE INCORPORAR AGRAVIOS QUE 
BUSQUEN REBATIR O FORTALECER LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios respecto al tipo de agravios que pueden incluirse 
en la adhesión al recurso de apelación en el sistema penal acusatorio y oral, 
a que se refiere el artículo 473 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les. Uno de los Tribunales sostuvo que los agravios del adherente sólo pueden 
buscar fortalecer las consideraciones de la resolución recurrida debido a su 
naturaleza como medio de impugnación accesorio, mientras que el otro 
Tribunal señaló que los agravios no forzosamente deben buscar favorecer 
el sentido del fallo apelado, pues el artículo 473 del código aludido no esta­
blece limitación alguna.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el derecho a la adhesión previsto en el artículo 473 
del Código Nacional de Procedimientos Penales puede incorporar agravios 
que busquen rebatir o fortalecer la resolución impugnada.

Justificación: Los artículos 473 y 458 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales regulan el derecho de adhesión y el concepto de agravio. Dichas 
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disposiciones no contemplan un límite expreso en relación con el tipo de 
agravios que se pueden formular en la adhesión. La legislación simplemente 
sostiene que la adhesión puede incluir agravios, es decir, argumentos rela­
cionados con una decisión judicial que pueda generar una afectación. La falta 
de restricciones en relación con el sentido de los agravios que puede incluir 
la adhesión es consistente con la amplitud de sujetos legitimados que con­
templa. Si la adhesión estuviera reservada a la parte que obtuvo una resolu­
ción favorable, podría pensarse que el propósito de la adhesión es fortalecer 
la resolución materia de impugnación. Si la adhesión estuviera reservada al 
sujeto cuyos intereses no hubieran prevalecido en la resolución impugnada, 
podría pensarse que la adhesión debe buscar revocar la resolución impug­
nada. Sin embargo, la legislación no hace este tipo de restricciones implícita 
ni explícitamente en relación con los sujetos legitimados; por lo tanto, tam­
poco es posible acotar el tipo de agravios que se pueden incluir en la 
adhesión.

1a./J. 58/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 164/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 25 de enero de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 117/2020, en el que sostuvo que la 
adhesión al recurso de apelación establecida en el artículo 473 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, no es accesoria al principal, por lo 
que cualquiera de las partes legitimadas para interponer el recurso de 
apelación principal se encuentra en aptitud para plantearlo, así como 
que los agravios que formulen en la misma pueden relacionarse con los 
aspectos de la determinación que les perjudique y no únicamente deben 
dirigirse a fortalecer las consideraciones que les beneficiaron; y,
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 544/2018, el cual dio origen a la 
tesis aislada III.1o.P.7 P (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE APE­
LACIÓN ADHESIVA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 473 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. EL INTERPUESTO CONTRA 
LAS CONSIDERACIONES DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA QUE CAU­
SEN PERJUICIO AL ADHERENTE ES IMPROCEDENTE.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación el viernes 24 de mayo de 2019 a 
las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 66, mayo de 2019, Tomo III, página 2724, con nú­
mero de registro digital: 2019921.

Tesis de jurisprudencia 58/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2023 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA ADHESIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO Y 
ORAL. SU NATURALEZA ES AUTÓNOMA E INDEPENDIENTE.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios respecto a la naturaleza del derecho a la adhesión pre­
visto en el artículo 473 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Mien­
tras un Colegiado consideró que la apelación adhesiva tiene una naturaleza 
autónoma, el otro Tribunal Colegiado concluyó que se trata de un medio de 
impugnación accesorio.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el derecho a la adhesión a que se refiere el artículo 
473 del Código Nacional de Procedimientos Penales es un derecho autónomo 
e independiente.

Justificación: La autonomía de un recurso se desprende de su posibilidad 
de existir de manera independiente. Un recurso es autónomo cuando puede 
existir sin depender de otro medio de impugnación. En cambio, un recurso 
es accesorio cuando se encuentra sujeto a la existencia de otro recurso. En el 
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caso de la adhesión, el artículo 473 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales establece que los plazos y condiciones para interponer la adhesión 
se encuentran supeditados a que exista un recurso de apelación principal. 
Sin embargo, la sola existencia de un vínculo entre ambas figuras no es una 
razón determinante para resolver que una figura dependa de otra. Se requiere 
explorar cómo se desenvuelve ese vínculo. En el caso de la adhesión, debe 
destacarse lo dispuesto en el artículo 460 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales. Según esta disposición, el desistimiento de algún recurso 
no afecta a los adherentes. Como consecuencia, aun cuando el recurrente 
principal renunciara a sus pretensiones, ello no repercutiría en lo alegado por 
el adherente. En atención a que la adhesión sólo depende de la apelación 
principal, en cuanto a los plazos de interposición, pero puede subsistir y ser 
resuelta incluso si el apelante principal se desiste de su recurso, la adhesión 
tiene una naturaleza autónoma.

1a./J. 59/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 164/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 25 de enero de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 117/2020, en el que sostuvo que la 
adhesión al recurso de apelación establecida en el artículo 473 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, no es accesoria al principal, por 
lo que cualquiera de las partes legitimadas para interponer el recurso de 
apelación principal se encuentra en aptitud para plantearlo, así como 
que los agravios que formulen en la misma pueden relacionarse con los 
aspectos de la determinación que les perjudique y no únicamente deben 
dirigirse a fortalecer las consideraciones que les beneficiaron; y,



386

Suprema Corte de Justicia de la Nación

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 544/2018, el cual dio origen a la 
tesis aislada III.1o.P.7 P (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE APE­
LACIÓN ADHESIVA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 473 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. EL INTERPUESTO CONTRA 
LAS CONSIDERACIONES DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA QUE CAU­
SEN PERJUICIO AL ADHERENTE ES IMPROCEDENTE.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación el viernes 24 de mayo de 2019 a 
las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 66, mayo de 2019, Tomo III, página 2724, con nú­
mero de registro digital: 2019921.

Tesis de jurisprudencia 59/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2023 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

NULIDAD DE LA NOTIFICACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 88 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. CONSTITUYE UN 
MEDIO ORDINARIO DE DEFENSA IDÓNEO PARA IMPUGNAR COMUNICA­
CIONES PROCESALES, POR LO QUE DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE 
A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios discrepantes sobre si previo a promover el juicio de amparo indirecto 
en contra de una notificación que se estima que causa indefensión y que no 
cumple con las formalidades legales, es necesario agotar la nulidad de la noti­
ficación a que se refiere el artículo 88 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales; o se actualiza la excepción al principio de definitividad, prevista en 
el último párrafo de la fracción XVIII del artículo 61 de la Ley de Amparo. Al res­
pecto, uno de los órganos jurisdiccionales consideró que la citada norma 
procesal penal no establecía la forma, los términos y el plazo, ni remitía a 
algún otro precepto legal para la tramitación de la nulidad de la notificación; 
por lo que la parte quejosa no estaba obligada a interponerla de forma previa 
a la promoción del juicio constitucional, al actualizarse la excepción al prin­
cipio de definitividad, prevista en el último párrafo de la fracción XVIII del 
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artículo 61 de la Ley de Amparo. El otro Tribunal Colegiado estimó que ese 
supuesto de excepción al principio de definitividad no se actualizaba porque 
los artículos 88, 97 y 98 del Código Nacional de Procedimientos Penales esta­
blecían los requisitos para tramitar el medio ordinario de defensa, de manera 
que su procedencia no se encontraba sujeta a interpretación adicional, ni su 
fundamento legal era insuficiente para determinarla.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la nulidad de la notificación prevista en el artículo 88 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, es un medio ordinario de defensa 
idóneo para combatir las comunicaciones procesales que se practican en el 
proceso penal acusatorio y oral; y por tanto, debe agotarse previamente 
a promover el juicio de amparo indirecto, al no actualizarse la causa de 
excepción al principio de definitividad, prevista en el artículo 61, fracción 
XVIII, último párrafo, de la Ley de Amparo.

Justificación: La figura jurídica de la nulidad de la notificación que se prevé 
en el artículo 88 del Código Nacional de Procedimientos Penales, contenido en el 
Título IV, del Libro Primero, denominado: "Actos Procedimentales", dentro 
del Capítulo V, que se intitula: "Notificaciones y Citaciones", se erige como un 
medio de defensa idóneo para los efectos del principio de definitividad 
en el juicio de amparo porque tiene el potencial de nulificar las notificaciones 
que se practican en el proceso penal acusatorio y oral, y sobre todo, los efec­
tos jurídicos que producen, cuando las partes estimen que las coloca en 
estado de indefensión y no se ajustan a las correspondientes formalidades 
legales. Asimismo, ofrece seguridad jurídica porque no requiere que el justi­
ciable acuda a algún ejercicio de interpretación adicional para entender, con 
suficiente claridad, sobre su procedencia. Ello, porque su sentido gramati­
cal es simple, pues se desprende que su propósito es que las notificacio­
nes que se realicen en el proceso penal acusatorio y oral, se declaren nulas 
cuando coloquen a los promoventes en estado de indefensión y no se ajusten 
a las correspondientes formalidades legales. De igual forma, sus requisitos 
de procedencia se encuentran concreta y suficientemente determinados, ya 
que para conocerlos, basta con remitirse al capítulo VII, titulado "Nulidad de 
Actos Procedimentales", que se ubica dentro del mismo Título IV, al que siste­
máticamente pertenece el citado artículo 88 del Código Nacional de Pro­
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cedimientos Penales, en el que el legislador federal, a través de los artículos 
97, 98, 101 y 102, señala de manera precisa el plazo, la forma, los sujetos legiti­
mados y la autoridad ante quien se tramita la nulidad de los actos procesales 
en general, a cuya especie pertenece la nulidad de las notificaciones, y por 
tanto, le resultan perfectamente aplicables. Consecuentemente, no se actua­
liza el supuesto previsto en el último párrafo de la fracción XVIII del artículo 61 
de la Ley de Amparo, que incorpora un régimen especial de excepción al 
principio de definitividad haciendo optativo para el justiciable hacer valer 
el medio ordinario de defensa, o bien, acudir directamente a la instancia 
constitucional porque el fundamento legal de la nulidad de la notificación, 
no es insuficiente para determinar su procedencia como medio ordinario de 
defensa y no requiere de una interpretación adicional para determinarla. Así, 
cuando alguna persona inmersa en un proceso penal acusatorio y oral pretenda 
impugnar una notificación que estima la coloca en estado de indefensión y 
no cumpla con las formalidades legales, previo a promover el juicio de amparo 
indirecto, le es obligatorio agotar el señalado medio ordinario de defensa, 
a fin de que su pretensión constitucional no se declare improcedente.

1a./J. 60/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 206/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 
18 de enero de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministro Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Héctor Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al 
resolver la queja 484/2021, en la que estimó que el incidente de nulidad no 
encuadraba en el supuesto de excepción al principio de definitividad que 
se prevé en el último párrafo de la fracción XVIII del artículo 61 de la Ley de 
Amparo, porque su procedencia no se encontraba sujeta a interpretación 
adicional, ni su fundamento legal era insuficiente para determinarla, ya 
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que de los artículos 88, 97 y 98 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, claramente se desprendía la forma en que se debía presentar el 
incidente; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Adminis­
trativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
475/2019, el cual dio origen a la tesis aislada XVII.2o.P.A.43 P (10a.), de 
título y subtítulo: "NOTIFICACIONES EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO 
Y ORAL. AL NO ESTABLECER EL ARTÍCULO 88 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES UN MEDIO IDÓNEO Y EFICAZ PARA 
IMPUGNAR LAS PRACTICADAS DURANTE ALGUNA DE SUS ETAPAS, 
SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN SU 
CONTRA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
16 de abril de 2021 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 85, abril de 2021, Tomo III, 
página 2307, con número de registro digital: 2022972.

Tesis de jurisprudencia 60/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO SUCESORIO INTESTAMENTARIO. LA PERSONA QUE ADUCE 
TENER DERECHOS HEREDITARIOS Y NO FUE LLAMADA AL PROCEDI­
MIENTO TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO A PESAR DE HABERSE CERRADO LA PRIMERA ETAPA 
DEL PROCEDIMIENTO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de diver­
sos amparos en revisión sostuvieron criterios contradictorios en torno a la 
procedencia del juicio de amparo indirecto promovido por una persona tercera 
extraña –una típica y otra por equiparación– contra la falta de llamamiento 
a un juicio sucesorio intestamentario en el que ya se había cerrado la pri­
mera etapa y no se le había reconocido el carácter de heredera. Mientras 
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que uno de los colegiados consideró que la procedencia del juicio no depen­
día de que el sucesorio hubiere concluido en todas sus etapas, así como 
que tampoco era exigible que la interesada agotara los medios ordinarios 
de defensa antes de acudir al juicio biinstancial; el otro concluyó que un 
amparo indirecto de las características descritas resultaba improcedente 
porque todavía no se había dictado la resolución de partición y adjudicación 
con la que culminara la última etapa del juicio sucesorio, aunado a que la 
parte interesada debía agotar previamente el incidente de nulidad, aun 
cuando no hubiere sido señalada como presunta heredera en la denuncia 
del intestamentario de origen.

Criterio jurídico: El juicio de amparo indirecto es procedente cuando una 
persona que aduce tener derechos hereditarios lo promueve en contra 
de la falta de llamamiento a un juicio sucesorio intestamentario en el que ya se 
cerró la primera etapa y no se le reconoció el carácter de heredera, sin nece­
sidad de que espere al dictado de la resolución de partición y adjudicación, 
ni de que agote los medios ordinarios de defensa, dada la calidad de tercera 
extraña que le asiste, ya sea de modo típico o por equiparación, siempre y 
cuando no haya perdido este carácter.

Justificación: Por regla general, el juicio de amparo sólo procede en contra de 
la resolución definitiva con que culminen los juicios o procedimientos segui­
dos en forma de juicio. Una excepción opera cuando el juicio lo promueven 
personas extrañas al procedimiento, ya sean típicas o por equiparación, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 107, fracciones III, inciso c), y 
VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 107, frac­
ción VI, de la Ley de Amparo.

Ahora, los juicios sucesorios intestamentarios se componen de varias etapas, 
siendo la última de ellas la que culmina con la aprobación de la resolu­
ción de partición y adjudicación. Al respecto, si una persona que aduce tener 
derechos hereditarios y que no fue llamada al juicio correspondiente (por 
omisión o deficiencia), ni declarada heredera al cierre de la primera etapa 
del intestamentario, puede promover el juicio de amparo indirecto en contra del 
acto omisivo que la excluyó de la intervención, de forma inmediata y sin 
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necesidad de esperar el dictado de la sentencia definitiva, ni de agotar los 
medios ordinarios de defensa previstos como parte del juicio sucesorio.

Lo que resulta lógico, pues, al no ser parte del procedimiento no tiene cono­
cimiento completo y exacto de la existencia del juicio, de manera que 
no está en aptitud de saber cuándo se dicta la resolución definitiva, ni cuáles 
son los recursos ordinarios o medios legales de defensa existentes dentro 
de aquél.

Además, dada la lógica y naturaleza dividida de los juicios sucesorios intes­
tamentarios, una vez cerrada cada etapa en forma definitiva, las violacio­
nes que en su caso se comentan quedan materializadas desde ese momento 
y no variarán con el dictado de la resolución final, lo que actualiza una 
razón adicional para admitir la procedencia del juicio de amparo biinstancial 
en este tipo de casos.

Sin embargo, para que la procedencia del juicio opere en los términos 
apuntados, es necesario que el derecho a reclamar la herencia no haya 
prescrito y que la persona que alegue un derecho sobre la masa hereditaria 
no haya perdido la calidad de tercera extraña al procedimiento, ya sea por 
haber comparecido al juicio o por haber tenido conocimiento completo y 
exacto de su existencia.

1a./J. 61/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 359/2022. Entre los sustentados por el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Sexto Circuito. 22 de febrero de 2023. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Mariana Aguilar Aguilar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 54/2022, en el que concluyó que la proce­



392

Suprema Corte de Justicia de la Nación

dencia del juicio de amparo indirecto promovido por una persona tercero 
extraña a un juicio sucesorio intestamentario no depende de que éste 
haya concluido o no, sino que basta con que la persona sostenga que no 
fue llamada al juicio sucesorio y que, por ende, no fue reconocida con el 
carácter de heredera al cierre de la primera etapa, para tener por actua­
lizada la hipótesis de procedencia contenida en el artículo 107, fracción 
VI, de la Ley de Amparo. Adicionalmente, sostuvo que en ese tipo de 
casos no es exigible que el posible heredero agote los recursos ordina­
rios previstos en los códigos de procedimientos civiles, pues, al no ser 
parte en el juicio sucesorio, no tiene acceso a ellos por la calidad de 
tercero extraño que ostenta; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 344/2007, el cual dio origen a la 
tesis aislada VI.2o.C.597 C, de rubro: "EMPLAZAMIENTO A JUICIO SUCE­
SORIO INTESTAMENTARIO. SI EL JUICIO DE ORIGEN NO HA CONCLUIDO 
POR RESOLUCIÓN FIRME, EN LA QUE SE APRUEBE LA PARTICIÓN Y 
ADJUDICACIÓN DE LOS BIENES, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO PRO­
MOVIDO PARA RECLAMAR LA FALTA O ILEGALIDAD DE AQUÉL, SI 
NO SE AGOTA EL INCIDENTE DE NULIDAD DE TODO LO ACTUADO A 
PARTIR DE LA DENUNCIA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 769, FRACCIÓN 
III, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL ESTADO DE PUEBLA.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, febrero de 2008, 
página 2270, con número de registro digital: 170323.

Tesis de jurisprudencia 61/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE OTORGAMIENTO Y FIRMA DE 
ESCRITURA (ACCIÓN PROFORMA). NO LO TIENE LA PERSONA QUE 
RECLAMA SU FALTA DE LLAMAMIENTO OSTENTÁNDOSE COMO PRO­
PIETARIA DEL INMUEBLE OBJETO DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
decisiones opuestas al determinar si tiene o no interés jurídico la persona que, 
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al ostentarse como propietaria del inmueble, reclama la falta de llamamiento al 
juicio de otorgamiento y firma de escritura (acción proforma).

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que no tiene interés jurídico en el juicio de acción proforma la 
persona que se ostenta como propietaria del inmueble para reclamar su falta 
de llamamiento, ya que no le genera ningún perjuicio, pues en el juicio no se 
está dirimiendo un derecho real de propiedad sobre el inmueble, sino un 
derecho personal para la formalización de un contrato de compraventa, a 
través de una escritura pública.

Justificación: La acción proforma prevista en los artículos 1833 y 2232 del 
Código Civil para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), así como en 
el diverso 27 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 
(ahora Ciudad de México), se refiere a la facultad que tienen cualquiera de 
las partes −si el consentimiento consta de manera fehaciente en un contrato−, 
a exigir que se le dé la forma legal a éste y en caso de que el demandado 
no lo haga, lo hará el Juez en su rebeldía. Esta acción es de naturaleza per­
sonal, ya que bajo ese título se pide el otorgamiento y firma del contrato −en 
el caso de compraventa de inmuebles−, porque aún se carece de la forma 
para ejercer el derecho y para su ejercicio debe regir el principio jurídico 
res inter alios acta, que significa que el contrato base de la acción sólo 
obligaría a las partes contratantes y no a terceras ajenas; en tanto que el fin 
que se busca con su tramitación es únicamente dar forma al contrato con 
la obtención de la escritura relativa y obtener el pleno derecho sobre la cosa, 
no de manera directa, sino con base en el documento en el que se describa el 
acto jurídico, el cual es necesario para contar con un derecho real y poder 
ejercer otro tipo de acciones. Luego, si al tener conocimiento de alguna 
resolución dictada por autoridad judicial competente, una persona consi­
dera que le puede causar algún perjuicio y por ello pueda ser parte en un 
juicio de acción proforma, es necesario que se satisfaga el requisito de inte­
rés jurídico en dicho juicio, esto es, debe generarle algún perjuicio el acto 
reclamado; lo cual no sucede cuando ésta se ostenta como propietaria del 
inmueble, porque el fin que se busca con la tramitación de la acción pro­
forma es que se dé forma al contrato con la obtención de la escritura rela­
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tiva, pero no que se reconozca un derecho real de propiedad del inmueble, 
que es lo que sí le generaría perjuicio.

1a./J. 67/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 158/2021. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 1 de marzo 
de 2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Disidentes: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reser­
vó su derecho para formular voto particular, y Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 79/2020, en 
el que determinó que la acción de otorgamiento y firma de escritura o 
proforma que faculta al perjudicado, por falta de título legal, para exigir 
del obligado la expedición del documento correspondiente, se trata de 
una acción personal que sólo afecta a las partes involucradas en el con­
trato; por lo que la propiedad del inmueble no constituye un elemento de 
la acción proforma, ni lo determinado sobre ella puede tener trascenden­
cia sobre los derechos de terceras personas, ya que únicamente vincula 
a las partes involucradas con esa acción. En ese contexto, si en vía de 
amparo una persona se ostenta como tercero extraño, aduciendo que 
tiene interés jurídico porque en el juicio natural se demandó el otorgamiento 
y firma de la escritura sobre un bien que señala ser de su propiedad; 
entonces, el derecho de audiencia, que refiere no se respetó, radica en un 
derecho real distinto al que se persiguió con la acción personal proforma, 
propiedad que no podría analizarse dentro de la acción personal pues se 
desnaturalizaría; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir­
cuito al resolver el amparo en revisión 271/2017, el cual dio origen a la 
tesis aislada I.3o.C.360 C (10a.), de título y subtítulo: "ACCIÓN PROFORMA. 
TIENE INTERÉS JURÍDICO LA PERSONA QUE, OSTENTÁNDOSE COMO 
PROPIETARIA DEL INMUEBLE, RECLAMA SU FALTA DE LLAMAMIENTO 
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AL JUICIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 73, diciembre de 
2019, Tomo II, página 1017, con número de registro digital: 2021187.

Tesis de jurisprudencia 67/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecinueve de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE EN CONTRA DE LA RESO­
LUCIÓN SOBRE LA MEDIDA PROVISIONAL DE RESTITUCIÓN DE BIENES 
INMUEBLES OBJETO DE DELITO, SIN NECESIDAD DE AGOTAR ALGÚN 
RECURSO ORDINARIO PREVISTO EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PRO­
CEDIMIENTOS PENALES.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios respecto a si es necesario o no agotar algún recurso 
ordinario previsto por el Código Nacional de Procedimientos Penales a fin 
de cumplir con el principio de definitividad y combatir, vía amparo indirecto, la 
resolución concerniente a la medida provisional de restitución de bienes 
inmuebles objeto del delito, prevista por el artículo 111 del mismo orde­
namiento.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que no es necesario agotar algún medio de impugnación ordina­
rio previsto en el Código Nacional de Procedimientos Penales como condición 
para promover un juicio de amparo indirecto en contra de la resolución que 
concierne a la medida provisional de restitución de bienes inmuebles objeto 
del delito, prevista por el artículo 111 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales.

Justificación: En los artículos 465 y 467 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales, se prevén los recursos de revocación y de apelación a través 
de los cuales diversas resoluciones judiciales pueden ser modificadas, 
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revocadas o nulificadas; sin embargo, dentro de las hipótesis previstas en 
ambas disposiciones legales, no se encuentra el supuesto relativo a la impug­
nación de la orden como medida provisional de restituir el inmueble materia 
del delito en favor del ofendido. De manera específica, ninguna de las once 
fracciones del artículo 467 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
contempla el supuesto a través del cual se ordena como medida provisional 
a favor de la víctima u ofendido del delito, restablecer las cosas al estado 
previo en que se encontraban, según lo dispone el artículo 111 del mismo 
ordenamiento. De esta manera, si el recurso de apelación no está dise­
ñado para combatir la resolución reclamada en el juicio de amparo, entonces, 
no puede exigirse a la parte quejosa que agote ese medio de impugnación 
antes de acudir a la vía constitucional. En términos del artículo 61, frac­
ción XVIII, último párrafo, de la Ley de Amparo, la exigencia de agotar recur­
sos ordinarios, antes de acudir al juicio de amparo, sólo puede operar en 
aquellos casos en los que, tanto la parte quejosa como el órgano aplicador 
de las normas adjetivas ordinarias, no se ven en la necesidad de realizar un 
ejercicio interpretativo "adicional" (demasiado sofisticado o complejo) para 
tener la certeza de que, efectivamente, procede un medio de control ordi­
nario. En el caso, se necesitaría un razonamiento analógico de relativa 
complejidad para caracterizar la medida provisional prevista en el artículo 
111 del Código Nacional de Procedimientos Penales como una figura asimi­
lable a una providencia precautoria o a una medida cautelar, por ser supues­
tos explícitamente susceptibles de apelación. Ese razonamiento únicamente 
podría lograrse a partir de un discernimiento sobre la naturaleza de las 
medidas comparadas y sobre la genuina intención del legislador. Exigir a 
la parte quejosa la realización de ese ejercicio interpretativo resultaría en un 
obstáculo procesal injustificado e incompatible con lo dispuesto en el artículo 
61, fracción XVIII, último párrafo, de la Ley de Amparo, el cual pretende hacer 
del juicio de amparo un medio de control accesible y efectivo.

1a./J. 71/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 35/2022. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito, el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
de Trabajo del Octavo Circuito, el Octavo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sép­
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timo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo 
Circuito. 22 de febrero de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Patricia del Arenal Urueta.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 64/2019, en el que sostuvo que sí procede el recurso 
de apelación previsto por el artículo 467, fracción V, del Código Nacio­
nal de Procedimientos Penales en contra de la determinación que recae a la 
medida de restitución prevista en el artículo 111 del mismo ordenamiento. 
Por tanto, consideró que dicho medio de impugnación debe ser agotado 
para cumplir con el principio de definitividad que rige el juicio de amparo;

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 107/2016, el cual dio 
origen a la tesis aislada VIII.P.T.1 P (10a.), de título y subtítulo: "MEDIDA 
PROVISIONAL QUE ORDENA RESTITUIR A LA VÍCTIMA U OFENDIDO EL 
BIEN INMUEBLE OBJETO DEL DELITO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 111 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. AL NO 
ENCONTRARSE EN NINGUNA DE LAS HIPÓTESIS DE PROCEDENCIA 
DE LOS RECURSOS DE REVOCACIÓN Y APELACIÓN EN SU CONTRA, ES 
IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO [INAPLI­
CABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 119/2011 (9a.)].", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de febrero de 
2017 a las 10:26 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 39, febrero de 2017, Tomo III, página 2309, con 
número de registro digital: 2013759;

El sostenido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 130/2019, en el que consideró que 
la medida de restitución prevista por el artículo 111 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales no corresponde a una medida cautelar o provi­
dencia precautoria respecto de la cual el artículo 467 de dicho ordenamiento 
establezca expresamente la procedencia del recurso de apelación. En con­
secuencia, estimaron innecesaria su interposición antes de promover el 
juicio de amparo indirecto;



398

Suprema Corte de Justicia de la Nación

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al 
resolver la queja 4/2020, en la que consideró que la medida de restitución 
prevista por el artículo 111 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
no corresponde a una medida cautelar o providencia precautoria respecto 
de la cual el artículo 467 de dicho ordenamiento establezca expresamente 
la procedencia del recurso de apelación. En consecuencia, estimaron inne­
cesaria su interposición antes de promover el juicio de amparo indirecto; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 288/2019 y 358/2019, los 
cuales dieron origen a la tesis aislada VII.2o.P.12 P (10a.), de título y sub­
título: "MEDIDA PROVISIONAL DE RESTITUCIÓN DE BIENES INMUE­
BLES OBJETOS DEL DELITO A LA VÍCTIMA U OFENDIDO, PREVISTA EN 
EL ARTÍCULO 111 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DIRIME SU SOLICITUD ES 
IMPROCEDENTE EL RECURSO DE APELACIÓN, POR LO QUE ES INNE­
CESARIO AGOTARLO PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 
1a./J. 119/2011 (9a.)].", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 6 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 80, noviem­
bre de 2020, Tomo III, página 2077, con número registro digital: 2022369.

Tesis de jurisprudencia 71/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DOCUMENTOS CERTIFICADOS EXHIBIDOS EN JUICIO EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 100 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. PARA 
QUE SU CERTIFICACIÓN SE CONSIDERE DEBIDAMENTE REALIZADA 
Y PUEDA SURTIR EFECTOS LA PRESUNCIÓN CONTENIDA EN LA LEY, 
SE DEBEN ACOMPAÑAR LOS DOCUMENTOS QUE ACREDITAN LA PER­
SONALIDAD Y FACULTADES DE QUIEN LOS CERTIFICA. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito y un Pleno de Circuito sustentaron 
posturas contradictorias al dilucidar si –para que surta efectos la presun­
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ción de legalidad de los documentos certificados y exhibidos en términos 
del artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito– resulta indispensable 
que se exhiban los documentos que justifiquen la personalidad y facultades 
de los funcionarios que hicieron la certificación referida o si, por el contrario, 
basta con la mención del acto jurídico a través del cual fueron nombrados 
y facultados, así como los datos de inscripción en el Registro Público de 
Comercio. Por una parte, el Tribunal Colegiado consideró que para cum­
plir con la exigencia a que se refiere el artículo 100 de la Ley de Instituciones 
de Crédito, basta con que en la certificación se asienten los datos relativos al 
nombre del funcionario previamente autorizado para tal efecto y los datos de 
inscripción del nombramiento respectivo en el Registro Público de Comercio. 
Por el contrario, el Pleno de Circuito determinó que los documentos certifi­
cados y exhibidos en términos del artículo 100 en comento, deben acompa­
ñarse con los documentos que acrediten la personalidad y las facultades del 
funcionario autorizado para tales efectos.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala sostiene que, para que los documen­
tos certificados en términos del artículo 100 de la Ley de Instituciones de 
Crédito, exhibidos dentro de juicios mercantiles por las instituciones de cré­
dito, gocen del mismo valor probatorio que los libros, registros y documen­
tos microfilmados o grabados en discos ópticos, o conservados a través de 
cualquier otro medio autorizado, deben acompañarse con el documento 
que acredite la personalidad y las facultades del funcionario autorizado para 
realizar dicha certificación.

Justificación: En congruencia con los principios de proximidad y facilidad 
probatoria, así como de la aplicación analógica de los criterios emitidos por 
la Primera Sala al resolver las contradicciones de tesis 128/2018 y 206/2020, 
corresponde a las instituciones de crédito soportar la carga de la prueba 
respecto a la acreditación de la personalidad y las funciones de los funcio­
narios que certifican la información aportada dentro de un juicio mercantil, 
en términos del artículo 100 de la ley en comento. Ello, con la finalidad de 
dotar a los jueces de mayores elementos que, en conjunto, le permitan resol­
ver una controversia en torno a la autenticidad de la información aportada. 
Lo anterior, sin que pueda estimarse como una imposición excesiva en 
detrimento del principio de igualdad procesal de las partes, toda vez que las 
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instituciones de crédito no sólo tienen a su alcance los estados financieros 
y demás documentos derivados de las operaciones bancarias efectuadas por 
los usuarios, sino también la relación de nombramientos y funciones de su 
personal. De ahí que las instituciones de crédito gozan de mayor facilidad 
para aportar tales probanzas.

1a./J. 72/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 300/2022. Entre los sustentados por el Pleno en Mate­
ria Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Cuarto Circuito. 19 de abril de 2023. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reser­
varon su derecho para formular voto de minoría. Ponente: Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Gregorio Delfino Castillo 
Porras.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contra­
dicción de tesis 17/2017, la cual dio origen a la jurisprudencia PC.I.C. 
J/62 C (10a.), de título y subtítulo: "TIRAS AUDITORAS CERTIFICADAS EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 100 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
CRÉDITO. CUANDO SE EXHIBEN EN JUICIO DICHOS REGISTROS 
ELECTRÓNICOS DEBEN ACOMPAÑARSE CON EL DOCUMENTO QUE 
ACREDITE LA PERSONALIDAD Y LAS FACULTADES DEL FUNCIONA­
RIO QUE LAS CERTIFICA.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 2 de febrero de 2018 a las 10:04 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, febrero 
de 2018, Tomo II, página 992, con número de registro digital: 2016140; y

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 387/2021 (relacionado con el amparo 
directo 393/2021), en el que determinó que para que surta efectos la pre­
sunción de certeza y eficacia probatoria de los documentos certificados 
a que se refiere el artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito, basta 
con que en la certificación se asienten los datos relativos al nombre del 
funcionario previamente autorizado para tal efecto y los datos de inscrip­
ción del nombramiento respectivo en el Registro Público de Comercio.
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Tesis de jurisprudencia 72/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de mayo de dos mil veintitrés.

Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 
128/2018 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 66, Tomo II, 
mayo de 2019, página 1157, con número de registro digital: 28661.

La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 206/2020 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 1, Tomo II, mayo 
de 2021, página 1693, con número de registro digital: 29801.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SECUESTRO. PARA TENER POR ACTUALIZADA LA AGRAVANTE DE ESTE 
DELITO, CONTENIDA EN EL INCISO A) DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 
10 DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELI­
TOS EN MATERIA DE SECUESTRO, DEBE ENTENDERSE POR "CAMINO 
PÚBLICO" AQUEL QUE SE ENCUENTRE FUERA DE LOS LÍMITES POBLA­
CIONALES.

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes llegaron a conclusiones 
divergentes al determinar qué debe entenderse por el elemento objetivo-
normativo "camino público" que establece la agravante del delito de secues­
tro contenida en el inciso a) de la fracción I del artículo 10 de la Ley General 
para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que para tener por actualizada la agravante del delito de 
secuestro prevista en el inciso a) de la fracción I del artículo 10 de la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, debe 
entenderse como "camino público" aquel que se encuentre fuera de los lími­
tes poblacionales y sea de uso público, teniendo como característica que se 
sitúe sobre suelo rústico, el cual si bien no ha sido construido para la circu­
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lación, a la vez sirva para el tránsito de vehículos, personas, animales y/o 
vehículos que se utilicen para instalaciones o explotaciones agrarias.

Justificación: Esta Sala considera que, para definir el elemento normativo 
"camino público", se debe atender a la definición que establece el Diccionario 
Panhispánico del Español Jurídico, a saber, "Vía de dominio público que no ha 
sido construida para la circulación de vehículos automóviles, aunque ocasio­
nalmente puede ser apta para ello, facilita el tránsito de personas y animales 
o de vehículos que sirven a instalaciones o explotaciones agrarias, y está 
ubicada en suelo clasificado como rústico.". Como puede observarse, el 
término "camino público" tiene una característica peculiar relativa a que 
éste se encuentre en un suelo rústico, el cual, si bien no ha sido construido 
para la circulación, a la vez sirve de paso para vehículos, personas, animales 
y/o vehículos que se utilicen para instalaciones o explotaciones agrarias. 
Refuerza lo anterior, el hecho de que el legislador haya redactado la agra­
vante con tres supuestos: "camino público" o "lugar desprotegido" o "lugar 
solitario". Estos elementos de la agravante se refieren a lugares bajo un género 
o categoría común, lo que responde a que el secuestro se cometa en luga­
res que se caracterizan por la ausencia de personas. Por ello, se corrobora 
la idea de que el concepto de "camino público" debe incluir elementos que 
guarden mayor similitud con lugares desprotegidos o lugares solitarios. 
Lo anterior, permite concluir que, efectivamente, el legislador pensó en agra­
var la pena de la conducta ilícita cuando la víctima sea secuestrada en 
lugares desprotegidos, alejados de las autoridades y con poca o nula afluencia 
de personas. En ese sentido, no debe confundirse el término "vía pública" 
con el de "camino público", ya que se trata de acepciones distintas. Esto 
es, no es factible estimar que dicha agravante se actualiza cuando el delito se 
cometa en áreas pobladas como calles, avenidas o vialidades ubicadas 
en una zona urbana, poblacional o conurbana, pues tal acepción se entiende 
pertenece al lugar donde usualmente se comete el tipo básico de secuestro 
contenido en el artículo 9 de la Ley General para Prevenir y Sancionar los 
Delitos en Materia de Secuestro.

1a./J. 73/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 317/2022. Entre los sustentados por el Tercer Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Pleno en Materia 
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Penal de Segundo Circuito. 26 de abril de 2023. Cinco votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 139/2022, en el que determinó que ante la 
falta de precisión de la norma, debía acudirse a su interpretación gramati­
cal. De este modo, estimó que acorde con el Diccionario de la Lengua 
Española, los vocablos "camino", "camino público", "vía" y "vía pública", debía 
entenderse las calles, avenidas o vialidades ubicadas en las ciudades, 
municipios, poblados o rancherías urbanizadas; y,

El sustentado por el Pleno en Materia Penal de Segundo Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 2/2021, la cual dio origen la tesis jurisprudencial 
PC.II.P. J/13 P (11a.), de título y subtítulo: "SECUESTRO. PARA QUE SE 
ACTUALICE LA AGRAVANTE PREVISTA EN EL INCISO A) DE LA FRAC­
CIÓN I DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y 
SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, ATINENTE A 
QUE EL DELITO SE REALICE EN ‘CAMINO PÚBLICO’, NO ES APLICA­
BLE SUPLETORIAMENTE EL NUMERAL 165 DEL CÓDIGO PENAL FEDE­
RAL; SIN EMBARGO, DEBE DEMOSTRARSE QUE SE EJECUTÓ FUERA 
DE LOS LÍMITES POBLACIONALES.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 7 de enero de 2022 a las 10:08 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 9, 
enero de 2022, Tomo III, página 2595, con número de registro digital: 
2024015.

Tesis de jurisprudencia 73/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de mayo de dos mil veintitrés.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 139/2022, resuelto por 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, derivó la 
tesis aislada III.3o.P.15 P (11a.), de rubro: "SECUESTRO. PARA ESTABLE­
CER SI SE ACTUALIZA LA CIRCUNSTANCIA MODIFICATIVA DE ESTE 
DELITO, RELATIVA A CUANDO SE COMETA EN ‘CAMINO PÚBLICO’, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY 
GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA 



404

Suprema Corte de Justicia de la Nación

DE SECUESTRO, DEBE ACUDIRSE A LA INTERPRETACIÓN GRAMATI­
CAL DE ESA ACEPCIÓN, ANTE LA FALTA DE SU DEFINICIÓN EN DICHA 
LEY.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 
de abril de 2023 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Undécima Época, Libro 24, Tomo III, abril de 2023, página 
2651, con número de registro digital: 2026305.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO 
E), DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DICTADO 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO QUE NIEGA LA DIGITALIZACIÓN DE 
CONSTANCIAS REMITIDAS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE Y QUE 
ESTÁN RELACIONADAS CON EL ACTO RECLAMADO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes realizaron un 
ejercicio interpretativo y llegaron a decisiones contradictorias en cuanto a 
si procede o no el recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción I, 
inciso e), de la Ley de Amparo, contra el acuerdo dictado en un juicio de 
amparo indirecto en el que se niegue, de manera expresa o tácita, la digita­
lización de constancias remitidas por la autoridad responsable en relación 
con el acto reclamado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que es procedente el recurso de queja previsto en el ar­
tículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, contra el acuerdo dic­
tado dentro de un juicio de amparo indirecto que niega la digitalización de 
constancias remitidas por la autoridad responsable en relación con el acto 
reclamado, al tratarse de una determinación que no admite expresamen­
te recurso de revisión; que es susceptible de causar un perjuicio de gran 
importancia o peso normativo para las partes; y que dicho menoscabo no es 
reparable en la sentencia definitiva.

Justificación: La negativa de digitalizar en el expediente electrónico cons­
tancias remitidas por la autoridad responsable que guardan relación con el 
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acto reclamado dentro del juicio de amparo indirecto, actualiza la proceden­
cia del recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la 
Ley de Amparo, al tratarse de una decisión que no admite expresamente 
recurso de revisión, pues no está comprendida en los supuestos estable­
cidos en el artículo 81, fracción I, de la Ley de Amparo. Además, dicha nega­
tiva incide trascendentemente y de manera real y objetiva en la esfera jurídica 
de la parte afectada, ya que conforme a los artículos 3o. de la Ley de Am­
paro y 3, fracciones II y IV, 22 y 24 del Acuerdo General 12/2020 del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal, que regula la integración y trámite de 
expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos 
competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del propio Consejo, 
todas las promociones y documentos que presenten las partes, incluyendo 
anexos, deben digitalizarse y formar parte del sistema electrónico del Poder 
Judicial de la Federación. Aunado a que el perjuicio ocasionado no es repa­
rable en la sentencia definitiva al tratarse de una cuestión ajena a la litis que 
consiste en analizar la constitucionalidad o legalidad de la norma o acto 
reclamado. Lo anterior, sin perjuicio de que el artículo 22 del Acuerdo Gene­
ral Plenario 12/2020 citado, establezca diversas excepciones, pero la actua­
lización de éstas en todo caso constituye parte del análisis de la legalidad 
de la resolución recurrida y, por tanto, es materia del estudio de fondo.

1a./J. 76/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 322/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 15 de marzo 
de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto par­
ticular. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: María 
Valdés Leal.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Octavo Circuito, al resolver la queja 113/2021, en la que se determinó que 
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no se actualizaban los requisitos previstos en el artículo 97, fracción I, 
inciso e), de la Ley de Amparo, toda vez que el auto dictado en un juicio 
de amparo indirecto en el que se niegue, de manera expresa o tácita, la 
digitalización de constancias remitidas por la autoridad responsable en 
relación con el acto reclamado no tenía una naturaleza trascendental y 
grave que causara un perjuicio a la parte recurrente, no reparable en la 
sentencia definitiva; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administra­
tiva del Quinto Circuito, al resolver la queja 46/2021, en la que se consideró 
tácitamente que el recurso reunía los requisitos previstos en el artículo 97, 
fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, por lo que procedió al estudio 
de fondo.

Tesis de jurisprudencia 76/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil 
veintitrés.

Nota: El Acuerdo General 12/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso 
de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales a cargo del propio Consejo citado, aparece publicado 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de agosto de 2020 
a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 77, Tomo VII, agosto de 2020, página 6558, con 
número de registro digital: 5473.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CÓMPUTO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA O ARRESTO DOMICILIARIO 
EN ABONO A LA PENA IMPUESTA. CORRESPONDE A LA JUEZA O EL 
JUEZ DE EJECUCIÓN, QUIEN SERÁ AUXILIADO POR LA AUTORIDAD 
PENITENCIARIA Y EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO RESPECTIVO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
puntos contrarios sobre quién es la autoridad responsable de realizar el 
cómputo de la prisión preventiva o arresto domiciliario para el abono en la pena 
impuesta conforme a la Ley Nacional de Ejecución Penal.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que de una lectura sistemática de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, del Código Nacional de Procedimientos Penales y en 
cumplimiento a los nuevos lineamientos en el sistema penitenciario, es compe­
tencia única del Juzgado de Ejecución realizar el cómputo de la prisión 
preventiva o arresto domiciliario en abono a la pena impuesta, quien para tal 
efecto se auxiliará de la información que le proporcionen la autoridad peni­
tenciaria y el Tribunal de Enjuiciamiento.

Justificación: Conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos es claro que la individualización de 
las penas es una facultad exclusiva de los órganos jurisdiccionales. Sin 
embargo, a partir de la emisión de la Ley Nacional de Ejecución Penal, se 
debe advertir la existencia de una autoridad jurisdiccional específica para 
la realización del cómputo de las penas, abonando el tiempo de la prisión 
preventiva o arresto domiciliario cumplido por el sentenciado. En efecto, la 
ley de la materia establece de forma clara, en sus artículos 100, 101, 103, 
106 y 118, que la o el Juez de Ejecución son los únicos responsables de 
realizar dicho cómputo, con la información que brinden sobre el particular 
la autoridad penitenciaria y el Tribunal de Enjuiciamiento, con fundamento 
en el artículo 406 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en su 
carácter de entes auxiliares en esta actividad.

1a./J. 86/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 323/2022. Entre los sustentados por el Tercer Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Primer Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 22 de febrero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois 
Salazar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 143/2021 en el que, tomando en conside­
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ración lo dispuesto por el artículo 118 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, concluyó que no existe ilegalidad en el hecho de que la autoridad 
responsable no haya especificado la duración exacta del tiempo de pri­
sión preventiva que debía abonarse a la pena de prisión impuesta porque, 
conforme al numeral señalado, corresponde a la autoridad penitenciaria 
determinar el día a partir del cual deberá empezar a computarse la pena 
privativa de libertad, que incluirá el tiempo en detención, la prisión preven­
tiva y el arresto domiciliario; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 52/2020, el cual dio origen a la tesis 
aislada II.2o.P.109 P (10a.), de título y subtítulo: "PRISIÓN PREVENTIVA. 
LA FACULTAD CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LOS JUZGADOS DE EJE­
CUCIÓN PENAL PARA REALIZAR EL CÓMPUTO DE LA PENA PRIVATIVA 
DE LIBERTAD Y DETERMINAR CON PRECISIÓN LA FECHA EN QUE SE 
DARÁ POR COMPURGADA, NO EXENTA AL JUZGADO DE PRIMERA 
INSTANCIA NI AL TRIBUNAL DE ALZADA DE CUMPLIR CON SU DEBER 
DE COMPUTAR EL TIEMPO DE AQUÉLLA.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 28 de mayo de 2021 a las 10:33 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 1, mayo de 2021, Tomo III, página 2608, con número de 
registro digital: 2023176.

Tesis de jurisprudencia 86/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE DÉBITO. PROCEDE EL 
PAGO DE INTERESES MORATORIOS POR LA DISPOSICIÓN DE DINERO 
SIN AUTORIZACIÓN DEL CUENTAHABIENTE A PARTIR DE QUE ÉSTE 
HACE EL AVISO CORRESPONDIENTE Y LA INSTITUCIÓN BANCARIA 
NO REEMBOLSA LAS CANTIDADES SUSTRAÍDAS. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito y un Pleno de Circuito sostuvie­
ron un criterio distinto al analizar a partir de qué momento deben compu­
tarse los intereses moratorios con base en el artículo 362 del Código de 
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Comercio por cargos indebidos realizados a cuentahabientes de una insti­
tución bancaria, a los que obliga la jurisprudencia 1a./J. 61/2020 (10a.), 
de rubro: "CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE DÉBITO. PROCEDE 
EL PAGO DE INTERESES MORATORIOS POR LA FALTA O RETRASO EN LA 
RETRIBUCIÓN DE LAS CANTIDADES SUSTRAÍDAS, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO DE COMERCIO."

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el pago de intereses moratorios reclamados con 
base en el artículo 362 del Código de Comercio, debe contabilizarse a partir 
del aviso que hace la persona tarjetahabiente a la institución bancaria sobre 
los cargos no reconocidos y no a partir de la sentencia que declara la nuli­
dad de los actos que originaron esta situación.

Justificación: Se afirma lo anterior, pues en términos de la jurisprudencia 
1a./J. 61/2020 (10a.) citada y del análisis sistemático a los artículos 267, 271, 
272 y 273 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; 332, 333, 
334, 335 y 338 del Código de Comercio; 46, 48, fracción I, y 48 Bis 2 de la 
Ley de Instituciones de Crédito y demás aplicables en materia bancaria, 
tratándose de cargos no reconocidos efectuados con tarjeta de débito, 
la institución financiera depositaria tiene la obligación de conservación y 
restitución del dinero cuya propiedad le transfirió la persona cuentahabiente 
y, por ende, cuando ocurre esta situación tendrá el deber de responder por 
los montos sustraídos y, si la institución bancaria depositaria del dinero no 
restituye el monto del cargo no reconocido a la titular de la tarjeta de débito 
vinculada a la cuenta de depósito que contrató, deberá pagar los intereses 
moratorios en razón del 6% (seis por ciento) anual, en términos del artículo 
362 del Código de Comercio. Esto se debe a que la responsabilidad que 
provoca el descuido del dinero surge desde que se detecta su indebida 
disposición y no hasta la resolución favorable que se dicte en el proceso o 
procedimiento al que se obliga a la persona cuentahabiente a accionar para 
recuperar el dinero que la institución bancaria se niega a devolver, a pesar 
de tener que reembolsarlo; por tanto, no es adecuado acudir a la regla de 
que el acto produce sus efectos hasta en tanto no se declare su nulidad, 
como lo disponen los artículos 2226 y 2229 del Código Civil Federal, puesto 
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que ésta se produce cuando es necesario acudir a juicio para demostrar un 
punto de derecho y, en este caso, la institución bancaria no debe obligar a 
sus clientes a reclamar lo que es suyo mediante un proceso o procedimiento, 
ya que la devolución de lo descuidado debe efectuarse con el solo aviso 
que realiza el cuentahabiente. Sin embargo, en caso de acudir a una vía 
procesal o procedimental, la declaración de nulidad de los cargos recla­
mados trae como consecuencia que los efectos se retrotraigan hasta el 
momento en que se realizaron los cargos de manera indebida, si la institu­
ción bancaria no devolvió, inmediatamente, el patrimonio afectado, lo cual 
no desconoce el hecho de que el banco puede y debe demostrar que el 
cargo fue realizado por el titular de la tarjeta de débito o alguno de sus 
autorizados; en cuyo caso, realizará las actuaciones que le marcan las leyes 
relativas y los lineamientos del Banco de México para evidenciar este hecho 
al cuentahabiente. Incluso, de haber restituido el presunto cargo no recono­
cido, tendrá derecho a recuperar la cantidad correspondiente; así como a 
cobrar los intereses que, eventualmente, se hubieren devengado.

1a./J. 93/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 235/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Cir­
cuito y el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito. 24 de mayo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y 
de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particu­
lar. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 
748/2018, en el que consideró que bastaba la declaración de nulidad de los 
cargos reclamados para que los efectos que se hubiesen producido se 
retrotraigan hasta el momento en que se realizaron los cargos de manera 
indebida; y,
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El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 8/2017, la cual dio origen a la jurisprudencia 
PC.III.C. J/39 C (10a.), de título y subtítulo: "NULIDAD DE CARGOS REALI­
ZADOS A LA CUENTA DEL TARJETAHABIENTE. SU DECLARACIÓN EN 
JUICIO NO PROVOCA, COMO CONSECUENCIA DIRECTA, EL PAGO DE 
INTERESES MORATORIOS DEMANDADOS CON BASE EN EL ARTÍCULO 
362 DEL CÓDIGO DE COMERCIO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 4 de mayo de 2018 a las 10:09 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
54, mayo de 2018, Tomo II, página 1996, con número de registro digital: 
2016825.

Tesis de jurisprudencia 93/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2023 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO CONTRA NORMAS GENERALES. SE ACTUALIZA LA CAUSA 
DE IMPROCEDENCIA RELATIVA A IMPUGNAR NORMAS QUE FUERON 
CONSENTIDAS, CUANDO SE RECLAMA LA INCONSTITUCIONALIDAD 
DE UNA NORMA QUE FUE APLICADA PREVIAMENTE EN UN PROCE­
DIMIENTO DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA RELACIONADA CON LOS 
MISMOS HECHOS.

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes sostuvieron criterios dis­
tintos al resolver asuntos derivados de procedimientos de jurisdicción volun­
taria sobre el reconocimiento de acuerdos en materia de hidrocarburos en 
los que se reclamó la inconstitucionalidad del artículo 75 del Reglamento 
de la Ley de Hidrocarburos con motivo de su aplicación mediante el dese­
chamiento de esos procedimientos, ya que los acuerdos se presentaron 
fuera del término legal que contempla ese precepto. Uno de los tribunales 
consideró que la norma fue aplicada previamente a la parte quejosa en otro 
procedimiento de jurisdicción voluntaria y, por ello, tuvo por actualizada la 
causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XIV, de la Ley 
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de Amparo. El otro órgano colegiado al resolver un caso con circunstancias 
similares determinó que esa causa de improcedencia no se acreditaba, 
precisamente, porque la aplicación del referido precepto se dio en otro proce­
dimiento de jurisdicción voluntaria tramitado por la misma promovente, pero 
que es autónomo del que el tribunal examinó.

Criterio jurídico: Cuando en un juicio de amparo indirecto se reclama la 
inconstitucionalidad de una norma que regula los plazos para la presenta­
ción de un procedimiento de jurisdicción voluntaria y el órgano jurisdiccional 
advierte que el precepto impugnado fue aplicado previamente en otro proce­
dimiento de jurisdicción voluntaria que se desechó por extemporáneo, se 
actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XIV, 
de la Ley de Amparo, relativa a normas y actos consentidos tácitamente.

Justificación: El artículo 61, fracción XIV, de la Ley de Amparo establece 
que es improcedente el juicio de amparo contra normas generales o actos 
consentidos tácitamente, entendiéndose como tales aquellos en contra de 
los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos previstos en la propia 
ley. Además, señala que se entenderá consentida una norma general en el 
caso de que no se haya promovido el juicio de amparo en contra del primer 
acto de aplicación en perjuicio de la parte quejosa.

Por otra parte, el precepto 105 de la Ley de Hidrocarburos señala que los 
acuerdos sobre usos y ocupaciones superficiales serán presentados por 
el asignatario o por el contratista ante el Juez de Distrito en materia civil o el 
Tribunal Unitario Agrario competente para validarlos y darles carácter de cosa 
juzgada (jurisdicción voluntaria). Al respecto, el artículo 75 del Reglamento 
de la Ley de Hidrocarburos prevé que la presentación de los referidos acuer­
dos debe realizarse dentro de los siguientes treinta días naturales a su celebra­
ción, de lo contrario, el órgano jurisdiccional no podrá validar esos documentos 
y tampoco dotarlos del carácter de cosa juzgada.

En consecuencia, el desechamiento de una solicitud para validar un acuerdo en 
términos del artículo 75 del Reglamento de la Ley de Hidrocarburos por 
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haberse presentado de forma extemporánea, constituye el primer acto de 
aplicación de ese precepto en perjuicio de la parte quejosa, de manera que 
si se impugna su constitucionalidad en procedimientos posteriores, se actua­
liza la causa de improcedencia precisada, pues aunque los procedimientos 
sean autónomos, el contenido de ese numeral es el mismo, de modo que 
una nueva aplicación no da acción a la parte quejosa para cuestionar la 
constitucionalidad de la norma, si no lo hizo cuando se aplicó por primera 
vez a través del desechamiento de la solicitud por extemporánea.

1a./J. 94/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 244/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Octavo Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Primer Circuito. 21 de septiembre de 2022. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y 
de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan 
Jaime González Varas y Emma Magnolia Ayala Rivera.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 299/2019, en el que consideró que se 
había consentido el artículo 75 del Reglamento de la Ley de Hidrocarbu­
ros porque ya había sido aplicado en perjuicio del solicitante de amparo 
en diversos procesos de jurisdicción voluntaria en términos del artículo 
105 de la citada ley y, por ende, se actualizaba la causa de improceden­
cia prevista en el artículo 61, fracción XIV, de la Ley de Amparo; y,

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 367/2018, en el que determinó que 
no se actualizaba la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XIV, de la Ley de Amparo respecto del artículo 75 del Reglamento 
de la Ley de Hidrocarburos porque si bien dicho precepto había sido 
aplicado anteriormente, lo cierto es que tal aplicación ocurrió en distintos 
procesos de jurisdicción voluntaria.
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Tesis de jurisprudencia 94/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER RECURSOS EN EL JUICIO DE 
AMPARO. CUENTAN CON ELLA LAS PERSONAS AUTORIZADAS EN TÉR­
MINOS AMPLIOS POR EL DEFENSOR QUE PROMUEVE UN JUICIO DE 
AMPARO EN REPRESENTACIÓN DE UNA PERSONA IMPUTADA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes problemati­
zaron si una persona autorizada por un defensor que promovió un juicio de 
amparo en nombre de una persona imputada cuenta o no con legitimación 
para interponer recursos en dicho juicio. Para uno de esos órganos jurisdic­
cionales, conforme al artículo 12 de la Ley de Amparo, la persona defensora 
no puede delegar sus funciones en terceras personas y, en consecuencia, 
la autorizada no puede hacer valer medios de impugnación. El otro tribunal 
determinó que si la persona defensora tiene facultades para accionar el 
juicio constitucional, entonces puede designar personas autorizadas en tér­
minos del referido precepto. En este sentido, las personas autorizadas sí 
pueden interponer recursos en el juicio de amparo.

Criterio jurídico: Si una persona defensora promueve un juicio de amparo 
en representación de una imputada, la autorización que realice en términos 
amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo otorga legitimación a las per­
sonas autorizadas para interponer los recursos procedentes en el juicio de 
amparo.

Justificación: La función que realiza la persona defensora de una imputada 
dentro de una controversia de naturaleza penal es tan relevante que los 
artículos 10 y 14 de la Ley de Amparo le otorgan representación legal para 
promover en su nombre el juicio de amparo. En la demanda, la persona de­
fensora puede acceder a los mecanismos de protección procedentes en el 
juicio, entre ellos, solicitar la suspensión de los actos reclamados o nom­
brar personas autorizadas en términos amplios o restringidos conforme 
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al artículo 12 de la Ley de Amparo. Esto último con la finalidad de que la 
auxilien en la defensa de los intereses de la parte quejosa a quien representa 
dentro del juicio de amparo y cuya designación prevalecerá durante la sus­
tanciación de ese procedimiento, mientras la calidad de persona defensora 
quede acreditada.

Bajo esa lógica, si bien el referido artículo 12 en su párrafo primero faculta 
a la parte quejosa y a terceros interesados para designar personas autori­
zadas, la lectura de ese numeral no debe hacerse de forma restrictiva, sino 
reconociendo las formas de representación legal diseñadas en la norma 
especial para que una tercera persona pueda promover el juicio en su nom­
bre y realizar esas autorizaciones, como ocurre con los defensores en 
materia penal.

Con base en lo anterior, si el defensor de una persona imputada, al ejercer 
la representación especial que le es reconocida en la ley de la materia pro­
mueve un juicio de amparo como si se tratara de la parte quejosa, entonces 
no tiene la calidad de autorizado en el juicio de amparo, por lo que al señalar 
personas autorizadas no está sustituyendo o delegando sus facultades en 
una tercera persona.

En ese supuesto, las personas autorizadas por un defensor en los términos 
amplios que señala el artículo 12 de la Ley de Amparo que cuentan con la 
calidad específica de ser licenciadas en derecho, están legitimadas para 
interponer los recursos que procedan dentro del juicio de amparo y así 
defender los derechos e intereses de la parte quejosa.

1a./J. 95/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 28/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 10 de mayo de 2023. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto particular, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Minis­
tra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 34/2014, el cual dio origen a la tesis 
aislada III.2o.P.55 P (10a.), de título y subtítulo: "LEGITIMACIÓN EN EL 
RECURSO DE REVISIÓN PROMOVIDO CONTRA UNA SENTENCIA DE 
AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL. CARECE DE ELLA EL AUTO­
RIZADO POR EL DEFENSOR PARTICULAR DEL INCULPADO EN TÉRMI­
NOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE LA MATERIA.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 
12:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, página 1746, con número de 
registro digital: 2006632; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Cir­
cuito, al resolver la queja 106/2015, la cual dio origen a la tesis aislada 
I.3o.P.42 P (10a.), de título y subtítulo: "DEFENSOR DEL QUEJOSO PARA 
LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. CUENTA CON LEGITIMACIÓN 
LEGAL PARA DESIGNAR AUTORIZADOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
12 DE LA LEY DE LA MATERIA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 27, febrero de 2016, Tomo III, página 2054, con número de registro 
digital: 2011045.

Tesis de jurisprudencia 95/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ALIMENTOS. LA APORTACIÓN ALIMENTARIA DEL PROGENITOR QUE 
INCORPORA A LA PERSONA ACREEDORA A SU HOGAR DEBE VALO­
RARSE DE MANERA INTEGRAL Y OFICIOSA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron hechos 
sustancialmente similares en los que un hombre demandó la disminución 
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de la pensión alimenticia fijada previamente a su cargo. En uno de los casos, 
el demandante había incorporado a su hogar a una de sus hijas, mientras 
en los otros dos la progenitora había conservado la custodia de sus descen­
dientes. Al resolver, los Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron crite­
rios opuestos, pues uno no se pronunció sobre la aportación alimentaria del 
progenitor en relación con la niña, otro Tribunal lo hizo únicamente sobre la 
aportación económica que implica la incorporación al hogar de los hijos, 
mientras que el último Tribunal no consideró la aportación alimentaria de la 
progenitora que incorporó a su hogar a la niña y determinó que quien más 
ingresos obtiene debe aportar una cantidad mayor de alimentos.

Criterio jurídico: Las aportaciones alimentarias de la progenitora o progeni­
tor que incorpora a su hogar a sus hijos deben valorarse de manera integral 
y de oficio. Los órganos jurisdiccionales deben atender no sólo a las apor­
taciones monetarias o materiales, sino a los trabajos de cuidado que son 
indispensables para la satisfacción de las necesidades de las personas 
acreedoras, de modo que las cargas alimentarias que cada uno de los proge­
nitores asuma permitan una adecuada equivalencia de responsabilidades.

Justificación: La interpretación adecuada del principio de proporcionalidad 
en materia de alimentos requiere evitar la constitución de una obligación 
injusta y desproporcionada en perjuicio de las partes, por lo que no sola­
mente implica un estudio de la capacidad económica de las personas deu­
doras frente a la necesidad de alimentos de la persona acreedora, sino que 
vincula al Juez a analizar otras circunstancias concretas de cada caso para 
hacer efectivo este principio. De este modo, es obligación de los órganos 
jurisdiccionales considerar que las aportaciones alimentarias del progenitor 
que incorpora a su hijo o hija a su hogar consisten en diversos deberes que 
conforman la obligación de dar alimentos, que van más allá de la habitación 
y comprende rubros como el cuidado cotidiano, la educación, la comida, el 
vestido, la atención médica y la atención indispensable para su desarrollo, 
así como la satisfacción de gastos cotidianos para el mantenimiento del 
niño o de la niña. En consonancia con lo anterior, fijar la obligación alimen­
taria de los progenitores que no ejercen el cuidado cotidiano de niñas y 
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niños sin considerar las labores que la otra parte desempeña implicaría 
imponer una doble carga sobre la progenitora, reducir el caudal alimentario 
de la persona acreedora, privar de cuidados y afectar el proyecto de vida y 
la igualdad entre los miembros de la familia. Por ello, los órganos jurisdic­
cionales deben atender a este aspecto de manera oficiosa y ejercer sus 
facultades en la materia para allegarse de pruebas sobre quien ejerce efec­
tivamente estas labores en cada caso, porque la falta de pronunciamiento 
sobre el tema implicaría contravenir la obligación común de los progenitores 
en relación con la crianza y el desarrollo de sus hijos.

1a./J. 96/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 44/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y el Primer Tri­
bunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, 
Estado de México. 7 de junio de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Sofía del Carmen Treviño Fernández.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 24/2006, en el que determinó que la noción 
de posibilidad en materia de alimentos se identifica con la capacidad en el 
sentido amplio del término, que es la aptitud, talento o cualidad de que 
dispone alguien para el buen ejercicio de algo. En este sentido, aunque el 
deudor argumentó que sus ingresos son insuficientes, no demostró 
la falta de aptitud para trabajar, por lo que el solo hecho de no tener 
ingresos fijos no lo exime de su obligación de proporcionar alimentos. 
En relación con el inmueble, atendiendo al concepto de capacidad desa­
rrollado, el Tribunal Colegiado de Circuito consideró que el derecho de 
copropiedad revela la capacidad de dar alimentos en términos amplios, 
por lo que resulta intrascendente si el inmueble le genera o reporta un 
ingreso;
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El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 83/2022, en el que 
consideró que, para fijar la pensión alimenticia en litis era necesario con­
siderar el ingreso comprobable del deudor, la capacidad para generar 
riqueza de acuerdo con su experiencia laboral previa y el grado de esco­
laridad, así como el ingreso derivado del arrendamiento de un predio que 
donó a su padre antes del inicio del juicio de divorcio. En relación con 
este último elemento, el tribunal destacó que la propiedad de ese inmueble 
debía tomarse en cuenta, aunque ya no existía, porque la donación 
fue realizada en una fecha en la que el demandado manifestó encontrarse 
desempleado y viviendo con sus padres, pese al compromiso de pago 
con sus acreedores alimentarios; y,

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con resi­
dencia en Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el amparo directo 
161/2016, en el que apuntó que los alimentos deben ser proporcionados 
de acuerdo con la posibilidad de la persona deudora y la necesidad de la 
persona acreedora. En la determinación de la capacidad del deudor alimen­
tario consideró únicamente sus ingresos y egresos mensuales, por lo que 
determinó que, dado que la actividad económica del quejoso no le per­
mitía sufragar sus gastos personales y los de su hija, la pensión había 
sido fijada de manera proporcional al no atender a la capacidad econó­
mica del deudor.

Tesis de jurisprudencia 96/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de junio de dos mil veintitrés.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 24/2006, resuelto por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, derivó 
la tesis aislada VI.2o.C.489 C, de rubro: "ALIMENTOS. LA CAPACIDAD 
DEL DEUDOR PARA SUMINISTRARLOS NO TIENE UNA CONNOTACIÓN 
ESTRICTAMENTE ECONÓMICA.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, mayo de 2006, 
página 1674, con número de registro digital: 175157. 

De la sentencia que recayó al amparo directo 161/2016, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Ciudad 
Nezahualcóyotl, Estado de México, derivó la tesis aislada II.1o.47 C (10a.), 
de rubro: "PENSIÓN ALIMENTICIA. CUESTIONES A CONSIDERAR PARA 
SU FIJACIÓN ATENDIENDO AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD.", 
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publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de 
septiembre de 2016 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 34, Tomo IV, septiembre de 2016, 
página 2851, con número de registro digital: 2012567.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ALIMENTOS. LA OBLIGACIÓN DE LA PERSONA DEUDORA ALIMEN­
TARIA DEBE FIJARSE CON BASE EN SU CAPACIDAD ECONÓMICA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron hechos 
sustancialmente similares en los que un hombre demandó la disminución de 
la pensión alimenticia fijada previamente a su cargo. En uno de los casos, el 
demandante había incorporado a su hogar a una de sus hijas, mientras 
en los otros dos la progenitora había conservado la custodia de sus descen­
dientes. Los Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron criterios opues­
tos al analizar la forma en que debía fijarse la obligación del deudor con 
base en su capacidad económica. Un Tribunal sostuvo que la capacidad 
económica, entendida como la capacidad en el sentido amplio del término, 
es la aptitud, talento o cualidad de que dispone alguien para el buen ejer­
cicio de algo. Asimismo, consideró que aun cuando el deudor no contaba con 
la posesión de un inmueble del que era copropietario, el derecho de copro­
piedad revela la capacidad de dar alimentos en términos amplios, por lo que 
resulta intrascendente si el inmueble le genera o reporta un ingreso. Por su 
parte, otro Tribunal consideró la capacidad del deudor con base en su posi­
bilidad de generar riqueza de acuerdo con su experiencia laboral previa y 
el grado de escolaridad, así como el ingreso derivado del arrendamiento de 
un predio que donó a su padre. Por último, el otro Tribunal tomó en cuenta la 
capacidad económica del deudor únicamente con base en los ingresos 
obtenidos de su empleo.

Criterio jurídico: La obligación alimentaria de la persona deudora debe fijar­
se con base en su capacidad económica, entendida como todos los recursos 
a su alcance para satisfacer las necesidades de la persona acreedora. 
Se trata de conceptos remunerativos y no remunerativos de libre disponibi­
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lidad del sujeto obligado, que comprenden los ingresos obtenidos de rentas 
de capital y del trabajo. Aunque la determinación de la capacidad econó­
mica no puede estar basada en la especulación, la interpretación debe ser 
extensiva para cumplir su finalidad de protección alimentaria, por lo que 
debe evitarse cualquier punto de vista restrictivo o limitativo que atente 
contra el interés superior de la infancia.

Justificación: El principio de proporcionalidad responde al interés público y 
social que persigue el derecho de alimentos, pues busca evitar la fijación 
de un monto imposible de cumplir o que atente contra la subsistencia de 
la persona deudora alimentaria. Por ello, no es posible imponer un criterio 
estrictamente matemático o aritmético para fijar el monto de la pensión 
alimenticia, pues una regla general de este estilo podría generar resultados 
inequitativos y desproporcionados que atenten contra el interés público que 
persigue el derecho de alimentos. En este sentido, la capacidad está referida 
tanto a los conceptos remunerativos como a los no remunerativos de libre 
disponibilidad del sujeto obligado, tratándose de trabajadores dependien­
tes, y en caso de ser profesionales independientes, al total de los honorarios 
y otros conceptos que perciban por el ejercicio de su profesión. Esta capa­
cidad no se limita necesariamente al ingreso reportado o declarado por la 
persona deudora, sino que debe estar referida tanto a rentas de capital como 
del trabajo, cubriendo todos los recursos que tiene la persona para satisfa­
cer sus necesidades materiales. Atendiendo a estas particularidades, en 
caso de controversia sobre la capacidad económica del deudor, la autori­
dad jurisdiccional está obligada a recabar de oficio las pruebas necesarias 
para conocer la verdad y fijar el monto correspondiente. Con este propósito, 
podrá allegarse de elementos adicionales como los estados de cuenta 
bancarios, las declaraciones de impuestos ante el fisco, los informes del 
Registro Público de la Propiedad y todos aquellos que permitan referir su 
flujo de riqueza y nivel de vida.

1a./J. 97/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 44/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y el Primer Tri­
bunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, 
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Estado de México. 7 de junio de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Sofía del Carmen Treviño Fernández.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 24/2006, en el que determinó que la noción 
de posibilidad en materia de alimentos se identifica con la capacidad 
en el sentido amplio del término, que es la aptitud, talento o cualidad de 
que dispone alguien para el buen ejercicio de algo. En este sentido, 
aunque el deudor argumentó que sus ingresos son insuficientes, no demos­
tró la falta de aptitud para trabajar, por lo que el solo hecho de no tener 
ingresos fijos no lo exime de su obligación de proporcionar alimentos. 
En relación con el inmueble, atendiendo al concepto de capacidad desa­
rrollado, el Tribunal Colegiado de Circuito consideró que el derecho de 
copropiedad revela la capacidad de dar alimentos en términos amplios, 
por lo que resulta intrascendente si el inmueble le genera o reporta un 
ingreso;

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 83/2022, en el que 
consideró que, para fijar la pensión alimenticia en litis era necesario consi­
derar el ingreso comprobable del deudor, la capacidad para generar 
riqueza de acuerdo con su experiencia laboral previa y el grado de esco­
laridad, así como el ingreso derivado del arrendamiento de un predio que 
donó a su padre antes del inicio del juicio de divorcio. En relación con 
este último elemento, el tribunal destacó que la propiedad de ese inmue­
ble debía tomarse en cuenta, aunque ya no existía, porque la donación 
fue realizada en una fecha en la que el demandado manifestó encontrarse 
desempleado y viviendo con sus padres, pese al compromiso de pago 
con sus acreedores alimentarios; y,

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residen­
cia en Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el amparo directo 
161/2016, en el que apuntó que los alimentos deben ser proporcionados 
de acuerdo con la posibilidad de la persona deudora y la necesidad de 
la persona acreedora. En la determinación de la capacidad del deudor 
alimentario consideró únicamente sus ingresos y egresos mensuales, 
por lo que determinó que, dado que la actividad económica del quejoso 
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no le permitía sufragar sus gastos personales y los de su hija, la pensión 
había sido fijada de manera proporcional al no atender a la capacidad 
económica del deudor.

Tesis de jurisprudencia 97/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de junio de dos mil veintitrés.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 24/2006, resuelto por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, derivó 
la tesis aislada VI.2o.C.489 C, de rubro: "ALIMENTOS. LA CAPACIDAD 
DEL DEUDOR PARA SUMINISTRARLOS NO TIENE UNA CONNOTACIÓN 
ESTRICTAMENTE ECONÓMICA.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, mayo de 2006, 
página 1674, con número de registro digital: 175157.

De la sentencia que recayó al amparo directo 161/2016, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Ciudad 
Nezahualcóyotl, Estado de México, derivó la tesis aislada II.1o.47 C (10a.), 
de rubro: "PENSIÓN ALIMENTICIA. CUESTIONES A CONSIDERAR PARA 
SU FIJACIÓN ATENDIENDO AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de 
septiembre de 2016 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 34, Tomo IV, septiembre de 2016, 
página 2851, con número de registro digital: 2012567.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PAGO DE INTERESES EN LA RESCISIÓN DE UN CONTRATO DE COM­
PRAVENTA. PROCEDE SÓLO SI FUERON RECLAMADOS EN EL JUICIO 
(LEGISLACIONES FEDERAL, DE QUINTANA ROO Y DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO).

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que cono­
cieron de diversos amparos directos sostuvieron que, ante la rescisión de 
un contrato de compraventa, es procedente condenar a la parte vendedora 
al pago de intereses al tipo legal calculados sobre la cantidad que hubiere 
recibido como parte del precio, aun cuando la parte compradora no los 
haya reclamado en el juicio porque se trata de una norma de interés públi­
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co. Mientras que otro órgano colegiado consideró que la procedencia de 
tal prestación accesoria se encuentra condicionada a la solicitud que al 
respecto formule la parte que tenga derecho a ella.

Criterio jurídico: Ante la rescisión de un contrato de compraventa no es 
procedente condenar a la parte vendedora al pago de intereses al tipo 
legal sobre la cantidad que recibió como parte del precio, si la parte com­
pradora no solicitó dicha prestación en el juicio.

Justificación: De los artículos 2311 del Código Civil Federal, 2591 y 2592 
del Código Civil para el Estado de Quintana Roo y 2311 del Código Civil 
para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), se desprende que las 
prestaciones principales que son consecuencia de la rescisión de un con­
trato de compraventa son que las partes se restituyan las prestaciones que 
se hubiesen hecho, es decir, que la parte vendedora devuelva el dinero 
recibido como parte del precio y la parte compradora devuelva la cosa 
vendida.

Dentro de las prestaciones accesorias de esa acción se ubica el derecho 
de la parte compradora de reclamar el pago de los intereses legales por la 
cantidad que entregó a la parte vendedora como parte del precio. Presta­
ción que de acuerdo con el contenido de las normas referidas deriva de las 
locuciones "podrá" y "tiene derecho", por lo que se trata de un derecho cuyo 
ejercicio es potestativo, es decir, que puede reclamarlo o no en la vía 
jurisdiccional.

Por lo tanto, se trata de una prestación que debe ser reclamada durante el 
juicio para que sea procedente su condena atendiendo a los principios 
dispositivos, de congruencia y de estricto derecho que, por regla general, 
rigen en las materias civil y mercantil, conforme a los cuales se impide que 
la persona juzgadora vaya más allá de lo pedido.

1a./J. 99/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 421/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, el Sexto Tribunal 
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Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegia­
do del Vigésimo Séptimo Circuito. 8 de marzo de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y 
de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretaria: Mariana Aguilar Aguilar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 760/2022, en el que resolvió que si 
la parte compradora no reclama el pago de intereses al tipo legal, no es 
procedente que el Juez condene a la parte vendedora a cubrir esa pres­
tación, ya que, si bien el artículo 2311 del Código Civil Federal, de aplica­
ción supletoria al Código de Comercio, establece que cuando se rescinde 
la venta el comprador que haya pagado parte del precio tiene derecho a 
los intereses legales de la cantidad que entregó, lo cierto es que esta 
prestación no opera de manera automática, sino que su procedencia se 
encuentra condicionada a la solicitud que al respecto formule la parte 
que tenga derecho al cobro, a fin de que la contraparte pueda producir 
una oportuna defensa sobre ese aspecto;

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circui­
to, al resolver el amparo directo 18/2016, el cual dio origen a la tesis ais­
lada I.6o.C.53 C (10a.), de título y subtítulo: "COMPRAVENTA. POR 
DISPOSICIÓN DEL ARTÍCULO 2311 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DIS­
TRITO FEDERAL, CUANDO SE RESCINDA EL CONTRATO, EL VENDE­
DOR DEBE RESTITUIR AL COMPRADOR EL DINERO QUE HAYA 
RECIBIDO COMO PARTE DEL PRECIO, Y EL JUZGADOR DEBE DETER­
MINAR, DE OFICIO, EL PAGO DEL INTERÉS LEGAL DE LA CANTIDAD 
ENTREGADA, POR LA VENTA, SIN QUE MEDIE PETICIÓN DE PARTE.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de 
noviembre de 2016 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 36, noviembre de 2016, Tomo 
IV, página 2351, con número de registro digital: 2013012; y,

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 544/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
XXVII.3o.77 C (10a.), de título y subtítulo: "COMPRAVENTA DE UN IN­
MUEBLE EN ABONOS. EL COMPRADOR TIENE DERECHO AL PAGO DE 
INTERESES LEGALES CON MOTIVO DE LA RESCISIÓN DEL CONTRA­
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TO, AUN CUANDO NO LOS RECLAME EN EL JUICIO, AL SER UNA 
CONSECUENCIA LEGAL NECESARIA DE ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ES­
TADO DE QUINTANA ROO).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 25 de enero de 2019 a las 10:26 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
62, enero de 2019, Tomo IV, página 2373, con número de registro digital: 
2019063.

Tesis de jurisprudencia 99/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de julio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN. LOS JUZGADORES DEL 
SISTEMA PENAL MIXTO DEBEN FUNDAR Y MOTIVAR LA SENTENCIA 
CUANDO FIJAN UN GRADO DE CULPABILIDAD EQUIDISTANTE ENTRE 
LA MÍNIMA Y LA MEDIA, MÁS CERCANA A LA PRIMERA. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones divergentes al determinar si en el proceso penal mixto, las 
autoridades jurisdiccionales penales al individualizar la pena tienen o no 
la obligación de fundar y motivar su determinación cuando fijen un grado 
de culpabilidad equidistante entre la mínima y la media, más cercana a la 
primera.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que en el proceso penal mixto, las autoridades jurisdiccionales 
al individualizar la pena de prisión tienen la obligación de fundar y motivar la 
sentencia definitiva cuando determinen un grado de culpabilidad equidis­
tante entre la mínima y la media, más cercana a la primera.

Justificación: Acorde con el principio de legalidad, el deber de fundar y 
motivar las determinaciones es inherente a todas las autoridades, de confor­
midad con lo establecido en el primer párrafo del artículo 16 de la Constitu­
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ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. En el caso de las resoluciones 
judiciales, éstas deben cumplir con los principios de debido proceso y de 
legalidad establecidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución General. Ello 
es así, pues, por un lado, los juzgadores tienen la obligación de decidir las 
controversias sometidas a su conocimiento, tomando en consideración todos 
y cada uno de los puntos materia del debate; y, por otro, porque todo acto 
de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado. Ahora bien, la 
individualización de la sanción es un razonamiento jurídico que realiza el Juez 
penal para establecer el grado de culpabilidad del procesado. De acuerdo 
con ese grado, se determina el tiempo de la pena de prisión a imponer, 
a través de una operación aritmética que toma como base la pena de prisión 
que, bajo un parámetro mínimo y un máximo, el legislador establece por la 
comisión de un delito. Es por ello, que debe existir congruencia entre el grado 
de culpabilidad fijado y lo que finalmente se impone como pena de prisión. 
Es cierto que los juzgadores cuentan con el arbitrio judicial para individua­
lizar las penas, no obstante, éste se encuentra limitado conforme a las pautas 
normativas para regular su criterio, evitando de este modo que impongan 
alguna pena por analogía o mayoría de razón. En el sistema penal mexicano, 
estas reglas quedan determinadas en las diversas legislaciones penales para 
cada entidad y a nivel federal. La relevancia de la motivación y fundamen­
tación de las resoluciones judiciales involucra la posibilidad de recurrir el 
fallo. Cualquier transgresión a ese deber de fundar y motivar a cargo del Juez 
debe ser analizada con todo rigor. Lo anterior, es acorde con lo establecido 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el sentido de que las 
decisiones que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente 
fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. En materia 
penal, el deber de motivación es una de las debidas garantías incluidas en 
el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para 
salvaguardar el derecho a un debido proceso, no sólo del inculpado, sino de 
las víctimas en relación con sus derechos de acceso a la justicia y a cono­
cer la verdad, en relación con el artículo 25 de dicha Convención.

1a./J. 102/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 417/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito y 
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el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 14 de junio de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 480/2017, el cual dio 
origen a la tesis aislada VIII.2o.P.A.8 P (10a.), de título y subtítulo: "INDIVI­
DUALIZACIÓN DE LA PENA. LA IMPOSICIÓN DE LA PRISIÓN AL SEN­
TENCIADO EN UN GRADO INFERIOR A LA EQUIDISTANTE ENTRE LA 
MÍNIMA Y LA MEDIA, NO REQUIERE DE MAYOR FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación el 
viernes 17 de agosto de 2018 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 57, agosto de 2018, 
Tomo III, página 2859, con número de registro digital: 2017624; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resol­
ver el amparo directo 230/2022, en el que sostuvo que la autoridad sí está 
obligada a señalar y fundar las razones por las cuales estima que el grado 
de punibilidad se establece por debajo de la equidistante entre la mínima 
y la media, esto es, cercano al mínimo, ya que la discrecionalidad de las 
Juezas y Jueces para determinar las penas se encuentra demarcada por 
el legislador. Por tanto, para demostrar que el quantum de la pena resulta 
congruente con el grado de reproche del inculpado, los juzgadores deben 
fundar y motivar su determinación, a fin de respetar el artículo 16 consti­
tucional, así como el principio de exacta aplicación de la ley penal y el 
derecho a la reinserción social. Al respecto, señaló que no pasaba por 
alto la jurisprudencia 246 de la Primera Sala de rubro: "PENA MÍNIMA NO 
OBLIGATORIA."; sin embargo, sólo cuando se fija el grado de culpabilidad 
en el punto mínimo, no se obliga a su razonamiento, siendo éste el único 
supuesto de excepción.

Tesis de jurisprudencia 102/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés. 
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Nota: La tesis de jurisprudencia 246 citada, aparece publicada en el Apéndice 
al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, Tomo II, Materia Penal, 
página 182, con número de registro digital: 904227.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de septiembre de 2023 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE RECLAMACIÓN. PROCEDE EN CONTRA DEL AUTO QUE 
ADMITE A TRÁMITE UNA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. 

Hechos: Los tribunales contendientes se pronunciaron sobre la procedencia 
del recurso de reclamación en contra del auto emitido por el presidente de 
un Tribunal Colegiado de Circuito en el que admite una demanda de amparo 
directo. Uno de los tribunales determinó que, con base en el artículo 104, 
párrafo primero, de la Ley de Amparo, el recurso de reclamación era proce­
dente por tratarse de un acuerdo de trámite. El otro tribunal concluyó que 
el recurso de reclamación era improcedente, pues la admisión no constituye 
una resolución definitiva, por lo que no le genera una afectación a la parte recu­
rrente y que será al momento del dictado de la sentencia en la que se verifi­
que la procedencia del amparo respectivo.

Criterio jurídico: El recurso de reclamación previsto en el artículo 104 de la 
Ley de Amparo es procedente en contra del acuerdo de admisión de una 
demanda de amparo directo.

Justificación: El auto que admite una demanda de amparo directo constituye 
un acuerdo de trámite, pues con esa actuación inicia el procedimiento. La admi­
sión de una demanda de amparo notoriamente improcedente puede retrasar 
la ejecución de una sentencia e implica el costo de llevar un procedimiento 
que pudo haberse concluido desde su inicio. Por tanto, aun cuando la deter­
minación de admisión no sea definitiva, el trámite del juicio de amparo sí cons­
tituye una carga para la contraparte de la quejosa o tercera interesada que se 
encuentra legitimada para interponer el recurso de reclamación.

1a./J. 115/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 193/2021. Entre los sustentados por el Quinto Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Segundo 
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Tribunal Colegiado del Décimo Circuito. 5 de julio de 2023. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del Carmen Treviño Fernández.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver los recursos de reclamación 14/2020, 21/2020, 25/2020 
y 27/2020, los cuales dieron origen a la tesis aislada III.5o.A.21 K (10a.), 
de título y subtítulo: "RECURSO DE RECLAMACIÓN EN EL JUICIO DE 
AMPARO. ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO CONTRA EL ACUERDO 
DEL PRESIDENTE DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE 
ADMITE A TRÁMITE UNA DEMANDA O UN RECURSO, PUES NO CAUSA 
PERJUICIO EN LA ESFERA JURÍDICA DEL PROMOVENTE, AL NO CONS­
TITUIR UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 2, junio de 2021, Tomo V, página 5123, con número de registro 
digital: 2023308; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver 
los recursos de reclamación 6/2021 y 9/2021, en los que determinó que era 
procedente el recurso de reclamación interpuesto en contra de la admi­
sión del amparo directo en cada caso, al tratarse de un auto de trámite.

Tesis de jurisprudencia 115/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA POR RAZÓN DE FUERO PARA CONOCER DE LA SOLI­
CITUD DE TRASLADO VOLUNTARIO DE PERSONAS PRIVADAS DE SU 
LIBERTAD FORMULADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ O 
JUEZA DEL MISMO FUERO AL QUE PERTENECE LA AUTORIDAD QUE 
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DICTÓ LA SENTENCIA EN VIRTUD DE LA CUAL SE ENCUENTRA RE­
CLUIDA LA PERSONA PRIVADA DE SU LIBERTAD Y QUE EJERCE 
JURISDICCIÓN EN EL TERRITORIO DONDE SE UBICA EL CENTRO 
DE RECLUSIÓN EN EL QUE ÉSTA SE ENCUENTRA.

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito y un Pleno de Circuito sostuvieron 
posturas contrarias al determinar cuál es la persona juzgadora competente por 
razón de fuero para conocer de la solicitud de traslado voluntario presen­
tada por una persona que se encuentra privada de su libertad en un centro 
de reclusión de un fuero distinto al del órgano jurisdiccional que ordenó la 
reclusión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la competencia para conocer de la solicitud de traslado volun­
tario formulada por una persona sentenciada en términos del artículo 50 de 
la Ley Nacional de Ejecución Penal, corresponde a las y los Jueces de Eje­
cución del mismo fuero –local o federal– al que pertenece la autoridad 
que emitió la sentencia que motivó la reclusión de la persona solicitante y que 
ejercen jurisdicción en el territorio donde se ubica el centro de reclusión en 
cuestión. Ello, aun y cuando la persona se encuentre interna en un centro 
perteneciente a un fuero distinto.

Justificación: Esta Primera Sala ha sostenido que de los artículos 3, frac­
ción XI y 24 de la Ley Nacional de Ejecución Penal se desprende que fue 
voluntad del legislador el respetar la división de fueros en materia penal. 
Por lo que, por regla general, debe ser un Juez o Jueza de Ejecución del 
mismo fuero –local o federal– al que pertenece el órgano que dictó la senten­
cia que motivó la reclusión, quien debe pronunciarse sobre el procedimiento 
de ejecución de la pena; ello, aun y cuando la persona se encuentre recluida 
en un centro de reinserción perteneciente a un fuero distinto. Si bien excep­
cionalmente se ha admitido la posibilidad de que un Juez o Jueza de Eje­
cución del mismo fuero al que pertenece el centro penitenciario (local o 
federal) conozca de cuestiones relacionadas con la ejecución de la pena, 
dicho supuesto sólo se actualiza en aquellos casos en los que la decisión 
judicial implica revisar la actuación de la autoridad penitenciaria o aplicar 
sus ordenamientos internos. Esto, a fin de garantizar un principio de unidad 
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normativa. En el caso específico de las solicitudes de traslado voluntario 
presentadas en términos del artículo 50 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, no se actualiza ninguno de los supuestos de excepción, toda vez 
que la decisión sobre la procedencia de la petición únicamente implica 
determinar si se cumplen los requisitos previstos en la Constitución General 
y la Ley Nacional de Ejecución Penal; esto es, que no se trate de delincuen­
cia organizada o de personas internas que requieran medidas especiales 
de seguridad, las cuales se encuentran reguladas en el artículo 37 de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal. Consecuentemente, en atención a la regla 
general prevista en la Ley Nacional de Ejecución Penal, corresponde cono­
cer de tales solicitudes al Juez o la Jueza en materia de ejecución penal del 
mismo fuero al que pertenece la autoridad que emitió la sentencia que 
motivó la reclusión de la persona solicitante y que ejerce jurisdicción en el 
territorio donde se ubica el centro de reclusión en cuestión. Ello, aun y cuando 
la persona se encuentre interna en un centro perteneciente a un fuero dis­
tinto. De esta manera, se favorece el acceso a una justicia pronta y expedita, 
así como el principio de concentración, pues –conforme a lo resuelto por 
esta Primera Sala en la contradicción de tesis 64/2021– es a dicha autori­
dad judicial a quien, por regla general, corresponde resolver sobre las peti­
ciones relacionadas con el cumplimiento de las penas.

1a./J. 119/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 424/2022. Entre los sustentados por el Tercer Tribu­
nal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Pleno en Materias Penal 
y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito. 12 de julio de 2023. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disi­
dentes: Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quienes formularán voto de minoría. Ponente: Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose: Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretarios: Carlos Gustavo Ponce Núñez y Susana Itzel 
Hernández Guerrero.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 19/2022, en el que sostuvo que las soli­
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citudes de traslado voluntario tienen la naturaleza de condición de inter­
namiento, por lo que la competencia para conocer de las solicitudes 
presentadas por una persona interna en un centro de reclusión federal en 
virtud de una resolución emitida por un Juez Local corresponde al Juez 
de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio con competen­
cia en Ejecución, adscrito al Centro de Justicia Penal Federal donde se 
encuentra recluida la persona. Además, consideró que, conforme al cri­
terio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación al resolver el conflicto competencial 3/2020, la competencia entre 
Jueces de Ejecución debe determinarse en función de la naturaleza del 
acto que se somete a su consideración. De acuerdo con lo anterior, el Tri­
bunal estimó que el traslado voluntario tiene la naturaleza de condición de 
internamiento y, por tanto, debe analizarse con base en el reglamento 
del centro penitenciario y demás disposiciones administrativas que sir­
van de sustento para su operación. Por ende, concluyó que será compe­
tente para conocer de la solicitud de traslado formulada por una persona 
interna en un centro federal el Juez de Distrito que vigile dicho centro 
de internamiento, aun y cuando se encuentre cumpliendo una sentencia del 
fuero local; y

El sustentado por el Pleno en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 
Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2022, la cual dio origen a 
la tesis jurisprudencial PC.XIII.P.L. J/1 P (11a.), de rubro: "COMPETENCIA 
PARA RESOLVER RESPECTO DE UNA SOLICITUD DE TRASLADO VO­
LUNTARIO, POR UNA PERSONA PRIVADA DE SU LIBERTAD, FORMULADA 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY NACIONAL DE EJECU­
CIÓN PENAL. AL TRATARSE DE UN ACTO DE NATURALEZA SUSTAN­
TIVA, CORRESPONDE A LOS JUECES DE EJECUCIÓN QUE EJERCEN 
JURISDICCIÓN EN EL CENTRO DE RECLUSIÓN Y QUE TIENEN EL 
FUERO RELATIVO AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE ORDENÓ LA PRI­
SIÓN PREVENTIVA O EMITIÓ LA SENTENCIA CONDENATORIA MOTIVO 
DEL INTERNAMIENTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 9 de diciembre de 2022 a las 10:21 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 20, diciem­
bre de 2022, Tomo II, página 1837, con número de registro digital: 2025629.

Tesis de jurisprudencia 119/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Nota: La parte considerativa de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 
64/2021 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
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ración del viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 7, Tomo II, 
noviembre de 2021, página 1377, con número de registro digital: 30191.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCOMPETENCIA LEGAL DE UNA PERSONA JUZGADORA DE DISTRITO 
SEÑALADA COMO AUTORIDAD RESPONSABLE EN UNA DEMANDA 
DE AMPARO. SE ACTUALIZA HASTA QUE A LA LUZ DEL INFORME JUS­
TIFICADO SE CONSTATA SI EMITIÓ O NO EL ACTO RECLAMADO. 

Hechos: Diversos Juzgados de Distrito conocieron de juicios de amparo en 
los que las partes quejosas los señalaron como autoridades responsables. 
Por esa razón los juzgados declinaron su competencia a otros órganos judi­
ciales, pero éstos no la aceptaron, lo que originó diferentes conflictos com­
petenciales. Al resolver esos conflictos, los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes llegaron a conclusiones distintas: uno de ellos indicó que el 
hecho de que el quejoso señale al Juzgado como autoridad responsable 
es suficiente para que se declare legalmente incompetente; mientras que el 
otro Tribunal Colegiado determinó que el órgano judicial no puede declararse 
legalmente incompetente sin previamente verificar si emitió el acto reclamado.

Criterio jurídico: Cuando la persona Juzgadora de Distrito que conoce de 
un amparo es señalada como autoridad responsable debe declinar la com­
petencia a otro juzgado, de acuerdo con lo que establece el artículo 38 de 
la Ley de Amparo. Una vez que dicho juzgado recibe el caso debe recabar 
los informes justificados de las autoridades responsables. Con base en éste, 
procederá a determinar si la persona Juzgadora que originalmente conocía 
del caso efectivamente emitió el acto. En caso afirmativo continuará con la 
sustanciación del asunto; de lo contrario, debe regresar el juicio de amparo 
a la persona Juzgadora de origen.

Justificación: La competencia en el juicio de amparo indirecto se fija en 
atención a la regla general dispuesta por el artículo 37 de la Ley de Amparo, 
pues garantiza los derechos humanos de legalidad y de seguridad jurídica.
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Esto significa que la regla prevista en el artículo 38 de la misma ley es de 
carácter excepcional y sólo opera en los casos en los que está fehaciente­
mente acreditado que la persona Juzgadora de Distrito que conoce del am­
paro también emitió el acto que se reclama en ese juicio. Esa certeza se 
logra a partir del análisis del informe justificado en el que la autoridad seña­
lada como responsable acepta o niega la emisión del acto que se le atribuye.

Es por ello que cuando la persona Juzgadora de Distrito que conoce de un 
amparo a la vez es señalada como autoridad responsable, debe procederse 
de la siguiente manera: 1) remitir los autos a otro Juzgado; 2) La persona 
Juzgadora de Distrito que recibe el asunto procederá a la sustanciación del 
procedimiento del juicio y a solicitar a las autoridades responsables su infor­
me justificado (entre ellos a la persona Juzgadora que originalmente conoció 
del caso), así como dar vista con su contenido a las partes; y, 3) a la luz del 
informe relativo, la persona Juzgadora de Distrito debe constatar si la per­
sona Juzgadora que originalmente conoció del asunto emitió el acto recla­
mado, por lo que debe proceder del siguiente modo: a) si no emitió el 
acto, la nueva persona Juzgadora debe suspender el procedimiento y devol­
ver el asunto a la persona Juzgadora original para que continúe con el 
trámite del juicio; o, b) si emitió el acto reclamado, entonces la persona Juz­
gadora de Distrito debe concluir la sustanciación del juicio y dictar la sen­
tencia que corresponda.

Esta solución permite la prevalencia de la regla general de competencia 
prevista en el artículo 37 de la Ley de Amparo y la reserva de lo dispuesto 
por el artículo 38 para casos verdaderamente excepcionales, no sobre la 
base de señalamientos unilaterales, sino de la certeza que brinda el análi­
sis del informe justificado. Esto asegura que la competencia se fije en razón 
de lo dispuesto por la ley y evita que las partes incidan en la selección de la 
persona Juzgadora de su caso a través de fraudes competenciales y estra­
tegias indebidas de litigio en el juicio de amparo.

1a./J. 154/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 313/2021. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Segundo Tribu­
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nal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 30 de agosto de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Ramón 
Eduardo López Saldaña.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Cir­
cuito, al resolver los conflictos competenciales 19/2021 y 21/2021, en los 
que consideró que señalar como responsable al Juzgado de Distrito decli­
nante era suficiente para tenerlo con ese carácter y, por lo tanto, era aplica­
ble el artículo 38 de la Ley de Amparo, en cuanto a que la competencia 
correspondía al Juzgado de Distrito más cercano a la residencia del decli­
nante, cuando a los Juzgados de Distrito de su misma residencia también 
se les atribuían actos reclamados; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 14/2021, en el que precisó 
que el Juzgado de Distrito declinante no puede proceder en términos del 
artículo 38 con el sólo señalamiento de que es autoridad responsable, ya 
que debía analizar de forma integral la demanda para dirimir si realmente 
había emitido el acto y en ese caso tramitar el impedimento; por lo que no 
era aplicable el artículo 38 citado, ya que con ello podría dejarse en 
manos de la parte quejosa la determinación de la competencia.

Tesis de jurisprudencia 154/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de once de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE APELACIÓN QUE NO ES ADMITIDO POR EL TRIBUNAL DE 
ALZADA EN EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PE­
NALES. PROCEDE EN SU CONTRA EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, 
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SIN NECESIDAD DE AGOTAR PREVIAMENTE EL RECURSO DE REVO­
CACIÓN PREVISTO EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL.

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito determinó que cuando se reclama 
la resolución por la que no se admite un recurso de apelación por parte de 
un tribunal de alzada en el procedimiento de ejecución de sanciones pena­
les, esa determinación constituye un supuesto de procedencia del recurso 
de revocación previsto en el artículo 130 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, por lo que este medio de impugnación debe agotarse antes de pro­
mover un juicio de amparo conforme al principio de definitividad. Mientras 
que el otro Tribunal Colegiado concluyó que, cuando se reclama la deter­
minación que no admite el recurso de apelación, no existe obligación de 
agotar el recurso de revocación porque éste sólo procede en contra de reso­
luciones dictadas por los Jueces de ejecución y no por los tribunales de 
alzada. Este tribunal consideró que, si para hacer procedente el recurso 
debe interpretarse la norma, entonces se actualizaría una excepción al prin­
cipio de definitividad que haría procedente el juicio de amparo.

Criterio jurídico: Procede el juicio de amparo indirecto en contra de la deter­
minación dictada por un tribunal de alzada en la que no admite un recurso 
de apelación en el procedimiento de ejecución de sanciones penales, sin 
agotar el recurso de revocación al que se refiere la Ley Nacional de Ejecu­
ción Penal. Esto, porque en dicho recurso sólo pueden impugnarse resolucio­
nes de mero trámite, mientras que la no admisión de la apelación es una 
determinación de fondo, aunado a que ese recurso sólo procede en contra de 
actos de Jueces de ejecución y no de tribunales de alzada.

Justificación: De acuerdo con la doctrina de esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en aquellos casos en los que la legislación ordinaria no es clara 
y suficiente y/o que para la procedencia de un recurso o medio de defensa se 
debe sujetar a la norma a una interpretación adicional, se actualiza la excep­
ción al principio de definitividad a que se refiere el artículo 61, fracción XVIII, 
párrafo último, de la Ley de Amparo.

Ahora bien, la no admisión de un recurso de apelación por parte de un tri­
bunal de alzada en el procedimiento de ejecución de sanciones penales es 
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una determinación que, por sus efectos, se traduce en dejar firme la reso­
lución que recae a la controversia judicial impugnada y, por ello, se trata de 
una determinación de fondo y no de mero trámite.

Por su parte, el artículo 130 de la Ley Nacional de Ejecución Penal establece 
que el recurso de revocación procede en contra de determinaciones de mero 
trámite dictadas por los Jueces de Ejecución.

De lo anterior, se desprende que no es procedente el recurso de revoca­
ción en contra del acuerdo de un tribunal de alzada que no admite el recurso 
de apelación porque no se trata de una resolución de mero trámite, ni es 
emitida por un Juez de ejecución de sanciones penales.

Esto implica que para hacer procedente el recurso de revocación en contra 
de esa determinación se debe hacer una interpretación adicional de la norma, 
lo que actualiza la citada excepción al principio de definitividad, por lo que en 
contra de dicho acto es procedente el juicio de amparo indirecto, sin nece­
sidad de agotar el recurso de revocación contemplado en la Ley Nacional 
de Ejecución Penal.

1a./J. 155/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 304/2022. Entre los sustentados por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Séptimo Tri­
bunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Noveno Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 8 de febrero de 2023. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 98/2022, en el que estableció 



439

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

que cuando se reclama la inadmisión del recurso de apelación por parte 
de un Tribunal de Alzada en el procedimiento de ejecución de sanciones 
penales, sí debe agotarse previamente el recurso de revocación previsto 
en el artículo 130 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, pues de lo con­
trario, el juicio de amparo sería improcedente conforme a la fracción XVIII 
del precepto 61 de la Ley de Amparo; y

El sostenido por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 113/2022, el cual dio origen a la 
tesis aislada I.9o.P.56 P (11a.), de rubro: "RECURSO DE REVOCACIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 130 DE LA LEY NACIONAL DE EJECU­
CIÓN PENAL. NO DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE A PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA EL AUTO QUE NO ADMITE 
EL DIVERSO DE APELACIÓN EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE SEN­
TENCIA DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO [INAPLICABILIDAD DE 
LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 85/2019 (10a.)].", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de junio de 2022 a las 
10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undé­
cima Época, Libro 14, Tomo VII, junio de 2022, página 6368, con número 
de registro digital: 2024888.

Tesis de jurisprudencia 155/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de once de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviembre 
de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS LEGÍTIMO PARA IMPUGNAR EN AMPARO DISPOSICIONES 
RELATIVAS A LA PENALIZACIÓN DEL ABORTO. LA CALIDAD DE MUJER 
O PERSONA CON CAPACIDAD DE GESTAR ES SUFICIENTE PARA TE­
NERLO POR ACREDITADO, SIEMPRE Y CUANDO SE DEMUESTRE UNA 
RELACIÓN DE PROXIMIDAD FÍSICA O GEOGRÁFICA CON EL ÁMBITO 
ESPACIAL DE VALIDEZ DE LA NORMA, SIN QUE SEA NECESARIA LA 
EXISTENCIA DE UN ACTO DE APLICACIÓN DE DICHAS DISPOSICIONES.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
puntos contrarios respecto a si la calidad de mujer es suficiente para reco­
nocer su interés legítimo para impugnar en el juicio de amparo las normas 
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que establecen el delito de aborto, sin necesidad de que haya un acto de 
aplicación de dichas normas, conforme a los artículos 107, fracción I, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5o., fracción I, de 
la Ley de Amparo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
concluye que la calidad de mujer o persona con capacidad de gestar es 
suficiente para reconocer su interés legítimo para impugnar a través del juicio 
de amparo la regulación del delito de aborto, sin que sea necesario que 
exista un acto de aplicación de dichas normas, siempre y cuando se acre­
dite que la quejosa guarda una relación de proximidad física o geográfica 
con el ámbito espacial de validez de la norma, es decir, que territorialmente 
le serían aplicables dichas normas.

Justificación: Acorde con lo señalado por el Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en precedentes, se puede sostener que las 
normas que penalizan el aborto inciden en el significado cultural y social de 
los derechos de las mujeres y personas con capacidad de gestar y contri­
buye a construir un imaginario social adverso para el ejercicio de sus dere­
chos humanos, pues fomenta la creencia sobre la incorrección ética del 
aborto y otras opciones reproductivas; aumenta el estigma para quienes 
acuden a estos servicios de atención médica desde nociones y concepcio­
nes estereotípicas y discriminatorias; y genera un temor en los profesiona­
les de la salud, lo que puede provocar desigualdad en la provisión de los 
servicios de salud entre las propias mujeres y personas con capacidad de 
gestar. Por lo que dichas normas potencialmente pueden comprometer o 
limitar el acceso a una debida protección de sus derechos humanos a la 
autonomía reproductiva, a la vida, a la no discriminación, a la salud y a la inte­
gridad personal; sin que sea exigible un acto de aplicación, pues la penali­
zación del aborto impacta colateralmente a estas personas en un grado 
suficiente para afirmar que se genera en su contra una afectación relevante, 
cualificada, actual y real, en tanto que contienen disposiciones que las vincu­
lan a su cumplimiento desde el inicio de su vigencia. Así, dichas normas se 
pueden impugnar como autoaplicativas, toda vez que de ellas se extrae un 
mensaje perceptible que impacta negativamente en el goce pleno de los 
derechos humanos de las mujeres y personas con capacidad de gestar, del 
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que es posible extraer un juicio de valor negativo que puede coadyuvar a 
la preservación de estructuras discriminadoras y estigmatizantes hacia 
ellas; por lo que las quejosas obtendrían un beneficio jurídico consistente 
en la supresión del mensaje alegado de ser discriminatorio, mediante la 
declaratoria de inconstitucionalidad, la que haría cesar el mensaje que les 
genera perjuicio. Dicho mensaje, por estar contenido en la ley, no podría 
ser aplicado otra vez a las quejosas en el futuro. Si bien es cierto que las 
normas afectan directamente a las mujeres gestantes, lo cierto es que existe 
un mensaje discriminatorio para las mujeres y las personas con capacidad de 
gestar que impacta en sus derechos, de manera que les asiste el derecho 
a cuestionar la forma en la que el legislador decidió proteger el derecho a 
la vida del producto en gestación, sin que sea necesario requerir de una hipó­
tesis divergente, esto es, que se encontraran embarazadas y que, además, 
no tuvieran voluntad de continuar con el embarazo. Sin embargo, como se 
dijo, conforme al criterio de esta Primera Sala, es necesario acreditar que la 
quejosa guarda una relación de proximidad física o geográfica con el ámbito 
espacial de validez de la norma, sobre el cual se espera la proyección del 
mensaje, para que pueda considerarse que efectivamente la norma se pro­
yecta en su perjuicio.

1a./J. 159/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 412/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y el 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto 
Circuito. 21 de junio de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Décimo Séptimo Circuito, al resolver los amparos en revisión 519/2021 
y 139/2022, en los que sostuvo que la calidad de mujer es suficiente para 
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reconocer su interés legítimo para impugnar la regulación del delito de 
aborto, sin necesidad de que haya un acto de aplicación de las normas 
penales que se impugnan en el juicio de amparo; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 10/2022, y el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 445/2021, en los que, en esencia, determinaron que la calidad 
de mujer por sí misma no es suficiente para reconocer a las quejosas un 
interés legítimo que les permita impugnar en amparo la regulación del 
delito de aborto sin un acto de aplicación de las normas penales.

Tesis de jurisprudencia 159/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ORDEN DE APREHENSIÓN. AL SER UN ACTO DICTADO DENTRO DEL 
PROCEDIMIENTO, EL PLAZO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPA­
RO EN SU CONTRA ES EL GENÉRICO DE QUINCE DÍAS, DE CONFOR­
MIDAD CON LOS ARTÍCULOS 17 DE LA LEY DE AMPARO Y 211 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
posturas contrarias al resolver asuntos en los que analizaron si en el caso 
del dictado de una orden de aprehensión, se actualiza el supuesto de excep­
ción para presentar la demanda de amparo en su contra "en cualquier tiempo", 
conforme al artículo 17, fracción IV, de la Ley de Amparo. Así, un Tribunal 
Colegiado determinó que una orden de aprehensión es un acto dictado 
dentro de un procedimiento, por lo que no se actualiza la hipótesis de excep­
ción; mientras que el otro sostuvo que la orden de aprehensión es un acto 
fuera de proceso, por lo que sí se actualiza el supuesto de referencia.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el plazo para la presentación de una demanda de amparo 
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en la que el acto reclamado sea una orden de aprehensión es el genérico 
de quince días a que se refiere el artículo 17 de la Ley de Amparo, por ser un 
acto emitido dentro de procedimiento que no está dentro de los supuestos 
de excepción contemplados en el mismo precepto normativo.

Justificación: La intención del legislador al prever en el artículo 17, fracción 
IV, de la Ley de Amparo, que el juicio de amparo se podría promover en 
cualquier momento, fue para proteger a las personas de aquellas invasio­
nes a la libertad ejercitadas por cualquier autoridad de manera arbitraria, 
cuando no medie una determinación judicial y no sean emitidas dentro de 
procedimiento. Ahora bien, si se toma en cuenta que ese precepto norma­
tivo ciñe dicha prerrogativa a que estos ataques sean fuera de procedimien­
to y que el artículo 211 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece que la primera etapa del procedimiento penal, esto es, la investi­
gación inicial, comenzará con la presentación de la denuncia, querella u 
otro requisito equivalente y concluye cuando el imputado queda a disposi­
ción del Juez de Control para que se le formule imputación, lo que incluye 
necesariamente la emisión de la orden de aprehensión, es claro que dicha 
forma de conducción al proceso forma parte del procedimiento penal acusa­
torio, toda vez que para su emisión precedieron una serie de actos tenden­
tes a activar el proceso penal; sin que pueda considerarse que su emisión 
fue injustificada o aislada, pues ese acto se materializa como el resultado de 
determinadas actuaciones previstas en la ley y desarrolladas por las auto­
ridades competentes. De ahí que la orden de aprehensión como forma de 
conducción al proceso surge en la primera etapa del procedimiento penal, 
pues la autoridad judicial al momento de que se le solicita su libramiento 
corrobora que se cumplan los requisitos correspondientes y luego de veri­
ficarlos la obsequia.

1a./J. 177/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 325/2022. Entre los sustentados por el Cuarto Tribu­
nal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Décimo Primer Circuito. 16 de agosto de 2023. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
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quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois 
Salazar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Cir­
cuito, al resolver la queja 252/2021, en la que determinó que una orden 
de aprehensión puede considerarse un ataque a la libertad personal 
dentro del procedimiento penal, por lo que no se actualiza la hipótesis de 
excepción contenida en el artículo 17, fracción IV, de la Ley de Amparo 
para presentar la demanda de amparo "en cualquier tiempo"; y

El sostenido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 7/2020, el cual dio origen a la 
tesis aislada XI.P.43 P (10a.), de título y subtítulo: "ORDEN DE APREHEN­
SIÓN. AL SER UN ACTO FUERA DE PROCESO QUE ATENTA CONTRA 
LA LIBERTAD, LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO EN 
SU CONTRA NO ESTÁ CONDICIONADA AL PLAZO GENÉRICO DE 
QUINCE DÍAS, POR ACTUALIZARSE LA HIPÓTESIS DE EXCEPCIÓN 
QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO, 
SALVO CUANDO EL QUEJOSO HAYA TENIDO CONOCIMIENTO PLENO 
DE AQUÉLLA POR CUALQUIER MEDIO.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 81, diciembre de 2020, Tomo II, página 1695, con número de registro 
digital: 2022544.

Tesis de jurisprudencia 177/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. SU NEGATIVA CONSTI­
TUYE UNA AFECTACIÓN AL DERECHO DE LIBERTAD PERSONAL 
CUANDO LA PERSONA IMPUTADA SE ENCUENTRA SUJETA A ALGUNA 
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MEDIDA QUE AFECTA A ÉSTA, POR LO QUE PARA LA PROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO ES NECESARIO QUE AGOTE 
EL RECURSO DE APELACIÓN CONFORME A LA EXCEPCIÓN AL PRIN­
CIPIO DE DEFINITIVIDAD QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN 
XVIII, INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito analizaron la negativa de la 
suspensión condicional del proceso para efectos de la procedencia del 
juicio de amparo indirecto, específicamente, en relación con el principio de 
definitividad. Uno de los tribunales determinó que esta medida no afectaba 
la libertad personal del imputado, por lo que para acudir al juicio de amparo 
debía agotar el recurso de apelación; de modo que, al no hacerlo, tuvo por 
actualizada la improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XVIII, de la 
Ley de Amparo. El otro tribunal determinó, en cambio, que la negativa de 
suspensión condicional del proceso sí afectaba la libertad personal del 
imputado, por lo que debía situarse en el supuesto de excepción establecido 
en el inciso b) de dicho precepto que lo exenta de agotar recursos ordina­
rios antes de instar el juicio de amparo.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la negativa sobre la suspensión condicional del proceso 
constituye una afectación al derecho de libertad personal cuando la persona 
imputada se encuentra sujeta a alguna medida que afecta a ésta. Así, para 
efectos de la procedencia del juicio de amparo indirecto, la persona impu­
tada se sitúa en el supuesto de excepción al principio de definitividad que 
prevé el artículo 61, fracción XVIII, inciso b), de la Ley de Amparo; de modo 
que puede optar por agotar el recurso de apelación establecido en el 
artículo 467, fracción VIII, del Código Nacional de Procedimientos Penales 
o, bien, instar el juicio de amparo.

Justificación: Este Alto Tribunal ha establecido que la procedencia del juicio 
de amparo indirecto debe ser flexible para la tutela constitucional de actos 
que afecten la libertad personal. Por ello, el amparo indirecto no sólo es pro­
cedente contra actos que restringen materialmente la libertad de la persona 
imputada, sino todos aquellos que no permiten que goce de su libertad de 
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forma absoluta. Esto es así, porque el derecho de libertad personal en el 
proceso penal no sólo se afecta a través de actos de la autoridad que tienen 
como consecuencia la detención de la persona imputada o su ingreso a 
prisión, sino de todas aquellas medidas que pueden derivar del proceso 
penal y que restrinjan aquélla, tales como su presentación periódica ante la 
autoridad, la prohibición de salir de un determinado ámbito territorial, el 
sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o institución determi­
nada o internamiento a institución determinada, la prohibición de concurrir a 
determinadas reuniones o acercarse a ciertos lugares, la prohibición de acer­
carse o comunicarse con determinadas personas, la separación inmediata 
del domicilio, la colocación de localizadores electrónicos, el resguardo en 
su propio domicilio o, bien, la prisión preventiva. Luego, si precisamente la 
negativa de la suspensión condicional del proceso tiene por consecuencia 
que la persona imputada mantenga alguna de esas medidas restrictivas de 
su libertad, queda claro para esta Sala que dicha negativa limita su libertad 
personal; incluso, porque los efectos de la concesión de dicha suspensión 
conllevarían la extinción de la acción penal en términos del artículo 191 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, lo que significa que se sobresee­
ría la causa penal y que a la persona imputada le serían eliminadas dichas 
medidas. En esas condiciones, respecto a la negativa de la suspensión 
condicional del proceso penal, la persona imputada puede decidir si agota 
o no el recurso de apelación antes de acudir al juicio de amparo indirecto, 
pues de tener medidas restrictivas de su libertad personal debe aplicarse 
lo dispuesto en el artículo 61, fracción XVIII, inciso b), de la Ley de Amparo, 
que exceptúa la exigencia de agotar dicho recurso ordinario conforme al 
principio de definitividad en la materia.

1a./J. 182/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 406/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado del Trigésimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 30 de agosto de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y 
de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
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quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Minis­
tro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda 
Velázquez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver la 
queja 106/2022, en la que consideró que, por regla general, de manera 
previa a instar la acción de amparo era necesario el agotamiento de los 
recursos o medios ordinarios de defensa, a través de los cuales el acto 
reclamado pudiera ser revocado, nulificado o modificado; sin embargo, 
el inciso b) de la fracción XVIII del artículo 61 de la Ley de Amparo, pre­
veía la excepción relativa a que el acto impugnado afectara "la libertad 
personal del quejoso". Al respecto, precisó que era criterio de la Suprema 
Corte que la libertad personal de los individuos no sólo se afectaba a 
través de actos de autoridad que tuvieran como consecuencia material 
privarlos de la que disfrutaban en ese momento –directamente–, sino 
también mediante actos que determinaran la permanencia del goberna­
do en dicha situación o que modificaran las condiciones en que tal priva­
ción debía ejecutarse indirectamente. En ese sentido, la resolución que 
negaba la suspensión condicional del proceso no comprendía un man­
dato que directamente afectara la libertad de las personas, pues se tra­
taba de un planteamiento que dirimía el acceso a una solución alterna al 
proceso penal, susceptible de culminar con la extinción de la acción 
penal. Sin embargo, la circunstancia de que el imputado se encontrara 
sujeto a la medida cautelar de prisión preventiva, implicaba que dicha 
negativa determinaría su permanencia en la situación de privación de la 
libertad en que se encontraba y, en ese sentido, sí afectaba en forma in­
directa ese derecho fundamental. Máxime que, de haber resultado favo­
rable su petición, el quejoso se encontraría en posibilidad de obtener su 
libertad; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Adminis­
trativa del Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 106/2021, el 
cual dio origen a la tesis aislada V.2o.P.A.1 P (11a.), de rubro: "SUSPEN­
SIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. LA NEGATIVA DEL JUEZ DE CON­
TROL DE CONCEDERLA DEBE IMPUGNARSE MEDIANTE EL RECURSO 
DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 467, FRACCIÓN VIII, DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PREVIAMENTE 
A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL NO TRA­
TARSE DE UNA RESOLUCIÓN QUE AFECTE LA LIBERTAD PERSONAL 
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EN FORMA DIRECTA Y, POR ENDE, NO CORRESPONDE A LAS ESTA­
BLECIDAS EXPRESAMENTE EN EL INCISO B) DE LA FRACCIÓN XVIII 
DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO, QUE IMPLICAN UNA EX­
CEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD.", publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 26 de agosto de 2020 a las 10:34 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 16, agosto de 2022, Tomo V, página 4539, con número de 
registro digital: 2025169.

Tesis de jurisprudencia 182/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SALARIO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. ES 
INEMBARGABLE SALVO EN LOS SUPUESTOS EXPRESAMENTE PRE­
VISTOS EN EL ARTÍCULO 38 DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJA­
DORES AL SERVICIO DEL ESTADO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios respecto a la inembargabilidad del salario de los 
trabajadores al servicio del Estado y si correspondía aplicar por analogía la 
jurisprudencia 2a./J. 42/2014 (10a.) emitida por la Segunda Sala de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "SALARIO 
MÍNIMO. LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL PUEDE ORDENAR EL EMBARGO 
SOBRE EL EXCEDENTE DE SU MONTO, PARA EL ASEGURAMIENTO DE 
OBLIGACIONES DE CARÁCTER CIVIL O MERCANTIL CONTRAÍDAS POR 
EL TRABAJADOR, EN PRINCIPIO, SÓLO RESPECTO DEL 30 % DE ESE 
EXCEDENTE."

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los salarios percibidos por los trabajadores al servicio del 
Estado son inembargables, salvo en aquellos casos expresamente estable­
cidos en el artículo 38 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado.
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Justificación: De la interpretación sistemática de los artículos 123, apartado 
B, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
434, fracción XI, del Código Federal de Procedimientos Civiles; y 38 y 41 de 
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, así como del 
Convenio Número 95 relativo a la Protección del Salario de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), cuando se prevé la posibilidad de embar­
gar los salarios de los trabajadores del Estado, ello no significa que pueda 
actualizarse en cualquier supuesto, sino solamente en las modalidades 
previstas expresamente en la ley, en específico en los casos previstos en el 
artículo 38 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que 
corresponden a los supuestos en que el legislador estimó, en ejercicio de 
su libertad de configuración, que podrá llevarse a cabo una medida de esa 
índole. Por lo que el salario de los servidores públicos debe considerarse 
susceptible de embargo sólo bajo ciertas modalidades establecidas en la 
ley y que tienen como común denominador que se trata de adeudos adqui­
ridos para satisfacer necesidades básicas del trabajador.

1a./J. 183/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 68/2023. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Vigésimo Primer Circuito, el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Civil del Vigésimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Circuito. 25 de octubre de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Antonio Gudiño Cicero.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrati­
va del Noveno Circuito, al resolver los amparos en revisión 410/2019, 
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465/2019, 243/2021 y 360/2021; el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
rias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 104/2020; el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
217/2022; el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 43/2021; el 
Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 178/2019; y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 153/2021, en los que consideraron, en lo que interesa, que el 
salario de los trabajadores al servicio del Estado es inembargable, salvo 
en los supuestos expresamente previstos en la ley, de conformidad con 
la fracción VI del apartado B del artículo 123 constitucional y el artículo 10 
del Convenio Número 95 relativo a la Protección del Salario de la Organi­
zación Internacional del Trabajo, así como tomando en cuenta lo resuelto 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resol­
ver el amparo en revisión 153/2016 y la tesis aislada 1a. CCLXVIII/2018 
(10a.), de rubro: "INEMBARGABILIDAD DEL SALARIO DE LOS TRABA­
JADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE EN 
EL ARTÍCULO 434, FRACCIÓN XI, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTOS CIVILES SE ESTABLEZCA UN TRATO DIFERENCIADO ENTRE 
AQUÉLLOS Y LOS QUE PRESTAN SUS SERVICIOS EN EL SECTOR PRI­
VADO, NO GENERA SU INCONSTITUCIONALIDAD NI SU INCONVEN­
CIONALIDAD.";

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 190/2019, en el que ajustó su resolución a la con­
clusión alcanzada por la Segunda Sala de este Máximo Tribunal al resolver 
la contradicción de tesis 422/2013, de la que derivo la jurisprudencia 
2a./J. 42/2014 (10a.), cuyo criterio adoptó como obligatorio de conformidad 
con el artículo 217 de la Ley de Amparo, en el sentido de que el salario 
de los trabajadores sí es susceptible de ser embargado hasta por el treinta 
por ciento del excedente del salario mínimo, con independencia de que 
aquéllos sean sujetos al régimen del apartado A o B del artículo 123 
constitucional; y,

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 69/2011, en el que concluyó que era in­
embargable el salario mínimo, en términos de los artículos 123, apartado 
A, fracción VIII, de la Constitución General y 112 de la Ley Federal del 
Trabajo, pero no así el excedente, mismo que era susceptible de embargo, 
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al cual debían aplicarse los parámetros de proporción que prevé el ar­
tículo 435 del Código Federal de Procedimientos Civiles vigente, pero fue 
enfático en señalar que de conformidad con el artículo 434, fracción XI, 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al 
Código de Comercio, los sueldos y emolumentos de los funcionarios y 
empleados públicos eran inembargables, pero con la modalidad de que 
sólo podría realizarse sobre la quinta parte del exceso sobre mil quinien­
tos pesos anuales hasta tres mil pesos y la cuarta parte del exceso sobre 
tres mil pesos en adelante.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 42/2014 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de junio de 2014 
a las 9:37 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 712, con número de 
registro digital: 2006672.

Tesis de jurisprudencia 183/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Nota: La tesis aislada 1a. CCLXVIII/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 
a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Dé­
cima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, página 326, con número 
de registro digital: 2018683.

De la sentencia que recayó al amparo en revisión 217/2022, resuelta por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sép­
timo Circuito, derivó la tesis aislada XVII.2o.C.T.1 C (11a.), de rubro: 
"PRINCIPIO DISPOSITIVO EN MATERIA MERCANTIL. RESULTA DE APLI­
CACIÓN ATENUADA CUANDO ESTÁN INVOLUCRADAS ACTUACIONES 
QUE AFECTAN DERECHOS HUMANOS –EMBARGO DEL SALARIO DE 
UN TRABAJADOR AL SERVICIO DEL ESTADO–.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 1 de septiembre de 2023 a las 
10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 29, Tomo V, septiembre de 2023, página 5664, 
con número de registro digital: 2027124.

De la sentencia que recayó al amparo en revisión 69/2011, resuelto por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, derivó la tesis ais­
lada I.3o.C.1049 C (9a.), de rubro: "EMBARGO. LOS SUELDOS Y EMO­
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LUMENTOS DE LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS PÚBLICOS SON 
SUSCEPTIBLES DE AQUÉL, SÓLO BAJO LA MODALIDAD PREVISTA EN 
EL ARTÍCULO 435 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVI­
LES DE APLICACIÓN SUPLETORIA AL CÓDIGO DE COMERCIO.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XIII, Tomo 4, octubre de 2012, página 2523, con número de 
registro digital: 159933.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS RESO­
LUCIONES DICTADAS POR TRIBUNALES FEDERALES EN LAS QUE SE 
DECLARE FUNDADA LA EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA EN FAVOR DE 
JUECES FEDERALES (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1100 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO). 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito emitieron criterios contra­
dictorios respecto a si, en términos del artículo 1100 del Código de Comer­
cio, un Juez Federal puede o no sostener competencia a un Tribunal Federal 
y, en consecuencia, si la resolución en la que se declaró fundada la excep­
ción de incompetencia por declinatoria puede constituir o no un acto sus­
ceptible de reclamarse en juicio de amparo indirecto. Un Tribunal Colegiado 
sostuvo que, conforme al artículo 1100 del Código de Comercio, el Juez Fede­
ral en favor de quien se declaró la competencia está obligado a concluir el 
juicio, por lo que constituye un acto definitivo en contra del cual procede 
el juicio de amparo indirecto intentado; mientras que otro Tribunal Colegiado 
afirmó que, de la interpretación del artículo 1100 del Código de Comercio, 
es posible concluir que el Juez Federal en favor de quien se declina la compe­
tencia está en aptitud de rechazar el conocimiento del juicio, por lo que no 
constituye un acto definitivo para efectos del juicio de amparo indirecto.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que en asuntos mercantiles, las resoluciones que declaran fundada 
la excepción de incompetencia por declinatoria dictadas por un Tribunal Fede­
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ral en favor de un Juez Federal de distinta jurisdicción, no constituyen actos 
definitivos para efectos de la procedencia del juicio de amparo indirecto.

Justificación: De la interpretación del artículo 1100 del Código de Comercio 
se advierte que, tratándose de órganos jurisdiccionales locales y federales, 
el Juez puede sostener competencia con otro Tribunal que, aunque sea 
superior en su clase, no ejerza jurisdicción sobre él. Por lo tanto, la resolu­
ción que declara fundada la excepción de incompetencia por declinatoria 
no constituye un acto definitivo que produzca una afectación real y actual 
en la esfera jurídica del interesado, pues el Juez Federal en favor de quien 
se declinó la competencia del asunto podría sostenerla al Tribunal, toda vez 
que éste no ejerce jurisdicción sobre aquél. De ahí que, para efectos de la 
procedencia del juicio de amparo indirecto, el acto susceptible de impug­
nación vía amparo indirecto, en todo caso, será aquel en el que el Juez 
Federal en cuyo favor se declinó la competencia la acepta.

1a./J. 185/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 146/2023. Entre los sustentados por el Séptimo Tribu­
nal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 18 de octubre de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá. Secretario: Gregorio Delfino Castillo Porras.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver la queja 49/2021, la cual dio origen a la tesis aislada I.7o.C.2 
K (11a.), de rubro: "JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA 
LA RESOLUCIÓN DE UN TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO EN UN 
JUICIO ORDINARIO MERCANTIL, QUE DECLARA FUNDADA LA EXCEP­
CIÓN DE INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA Y ENVÍA LA DEMANDA 
A UN JUEZ FEDERAL [APLICACIÓN DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 
P./J. 17/2015 (10a.)].", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 10 de marzo de 2023 a las 10:13 horas y en la Gaceta del 
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Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 23, Tomo IV, 
marzo de 2023, página 3910, con número de registro digital: 2026119; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, 
al resolver la queja 51/2023, en la que sostuvo que la determinación emi­
tida por un Tribunal de Alzada de Chihuahua en el sentido de declarar 
fundada la incompetencia por declinatoria en favor de un Juez de Distrito 
de la Ciudad de México no constituye un acto definitivo para efectos de 
la procedencia del juicio de amparo indirecto, pues de la interpretación 
del artículo 1100 del Código de Comercio se advierte que el Juez Federal 
en favor de quien se declina la competencia podría estar en aptitud de 
rechazar el conocimiento del juicio.

Tesis de jurisprudencia 185/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCI­
SO E), DE LA LEY DE AMPARO. LAS AUTORIDADES QUE NO FIGURAN 
COMO RESPONSABLES CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA INTER­
PONERLO CONTRA LOS REQUERIMIENTOS DE DOCUMENTACIÓN 
CON APERCIBIMIENTO DE MULTA FORMULADOS POR LOS JUECES 
DE AMPARO.

Hechos: Los órganos judiciales contendientes discreparon en torno a si la 
autoridad que no figura como responsable en un juicio de amparo, pero que 
es requerida por el Juez constitucional para que envíe determinadas cons­
tancias con el apercibimiento de una multa ante su eventual incumplimien­
to, tiene o no legitimación para interponer el recurso de queja a que se 
refiere el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo en contra del 
acuerdo respectivo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la autoridad que no figura como responsable en el juicio 
constitucional no tiene legitimación para interponer el recurso de queja pre­
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visto en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo en contra 
del acuerdo en que se le requiere para que exhiba determinada documen­
tación con el apercibimiento de una multa en caso de incumplimiento.

Justificación: Los requerimientos descritos no tienen la finalidad de provocar 
una afectación para las autoridades requeridas, ni tampoco les significan 
algún agravio, pues sólo se trata de medidas para que el órgano de control 
constitucional se encuentre en aptitud de dar curso y resolución al juicio de 
amparo. Asimismo, el apercibimiento de la imposición de una multa ante 
una eventual inobservancia del mandamiento federal tampoco genera per­
juicio, pues aún está sujeto a la actuación de la autoridad requerida, la cual 
puede cumplir y dar lugar a que quede sin efectos. Además, si no cumple 
o lo hace de manera incompleta, esa situación también está sujeta al análisis 
que el juzgador lleve a cabo sobre la actuación de la autoridad, misma que 
si fuera justificada daría lugar a no hacer efectiva la medida de apremio. 
De este modo, el acuerdo en que se requiere a una autoridad que no figura 
como responsable en el juicio de amparo para que exhiba documentación 
bajo el apercibimiento de una multa en caso de incumplimiento no genera 
un perjuicio o afectación que justifique reconocerle legitimación para inter­
poner el recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción I, inciso e), de 
la Ley de Amparo.

1a./J. 186/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 259/2023. Entre los sustentados por el Pleno Regional 
en Materia Penal de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad 
de México, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Octavo Circuito. 8 de noviembre de 2023. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Mi­
nistro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno Regional en Materia Penal de la Región Centro-Norte, 
con residencia en la Ciudad de México, al resolver la contradicción de 
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criterios 7/2023, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PR.P.CN. 
J/2 P (11a.), de rubro: "RECURSO DE QUEJA. LA AUTORIDAD QUE NO 
FUE SEÑALADA COMO RESPONSABLE EN EL JUICIO DE AMPARO, 
NO CUENTA CON LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER DICHO RECUR­
SO, CONTRA UN REQUERIMIENTO CON APERCIBIMIENTO DE MULTA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de 
junio de 2023 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo VI, junio de 2023, página 
5790, con número de registro digital: 2026665; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Octavo Circuito, al resolver la queja 58/2023, en la que consideró que 
estaba legitimada para interponer la queja en contra de un requerimiento 
con apercibimiento de multa una autoridad que no había sido señalada 
como responsable en el juicio de amparo.

Tesis de jurisprudencia 186/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. NO PROCEDE CONCEDERLA 
CUANDO LA PARTE QUEJOSA RECLAMA LA NEGATIVA DEL MINISTE­
RIO PÚBLICO DE RECONOCERLE LA CALIDAD DE VÍCTIMA U OFENDI­
DO EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL DEL PROCEDIMIENTO 
PENAL, Y SOLICITA LA MEDIDA CAUTELAR PARA EL EFECTO DE QUE 
LA REPRESENTACIÓN SOCIAL SE ABSTENGA DE EJERCER LA AC­
CIÓN PENAL. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito analizaron, amparos promovi­
dos por quejosos que buscaban que la Representación Social les reconociera 
la calidad de víctimas en carpetas de investigación que se encontraban en la 
etapa de investigación inicial y, en esa proporción, analizaron si era posible 
conceder la suspensión del acto reclamado para el efecto de que el Minis­
terio Público se abstuviera de ejercer la acción penal hasta que se resolviera 
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el amparo en lo principal. Los órganos colegiados fueron discrepantes, pues 
mientras uno consideró que el otorgamiento de la suspensión implicaría 
una paralización del procedimiento penal que afectaría el interés social, las 
disposiciones de orden público y los derechos de la víctima; el otro concluyó 
que sí era posible otorgar la medida suspensional.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
con fundamento en los artículos 128, fracciones I y II, 138 y 139 de la Ley 
de Amparo, determina que no es procedente conceder la suspensión cuando 
el quejoso reclama que se le reconozca el carácter de víctima u ofendido y 
la solicita para el efecto de que la Representación Social se abstenga de 
ejercer la acción penal.

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con­
sidera que es importante tener en cuenta el contenido de los artículos 21 de 
la Constitución General, 127 y 211 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, los cuales establecen que el ejercicio de la acción penal ante los 
tribunales le corresponde al Ministerio Público, quien es la autoridad encar­
gada de conducir la investigación de los delitos. El ejercicio de la acción 
penal para el caso del sistema acusatorio se actualiza desde la solicitud de 
citatorio al imputado para la celebración de la audiencia inicial, con la puesta 
a disposición del detenido ante la autoridad judicial o cuando se solicita la 
orden de aprehensión o comparecencia. En ese contexto, una primera razón 
que impide conceder la medida suspensional traducida en que no se ejerza 
la acción penal, es que dicha figura es indispensable para el inicio y continua­
ción del proceso penal; de ahí que, si éste se paraliza, se estaría afectando 
claramente el orden público, de igual forma que se afectarían las faculta­
des del Ministerio Público en la investigación de los delitos. Asimismo, el 
ejercicio de la acción penal no implica per se una afectación a los derechos 
de la persona que concurre al juicio de amparo para que se le reconozca 
la calidad de víctima u ofendido, sino todo lo contrario, pues se genera la 
posibilidad de que ahora sea un Juez de Control (quien debe vigilar que los 
derechos fundamentales de las partes no se violenten en el procedimiento 
penal), el que decida si le asiste la calidad que reclama y, de ser así, le haga 
saber y conceda todas las prerrogativas que los artículos 20, apartado C, 
de la Constitución General y 109 del Código Nacional de Procedimientos 
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Penales establecen; aunado a que, al ejercer la acción penal, se incremen­
tan las expectativas de que se esclarezcan los hechos delictivos y con ello 
se materialice la reparación integral del daño de manera rápida y expedita, 
lo que desde luego opera en beneficio de las víctimas.

1a./J. 194/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 85/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito y el Noveno Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito. 18 de octubre de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, 
al resolver la queja 75/2023, en la que determinó que cuando el acto recla­
mado consiste en que a la parte quejosa se le reconozca la calidad de 
víctima u ofendido en una carpeta de investigación que se encuentra en 
la etapa de investigación inicial no era posible concederle la suspensión 
a la parte quejosa porque ello paralizaría el desarrollo normal de la investi­
gación, aunado a que se afectaría el derecho de la propia víctima a acceder 
a una reparación integral del daño de manera pronta y expedita; y

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver la revisión incidental 255/2017, la cual dio origen a la 
tesis aislada I.9o.P.191 P (10a.), de título y subtítulo: "CARPETA DE INVES­
TIGACIÓN. CUANDO SE RECLAMAN DETERMINACIONES EMITIDAS 
POR EL MINISTERIO PÚBLICO DURANTE SU INTEGRACIÓN, POR 
QUIEN ADUCE TENER CALIDAD NO RECONOCIDA DE VÍCTIMA U 
OFENDIDO POR EL DELITO, LA CONCESIÓN DE LA SUSPENSIÓN EN 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO IMPLICA LA PARALIZACIÓN 
DE LA FACULTAD DE LA REPRESENTACIÓN SOCIAL PARA INDAGAR E 
INTEGRAR DICHA CARPETA, SINO LA NO APLICACIÓN DE NINGUNA 
DE LAS FORMAS DE TERMINACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN PREVISTAS 
EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, NI SE 
EJERZA ACCIÓN PENAL, HASTA EN TANTO SE RESUELVA EL JUICIO 
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DE AMPARO EN LO PRINCIPAL.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 4 de mayo de 2018 a las 10:09 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época, Libro 
54, mayo de 2018, Tomo III, página 2440, con número de registro digital: 
2016808.

Tesis de jurisprudencia 194/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDE CONCEDERLA CUAN­
DO LA PARTE QUEJOSA RECLAMA LA NEGATIVA DEL MINISTERIO 
PÚBLICO DE RECONOCERLE LA CALIDAD DE VÍCTIMA U OFENDIDO 
EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL, 
Y SOLICITA LA MEDIDA CAUTELAR PARA EL EFECTO DE QUE LA RE­
PRESENTACIÓN SOCIAL NO APLIQUE ALGUNA DE LAS FORMAS DE 
TERMINACIÓN O DE SUSPENSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito analizaron, en recurso de 
revisión, sendas demandas de amparo indirecto presentadas por quejosos 
que reclamaron la negativa del Ministerio Público de reconocerles la cali­
dad de víctimas u ofendidos en una carpeta de investigación en la etapa de 
investigación inicial y, en esa proporción, analizaron si era posible conceder 
la suspensión para el efecto de que no se aplicara alguna de las formas de 
terminación de la investigación hasta que se resolviera el amparo en lo prin­
cipal. Los órganos colegiados fueron discrepantes, pues mientras uno con­
sideró que el otorgamiento de la suspensión implicaría la paralización del 
procedimiento penal, lo que afecta el interés social, las disposiciones de orden 
público y los derechos de la víctima; el otro concluyó que sí es posible otorgar 
la medida cautelar, pues con ello se evitaría una afectación de imposible 
reparación para los derechos de la víctima.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resuelve que cuando el acto reclamado en un juicio de amparo indirecto se 
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hace consistir en la negativa del Ministerio Público de reconocer a la parte 
quejosa la calidad de víctima u ofendido en una carpeta de investigación que 
se encuentra en la etapa de investigación inicial, debe concederse la sus­
pensión solicitada para el efecto de que el Representante Social no aplique 
alguna de las formas de terminación o de suspensión de la investigación 
previstas por los artículos 253, 254, 255 y 256 del Código Nacional de Pro­
cedimientos Penales, hasta que se resuelva el juicio de amparo en lo principal.

Justificación: Al actualizarse lo dispuesto por los artículos 128, fracciones I 
y II, 138 y 139 de la Ley de Amparo, sí es posible otorgar la suspensión del 
acto reclamado, ya sea de manera provisional o definitiva, cuando la parte 
quejosa la solicita para el efecto de que el Ministerio Público se abstenga 
de aplicar alguna de las formas de terminación o de suspensión de la inves­
tigación, tales como la facultad de abstenerse de investigar, el no ejercicio 
de la acción penal o la aplicación de un criterio de oportunidad y el archivo 
temporal, respectivamente. Para ello, debe tenerse en cuenta que la nega­
tiva del Ministerio Público de reconocerle personalidad a una persona que 
se identifica como víctima u ofendido, constituye un acto de carácter nega­
tivo, pero con efectos positivos e invasivos de diversos derechos humanos, 
tales como los derechos de defensa y de audiencia, pues precisamente la 
persona que promueve el amparo no tiene la oportunidad de consultar y 
participar en la integración de la carpeta de investigación de un hecho con­
siderado como delito perpetrado en su contra o que le genera afectación a 
su esfera jurídica, así como tampoco tiene la posibilidad de inconformarse 
con las determinaciones que el Representante Social emita y que considere 
le causan perjuicio. A partir de lo anterior, otorgar la suspensión no significa 
una paralización de las indagatorias en la etapa de investigación, sino todo 
lo contrario, pues con ello se garantizaría la continuación de las diligencias 
al menos hasta que se determine si a la parte quejosa se le puede reconocer 
la calidad de víctima u ofendido y, con ello, pueda coadyuvar con las accio­
nes que esté desempeñando la representación social. En esa proporción, 
el otorgamiento de la suspensión no conlleva una afectación al interés social 
ni afecta las facultades del Ministerio Público de poder continuar normalmente 
con el desarrollo de las investigaciones pertinentes, pues por la naturaleza 
de dichas resoluciones, implican la culminación o paralización temporal de 
la indagatoria. Así, al concederse la suspensión en los términos marcados, 
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se respetan los derechos de audiencia, de defensa y de protección de las 
víctimas dentro del procedimiento penal, que se encuentran previstos en su 
favor en los artículos 14 y 20, apartado C, de la Constitución General, y 109 
del Código Nacional de Procedimientos Penales. De hacer nugatoria la posi­
bilidad de suspender las formas de terminación y suspensión de la investi­
gación, podrían generarse daños de difícil o imposible reparación a la parte 
quejosa, pues el Ministerio Público podría finiquitar o suspender una inves­
tigación sin que se haya escuchado a una posible víctima quien, además, 
no podrá impugnar esa determinación por desconocer su dictado y porque no 
tendrá reconocida la calidad de parte para hacerlo, en términos de lo que 
exige el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Además, 
conforme a la naturaleza jurídica de las formas de terminación de la inves­
tigación, algunas de ellas tienen como efecto la extinción de la acción 
penal; de ahí que no será posible la reapertura de las investigaciones res­
pecto de los mismos hechos y personas.

1a./J. 195/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 85/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito y el Noveno Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito. 18 de octubre de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente en el 
que se separa de algunas consideraciones contenidas en la presente 
tesis, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circui­
to, al resolver la queja 75/2023, en la que determinó que cuando el acto 
reclamado consiste en que a la parte quejosa se le reconozca la calidad 
de víctima u ofendido en una carpeta de investigación que se encuentra 
en la etapa de investigación inicial, no era posible concederle la suspensión 
a la parte quejosa porque ello paralizaría el desarrollo normal de la investi­
gación, aunado a que se afectaría el derecho de la propia víctima a acceder 
a una reparación integral del daño de manera pronta y expedita; y
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El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver la revisión incidental 255/2017, la cual dio origen a la 
tesis aislada I.9o.P.191 P (10a.), de título y subtítulo: "CARPETA DE INVES­
TIGACIÓN. CUANDO SE RECLAMAN DETERMINACIONES EMITIDAS 
POR EL MINISTERIO PÚBLICO DURANTE SU INTEGRACIÓN, POR 
QUIEN ADUCE TENER CALIDAD NO RECONOCIDA DE VÍCTIMA U 
OFENDIDO POR EL DELITO, LA CONCESIÓN DE LA SUSPENSIÓN EN 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO IMPLICA LA PARALIZACIÓN DE 
LA FACULTAD DE LA REPRESENTACIÓN SOCIAL PARA INDAGAR E IN­
TEGRAR DICHA CARPETA, SINO LA NO APLICACIÓN DE NINGUNA DE 
LAS FORMAS DE TERMINACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN PREVISTAS EN 
EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, NI SE EJER­
ZA ACCIÓN PENAL, HASTA EN TANTO SE RESUELVA EL JUICIO DE 
AMPARO EN LO PRINCIPAL.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 4 de mayo de 2018 a las 10:09 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época, Libro 54, mayo 
de 2018, Tomo III, página 2440, con número de registro digital: 2016808.

Tesis de jurisprudencia 195/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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AISLADAS

TOMA DE MUESTRAS DE FLUIDOS CORPORALES. LA REGULACIÓN 
PARA OBTENERLAS EN CONTRA DE LA VOLUNTAD DE LA PERSONA 
IMPUTADA NO VIOLENTA EL DERECHO A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN.

Hechos: Una persona se negó a proporcionar una muestra de sangre a la 
fiscalía, que pretendía cotejarla con otros indicios biológicos integrados a 
la investigación. Ante tal negativa, la fiscalía acudió ante una Jueza de Con­
trol, quien autorizó la toma de muestras corporales, incluso en contra de la 
voluntad de la persona inculpada.

Criterio jurídico: Las reglas contenidas en el artículo 270 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales sobre la toma de muestras de fluidos corporales 
obtenidas en contra de la voluntad de la persona imputada no violentan su 
derecho a la no autoincriminación, porque la información que brindan es ajena 
a sus intenciones o preocupaciones, e incluso ajena a su capacidad para 
conocer la verdad, y en cambio sirven al juzgador para examinar las propo­
siciones fácticas que las pruebas aportan sin necesidad de aludir a la credi­
bilidad de la persona imputada.

Justificación: El precepto mencionado del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales regula la toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, 
extracciones de sangre u otros análogos, incluso en contra de la voluntad 
por parte de quien se requieren, y tratándose de la persona inculpada, su 
obtención no equivale a obligarla a declarar en su contra o autoincriminarse, 
pues el derecho a guardar silencio protege expresiones testimoniales, en tanto 
que ese tipo de muestras no constituyen una expresión de esa naturaleza.
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La toma de muestras de fluidos corporales, no generan información que 
aluda a la credibilidad de la persona imputada, de tal forma que no juega 
un papel para determinar, por ejemplo, cuál es su tipo sanguíneo, si su 
ADN coincide con aquel que se encontró en el lugar de los hechos, o si su orina 
contiene rastros de narcóticos. En estos casos, el órgano jurisdiccional, al 
motivar su resolución, no se ve en la necesidad de aludir a la credibilidad de 
la persona imputada para determinar el nivel de certeza sobre cualquiera 
de esas proposiciones. Por esta razón, obligar a una persona inculpada 
a entregar una muestra corporal no constituye un acto equivalente a obli­
garla a declarar en su contra.

1a. I/2023 (10a.)

Amparo en revisión 1034/2019. Armando Morales Cruz. 15 de julio de 2020. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está 
con el sentido, pero en contra de algunas consideraciones y por conside­
raciones adicionales, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de 
las consideraciones contenidas en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Santiago Mesta Orendain.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

TOMA DE MUESTRAS DE FLUIDOS CORPORALES. LA REGULACIÓN 
PARA OBTENERLAS, AUN EN CONTRA DE LA VOLUNTAD DE LA PER­
SONA QUE DEBA PROPORCIONARLAS, NO CONSTITUYE UN ACTO 
DE TORTURA NI ATENTA CONTRA SU DERECHO A SER TRATADA CON 
DIGNIDAD. 

Hechos: Una persona se negó a proporcionar una muestra de sangre a la 
fiscalía, que pretendía cotejarla con otros indicios biológicos integrados a 
la investigación. Ante tal negativa, la fiscalía acudió ante una Jueza de Con­
trol, quien autorizó la toma de muestras corporales incluso en contra de la 
voluntad de la persona inculpada.
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Criterio jurídico: Las reglas contenidas en el artículo 270 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales no son constitutivas de tortura, pues la toma de 
muestras de fluidos corporales no son actos inherentemente crueles, inhuma­
nos o degradantes, ni buscan anular la personalidad o disminuir la capacidad 
física o mental de la persona imputada, por el contrario, persiguen fines 
constitucionalmente válidos, aunado a que su procedencia está supeditada 
al mecanismo de control judicial previo diseñado en la norma, el cual pro­
cura proteger la dignidad de las personas.

Justificación: El artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les regula la toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones 
de sangre u otros análogos, la cual constituye una medida que no es inheren­
temente degradante, pues no cae dentro del criterio de gravedad objetivo 
que contempla el artículo 22 de la Constitución Federal, ya que no se trata 
de mutilación, infamia, marca, azotes, tormento de cualquier especie, ni es 
una pena inusitada y trascendental, aunado a que esa medida constituye un 
acto de investigación que persigue el esclarecimiento de los hechos, prote­
ger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños 
causados por el delito se reparen.

Asimismo, la toma de muestras de fluidos corporales no tiene como finali­
dad anular la personalidad o disminuir la capacidad física o mental de la 
persona a la que se requiere, ni desprecia su dignidad, sino que busca 
protegerla, pues el procedimiento de control judicial que impone el párrafo 
segundo del artículo impugnado, funge como mecanismo de regulación 
constitucional, a través del cual el Juez de Control tiene la obligación de negar 
la práctica de la medida en los siguientes casos: i) cuando exista una forma 
menos lesiva, e igual de eficaz e idónea para esclarecer la circunstancia que 
se pretende probar; ii) cuando la gravedad del delito no justifique la afec­
tación a la integridad del investigado; o, iii) cuando su práctica atente contra 
la dignidad del imputado o ponga en riesgo su salud.

1a. II/2023 (10a.)

Amparo en revisión 1034/2019. Armando Morales Cruz. 15 de julio de 2020. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con 
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el sentido, pero en contra de algunas consideraciones y por consideracio­
nes adicionales, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien formuló voto concurrente y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Santiago Mesta Orendain.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DIRECTOR DEL INSTITUTO FEDERAL DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA. 
CUENTA CON LEGITIMACIÓN PARA DENUNCIAR CONTRADICCIONES 
DE TESIS CUANDO LOS ASESORES DE ESE INSTITUTO SON AUTORI­
ZADOS EN UNO DE LOS JUICIOS DE AMPARO DE LOS QUE DERIVA­
RON LOS CRITERIOS ANTAGÓNICOS. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito emitieron criterios antagónicos 
al resolver juicios de amparo directo respecto de los requisitos que debe 
contener una demanda en los juicios orales mercantiles. Ante ello, el Director 
del Instituto Federal de la Defensoría Pública denuncia la posible contradic­
ción de criterios, cuya legitimación sustentó en que en una de las contro­
versias de las que derivó uno de los criterios contendientes designó como 
autorizados a algunos de los asesores de ese instituto, por lo que conforme 
a sus atribuciones está facultado para realizar esa denuncia.

Criterio jurídico: De una interpretación de los artículos 107, fracción XIII, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 12 y 227, frac­
ción II, de la Ley de Amparo, 4 y 32, fracciones I y II, de la Ley Federal de la 
Defensoría Pública, se desprende que el Director del Instituto Federal de 
la Defensoría Pública tiene legitimación para denunciar una posible contra­
dicción de tesis cuando en uno de los juicios de amparo de los que derivaron 
los criterios antagónicos los asesores de ese instituto ejercen la representa­
ción de una de las personas contendientes, pues al referido Director le corres­
ponde organizar, dirigir, evaluar y controlar los servicios que preste esa 
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entidad pública, además de desarrollar aquellas funciones que sean nece­
sarias para cumplir con el objeto de la defensoría.

Justificación: De conformidad con los artículos 107, fracción XIII, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 227, fracción II, de la Ley 
de Amparo, tienen legitimación para denunciar una contradicción de tesis 
quienes fueron "parte" en los asuntos de donde hayan surgido los criterios 
contendientes. El concepto de "parte" comprende a la persona cuyo inte­
rés jurídico o legítimo originó su intervención en la litis del asunto, como a sus 
defensores y autorizados en términos amplios en el juicio de amparo.

En ese sentido, de una interpretación del artículo 12, párrafo segundo, de la 
Ley de Amparo se concluye que el autorizado en términos amplios está legiti­
mado para denunciar una contradicción de tesis entre la derivada de la 
ejecutoria pronunciada en un juicio de amparo en que se le otorgó tal repre­
sentación y la sostenida por otro órgano jurisdiccional, pues si bien ese 
precepto no prevé una facultad expresa para ello, las facultades ahí previstas 
son enunciativas e instituyen la de realizar cualquier acto necesario para la 
defensa de los derechos del autorizante.

Así, en principio pudiera pensarse que quienes tienen legitimación para 
presentar esta denuncia son directamente los profesionistas que fueron auto­
rizados en los juicios de amparo, pero cuando se trata de asesores jurídicos 
que pertenecen al Instituto Federal de la Defensoría Pública los que ejercen 
esa representación, de acuerdo con lo previsto en el artículo 4 de la Ley 
Federal de Defensoría Pública, tales personas actúan sólo en su carácter 
de servidores públicos en nombre y representación de los servicios que 
presta ese instituto, el cual, además, jurídicamente es el responsable de 
que lleven a cabo su labor de forma adecuada.

Por tales motivos, el Director del Instituto Federal de la Defensoría Pública 
se encuentra inherentemente facultado para ejercer la denuncia de contra­
dicción, pues acorde con lo previsto en el artículo 32, fracciones I y XIII, de 
la citada ley de la defensoría, en dicho cargo no sólo se deposita la facultad 
de organizar, dirigir, evaluar y controlar los servicios que preste esa entidad 
pública, sino todas aquellas que sean necesarias para cumplir con el objeto 
de la defensoría y por ello se encuentra legitimado para denunciar la exis­
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tencia de una posible contradicción de criterios como parte de las funciones 
que lleva a cabo.

1a. III/2023 (10a.)

Contradicción de tesis 314/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Cir­
cuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y del Trabajo del 
Octavo Circuito. 7 de octubre de 2020. Mayoría de tres votos de las Minis­
tras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Raúl Mendiola Pizaña.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver los amparos directos 453/2017, 
183/2017 y 391/2017, los cuales dieron origen a la tesis aislada XXII.3o.A.C.1 C 
(10a.), de título y subtítulo: "JUICIOS ORALES MERCANTILES. ANTE LA 
OMISIÓN DEL PROMOVENTE DE ACOMPAÑAR A SU ESCRITO INICIAL 
LOS DOCUMENTOS PREVISTOS EN LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 
1061 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, EL JUEZ DEBE PREVENIRLO PARA 
QUE LOS EXHIBA, EN TÉRMINOS DEL DIVERSO NUMERAL 1390 BIS 12, 
EN ARAS DE SALVAGUARDAR EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de abril 
de 2018 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 53, abril de 2018, Tomo III, página 2244, con 
número de registro digital: 2016627; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Octavo Circuito, al resolver los amparos directos 951/2017 y 540/2018, 
los cuales dieron origen a la tesis aislada VIII.2o.C.T.10 C (10a.), de título 
y subtítulo: "JUICIO ORAL MERCANTIL. LA REGLA GENERAL CONTENIDA 
EN EL ARTÍCULO 1061, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, ES 
INAPLICABLE EN CUANTO A LOS DOCUMENTOS QUE DEBEN ANEXARSE 
A LA DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
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Libro 65, abril de 2019, Tomo III, página 2045, con número de registro 
digital: 2019667.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la 
contradicción planteada.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA COMETIDOS POR 
SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 225, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL NO VULNERA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN MATE­
RIA PENAL, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD.

Hechos: Un operador jurídico conoció de un amparo indirecto en el que 
concedió la medida cautelar para que no fueran suspendidos los derechos 
políticos de la parte quejosa quien era prófugo de la acción de la justicia, ya 
que existía una orden de aprehensión en su contra, determinación que se emi­
tió en contravención a la restricción prevista en el artículo 38, fracción V, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Dicha actuación 
del juzgador originó que se ejerciera acción penal en su contra y se dictara 
auto de formal prisión al actualizarse los elementos del cuerpo del delito 
contra la administración de justicia previsto en el artículo 225, fracción VI, 
del Código Penal Federal. El inculpado promovió juicio de amparo indirecto 
en el que reclamó la inconstitucionalidad del precepto mencionado, bajo el 
argumento de que era violatorio del principio de legalidad en materia penal 
en su vertiente de taxatividad, dado que no existe precepto legal alguno 
que determine qué debe entenderse por "resolución de fondo", a fin de que 
se tenga certeza sobre la actualización del delito. El Juez de Distrito del 
conocimiento negó el amparo solicitado, resolución que fue recurrida en 
revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 225, fracción VI, del Código Penal Federal al prever 
el elemento normativo "resolución de fondo" del tipo penal, no vulnera el prin­
cipio de legalidad en materia penal en su vertiente de taxatividad contenido 
en el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.
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Justificación: La fracción VI del artículo 225 del Código Penal Federal prevé 
el delito contra la administración de justicia cometido por servidores públicos 
consistente en dictar, a sabiendas, una resolución de fondo o una sentencia 
definitiva que sean ilícitas por violar algún precepto terminante de la ley, o 
ser contrarias a las actuaciones seguidas en juicio o al veredicto de un jurado. 
Tal descripción típica permite identificar diversos elementos normativos, 
entre otros, el denominado "resolución de fondo", ya que para desentrañar 
su significado se requiere una cierta valoración cuidando no incurrir en una 
interpretación por analogía de algún otro concepto, a fin de tutelar el prin­
cipio de exacta aplicación de la ley penal. Ahora bien, la circunstancia de 
que no se contemple una definición legal que establezca cuándo se está 
en presencia de una "resolución de fondo", no implica desconocer los dis­
tintos tipos de resoluciones que formalmente puede emitir el juzgador en 
los juicios o procesos, como acontece con las "resoluciones de fondo" para 
dilucidar una cuestión accesoria o incidental al presentarse temas controver­
tidos por las partes que ameritan ser resueltas de manera previa al dictado 
de la sentencia definitiva. Además, para un juzgador, sujeto activo del delito 
con calidad específica, no le resultaría excesivo o irrazonable comprender 
el término "resolución de fondo", al grado que le genere confusión o incerti­
dumbre el significado de ese concepto, dados los conocimientos jurídicos 
que se requieren para pronunciar una determinación judicial, lo que consti­
tuye una actividad que realiza de forma cotidiana para resolver aspectos 
accesorios del negocio o incidentales, indispensables para el curso de 
los juicios. Por lo tanto, imponer al legislador la carga de describir con sufi­
ciente precisión y exactitud el término "resolución de fondo", implicaría una 
obligación excesiva que escapa del mandato de taxatividad, toda vez que 
conocer el contenido del referido elemento normativo de la descripción típica, 
no implica un mayor esfuerzo de comprensión del destinatario de la norma. 
En ese tenor, el elemento normativo de mérito cumple la función dirigida al 
núcleo esencial de casos regulados por la norma, ya que permite a sus desti­
natarios conocer con antelación, de forma clara y precisa, qué les está per­
mitido o prohibido hacer, así como la consecuencia jurídica de su actuar.

1a. I/2023 (11a.)

Amparo en revisión 161/2021. Efraín Cázares López. 25 de agosto de 2021. 
Mayoría de tres votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disi­
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dente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ausente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO AL OLVIDO. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 1392 
BIS DEL CÓDIGO CIVIL PARA LA CIUDAD DE MÉXICO QUE ESTABLECE 
ESTE DERECHO ES INCOMPATIBLE CON LAS NORMAS CONSTITUCIO­
NALES EN MATERIA DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y LIBRE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN. 

Hechos: Una asociación civil demandó la inconstitucionalidad del último 
párrafo del artículo 1392 Bis del Código Civil para la Ciudad de México que 
establecía la obligación de eliminar la información personal del autor de 
la sucesión contenida en registros públicos y privados para salvaguardar 
su derecho al olvido.

Criterio jurídico: La Primera Sala determinó que el derecho al olvido como 
ha sido formulado en el derecho de la Unión Europea respecto de la supre­
sión o cancelación de datos personales es incompatible con las normas 
constitucionales y convencionales en materia de libertad de expresión y del 
derecho al libre acceso a la información.

Justificación: No existe alguna norma en nuestro país en donde se esta­
blezca el contenido y los alcances del derecho al olvido, sino que se trata de 
un término normalmente utilizado en el derecho de la Unión Europea en rela­
ción con el derecho de supresión o cancelación de datos personales cuando 
en dicha información se actualicen ciertos supuestos, a saber: que ya no sea 
necesaria en relación con los fines del tratamiento, que se retire el consen­
timiento para el tratamiento, cuando dichos datos sean tratados con finali­
dades de mercadeo y el titular se oponga a éste, cuando se hubieran tratado 
los datos de manera ilícita o si se procesó información de un niño para la 
oferta de servicios de tecnologías de la información. Supuestos que obligan 
a cualquier responsable del tratamiento de datos personales incluyendo 
aquellos casos en los que el tratamiento sea a través de buscadores de 
Internet o motores de búsqueda implementados por tecnologías de la infor­
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mación. Sin embargo, la formulación del derecho al olvido en dicha instancia 
internacional es incompatible con las normas constitucionales y convenciona­
les de nuestro país respecto de la libertad de expresión y del derecho al libre 
acceso a la información. La primera razón de la incompatibilidad resulta de 
la diferencia entre las reglas en materia de libertad de expresión y acceso 
a la información establecidas en el sistema interamericano de derechos 
humanos respecto de aquellas de la Unión Europea y del Consejo de Europa, 
ya que la Convención Americana sobre Derechos Humanos prohíbe de 
manera clara todo acto de censura previa y únicamente permite la determi­
nación de responsabilidades ulteriores en materia de libertad de expresión, 
mientras que las reglas de la Unión Europea y de la Convención Europea 
de Derechos Humanos no prohíben estas medidas preventivas a la publi­
cación; derivado de esta diferencia, la protección de datos personales no 
puede constituir una justificación para impedir o controlar de manera previa 
las publicaciones presentes o futuras que se pudieran realizar en ejercicio 
de la libertad de expresión y que contengan información de una persona. 
La segunda razón de la incompatibilidad deriva de los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución Federal, que establece la presunción de que toda información 
que se ha hecho pública permanezca con ese carácter, sin que el mero paso 
del tiempo conlleve que determinada información pierda su interés público, 
ya que la fijación de plazos sería irrazonable y contrario a los principios que 
rigen a la libertad de expresión en una sociedad democrática. La tercera 
incompatibilidad deriva de lo establecido en los artículos 7o. y 14 de la Cons­
titución Federal, ya que no puede asignarse a entidades privadas, tales como 
motores de búsqueda en Internet, la obligación de vigilar y determinar qué 
información cumple una función pública y cuál debe eliminarse de los resul­
tados de búsqueda, lo que generaría un incentivo para estos intermediarios 
de Internet para remover información y evitar responsabilidades civiles o 
administrativas, además de que la facultad que se le podría asignar a un 
órgano del Estado para esta determinación podría constituir un medio para 
la censura indirecta, sin la existencia de un juicio y sin seguir las formalidades 
del debido proceso.

1a. II/2023 (11a.)

Amparo en revisión 341/2022. Red en Defensa de los Derechos Digitales, A.C. 
23 de noviembre de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Juan 



473

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular y Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando 
Sosa Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PROHIBICIÓN ABSOLUTA DE COMERCIALIZACIÓN DE LA CANNABIS 
CLASIFICADA COMO ESTUPEFACIENTE. LOS ARTÍCULOS 234, 235 Y 
235 BIS DE LA LEY GENERAL DE SALUD QUE LA ESTABLECEN, 
VIOLAN LOS DERECHOS HUMANOS A LA LIBERTAD DE COMERCIO Y 
AL TRABAJO.

Hechos: Una persona moral presentó ante la Comisión Federal para la Pro­
tección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris) diversas solicitudes de evalua­
ción sanitaria para la importación de distintos productos, entre ellos, de 
aceite de cáñamo con concentración de 55 % (cincuenta y cinco por ciento) 
de cannabidiol (CBD) libre de tetrahidrocannabinol (THC) como insumo para 
procesos industriales, la cual fue rechazada, con fundamento en los artículos 
234, 235 y 235 Bis de la Ley General de Salud.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
concluye que los artículos 234, 235 y 235 Bis de la Ley General de Salud, 
violan los derechos humanos a la libertad de comercio y al trabajo porque 
establecen una prohibición absoluta que no supera el test de proporcio­
nalidad.

Justificación: El conjunto de preceptos legales incide en el contenido prima 
facie de los derechos al comercio y al trabajo, toda vez que constituye un 
obstáculo jurídico que impide a la quejosa ejercer, de manera lícita, las 
acciones de comercialización del producto final del cáñamo clasificado como 
estupefaciente. Así, para que esa prohibición absoluta logre reconocimien­
to de validez es necesario que supere un test de proporcionalidad; sin 
embargo, en el caso se observa que dichas normas no satisfacen la grada 
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de necesidad. En efecto, si bien el legislador consideró necesario prohibir 
la autorización administrativa para la comercialización de la cannabis clasi­
ficada como estupefaciente, en atención a los efectos nocivos asociados a 
dicho producto en la salud, el cual es un fin constitucionalmente legítimo, 
siendo tal prohibición una medida instrumental a ese fin, lo relevante es que 
se trata de una medida no necesaria. La Ley General de Salud y sus disposi­
ciones reglamentarias contienen una permisión para la siembra, cosecha y 
cultivo de cannabis para fines médicos y científicos (con independencia del 
porcentaje de THC), siempre y cuando se realicen mediante la expedición 
de un permiso y bajo ciertas medidas de monitoreo, seguridad y control, 
con la finalidad de minimizar el riesgo de daño a la salud que podría implicar 
el desvío de la planta para su consumo no autorizado. Estas medidas son 
alternativas a su prohibición absoluta, y fueron consideradas por la propia 
autoridad sanitaria como igualmente idóneas para lograr el fin que es mini­
mizar el riesgo de daño a la salud, que se produciría si se desvía la planta 
para un consumo no autorizado. En suma, la medida legislativa impugnada 
impide absolutamente la comercialización de la cannabis para fines indus­
triales, cuando para alcanzar los objetivos que pretende la prohibición, podría 
constreñirse a implementar una serie de medidas similares a las que, para 
los fines médicos y/o científicos se prevén, tales como las de autorización, 
monitoreo, control, prevención y fitosanitarias establecidas en las disposi­
ciones reglamentarias.

1a. III/2023 (11a.)

Amparo en revisión 461/2020. 25 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PROHIBICIONES ABSOLUTAS CONTENIDAS EN LA LEY GENERAL DE 
SALUD SOBRE DISTINTAS ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LA 
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CANNABIS O MARIGUANA. ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL TEST DE PRO­
PORCIONALIDAD.

Hechos: Una persona moral presentó ante la Comisión Federal para la Pro­
tección contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS) diversas solicitudes de 
evaluación sanitaria para la importación de distintos productos, entre ellos, 
de aceite de cáñamo con concentración de 55 % (cincuenta y cinco por 
ciento) de cannabidiol (CBD) libre de tetrahidrocannabinol (THC) como 
insumo para procesos industriales, la cual fue rechazada, con fundamento 
en los artículos 234, 235 y 235 Bis de la Ley General de Salud.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que mientras el legislador federal no decida emitir una 
nueva legislación a través de la cual sustituya la prohibición absoluta con­
tenida en la Ley General de Salud sobre distintas actividades relacionadas 
con la cannabis o mariguana, que es igualmente sobreinclusiva como sub­
inclusiva respecto de tan diversas conductas protegidas por distintos dere­
chos humanos, dicha prohibición legal debe someterse a un mismo test de 
proporcionalidad.

Justificación: La Primera Sala ha determinado utilizar consistentemente el 
test de proporcionalidad para declarar la invalidez del circuito normativo de 
la Ley General de Salud en tres escenarios distintos: 1) al evaluar el reclamo 
de personas físicas de que dicha prohibición absoluta aplicable para con­
sumo lúdico violaba su derecho al libre desarrollo de la personalidad; 2) al 
evaluar la validez de la aplicabilidad de esa prohibición absoluta a las pri­
meras fases de la cadena productiva para fines de comercialización de la 
cannabis con 1 % (uno por ciento) o menos de THC clasificada como psico­
trópico en detrimento de las libertades económicas de una persona moral; 
y, 3) ahora para evaluar su aplicabilidad a la comercialización de esa misma 
sustancia pero clasificada como estupefaciente en detrimento de una per­
sona moral en sus libertades económicas. No pasa desapercibido que 
esta Sala ha sostenido que las restricciones legislativas que incidan en las 
libertades económicas deberán controlarse mediante un test ordinario o de 
mera razonabilidad, que es menos exigente que el test de proporcionali­
dad, por lo que cabría concluir que dicho test sólo debería aplicar cuando 
acude una persona física a alegar violación a su derecho humano al libre 
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desarrollo, pero no así cuando acuden las personas morales a alegar afec­
tación a sus libertades económicas. Sin embargo, debe precisarse que ese 
estándar de escrutinio laxo es aplicable para aquella legislación emitida por 
el Poder Legislativo para regular una actividad económica, no para prohi­
birla totalmente. En otras palabras, la máxima deferencia legislativa se 
alcanza cuando el legislador reconoce que en una actividad se involucran 
libertades constitucionales que deben equilibrarse con otros fines de interés 
público y propone un determinado balance entre ambos, pero no así cuando 
su legislación busca cancelar de plano toda una actividad económica 
que es compatible con una sociedad democrática. Así, nuestros estándares 
de escrutinio menos exigentes serán utilizados cuando el legislador emita 
una nueva legislación que sustituya la prohibición absoluta por una genuina 
regulación de la actividad económica que involucre a la cannabis.

1a. IV/2023 (11a.)

Amparo en revisión 461/2020. 25 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. SU APLICA­
BILIDAD Y ALCANCES RESPECTO DE PERSONAS FALLECIDAS EN EL 
ÁMBITO CIVIL. 

Hechos: Una asociación civil demandó la inconstitucionalidad del último 
párrafo del artículo 1392 Bis del Código Civil para la Ciudad de México que 
establecía la obligación de eliminar la información personal del autor de la 
sucesión contenida en registros públicos y privados para salvaguardar su 
derecho al olvido.
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Criterio jurídico: La Primera Sala determinó que el derecho a la protección 
de datos personales puede continuar siendo aplicado respecto de personas 
fallecidas, ya sea a través de reglas preventivas que haya establecido el 
titular testamentariamente, así como para prevenir daños patrimoniales o 
afectivos en relación con los familiares, herederos y legatarios.

Justificación: El derecho humano a la protección de datos personales implica 
un ámbito de protección para todas las personas respecto de la información 
que les concierne, así como para su acceso, rectificación, cancelación u 
oposición. Lo anterior, para que los titulares puedan mantener control sobre 
el uso y disposición de dichos datos. Este derecho encuentra su justifica­
ción en motivos de carácter individual y social, los primeros porque permiten 
a las personas el desarrollo de su autonomía personal y la elección de la 
manera en que una persona se identifica y elige conducirse; por otro lado, los 
motivos de carácter social radican en su importancia actual para el correcto 
desarrollo de las relaciones de consumo, así como en la distribución justa 
y equitativa de todo tipo de bienes y servicios. Dichas justificaciones deben 
considerarse a la luz del desarrollo social y tecnológico actual para garan­
tizar el goce real y efectivo de este derecho, ya que estas circunstancias 
permiten que los datos personales puedan conservarse durante un intervalo 
de tiempo mayor a aquellos de la vida de una persona, por lo que muchas de 
las justificaciones sobre la existencia de este derecho persisten aun en caso 
de su muerte. Si bien este derecho fundamental no puede tener los mismos 
alcances que para las personas vivas, ya que los aspectos relacionados con 
el desarrollo de la autonomía personal terminan con la muerte, es posible 
extender la aplicabilidad de este derecho a través de disposiciones preven­
tivas que realice el titular en su testamento, así como la prevención de daños 
patrimoniales o afectivos que pudieran resultar por el manejo de dicha infor­
mación en perjuicio de los familiares o herederos.

1a. V/2023 (11a.)

Amparo en revisión 341/2022. Red en Defensa de los Derechos Digitales, A.C. 
23 de noviembre de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular, y Ana Margarita 
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Ríos Farjat, quien no compartió la inconstitucionalidad del artículo men­
cionado al considerar que era salvable mediante una interpretación con­
forme; sin embargo, comparte los alcances de esta tesis. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa 
Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA INVESTIGAR UNA DENUN­
CIA DE TORTURA EN EL SISTEMA PENAL TRADICIONAL. NO PROCEDE 
ORDENARLA SI LAS PRUEBAS CUYA INVALIDEZ PODRÍA RESULTAR 
DE ESA INVESTIGACIÓN HAN SIDO DECLARADAS NULAS POR UNA 
RAZÓN DIVERSA. 

Hechos: En un procedimiento penal tradicional, una persona reclamó en 
amparo directo la invalidez de las confesiones que rindió junto con su coincul­
pado ante el Ministerio Público porque se desahogaron en presencia de una 
persona de confianza y no de un defensor profesional en derecho, aunado 
a que su autoincriminación en los hechos atribuidos se obtuvo bajo tortura. 
El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento validó las confesiones 
bajo el argumento de que las personas inculpadas contaron con la asistencia 
de una persona de confianza y desestimó la denuncia de tortura al conside­
rar que no existían pruebas de que el quejoso y su coinculpado hubieran 
presentado lesiones físicas al momento de confesar, y negó el amparo. Incon­
forme con lo anterior, la parte quejosa interpuso recurso de revisión, en el 
que esta Primera Sala declaró nulas las confesiones de la parte quejosa y 
su coinculpado en virtud de que fueron rendidas sin la asesoría de un defen­
sor profesional en derecho. A partir de la invalidez de las confesiones se 
consideró innecesario ordenar la reposición del procedimiento para inves­
tigar los posibles actos de tortura denunciados en la causa penal.

Criterio jurídico: En una causa penal tramitada bajo las reglas del sistema 
penal tradicional, resulta innecesario ordenar la reposición del procedimiento 
para investigar la denuncia sobre los posibles actos de tortura denunciados 
si es que, en su máximo alcance, la consecuencia de acreditar esa afecta­
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ción consiste en invalidar la confesión y cualquier otro dato de autoincri­
minación, cuando esos medios de prueba ya se han declarado nulos de 
manera inmediata al haberse vulnerado otro derecho fundamental, como el 
de la falta de defensa técnica. Lo anterior, porque de esa forma la parte 
quejosa ya habría obtenido una reparación indirecta e inmediata frente a 
lo que representa la denuncia de tortura, lo cual torna infructuosa la reposi­
ción del procedimiento, de lo contrario, sólo se retrasaría innecesariamente 
la solución del asunto.

Justificación: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha establecido que si una persona procesada en una causa penal denun­
cia actos de tortura, la autoridad judicial que conoce del proceso, además de 
dar vista al Ministerio Público para investigar sobre su existencia como delito, 
debe verificar a través de un estándar atenuado si existen o no datos que 
revelen su existencia y determinar su impacto en las pruebas dentro del 
proceso, pero si carece de elementos suficientes para ello deberá ordenar 
la práctica de las diligencias necesarias para verificarla o descartar su 
existencia.

En el juicio de amparo directo, el incumplimiento de esos lineamientos exige 
ordenar la reposición del procedimiento para que la autoridad responsable 
subsane esa violación procesal y se allegue de los elementos necesarios 
para resolver sobre la existencia de los actos de tortura alegados por la 
persona procesada.

Sin embargo, si el Tribunal Colegiado del conocimiento advierte que, de 
comprobarse la existencia de la tortura a partir de la reposición del proce­
dimiento para investigar esa afectación, en su máximo alcance, implicaría 
anular ciertas pruebas, pero esos mismos elementos de convicción deben 
ser invalidados de manera inmediata porque se produjeron a partir de la 
vulneración a otros derechos humanos, como podría ser que la confesión 
que se alega coaccionada fue desahogada sin la presencia de un defensor 
profesional en derecho, entonces la investigación de los actos de tortura no 
generaría beneficios jurídicos a la persona inculpada, ni representaría 
un cambio en el sentido de la resolución que se llegare a emitir con base en el 
tratamiento a las restantes afectaciones detectadas. En ese supuesto, orde­
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nar la reposición del procedimiento resultaría innecesario y sólo retrasaría 
la solución del asunto.

1a. VI/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 3147/2021. 26 de enero de 2022. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernán­
dez y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ministra Presidenta 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO EN CONTRA DE LA SUSPEN­
SIÓN DEFINITIVA DICTADA POR UN JUZGADO DE DISTRITO INCOM­
PETENTE. LA COMPETENCIA SE SURTE A FAVOR DEL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO QUE EJERCE JURISDICCIÓN SOBRE EL 
JUZGADO DE DISTRITO QUE ACEPTÓ LA COMPETENCIA DECLINADA. 

Hechos: En un juicio de amparo indirecto, el Juzgado de Distrito negó la 
suspensión definitiva de los actos reclamados. Inconforme, la parte quejosa 
interpuso recurso de revisión. Antes de remitirse el expediente al Tribunal 
Colegiado para resolver el medio de impugnación, el juzgado celebró la 
audiencia constitucional y declinó competencia a un órgano jurisdiccional de 
distinto circuito quien la aceptó. El juzgado que aceptó la competencia envió 
el incidente al Tribunal Colegiado de su jurisdicción, pero dicho tribunal deter­
minó carecer de competencia porque la resolución recurrida había sido 
emitida por un órgano sobre el que no ejercía jurisdicción, por ello declinó 
competencia a favor del Tribunal Colegiado sobre el Juzgado de Distrito que 
inicialmente conoció del amparo. Este último decidió no conocer del recurso 
porque el amparo se estaba tramitando en un juzgado sobre el cual no ejerce 
jurisdicción.

Criterio jurídico: Cuando se recurre la resolución que decretó la suspensión 
definitiva emitida por un Juzgado de Distrito que posteriormente en el princi­
pal se declaró incompetente para conocer de un juicio de amparo, el Tribunal 
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Colegiado de Circuito que debe resolverlo es el que ejerce jurisdicción 
sobre el juzgado que aceptó la competencia declinada, sin importar que la 
determinación recurrida la haya dictado un órgano de distinta jurisdicción.

Justificación: El sistema de competencias en amparo se rige bajo tres crite­
rios: materia, grado o territorio. Dicho sistema obedece a los principios de 
seguridad jurídica y de legalidad, bajo los cuales se desenvuelve el derecho 
de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. La competencia por razón de territorio 
se refiere al ámbito espacial dentro del cual el tribunal puede ejercer válida­
mente su función jurisdiccional. En materia federal esa delimitación territorial 
se divide en circuitos o distritos. Ha sido criterio de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que el parámetro para definir qué órgano colegiado es 
competente para conocer del recurso de revisión interpuesto en contra de la 
resolución dictada en el incidente de suspensión se determina en razón del 
Tribunal Colegiado que ejerce jurisdicción sobre el juzgado que se declaró 
competente, pues la incompetencia de un Juzgado de Distrito tiene como con­
secuencia la incompetencia de los tribunales de alzada; de lo contrario, se 
atribuiría jurisdicción a un tribunal respecto de un asunto que se tramita 
fuera de su territorio.

1a. VII/2023 (11a.)

Conflicto competencial 147/2022. Suscitado entre el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Segundo Circuito. 17 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y el Minis­
tro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tarios: Ramón Eduardo López Saldaña y Ramsés Samael Montoya 
Camarena.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS. PARA GARANTIZAR EL PRINCIPIO 
DE SEGURIDAD JURÍDICA ES PROCEDENTE RESOLVERLA DE FONDO 
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AUN CUANDO LA EJECUTORIA QUE EMITA UNO DE LOS ÓRGANOS 
QUE CONTIENDEN EN LA DENUNCIA RELATIVA SE SUSTENTE EN TESIS 
AISLADAS EMITIDAS POR EL PLENO O LAS SALAS DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito analizaron normas de distin­
tas entidades que tienen un contenido jurídico equivalente y sostuvieron 
posturas contrarias al determinar la forma de consumación del delito de 
despojo para establecer cuándo inicia el cómputo del plazo para la pres­
cripción de la acción penal. Uno de los tribunales sostuvo que el despojo 
es un delito de carácter permanente, en consecuencia, el término de pres­
cripción inicia hasta que cesa la conducta, lo cual ocurre hasta el momento 
en que el sujeto activo restituye el predio a la parte ofendida. En contraste, el 
otro órgano colegiado, con base en criterios aislados emitidos por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, determinó que el despojo es un ilícito de consu­
mación instantánea, por lo que el cómputo para la prescripción comienza 
desde que el activo ocupa el bien inmueble.

Criterio jurídico: Cuando un Tribunal Colegiado de Circuito sustenta un cri­
terio jurídico con base en tesis aisladas de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, tales criterios no obligatorios forman parte de las consideraciones 
de esa ejecutoria, por lo que si se denuncia una contradicción entre ese 
criterio con el de otro tribunal, lo procedente es resolver el asunto de fondo 
porque en ese supuesto lo que contiende es el razonamiento jurídico inte­
grado y aplicado por el Tribunal Colegiado y no los criterios aislados de este 
Alto Tribunal, con lo cual se privilegia el principio de seguridad jurídica 
que debe permear en el sistema jurídico nacional.

Justificación: La figura de la contradicción de criterios tiene un propósito 
fundamental que es garantizar el principio de seguridad jurídica que deriva 
del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
cual debe permear dentro de la actividad argumentativa de los órganos 
jurisdiccionales del país al resolver un mismo problema jurídico.

En ese sentido, si un Tribunal Colegiado de Circuito o un Pleno de Circuito, 
al emitir un criterio lo sustenta en tesis aisladas de la Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación, es posible resolver una denuncia de contradicción 
de criterios respecto de lo resuelto en esa ejecutoria.

Lo anterior, porque en esos supuestos, lo que contiende es el criterio plas­
mado en esa determinación frente a lo resuelto por otro Tribunal Colegiado 
o Pleno de Circuito y no directamente el criterio contenido en las tesis aisla­
das emitidas por la Suprema Corte.

Entonces, cuando se advierte la existencia de un diferendo argumentativo 
de carácter jurisdiccional, en torno al cual no se tiene un impedimento para 
ser resuelto, como podría ser la existencia de jurisprudencia firme al res­
pecto, se debe solucionar esa antinomia a través del estudio de fondo de la 
contradicción de criterios para garantizar la seguridad jurídica y contribuir 
así a la edificación estandarizada de los criterios argumentativos que deben 
prevalecer para resolver asuntos que problematizan un mismo punto de 
derecho dentro del sistema jurídico nacional.

1a. VIII/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 251/2022. Entre los sustentados por el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en Los Mochis, Sinaloa. 23 de noviembre de 2022. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular, y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien votó por 
la inexistencia de la contradicción. Ponente: Ministra Presidenta Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 153/2018, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.6o.P.137 P (10a.), de título y subtítulo: "DESPOJO. MIENTRAS 
SUBSISTA LA DETENTACIÓN MATERIAL DEL INMUEBLE MATERIA DE 
ESTE DELITO POR EL ACTIVO, TIENE LA NATURALEZA DE PERMANENTE 
O CONTINUO, POR LO QUE EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE 
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OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL INICIA CUANDO SE 
RESTITUYA AL PASIVO DICHO BIEN (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA 
LA CIUDAD DE MÉXICO).", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, diciem­
bre de 2018, Tomo II, página 1084, con número de registro digital: 2018648; y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en los Mochis, Sinaloa, en apoyo del 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver al amparo en revisión 737/2021 (cuaderno auxiliar 
394/2022), en el que determinó que el delito de despojo es de consuma­
ción instantánea con efectos permanentes, pues el delito se materializa 
desde que el activo ocupa el inmueble, pero esa ocupación perdura en 
el tiempo, por lo que el plazo de prescripción inicia desde que el inculpado 
posee el predio.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de 
fondo que se resolvió en la contradicción de criterios de la cual deriva, 
ni reúne la votación para ser precedente obligatorio.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

EXTORSIÓN AGRAVADA. EL ARTÍCULO 204 BIS, PÁRRAFO SEGUNDO, 
FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, QUE 
PREVÉ LA PENA PARA ESTE DELITO, VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPOR­
CIONALIDAD DE LAS PENAS. 

Hechos: Tres personas fueron sentenciadas por el delito de extorsión agra­
vada, se les impuso la pena mínima de treinta años de prisión que prevé para 
ese delito el artículo 204 Bis, párrafo segundo, fracción I, del Código Penal 
del Estado de Chihuahua, resolución que fue confirmada en apelación. 
En contra de esta sentencia, se promovió amparo directo en el que se planteó 
la inconstitucionalidad de dicho precepto al violar el artículo 22 constitucio­
nal. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento desestimó el argumento 
de inconstitucionalidad y negó el amparo. Inconforme, la parte quejosa inter­
puso recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la pena de treinta a setenta años de prisión establecida para el 
delito de extorsión agravada, prevista en el artículo 204 Bis, párrafo segundo, 
fracción I, del Código Penal del Estado de Chihuahua, no es proporcional 
con la lógica de niveles ordinales del grupo de delitos al que pertenece y, 
por ende, transgrede el principio de proporcionalidad de las penas a que 
se refiere el artículo 22 constitucional.

Justificación: Esta Primera Sala ha precisado que el legislador en materia 
penal tiene un amplio margen de libertad para diseñar el rumbo de la política 
criminal. Esto es, para elegir los bienes jurídicamente tutelados, las conduc­
tas típicas antijurídicas y las sanciones penales, de acuerdo con las nece­
sidades sociales del momento histórico respectivo. Sin embargo, al configurar 
las leyes penales, debe respetar el contenido de diversos principios cons­
titucionales, dentro de los cuales se encuentra el de proporcionalidad de las 
penas. Por esa razón, las y los jueces constitucionales al examinar la validez 
de las leyes penales deben analizar que exista proporción suficiente entre 
la cuantía de la pena y la gravedad del delito cometido. Esta Primera Sala ya ha 
destacado las bondades de llevar a cabo un método comparativo en térmi­
nos ordinales con el fin de verificar la proporcionalidad de las penas. Este 
tipo de examen consiste en realizar un contraste del delito y la pena cuya 
proporcionalidad se analiza con las penas previstas por el propio legislador 
para otros delitos encaminados a proteger los mismos bienes jurídicos. Ahora 
bien, la punibilidad de treinta a setenta años de prisión se establece en el 
artículo 204 Bis, segundo párrafo, fracción I, del Código Penal del Estado de 
Chihuahua, el cual se ubica en el Título Décimo Segundo denominado "Deli­
tos contra la paz, la seguridad de las personas y la inviolabilidad del domicilio". 
Así, al realizar una comparación con las punibilidades de los delitos regu­
lados en dicho título, se concluye que el delito de extorsión agravada es el 
que tiene mayor penalidad al contemplar de treinta a setenta años de prisión. 
Todos los demás delitos y/o sus agravantes cuentan con penas notoriamente 
inferiores a la impugnada. El delito que tiene la punibilidad más elevada 
después del delito de extorsión agravada es el de extorsión simple, el cual 
contempla de cinco a treinta años de prisión. Esto es, una sexta parte en su 
mínimo y cuarenta años menos de la pena máxima prevista para el delito de 
extorsión agravada. En ese sentido, se advierte una falta de proporcionali­
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dad entre la punibilidad del delito de extorsión agravada con relación al resto 
que también persiguen la protección de bienes jurídicos iguales: la paz, la 
seguridad de las personas y la inviolabilidad del domicilio.

1a. IX/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 6089/2021. Lucio Francisco López Maldonado y 
otro. 1 de junio de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra Norma Lucía 
Piña Hernández, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular y Ministra Presidenta Ana Mar­
garita Ríos Farjat, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRINCIPIOS DE IMPARCIALIDAD E INMEDIACIÓN. CUALQUIER CONO­
CIMIENTO EN ETAPA PREVIA POR PARTE DEL JUEZ DE ENJUICIA­
MIENTO, IMPLICA SU VULNERACIÓN. 

Hechos: La parte quejosa promovió una demanda de amparo directo en 
contra de una sentencia, en la que señaló que la Juez de Enjuiciamiento 
había conocido del proceso durante la etapa inicial. El Tribunal Colegiado 
declaró infundado el concepto de violación bajo la justificación: que si bien 
la Juez de la Causa actuó en etapas preliminares a juicio, su actuación sólo 
fue en un ámbito administrativo. Ante la negativa del amparo, la parte que­
josa interpuso recurso de revisión, del cual conoce este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, el solo hecho de haber conocido o participado del 
asunto en alguna etapa previa a juicio, implica la pérdida de imparcialidad en 
su vertiente objetiva y, por tanto, vulnera el principio de inmediación aun cuando 
no hubiera hecho un pronunciamiento sobre datos o medios de prueba. Sin 
que pueda argumentarse como excepción el conocimiento administrativo o 
jurisdiccional.



487

Informe DE LA PRIMERA SALA 2023

Justificación: Esta Suprema Corte ha determinado que con el propósito de 
que lo que decida el contenido de la sentencia definitiva sea el fruto de una 
limpia e igualitaria contienda procesal, contemplada y valorada por el tribu­
nal sentenciador con garantías de plena imparcialidad objetiva, el artículo 
20 constitucional en su fracción IV, señala que los juzgadores que intervi­
nieron durante el proceso previo a la etapa de enjuiciamiento no puedan 
intervenir en la decisión sobre el fondo del asunto. Pues aun y cuando en la 
etapa previa no hubiera hecho un pronunciamiento sobre datos de prueba, 
el haber intervenido, no preserva la objetividad del juzgador que inspire la con­
fianza necesaria a las partes y a los ciudadanos en una sociedad democrá­
tica. Este criterio significa una evolución al establecido en el que se determinó 
que es atentatorio al principio de inmediación el que dos o más jueces conoz­
can de una misma etapa, en este caso, también es violatorio a ese principio, 
cuando un juzgador conozca en más de una etapa; y no podrá argumen­
tarse como excepción el conocimiento administrativo o jurisdiccional. Esta 
misma dinámica argumentativa también trastoca el principio de imparciali­
dad, dado que existe una interseccionalidad con el principio de inmediación, 
de ahí su afectación.

1a. X/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1345/2022. 9 de noviembre de 2022. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Minis­
tra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CARGA DE LA PRUEBA. EN LOS PROCEDIMIENTOS DE NATURALEZA 
FAMILIAR, CUANDO SE SOLICITE UNA PENSIÓN COMPENSATORIA 
EN SU VERTIENTE RESARCITORIA LA PARTE ACTORA GOZARÁ DE 
LA PRESUNCIÓN DE HABERSE DEDICADO PREPONDERANTEMENTE 
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A LAS LABORES DEL HOGAR O AL CUIDADO DE LOS HIJOS, Y CORRES­
PONDERÁ A LA PARTE DEMANDADA DESACREDITAR ESTA ASEVE­
RACIÓN. 

Hechos: Una mujer demandó de su cónyuge la disolución del vínculo matri­
monial y el pago de una pensión alimenticia provisional y definitiva. En ape­
lación, la Sala determinó que la actora no contaba con derecho a gozar de 
una pensión compensatoria, en sus vertientes resarcitoria y asistencial. En vía 
de amparo directo, el Tribunal Colegiado determinó la procedencia de una 
pensión compensatoria únicamente en su vertiente resarcitoria, concediendo 
la protección federal para efecto de que la Sala dictara una nueva senten­
cia reconociendo este derecho. Contra ello, el tercero interesado interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala resolvió que en los procedimientos de natu­
raleza familiar en los que se demanden esta clase de medidas de naturaleza 
resarcitoria bajo el argumento de haberse dedicado preponderantemente a 
las labores del hogar y/o al cuidado de los hijos –como es el caso de la pen­
sión compensatoria en su vertiente resarcitoria– asiste a la parte actora la 
presunción de haber realizado estas actividades, por lo que la carga proba­
toria se revierte al demandado, quien deberá demostrar un cúmulo suficiente 
de circunstancias que desacrediten los extremos de la acción resarcitoria, 
cuestiones que deberán ser evaluadas por el tribunal en turno con especial 
atención a las implicaciones que el género de las partes tenga dentro de la 
distribución de tareas domésticas.

Justificación: Cuando el goce de un derecho se encuentra condicionado a 
la satisfacción de una determinada carga probatoria, ésta puede constituir un 
auténtico obstáculo para dicho goce. Así, al exigir a la parte actora la pre­
sentación de pruebas que no sólo resultan difíciles de adquirir, sino que, en 
muchos casos, no existen, la norma le impone una carga probatoria diabó­
lica, cuyo efecto último es frustrar el acceso a la justicia y el goce de sus 
derechos sustantivos. En cambio, al revertirla al deudor, la carga probatoria 
resulta mucho más fácil de acreditar (por ejemplo, demostrando que fue 
una tercera persona quien desempeñó estas funciones). Asimismo, conside­
rando la distribución tradicional que aún impera respecto de estas labores 
con base en estereotipos de género, tanto el deber de protección efectiva 
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de la mujer contra todo acto de discriminación consagrado en la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
como el deber de juzgar con perspectiva de género, exigen la implemen­
tación de un remedio efectivo contra estas instancias de discriminación 
indirecta. En consecuencia, el establecimiento de una presunción en favor 
de la parte actora, cuando su acción se base en la dedicación preponde­
rante a las labores del hogar o al cuidado de los hijos, resulta necesario, en 
atención a sus circunstancias particulares de vulnerabilidad, para garantizar 
el acceso efectivo a la justicia y su impartición en condiciones de igualdad 
y con perspectiva de género.

1a. XI/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1615/2022. 30 de noviembre de 2022. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló 
voto concurrente y comparte las consideraciones de la presente tesis. 
Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto 
particular, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto par­
ticular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
tario: Fernando Sosa Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PENSIÓN COMPENSATORIA EN SU VERTIENTE RESARCITORIA. DERIVA 
SU FUNDAMENTO DEL PRINCIPIO GENERAL DE ENRIQUECIMIENTO 
INJUSTIFICADO Y DEL MANDATO DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA 
FAMILIA, INDEPENDIENTEMENTE DE SU CONSAGRACIÓN EXPRESA 
EN LA LEGISLACIÓN LOCAL. 

Hechos: Una mujer demandó de su cónyuge la disolución del vínculo matri­
monial y el pago de una pensión alimenticia provisional y definitiva. En ape­
lación, la Sala determinó que la actora no contaba con derecho a gozar de 
una pensión compensatoria, en sus vertientes resarcitoria y asistencial. En vía 
de amparo directo, el Tribunal Colegiado determinó la procedencia de una 
pensión compensatoria únicamente en su vertiente resarcitoria, concediendo 
la protección federal para efecto de que la Sala dictara una nueva senten­
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cia reconociendo este derecho. Contra ello, el tercero interesado interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La aplicación de remedios concretos encaminados a resarcir 
el desequilibrio producido por enriquecimientos y empobrecimientos injustos 
no puede constituir una aplicación retroactiva de la ley en contravención 
del párrafo primero del artículo 14 constitucional, pues deriva del principio 
general que prohíbe el enriquecimiento injustificado.

Justificación: La igualdad de los cónyuges con respecto a los derechos y 
obligaciones derivados del matrimonio es un principio reconocido en todos 
los ordenamientos civiles y familiares a lo largo de la República y por la juris­
prudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por lo tanto, si al 
concluir el matrimonio, una de las partes presenta un enriquecimiento con­
siderable al tiempo que su contraparte se ha empobrecido, resulta evidente 
que tal situación no es compatible con esta finalidad del matrimonio, confi­
gurándose así un enriquecimiento injustificado que faculta a la parte empo­
brecida a exigir su resarcimiento. El fundamento de dichos remedios proviene 
de un principio general del derecho reconocido como fuente normativa por 
el párrafo cuarto del artículo 14 constitucional y ha sido reconocido expresa­
mente, en materia familiar, como consecuencia directa del mandato consti­
tucional de protección a la familia, por lo que la actualización de la justicia 
sustantiva en materia familiar justifica extender este principio al contexto 
de las relaciones familiares y en específico a su dimensión patrimonial, pues 
privar a los cónyuges o concubinos de esta misma protección, disponible 
para todos los demás justiciables, resultaría incompatible con el mandato 
de protección familiar. En consecuencia, el hecho de que la figura de la pen­
sión compensatoria se haya incorporado expresamente en la legislación 
local con posterioridad al inicio del procedimiento judicial resulta irrelevante, 
pues la obligación de resarcir a la parte empobrecida tiene un fundamento 
constitucional independiente de su incorporación en la legislación local.

1a. XII/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1615/2022. 30 de noviembre de 2022. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo 
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Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien formu­
ló voto concurrente y comparte las consideraciones de la presente tesis. 
Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto 
particular, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PENSIÓN COMPENSATORIA. LA VERTIENTE RESARCITORIA DE ÉSTA 
PUEDE COEXISTIR CON LA ASISTENCIAL Y SER ANALIZADA DE 
MANERA AUTÓNOMA. 

Hechos: Una mujer demandó de su cónyuge la disolución del vínculo matri­
monial y el pago de una pensión alimenticia provisional y definitiva. En ape­
lación, la Sala determinó que la actora no contaba con derecho a gozar de una 
pensión compensatoria, en sus vertientes resarcitoria y asistencial. En vía de 
amparo directo, el Tribunal Colegiado determinó la procedencia de una pen­
sión compensatoria únicamente en su vertiente resarcitoria, concediendo la 
protección federal para efecto de que la Sala dictara una nueva sentencia 
reconociendo este derecho. Contra ello, el tercero interesado interpuso re­
curso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala resolvió que en la pensión compensatoria 
las vertientes asistencial y resarcitoria, respectivamente, son susceptibles de 
análisis autónomo y pueden existir de manera independiente, pues los extre­
mos de las acciones son distintos.

Justificación: Al analizar la pensión compensatoria, la Primera Sala estimó 
que ésta no se reduce exclusivamente a una vertiente asistencial, derivada del 
deber de solidaridad familiar, sino que posee también una dimensión resar­
citoria que obedece a razones y persigue finalidades distintas de las pres­
taciones de naturaleza asistencial. Así, mientras que estas últimas obedecen a 
un imperativo de solidaridad familiar y tienen su fundamento en las relaciones 
familiares reconocidas por la legislación civil, las medidas resarcitorias, como 
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la compensación o la pensión compensatoria, buscan reparar el desequili­
brio económico ocasionado por una distribución asimétrica de las labores 
durante una relación de pareja. Por lo anterior, se estima que la vertiente 
resarcitoria de la pensión compensatoria puede existir y ser analizada de 
manera autónoma a la asistencial. Toda vez que las acciones resarcitorias 
en general, y la pensión compensatoria en específico, tienen como supuesto 
de procedencia el desequilibrio patrimonial generado por una distribu­
ción desigual de los trabajos domésticos, las autoridades jurisdiccionales 
deberán evaluar cada caso conforme a una perspectiva completa de la situa­
ción patrimonial de las partes a fin de confeccionar el remedio (o combinación 
de remedios) idóneo para satisfacer los imperativos de justicia y protección a 
la familia en el caso específico.

1a. XIII/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1615/2022. 30 de noviembre de 2022. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien formu­
ló voto concurrente y comparte las consideraciones de la presente tesis. 
Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto 
particular, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto par­
ticular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
tario: Fernando Sosa Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PENSIÓN COMPENSATORIA EN SU VERTIENTE RESARCITORIA. CON 
BASE EN EL PRINCIPIO DE UNIDAD DEL JUICIO DE DIVORCIO, EL TRI­
BUNAL DEBE CONTAR CON UN PANORAMA COMPLETO DE LA SITUA­
CIÓN ECONÓMICA DE LAS PARTES, INCLUYENDO, EN SU CASO, LA 
CUANTIFICACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LA SOCIEDAD CONYUGAL. 

Hechos: Una mujer demandó de su cónyuge la disolución del vínculo matri­
monial y el pago de una pensión alimenticia provisional y definitiva, mientras 
que su contraparte demandó, entre otras prestaciones, la disolución de la 
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sociedad conyugal. En apelación, la Sala determinó que la actora no con­
taba con derecho a gozar de una pensión compensatoria, en sus vertientes 
resarcitoria y asistencial. Asimismo, una vez decretado el divorcio, reservó 
para ejecución de sentencia la liquidación de la sociedad conyugal. En vía 
de amparo directo, el Tribunal Colegiado determinó la procedencia de una 
pensión compensatoria únicamente en su vertiente resarcitoria, concediendo 
la protección federal para efecto de que la Sala dictara una nueva senten­
cia reconociendo este derecho. Contra ello, el tercero interesado interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: A fin de determinar la existencia o no de un desequilibrio 
patrimonial, el tribunal de enjuiciamiento debe contar con un panorama com­
pleto de la situación patrimonial de las partes, el cual incluye, entre otros 
elementos, los bienes que en su caso pudieran formar parte de la sociedad 
conyugal.

Justificación: El principio de unidad en el juicio de divorcio exige que el tri­
bunal de conocimiento resuelva todas las cuestiones inherentes a la disolución 
del matrimonio, sin reservar su determinación para la vía incidental, pues 
ello además de contravenir el principio general de economía procesal, 
genera el riesgo de generar resoluciones incongruentes. En el contexto de 
las medidas resarcitorias –como la pensión compensatoria– la fragmentación 
de estas cuestiones inhibe, por su propia naturaleza, el proceso valorativo 
que debe implementarse. En específico, el reservar la cuantificación y liquida­
ción de la sociedad conyugal para un momento posterior impide al tribunal 
contar con un panorama integral de la situación económica de las partes, 
lo que constituye un requisito indispensable para dictar las medidas resarci­
torias adecuadas para cada caso concreto.

1a. XIV/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1615/2022. 30 de noviembre de 2022. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien formu­
ló voto concurrente y comparte las consideraciones de la presente tesis. 
Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto 
particular, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto par­
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ticular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
tario: Fernando Sosa Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. 
DEBE REGIR DE MANERA ESTRICTA EN TODAS LAS ETAPAS DEL PRO­
CESO EN SUS DOS VERTIENTES, SUBJETIVA Y OBJETIVA.

Hechos: Una persona fue privada de su libertad y, seguido el procedimiento 
penal correspondiente, se consideró a diversos sujetos penalmente respon­
sables por la comisión del delito de secuestro agravado. De la apela­
ción interpuesta por los inculpados contra la sentencia definitiva conoció el 
Tribunal Unitario que previamente también había resuelto la apelación contra 
el auto de vinculación a proceso. El Tribunal Unitario confirmó la sentencia de 
primera instancia. Los sentenciados promovieron juicio de amparo y recla­
maron que se violó en su perjuicio el principio de imparcialidad que debe 
regir en todo proceso penal, debido a que el Tribunal Unitario de apelación 
tenía conocimiento previo del asunto. Se les negó la protección constitucional. 
Los quejosos interpusieron entonces recurso de revisión en donde solicita­
ron definir los alcances de la garantía de imparcialidad en el proceso penal 
acusatorio.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que tanto en la primera como en la segunda instancias 
del proceso penal debe regir el principio de imparcialidad del juzgador en 
sus dos vertientes: subjetiva y objetiva. La dimensión subjetiva se refiere a 
la posición de un juzgador en particular frente a un caso por su personal 
situación frente al mismo, mientras que la dimensión objetiva está encami­
nada a asegurar que existan suficientes garantías para excluir cualquier duda 
razonable sobre la apariencia de imparcialidad del juzgador. Ahora bien, la 
aplicación de este principio debe tratarse de manera estricta porque no admite 
niveles de graduación; es decir, los juzgadores no pueden ser mediana­
mente parciales o imparciales, sino que se trata de una cuestión inelástica 
o dicotómica, y con base en dichos lineamientos debe observarse en todas 
las instancias del proceso penal.
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Justificación: El principio de imparcialidad debe regir en todas las etapas 
del proceso penal como una máxima inflexible, es decir, como un principio de 
aplicación estricta, pues atribuirle un carácter contrario implicaría admitir 
que en algunos casos y bajo determinadas circunstancias, la resolución del 
juicio podría quedar sujeta a las inclinaciones personales del Juez o del tri­
bunal o a las determinaciones hechas con base en el conocimiento previo 
del asunto. Sin duda, este parámetro es exigible en ambas instancias, pues 
no hay razón alguna para distinguir el nivel o grado de imparcialidad que 
deben tener los juzgadores que conozcan de primera mano las cuestiones 
a decidir, como quienes las revisan.

1a. XV/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2904/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló 
voto concurrente. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: 
Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez de la Paz.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

APELACIÓN CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SIS­
TEMA PENAL ACUSATORIO. EL TRIBUNAL DE ALZADA QUE RESOL­
VIÓ LA APELACIÓN INTERPUESTA CONTRA EL AUTO DE VINCULACIÓN 
A PROCESO NO PUEDE CONOCER DE AQUEL RECURSO (INTERPRE­
TACIÓN DEL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN IV, DE LA CONS­
TITUCIÓN GENERAL).

Hechos: Una persona fue privada de su libertad y, seguido el procedimiento 
penal correspondiente, se consideró a diversos sujetos penalmente res­
ponsables por la comisión del delito de secuestro agravado. De la apela­
ción interpuesta por los inculpados contra la sentencia definitiva conoció el 
Tribunal Unitario que previamente también había resuelto la apelación con­
tra el auto de vinculación a proceso. El Tribunal Unitario confirmó la sentencia 
de primera instancia. Los sentenciados promovieron juicio de amparo y recla­
maron que se violó en su perjuicio el principio de imparcialidad que debe 
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regir en todo proceso penal, debido a que el Tribunal Unitario de apelación 
tenía conocimiento previo del asunto. Se les negó la protección constitucional. 
Los quejosos interpusieron entonces recurso de revisión en donde solicita­
ron la interpretación del artículo 20, apartado A, fracción IV, constitucional.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que para garantizar el derecho a un debido proceso ante 
un Juez imparcial, la previsión establecida en la fracción IV del apartado A 
del artículo 20 constitucional, debe aplicarse también a las autoridades juris­
diccionales de segunda instancia que conocen de la apelación contra la 
sentencia definitiva dictada en un juicio penal. Esto es, así como los juzga­
dores tienen impedido conocer de etapas previas de un mismo asunto, los 
tribunales de apelación deben procurar mantenerse ajenos a la revisión 
de determinaciones previas a la sentencia definitiva, destacadamente, al 
auto de vinculación a proceso, pues corren riesgo de perder imparcialidad 
o al menos de mantener intacta su apariencia.

Justificación: De una revisión de la línea jurisprudencial que ha sostenido 
esta Suprema Corte respecto a la consolidación del sistema penal acusa­
torio, se observa que tiende a incorporar a la segunda instancia, con aco­
tadas modulaciones, todos los principios y las características que rigen en 
la primera instancia del sistema acusatorio. Así, en la apelación deben regir 
con toda amplitud los mandatos de oralidad, contradicción e inmediación. 
Respecto a la imparcialidad, también es una garantía que debe resguardarse 
de la manera más amplia posible, más aún, cobra especial relevancia, pues 
asegura a las personas que el análisis de cuestiones probatorias, fácticas 
y/o jurídicas, que se han incorporado como parte fundamental de la materia 
de la apelación, será realizado por un juzgador o tribunal que no haya 
conocido previamente del caso.

1a. XVI/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 2904/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
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Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez de 
la Paz.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

QUERELLA PRESENTADA POR PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
EL ARTÍCULO 226 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, EN LAS PORCIONES NORMATIVAS "…O QUE NO TIENEN 
CAPACIDAD PARA COMPRENDER EL SIGNIFICADO DEL HECHO…" 
Y "…O DE PERSONAS QUE NO TENGAN LA CAPACIDAD DE COMPREN­
DER EL SIGNIFICADO DEL HECHO…", ES CONTRARIO AL ARTÍCULO 
12 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD, AL NEGAR SU CAPACIDAD JURÍDICA. 

Hechos: En dos mil diecinueve, el tutor de una persona con discapacidad 
mental se querelló en contra de dos personas, quienes fueron vinculadas a 
proceso por el delito de abandono de familiares previsto en el artículo 236, 
párrafo segundo, del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. Durante la audiencia inicial, la defensa 
indicó que debía ser la propia víctima, es decir, la persona con discapaci­
dad, quien tenía que querellarse. Sin embargo, la Jueza de Control resolvió 
que esta solicitud no era procedente porque la víctima tenía una discapaci­
dad y la persona que se querelló, hermano de la víctima, tenía la calidad de 
tutor dativo. Posteriormente, las dos personas que fueron vinculadas a pro­
ceso, también hermanos de la víctima, promovieron juicio de amparo indirecto 
contra el artículo 226 del Código Nacional de Procedimientos Penales; el 
Juzgado de Distrito negó el amparo en contra de la inconstitucionalidad 
planteada, ante lo cual se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 226 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales, en las porciones normativas "...o que no tienen capacidad para 
comprender el significado del hecho..." y "...o de personas que no tengan la 
capacidad de comprender el significado del hecho...", es contrario al artículo 
12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
al permitir una sustitución de su voluntad y negar su derecho al igual reco­
nocimiento como persona ante la ley.
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Justificación: Esta Primera Sala advierte que, con base en las porciones 
normativas "...o que no tienen capacidad para comprender el significado del 
hecho..." y "...o de personas que no tengan la capacidad de comprender 
el significado del hecho..." del artículo 226 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales, si una persona con discapacidad quiere presentar una 
querella, debe hacerlo a través de su tutor o representante legal y únicamente 
podrá hacerlo por sí misma si dicho tutor, quien ejerza la patria potestad o 
su representante legal, es a quien se acusa de haber cometido los delitos 
en su contra. Sin embargo, el artículo 12 de la Convención sobre los Dere­
chos de las Personas con Discapacidad reconoce que las personas con 
discapacidad tienen personalidad y capacidad jurídica en igualdad de 
condiciones que con las demás personas, por lo que los Estados Parte 
deben, en lugar de negarles dicho reconocimiento, brindarles acceso a los 
apoyos necesarios para ejercer su capacidad jurídica y a las salvaguardias 
que se requieran para ello. Así, conforme a las porciones normativas referi­
das, la actuación en el mundo jurídico de la persona con discapacidad se 
encuentra limitada y sustituida por su tutor o representante legal. Por lo tanto, 
esta Primera Sala considera que las dos porciones normativas vulneran el 
modelo social y de asistencia en la voluntad de las personas con discapaci­
dad, al basarse en un modelo de sustitución de la voluntad que niega el 
reconocimiento de su capacidad jurídica en igualdad de condiciones que 
con las demás personas.

1a. XVII/2023 (11a.)

Amparo en revisión 415/2022. 12 de abril de 2023. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto particular y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretaries: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa 
Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

QUERELLA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. PUEDEN PRESEN­
TARLA POR SÍ MISMAS, A TRAVÉS DE LOS APOYOS QUE REQUIERAN Y 
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DESEEN PARA ELLO, CONFORME A LOS ARTÍCULOS 12 DE LA CONVEN­
CIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD; 
10, 109, FRACCIÓN XII, Y 225 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN­
TOS PENALES. 

Hechos: En dos mil diecinueve, el tutor de una persona con discapacidad 
mental se querelló en contra de dos personas, quienes fueron vinculadas a 
proceso por el delito de abandono de familiares previsto en el artículo 236, 
párrafo segundo, del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. Durante la audiencia inicial, la defensa 
indicó que debía ser la propia víctima, es decir, la persona con discapaci­
dad, quien tenía que querellarse. Sin embargo, la Jueza de Control resolvió 
que esta solicitud no era procedente porque la víctima tenía una discapaci­
dad y la persona que se querelló, hermano de la víctima, tenía la calidad 
de tutor dativo. Posteriormente, las dos personas que fueron vinculadas a 
proceso, también hermanos de la víctima, promovieron juicio de amparo 
indirecto contra el artículo 226 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales; el Juzgado de Distrito negó el amparo en contra de la inconstitu­
cionalidad planteada, ante lo cual se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las personas con discapacidad pueden presentar 
una querella por sí mismas, con la posibilidad de adoptar los apoyos, salva­
guardias y ajustes razonables que requieran y deseen para ello, conforme 
a los artículos 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad; 10, 109, fracción XII, y 225 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales.

Justificación: Conforme al artículo 12 de la Convención sobre los Dere­
chos de las Personas con Discapacidad, éstas tienen capacidad jurídica 
en igualdad de condiciones que con las demás personas. Por ello, no hay 
ningún impedimento para que las personas con discapacidad, sin importar 
cuál sea su diversidad funcional, presenten su querella conforme a la regla 
general establecida en el artículo 225 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales. Además, existe la posibilidad de que se adopten los apoyos y 
salvaguardias necesarios para ello, en términos de los artículos 10 y 109, 
fracción XII, del mismo ordenamiento, así como los ajustes razonables y 
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procedimentales que se requieran para ese fin. Así, en aquellos casos en 
que no fuera posible determinar plenamente la voluntad de la persona, ésta 
podría seguir presentando querella a través del sistema de apoyos y salva­
guardias previamente referido. Por otra parte, la presentación de la querella 
también puede ser con base en el principio de la mejor interpretación posible 
de la voluntad de la persona con discapacidad, según el cual dicha volun­
tad deberá interpretarse, a través de mecanismos de comunicación no con­
vencional, conforme a su trayectoria de vida y creencias. Incluso, con base 
en documentos de voluntad anticipada que la persona haya suscrito previa­
mente. Todo ello conforme a los principios y derechos reconocidos en la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y en los 
artículos referidos del Código Nacional de Procedimientos Penales. Asi­
mismo, deberán observarse los ajustes razonables y ajustes al procedimiento 
que pudieran requerirse para ello.

1a. XVIII/2023 (11a.)

Amparo en revisión 415/2022. 12 de abril de 2023. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto particular y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretaries: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa 
Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ACCESO A LA CULTURA Y AL PATRIMONIO CULTURAL. EL SISTEMA 
NORMATIVO PREVISTO EN LA LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS QUE 
REGULA LA FIGURA DEL DEPÓSITO LEGAL CONTRIBUYE A GARAN­
TIZAR ESE DERECHO.

Hechos: Una empresa dedicada a producir obras audiovisuales promovió 
un juicio de amparo en contra de diversos artículos de la Ley General de 
Bibliotecas, que regulan la figura del depósito legal de publicaciones, 
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argumentando que vulneran los derechos de autor y conexos, particular­
mente los de decidir sobre la puesta a disposición de sus obras y utilizar me­
didas tecnológicas de protección en las mismas. El Juez de Distrito negó 
el amparo al considerar que las normas son constitucionales, a partir de 
una interpretación conforme con la Ley Federal del Derecho de Autor. La em­
presa interpuso recurso de revisión en el que señaló que el Juez omitió 
analizar las normas a la luz de los tratados internacionales de la materia, el 
cual fue remitido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver 
sobre la problemática de constitucionalidad.

Criterio jurídico: La figura del depósito legal de publicaciones, regulada en 
los artículos 1, fracción VI, 6, 34, 37, 38, 39 y 40, fracción III, de la Ley 
General de Bibliotecas, garantiza el derecho a la cultura de la población, en 
específico, el de participar en la vida cultural, ya que permite recopilar ejem­
plares de todas las publicaciones con el fin de preservar el patrimonio 
bibliográfico, sonoro, visual, audiovisual y digital, y asegurar el acceso de 
las personas a dicha recopilación. De lo anterior, se deduce que la creación 
del depósito legal está estrechamente relacionada con el acceso a bienes 
culturales y al conocimiento acumulado, en beneficio de la nación.

Justificación: El derecho a la cultura, consagrado en la Declaración Univer­
sal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el 
Protocolo de San Salvador, así como en el artículo 4o., párrafo noveno, de 
la Constitución Política del país, consiste en que toda persona, como parte 
de la sociedad, tiene derecho a obtener la satisfacción de los derechos cultu­
rales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad, 
lo que incluye tomar parte libremente en la vida cultural, a gozar de las 
artes y a participar en el progreso científico.

El derecho a participar en la vida cultural está compuesto por tres elemen­
tos: la participación, el acceso y la contribución a la misma. En particular, el 
acceso a la vida cultural implica el derecho de toda persona a conocer y 
comprender su propia cultura y la de otros, incluidas las formas de expre­
sión y difusión por cualquier medio tecnológico de información y comuni­
cación, así como a beneficiarse del patrimonio cultural y de las creaciones 
de otras personas y comunidades.
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En ese sentido, el sistema normativo que regula el depósito legal es consti­
tucional en tanto que sirve para conservar el patrimonio cultural de la 
nación y contribuye a garantizar el ejercicio de los derechos culturales de 
las personas.

1a. XIX/2023 (11a.)

Amparo en revisión 107/2022. Duro de Filmar, S.A. de C.V. 12 de abril de 2023. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Disidentes: Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secreta­
rios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Eduardo Román González.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS. ES CONSTITUCIONAL EL SISTEMA 
NORMATIVO QUE REGULA LA FIGURA DEL DEPÓSITO LEGAL DE 
PUBLICACIONES, PORQUE NO VULNERA EL DERECHO DE LOS AUTO­
RES A DECIDIR SOBRE LA PUESTA A DISPOSICIÓN DE SUS OBRAS Y 
A UTILIZAR MEDIDAS TECNOLÓGICAS PARA SU PROTECCIÓN.

Hechos: Una empresa dedicada a producir obras audiovisuales promo­
vió un juicio de amparo en contra de diversos artículos de la Ley General 
de Bibliotecas, que regulan la figura del depósito legal de publicaciones, 
argumentando que vulneran los derechos de autor y conexos, particular­
mente los de decidir sobre la puesta a disposición de sus obras y utilizar me­
didas tecnológicas de protección en las mismas. El Juez de Distrito negó el 
amparo al considerar que las normas son constitucionales, a partir de una 
interpretación conforme con la Ley Federal del Derecho de Autor. La em­
presa interpuso recurso de revisión en el que señaló que el Juez omitió 
analizar las normas a la luz de los tratados internacionales de la materia, el 
cual fue remitido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver 
sobre la problemática de constitucionalidad.
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Criterio jurídico: Los artículos 1, fracción VI, 6, 34, 37, 38, 39 y 40, fracción 
III, de la Ley General de Bibliotecas, que establecen la obligación de las 
personas editoras y productoras de entregar ejemplares de sus obras a 
las bibliotecas depositarias para conformar el depósito legal de publicacio­
nes para consulta pública, son constitucionales porque respetan los dere­
chos de autor. Esto es así porque a pesar de no señalar expresamente que 
deben acotarse a los derechos de autor y conexos, lo cierto es que debe 
atenderse a una interpretación conforme a la luz de lo dispuesto en los tra­
tados internacionales en la materia y en la Ley Federal del Derecho de Autor, 
de tal forma que se considere que no impiden que los editores y producto­
res decidan sobre la puesta a disposición de sus obras y que utilicen las 
medidas tecnológicas de protección necesarias para tal efecto.

Justificación: Del marco jurídico sobre el derecho de autor, compuesto por 
los artículos 114 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, 20.67 del Tra­
tado entre los Estados Unidos Mexicanos, los Estados Unidos de América 
y Canadá, 11 del Tratado sobre Derecho de Autor y 18 del Tratado sobre 
Interpretación o Ejecución de Fonogramas, estos dos últimos de la Organiza­
ción Mundial de la Propiedad Intelectual, se deriva que, en la protección 
del derecho de autor y conexos, autores y productores podrán utilizar me­
didas tecnológicas de protección en los archivos digitales de sus obras y 
fonogramas.

Por su parte, los artículos 16, fracción III, de la Ley Federal del Derecho de 
Autor, 20.59 y 20.62 del Tratado entre los Estados Unidos Mexicanos, los 
Estados Unidos de América y Canadá, 8 del Tratado sobre Derecho de Autor 
y 14 del Tratado sobre Interpretación o Ejecución de Fonogramas, disponen 
que autores y productores tienen el derecho exclusivo de autorizar cualquier 
comunicación de sus obras al público, por medios alámbricos o inalám­
bricos, lo que incluye su puesta a disposición para que puedan ser consul­
tadas en cualquier momento y desde cualquier lugar.

Esta Primera Sala ha considerado reiteradamente que cuando se está frente 
a dos interpretaciones de una norma, en la que una es constitucional a 
partir de una interpretación conforme y la otra resulta inválida, debe prefe­
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rirse aquella que salva la validez. Tomando esto en cuenta, se concluye 
que el sistema normativo que regula la figura del depósito legal, al inter­
pretarse de conformidad con los tratados internacionales de la materia y 
con la Ley Federal del Derecho de Autor, no vulnera los derechos de autores 
y productores a entregar las obras para la constitución del depósito legal 
con medidas tecnológicas de protección y a decidir sobre su puesta a 
disposición al público en general.

Lo anterior, porque el artículo 38 de la Ley General de Bibliotecas dispone que 
cada institución depositaria establecerá sus políticas de almacenamiento, 
custodia, conservación y consulta pública de las obras "con base en las dis­
posiciones aplicables", lo que debe interpretarse que remite al marco jurídico 
del derecho de autor, en particular, a la Ley Federal del Derecho de Autor y 
a los tratados internacionales en la materia.

1a. XX/2023 (11a.)

Amparo en revisión 107/2022. Duro de Filmar, S.A. de C.V. 12 de abril de 2023. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Disidentes: Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secreta­
rios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Eduardo Román González.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DEPÓSITO LEGAL PARA EL ACERVO CULTURAL EN EL SISTEMA BIBLIO­
TECARIO DEL PAÍS. LA OBLIGACIÓN CONTENIDA EN LA LEY GENE­
RAL DE BIBLIOTECAS DE ENTREGAR LOS EJEMPLARES LITERARIOS 
CORRESPONDE AL DEBER DE SOLIDARIDAD Y NO SE TRATA DE 
UNA CONTRIBUCIÓN SUJETA A LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA FISCAL.

Hechos: El primero de junio de dos mil veintiuno, se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación la Ley General de Bibliotecas que prevé que todos 
los editores y productores de obras literarias deberán entregar a la Biblioteca 
de México, a la Biblioteca del Congreso de la Unión y a la Biblioteca Nacio­
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nal de México, seis ejemplares de todas sus ediciones y producciones para 
integrar el depósito legal. En contra de esa norma, una persona con activi­
dades vinculadas con la industria editorial presentó demanda de amparo 
en la que controvirtió su inconstitucionalidad, entre otros aspectos, por consi­
derar que la entrega de ejemplares para constituir el depósito legal trastoca 
los principios de justicia fiscal. Se le negó la protección constitucional e inter­
puso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La obligación de las personas editoras y productoras de 
obras literarias de entregar seis ejemplares de todas sus ediciones y produc­
ciones para integrar el depósito legal para el acervo cultural de la Nación 
en la Biblioteca de México, la Biblioteca del Congreso de la Unión y la Biblio­
teca Nacional de México, es una medida de solidaridad para alcanzar el 
fin de lograr un acceso universal a la cultura, por lo que no se trata de una 
contribución sujeta a los principios de justicia fiscal.

Justificación: La obligación contenida en el artículo 37 de la Ley General de 
Bibliotecas, de entregar ejemplares para el depósito legal para el acervo 
cultural, tiene la naturaleza de una aportación destinada a un fin público 
que persigue una participación solidaria para alcanzar el fin de lograr un 
acceso universal a la cultura. Es cierto que las obras producidas o editadas 
tienen un valor económico, pero esa característica no tiene el alcance de 
considerar que las obras constituyan un ingreso de carácter fiscal para 
el Estado que esté sujeto a los principios de justicia fiscal contenidos en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que además de que la entrega de las obras no está contem­
plada como tal en el ordenamiento jurídico, se trata del cumplimiento de 
un deber de colaboración con el desarrollo cultural de la nación que forma 
parte de la construcción de un derecho colectivo que se integra mejor con 
la participación de todas las personas que editan y producen el acervo 
cultural del país.

1a. XXI/2023 (11a.)

Amparo en revisión 136/2022. Luis Armenta Malpica. 1 de marzo de 2023. Mayo­
ría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Juan Luis 
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González Alcántara Carrancá, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidentes: Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan 
Jaime González Varas, Manuel Hafid Andrade Gutiérrez y Javier Alexandro 
González Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DETENCIONES ADMINISTRATIVAS MIGRATORIAS. INTERPRETACIÓN 
CONFORME DEL ARTÍCULO 111 DE LA LEY DE MIGRACIÓN.

Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación 
migratoria por autoridades adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un 
periodo superior a treinta y seis horas, para averiguar su situación de regu­
laridad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, entre otros 
actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo 
indirecto. El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, 
sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, concederlo. Contra esa determi­
nación, las partes interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 111 de la Ley de Migración debe interpretarse, en 
primer lugar, en el sentido de que el alojamiento de personas extranjeras 
en estaciones migratorias en ningún supuesto puede exceder del periodo 
de treinta y seis horas a partir de su presentación, de acuerdo con lo pre­
visto en el párrafo cuarto del artículo 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y, en segundo lugar, en el sentido de que ese 
alojamiento sólo se encuentra justificado si se actualiza alguno de los 
supuestos normativos previstos por el mismo artículo, a saber: (i) por inexis­
tencia de información fehaciente sobre su identidad y/o nacionalidad, o 
existencia de dificultad para la obtención de documentos de identidad 
y viaje; (ii) si los consulados o secciones consulares del país de origen o 
residencia requieren tiempo mayor para la expedición de los documentos 
de identidad y viaje; (iii) por existencia de impedimento para su tránsito en 
terceros países u obstáculo para establecer el itinerario de viaje al destino 
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final; (iv) por existencia de enfermedad o discapacidad física o mental médica­
mente acreditada que imposibilite viajar a la persona migrante presentada; 
y, (v) si se hubiere interpuesto un recurso administrativo o judicial en que se 
reclamen cuestiones inherentes a su situación migratoria en territorio nacio­
nal, o juicio de amparo y exista prohibición expresa de la autoridad compe­
tente para que la persona extranjera pueda ser trasladada o para que pueda 
abandonar el país.

Justificación: Lo anterior toda vez que, por un lado, ningún acto privativo 
de la libertad de las personas por razones administrativas puede exceder del 
periodo máximo de treinta y seis horas de acuerdo con lo establecido en 
el párrafo cuarto del artículo 21 constitucional; y, por otro, en la medida en que 
las detenciones administrativas migratorias, para evitar su arbitrariedad y 
cumplir con el requisito de razonabilidad, deben imponerse frente a la actua­
lización de un fin legítimo que atienda a las circunstancias de cada caso en 
concreto, el cual debe encontrarse estipulado expresamente por la legis­
lación del Estado, en la que se definan y enlisten exhaustivamente las razo­
nes consideradas como justificadores de la privación respectiva.

1a. XXII/2023 (11a.)

Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se separa de 
las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente 
y particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DETENCIONES ADMINISTRATIVAS MIGRATORIAS. FACTORES DE RIESGO 
GRAVE PARA LA SEGURIDAD NACIONAL, EL ORDEN PÚBLICO O DERE­
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CHOS Y LIBERTADES DE TERCERAS PERSONAS POR EL INGRESO 
ILÍCITO DE PERSONAS MIGRANTES EN TERRITORIO NACIONAL.

Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación 
migratoria por autoridades adscritas al Instituto Nacional de Migración, por 
un periodo superior a treinta y seis horas, para averiguar su situación de 
regularidad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, entre 
otros actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de 
amparo indirecto. El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una 
parte, sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, concederlo. Contra esa 
determinación, las partes interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las autoridades migratorias competentes están facultadas 
para decidir si la circulación de una persona migrante en territorio nacional 
puede representar un factor de riesgo grave para la seguridad nacional, el 
orden público o los derechos y libertades de terceras personas como conse­
cuencia de su ingreso ilícito a territorio nacional. En este caso, dichas auto­
ridades están obligadas a definir la gravedad que esa circulación representa 
para la seguridad del país, así como la temporalidad y las condiciones de 
su alojamiento, para lo cual deberán hacer un análisis escrupuloso de las 
características individuales de la persona migrante afectada. Así, la decisión 
de las autoridades debe estar debidamente fundada y motivada, para lo 
cual deberá: (1) justificar que se trata de una medida razonable, necesaria 
y proporcional; y, (2) demostrar que existe una amenaza presente, directa 
e imperativa que justifica el alojamiento o detención de la persona migrante 
en cuestión.

Justificación: Lo anterior, toda vez que el Poder Legislativo no ha emitido 
una lista limitativa de los supuestos fácticos de "riesgo grave" que justifiquen 
el alojamiento de personas en estaciones migratorias, como podrían ser la 
comisión de un delito en su país de origen o la transmisión de enfermedades 
epidémicas. Entonces, hasta en tanto el legislador no emita esa lista de 
supuestos de riesgo grave para la seguridad nacional, corresponde a las 
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autoridades migratorias su definición, mediante la emisión de una resolución 
debidamente fundada y motivada.

1a. XXIII/2023 (11a.)

Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de 
marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se separa de 
las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente 
y particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO. EL ARTÍCULO 224, PÁRRAFO PRIMERO, 
DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL QUE PREVÉ ESE DELITO, NO VUL­
NERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, EN SU VER­
TIENTE DE REGLA PROBATORIA.

Hechos: Con motivo de la declaración patrimonial presentada por una per­
sona servidora pública, la institución pública en la que laboraba se percató 
que, durante el periodo de su encargo, ésta incrementó su patrimonio de 
manera considerable sin que acreditara su legítima procedencia. Por tales 
hechos, fue vinculada a proceso por el delito de enriquecimiento ilícito, deter­
minación que fue confirmada en apelación. Inconforme, presentó demanda 
de amparo indirecto en la que reclamó la inconstitucionalidad de los artículos 
224 del Código Penal Federal y 70, fracción III, de la Ley General de Pro­
tección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. El Tribunal 
Unitario del conocimiento negó la protección constitucional; en contra de 
esta resolución, se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 224, párrafo primero, del Código Penal Federal, 
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que prevé el delito de enriquecimiento ilícito, no vulnera el principio de pre­
sunción de inocencia, en su vertiente de regla probatoria, pues la circuns­
tancia de que el artículo señale la posibilidad de que la persona servidora 
pública imputada pueda incorporar al proceso los elementos de prueba que 
pretendan justificar la licitud de su patrimonio, no supone de ninguna ma­
nera que se esté relevando al órgano acusador de la carga de adminicular 
y comprobar los elementos del delito.

Justificación: El delito de enriquecimiento ilícito tiene el rasgo distintivo de 
que su configuración puede depender de la actitud probatoria de la persona 
servidora pública imputada. Esto es, la conducta reprochada puede o no 
subsumirse en la hipótesis normativa prevista en el artículo 224, párrafo 
primero, del Código Penal Federal, dependiendo de si la persona servidora 
pública allega al Juez de la causa los elementos que corroboren la licitud 
en la adquisición de los bienes que conforman su patrimonio. En caso con­
trario, si no se aportan pruebas sobre la adquisición lícita del patrimonio, la 
presunción abstracta construida por el Ministerio Público, conforme a la carga 
de acreditar los elementos que demuestren la comisión del ilícito que le 
corresponde, sólo se confirma. Esta posibilidad de que la persona servidora 
pública pruebe, a fin de desvirtuar la presunción abstracta en que se cons­
truye la acusación, es propia del derecho de defensa y es potestativa, ya 
que no es obligatorio su ejercicio, por lo que no resulta atentatoria del prin­
cipio de presunción de inocencia que le asiste. En todo caso, quien está 
obligado a probar que existe la presunción abstracta de enriquecimiento, 
es el Ministerio Público. Esta circunstancia permite sostener que la presun­
ción abstracta sobre la que descansa la conducta tipificada en el artículo 
combatido no implica que a la persona imputada se le esté privando del 
tratamiento de inocente, porque la tipificación de una conducta no supone 
una anticipación de que la persona investigada o imputada por ese delito es, 
sólo por ello, responsable de su comisión. Tratándose del delito de enrique­
cimiento ilícito, el Ministerio Público tiene la carga de probar que la conducta 
reprochada a una persona servidora pública se ajusta a la hipótesis normativa 
prevista en el artículo 224 del Código Penal Federal, por lo que su intervención 
no se limita a la detención del probable responsable sino a la comproba­
ción de la conducta consistente en haber incurrido en un enriquecimiento 
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presuntivamente ilícito, dada la desproporción existente entre los ingresos 
legalmente declarados y el haber patrimonial real.

1a. XXIV/2023 (11a.)

Amparo en revisión 306/2022. 10 de mayo de 2023. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concu­
rrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la presente 
tesis, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Impedida: 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaries: Fernando Sosa Pastrana y Rosalba 
Rodríguez Mireles.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

TRANSFERENCIA DE DATOS PERSONALES SIN CONSENTIMIENTO 
DEL TITULAR. EL ARTÍCULO 70, FRACCIÓN III, DE LA LEY GENERAL DE 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS 
OBLIGADOS QUE LA PREVÉ, NO VULNERA EL DERECHO FUNDAMEN­
TAL A LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES.

Hechos: Con motivo de la declaración patrimonial presentada por una per­
sona servidora pública, la institución pública en la que laboraba se percató 
que, durante el periodo de su encargo, ésta incrementó su patrimonio de 
manera considerable sin que acreditara su legítima procedencia. Por tales 
hechos, fue vinculada a proceso por el delito de enriquecimiento ilícito, deter­
minación que fue confirmada en apelación. Inconforme, presentó demanda 
de amparo indirecto en la que reclamó la inconstitucionalidad de los artícu­
los 224 del Código Penal Federal y 70, fracción III, de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. El Tribu­
nal Unitario del conocimiento negó la protección constitucional; en contra 
de esta resolución, se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 70, fracción III, de la Ley General de Protección de 
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Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, no vulnera el derecho 
fundamental a la protección de datos personales al autorizar a los sujetos 
obligados a transferir las declaraciones patrimoniales de las personas servi­
doras públicas sin su consentimiento cuando sea legalmente exigible para 
la investigación y persecución de delitos, así como para la procuración o 
administración de justicia; sin que sea necesario el control judicial previo, 
sino únicamente que dicho acto esté debidamente fundado y motivado.

Justificación: Si bien los artículos 6o, apartado A, fracciones I, III y VIII, así 
como 16, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establecen un amplio ámbito de protección en favor de todas 
las personas para controlar la información que les concierna, así como para 
su acceso, uso y disposición, la Constitución General establece diferentes 
finalidades y objetivos para el tratamiento de datos personales de las perso­
nas servidoras públicas, especialmente en lo que respecta a su información 
patrimonial. Lo anterior es así, porque derivado de los artículos 6o, apar­
tado A, 108, párrafo quinto, 109 y 113 constitucionales y de la Convención 
Interamericana contra la Corrupción y de la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción, existen medidas específicas para prevenir, 
asignar responsabilidades, rendir cuentas, facilitar la cooperación internacio­
nal y remediar el fenómeno de la corrupción. En tal contexto, las declara­
ciones patrimoniales y de intereses que están constitucionalmente obligadas 
a presentar las personas servidoras públicas cumplen una función preven­
tiva indispensable para el funcionamiento transparente y responsable de las 
autoridades públicas y están en estrecha relación con la posible asigna­
ción de responsabilidades y remedios contra la corrupción, ya que cuando 
éstas acceden al servicio público son conscientes de la obligación de pre­
sentar las referidas declaraciones y modifica la expectativa razonable de 
privacidad que tienen sobre su información patrimonial.

1a. XXV/2023 (11a.)

Amparo en revisión 306/2022. 10 de mayo de 2023. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la 
presente tesis, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
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Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. 
Impedida: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretaries: Fernando Sosa Pastrana y 
Rosalba Rodríguez Mireles.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DETENCIONES ADMINISTRATIVAS MIGRATORIAS. INTERPRETACIÓN 
CONFORME DEL ARTÍCULO 121, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE 
MIGRACIÓN, EN SU PORCIÓN NORMATIVA "PERMANECERÁ PRESEN­
TADO EN LA ESTACIÓN MIGRATORIA".

Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación 
migratoria por autoridades adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un 
periodo superior a treinta y seis horas, para averiguar su situación de regula­
ridad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, entre otros 
actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo 
indirecto. El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, 
sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, concederlo. Contra esa deter­
minación, las partes interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que una vez superado el periodo de treinta y seis horas para la 
detención de una persona en una estación migratoria, conforme al párrafo 
cuarto del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, corresponde al Instituto Nacional de Migración otorgarle la condición 
de "estancia de visitante con permiso para recibir una remuneración en el 
país" mientras subsista el supuesto por el que se le otorgó y garantizar la 
conclusión del procedimiento administrativo migratorio en ejercicio de su 
libertad absoluta. Una vez agotada esa condición, el mismo Instituto deberá 
determinar su situación migratoria definitiva; incluso, su retorno asistido 
o deportación.

Justificación: Lo anterior, toda vez que el alojamiento de personas extranje­
ras en estaciones migratorias a partir de su presentación no puede exceder 
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el periodo máximo de treinta y seis horas establecido en el artículo 21 consti­
tucional; periodo máximo de detención que debe interpretarse sistemática­
mente con el artículo 121, párrafo segundo, de la Ley de Migración, que 
dispone que la persona extranjera sujeta a un procedimiento administrativo 
migratorio permanecerá presentada en la estación migratoria respectiva, 
en observancia a lo dispuesto por el diverso artículo 111.

1a. XXVI/2023 (11a.)

Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de 
marzo de 2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente 
y particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

QUERELLA PRESENTADA POR PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
EL ARTÍCULO 226 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, EN LAS PORCIONES NORMATIVAS "… O QUE NO TIENEN 
CAPACIDAD PARA COMPRENDER EL SIGNIFICADO DEL HECHO …" Y 
"… O DE PERSONAS QUE NO TENGAN LA CAPACIDAD DE COMPRENDER 
EL SIGNIFICADO DEL HECHO …", ES INCONSTITUCIONAL Y CONTRA­
RIO AL MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD POR UTILIZAR UN LEN­
GUAJE DISCRIMINATORIO Y ESTIGMATIZANTE.

Hechos: En dos mil diecinueve, el tutor de una persona con discapacidad 
mental se querelló en contra de dos personas, quienes fueron vinculadas a 
proceso por el delito de abandono de familiares previsto en el artículo 236, 
párrafo segundo, del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Vera­
cruz de Ignacio de la Llave. Durante la audiencia inicial, la defensa indicó 
que debía ser la propia víctima, es decir, la persona con discapacidad, quien 
tenía que querellarse. Sin embargo, la Jueza de Control resolvió que esta 
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solicitud no era procedente porque la víctima tenía una discapacidad y la 
persona que se querelló, hermano de la víctima, tenía la calidad de tutor 
dativo. Posteriormente, las dos personas que fueron vinculadas a proceso, 
también hermanos de la víctima, promovieron juicio de amparo indirecto contra 
el artículo 226 del Código Nacional de Procedimientos Penales; el Juzgado 
de Distrito negó el amparo en contra de la inconstitucionalidad planteada, 
ante lo cual se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 226 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les, en las porciones normativas "… o que no tienen capacidad para com­
prender el significado del hecho …" y "… o de personas que no tengan la 
capacidad de comprender el significado del hecho …", es inconstitucional 
y contrario al modelo social de discapacidad, ya que dichas porciones norma­
tivas están redactadas con un lenguaje discriminatorio y estigmatizante, al 
negar el reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas con dis­
capacidad en igualdad de condiciones que con las demás personas y porque 
genera la idea de que a la discapacidad está asociada la consecuencia de 
que la persona no se pueda gobernar, obligar o manifestar su voluntad en 
una forma autónoma.

Justificación: Esta Primera Sala advierte que el legislador en el artículo 226 
del Código Nacional de Procedimientos Penales utiliza la expresión "personas 
que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho" para 
referirse a personas con discapacidad. Ello, en virtud de que, en general, 
la influencia e impacto del modelo social de discapacidad en el derecho 
penal ha sido deficiente e insuficiente. Es una realidad que la falta de accesi­
bilidad a procedimientos jurisdiccionales es uno de los principales obstáculos 
a los que se enfrentan las personas con discapacidad. Es común que, quienes 
operan el sistema de justicia restringen la participación en audiencias a 
personas con discapacidad mental, intelectual o psicosocial, evitando sus 
declaraciones o limitando el acceso a recursos. Expresiones como "enfer­
mos mentales", "trastorno mental" o "personas que no tienen la capacidad 
para comprender el significado del hecho" son claros ejemplos de regula­
ciones discriminatorias, que no utilizan un lenguaje adecuado para referirse 
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a las personas con discapacidad, situación que se ve reflejada en las legisla­
ciones penales. Esta Primera Sala considera que el lenguaje utilizado en 
la norma impugnada resulta discriminatorio y estigmatizante, pues de su 
redacción se desprende que, por el solo hecho de que una persona tenga 
una discapacidad, derivada de la interacción entre una diversidad funcional 
y las barreras en el entorno físico y social, se le puede negar su capacidad 
jurídica, impidiéndole o negándole la posibilidad de ejercer sus derechos 
por sí misma. Lo anterior, bajo el entendimiento de que por la simple razón de 
tener una diversidad funcional las personas con discapacidad no son capa­
ces de comprender el delito del que fueron o son víctimas u ofendidos y, con 
ello, ignorar la manifestación de su voluntad y restringir el ejercicio de su 
capacidad jurídica.

1a. XXVII/2023 (11a.)

Amparo en revisión 415/2022. 12 de abril de 2023. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto particular y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretaries: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa 
Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SOLICITUD DE DOCUMENTOS DE IDENTIFICACIÓN Y DE SITUACIÓN 
MIGRATORIA A PERSONAS EXTRANJERAS. LAS AUTORIDADES MIGRA­
TORIAS DEBEN ABSTENERSE DE ACTUAR CON BASE EN PERFI­
LES ÉTNICOS O RACIALES Y EN CASO DE CONSIDERAR QUE LA 
DOCUMENTACIÓN PRESENTADA ES FALSA, TIENEN LA OBLIGACIÓN 
DE DEMOSTRAR ESA CIRCUNSTANCIA.

Hechos: Tres personas indígenas mexicanas fueron detenidas por agentes 
adscritos al Instituto Nacional de Migración en el marco de una revisión 
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migratoria realizada en el Estado de Querétaro. A pesar de que las personas 
mostraron sus documentos de identificación, las autoridades consideraron 
que eran falsos, pues asumieron que en realidad eran personas de naciona­
lidad guatemalteca. Por esta razón, las personas fueron detenidas, presen­
tadas y alojadas en una estación migratoria, lo que dio inicio al procedimiento 
administrativo correspondiente. Las personas promovieron un juicio de 
amparo indirecto en el que, entre otras cuestiones, reclamaron la inconstitu­
cionalidad de distintos preceptos de la Ley de Migración, vigente al momento 
de los hechos, por considerar que vulneraban el derecho a la igualdad y no 
discriminación, el derecho al libre tránsito y el derecho a la libertad personal. 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, lo cual fue impug­
nado mediante recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento 
levantó el sobreseimiento y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte para 
conocer de los temas constitucionales.

Criterio jurídico: Las autoridades migratorias están facultadas conforme a 
los artículos 16, fracción II y 17 de la Ley de Migración para requerir a las 
personas que se encuentren en el territorio mexicano su documentación con 
la finalidad de que se identifiquen y acrediten su situación migratoria regular 
en el país, así como para retener su documentación cuando existan elemen­
tos para suponer que son apócrifas. Sin embargo, en este último supuesto, las 
autoridades deben abstenerse de actuar con base en perfiles raciales, por 
lo que tienen la carga de la prueba para acreditar que la documentación 
que se les presenta es apócrifa.

Justificación: La facultad de las autoridades de migración para solicitar 
documentos de identificación constituye una medida para observar el cum­
plimiento de las condiciones de ingreso y salida del país de las personas 
extranjeras, así como lo relativo a su estancia regular en el país.

Sin embargo, al revisar y determinar la autenticidad de la documentación 
presentada, las autoridades migratorias deben abstenerse de actuar con base 
en perfiles raciales, pues ello llevaría la vulneración del derecho a la igual­
dad y no discriminación por motivos raciales, así como de otros derechos, 
al impedir la identificación de la persona.
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Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido 
que no permitir la identificación o no considerar los documentos presentados 
en el marco de un control migratorio, produce la afectación de los derechos al 
nombre, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la nacionalidad y 
a la identidad.

De esta manera, cuando las autoridades migratorias determinen que hay 
elementos suficientes para considerar que la documentación presentada 
es apócrifa, tienen la carga de la prueba para acreditar de modo fehaciente 
dicha circunstancia, pues éstas se encuentran en una mejor posición para 
allegarse de los medios de prueba necesarios y para comprobar que su 
actuar no fue motivado por prejuicios raciales.

1a. XXVIII/2023 (11a.)

Amparo en revisión 275/2019. 18 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos en 
relación con la constitucionalidad de los artículos 16, fracción II y 17 de 
la Ley de Migración de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Minis­
tros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disi­
dente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SOLICITUD DE DOCUMENTOS DE IDENTIFICACIÓN Y DE SITUACIÓN 
MIGRATORIA A PERSONAS EXTRANJERAS. LA FACULTAD PREVISTA 
EN LA LEY DE MIGRACIÓN NO VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD 
Y A LA NO DISCRIMINACIÓN POR MOTIVOS RACIALES.

Hechos: Tres personas indígenas mexicanas fueron detenidas por agentes 
adscritos al Instituto Nacional de Migración en el marco de una revisión 
migratoria realizada en el Estado de Querétaro. A pesar de que las personas 
mostraron sus documentos de identificación, las autoridades consideraron 
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que eran falsos, pues asumieron que en realidad eran personas de naciona­
lidad guatemalteca. Por esta razón, las personas fueron detenidas, presen­
tadas y alojadas en una estación migratoria, lo que dio inicio al procedimiento 
administrativo correspondiente. Las personas promovieron un juicio de 
amparo indirecto en el que, entre otras cuestiones, reclamaron la inconstitu­
cionalidad de distintos preceptos de la Ley de Migración, vigente al momento 
de los hechos, por considerar que vulneraban el derecho a la igualdad y no 
discriminación, el derecho al libre tránsito y el derecho a la libertad personal. 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, lo cual fue impugnado 
mediante recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento levantó 
el sobreseimiento y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte para conocer 
de los temas constitucionales.

Criterio jurídico: Los artículos 16, fracción II y 17 de la Ley de Migración que 
establecen la facultad de las autoridades migratorias para requerir a las 
personas que se encuentren en el territorio mexicano la documentación con 
la finalidad de que se identifiquen y para que acrediten su situación migra­
toria regular en el país, así como para retener su documentación cuando 
existan elementos para suponer que son apócrifas, son constitucionales ya 
que no generan por sí mismos un efecto discriminatorio que estigmatice a las 
personas por sus características físicas o étnicas.

Justificación: La facultad de las autoridades de migración para solicitar 
documentos de identificación constituye una medida para observar el cum­
plimiento de las condiciones de ingreso y salida del país de las personas 
extranjeras, así como lo relativo a su estancia regular en el país.

Por lo tanto, la obligación establecida en los artículos impugnados se dirige 
exclusivamente a las personas extranjeras, quienes deben mostrar su 
documentación de identidad y aquella que acredite su situación migratoria 
regular cuando sea requerida por las autoridades migratorias.

Adicionalmente, dichos artículos establecen que sólo las autoridades mi­
gratorias podrán retener dicha documentación cuando existan elementos 
para presumir que son apócrifas, en cuyo caso deberán hacerlo inmediata­
mente del conocimiento de las autoridades competentes para que éstas 
resuelvan lo conducente.
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En ese sentido, es posible advertir que no hay ningún elemento que permita 
considerar que la solicitud de documentación y su consecuente obligación 
de mostrarla, se sustente en estereotipos o perjuicios raciales y que, en ese 
sentido, pueda tener impacto en personas mexicanas sólo por sus caracte­
rísticas físicas o étnicas. De ahí que no pueda sostenerse que las normas 
impugnadas resulten discriminatorias.

1a. XXIX/2023 (11a.)

Amparo en revisión 275/2019. 18 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos en 
relación con la constitucionalidad de los artículos 16, fracción II y 17 de 
la Ley de Migración de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRESENTACIÓN Y ALOJAMIENTO DE PERSONAS EXTRANJERAS EN 
ESTACIONES MIGRATORIAS. LA LEY DE MIGRACIÓN ES ACORDE 
AL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL SOBRE LA PRIVA­
CIÓN LEGÍTIMA DE LA LIBERTAD DE LAS PERSONAS MIGRANTES EN 
TERRITORIO NACIONAL.

Hechos: Tres personas indígenas mexicanas fueron detenidas por agentes 
adscritos al Instituto Nacional de Migración en el marco de una revisión 
migratoria realizada en el Estado de Querétaro. A pesar de que las per­
sonas mostraron sus documentos de identificación, las autoridades consi­
deraron que eran falsos, pues asumieron que en realidad eran personas de 
nacionalidad guatemalteca. Por esta razón, las personas fueron detenidas, 
presentadas y alojadas en una estación migratoria, lo que dio inicio al proce­
dimiento administrativo correspondiente. Las personas promovieron un juicio 
de amparo indirecto en el que, entre otras cuestiones, reclamaron la inconsti­
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tucionalidad de distintos preceptos de la Ley de Migración, vigente al momento 
de los hechos, por considerar que vulneraban el derecho a la igualdad y no 
discriminación, el derecho al libre tránsito y el derecho a la libertad personal. 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, lo cual fue impugnado 
mediante recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento levantó 
el sobreseimiento y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte para conocer 
de los temas constitucionales.

Criterio jurídico: Los artículos 20, fracción VII, 100 y 121 de la Ley de Mi­
gración, que prevén la facultad de las autoridades del Instituto Nacional 
de Migración para presentar y alojar a las personas que tengan una situa­
ción jurídica irregular en el país en las estaciones migratorias o en los lugares 
habilitados para tal fin, son constitucionales al establecer una medida de 
carácter administrativo que persigue una finalidad legítima.

Justificación: Aun cuando la presentación y el alojamiento de las personas 
extranjeras en una estación migratoria representa una limitación a su derecho 
a la libertad personal, lo cierto es que se trata de una medida que persigue 
una finalidad legítima conforme a los estándares emitidos por la Corte Inter­
americana, toda vez que el propósito es el control y la regulación de su 
ingreso y permanencia dentro del territorio nacional. Además, no se trata 
de una medida de carácter penal, sino de naturaleza administrativa que 
obliga a las autoridades competentes a respetar en todo momento sus dere­
chos humanos.

Asimismo, conforme a la Ley de Migración, las estaciones migratorias son 
lugares específicamente habilitados para la permanencia de personas 
extranjeras mientras se regulariza su estancia en el país o mientras reciben 
la asistencia para su retorno, lo que se ajusta al estándar convencional que 
señala que en los establecimientos migratorios se debe garantizar un régi­
men adecuado que procure la situación migratoria de las personas y que, 
además, los espacios sean distintos a los destinados para la detención de 
personas acusadas o condenadas por la comisión de algún delito.

Sin embargo, al ejercer sus facultades, las autoridades migratorias deben 
atender al principio de no arbitrariedad, de ahí que deban realizar la presenta­
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ción de forma razonable, previsible y proporcional, atendiendo siempre a 
las circunstancias individualizadas de quienes se encuentren involucradas, 
a fin de no vulnerar el derecho humano a la libertad personal de las perso­
nas migrantes.

1a. XXX/2023 (11a.)

Amparo en revisión 275/2019. 18 de mayo de 2022. Mayoría de tres votos en 
relación con la constitucionalidad de los artículos 20, fracción VII, 100 y 
121 de la Ley de Migración de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien 
formuló voto particular y Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PERFECCIONAMIENTO DE LA ACCIÓN PENAL EN EL PROCEDIMIENTO 
TRADICIONAL. PUEDE EFECTUARSE MIENTRAS QUE NO HAYA PRES­
CRITO EL DELITO (INTERPRETACIÓN DE LA LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE SAN LUIS POTOSÍ, ABROGADA). 

Hechos: En un procedimiento penal tradicional, el Ministerio Público perfec­
cionó la acción penal fuera del plazo de seis meses con que contaba para 
ello después de haberse negado la orden de aprehensión. Lo anterior, pese a 
que la parte ofendida aportó pruebas de manera oportuna ante la autoridad 
ministerial para que la pretensión punitiva se perfeccionara. Derivado de ello, 
se decretó el sobreseimiento de la causa penal de conformidad con las 
reglas del Código de Procedimientos Penales para el Estado de San Luis 
Potosí abrogado. Esa determinación fue confirmada en segunda instan­
cia, por lo que la parte ofendida promovió un juicio de amparo directo en el 
que reclamó la inconstitucionalidad de la norma que regula esa hipótesis 
de sobreseimiento, mismo que le fue negado. Inconforme con esa resolu­
ción, la parte quejosa interpuso recurso de revisión.
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Criterio jurídico: El perfeccionamiento del ejercicio de la acción penal a 
que se refiere el artículo 181, párrafo cuarto, del Código de Procedimientos 
Penales para el Estado de San Luis Potosí (abrogado), puede realizarse 
mientras que no se actualice la prescripción del delito.

Justificación: Del contenido de los artículos 98, fracción IX, 110 a 112, 114 
y 117, párrafos primero y segundo, del Código Penal del Estado de San 
Luis Potosí, se advierte que tanto la figura de la prescripción como la del 
perfeccionamiento de la acción penal persiguen los mismos fines: evitar 
que la acción penal quede abierta indefinidamente, así como brindar segu­
ridad y certeza jurídica a las partes.

Lo anterior, porque aun cuando una averiguación previa es consignada y 
ello podría dar lugar a que se niegue la orden de aprehensión y que se actua­
lice el supuesto para perfeccionar la acción penal, ese acto sólo se interrumpe, 
pero no suspende la prescripción del delito. Ello significa que la prescrip­
ción tiene una aplicación paralela al periodo del perfeccionamiento de la 
acción penal y que se reanuda cuando se deja de actuar dentro del proce­
dimiento.

De esta manera, si durante el periodo extraordinario de seis meses para 
perfeccionar la acción penal a que se refiere el párrafo cuarto del artículo 
181 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de San Luis Potosí 
abrogado, la autoridad ministerial no actúa dentro de la indagatoria, ese 
plazo operará para el cómputo de la prescripción del delito, lo que evita que 
dicho perfeccionamiento pueda prolongarse indefinidamente en el tiempo.

Lo anterior, porque no sería razonable que en el supuesto de que restara 
muy poco tiempo para ejercer la acción penal para evitar que opere la pres­
cripción, el Ministerio Público consignara la indagatoria y obtuviera el término 
adicional de seis meses para perfeccionarla, y al agotar ese plazo sin resul­
tados positivos, incluso sin actuar, nuevamente la solicitara de manera opor­
tuna y así sucesivamente para obtener periodos adicionales de seis meses 
en cada ocasión, más allá del plazo para que el delito prescriba. Ello poster­
garía injustificadamente la pretensión punitiva, por lo que es claro que el 
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perfeccionamiento de la acción penal sólo puede efectuarse mientras que 
el plazo de prescripción no se actualice.

1a. XXXI/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 785/2021. Francisco Antonio Villaseñor Suárez. 1 de 
junio de 2022. Mayoría de tres votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disi­
dentes: Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presi­
denta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PERFECCIONAMIENTO DE LA ACCIÓN PENAL EN EL PROCEDIMIENTO 
TRADICIONAL. RELEVANCIA DE LA INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO 
PÚBLICO PARA EVITAR EL SOBRESEIMIENTO EN LA CAUSA PENAL Y 
GARANTIZAR LA CONFIANZA QUE ES DEPOSITADA EN ESA INSTITU­
CIÓN (CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE 
SAN LUIS POTOSÍ, ABROGADO). 

Hechos: En un procedimiento penal tradicional, el Ministerio Público per­
feccionó la acción penal fuera del plazo de seis meses con que contaba 
para ello después de haberse negado la orden de aprehensión. Lo anterior, 
pese a que la parte ofendida aportó pruebas de manera oportuna ante la 
autoridad ministerial para que la pretensión punitiva se perfeccionara. Deri­
vado de ello, se decretó el sobreseimiento en la causa penal de conformidad 
con las reglas del Código de Procedimientos Penales para el Estado de 
San Luis Potosí, abrogado. Esa determinación fue confirmada en segunda 
instancia, por lo que la parte ofendida promovió un juicio de amparo directo 
en el que reclamó la inconstitucionalidad de la norma que regula esa hipóte­
sis de sobreseimiento, mismo que le fue negado. Inconforme con esa reso­
lución, la parte quejosa interpuso recurso de revisión.
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Criterio jurídico: No es aceptable que la autoridad ministerial muestre una 
actitud negligente al no perfeccionar de manera oportuna el ejercicio de 
la acción penal, a pesar de que la parte ofendida le haya aportado diversas 
pruebas con ese propósito, ya que ello impide el acceso a la justicia de la 
parte ofendida, consecuencia jurídica que no deriva de la propia con­
ducta procesal del sujeto pasivo. En consecuencia, esa situación no puede 
ser reconocida, ni avalada por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
como una causa que justifique el sobreseimiento de la causa penal.

Justificación: Las autoridades encargadas de la procuración de justicia tienen 
el deber de regirse por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, que surgen 
en forma general del párrafo cuarto de la fracción VI del apartado A del 
artículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
cuyo estándar tiene la finalidad de investigar los delitos y ejercer la acción 
penal para dar cumplimiento a su obligación de garantizar esos derechos 
reconocidos en el artículo 1o., párrafo tercero, constitucional.

Así, cuando la parte ofendida del delito acude ante el Ministerio Público, 
tiene la confianza de que esa autoridad cumplirá con sus funciones y obli­
gaciones. De manera que si aquélla, ejerciendo su derecho fundamental de 
coadyuvar con el Ministerio Público, le aporta pruebas para cumplir con 
una obligación procesal impuesta judicialmente, como lo es perfeccionar 
oportunamente el ejercicio de la acción penal, no es aceptable que la auto­
ridad ministerial incumpla con el deber de dar continuidad al proceso penal 
y con ello se genere el sobreseimiento del asunto.

Dicho proceder, además de que constituye una negligencia injustificada 
que genera desconfianza en la función pública ejercida por las autoridades de 
procuración de justicia, transgrede el mandato sobre sus obligaciones consti­
tucionales de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos de las 
personas que acuden ante ellas. Precisamente debido a que en el proce­
dimiento penal mixto las autoridades de procuración de justicia constituyen 
el salvoconducto inicial para poder acceder al sistema de justicia penal del 
país, con lo que se genera una afectación desmedida a la parte ofendida 



526

Suprema Corte de Justicia de la Nación

que le impide ejercer los derechos fundamentales que le asisten en un pro­
ceso penal.

En suma, la conducta procesal asumida por el Ministerio Público cuando no 
perfecciona el ejercicio de la acción penal dentro del término legal, se tra­
duce en un actuar negligente que de ninguna forma puede ser reconocido 
o avalado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como una causa 
que justifique la decisión de concluir el procedimiento en perjuicio de los 
derechos fundamentales de la parte ofendida del delito.

1a. XXXII/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 785/2021. Francisco Antonio Villaseñor Suárez. 1 de 
junio de 2022. Mayoría de tres votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disi­
dentes: Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presi­
denta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SOBRESEIMIENTO POR FALTA DE PERFECCIONAMIENTO DE LA ACCIÓN 
PENAL EN EL PROCEDIMIENTO TRADICIONAL. AFECTA DESPROPOR­
CIONADAMENTE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA DE LAS 
VÍCTIMAS DEL DELITO (CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, ABROGADO) [ABANDONO DE 
LA TESIS AISLADA 1a. CLIV/2017 (10a.)]. 

Hechos: En un procedimiento penal tradicional, el Ministerio Público perfec­
cionó la acción penal fuera del plazo de seis meses con que contaba para 
ello después de haberse negado la orden de aprehensión. Lo anterior, pese a 
que la parte ofendida aportó pruebas de manera oportuna ante la autoridad 
ministerial para que la pretensión punitiva se perfeccionara. Derivado de 
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ello, se decretó el sobreseimiento en la causa penal de conformidad con 
las reglas del Código de Procedimientos Penales para el Estado de San Luis 
Potosí, abrogado. Esa determinación fue confirmada en segunda instancia, por 
lo que la parte ofendida promovió un juicio de amparo directo en el que 
reclamó la inconstitucionalidad de la norma que regula esa hipótesis de 
sobreseimiento, mismo que le fue negado. Inconforme con esa resolución, 
la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: El sobreseimiento en la causa penal por falta de perfeccio­
namiento de la acción penal dentro del plazo de seis meses después de 
que se negó la orden de aprehensión a que se refiere el Código de Proce­
dimientos Penales para el Estado de San Luis Potosí abrogado, constituye 
una medida que afecta desproporcionadamente el derecho de acceso a la 
justicia de las víctimas del delito.

Justificación: Cuando se niega una orden de aprehensión, conforme al artícu­
lo 181, párrafo cuarto, del Código de Procedimientos Penales para el Estado 
de San Luis Potosí abrogado, se debe sobreseer en la causa penal si den­
tro del plazo de seis meses el Ministerio Público no perfecciona el ejercicio 
de la acción penal a través de la presentación de nuevas pruebas que 
permitan la continuación del proceso.

De acuerdo con un test de proporcionalidad, esa medida de sobreseimien­
to tiene un fin constitucionalmente válido porque busca limitar la pretensión 
punitiva del Estado frente a una persona inculpada, lo que corresponde con el 
interés general de evitar conservar indefinidamente abierta una causa penal 
y brinda seguridad jurídica a las partes.

Sin embargo, no se trata de una medida necesaria, ya que la ley contempla 
la figura jurídica de la prescripción que, de igual manera, permite sobreseer 
en la causa penal por falta de perfeccionamiento de la acción penal, pero en 
periodos más largos que el de seis meses.

Adicionalmente, la medida examinada no es proporcional en sentido estricto, 
al tratarse de una regla procesal de menor jerarquía que los derechos funda­
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mentales reconocidos constitucional e internacionalmente a las víctimas del 
delito dentro del proceso penal.

Por lo tanto, la prescripción es una institución menos gravosa para el derecho 
fundamental de acceso a la justicia de la parte ofendida frente a la figura 
del sobreseimiento por falta de perfeccionamiento de la acción penal.

Tales consideraciones constituyen un cambio de criterio, por lo que esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se aparta de las 
razones que sirvieron de sustento para resolver el amparo directo en revisión 
4995/2016, del que derivó la tesis aislada 1a. CLIV/2017 (10a.), de rubro: 
"ACCIÓN PENAL. EL PLAZO DE SEIS MESES PARA QUE EL MINISTERIO 
PÚBLICO LA REFORMULE, PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 160 Y 312, 
FRACCIÓN VII, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 
ESTADO DE AGUASCALIENTES ABROGADO, RESULTA RAZONABLE."

1a. XXXIII/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 785/2021. Francisco Antonio Villaseñor Suárez. 1 de 
junio de 2022. Mayoría de tres votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disi­
dentes: Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presi­
denta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Nota: La tesis aislada 1a. CLIV/2017 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de noviembre de 2017 
a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 48, Tomo I, noviembre de 2017, página 431, con 
número de registro digital: 2015606.

Esta tesis abandona el criterio contenido en la tesis aislada 1a. CLIV/2017 
(10a.), de rubro: "ACCIÓN PENAL. EL PLAZO DE SEIS MESES PARA QUE 
EL MINISTERIO PÚBLICO LA REFORMULE, PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 
160 Y 312, FRACCIÓN VII, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENA­
LES PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES ABROGADO, RESULTA 
RAZONABLE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
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del viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo I, 
noviembre de 2017, página 431, con número de registro digital: 2015606.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRESCRIPCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO. PUEDE 
ACTUALIZARSE EN CUALQUIER ETAPA DEL PROCEDIMIENTO, POR 
LO QUE NO ESTÁ CONDICIONADA A HACERSE VALER EN PERIODOS 
PREVIOS AL JUICIO, O EN LA MISMA AUDIENCIA, PARA QUE PUEDA 
SER EXAMINADA EN EL RECURSO DE APELACIÓN Y EN EL JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO (INTERPRETACIÓN DEL CÓDIGO PENAL PARA 
EL ESTADO DE DURANGO).

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito, al resolver un juicio de amparo 
directo derivado de un procedimiento penal adversarial y oral, consideró ino­
perante analizar un reclamo sobre la prescripción de la causa penal que se 
sustentó en el hecho de que la querella no se presentó de manera oportu­
na. Para dicho Tribunal, de acuerdo con el principio de continuidad previsto 
en el artículo 20, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ese planteamiento debió problematizarse en etapas 
previas al juicio o bien en la misma audiencia para que pudiera ser materia 
de análisis dentro del recurso de apelación y en el juicio de amparo directo. 
Inconforme con dicha interpretación, la parte quejosa interpuso recurso de 
revisión.

Criterio jurídico: Si conforme a la norma penal relativa, la prescripción pro­
duce la extinción de la acción penal y puede ser decretada oficiosamente 
por el Ministerio Público o por el órgano jurisdiccional en cualquier momento 
dentro del procedimiento, entonces su actualización no está sujeta a compro­
bación en alguna fase del procedimiento, a preclusión procesal, ni al criterio 
de cierre de etapas, por lo que es posible realizar su análisis en cualquiera de 
los periodos del procedimiento penal acusatorio y, por ello, no existe impe­
dimento para que su reclamo pueda ser examinado en el recurso de apela­
ción y en el juicio de amparo directo.
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Justificación: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha determinado que ciertos actos jurídicos deben ser problematizados en 
la etapa del procedimiento acusatorio en el cual tienen vigencia, por lo que, al 
transitar de una fase a otra, las afectaciones ocurridas en esos periodos 
anteriores no pueden ser examinadas posteriormente, de conformidad con 
el principio de continuidad previsto en el artículo 20, párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por otro lado, del contenido de los artículos 115, párrafo primero, y 129 del 
Código Penal para el Estado de Durango, se desprende que la prescrip­
ción constituye una forma de extinción oficiosa de la pretensión punitiva 
que se actualiza por el simple transcurso del tiempo y que puede ser decre­
tada por el Ministerio Público o por el órgano jurisdiccional en cualquier 
momento dentro del procedimiento.

Lo anterior significa que la actualización de la prescripción no está sujeta a 
comprobación dentro de alguna fase específica del procedimiento, tampoco 
a preclusión procesal, ni al criterio de cierre de etapas, de manera que 
opera transversalmente en todos los periodos del procedimiento a que se 
refiere el artículo 211 del Código Nacional de Procedimientos Penales y, por 
ello, no existe impedimento para que su reclamo pueda ser examinado en el 
recurso de apelación y en el juicio de amparo directo.

Esta conclusión es compatible con los derechos fundamentales de legali­
dad y de seguridad jurídica que deben ser garantizados a las partes en los 
procesos penales y que derivan del artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

1a. XXXIV/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5325/2021. 4 de mayo de 2022. Mayoría de tres 
votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y de los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Minis­
tra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular, y el Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
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formuló voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2023 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRESCRIPCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO. SU 
ACTUALIZACIÓN ES OFICIOSA Y PREFERENTE, POR ELLO NO REQUIE­
RE SER SOMETIDA AL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN EN LA AUDIEN­
CIA DE JUICIO PARA QUE SU RECLAMO SEA ANALIZADO EN EL 
RECURSO DE APELACIÓN Y EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO (INTER­
PRETACIÓN DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE DURANGO).

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito, al resolver un juicio de ampa­
ro directo derivado de un procedimiento penal adversarial y oral, consideró 
inoperante analizar un reclamo sobre la prescripción de la causa penal que 
se sustentó en el hecho de que la querella no se presentó de manera opor­
tuna. Para dicho tribunal, de acuerdo con el principio de continuidad pre­
visto en el artículo 20, párrafo primero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ese planteamiento debió problematizarse en 
etapas previas al juicio o bien en la misma audiencia para que pudiera ser 
materia de análisis dentro del recurso de apelación y en el juicio de amparo 
directo. Inconforme con dicha interpretación, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: Si conforme a la norma penal relativa, la prescripción pro­
duce la extinción de la acción penal y es decretada oficiosamente por el 
Ministerio Público o por el órgano jurisdiccional, entonces el análisis sobre 
su actualización en el recurso de apelación y en el juicio de amparo directo 
no está condicionado a que ese planteamiento se hubiera sometido al prin­
cipio de contradicción de las partes durante la audiencia del juicio, ya que 
a estas últimas no les corresponde su demostración.

Justificación: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha establecido que el principio de contradicción que deriva de las fracciones 
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IV y VI del apartado A del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, tiene el objetivo de que las partes puedan someter a 
refutación y contraargumentación la posición contraria. Asimismo, constituye 
una garantía en la formación de la prueba que exige que la contraparte de la 
oferente tenga la oportunidad de controvertir su credibilidad para que tales 
elementos puedan servir de sustento a la sentencia que resuelva el asunto 
penal y formar parte de la materia de estudio en el recurso de apelación y, 
en su caso, del juicio de amparo directo.

No obstante, del contenido de los artículos 115, párrafo primero, y 129 del 
Código Penal para el Estado de Durango, se desprende que la prescrip­
ción constituye una forma de extinguir oficiosamente la pretensión punitiva 
que se actualiza por el simple transcurso del tiempo y que será decretada por 
el Ministerio Público o por el órgano jurisdiccional. Por ello, la acreditación 
de esa figura no requiere ser sometida al principio de contradicción en el 
juicio para que pueda ser analizada oficiosamente en el recurso de apela­
ción y en el juicio de amparo directo. Además, su estudio resulta preferente 
a cualquier planteamiento, ya que la prescripción produce el sobreseimiento 
en la causa penal, con lo que se daría por culminado el procedimiento.

1a. XXXV/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5325/2021. 4 de mayo de 2022. Mayoría de tres 
votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y de los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto par­
ticular, y el Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2023 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

EFECTOS DE LA CONCESIÓN DE AMPARO. DEBEN MODULARSE Y 
AMPLIARSE CUANDO EL JUICIO SE PROMUEVE POR ASOCIACIO­
NES CIVILES CON BASE EN UN INTERÉS LEGÍTIMO Y PARA PROTE­
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GER DERECHOS COLECTIVOS, A FIN DE TUTELAR EL DERECHO 
HUMANO DE ACCESO A LA JUSTICIA Y LOGRAR UN VERDADERO 
EFECTO REPARADOR.

Hechos: Varias asociaciones civiles promovieron juicio de amparo indirecto 
en el que reclamaron la inconstitucionalidad de los artículos 101, 102 y 103 
del Código Penal para el Estado de Aguascalientes. La Jueza de Distrito del 
conocimiento sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas no con­
taban con interés legítimo para impugnar tales normas generales. Inconfor­
mes, las quejosas interpusieron recurso de revisión, el cual fue atraído 
por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, en los juicios de amparo indirecto promovidos por asociacio­
nes civiles con base en un interés legítimo para tutelar derechos colectivos, los 
efectos de la concesión de la protección constitucional deben ser acordes 
a éste y más amplios a los que se daría a una persona en lo individual. Ello, 
en tanto que los derechos en disputa son de naturaleza colectiva que per 
se son indivisibles y de los que un grupo de personas es titular, por lo que 
merecen un efecto que sea suficiente para que todas las personas integran­
tes del grupo se beneficien con la concesión del amparo y con ello lograr 
un verdadero efecto reparador a las violaciones de derechos humanos, aten­
diendo a la naturaleza colectiva de éstos.

Justificación: Ahora bien, el anterior criterio no desconoce el principio de 
relatividad de las sentencias de amparo, sino que lo reinterpreta a fin de con­
seguir un efecto de la protección constitucional que sea acorde al principio 
de interés legítimo y a la protección de intereses colectivos, la cual consiste 
en que no debe ser óbice para la procedencia de la acción y para la conce­
sión del amparo que la sentencia estimatoria pueda traducirse en alguna 
ventaja o eventual beneficio para personas que no fueron parte del litigio. 
Ello, ya que los intereses colectivos se han definido como los que atañen a 
un grupo, categoría o clase en conjunto; por ello, la protección de tales inte­
reses no puede verse mermada por el solo hecho de que trasciende a una 
esfera jurídica subjetiva o individual; y en virtud de que la existencia de un 
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interés legítimo en defensa de un derecho colectivo genera una obligación 
en la persona juzgadora de buscar los mecanismos adecuados para reme­
diar los vicios de inconstitucionalidad, aun cuando salgan de la esfera indi­
vidual del quejoso. Esto es, lejos de que se pueda invocar la relatividad de 
las sentencias como una causa de improcedencia del juicio, el órgano juris­
diccional de amparo está obligado a buscar las herramientas jurídicas nece­
sarias para que, una vez identificada la violación a los derechos humanos, 
pueda concretar los efectos de su decisión en beneficio de todo un grupo 
con el objetivo de tutelar de mejor manera el derecho humano de acceso a 
la justicia.

1a. XXXVI/2023 (11a.)

Amparo en revisión 79/2023. Grupo de Información en Reproducción Elegida, 
A.C. y otras. 30 de agosto de 2023. Mayoría de tres votos en cuanto a los 
efectos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis Gonzá­
lez Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz 
Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRINCIPIO DE RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. NO SE 
VULNERA AL RECONOCERLE INTERÉS LEGÍTIMO A LAS ASOCIACIO­
NES CIVILES PARA RECLAMAR EN AMPARO INDIRECTO LA INCONSTI­
TUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES.

Hechos: Varias asociaciones civiles promovieron juicio de amparo indirecto 
en el que reclamaron la inconstitucionalidad de los artículos 101, 102 y 103 
del Código Penal para el Estado de Aguascalientes. La Jueza de Distrito del 
conocimiento sobreseyó en el juicio al considerar que las quejosas no conta­
ban con interés legítimo para impugnar tales normas generales. Inconformes, 
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las quejosas interpusieron recurso de revisión, el cual fue atraído por esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que no se vulnera el principio constitucional de relatividad de las 
sentencias de amparo, al reconocer interés legítimo a las asociaciones civi­
les para reclamar en juicio de amparo indirecto la inconstitucionalidad de 
normas generales, ya que no debe aplicarse de forma tajante o absoluta 
cuando se trate de juicios de amparo promovidos con base en un interés 
legítimo, a fin de tutelar los derechos colectivos de determinados grupos, 
pues hacerlo de esa manera llevaría a concluir que debe individualizarse 
una situación jurídica que, de origen, no es indivisible por su naturaleza 
colectiva, en función de quienes son los titulares del derecho humano en 
cuestión. Ello, ya que, si en los intereses colectivos o legítimos la afectación 
trasciende a la esfera jurídica subjetiva o individual de las asociaciones en 
cita, es inadmisible suponer la improcedencia del medio de control constitucio­
nal, pretextándose la violación al principio de relatividad de las sentencias, ya 
que éste no tiene el alcance de limitar el acceso a la jurisdicción de las per­
sonas cuando se trata de intereses difusos o colectivos; por lo que, ante 
estas circunstancias, debe modularse y privilegiarse este derecho humano 
y hacer procedentes los medios de control judicial de regularidad consti­
tucional.

Justificación: De conformidad con el artículo 1o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, que establece el principio pro personae, 
el cual obliga a todas las autoridades del Estado mexicano que apliquen la 
norma que resulte más favorable para las personas o, en su caso, su mejor 
interpretación. Ahora bien, de una interpretación pro personae del principio 
de relatividad de las sentencias a la luz del derecho humano de acceso a 
la justicia previsto en el artículo 17 constitucional, implica modulaciones, 
matices y excepciones para los casos en los que el juicio de amparo se 
promueva con base en un interés legítimo a fin de tutelar un derecho colec­
tivo identificable; lo cual se traduce en que el principio de relatividad de 
las sentencias de amparo debe interpretarse de la manera más favorable 
a la persona, por lo cual, lejos de invocarse una concepción restringida 
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del principio referido, será menester maximizar tanto el derecho humano de 
acceso a la tutela jurisdiccional efectiva como el principio de supremacía 
constitucional.

1a. XXXVII/2023 (11a.)

Amparo en revisión 79/2023. Grupo de Información en Reproducción Elegida, 
A.C. y otras. 30 de agosto de 2023. Mayoría de tres votos en cuanto a los 
efectos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz 
Díaz y Fernando Sosa Pastrana.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA AGRAVANTE RELATIVA A QUE EL 
SUJETO ACTIVO DE ESE DELITO SEA SERVIDOR PÚBLICO, PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DE LA MATE­
RIA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE 
LAS PENAS. 

Hechos: En un juicio de amparo directo promovido en contra de una sen­
tencia definitiva dictada en un proceso penal de corte tradicional, se planteó 
la inconstitucionalidad del artículo 5o., fracción I, de la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada, que prevé la agravante relativa a que el sujeto 
activo integrante del grupo criminal sea servidor público. Lo anterior al con­
siderar, entre otras cuestiones, que vulnera el principio de proporcionalidad 
de las penas a que se refiere el artículo 22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Ante la negación del amparo, la parte afectada 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La pena prevista en el artículo 5o., fracción I, de la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada, que regula la agravante relativa 
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a que el sujeto activo integrante de la delincuencia organizada sea servidor 
público, contempla una sanción razonable y adecuada conforme a la gra­
vedad de la conducta que tutela. Adicionalmente, tiene correspondencia 
con las sanciones previstas para el tipo básico y resulta concordante con 
los niveles ordinarios de implementación de las sanciones que para esa 
misma circunstancia agravante establece la referida norma especial. Por lo 
anterior, no vulnera el principio de proporcionalidad de las penas que deriva 
del artículo 22, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

Justificación: El artículo 5o., fracción I, de la Ley Federal contra la Delincuen­
cia Organizada regula una penalidad agravada que se actualiza cuando el 
sujeto activo de ese delito es servidor público, por lo que para evaluar la 
proporcionalidad de esa sanción se requiere de un escrutinio que debe: a) 
abarcar un estudio sobre el posible establecimiento de penas excesivas en 
la hipótesis agravada atendiendo a la gravedad en la afectación del bien 
jurídico tutelado (estándar de proporcionalidad ordinario); b) determinar si 
existe o no una desproporción injustificada en relación con las sanciones com­
prendidas para el tipo básico que la norma ordena incrementar; y c) llevar 
a cabo un ejercicio comparativo sobre el incremento de la punibilidad relativa 
de acuerdo con el sistema diseñado por el legislador en el ordenamiento 
legal (tertium comparationis).

Conforme a dicho estudio se concluye que la hipótesis agravada de referencia 
no resulta desproporcionada debido a que corresponde con una afectación 
grave y trascendental que los grupos criminales producen a la seguridad 
pública en la que participan personas que cuentan con encargos públicos, 
lo cual se reconoce como uno de los problemas de mayor relevancia tanto 
en el país como en la comunidad internacional, a partir de lo cual se supera 
un estándar de proporcionalidad ordinario.

Asimismo, las sanciones previstas en el precepto impugnado no son des­
proporcionadas ya que sus incrementos corresponden con las fijadas para 
el tipo penal básico o elemental, lo que no genera una discrepancia entre 
ambas penas.
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Finalmente, las sanciones establecidas en la circunstancia agravante en 
estudio superan un ejercicio comparativo en relación con aquellas que con­
templa la norma especial en otras hipótesis en las que se establece una 
mayor respuesta punitiva cuando se actualiza la agravante relativa a que la 
conducta sea cometida por una persona servidora pública, lo que opera 
como un verdadero sistema coherente que no presenta irregularidades en 
la proporcionalidad de las penas. Por lo tanto, el precepto impugnado no 
vulnera el artículo 22, párrafo primero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

1a. XXXVIII/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5937/2021. Juan Carlos de la Barrera Vite. 10 de 
agosto de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Presidenta 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien formuló voto particular. Ausente: Ministra Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA AGRAVANTE RELATIVA A QUE EL 
SUJETO ACTIVO DE ESE DELITO SEA SERVIDOR PÚBLICO, PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DE LA MATE­
RIA, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE TAXATIVIDAD, PRESUNCIÓN 
DE INOCENCIA, NI DE IGUALDAD. 

Hechos: En un juicio de amparo directo promovido en contra de una senten­
cia definitiva dictada en un proceso penal de corte tradicional, se planteó 
la inconstitucionalidad del artículo 5o., fracción I, de la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada, que prevé la agravante relativa a que el sujeto 
activo integrante del grupo criminal sea servidor público. Lo anterior, al con­
siderar que vulnera el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, 
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la presunción de inocencia, así como el derecho a la igualdad y no discrimi­
nación. Ante la negación del amparo, la parte afectada interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: El artículo 5o., fracción I, de la Ley Federal contra la Delin­
cuencia Organizada, que regula la agravante relativa a que el sujeto activo 
integrante de la delincuencia organizada sea servidor público, no vulnera el 
principio de taxatividad, aun cuando no contempla que su función deba estar 
relacionada con ese delito, pues lo que se sanciona es la práctica desleal 
a la confianza social que ha sido puesta en una persona con la asignación 
de una función pública y porque puede producir una afectación a la seguridad 
pública y a la sociedad en general con independencia de la trascendencia 
de su labor en la institución pública relativa. Aunado a que no vulnera la 
presunción de inocencia porque no genera una idea preconcebida de res­
ponsabilidad y se sanciona una vez acreditado el delito y la responsabili­
dad penal. Finalmente, no transgrede el derecho a la igualdad, pues genera 
una distinción punitiva justificada entre quienes siendo servidores públicos 
pertenecen a la delincuencia organizada y fija sanciones menores a quienes 
no cuentan con esa calidad.

Justificación: El artículo 5o., fracción I, de la Ley Federal contra la Delin­
cuencia Organizada regula una circunstancia agravante que se actualiza 
cuando el sujeto activo de ese delito es servidor público. Dicho concepto 
puede confirmarse a través de un contraste con las disposiciones legales 
relativas, por lo que su comprensión es de fácil entendimiento para cual­
quier persona que se ubica dentro de esa hipótesis normativa.

La citada agravante no resulta inconstitucional por disponer de una sanción 
más intensa aplicable a quien pertenece a un grupo criminal y al mismo 
tiempo ostenta el cargo de servidor público, aun cuando no prevea que su 
función se relacione inmediatamente con esa actividad ilícita. Lo anterior 
debido a que en cualquiera de las expresiones del servicio público puede 
colaborarse directamente con una agrupación delictiva, de manera que la 
actualización de esa agravante no debe categorizarse dentro de una labor 
pública específica, ya que, de hacerlo, se dejaría fuera de la pretensión 
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legislativa a múltiples hipótesis dentro del universo de posibilidades en que 
la delincuencia organizada puede cometerse.

Además, la agravante en estudio no transgrede el derecho fundamental a 
la presunción de inocencia debido a que su aplicación opera una vez que 
se ha comprobado la existencia del delito de delincuencia organizada y la 
responsabilidad penal, no genera una idea preconcebida de responsabili­
dad y el Ministerio Público mantiene la carga de la prueba de demostrar su 
actualización.

En este mismo sentido, dicha circunstancia agravante no puede conside­
rarse irrazonable ni potencialmente discriminatoria, sino más bien se justifica 
por el hecho de que fija condiciones que no se ubican en el mismo plano, 
de manera que genera una distinción válida al aplicar penas más intensas 
a quienes cuentan con un cargo en el servicio público y que al mismo tiempo 
pertenecen a un grupo criminal respecto de aquellas personas que care­
cen de esa calidad, y por ello les corresponden las sanciones previstas en 
el tipo básico.

Así, la circunstancia agravante contenida en la referida porción normativa 
brinda seguridad jurídica a las personas destinatarias sobre su contenido, 
no establece una idea anticipada de responsabilidad penal, tampoco cuenta 
con una base objetiva razonable que permita verificar la existencia de un 
tratamiento discriminatorio. Por lo tanto, no vulnera los principios de legali­
dad en su vertiente de taxatividad, de presunción de inocencia, ni de igualdad 
y no discriminación, que derivan, respectivamente, de los artículos 1o., 14 y 
20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1a. XXXIX/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5937/2021. Juan Carlos de la Barrera Vite. 10 de 
agosto de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Presidenta Ana 
Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
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quien formuló voto particular. Ausente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

INVESTIGACIÓN DE TORTURA EN EL SISTEMA PENAL TRADICIONAL. 
LINEAMIENTOS QUE DEBEN OBSERVARSE CUANDO ES ORDENADA 
RESPECTO DE UNA PERSONA COINCULPADA QUE, AL MOMENTO DE 
DECRETARSE LA INVESTIGACIÓN, HA FALLECIDO. 

Hechos: Una persona sujeta a un procedimiento penal tradicional fue absuelta 
en primera y segunda instancias. Dentro de los factores tomados en cuenta 
para emitir esas resoluciones destaca que se consideró nula la declaración 
rendida por una persona coinculpada que atribuyó los hechos investigados 
a la persona acusada, pues se concluyó que su testimonio fue obtenido 
mediante tortura. Inconforme con la resolución, la parte ofendida promovió 
un juicio de amparo directo en donde un Tribunal Colegiado de Circuito con­
cedió la protección constitucional para que la prueba de la persona coinculpada 
fuera valorada. A la fecha de emitirse la sentencia de amparo directo, la 
persona coinculpada ya había fallecido. Inconforme con esa decisión, la per­
sona inculpada interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: Cuando se investiga la existencia de tortura realizada a 
una persona coinculpada que ya ha fallecido, pero que en su momento 
atribuyó hechos delictivos a otra, los órganos jurisdiccionales deben verificar 
que los peritos encargados de la investigación recaben la evidencia dispo­
nible al momento en que se afirma que la tortura ocurrió para que, en vista 
de los resultados obtenidos, confirmen o descarten su realización. En el 
entendido de que si se tiene duda sobre la existencia de tortura, esa situa­
ción debe operar en favor de la persona inculpada, en cuyo caso se tendrá 
por cierta su realización y deben ser excluidas las pruebas que deriven de 
esa afectación.
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Justificación: En diversos precedentes de esta Primera Sala se ha estable­
cido que en los procesos penales tradicionales es procedente investigar 
una denuncia de tortura cuando se señala que fue aplicada a una persona 
coinculpada para emitir una declaración en la que atribuye los hechos delictivos 
investigados a otra persona y dicho testimonio es utilizado para sustentar la 
sentencia de condena dictada en su contra. Si se acredita la tortura, el testi­
monio de la persona coinculpada debe ser declarado nulo. Este tratamiento 
opera para garantizar que la persona inculpada no sea juzgada a partir de 
pruebas ilícitas, con lo cual se salvaguarda el debido proceso.

Sin embargo, también ha destacado que en casos en los que la persona 
coinculpada que declaró en contra de otra ya ha fallecido, existe imposibi­
lidad para que las pruebas diseñadas en el Protocolo de Estambul puedan 
ser aplicadas de forma directa.

Pues bien, en esos supuestos debe prestarse especial atención a otras alter­
nativas a través de las cuales se pueda recabar una investigación que permita 
dilucidar si esa violación de derechos humanos pudo haber acontecido, 
por lo que las autoridades jurisdiccionales deben tomar en cuenta que en 
la investigación que se practique: a) sea analizada la evidencia disponible 
al momento en que se alegó la existencia de esa afectación; b) para ello, 
debe considerarse el contenido de los peritajes físicos o psicológicos practica­
dos durante la investigación y/o el procesamiento de la persona relativa, incluso 
los recabados en el lugar de su internamiento; c) también debe agotarse en 
lo posible la identificación y las declaraciones de los testigos, policías y/o 
personas coinculpadas que pudieran dar cuenta de la existencia de esa 
afectación producida en su momento a la persona fallecida; y d) se debe 
tomar en consideración cualquier otro elemento que resulte útil para resolver 
con la mayor aproximación posible sobre la existencia de tortura.

En vista de los resultados obtenidos, el órgano jurisdiccional analizará si 
tiene evidencia suficiente para acreditar la existencia de tortura y resolverá 
lo conducente en el asunto. En el entendido de que si los elementos y las 
opiniones relativas generan una duda considerable sobre la existencia de 
tortura, pero no es posible decretarla, esto debe ser suficiente para resolver 
a favor de la persona inculpada sobre que esa afectación sí existió, de 
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acuerdo con el principio in dubio pro reo, que constituye uno de los pilares 
del derecho penal.

1a. XL/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 5681/2022. 15 de marzo de 2023. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente en el que se separa 
de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: 
Saúl Armando Patiño Lara.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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